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2 ASISTENCIA

Diputados Presentes
Bloque
Departamento

ALBÓNICO, Norma Mónica
PS
Iriondo

ARANDA, Lucrecia Beatriz
PS
Rosario

BARRERA, Edmundo Carlos
PJ
La Capital

BAUDÍN, Juana Aurora
PS
General Obligado

BENAS, Verónica Claudia
ARI
Rosario

BENÍTEZ, Miriam Isabel
PPS
Rosario

BONFATTI, Antonio Juan
PS
Rosario

BRIGNONI, Marcelo
EP
Rosario

CASTELLANI, Carlos Alberto
UCD
Rosario

CAVUTO, Adriana
PJ
La Capital

CECCHI, Alfredo Luis
PS
General López

COSTA, María Celia
PJ
La Capital

CURA, Jorge Alfredo
PJ
La Capital

DALLA FONTANA, Ariel Raúl
PJ
La Capital

DEHESA, Roberto
PJ
General López

ESQUIVEL, Mario César
PJ
La Capital

GASTALDI, Marcelo Luis
PJ
Rosario

GUTIÉRREZ, Alicia Verónica
ARI
Rosario

JULLIER, Héctor Eduardo
PDP
Las Colonias

KILIBARDA, Danilo Héctor
PJ
La Capital

LACAVA, Mario Alfredo
PJ
La Capital

LAGNA, Jorge Alberto
PJ
General López

LAMBERTO, Raúl A.
PS
Rosario

LIBERATI, Sergio
PS
Rosario

MAGUID, Alberto Emilio
PJ
La Capital

MARCUCCI, Hugo María
UCR
La Capital

MASCHERONI, Santiago
UCR
La Capital

MEOTTO, Liliana Graciela
PJ
Rosario

MILLET, Juan Carlos
UCR
Rosario

MIRABELLA, Roberto
PJ
Castellanos

PEIRONE, Ricardo
PJ
Castellanos

PERALTA, Mónica Cecilia
BER
Rosario

PESARESI, Julia Alejandra
PJ
9 de Julio

PEZZ, Federico Gustavo
UCR
General Obligado

PIVIDORI, José Francisco
PJ
General Obligado

QÜESTA, Daniela Susana
BER
La Capital

REAL, Gabriel Edgardo
PD-P
General López

REUTEMANN, Roberto Federico
PJ
La Capital

REYNOSO, Ricardo Abel
PPS
Rosario

RIESTRA, Antonio Sabino
ARI
La Capital

RITTER, Oscar Raúl
UCR
Las Colonias

SÁNCHEZ, Francisca
PJ
San Javier

SCATAGLINI, Marcelo Darío
PJ
La Capital

STANOEVICH, María Rosa
PJ
Rosario

STRADA, Aldo Ricardo
ARI
Rosario

TIBALDO, Claudio Mario
PJ
La Capital

TOMEI, Mónica Alicia
UCR
Rosario

VÁZQUEZ, José María
PJ
La Capital

VENESIA, Laura Mercedes
PJ
Rosario

Diputados Ausentes
Bloque
Departamento

URRUTY, Oscar
PPS
Rosario

Referencias: ARI: Afirmación para una República Igualitaria – BEP: Bloque Encuentro Popular – BER: Bloque Encuentro Radical – PDP: Partido Demócrata Progresista – PJ: Partido Justicialista – PPS: Partido para el Progreso Social – PS: Partido Socialista – UCD: Unión del Centro Democrático – UCR: Unión Cívica Radical
3 APERTURA DE LA SESIÓN


En la ciudad de Santa Fe, a las 15:29 del 24 de noviembre de dos mil cuatro, los señores diputados presentes en la Sala de Sesiones, ante la falta de quórum, solicitan a la Presidencia que continúe llamando hasta lograr el número reglamentario.


A las 19 y 30 se reúne la Cámara de Diputados de la Provincia, en la 1ª Sesión Extraordinaria del 122º Período Legislativo.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se pasará lista de los diputados presentes.


Con la presencia de 49 diputados declaro abierta la sesión.

–
Está ausente el diputado Urruty.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Invito a los señores diputados Daniela Susana Qüesta y a José Francisco Pividori izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto.

· Así se hace. Aplausos.

4 convocatoria a sesión extraordinaria

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura a la resolución sancionada en fecha 11 de noviembre del corriente año, por la cual se convoca a la presente sesión extraordinaria.

–
Se lee:

La Cámara de Diputados de la Provincia

Resuelve:

Artículo 1º – Convocar para el próximo miércoles 24 de noviembre, a las 16,00 hs. a una Sesión Extraordinaria con el objeto de considerar los Asuntos Entrados, las Preferencias y el Orden del Día correspondientes.

Artículo 2º – La Secretaría Parlamentaria cursará las citaciones de práctica.

Artículo 3º – Regístrese, comuníquese y archívese.

Barrera – Millet – Lacava – Brignoni – Pezz – Mascheroni – Bonfatti – Peralta

5 apartamiento del reglamento

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Conforme con lo resuelto en la reunión de Labor Parlamentaria se va a votar un apartamiento del reglamento a los fines de tratar, en primer lugar, los asuntos Nº 1 y Nº 2 del Orden del Día, esto es el Presupuesto de Gastos y Cálculo de Recursos del año 2005 y la Ley Complementaria, respectivamente.

–
Resulta afirmativa.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


En virtud de que el asunto Nº 2 del Orden del Día modifica y da una cantidad de atribuciones que permiten desarticular todo lo que está en el asunto Nº 1, mociono que se traten en forma invertida para saber cómo discutimos posteriormente el Presupuesto. Que se trate primero la Ley Complementaria y, en la medida en que esta Ley Complementaria es votada o no, discutamos luego el Presupuesto.

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Pido la palabra.


Nuestra bancada se opone a esta propuesta y proponemos el tratamiento tal cual lo planteamos anteriormente.

5.1 Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos del Ejercicio 2005

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 1 del Orden del Día, proyecto de ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos para el Ejercicio 2005 (Expte. Nº 13.549 – PE).

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos para el Ejercicio 2005 (Expte. Nº 13.549 – PE – Mensaje 2845), que cuenta con los dictámenes de las comisiones de: Asuntos Comunales (mayoría y minoría), Industria y Comercio (mayoría), Obras y Servicios Públicos (mayoría y minoría), Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión (mayoría y minoría), Educación (mayoría y minoría), Vivienda y Urbanismo (mayoría y minoría), Salud Pública y Asistencia Social (mayoría), Promoción Comunitaria (mayoría), Cultura y Medios de Comunicación Social (mayoría), Agricultura y Ganadería (mayoría y minoría), Seguridad Social (mayoría y minoría), Transporte (mayoría), Asuntos Constitucionales y Legislación General (mayoría y minoría) y, luego de los estudios realizados y las razones que oportunamente dará el miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe:

 EÍ "zlExpte. Nº 13.549 – PE: Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos del Ejercicio 2005" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

CAPITULO I

PRESUPUESTO DE LA ADMINISTRACION PROVINCIAL

Artículo 1º.- Fíjase en la suma de pesos cuatro mil novecientos dieciséis millones ochocientos un mil quinientos sesenta ($ 4.916.801.560), los gastos corrientes y de capital del Presupuesto de la Administración Provincial (Administración Central, Organismos Descentralizados e Instituciones de Seguridad Social) para el Ejercicio 2005, conforme se detalla a continuación, y analíticamente en las planillas Nros. 1 y 2 anexas al presente artículo.

CONCEPTO
GASTOS CORRIENTES
GASTOS DE CAPITAL
TOTAL

Administración Central
3.236.376.459
378.055.109
3.614.431.568

Organismos Descentralizados
126.269.056
333.495.884
459.764.940

Instituciones de 

Seguridad Social
842.003.552
601.500
842.605.052

TOTALES
4.204.649.067
712.152.493
4.916.801.560

Artículo 2º.- Estímase en la suma de pesos cinco mil doscientos trece millones cuatrocientos sesenta y dos mil ochocientos uno ($ 5.213.462.801) el Cálculo de Recursos de la Administración Provincial para el Ejercicio 2005, destinado a atender las erogaciones a que refiere el artículo 1 de la presente ley, de acuerdo al resumen que se indica a continuación, y al detalle que figura en planillas Nros. 3 y 4, anexas al presente artículo.

CCONCEPTO
RECURSOS CORRIENTES
RECURSOS DE CAPITAL
TOTAL

Administración Central
4.370.989.178
44.260.237
4.415.249.415

Organismos

Descentralizados
109.816.336
21.436.450
131.252.786

Instituciones de Seguridad Social
666.960.600

666.960.600

TOTALES


5.147.766.114
65.696.687
5.213.462.801

Artículo 3º.- Fíjase en la suma de pesos quinientos treinta y ocho millones ochenta y cinco mil quinientos cincuenta y cuatro ($ 538.085.554) los importes correspondientes a los Gastos Figurativos para Transacciones Corrientes y de Capital de la Administración Provincial, para el ejercicio 2005, quedando en consecuencia establecido el Financiamiento por Contribuciones Figurativas para Financiaciones Corrientes y de Capital de la Administración Provincial en la misma suma, según el detalle que figura en las planillas Nros. 5 y 6, anexas al presente artículo.

Artículo 4º.- Como consecuencia de lo establecido en los artículos 1, 2 y 3, estímase en pesos doscientos noventa y seis millones seiscientos sesenta y un mil doscientos cuarenta y uno ($ 296.661.241) el Resultado Financiero Superavitario de la Administración Provincial para el Ejercicio 2005.


El Presupuesto de la Administración Provincial para el Ejercicio 2005 contará con las Fuentes Financieras y Aplicaciones Financieras indicadas a continuación y que se detallan en las planillas Nros. 7 y 8, anexas al presente artículo.

- Fuentes Financieras
 




 
 83.508.734
- Disminución de la Inversión Financiera
 

 

   2.605.218

- Endeudamiento Público o Incremento 

   de Otros Pasivos 







 80.903.516

- Aplicaciones Financieras 





            380.169.975
- Amortización de la Deuda y Disminución

   de Otros Pasivos 






                283.069.975

- Inversiones Financieras Temporarias 




                97.100.000

Fíjase en la suma de pesos seis millones seiscientos veintiséis mil doscientos siete ($ 6.626.207) el importe correspondiente a Gastos Figurativos para Aplicaciones Financieras de la Administración Provincial quedando en consecuencia establecido el Financiamiento por Contribuciones Figurativas para Aplicaciones Financieras en la misma suma, conforme al detalle obrante en las planillas Nros. 9 y 10 anexas al presente artículo.

Artículo 5º.- Como consecuencia de lo establecido en los artículos precedentes, apruébase el Esquema Ahorro - Inversión - Financiamiento para el Ejercicio 2005, conforme al resumen que se indica a continuación:

ESQUEMA AHORRO-INVERSIÓN-FINANCIAMIENTO

CONCEPTO
ADMINISTRACION CENTRAL
ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS
INSTITUCIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
TOTAL

I-INGRESOS CORRIENTES
4.370.989.178
109.816.336
666.960.600
5.147.766.114

II-GASTOS CORRIENTES
3.236.376.459
126.269.056
842.003.552
4.204.649.067







III–RESULTADO ECONÓMICO AHORRO/
DESAHORRO (I-II)
1.134.612.719
-16.452.720
-175.042.952
943.117.047







IV-RECURSOS DE CAPITAL
44.260.237
21.436.450

65.696.687







V-GASTOS DE CAPITAL
378.055.109
333.495.884
601.500
712.152.493







VI-INVERSIÓN
333.794.872
312.059.434
601.500
646.455.806

TOTAL DE RECURSOS (I+IV)
4.415.249.415
131.252.786
666.960.600
5.213.462.801

TOTAL DE GASTOS (II+V)
3.614.431.568
459.764.940
842.605.052
4.916.801.560







CONCEPTO
ADMINISTRACION CENTRAL
ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS
INSTITUCIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
TOTAL

VII-RESULTADO FINANCIERO ANTES DE CONTRIBUCIONES (NECESIDAD DE FINANCIA-

MIENTO ANTES DE CONTRIBU -CIONES)
800.817.847
- 328.512.154
- 175.644.452
296.661.241

VIII-CONTRIBUCIONES FIGURATIVAS 
14.839.794
347.770.308
175.475.452
538.085.554

IX-GASTOS FIGURATIVOS
523.245.760
14.839.794

538.085.554

X-RESULTADO FINANCIERO (VII+VIII-IX)
292.411.881
4.418.360
-169.000
296.661.241

XI-FUENTES FINANCIERAS
82.738.734
500.000
270.000
83.508.734

 A-DISMINUCIÓN DE LA INVERSIÓN FINANCIERA
1.835.218
500.000
270.000
2.605.218

 B-ENDEUDA-

MIENTO PÚBLICO E INCREMENTO DE OTROS PASIVOS
80.903.516


80.903.516

XII- APLICACIONES FINANCIERAS
368.584.408
11.484.567
101.000
380.169.975

 -AMORTIZACIÓN DE LA DEUDA Y 

DISMINUCIÓN DE OTROS PASIVOS
271.584.408
11.484.567
1.000
283.069.975

 -INVERSIONES FINANCIERAS TEMPORARIAS
97.000.000

100.000


97.100.000

XIII-

CONTRIBUCIONES FIGURATIVAS PARA APLICACIONES FINANCIERAS
30.000
6.596.207

6.626.207

XIV- GASTOS FIGURATIVOS PARA APLICACIONES FINANCIERAS
6.596.207
30.000

6.626.207


El nivel de Erogaciones autorizado en los artículos precedentes, que componen el Presupuesto de la Administración Provincial, se detalla en planilla anexa 11, en el nivel institucional y por objeto del gasto.

Artículo 6.- Fíjase el número de cargos de la planta de personal, incluyendo los correspondientes a Profesionales Universitarios de la Sanidad Oficial, en los siguientes totales:

CONCEPTO
PERSONAL


TOTAL
PERMANENTE
TEMPORARIO

ADMINISTRACION CENTRAL
 91.473
 90.407
1.066

ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS
 3.802
 3.757
 45

INSTITUCIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
 838
 825
 13

TOTAL ADMINISTRACION PROVINCIAL

(Capítulo I – Anexo 12)
 96.113
94.989
1.124


Fíjase en doscientos noventa y ocho mil setecientos treinta y seis (298.736) el número de horas de cátedra del personal docente.


Facúltase al Poder Ejecutivo a transformar cargos de la Planta de Personal fijada en el presente artículo a los fines de posibilitar la incorporación de personal de Seguridad.

Artículo 7.- Establécese como cupo fiscal máximo para el año 2005, de la deducción del gravamen a que refieren los artículos 26 y 27 de la Ley Nº 10.554, el importe de pesos cuatrocientos ochenta mil ($ 480.000), pudiendo el Poder Ejecutivo incrementar dicho cupo fiscal por hasta un ciento por ciento (100 %) durante el Ejercicio 2005, según las posibilidades financieras del Estado Provincial.

Artículo 8.- Establécese como cupo fiscal máximo para el año 2005, la suma de pesos un millón doscientos mil ($ 1.200.000), de la desgravación impositiva prevista por el artículo 24 de la Ley Nº 10.552.

Artículo 9.- A partir del 1° de enero de 2005, los ascensos de personal que se realicen por promociones –incluidas las de carácter automático–, y en uso de facultades del Poder Ejecutivo, así como los incrementos salariales que pudieren resultar de la aplicación de normas convencionales, legales o estatutarias que contengan cláusulas que impliquen aumentos automáticos de las remuneraciones de los funcionarios y empleados públicos de los diferentes Poderes del Estado Provincial, sea por aplicación de fórmulas de ajuste o de mejores beneficios correspondientes a otras Jurisdicciones, sectores, funciones, jerarquías, cargos o categorías, quedarán supeditados a la existencia de crédito presupuestario y se harán efectivos con los alcances y limitaciones establecidas en el artículo 141 de la Ley Nº 24.013.

Artículo 10.- Establécese que la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia atenderá el pago de las pensiones otorgadas por aplicación de la Ley N° 4.794 de Pensiones Graciables a Ex Legisladores y Ex Convencionales Constituyentes, y sus modificatorias; de la Ley N° 7044 de Pensiones Graciables a Ex Gobernadores y Ex Interventores Constitucionales y de la Ley N° 10.120 de Asignaciones por carga de familia de Ex Legisladores y Ex Convencionales Constituyentes, hasta el crédito presupuestario autorizado en la presente ley, por la suma de pesos un millón trescientos sesenta y cinco mil ($ 1.365.000).


El Poder Ejecutivo no podrá, en ningún caso, realizar modificaciones presupuestarias para atender erogaciones que excedan dicho crédito presupuestario. 

Artículo 11.- Los importes a abonar en el Ejercicio 2005 al Sector Docente Provincial en concepto de Incentivo Docente, estarán limitados a los ingresos provenientes del Gobierno Nacional, que con tal destino se efectivicen en dicho ejercicio.

Artículo 12.- Dispónese la constitución de un “Crédito Contingente para Emergencias Financieras” en la Jurisdicción Obligaciones a Cargo del Tesoro con los créditos correspondientes a los cargos vacantes transitorios que se produzcan en el transcurso del ejercicio 2005, para lo cual las distintas Jurisdicciones y Organismos Descentralizados informarán mensualmente al Ministerio de Hacienda y Finanzas, dentro del mes subsiguiente, las vacantes que se hayan producido, remitiendo el pedido de contabilización de reducción de créditos.


Como consecuencia de lo expuesto precedentemente, las economías que se practiquen en el rubro “Personal” en los Organismos Descentralizados que no reciben aportes de la Administración Central a los fines de equilibrar sus resultados, se destinarán a la constitución del “Crédito Contingente para Emergencias Financieras” en el presupuesto del respectivo Organismo. Aquellos Organismos Descentralizados que reciben aportes de Rentas Generales a los fines de equilibrar sus resultados, destinarán las economías en Personal que practiquen a la conformación del citado crédito contingente en el Presupuesto de la Administración Central, con disminución del Aporte para Cubrir Déficit previsto presupuestariamente.


El Ministerio de Hacienda y Finanzas verificará el estricto cumplimiento de las disposiciones del presente artículo efectuando las auditorías pertinentes y deberá informar en caso de incumplimiento, sin perjuicio de la intervención pertinente del Tribunal de Cuentas de la Provincia.

Artículo 13.- Autorízase al Poder Ejecutivo a emitir Letras de Tesorería, Títulos o Documentos, o contraer deudas a efectos de atender desequilibrios transitorios de caja, pudiendo afectar en garantía los recursos provenientes del régimen establecido por la Ley Nacional Nº 23.548 y modificatorias o el régimen que la reemplace debiendo dar cuenta a las HH.CC. Legislativas. Las mismas deberán cancelarse en el transcurso del ejercicio.

Artículo 14.- Establécese que en el supuesto de que el Gobierno Nacional no cumpla con los acuerdos celebrados que contemplen transferencias de fondos o la recaudación nacional y/o provincial no alcance los niveles previstos en la presente ley, los tres Poderes del Estado Provincial, sus Organismos Descentralizados y Autárquicos, así como Entes con participación estatal mayoritaria, efectuarán los ajustes presupuestarios contemplados en la Ley Nº 11.965.

CAPITULO II

PRESUPUESTO DE LA ADMINISTRACION CENTRAL

Artículo 15.- Detállanse en las planillas resumen números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 anexas al presente artículo, los importes determinados en los artículos 1, 2, 3, 4 y 5 de la presente ley.

El nivel de erogaciones autorizado en los artículos precedentes, que componen el Presupuesto de la Administración Central, se detalla en planilla anexa 10, en la clasificación institucional y por objeto del gasto, en planillas anexas 11, en la clasificación institucional, por fuente de financiamiento y objeto del gasto, en planillas anexas 12, en la clasificación institucional por programas y económica y en planillas anexas 13, en la clasificación institucional por finalidad y función.


Las respectivas jurisdicciones deberán programar la inversión mensual en personal de manera tal que su proyección anual no exceda el monto que para cada Jurisdicción se determina en la presente ley.

CAPITULO III

PRESUPUESTO DE LOS ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS E

INSTITUCIONES DE SEGURIDAD SOCIAL

Artículo 16.- Detállanse en las planillas resumen números 1A, 2A, 3A, 4A, 5A, 6A, 7A, 8A, 9A y 10A anexas al presente artículo, los importes determinados en los artículos 1, 2, 3, 4 y 5 de la presente ley.


El nivel de erogaciones autorizado en los artículos precedentes, que componen el Presupuesto de los Organismos Descentralizados, se detalla en planilla anexa 11A, en la clasificación institucional y por objeto del gasto, en planillas anexas 12A, en la clasificación institucional, por fuente de financiamiento y objeto del gasto, en planillas anexas 13A, en la clasificación institucional por programas y económica y en planillas anexas 14A, en la clasificación institucional por finalidad y función.

Artículo 17.- Detállanse en las planillas resumen números 1B, 2B, 3B, 4B, 5B, 6B, 7B, 8B, 9B y 10B anexas al presente artículo, los importes determinados en los artículos 1, 2, 3, 4 y 5 de la presente ley.


El nivel de erogaciones autorizado en los artículos precedentes, que componen el Presupuesto de las Instituciones de Seguridad Social, se detalla en planilla anexa 11B, en la clasificación institucional y por objeto del gasto, en planillas anexas 12B en la clasificación institucional por fuente de financiamiento y objeto del gasto, en planillas anexas 13B, en la clasificación institucional por programas y económica y en planillas anexas 14B, en la clasificación institucional por finalidad y función.

CAPITULO IV

PRESUPUESTO DE LAS EMPRESAS, SOCIEDADES Y OTROS ENTES PÚBLICOS
EMPRESA PROVINCIAL DE LA ENERGIA

LABORATORIO PRODUCTOR DE FARMACOS MEDICINALES S.E. Y

ENTE INTERPROVINCIAL TUNEL SUBFLUVIAL

“RAUL URANGA – CARLOS SILVESTRE BEGNIS”

Artículo 18.- Fíjanse en las sumas que para cada caso se indican, los Presupuestos de erogaciones –gastos corrientes y de capital– de la Empresa Provincial de la Energía, el Laboratorio Productor de Fármacos Medicinales S.E. y el Ente Interprovincial Túnel Subfluvial “Raúl Uranga – Carlos Silvestre Begnis”, estimándose los recursos y el Resultado Financiero en las sumas que se indican a continuación:

CONCEPTO
Empresa Provincial

De la Energía


Laboratorio Productor de Fármacos Medicinales S.E.
Túnel Subfluvial

“Raúl Uranga – Carlos Silvestre Begnis”

Erogaciones Corrientes
738.895.424
5.625.875

5.998.600

Erogaciones de Capital
77.560.490
625.600

691.400

Total de Erogaciones
816.455.914
6.251.475

6.690.000

Recursos Corrientes
827.212.745
5.625.875

6.690.000

Recursos de Capital

625.600



Total de Recursos
827.212.745
6.251.475

6.690.000

Resultado Financiero
10.756.831


-

Fuentes Financieras





Aplicaciones Financieras
10.756.831





Apruébase el Esquema Ahorro-Inversión-Financiamiento para el Ejercicio 2005 de acuerdo al detalle que figura en planillas 1, 2 y 3 anexas al presente artículo.


El nivel de Erogaciones autorizado precedentemente, que componen el Presupuesto de la Empresa Provincial de la Energía, Laboratorio Productor de Fármacos Medicinales S.E. y Ente Interprovincial Túnel Subfluvial “Raúl Uranga – Carlos Silvestre Begnis”, se detalla en planilla anexa 4, en la clasificación institucional y por objeto del gasto, planilla anexa 5, en la clasificación institucional y económica, en planillas anexas 6 en la clasificación institucional por fuente de financiamiento y objeto del gasto, en planillas anexas 7, en la clasificación institucional por programas y económica y en planillas anexas 8, en la clasificación institucional por finalidad y función.

Artículo 19.- Fíjase el número de cargos de la planta de personal, correspondiente a la Empresa Provincial de la Energía de acuerdo al siguiente detalle:

CONCEPTO
PERSONAL


TOTAL
PERMANENTE
TEMPORARIO

Empresa Provincial de la Energía
3.228
3.188
40

CAPITULO V

DISPOSICIONES TRIBUTARIAS

Artículo 20.- La determinación del impuesto Patente Única sobre Vehículos por el año fiscal 2005 no podrá exceder el impuesto determinado por el año fiscal 2004 cuando se trate de vehículos modelos año 2004 y anteriores, salvo para aquellos casos que resulte mayor por aplicación de la alícuota a que hace referencia el último párrafo del artículo 1º de la Ley Nº 12.306.


Para el caso de los vehículos modelo 2005 el impuesto resultante no podrá, en ningún caso, superar en un veinte por ciento (20%) el impuesto que corresponda tributar por vehículos similares u homólogos a modelos 2004, salvo para aquellos casos que resulte mayor por aplicación de la alícuota a que hace referencia el último párrafo del artículo 1º de la Ley Nº 12.306. A estos efectos suspéndese la aplicación del artículo 264 del Código Fiscal (t.o. 1997 y sus modificatorias).

Artículo 21.- Incorpórase como últimos párrafos al artículo 28 de la Ley Nº 5.110 y sus modificatorias, el siguiente texto:


La alícuota indicada en el párrafo primero se reducirá al dos por ciento (2%) a partir del 1 de enero de 2005.


La reducción dispuesta en el párrafo precedente será aplicable sólo a aquellos contribuyentes que se encuentren al día con los aportes de esta ley y con el Impuesto sobre los Ingresos Brutos al 31 de diciembre del año inmediato anterior a la fecha indicada. A este fin se entenderá que se encuentra al día quien hubiera abonado la totalidad de los aportes e impuestos correspondientes o haya formalizado convenio de pago si se encontrara oportunamente vigente esta modalidad de regularización de deudas.”

CAPITULO VI

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 22.- Autorízase al Poder Ejecutivo Provincial a practicar la distribución analítica de los créditos establecidos en los artículos precedentes, conforme a la estructura y clasificaciones presupuestarias vigentes.


A los efectos del control del presupuesto analítico, facúltase al Poder Ejecutivo a fijar los niveles de las partidas que serán consideradas limitativas e indicativas, en las condiciones dadas por la normativa vigente.


El Poder Ejecutivo deberá comunicar a las HH.CC. Legislativas las modificaciones que realice por decreto simple al Plan de Obras Públicas.

Artículo 23.- Facúltase al Poder Ejecutivo a realizar las modificaciones presupuestarias pertinentes como consecuencia de los desembolsos del Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF.) en el “Préstamo para la Reforma Provincial – Santa Fe” aprobado por Decreto del Poder Ejecutivo Nº 2.400/01.

Artículo 24.- Los ahorros que se produzcan en recursos de Cuentas Especiales del Poder Judicial, incluidos los saldos no invertidos en ejercicios presupuestarios anteriores al año 2005, podrán ser incorporados por dicho Poder al Presupuesto que fija la presente ley con destino a la atención de sus gastos de funcionamiento.

Artículo 25.- Ratifícase la vigencia durante el ejercicio 2005, del Fondo creado por el artículo 1 de la Ley Nº 11.759.

Artículo 26.- El Poder Ejecutivo deberá requerir a la Dirección Nacional del Registro de la Propiedad Automotor que no dé curso a inscripciones de dominio cuando se produzcan transferencias de vehículos automotores, motos, motonetas, acoplados y demás vehículos sin el correspondiente certificado de libre deuda por el impuesto a la Patente Única sobre Vehículos, suscribiendo los convenios pertinentes en caso de así corresponder.

Artículo 27.- Fíjase en la suma de pesos sesenta y un millones cuatrocientos setenta y nueve mil ochocientos treinta y ocho ($ 61.479.838) el Presupuesto de erogaciones del Poder Legislativo.


En cumplimiento del artículo 32 de la Ley N° 11.887 fíjase en la suma de pesos dos millones doscientos cincuenta y nueve mil setecientos sesenta ($ 2.259.760), el Aporte a la Caja de Jubilaciones y Pensiones conforme a lo prescripto en los artículos 32 y 33 de la Ley N° 11.887, de acuerdo al resumen que se indica a continuación:

CONCEPTO
Cámara de Senadores
Cámara de Diputados
TOTAL

Presupuesto de Erogaciones (art. 1° de la presente Ley)
23.420.000
38.059.838
61.479.838

Gastos Figurativos artículos 32° y 33° - Ley 11.887 (art. 3° de la presente Ley)
813.520
1.446.240
2.259.760


Los saldos no invertidos al cierre del ejercicio presupuestario, de los recursos establecidos en el artículo 32 de la Ley Nº 11.887, serán transferidos al próximo ejercicio en el presupuesto de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, con destino a atender las erogaciones previstas en la ley citada.

Artículo 28.- Facúltase al Poder Ejecutivo para que por intermedio del Ministerio de Salud convenga con el Laboratorio Productor de Fármacos Medicinales Sociedad del Estado la afectación del personal que estime necesario para la participación en la producción de dicha sociedad. 

Artículo 29.- El Presupuesto fijado en la presente ley incluye un crédito total de pesos trece millones quinientos mil ($ 13.500.000) en la Jurisdicción 90 - Servicio de la Deuda, con destino exclusivo a la atención de sentencias judiciales firmes que condenen al Estado Provincial al pago de una suma de dinero y que cuenten con liquidación cierta y aprobada y reconocimientos administrativos en causas que involucren a la Administración Centralizada y Organismos Descentralizados que reciban aportes del Tesoro Provincial para solventar su déficit.


Dicho crédito constituye el límite máximo establecido para el pago de tales sentencias judiciales firmes que cuenten con liquidación cierta y aprobada y reconocimientos administrativos que corresponda abonar, sujeto a la disponibilidad de los recursos que para el presente período fiscal se dispongan en la programación financiera y de acuerdo a las prioridades y mecanismos contemplados en la Ley Nº 12.036. 


El Poder Ejecutivo podrá disponer incrementos en el crédito presupuestario referido en el párrafo que antecede, conforme a la disponibilidad de títulos públicos que se emitan en orden a la norma contemplada en el artículo 30 de la presente ley.


Establécese que, con la inclusión de la partida mencionada en el primer párrafo del presente artículo, se dan por cumplimentados para el ejercicio presupuestario 2.005 todos los procedimientos exigidos por la Ley Nº 12.036 para la atención de las sentencias judiciales firmes que cuenten con liquidación cierta y aprobada y reconocimientos administrativos, facultándose al Poder Ejecutivo a realizar la distribución por Jurisdicciones de la precitada suma global.


Los Organismos Descentralizados que no reciban aportes del Tesoro Provincial para paliar su déficit y Empresas del Estado deberán afrontar el costo de las sentencias judiciales firmes que cuenten con liquidación cierta y aprobada y de los reconocimientos administrativos que los involucren, dentro del Presupuesto total fijado por la presente ley.

Artículo 30. - El remanente estimado de Bonos Previsionales de la Provincia de Santa Fe conforme a las previsiones de cancelación de deudas consolidadas y sujetas al régimen de cancelación especial Ley N° 11.373 y modificatorias, podrá ser aplicado a la cancelación de otras deudas emergentes de condenas judiciales o reconocimientos administrativos firmes.

Artículo 31.- El Presupuesto fijado en la presente ley incluye un crédito total de pesos cuatro millones ($ 4.000.000) en la Jurisdicción 91- Obligaciones a cargo del Tesoro, con destino exclusivo a la atención de allanamientos o transacciones que Fiscalía de Estado realice por autorización del Poder Ejecutivo mediante el dictado del decreto pertinente con refrendo del Ministro de Hacienda y Finanzas, en las causas judiciales a su cargo correspondientes a las distintas jurisdicciones, organismos descentralizados o empresas del Estado.


La transferencia de los fondos será dispuesta por resolución conjunta del Fiscal de Estado –como órgano de defensa legal– y del Ministro de Hacienda y Finanzas. Exclúyese la utilización de la partida referida precedentemente, de la normativa inherente a la Programación Financiera de Gastos.

Artículo 32.- La autorización conferida al Fiscal de Estado por Decreto Nº 4648/89 se hace extensiva a los titulares de las Jurisdicciones, Organismos Descentralizados y Empresas del Estado que deban autorizar depósitos de gastos judiciales solicitados oportunamente por Fiscalía de Estado y que deban atenderse con los presupuestos previstos en cada una de ellas a los efectos previstos en la Ley Nº 12.036.

Artículo 33.- Facúltase al Poder Ejecutivo a la constitución de un Fondo Específico de Riesgo Fiduciario en el marco de las Leyes Nros. 24.467 y 25.300 hasta un monto máximo de pesos cinco millones ($ 5.000.000), que tendrá por objeto otorgar garantías financieras a Pymes que desarrollen actividades económicas-productivas dentro del ámbito provincial, de acuerdo a lo establecido por el artículo 10° del Decreto del Poder Ejecutivo Nacional Nº 1076/01 para el coeficiente de expansión del sistema de garantías recíprocas.


Facúltase al Poder Ejecutivo a suscribir con sociedades de garantía recíproca reconocidas por el Banco Central de la República Argentina los actos que sean necesarios para el cumplimiento del cometido y a dictar las normas reglamentarias pertinentes en un plazo de sesenta (60) días.


El fondo específico que se constituya en virtud de la facultad conferida por el presente artículo se atenderá con el crédito autorizado por la presente ley en el Ministerio de la Producción.

Artículo 34.- Incorpórase como segundo párrafo del artículo 1 de la Ley N° 11.148, el siguiente texto:


“El monto que resulte por aplicación del párrafo precedente se calculará anualmente para cada ejercicio, efectuándose anticipos mensuales a cuenta de dicho monto. Los anticipos se determinarán conforme a la reglamentación acumulando las variables consideradas en los meses transcurridos del ejercicio.


Producido el cierre del mismo, si hubiere un resultado final transferido en exceso, se reintegrará al Tesoro Provincial mediante la retención de futuras transferencias.”


La modificación al Régimen de Seguridad Social establecido por la presente norma, se extenderá en su aplicación al Ejercicio 2.004.

Artículo 35.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 18 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Lagna – Maguid – Venesia – Dalla Fontana

dictamen de minoría

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos para el Ejercicio 2005 (Expte. Nº 13.549 – PE – Mensaje 2845), que cuenta con los dictámenes de las comisiones de: Asuntos Comunales (mayoría y minoría), Industria y Comercio (mayoría), Obras y Servicios Públicos (mayoría y minoría), Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión (mayoría y minoría), Educación (mayoría y minoría), Vivienda y Urbanismo (mayoría y minoría), Salud Pública y Asistencia Social (mayoría), Promoción Comunitaria (mayoría), Cultura y Medios de Comunicación Social (mayoría), Agricultura y Ganadería (mayoría y minoría), Seguridad Social (mayoría y minoría), Transporte (mayoría), Asuntos Constitucionales y Legislación General (mayoría y minoría) y, luego de los estudios realizados y las razones que oportunamente dará el miembro informante os aconseja el rechazo del mismo.

Sala de Comisión, 18 de noviembre de 2004.

Liberati – Qüesta – Marcucci – Cecchi – Riestra

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


Quiero saber si hay miembro informante del dictamen de mayoría y, en tal caso, escuchar la defensa del Presupuesto y de la Ley Complementaria. Caso contrario, me anoto para hacer uso de la palabra.

SR. PEIRONE EÍ "PJ PEIRONE, Ricardo" .– Pido la palabra.


Voy a ser el miembro informante por la bancada mayoritaria.


El propósito, señor presidente, es darle tratamiento, en primer lugar, al Presupuesto de Gastos y Cálculo de Recursos para la Administración Pública de la Provincia de Santa Fe para el período 2005 y, a la vez, me voy a permitir desglosar los puntos centrales que hacen a la Ley Complementaria del Presupuesto 2005, al menos en lo que son los dos Títulos en que la misma se divide y los distintos Capítulos componentes.


En el desarrollo de nuestra exposición en las primeras sesiones del corriente año, habíamos manifestado cuál era el concepto que teníamos acerca del Presupuesto de Gastos y Cálculo de Recursos, qué era lo que nosotros inferíamos a través del mismo y hoy nos eximimos de repetir esos conceptos, pero sí nos preocupa sobremanera dejar en claro que algunas de las cuestiones que hemos debatido largamente, en orden al tratamiento de los números del corriente período –muchas de ellas formuladas en este recinto por la oposición y otras que surgieron del debate–, las hemos tenido lo suficientemente en cuenta como para que hoy estemos discutiendo.


En primera instancia, creo que todos los que hoy vamos a discutir el Presupuesto, hemos contado y tenemos sobre la mesa una cantidad de información, que es exactamente la misma en su contenido, en su formato, en cuanto al alcance y en cuanto a la posibilidad de conocimiento. Creo que en más de un caso, sino en todos, opositores y oficialistas hemos podido tener en nuestras manos, además de los números fríos del Presupuesto y del analítico, los planes de obras y otros analíticos que se nos han pedido y que nosotros, al mismo tiempo, a través de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, nos hemos permitido diligenciar ante el Ministerio respectivo.


De modo entonces, que lo que hoy estamos poniendo en consideración es absolutamente el mismo contenido en todos los casos. Creo que todos aquí tenemos un detalle, un análisis de los planes de obras, de los planes de desarrollo hospitalario, de los planes de construcción de viviendas; en definitiva, el desagregado del gasto para el 2005.


A la vez, el Presupuesto fue puesto en consideración en dos oportunidades en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, y aún cuando todos sabemos sobradamente que muchas veces el debate resulta arduo y difícil en cuanto a la posibilidad de darlo, lo hemos intentado y hemos –en algunos puntos, al menos– cambiado impresiones entre los diputados que conformamos la comisión.


El Presupuesto para el 2005 se apoya sobre cuatro supuestos esenciales. Uno de ellos, el equilibrio presupuestario, que no es de ningún modo un equilibrio del estilo neoclásico, sino que es un equilibrio presupuestario que deja la suficiente cantidad de fondos para el desarrollo de una importante y extendida cantidad de trabajos públicos en todo el territorio de la Provincia. De modo entonces, que es equilibrio fiscal para promover el desarrollo. 


En segundo lugar, entendemos que la definición interna del gasto ha variado y ha variado positivamente. No es lo mismo el gasto público de la Provincia de Santa Fe en el ejercicio 2005 que el gasto público del corriente año. Ello obedece a condiciones objetivas diferentes, pero también a condiciones que la propia política ha marcado; esto es, hay decisiones de los sujetos que tienen a cargo la conducción de los distintos niveles del Estado que han permitido decir que este Presupuesto tiene que ir para un determinado lugar y no para otro. 


El tercero de los puntos en el que se apoya, es una distribución geográfica más equitativa o, al menos, más contemplativa de las reivindicaciones y necesidades de muchas de las zonas del interior y busca, intenta, trata de compensar desequilibrios regionales que, en muchos casos, vienen de décadas y que, por supuesto, se prolongarán en otros gobiernos más. Lo que se intenta es un reequilibrio de las zonas geográficas del interior de la Provincia de Santa Fe.


El último de los puntos que me interesa señalar es el desarrollo de las acciones tendientes al logro de una mayor independencia financiera, entendido esto como una aplicación neta en mayor cuantía de recursos financieros propios y, dentro de éstos, de recursos tributarios, de recaudación propia y coparticipados al gasto público de la Provincia, disminuyendo ostensiblemente el nivel de endeudamiento, tomado esto como deuda consolidada total, o sea, deuda a largo, a mediano y a corto plazo, figurando esta última como deuda a proveedores corrientes.


Y antes de hacer un análisis del cuadro de ingresos, egresos, inversión y necesidad de financiamiento, voy a hacer el análisis de estos cuatro puntos tratando, en lo posible, de demostrar por qué razón el Presupuesto para el año 2005 se sostiene sobre los cuatro pilares que acabo de sintetizar.


En primer lugar, equilibrio fiscal para promover el desarrollo. En general, en la teoría presupuestaria, históricamente, las dos grandes corrientes de definición nos indican que en uno de los casos el equilibrio presupuestario siempre fue sinónimo de reducción de gastos, sinónimo de ajustes, sinónimo de no comprensión –dentro de esta herramienta de política esencial para el Estado– de los sectores menos favorecidos en el reparto de la renta. Esto es, el equilibrio presupuestario para los neoclásicos, siempre ha sido sinónimo de exclusión.


Para los keynesianos siempre ha sido sinónimo de deuda; esto es, endeudar al Estado para brindar satisfacción a las necesidades. En esto no necesito extenderme porque todos tenemos algún conocimiento de lo que significa, en cuanto a la estructuración de un presupuesto, nivelar las cuentas y dejar afuera –excluir–, o no nivelarlas, pero endeudar al Estado.


Si nosotros creyéramos que toda la cuestión se agota en dos modelos de construir un presupuesto estamos equivocados porque, en general, se puede construir un presupuesto equilibrado pero que sea inductor del gasto para el desarrollo.


Esto es el presupuesto de la Provincia de Santa Fe, que nuestro Gobierno provincial está presentando para el 2005. Precisamente contiene esa característica: deja libres 296 millones de pesos como superávit entre una punta que son los 5.213 millones de ingresos y los 4.916 millones de gastos –divididos en gastos corrientes y gastos de capital– y con los 296 millones se cancela deuda, casi en la misma proporción habiéndose considerado 104 millones de servicios de intereses en los Gastos Corrientes.


Entonces, ¿dónde está la capacidad de generar algún tipo de progreso a través del gasto? Concretamente, en el gasto de capital. Más de 700 millones de gasto bruto y 460 millones de ellos destinados a la obra pública, dividida en tres grandes rubros: Caminos Provinciales, Obras de Infraestructura y Puentes, y Defensas Costeras son los elementos que componen estos 460 millones. En todo caso, me relevo de dar los detalles porque no es necesario hacerlo; todos los legisladores o la mayoría de ellos deben tener el detalle de obras, departamento por departamento, localidad por localidad.


Lo más importante en este punto es la incidencia que el gasto público provincial tiene en el Producto Bruto geográfico o Producto Bruto de la Provincia de Santa Fe.


Los 4.111 millones de gastos del Presupuesto 2004 eran el 11,70 por ciento del Producto Bruto de la Provincia del año que está transcurriendo. Para el año próximo, el producto proyectado y el gasto estimado implican el incremento de un punto porcentual, esto es llevar la incidencia del gasto público de la Provincia de Santa Fe al 12, 77 por ciento del Producto Bruto geográfico.


No es un dato menor que la Provincia aumente en un 1 por ciento. Si ese 1 por ciento estuviese situado en los gastos corrientes deberíamos preocuparnos porque hay un aumento neto de la burocracia. Pero el aumento del 65 por ciento de la inversión bruta, nos está indicando que, en realidad, el punto porcentual, el 11,70 al 12,77 de incidencia es inversión neta en el interior de la Provincia y en las dos ciudades principales.


Los gastos corrientes el año pasado –y por eso hablamos de una segunda apoyatura del Presupuesto– eran del 90 por ciento. Los gastos de capital –utilizando la terminología propia de la técnica presupuestaria– eran del 10 por ciento. En este Presupuesto, los gastos de capital, erogaciones de capital, aumentan con relación a sí misma en un 40 por ciento, esto es del 10 al 14 por ciento. Los Gastos Corrientes disminuyen del 90 al 86 por ciento. Estos dos números que acabo de enunciar, son los que corroboran que el aumento del Presupuesto público no es un aumento de la burocracia, es un aumento de la inversión.


El incremento de los Gastos Corrientes es un 14,08, el aumento de los Gastos de Capital es un 67,53, por si hicieran falta más datos para corroborar lo que estoy diciendo.


La ejecución de Gastos de Capital para el año 2002, era de 41.740.000 pesos; la ejecución para el 2003, 124.230.000; a principios de este año votamos para el corriente 282.000.000 pesos. Y en este Presupuesto que vamos a votar estamos proponiendo una cifra de inversión superior a los 460.000.000 de pesos, que implican –como dije antes– un 63 por ciento de incremento entre el Ejercicio 2005 y el Ejercicio 2004, un 270 por ciento contra el Ejercicio 2003 y un 999,7 por ciento contra el Ejercicio 2002, que era la salida de la crisis más profunda de nuestra historia económica moderna en la historia económica de nuestro país y de la Provincia de Santa Fe.


La última medición que el Instituto Provincial de Estadísticas y Censos hizo del producto de la Provincia, nos señala para el 2002, integrando los sectores y subsectores del mismo, 25.320 millones de pesos, a valores históricos. El producto del 2003, 30.026 y los productos para el 2004 y 2005 34.926 millones y 38.504 millones respectivamente.


Estas cifras del Producto Bruto geográfico o Producto Bruto provincial nos permiten decir en qué relación la obra pública de la Provincia está respecto de ese producto.


Si tenemos los valores que antes hemos indicado, 42, 124, 282 y 460 millones de pesos en obras públicas desde el 2002 al 2005, respectivamente, los porcentajes respecto de los respectivos productos brutos geográficos son el 0,16 en el 2002, 0,41 en el 2003, 0,81 en el corriente año y 1,20 por ciento de obra pública con respecto al producto bruto santafesino


Estamos queriendo demostrar por distintas vías, con estos números, de qué modo el gasto de la Provincia no es gasto en burocracia sino gasto en crecimiento. Creemos que son lo suficientemente concluyentes como para entender que eso es efectivamente de ese modo.


Desde luego, tenemos que suponer que estas no son las únicas políticas activas que se va a plantear la Provincia de Santa Fe en el 2005. Interpretamos –pero además no necesitamos interpretar porque está escrito en la letra del presupuesto–, que hay unas cuantas políticas activas adicionales que nos permiten inferir que habrá otros inductores para el crecimiento de nuestra Provincia en el período que se inicia el 1º de enero de 2005.


El Ministerio de la Producción ha duplicado sus erogaciones. Y he aquí que, habiendo sido conscientes, en el tratamiento que dimos durante el presupuesto de 2004, de la necesidad de darle a este Ministerio y a su presupuesto un contenido que el mismo no tenía –pero no solamente desde el punto de vista de incrementar sus recursos, sino también de direccionarlos de otro modo, de direccionar ese dinero hacia otros fines–, es que las distintas políticas del Ministerio de la Producción nos permiten creer que desde allí se está estructurando otro modo y otro punto de apoyo para inducir el crecimiento del gasto productivo.


Durante el ejercicio 2005, 3.500.000 pesos van a ser destinados a la reducción de tasas en favor de sectores productivos y esencialmente de sectores productivos vinculados al agro, con el propósito de mejorar sus infraestructuras y, al mismo tiempo, mejorar la genética de los planteles.


Se constituye un Fondo de Garantía o, mejor dicho, se realiza un aporte de 5.000.000 pesos para la constitución de un Fondo de Garantía con el propósito de alentar las inversiones, la toma de crédito y la posibilidad de garantizar esos créditos a través del Ministerio de la Producción, con un instrumento no bancario directo, pero sí financiero, como lo es precisamente un fondo específicamente diseñado con el propósito de favorecer el desarrollo de actividades productivas. El Fondo de Garantía lo administrará el Banco de la Nación Argentina, y nuestro gobierno de la Provincia de Santa Fe va a ser aportante del mismo en la proporción de 5.000.000 pesos. A la vez, los Programas de Ciencias y Técnicas contarán –en esto estoy hablando de institutos especializados, institutos tecnológicos– de toda suerte de instrumento que brinde capacitación y desarrollo técnico a operarios, a estudiantes avanzados, a estudiantes de nivel medio, en una cifra que en el Ministerio de la Producción ronda los 3.000.000 pesos; para actividades productivas, esto es desarrollo de parques industriales, entre los cuales se encuentran los parques de las principales ciudades de la provincia –Rosario, Reconquista, Rafaela, Santa Fe, Venado Tuerto–, 7.000.000 pesos.


Y finalmente, al presupuesto bruto del Ministerio hay que sumarle 21.800.000 pesos que es el estimado del costo tributario de la reducción de un punto porcentual del aporte a la Ley 5110, antesala de la definitiva derogación de uno de los impuestos más distorsivos en cuanto a la producción. Todos sabemos que la Ley 5110 es un tributo que grava el 3% de actividades productivas y de servicios. Se reduce –se propone la reducción– de un punto porcentual para el 2005, para el 2006 otro punto, y el 2007 definitivamente derogado con la baja del tercer punto, para completar la alícuota que hoy está vigente en toda la Provincia de Santa Fe.


Yo antes dije que esto, técnicamente, se denomina gasto o costo tributario. Gasto o costo tributario es, precisamente, todo tipo de desgravación, de reducción, de disminución de alícuotas, modificación de base imponible que implica para el Estado un quiebre, un hueco o una incapacidad de percibir un tributo que antes percibía.


Es obvio que esto no tiene una partida positiva dentro del Presupuesto, pero debe ser sumado al Presupuesto de la Provincia, en tanto lo que no es ingreso y lo fue, para la Provincia es concretamente gasto; en este caso, es un gasto tributario, que debe ser sumado al presupuesto del Ministerio de la Producción que, desde el punto de vista de los gastos positivos más el gasto tributario supera los 60 millones de pesos en el corriente año.


Dos programas adicionales, que merecerán preferentemente la atención del Ministerio de la Producción y de los ministerios a los cuales estén dirigidos los mismos: el Programa de Asistencia a Emprendimientos Productivos, que cuenta con media sanción y, en tanto no tiene sanción definitiva, cuenta con una mínima partida dentro del Presupuesto, haciendo simplemente alusión a la calidad del gasto que se pretende promover para el 2005. Y en el segundo caso, el Fondo para Asociación de Municipios en favor de proyectos productivos y de servicios, que es el segundo caso de un proyecto que no cuenta con sanción definitiva, y que sí se ha previsto con una partida específica dentro del Presupuesto.


Cuando me refería a la modificación de la calidad del gasto o a la mutación de la calidad del gasto, también estaba aludiendo al crecimiento del Presupuesto de la Secretaría de Promoción Comunitaria, en un 18%, y la creación del Programa de Nutrición, del Programa de Atención de Discapacidades Ocultas, y la creación del Banco de los Pobres, proyectos que tendrán andamiento y presupuesto para el año 2005.


El Ministerio de Salud cuenta con un presupuesto adicional de 40.800.000 pesos, en el cual se destacan las construcciones hospitalarias, que superan los 25 millones de pesos, y que se destinarán a un nuevo hospital en la ciudad de Rosario, a los dos hospitales públicos de la ciudad de Santa Fe, hospitales en Tostado, Reconquista y otras localidades; y a la atención de múltiples obras menores, a 40 centros de salud barriales en Rosario y a 10 centros de igual naturaleza en la ciudad de Santa Fe.


La adquisición de material, tanto por parte del Ministerio de Salud, como del Ministerio de Gobierno, explica también los incrementos de partidas que en estos ministerios existen. 

La tercera cuestión que a mí me interesa marcar del Presupuesto, antes de entrar en los números específicos del mismo, es la mayor independencia financiera. El volumen de deudas, sin ser la Provincia de Santa Fe una provincia altamente endeudada, es la menos endeudada de nuestro país, a excepción de Capital Federal y la Provincia de San Luis, en ese orden. La Provincia de Santa Fe contrajo algunos tramos adicionales de endeudamiento, en ocasión del sostenimiento de un nivel de inversión pública en los años 2001 y 2002. Ese endeudamiento superó los 2.000 millones de pesos, y la pretensión del gobierno es que al 31 de diciembre de 2005 esté ubicada en 1.694 millones de pesos. 


En realidad, si nosotros nos atenemos al análisis que corresponde hacer de la deuda pública, nunca la misma debe analizarse en valores absolutos. Analizar la deuda pública en valores absolutos, además de que se constituye en un error técnico, es una falacia, porque el endeudamiento puede crecer y crecer menos que el producto, y ese producto brindar capacidad de repago en orden al crecimiento del ingreso tributario, con lo cual endeudarse es correcto. Si el endeudamiento es superior al crecimiento del producto y al crecimiento de la capacidad contributiva de la población, indudablemente lo que estamos haciendo es rifar la Provincia. La Provincia de Santa Fe se ha endeudado controladamente y en el período que estamos transcurriendo y en el que va a transcurrir va a reducir su deuda neta en aproximadamente 500 millones de pesos. Relacionando los 30.026 millones de pesos del Producto para el 2003, los 2.149 millones de pesos de deuda de largo, corto y mediano plazo, esto es deuda consolidada y deuda flotante con organismos financieros internacionales –Banco Interamericano de Reconstrucción y Fomento, Banco Interamericano de Desarrollo, Bancos Comerciales– y deuda con proveedores es el 7,16% del Producto Bruto geográfico. En la actualidad los 1.851 millones de pesos de deuda de la Provincia de Santa Fe se constituyen en 5,3% del PB, y el objetivo a lograr para el 31 de diciembre del año próximo es el 4,4% del Producto Bruto Geográfico, que se estima habrá de crecer un 10,4% con relación al presente y va a estar orillando los 38.504 millones de pesos en los tres sectores básicos de la economía. 


El Producto Bruto de la Provincia de Santa Fe se estima que entre puntas, esto es entre el 1º de enero y el 31 de diciembre del corriente año habrá crecido con relación a los 30.026 millones de pesos del año pasado, más de un 10%.


De hecho, en esto están jugando una coyuntura externa de precios altamente favorables y una estructura productiva interna tan favorable como la externa, una extraordinaria elasticidad en el campo para responder a esa demanda creciente de productos agropecuarios y una recuperación notable de la estructura industrial jaqueada por la crisis.


El grado de autonomía de la Provincia, esto es, la capacidad de financiarse con recursos propios –y como si lo pudiéramos medir en términos de que la Provincia se quedara sin coparticipación y sin contribuciones sociales– es de un 41,53 por ciento; siempre superó el 40 por ciento. De todas maneras, sin duda alguna, esta Provincia de Santa Fe, si consideramos las contribuciones sociales, llega con facilidad a componer sus recursos propios en un 50 por ciento, aproximadamente.


Nuestro indicador de solidez financiera es un 80 por ciento de recursos tributarios y no tributarios propios y no recursos de capital, superan el 90 por ciento de la capacidad contributiva.


La mejor distribución territorial del gasto está dada, básicamente, por el incremento de la participación de la inversión pública de departamentos y de zonas del interior de la Provincia, que contaban con porcentuales menores o que prácticamente esos porcentajes eran inexistentes. Todos sabemos que, en general, en esto, además de una discusión respecto de si el gasto se tiene que prorratear en función del producto que se genera, en función de la población o en función de algún otro indicador, además de esa discusión –que la podemos dar a posteriori de mostrar las cifras–, lo que creemos razonable y responsable es indicar que el gasto público distribuido a través del Presupuesto es un gasto público que tiene que tender al progreso y al desarrollo de zonas que hoy no tienen ese desarrollo, a zonas postergadas. El presupuesto no es un prorrateador per cápita, el presupuesto no es un distribuidor igualitario: a mayor población mayor presupuesto, a mayor desarrollo mayor presupuesto. Esto no es un presupuesto, esto sería lo más parecido a una libreta de almacenero. En realidad, el Presupuesto es un equilibrador de las inversiones en las zonas en que lo necesitan, porque de lo contrario, lo único que haríamos es, a través del Presupuesto provincial, aumentar los desequilibrios: donde hay más población, más inversión; adonde hay más producto, más inversión; con lo cual a los pueblos que están lindando con el Chaco o con la Provincia de Santiago del Estero les vamos a decir que se muden a zonas más pobladas porque, en realidad, para ellos no existe la posibilidad, porque el método que vamos a utilizar es el método del prorrateo. Para eso no se necesita hacer un presupuesto, se necesita simplemente un contador que sepa calcular bien y a otra cosa. 


Las obras públicas para el 2005 en el territorio de la Provincia, tomando las cifras de la inversión pública de la Provincia, no consolidándola con la inversión pública nacional, para la Capital el 11,13 por ciento; para Rosario el 16,04 por ciento; para la zona centro –Castellanos, Las Colonias, San Jerónimo y San Martín– el 10,92 por ciento, para la zona norte –Garay, General Obligado, 9 de Julio, San Cristóbal, San Javier, San Justo y Vera– el 17,18 por ciento; para la zona sur –Belgrano, Caseros, Constitución, General López, Iriondo y San Lorenzo– el 10,50 por ciento. Las obras que no tienen distribución departamental, porque abarcan más de un departamento o más de una zona, ocupan el 34,23 por ciento del presupuesto y pueden favorecer, más o menos, a una u otra zona, de acuerdo al emplazamiento de esa obra o a la previsión que la misma tenga dentro uno u otro territorio.

–
Ocupa la Presidencia el vicepresidente primero, diputado Roberto Gustavo Dehesa.

SR. PEIRONE EÍ "PJ PEIRONE, Ricardo" .– La derogación del Decreto 3113 implicó un avance y una corrección –a todas luces necesarias– de los desequilibrios en la distribución de la recaudación de impuestos. Los paliativos que nosotros siempre hemos defendido y que siempre hemos planteado no eran definitivos, sino que lo definitivo y definitorio era la derogación del 3113, que implicaron un moderado intento y una moderada actitud –conseguida finalmente– de reequilibrar las cargas y de reequilibrar la distribución de los recursos.


En el 2004, del Régimen Federal se distribuyeron 115 millones de pesos en coparticipación, en el 2005 se van a distribuir 105.200.000 pesos más, llevando la coparticipación del Régimen Federal a 236 millones de pesos; Ingresos Brutos, de 85 a 113 millones –crece un 33 por ciento– y el Inmobiliario marca un leve decrecimiento del 5 por ciento.


En total, de 300 millones a 444 millones de pesos, un 48 por ciento de crecimiento neto de la coparticipación a municipios y comunas marca la derogación del 3113, cuestión que viene a remediar uno de los principales desequilibrios en materia de distribución de recursos dentro de la Provincia que los decretos Nº 1.017 y 1.048 –uno atinente al Régimen Federal y otro atinente al Régimen de Distribución de Ingresos Brutos– no habían conseguido modificar en toda la magnitud que los municipios y comunas requerían, necesitaban y se constituían en acreedores netos.


Los cuatro aspectos principales en los cuales se apoya el presupuesto han sido expuestos para que los debatamos lo suficientemente como para convencernos de que este es un presupuesto que avanza sobre el presupuesto del 2004 en las principales líneas y que avanza, además, en la consecución de la equidad tributaria, de la equidad distributiva, del equilibrio territorial y de la mayor independencia financiera de la Provincia.


Cuatro pilares que, por otra parte, nosotros defendemos, y, por estas razones, entendemos que es un Presupuesto notoriamente equilibrado, que tiene una capacidad en sí misma de inducir a la inversión, de ser un gasto productivo y de propender al desarrollo de la Provincia de Santa Fe.


Del Presupuesto ya habíamos marcado cuáles eran los números grandes. Ahora pretendemos desagregarlos o, por lo menos, estructurar un primer nivel de desagregación, cual es el esquema ahorro-inversión y necesidad de financiamiento, para analizar en cada una de las partidas qué significado existe y porqué le damos importancia a la aprobación del Presupuesto tal cual está.


En el 2005 los ingresos corrientes previstos son de 5.147 millones, los gastos de 4.204 millones, brindándonos una capacidad de ahorro de 943 millones; el intento de capacidad de ahorro, que se acerca al 18,7 por ciento; esto es, el ahorro en los 943 con respecto al ingreso es cercano al 20 por ciento. A partir del ahorro, este Presupuesto nos está permitiendo estructurar toda una política de cancelación de deudas y de atención de las necesidades más urgentes de la Provincia y, al mismo tiempo, atender los desequilibrios de los organismos descentralizados que necesitan financiamiento.


Pero tener un 19 por ciento de ahorro en la Provincia –y esto además está probado, porque es la capacidad de ahorro que hoy está vigente en esta administración, porque una cifra parecida, 602 millones para el ejercicio que está transcurriendo implica esa capacidad–, nos está indicando que nos acercamos al nivel óptimo de ahorro de cualquier comunidad, de cualquier economía de mercado razonablemente estructurada.


Que en la sociedad exista un 80 por ciento destinado a los Gastos Corrientes y un 20 por ciento destinado al ahorro, implica una sociedad que se inclina por renovar su estructura de capital fijo y, al mismo tiempo, crecer y progresar. Esto, llevado a un Presupuesto público tiene que respetar los mismos parámetros porque son los parámetros de ahorro de la comunidad.


Las inversiones de capital son 712 millones de pesos y los recursos proporcionados por ese mismo capital, 65 millones de pesos, lo que da una inversión neta de 646 millones de pesos en la Provincia de Santa Fe en el corriente ejercicio. El total de recursos ya lo sabemos, 5.213 y 4.916 los gastos; el superávit, de 296 millones de pesos.


El nuevo endeudamiento al que se va a recurrir, de 83 millones de pesos, contra los 380 millones que se cancelan, –eso lo pueden ver ustedes en fuentes y aplicaciones financieras– nos indica un total neto de cancelación de 297 millones de deuda. Súmenlos a los 104 millones que decía antes, que los van a encontrar en algunos de los cuadros de erogaciones por finalidad y les va a dar lo que es la amortización neta de la deuda de la Provincia de Santa Fe en el ejercicio 2005.


La composición de los recursos por rubro: los ingresos tributarios, 4.163 millones; los ingresos no tributarios, 98 millones de pesos; las contribuciones a la seguridad social, 609 millones; las transferencias recibidas, 225 millones de pesos; y otros ingresos, producto de ventas, alquileres, rentas varias, 115 millones; nos da 5.213 millones de ingresos. Los recursos de origen provincial, 2.155 millones de pesos, y de origen nacional, 3.057 millones.


El indicador de solidez financiera de la Provincia de Santa Fe está en nada menos que en el 91,54 por ciento; esto es, los recursos tributarios y los recursos y contribuciones de la seguridad social totalizan 4.772 millones de pesos, que son recursos genuinos.


Lo hemos planteado en alguna oportunidad y lo repetimos: los recursos de coparticipación no son recursos de terceros, son recursos propios que vuelven; por lo tanto, la coparticipación, en todo caso tenemos que medirla como el impuesto al valor agregado, el impuesto a las ganancias y otros impuestos nacionales, sujetos a coparticipación, que vuelven con el propósito de someterse a las definiciones en orden al desarrollo provincial que marque la política económica de la Provincia.


Con respecto al presupuesto y el análisis de la composición del mismo por gasto, por entidad, voy a dar una lectura muy rápida a cada uno de los centros de distribución del presupuesto, nada más que con un criterio informativo, no analítico, para no hacer más larga aún la exposición.


El Poder Legislativo de la Provincia se lleva del presupuesto 63.700.000 pesos; el Poder Judicial, 176.000.000; en el caso del Poder Legislativo crece un 6,47 y en el caso del Poder Judicial, un 2,69 por ciento.


La Gobernación de la Provincia de Santa Fe cuenta casi con el mismo presupuesto, 40.080.000 pesos, y una disminución del 1 por ciento. El Ministerio Coordinador, 64 millones, duplica su gasto, porque lo lleva un 99 por ciento más arriba, de 32 millones a 64 millones. El Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, 440 millones, una incidencia del 10,64 por ciento y un crecimiento del 19 por ciento. El Ministerio de la Producción, 47.684.000, y un crecimiento del 80 por ciento. El Ministerio de Hacienda y Finanzas disminuye un 1,27 por ciento a 171 millones de pesos. El Ministerio de Educación crece un 11,34 por ciento, a 1.188.192.000. El Ministerio de Salud crece un 14 por ciento a 333 millones. El Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda a 65 millones, creciendo 96 por ciento. El Ministerio de Recursos Hídricos, 61.898.000 pesos, crece un 171 por ciento. Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, 2.985.000, crece un 19 por ciento. La Secretaría de Estado de Trabajo y Seguridad Social, 56 millones, crece un 0,55 por ciento. Secretaría de Estado de Promoción Comunitaria, 112 millones, crece un 18 por ciento. Secretaría de Estado de Derechos Humanos, 1.900.000 pesos, crece el 10 por ciento. Fiscalía de Estado, 6.300.000 pesos, crece un 11,83%; Defensoría del Pueblo, 8.000.000, crece un 10,98%. El servicio de la deuda pública crece un 6%, y las obligaciones en general a cargo del Tesoro crecen de 804 millones a 1.204.000.000 pesos, que es un 49,71%.


El gasto de empresas, organismos e instituciones se lleva 840 millones, distribuidos en 827 millones para la EPE, y algo más de 6 millones, tanto para el Laboratorio de Fármacos como para el Túnel Subfluvial: 6.200.000 para el primero, y 6.700.000 para el segundo.

Los demás organismos, la AFIP, Ente Zona Franca Santafesina, API, Catastro, Lotería, Dirección Provincial de Viabilidad, Vivienda y Urbanismo, Aeropuerto Internacional Rosario y Enress se llevan 474 millones. Y las dos instituciones de Seguridad Social –Caja de Jubilaciones y el IAPOS–, 610 y 232, 842 millones en conjunto.


La Ley Complementaria para el año 2005, básicamente, está estructurada en dos títulos. El Título I, que son las Normas Complementarias al Presupuesto General de la Provincia, dividido en cinco capítulos. El Título II es la Coordinación General de las relaciones entre la Provincia y sus Municipios y Comunas, Programa de Saneamiento Financiero y relaciones bilaterales entre Municipios, Comunas y Provincia, y un sistema de información y transparentamiento de datos de los Municipios y Comunas con relación a la Provincia de Santa Fe; a su vez, se divide en cuatro capítulos. 


Básicamente, la Ley Complementaria obedece al mismo formato y a la misma orientación que las leyes complementarias al Presupuesto de la Provincia de los ejercicios anteriores. Quiero decir con esto que, en general, hay una autorización otorgada al Poder Ejecutivo de la Provincia con el propósito de gestar las modificaciones presupuestarias que, respetando los totales votados para cada uno de los rubros de los totales generales, le otorgue la necesaria flexibilidad con el propósito de llevar adelante, finiquitar la ejecución de un gasto, la ejecución de una obra, la consecución de un servicio.


En este caso, le pone al Ejecutivo algunos límites, en cuanto a que no es posible la modificación y la transmutación de un gasto de capital en gasto corriente y viceversa, no es posible la generación de un gasto sin la consecución de los recursos necesarios para su atención y, en el caso de que así fuere, hay obligatoriedad por parte del Ejecutivo de informarlo a estas Cámaras.


En el curso del ejercicio 2004, ninguno de los decretos por los cuales se modificaron partidas implicaron modificación en cuanto a la finalidad del gasto, sino que el mismo siempre ha sido respetado, siempre ha significado una modificación para ampliar el alcance definido originariamente en el presupuesto votado por la Legislatura.


En lo relativo, específicamente, a los Municipios y Comunas, me detengo casi exclusivamente en aquello que hace, ya no al régimen de coparticipación –porque este punto lo hemos debatido suficientemente en otras oportunidades–, sino a dos aspectos que son, al menos, novedosos en cuanto a la incorporación en la Ley de Presupuesto, uno de ellos es el Régimen de Compensación de Créditos y Deudas entre Provincia, Municipios y Comunas, y el otro es el Régimen Informativo de estas últimas respecto de la Provincia de Santa Fe. El Régimen de Compensación de Créditos y Deudas comenzó a ser analizado e impulsado por la Provincia de Santa Fe, respecto de las deudas no prescriptas de parte de Municipios y Comunas, y de deudas que estuvieran en la misma condición de parte de la Provincia de Santa Fe con los entes comunales, hace aproximadamente una década. Como ley propia individual jamás alcanzó a ser aprobada por las dos Cámaras. En ningún momento pudieron Municipios, Comunas y la Provincia de Santa Fe saldar sus respectivas acreencias. Esas respectivas acreencias a las cuales estoy aludiendo son las que provienen de aportes jubilatorios no realizados, aportes a obras sociales no realizados, falta de pago por parte de la Provincia de obras realizadas por los Municipios y Comunas en entes provinciales, falta de cancelación de servicios prestados por entes comunales a la Provincia y viceversa, y falta de cancelación de bienes provistos por las respectivas jurisdicciones entre sí. Y esto generó una maraña de endeudamientos cruzados que, inevitablemente, llevó a que no se supiera quién era quién, en esta Provincia, quién deudor y quién acreedor a lo largo de los años. 


El Régimen de Compensación de Créditos y Deudas que se incorpora en este articulado es el régimen que termina de cerrar el 31 de enero de 1996. Así que si le sumamos los años que se trabajó para coherentizar las cifras, y si tomamos en cuenta que, además, en aquel momento, cuando había que hacer este trabajo regía el Decreto 40, de origen nacional, que compensaba las deudas provinciales, municipales y comunales con el Gobierno Nacional, nos damos cuenta cuántos años hace que este régimen está atascado y sin aprobación. De modo, entonces, que consideramos –aún cuando sabemos que no es, técnicamente, un aspecto como para ser incluido en la Ley Complementaria del Presupuesto–, que es un elemento importante que se lo esté considerando y se le esté dando tratamiento para su aprobación definitiva en la Ley Complementaria. Porque, como consideramos correcto, el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo marcaba la posibilidad de realizar esta compensación y que en el mismo momento en que la Provincia percibía de los municipios y comunas deudoras, comenzaba a pagar las acreencias a aquellos municipios y comunas que eran acreedoras. Nosotros entendíamos que esto no era lo más justo desde el punto de vista de la mecánica y de lo que significaba la relación entre los entes comunales y el Gobierno de la Provincia, resolvimos la cuestión con el Ministerio de Hacienda y Finanzas de un modo que consideramos mucho más justo y equitativo para todos los intereses. Los municipios que resulten acreedores comenzarán a cobrar una vez que se sustancie el trámite de verificación de esos créditos a partir de enero – o febrero, a más tardar– del 2005. Los municipios que resulten deudores comenzarán a pagar sus acreencias con una regla de tope que ha sido reducida del 1,7 por ciento sobre la coparticipación de tributos regulados por la Ley Federal de Coparticipación –más Ingresos Brutos, excluyendo a los otros tributos– al 0,5 de la coparticipación. Comenzarán a pagar los municipios deudores en el mes de julio del 2005. 


Finalmente, y en función de las acreencias que aún tengan municipios y comunas sobre todo aquellas acumuladas a partir del 1º febrero de 1996 hasta el 31 de diciembre del 2004, las mismas ingresarán a un nuevo régimen de compensación de deudas que, necesariamente, y en tanto existan municipios con créditos y deudas en los dos regímenes tendrán que convertirse en regímenes complementarios entre sí, para que los municipios que están pagando puedan usar el crédito del segundo régimen como crédito contra el débito que tengan hacia la Provincia de Santa Fe.


Finalmente, el régimen de transparencia fiscal de municipios y comunas. Bien dijimos, cuando tratamos el presupuesto que rige el origen y el destino de los fondos para el corriente ejercicio –el 2004–, la transparencia administrativa y fiscal no son valores absolutos ni son valores en sí mismos; son valores que se construyen y creemos que se van construyendo a partir de los aportes y prácticas que vayamos generando, tanto los entes comunales y municipales, entes descentralizados, como la propia Provincia de Santa Fe. Así, entonces, que se incorpora un capítulo destinado a reunir información de parte de los municipios y de las comunas de la Provincia para que, además de que esa información reunida y centralizada en la Provincia implique la necesidad de que estos entes apliquen una correcta técnica presupuestaria, de equilibrio, de superávit fiscal, una técnica de independencia financiera, que estos entes adopten la técnica del presupuesto plurianual, del presupuesto de planificación de las inversiones, de programación del gasto, es un sano y correcto avance en la divulgación de técnicas presupuestarias superadoras. 


Desde luego, no entendemos que la Provincia de Santa Fe deba actuar como ejerciendo el poder de policía, pero sí entendemos que, respetando el grado de autonomía, aunque limitada, con que cuentan los municipios y comunas de nuestra Provincia, les permita, les ayude y les facilite la consecución de objetivos, de equilibrio, de inducción del gasto y de transparentación de gastos y recursos para sus propias comunidades y también, por supuesto, para otras comunidades, además del análisis que en la propia provincia podamos a hacer con el propósito de medir claramente cuál es el valor del gasto público total.


Sin duda alguna, hay otros pormenores en estos capítulos. Me limité a reseñar y hacer una apretada síntesis de lo que contiene la Ley Complementaria y, por supuesto, muchísimo más acotado en el tema del presupuesto habida cuenta de que, seguramente, en el debate vamos a poder desgranar algunos otros aspectos. 

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


Comenzábamos el debate parlamentario del Presupuesto 2004 denunciando la violación del Reglamento Interno, denunciando la falta de tiempo material que habíamos tenido para estudiar el presupuesto de este año, la falta de información que habíamos tenido, allá por el mes de mayo, para analizar en profundidad y analíticamente los más de 4 mil millones de pesos que implicaba ese presupuesto. Y no podemos menos que comenzar este debate valorando que, en esta oportunidad, ha venido el señor Ministro de Hacienda y Finanzas a informar a esta Cámara, se han respetado los pasos reglamentarios, una presentación que hicimos diputados de todo el arco opositor fue diligentemente tramitada por la Comisión de Presupuesto y Hacienda, y todo hubiera sido ilimitadamente reconfortante si, además, el oficialismo no se hubiera negado, hace 15 o 20 días atrás, a dar tratamiento sobre tablas a un pedido de informes que tiene directamente que ver con el presupuesto, que trata sobre la coparticipación federal y mucho más tiene que ver con los dineros que la Provincia de Santa Fe tiene que enviar a los distintos gobiernos municipales.


Quiero decir, hubiera sido extraordinario que entremos valorando que, definitivamente, el oficialismo había entendido que toda la información tiene que estar sobre la mesa.


Nosotros vamos a comenzar refutando una posición del oficialismo, que el primero que la verbalizó fue el señor Ministro de Hacienda y Finanzas de la Provincia, cuando dijo que comparar Presupuesto 2004 con Presupuesto 2005 no tenía nada que ver y que era una deformación.


Nosotros creemos todo lo contrario. Si tomamos la ejecución presupuestaria al 30 de agosto de este año y la proyectamos, la anualizamos, vamos a ver que es un calco de lo que es el Presupuesto 2005. Quiero decir que no hay motivo alguno para creer que hay un cambio de políticas gubernamentales. Las virtudes y los defectos del pasado y del presente se habrán de proyectar en el 2005, más allá de que algunos, con la mejor buena voluntad, quieran hacernos creer que Santa Fe 2005 va a ser una especie de paraíso terrenal.


Cuando debatimos el presupuesto de este año, dijimos que era un presupuesto mentiroso porque partía de un crecimiento económico equivocado. Acertamos, señor presidente, lamentablemente. El parámetro de crecimiento económico estaba fijado en un 4,6 por ciento y termina siendo en el 2004 cerca del 8 por ciento.


En este Presupuesto pasa exactamente lo mismo. Es como si hubiera una voluntad política del Poder Ejecutivo de desinflar los ingresos y acrecentar los egresos para negar la tremenda brecha que va a haber a fin de año entre unos y otros y tener ya argumentos suficientes para negar todos los incrementos salariales que habrán de sobrevenir, de aquí al próximo año y en el transcurso del 2005, además de tener una chequera ilimitada en un año electoral.


Digo esto, porque el cálculo de crecimiento económico para el próximo año es el 4,6 por ciento en este Presupuesto, cuando todos los cálculos privados indican que el crecimiento 2005 de la economía argentina habrá de rondar entre el 7,5 y el 8 por ciento.


Con respecto a los recursos con que habrá de contar la Provincia de Santa Fe el próximo año, efectivamente, como lo dice el miembro informante, habrán de aumentar en un 19,5 por ciento.


Nos preocupa realmente, en forma considerable, que en este incremento de los recursos de la Provincia aumenten el 27,5 por ciento los dineros de coparticipación federal y sólo el 9,6 por ciento los recursos propios de la Provincia.


Y nos preocupa por dos motivos. El primero, porque disentimos total y absolutamente en que Santa Fe esté ganando en independencia financiera. Es probable que esté ganando en independencia financiera en relación a la necesidad de endeudamiento, porque después de la devaluación, la reactivación económica ha provocado un ingreso considerable al erario público tanto nacional como provincial.


Pero en absoluto esto es así, a la hora de depender de la coparticipación federal. En la ejecución presupuestaria del 2000, el 54 por ciento de los recursos de la Provincia eran provinciales y el 46 por ciento de origen nacional.


En este Presupuesto que vamos a aprobar esta noche, las cifras se invierten totalmente y sólo son de origen provincial el 41,3 por ciento, mientras que el 58,6 son de coparticipación federal. Esto implica que hemos perdido, en el término de cinco años, una autonomía financiera del orden del 23,5 por ciento.


¿Y qué sensación nos deja? Nos deja la sensación de que entre los tres niveles de Estado, nacional, provincial y municipal, el Estado más bobo, el Estado más ineficiente, es el Estado provincial.


Mientras la Nación manda más recursos, mientras hemos condenado a las comunas y municipios a ingeniárselas para recuperar con dineros genuinos, las detracciones que la Provincia le hacía a la coparticipación comunal y municipal, el único de los tres Estados que ha perdido autonomía financiera, es la Provincia.


Mi ciudad, Firmat, tiene el 55 por ciento de recursos propios, la ciudad de Santa Fe el 57 por ciento de recursos propios y la ciudad de Rosario el 67 por ciento. Reitero, la Provincia de Santa Fe sólo el 41 por ciento.


Pero dije que nos preocupaba este aumento disímil entre los ingresos nacionales y los provinciales por dos motivos, y el segundo motivo es la irracionalidad del cálculo del aumento de los ingresos provinciales. No puede ser que mientras la Nación vaya a enviar un 27 por ciento más de dinero a la Provincia, nuestros recursos genuinos, sobre una misma realidad económica o por lo menos parecida, sólo aumente en el 9,6 por ciento.


Remarco esto, señor presidente, porque, repito una vez más, en todo el análisis que hacemos del Presupuesto, hay una tendencia del Poder Ejecutivo provincial a negar ingresos, a acrecentar egresos para tener mayor cantidad de superávit que no habrá de estar ni inserto en el Presupuesto de la Provincia, ni habrá de ser debidamente controlado al año que viene, reitero, un año electoral.


Una tercera cuestión, no menor, en la evolución de los ingresos públicos, es que en el caso de los federales hay un 56 por ciento de aumento del IVA y en el caso de los provinciales, el que mayor aumenta es Ingresos Brutos con el 25 por ciento. Y eso implica, señor presidente, que se agrava una vez más la regresividad del sistema impositivo argentino; se está asentando sobre el consumo, se está asentando contra toda la gente, contra todo el pueblo, independientemente de su capacidad contributiva. Pero además, una vez más marco la irracionalidad: la base imponible del IVA no es exacta o matemáticamente igual a la de Ingresos Brutos, pero es similar; a qué obedece entonces, que mientras los ingresos por IVA van a aumentar un 56 por ciento, en la Provincia de Santa Fe los ingresos impositivos por Ingresos Brutos sólo lo hagan el 24. Reitero, obedece a negar la realidad económica que habrá de provocar mayores ingresos provinciales. El Gobierno de Santa Fe no quiere mostrar la caja que va a tener en el 2005.


Por lo demás, y tratando de demostrar hasta dónde llega la continuidad presupuestaria 2005, con sus virtudes y sus errores, de lo que sucedido en el 2004 y en años anteriores, proyectada la ejecución presupuestario de los ingresos al 30 de agosto, implica que habrá de haber en el 2005 nada más que un 5,7 por ciento de ingresos aumentados. Pero si a esto lo deflacionamos con un índice mixto, la diferencia pasa a ser nada más que del 2,47 por ciento. Reitero, presupuesto 2005 es un calco, en lo que a recursos se refiere, de lo que ha sido la ejecución presupuestaria del 2004.


Y ¿por qué continuamos diciendo lo que denunciamos en mayo, de que esto era un presupuesto dibujado y que tendía a escamotear los verdaderos ingresos que iba a tener la Provincia de Santa Fe este año? Porque en la proyección presupuestaria, al 30 de agosto, de lo que se ha ejecutado, indica que llegamos a fin de año con una caja contante y sonante de 828 millones de pesos, cuando el presupuesto que aprobamos hace cinco meses, según el oficialismo, era un presupuesto equilibrado.


Con respecto al gasto sucede algo parecido. En los números dibujados, el aumento del gasto es casi exactamente lo mismo que el aumento de los recursos: 19,6 por ciento de aumento. Pero si proyectamos la ejecución presupuestaria de agosto, la anualizamos, allí ya el aumento del gasto pasa a ser un 27 por ciento. ¿Y por qué es esto? Simple y sencillamente por falta de ejecución. No se han ejecutado todas las partidas que estaban presupuestadas. Y esto es de fundamental importancia porque muchas veces, para dejar contentos a algunos legisladores o pueblos del interior, proponemos dineros presupuestarios que después, en la práctica, desmentimos con decisiones políticas de evitar que esos dineros se terminen invirtiendo de esa forma.


Si analizamos el gasto por jurisdicción y comparamos cómo pierden o aumentan participación relativa los distintos sectores del Gobierno, observamos que el presupuesto del Poder Legislativo aumenta sólo un 6,4 por ciento en relación al 19,5 que aumenta el presupuesto total de la Provincia, y pierde participación relativa del 1,6 al 1,4 por ciento. Pero lo más grave es lo que sucede en el Poder Judicial de la Provincia –del cual nos vamos a ocupar después– y en la Gobernación.


El presupuesto judicial de la Provincia sólo aumenta un 2,7 por ciento contra el 19,5 de la media, y cae su participación relativa presupuestaria del 4,6 al 3,9. Y en la Gobernación –incluyendo al Ministerio Coordinador a los efectos de hacer homogéneas las comparaciones– aumenta el presupuesto un 43,5 por ciento, pasando de una participación relativa del 1,96 al 2,32 por ciento. Y esto implica algunas arbitrariedades, entre ellas, por ejemplo, que el señor Gobernador se haya autoadjudicado 10,5 millones de pesos en obras para la comunidad sin discriminar y estos 10,5 millones de pesos es mayor a la inversión pública de 12 departamentos. Esto implica una vez más la arbitrariedad que hay en esta permanente transferencia, por un lado, de facultades constitucionales que nos son propias a la Legislatura y al Poder Ejecutivo, y por otro, de partidas que no están debidamente especificadas y que el señor Gobernador distribuye a su arbitrio y piacere.


Recuerdo que en el 2005, igual que en el 2004, el Gobernador y el ministro Coordinador habrán de tener 32 millones de pesos en subsidios y en publicidad oficial para distribuir, reitero, en el año electoral, a chequera ilimitada.


Decía muy bien el señor miembro informante del despacho de mayoría –concepto que compartimos–, que para asignar los dineros públicos en relación a la población, hace falta un contador, algo que nosotros ya aclaramos el año pasado, cuando comenzamos a analizar la distribución geográfica de la inversión pública. Dijimos en ese debate que, para una distribución matemática de los dineros públicos alcanza con un gerente, mientras que un gobierno debe fijar políticas y, en función de ellas, asignar los dineros públicos con un criterio de justicia y garantizando equidad. Por lo tanto, decíamos, no podemos estar de acuerdo con la distribución departamental que hacía el Poder Ejecutivo y el oficialismo con las inversiones de los dineros públicos el año pasado, en algunas áreas muy sensibles para el desarrollo de los pueblos de la Provincia de Santa Fe.


Uno de esos rubros sensibles al desarrollo provincial es el de la educación. El año pasado comentamos la desigual distribución y lo tenemos que volver a hacer este año. Porque, más allá de que el presupuesto educativo aumenta solo el 11%, contra la media de aumento –reitero, del 19,6%–, esto es un nuevo año en el que pierde participación relativa la educación en el Presupuesto de la Provincia, hace que en los últimos tres presupuestos, Educación haya perdido, nada más y nada menos, que el 10% de los dineros, más de 150 millones de pesos que, de haber mantenido la media histórica, hoy tendrían que ir al Ministerio de Educación.


Y establecíamos cuál era la asignación per cápita en la inversión pública en Educación. Este año tenemos que volver a hacer la misma crítica, señor presidente. Sobre una media provincial de 175 pesos per cápita, el departamento La Capital se lleva 188 pesos, mientras que el departamento Rosario se lleva 130, San Lorenzo 140, Caseros 150 y Constitución 165. No hay explicación lógica y racional que demuestre que esto es correcto. Todo lo contrario, se sigue marginando a determinados departamentos en la asignación de los dineros públicos, más allá de que en algunos casos concretos y puntuales, reconocemos el esfuerzo que ha hecho el Poder Ejecutivo para, por lo menos, limitar el alto grado de injusticia a que nos vemos sometidos algunos pueblos del interior.


Señalábamos también el año pasado la distribución inequitativa o injusta que había en los dineros para la educación privada. Pues bien, este año se sigue dando. Si bien es cierto que el departamento La Capital, con el 16 por ciento de la población estudiantil, se lleva o se llevaba el 26 por ciento de la enseñanza privada, este año ese porcentaje baja al 23%, pero reiteramos sigue manifestándose injusticia en la asignación de estos dineros en su distribución geográfica. Y en la asignación de la torta total para Educación, que tanto se ha hecho alharaca en el pasado inmediato de lo que invertía Santa Fe en Educación, yo les quiero decir que lo que sugiere la Organización de las Naciones Unidas para la Educación y Cultura es del 3,5% al 4% de los PBI destinados a Educación. El Presupuesto consolidado de Argentina, que suma el presupuesto de la Nación más el de todas las provincias, está en el orden del 2,8% del PBI; Santa Fe está en un 2,5%; o sea que Santa Fe sigue a la zaga de lo que es la inversión pública para Educación en todo el país, y sigue muy por debajo de lo que sugiere la Unesco para destinar a Educación. 


Algo parecido vuelve a suceder en Salud. Aumenta el presupuesto en casi un 14%, pero baja su participación relativa en los últimos tres presupuestos en un 21%. El 61% de todo lo que se destina a Salud va a parar a Hospitales Públicos y Samcos, y allí también la media per cápita es de $66 en toda la Provincia; en el departamento La Capital es de $163; en el departamento Rosario, de $60; en el departamento San Lorenzo $13; en los departamentos Caseros y San Martín $21; en el departamento Las Colonias $24 y General López $30. El año pasado los departamentos General López y Castellanos tenían $29 asignados per cápita en materia de Salud; este año General López tiene $30 y Castellanos $38 per cápita, y no hay nada también que demuestre que, mientras el departamento Castellanos, aumenta un 31% en la asignación de los dineros públicos para Salud, en el departamento General López solo haya un 5% de aumento. Muestra, una vez más, por un lado, la inequidad que hay en la distribución de los dineros públicos y, por otro lado –como lo vamos a demostrar cuando hablemos de la obra pública específicamente–, no es que el desnivel del año pasado a favor del departamento La Capital obedecía a la cuestión de las inundaciones del 2003; ésta es una constante que venimos padeciendo hace ya 10 o 12 ejercicios presupuestarios.


En la cuestión del Ministerio de Gobierno también cae su participación relativa en un 12% en los últimos tres años, y si tomamos todo el período de la convertibilidad cae, en nada más y nada menos, que en un 30%, pero lo que más nos preocupa aquí es la disimilitud que hay en la inversión de los dineros públicos que van a Seguridad. La media provincial son $100; en Santa Fe Capital, la segunda ciudad de la Provincia es de $137; en Rosario, la primera ciudad de la Provincia es de $79; Caseros de $78; General López $77, y San Lorenzo $67. Si la existencia de los índices delictivos tienen relación directa con la población o las necesidades básicas insatisfechas, es evidente que es total y absolutamente ilógica la distribución departamental de los dineros que se asignan a Seguridad Pública. 

–
Ocupa la Presidencia su titular, diputado Edmundo Carlos Barrera.

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– En reiterados debates, en el pasado, hemos mostrado cómo la cuestión de la seguridad y la consolidación del estado de derecho tenía que ver directamente con la administración del servicio de Justicia y que si este servicio se encontraba resentido por eventuales connivencias de lo político con lo judicial o por carencia –en su momento– de reglamentación del Consejo de la Magistratura, también había una cuestión presupuestaria de por medio, que agravaba la realidad de la falta de Justicia o, por lo menos, de la falta de un buen servicio de Justicia en la Provincia y que esto se debía a una cuestión de falta de voluntad política del Gobierno. Este año, lamentablemente, tenemos que denunciarlo como nunca, porque a una participación relativa presupuestaria del Poder Judicial del 7,2 por ciento en el Presupuesto del ’96, caemos este año al 3,9 por ciento. Esto es, mientras el presupuesto total de la administración pública aumentó en el 214 por ciento en todo el período de la convertibilidad, en el Poder Judicial sólo aumentó el 98 por ciento.


Esto es realmente muy importante porque el otro día, en la Comisión de Acuerdos, tomamos testimonio de lo que nos informó un juez que aspira ser ascendido. Entre otras cosas, nos explicaba ese juez –reitero, ante la Comisión de Acuerdos– que “la mora judicial se debe a que el recurso humano del Poder Judicial no está adaptado a los tiempos acelerados de hoy, también existe un problema estructural y otro de control de gestión”; en fin, una serie de conflictos que, básicamente, podríamos relacionarlo con lo presupuestario, pero además remataba diciendo que “en delitos de subversión económica jamás van a generar un proceso penal hasta que no tengamos una estructura de investigación de esa clase de delitos que requiere una especialidad en la investigación. Nuestros juzgados de instrucción no están dotados de la estructura que deberían tener para investigar delitos que tengan que ver con la interpretación de fenómenos financieros, estados contables, movimientos de fondos. En el norte de la Provincia hay un solo contador para colaborar con los jueces”. Esto está dicho por un juez de Instrucción pero lo podemos chequear cualquiera de nosotros hablando con cualquier funcionario del Poder Judicial y se ve reflejado, reitero una vez más, en la permanente merma de la participación del Poder Judicial en las erogaciones totales de la Provincia de Santa Fe.


Denunciábamos, cuando debatimos el presupuesto de este año, los magros dineros que se destinaban al Magic. Es cierto, este año se recomponen. No hay ninguna duda que esto hay que admitirlo. Pero también es cierto, señor presidente, que de la misma manera que se recompone el presupuesto general en el Magic –hoy Ministerio de la Producción– permanecen algunas decisiones políticas con las que conceptualmente no compartimos. Se otorgan subsidios a las participaciones de sociedades anónimas en determinados eventos; se apoya a exportadores privados, cuestión a la que no nos negamos, pero que sí denunciamos en relación a la poca voluntad que tiene el Poder Ejecutivo para apoyar la economía solidaria. El año pasado se destinaron 600 mil pesos, no en carácter de subsidios, sino de préstamos a devolver, a las cooperativas de la Provincia. Este año esos 600 mil pesos se reducen a 300 mil. Toda una definición. Daría la sensación de que desde el gobierno de la Provincia no se quiere ayudar a las economías solidarias, cuando esta Legislatura ha sancionado una ley que facilita transferir las estructuras y las infraestructuras de las fábricas en quiebra para que su personal dé continuidad a la fuente laboral bajo una figura política de solidaridad o de cooperativa.


Nosotros entendemos –y esto lo decimos respetuosamente pero con absoluta seriedad– que no alcanza con ir a Cuba para darse un “baño” de progresismo, hay que tomar políticas progresistas y, en este sentido, no alcanza que se sancione una ley, no alcanza que se les facilite a algunos obreros la continuidad de sus empresas en sus propias manos, si desde el Estado no se generan políticas activas con partidas presupuestarias acordes.


En general, vemos con preocupación que todos los dineros que podrían ir en lo que se puede denominar Gasto Social han perdido participación en el Presupuesto del 2005, en relación a los otros presupuestos anteriores.


Por lo tanto ¿qué se desprende de la confección de este presupuesto a nivel provincial? Se desprende la continuidad de aquella teoría, de aquel concepto que, apoyando determinados emprendimientos privados, iba a llegar el momento en que el vaso se iba a derramar y que ese derrame iba a terminar beneficiando a todos.


Más de 15 años han pasado los pueblos de América Latina al influjo de estas teorías de derecha y se ha demostrado que es exactamente al revés: no hay forma de generar crecimiento si no se sostienen y subvencionan a los eslabones más débiles de la cadena económica.


Esto, señor presidente, lo podemos ver también en lo que sucede con el presupuesto destinado al personal público. Vemos con preocupación que mientras los sueldos de la Provincia de Santa Fe se llevaban el 39 por ciento del Presupuesto en el 2002, se bajó al 36 por ciento en el 2003, al 35 por ciento en el 2004 y al 34 por ciento en el 2005.


Esto implica una caída del 14 por ciento de la participación relativa de la masa salarial en el Presupuesto General de la Provincia. Y como la planta de personal de la Provincia, en el período de la Ley de Convertibilidad hasta ahora, aumentó tres veces más que el aumento de la población, esto implica que cada día tenemos más empleados públicos, pero cada día los tenemos peor pagos, por lo menos, sus salarios han perdido en su poder adquisitivo.


Con respecto al gasto nos preocupa una partida que se viene incrementando sin solución de continuidad y que nos da la sensación de que el señor ministro termina siendo un mago con una galera grande y de esa galera puede llegar a sacar cualquier cosa.


Esa partida se llama Obligaciones a cargo del Tesoro, que de 800 y pico millones de pesos el año pasado pasa a 1.308 millones este año. Dentro de estos 1.308 hay 185 millones de pesos para Imprevistos y, dentro de estos 185 millones de pesos, hay tres partidas de 30 millones cada una que van para Educación, Salud y Vivienda.


Le preguntamos al ministro cuando estuvo aquí el 20 de octubre, por qué estas partidas no estaban en los presupuestos específicos y nos contestó: “Porque son partidas refuerzo”.


En realidad ¿cuál es la lectura que hacemos nosotros de estas supuestas partidas refuerzo y cuál es la lectura que hacemos de este permanente incremento de las obligaciones a cargo del Tesoro? Que de que lo que se trata es siempre de lo mismo: evitar demostrar el aumento de ingresos al erario público, para tener siempre la respuesta pronta de no hay plata, no hay dinero para las futuras recomposiciones salariales, sobre todo si tenemos en cuenta que el señor ministro ha dicho, en forma terminante, que los 355 millones de pesos que implica la recomposición salarial, que se acaba de dar el mes pasado, es única y exclusiva para todo el transcurso del Presupuesto 2005.


Y ahora sí, llegamos a lo que habíamos marcado, de la manifiesta injusticia que se viene dando en la distribución de los dineros públicos dedicados a la obra pública.


Se detraemos, como bien señalaba el miembro informante, las inversiones interdepartamentales e interjurisdiccionales, y nos atenemos exclusivamente a aquellas que tienen una radicación geográfica en los departamentos, observamos que ello se lleva casi el 60 por ciento de la inversión total y que el departamento La Capital, con un 16,5 por ciento de población, se sigue llevando el 26 por ciento de la inversión pública; y el departamento Rosario, con el 37 por ciento de la población y que el año pasado se llevaba el 30 por ciento de la inversión pública, este año cae al 27,37 por ciento.


Nos parece, aún a riesgo de que alguien nos acuse de que hacemos cuentas de almaceneros, que esta distribución injusta, con absoluta falta de equidad, no responde en absoluto a parámetros objetivos.


Mientras la inversión media per cápita en toda la Provincia de Santa Fe es de 112 pesos, en el departamento Rosario es de 83; en el departamento La Capital es de 176 pesos, exactamente el doble, y en los departamentos del sur, es de 57 pesos en Constitución, 58 en Caseros, 60 en San Lorenzo y 65 en General López.


En estos cuatro departamentos del sur, la inversión en obra pública per cápita es de un 42 a un 50 por ciento inferior a la media provincial y de un 63 a un 68 por ciento inferior a lo que se invierte en el departamento La Capital. Y reitero, y reitero. Esto no tiene absolutamente nada que ver con los efectos de las inundaciones de abril del año pasado. Esta es una decisión política equivocada, de absoluta falta de equidad, que toma el Poder Ejecutivo provincial, ya desde varios años a esta parte.


Y si el análisis lo hacemos, ya no en la inversión del 2005 sino en los próximos años, entre el 2006 y el 2008, sobre una inversión media per cápita prevista de 212 pesos, el departamento La Capital está en 270 pesos y Rosario sólo alcanza a 88.


Reitero, no nos molesta que se invierta en el departamento La Capital; nos molesta sí, que haya tamaño desequilibrio en la inversión de los dineros de todos los santafesinos concentrados exclusivamente en el lugar geográfico donde tiene su sede el Gobierno de la Provincia. Gobierno de la Provincia que ha hecho mucha alharaca –y lo decía también el señor miembro informante– acerca de lo significativo que es la inversión pública en el 2005. En el Mensaje del Poder Ejecutivo se establece que, a construcciones, el próximo año, habrá de ir el 42,3 por ciento más de lo que fue al año pasado. Pues bien, en estos momentos el Senado de la Nación está discutiendo el Presupuesto de la Nación. Ese Presupuesto aumenta la obra pública en el 54, 1 por ciento. De manera tal, que seguimos estando 13 puntos abajo del incremento presupuestario de la Nación en este materia. 


Es cierto que con respecto a la deuda pública, digamos, no se achican los dineros que a ella se destinan, sí se estabilizan, en el orden de los 400 millones de pesos en el presupuesto del 2005 con respecto al presupuesto del 2004. Pero, no obstante ello, no podemos dejar de mencionar nuevamente que en los últimos tres presupuestos, mientras el gasto total de la Administración Pública aumentó el 57 por ciento, la deuda pública de la Provincia o sus pagos aumentaron el 121 por ciento, y dentro de esa discrecionalidad que denunciábamos que tiene el Poder Ejecutivo este año y lo habrá de tener el próximo año, no solamente está el poder invertir los dineros donde quiera, porque no hay asignaciones específicas en los presupuestos, sino también pagar más deuda pública, como lo ha estado haciendo.


Tenemos que señalar, señor presidente, y también lo hacemos con absoluta responsabilidad, que el Gobierno de la Provincia es quien más ha estado atentando contra la seguridad jurídica y contra el estado de Derecho en la Provincia de Santa Fe. Decimos esto porque la inmensa recomposición salarial, que ha tenido vigencia a partir del mes pasado, se ha hecho en negro. Quiero decir, la masa de más de 200 millones de pesos que se pagan en negro, se va a incrementar en otro tanto para el presupuesto del 2005. ¿Por qué digo esto? Porque voy a hablar de los organismos de seguridad social: la Caja de Jubilaciones y el Iapos.


La Caja de Jubilaciones sigue dando 132 millones de pesos de déficit, que se puede llegar a solventar con el aporte de 120 millones de la Nación en la medida en que pongamos en tándem nuestro sistema jubilatorio con el de la Nación. Pero quiero decir –y en esto quiero ser absolutamente claro y terminante–: si se eliminara la masa salarial en negro que paga el Gobierno de la Provincia, el aporte en aportes –valga la redundancia– y en contribuciones a la Caja de Jubilaciones rondaría los 120 a 130 millones de pesos por año; esto es, se podría cubrir el déficit, en la medida –reitero– que el Gobierno de la Provincia se dé el lujo de dejar de atentar contra las leyes laborales.


Y lo mismo sucede en Iapos. El Iapos da un déficit este año de 9 millones de pesos, que se habrá de incrementar en el 2005 a 43 millones de pesos, producto, por un lado, de un incremento del 21 por ciento de los Gastos Corrientes, pero, por otro, porque el aumento de los salarios no aportan a las obras sociales, de manera tal que no hacemos otra cosa que incrementar el déficit y este incremento del déficit después lleva a la Dirección de Iapos a limitar la atención de salud a los empleados públicos de la Provincia.


Y ahora llegamos a un tema que cada día duele más, y es el tema de la Caja de Asistencia Social o Lotería de la Provincia. Y digo que cada día duele más porque ya no tenemos capacidad de asombro, de impresionarnos de lo que puede llegar a hacer el Gobierno de la Provincia en esta sistemática acción de violar la Constitución y cuanta ley se le pueda llegar a oponer. Nosotros no vamos a volver a leer los artículos de la Constitución ni de la Ley de Contabilidad, como lo hemos hecho en otras oportunidades. Pero sí vamos a marcar algunas puntualizaciones que dimensionan el grado de hipocresía institucional de la Provincia en relación a la Nación y a los municipios, y la falta de voluntad política del Gobierno de transparentar definitivamente la asignación de casi 350 millones de pesos anuales.


En primer lugar, y valorando una vez más lo que hizo la Comisión de Presupuesto y Hacienda de darle urgente trámite a un pedido que hizo la oposición acerca de que se envíe el balance comercial de la Lotería, debemos decir que, definitivamente, podemos poner número exacto a la cantidad de dinero en negro que se maneja en la Lotería. Son 338.960.000 pesos.


Por un lado, la Lotería nos dice que hay un presupuesto comercial que no engloba la totalidad de la venta de la Lotería, porque todo aquello que se vende en otras jurisdicciones no está en el presupuesto comercial. Y, por otro lado, nos dice que el presupuesto comercial está auditado por el Tribunal de Cuentas de la Provincia, cosa que, por supuesto, no nos consta.


¿Pero sabe la Cámara cuánto es lo que la Lotería vende extrajurisdiccionalmente, que no lo controla el Tribunal de Cuentas de la Provincia, y que no se incluye en su balance comercial? Nada más y nada menos que 140 millones de pesos por año, que no controla –reitero– nadie.


Y acá cabe una pregunta: ¿qué haría la Administración Federal de Ingresos Públicos si una empresa radicada en Santa Fe no declara en sus balances las ventas que hace en Córdoba, Buenos Aires, La Pampa, Santa Cruz o Tucumán? ¡Le aplica la Ley Penal Tributaria por evasión impositiva! ¡Así de simple!


Y nuestra Lotería, nuestro Gobierno de Santa Fe, admite que vende 140 millones de pesos por año afuera y que no lo registra en su balance comercial, ni siquiera lo audita el Tribunal de Cuentas de la Provincia.


En segundo lugar, nos dice la Lotería que no se puede blanquear el Presupuesto de la Lotería, que tiene que seguir existiendo un balance comercial que incluye lo que comentaba antes, 340 millones de pesos en negro, porque hay dineros extrapresupuestarios, porque es una metodología que viene desde hace años y porque no se pueden prevenir los premios, el azar.


La Lotería tiene 65 años de vida. Pregunto: ¿no habrá estadísticas que permitan, después de 65 años, dimensionar cuál es la relación que hay entre los premios y los ingresos por juego?


Y nos dice la Lotería: “Si presupuestamos todo y nos quedamos sin partida, ¿con qué pagamos los juegos? ¡Qué papelón hacemos, comercialmente hablando, con aquellos que compran nuestros números y no podemos abonar los premios por falta, supuestamente, de partidas!”


Le contestamos con dos cuestiones contundentes. En horas, más de 300 legisladores nacionales sancionaron una ley por la cual transferían 140 millones de pesos a Santa Fe, cuando sucedió lo de las inundaciones de abril. Y segundo, el señor Ministro admitió partidas refuerzo por 90 millones de pesos.


Preguntamos: si hubiera voluntad política de transparentar lo que maneja la Lotería, ¿por qué no impone una partida refuerzo en Obligaciones del Tesoro, de 30 millones de pesos, para cualquier eventualidad?


Y esto no es porque no se pueda. Esto es, lisa y llanamente, porque hay una decisión política de mantener a la Lotería al margen del Presupuesto y, vaya a saber, señor presidente, por qué motivos, el poder político quiere mantener 340 millones de pesos en negro. Aunque esos motivos los podemos suponer.


El año pasado –año electoral– el Gobernador Reutemann modificó los presupuestos de la Lotería por mayores ingresos, en más de 11 millones de pesos. Más del 50 por ciento de esos 11 millones de pesos fueron a parar a Boldt, que es la empresa que transmite los datos, y fueron a parar a la publicidad de la Lotería.


El presupuesto oficial era 1,4 millones, y terminó siendo 3.200.000. Si habrá sido irracional que en el año 2004, el presupuesto de publicidad de la Lotería vuelve a ser 1,4 millones. Esto es, en el año electoral 2003 hubo necesidad de duplicar o más que duplicar el presupuesto publicitario de la Lotería; en un año no electoral, como es el 2004, no había necesidad de ello. 


¿Estamos equivocados conceptualmente cuando mostramos lo que señala la Constitución, la Ley de Contabilidad y una serie de leyes acerca de que está total y absolutamente prohibido la existencia de fondos extrapresupuestarios en el erario público? En absoluto lo estamos. En primer lugar, porque cuando se le dio media sanción a la nueva Ley de Contabilidad o Ley de Administración Financiera del Estado, se incluyó un artículo, el 16, que expresamente prohibe que en el erario público puede entrar o salir un solo peso que no esté en el Presupuesto y en la Cuenta de Inversión. En segundo lugar, como bien lo señaló el miembro informante de la mayoría, en la Ley Complementaria a este Presupuesto que vamos a tratar hoy, en el artículo 59, se impone a Municipios y Comunas que no haya un solo peso extra presupuestario. Quiero decir, que la Provincia le va a exigir a las Comunas y a los Municipios exactamente lo que no hace ella. Pero esta contradicción estalla cuando el señor Gobernador toma la decisión política de que Santa Fe sea la primera provincia argentina en adherir a la Ley de Responsabilidad Fiscal. Esa ley, en su artículo 3º, expresa –y disculpe la Cámara si me excedo en tiempo, pero creo que es de absoluta importancia–, esa Ley de Responsabilidad Fiscal que se acaba de votar en la Nación y que el Gobernador quiere que Santa Fe sea la primer provincia en adherir, dice: “Las leyes de Presupuesto General de las administraciones provinciales contendrán la autorización de la totalidad de los gastos y la previsión de la totalidad de los recursos, de carácter ordinario y extraordinario, afectados o no, de todos los organismos centralizados o descentralizados y Fondos Fiduciarios. Asimismo informarán sobre las previsiones correspondientes a todos los entes autárquicos, los institutos, las empresas y sociedades del Estado del sector público no financiero. Los recursos y gastos figurarán por sus montos íntegros, sin compensaciones entre sí, se realizarán las adecuaciones necesarias para incorporar al Presupuesto los fondos y organismos ya existentes que no consoliden en el Presupuesto General.”


Quiero decir, esto es un monumento a la hipocresía, señor presidente. Por un lado, suscribimos con la Nación pactos que nos obligan a que no hayan dineros extrapresupuestarios; por un lado, promovemos una ley –porque va a terminar siendo ley la adhesión a la Ley de Responsabilidad Fiscal–, donde la Provincia se obliga a no tener fondos en negro; por otro lado exigimos a Municipios y Comunas no tenerlos. Y, finalmente, nos negamos aquí, como se negaron en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, a incluir los 340 millones de pesos de la Lotería en negro al Presupuesto del año 2005.


Tratando de ir acelerando los tiempos y por una cuestión, como decía antes, que duele los bolsillos de los pueblos del interior, una vez más nos tenemos que referir a la detracción ilegal e ilegítima que la Provincia hace a los gobiernos locales, a las Comunas y a los Municipios. Ahora se descubre que se toma la decisión política de abatir el Decreto 3113 y, supuestamente, volver al viejo régimen de coparticipación a comunas y municipios, y esto no es así. Primero, se va a seguir detrayendo el 10 por ciento de Ingresos Brutos a la coparticipación de municipios y comunas. Por este concepto –y si después hay debate podemos explicar cómo ha ido evolucionando esta detracción–, desde el año ’94 al 2005, por falta de coparticipación de Ingresos Brutos, se le van a terminar quitando a los gobiernos locales 136 millones de pesos. 


Por impero del artículo 49 de la Ley Complementaria, que establece el cambio del régimen de coparticipación federal hacia comunas y municipios volviendo, supuestamente, al viejo régimen –que no vuelve al viejo régimen sino que se queda en la distribución que hizo la Provincia con el Presupuesto del año 2001–, se quiso mostrar cómo abatiéndose el Decreto 3113, se iba a terminar con la injusticia de la apropiación que hace la Provincia de fondos de coparticipación federal. Hay tres tipos de apropiación. Una de ellas nace en el Pacto Federal del 12 de agosto de 1992 y a la fecha la Provincia se ha apropiado de 10.483.000 pesos; la segunda de ellas es por imperio de la cláusula 2º, inciso 8) del Régimen de Coparticipación Federal, impuesto en el año ’93, a partir de la cual la Provincia se queda con lo que, supuestamente, la Provincia interpreta que son excedentes de coparticipación federal, que no debe entregar en un ápice a comunas y municipios, por este concepto, se les detrae 195 millones de pesos desde el ’96 hasta ahora; y, finalmente, por imperio de la segunda addenda firmada en el 2001, que era la famosa retribución del 13 por ciento –porque la Provincia no transfirió su deuda pública para que renegociara la Nación–, se les detraen otros 53 millones de pesos. Esto suma 395 millones de pesos detraídos a la coparticipación de comunas y municipios en el término del año ‘93 hasta el 2005, inclusive. 


Cuando decimos que no hay, absolutamente, desde lo objetivo, ningún argumento para detraer esta coparticipación, no podemos dejar de recordar que en aquellos Pactos Federales, más allá del voto que hayamos tenido los distintos sectores políticos, a través de ellos se trataba de lograr afianzar el federalismo reconociendo el creciente papel de los gobiernos provinciales y municipales, profundizar la reforma del sector público tanto nacional, provincial y municipal, como profundizar los procesos de descentralización; mal podría, en este marco conceptual, quitársele casi 400 millones de pesos a las comunas y municipios que –reitero– ilegítimamente se los ha apropiado el Gobierno de la Provincia.


Finalmente, y ya muy breve, con respecto a la Ley Complementaria del Presupuesto, tenemos que decir que esta ley hace añicos al Presupuesto una vez más. Creo que, como nunca, hay motivos para votar en contra, como nunca se hace una transferencia injustificada de facultades constitucionales al Poder Ejecutivo; tanto es así, que se admite en el artículo 2º la posibilidad de que el Poder Ejecutivo amplíe el plan de obras públicas de la Provincia y ¿con qué se argumenta? Se argumenta con que el objetivo es darle equilibrio departamental. O sea que el mismo Poder Ejecutivo admite la existencia de fondos extrapresupuestarios, admite desequilibrio departamental en la asignación de la obra pública y todo esto –reitero– en un año electoral como habrá de ser el año 2005.


En la misma dirección, el artículo 19 habilita al Poder Ejecutivo a ingresar por la ventana los sobrantes de más de 800 millones de pesos del presente ejercicio sin asignación específica; o sea, que ya lo que le transfiere el Presupuesto 2005 al Poder Ejecutivo es ilimitado, es para hacer una campaña electoral con un montón de chequeras firmadas en blanco y, como si eso no alcanzara, el excedente de 800 millones de pesos de este año lo van a poder ingresar por la ventana.


Y, finalmente, algo que aquí se nos quiere hacer creer y se nos quiere vender, es que es un gran logro terminar, de una vez por todas, con la compensación de deudas y acreencias con los gobiernos locales. Esto es, señor presidente, una infamia monumental y lo voy a demostrar. 


Desde hace muchos años se viene discutiendo el tema de la ley o del acuerdo para compensar deudas y acreencias entre gobiernos locales y la Provincia. En el proyecto original del Poder Ejecutivo, estaba la asignación del 1,7 por ciento del total de la coparticipación que va a comunas y municipios para asignar al pago de la deuda. ¿Por qué ese 1,7 por ciento? ¿Por qué no un 5 o un 0,2 por ciento? Porque ese 1,7 por ciento implicaba que la única municipalidad endeudada hasta los tuétanos, que es la ciudad de Santa Fe, tenga 70 años de plazo para pagar su deuda. Esto es, la deuda contraída por monumentales ineptos –cuando no corruptos– de los gobiernos de la ciudad de Santa Fe para con todo el pueblo de la Provincia de Santa Fe, se la íbamos a financiar a 70 años. Según algunos nos quieren hacer creer, gracias a su participación, ese 1,7 por ciento ya no es más ese porcentaje, ahora es el 0,5 por ciento.


Como la ciudad capital coparticipa en 42 millones de pesos y debe más de 50, esto implica que la ciudad capital le va a devolver al pueblo de la Provincia de Santa Fe lo que le debe en 238 años. Esto es una burla, esto es un insulto a todos aquellos gobiernos locales que hicieron bien los deberes y que pusieron toda su voluntad política y su inteligencia para que sus finanzas públicas tengan salud desde lo contable y equilibrio desde lo tributario.


Una vez más, así como todo el año pasado todo Santa Fe contribuía a la educación privada de los capitalinos, este año todo el pueblo de Santa Fe le va a regalar 50 millones de pesos a la ciudad capital para que lo pague dentro de 238 años. 


Estos son algunos de los motivos, señor presidente, por los cuales la Bancada Socialista vota en contra del Presupuesto y su Ley Complementaria. Nada más.

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


En primer lugar, creo que es importante –y teniendo en cuenta como transcurrió el 2004 en relación al debate en esta Cámara– destacar la amplia información con que contamos, la visita del ministro de Hacienda y la predisposición a dar la información que le solicitábamos, como así también la actitud permanente de garantizar los tiempos y las formas por parte del presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda de esta Cámara.


Creo que esto es un adelanto y un signo de madurez que, ojalá, en algún momento se extienda también a crear los ámbitos necesarios para el consenso, para el debate para poder enriquecer el presupuesto y no a lo que estamos acostumbrados, simplemente a alzar la mano en los proyectos de Presupuesto que vienen del Poder Ejecutivo.


Ojalá demos este segundo paso, en beneficio de todos los santafesinos, en beneficio del consenso y en beneficio de elaborar un Presupuesto que contenga las distintas opiniones y los distintos intereses y demandas de los santafesinos.


Quiero también destacar que el año pasado observábamos el incumplimiento del artículo 72, inciso 8, de la Constitución Provincial, que obliga al Poder Ejecutivo a ingresar su Presupuesto en tiempo y forma, esto es, antes del 30 de septiembre del corriente año. Esto se ha cumplido, y también me parece que es un pequeño paso, pero es bueno porque es, lamentablemente, una excepción en relación a los años anteriores donde este precepto constitucional ni siquiera se respetaba.


Dicho esto, quiero empezar a analizar algunos aspectos que me preocupan: una forma de pensar, una forma de organizar el Estado, una forma de gestionarlo.


En primer lugar, la relación entre la Ley de Presupuesto y la Ley Complementaria. Todos aquí debatimos –o empezamos a debatir– algo que está representado en lo que llamamos la Ley de Leyes, el Presupuesto, potestad, por otra parte, establecida claramente en nuestra Constitución, que corresponde al Poder Legislativo, donde se definen las políticas de Estado, donde se definen los grandes lineamientos, donde se organiza cómo se va a gastar y en qué se va a gastar, y esta trascendencia que tiene esta decisión de la Cámara es, acto seguido, convertido en papel picado, es convertido en un instrumento virtual por la Ley Complementaria.


Pareciera ser, que el artículo 55, inciso 8, que nos da las facultades al Parlamento, en ese mismo acto, violando nuestra Constitución, transferimos, delegamos esta facultad al Poder Ejecutivo; con lo cual estamos relativizando profundamente el valor de esta discusión, el valor del Presupuesto; estamos licuando el rol de contralor y el rol que tiene el Poder Legislativo en este tipo de definiciones de los contenidos del Presupuesto,


Esto equivale a decir, que lo que puede resolver este Parlamento, en función de destinar gastos a Salud, o gastos a Educación pueden, automáticamente, transformarse en gastos reservados, en gastos para subsidios, en gastos para pagar más intereses de la deuda.


Estas son, en definitiva, las consecuencias de votar una Ley Complementaria, acto seguido de votar esta Ley de Presupuesto.


Simplemente, quiero leer la Declaración de los Derechos Humanos del Hombre y del Ciudadano, de 1789, donde decía: “Toda sociedad en la cual la garantía de los derechos no está asegurada, ni determinada la separación de poderes, carece de Constitución”.


Pareciera ser que en la Provincia de Santa Fe estamos careciendo de Constitución.


Quiero también que reflexionemos acerca de lo que denomino el superávit oculto que, según las proyecciones que hemos estimado, llegan a los 954 millones de pesos para el período 2004. Y este no es un error de cálculo menor. Significa el orden del 25 por ciento del gasto presupuestado para ese propio 2004, y esto con el aditamento que esos fondos no están sometidos al debate del Parlamento, ni a la incidencia de este debate, ni siquiera a la opinión pública.


Veíamos cómo, previo a la discusión del aumento salarial, jugábamos a las adivinanzas de cuánto era ese monto, o en cuánto podía estimarse, y eso realmente demuestra la carencia de claridad y transparencia en estos fondos y en este superávit oculto; y también, por supuesto, el superávit del ejercicio que está a consideración y uso del Poder Ejecutivo.


Otro aspecto que también genera incertidumbre, no da claridad y no ayuda al fortalecimiento de las instituciones, es lo que sucede con la Cuenta de Inversión. Creo que tenemos que decir con vergüenza que la Cuenta de Inversión es un instrumento de rendición de cuenta, de lo ejecutado, del Poder Ejecutivo en relación al Poder Legislativo; generalmente ni se debate, ni se discute y la facultad que tiene la Legislatura de aceptar o rechazar jamás ha sido puesta, o ha sido puesta ocasionalmente en consideración.


Pero quiero decir más. Correspondería que nosotros estemos considerando la Cuenta de Inversión del 2003. La Constitución dice: "Anualmente el Poder Ejecutivo deberá enviar la Cuenta de Inversión". Y, a su vez, en paralelo, para se cumplan los dos artículos y no uno, dice que el Poder Legislativo deberá aprobar o rechazar esa Cuenta de Inversión.


Sabemos muy bien que mañana, jueves, terminan las sesiones ordinarias, momento hasta el cual podríamos aprobar o rechazar esa Cuenta de Inversión. Tal vez alguien del oficialismo me explique si en el día de mañana el Poder Ejecutivo la va a enviar y, a su vez, vamos a estar aprobando o rechazando, considerando y analizando concienzudamente la Cuenta de Inversión. Obviamente, que eso no va a suceder. Y, obviamente que, una vez más, incumplimos con los deberes constitucionales el Poder Ejecutivo y esta Legislatura, que debería estar tratando esa Cuenta de Inversión.


Voy a hacer referencia también, una vez más, a algo que lo hemos señalado y que creo que es otra situación que debilita la institucionalidad de esta Provincia, cual es el Tribunal de Cuentas. El Tribunal de Cuentas es el encargado del contralor del gasto público que, como bien sabemos, bien se ha debatido y planteado por la oposición en este recinto, han sido designadas personas relacionadas directamente con el Poder Ejecutivo, de las cuales hay pocas esperanzas que jueguen y tengan ese rol que uno demanda, de contralor. Incluso, uno de sus miembros aceptó y dijo públicamente, a través de los medios, que había sido recomendado por el anterior Gobernador de nuestra Provincia.


También pareciera otra práctica habitual reformar, a través de la Ley de Presupuesto –y no por leyes especiales–, otras leyes. Quiero, una vez más, recordar que el artículo 23 de la Ley de Contabilidad dice que en la Ley de Presupuesto no podrán incluirse disposiciones de carácter orgánico o que modifiquen o deroguen leyes en vigor; tampoco podrán crearse entidades o ramas administrativas cuyas actividades, por su naturaleza, deban ser previamente fijadas por leyes u orgánicas.


Quiero decir que, en ese sentido, varios artículos de la Ley de Presupuesto están modificando leyes, están modificando artículos de esa legislación; particularmente –pareciera ser que en estas situaciones uno nunca pierde el asombro– esta anunciada creación de un fondo de garantías recíprocas por decreto; concederle estas facultades al Poder Ejecutivo, como está pedido en uno de los artículos de la Ley de Presupuesto, para crearlo por decreto. Ningún fondo de garantías del país está creado por decreto. Simplemente, basta ver el Fongaba, que es un instrumento similar de la Provincia de Buenos Aires. Yo creo que esto es realmente una vergüenza.


Por supuesto queremos señalar que hay una necesidad de mejorar la calidad en la presentación de nuestro Presupuesto, fundamentalmente decisiones políticas. Lo planteaba muy bien el diputado Cecchi en cuanto a la integralidad de la información. Él fue bastante extenso y claro en que parte de la información debe estar contenida en el Presupuesto, como en el caso de Lotería. También queremos señalar que esa falta de información y claridad, de información detallada, es limitada en la ejecución presupuestaria del 2004. Hecho también que nos preocupa, y en demasía.


Y de todos estos aspectos que uno fue planteando, ¿cuál es la primera conclusión? Que esto organiza o define un modelo institucional. Un modelo institucional en relación al Presupuesto y en relación a otros elementos vinculados y articulados con el Presupuesto que, en definitiva, uno podría sintetizarlo en más superpoderes para el Poder Ejecutivo, mayor discrecionalidad en la utilización de esos fondos públicos, menores controles o debilitamiento de los controles, tanto del Tribunal de Cuentas como del Poder Legislativo, menor transparencia en esa ejecución de los presupuestos, y debilitamiento de la división de poderes.


Y me parece que esto no es menor, señor presidente, y de una vez por todas tenemos que avanzar en una provincia diferente. No solamente porque corresponde, no solamente porque la institucionalidad es un aspecto logrado por la civilización, sino también –como está demostrado por muchos trabajos– porque hay una relación directa entre la mejora de la calidad institucional, entre la calidad institucional de una provincia y sus posibilidades de desarrollo económico y social. Como está también demostrado lo inverso: que a menor calidad institucional, menor desarrollo social y económico; como lo demuestra, entre otros, mi último libro “La primacía de las instituciones”, que hace un análisis comparativo de 140 países diferentes.


Voy a pasar a otro tema, que me preocupa también, y está vinculado a este debate del Presupuesto. En la opinión del miembro informante, en su valoración en relación a este cambio en el rol del Estado, incluso planteaba la visión que hay que dejar atrás, del neoliberalismo. Yo quiero recordar que en esta Provincia, entre 1991 y 2001 se llevaron adelante, con suma eficiencia, las recetas del neoliberalismo, las privatizaciones, las concesiones, que también recuerdo terminaron y terminan en rotundos fracasos, como la del Banco Santa Fe con los hermanos Rohm, que tuvieron que abandonar el barco y dar cuenta a la Justicia, o las concesiones de Aguas Provinciales. Y esta concepción y este rol del Estado, del Estado ausente, sin capacidad y sin voluntad de tener un rol más activo, a través de distintos instrumentos, incluso como el retiro voluntario por el cual muchos empleados experimentados y conocedores de las temáticas abandonaron la administración pública, puso a la Provincia en una situación realmente de debilidad y desarticulación. Y uno, además, se sorprende, por supuesto, cuando esas mismas personas hoy plantean que hay que ir hacia un Estado diferente. Me alegro porque han aprendido la lección y me duele porque los santafesinos perdimos 10 años, con las consecuencias que vivimos. 


Hablaba de esa necesidad de recobrar y reformar el Estado, y dar una nueva institucionalidad a ese Estado, pensado fuera del clientelismo, fuera del corporativismo, fuera del mercado per sé, fuera de partidos débiles, fuera de liderazgos personalistas, esa nueva institucionalidad que nos obliga a pensar en más control, más transparencia y más participación ciudadana. Esta es la nueva visión que tenemos que tener, y es bueno que, además, la Provincia rápidamente emprenda ese tipo de rol del Estado, porque sino nos vamos a engañar y vamos a creer que la profundidad de la discusión de cuál es el rol del Estado y su nueva misión, es simplemente la preocupación en cuanto al movimiento de un expediente o en relación a lo que es un gobierno electrónico. Es hora que demos ese debate de fondo, y también, en ese marco, pensar la reforma del Estado, hacer una administración de ingresos más eficiente, evitar y erradicar para siempre el trabajo en negro en el marco del Estado Provincial, evitar – como decía– los retiros voluntarios, las dispersiones de salarios, evitar el proceso de falta de capacitación, todos elementos que, muchas veces, pensar en una mezcla de populismo y neoliberalismo puede hacer estragos. 


Simplemente, quiero recordar que esta supuesta eficiencia con que se gobernó desde 1991 al 2001, era un ejemplo para el país. Yo quiero recordarles que entre el ‘91 y el 2001 el país creció un 30,9% su Producto Bruto Interno –por supuesto fue un crecimiento empobrecedor, un crecimiento para unos pocos– y la Provincia sufrió un largo estancamiento, creció a un 8,8% el Producto Bruto Geográfico, naturalmente que esto se ve, en función del crecimiento de su población, como un estancamiento empobrecedor. 


También doy rápidamente datos del año 2000: la Provincia de Santa Fe tiene un índice de desarrollo humano del 0,58 %, mientras el total del país es de 0,613%, siendo el índice más alto que corresponde a un nivel de índice de desarrollo humano ampliado mayor. Esto uno lo puede encontrar en un informe del Instituto de la Bolsa de Córdoba, en su última edición.


Pero también creo que es bueno plantear que tenemos algunos otros problemas: solamente el 50 por ciento de los depósitos que se hacen en Santa Fe, tomando como base el 100 por ciento, quedan en esta misma Provincia, el otro 50 por ciento emigra. Eso también es claramente un problema de los santafesinos y, yo quisiera ser optimista, pero si Santa Fe no hace un esfuerzo sobre la base de su pequeña y mediana industria, vamos a tener dificultades en el futuro, porque no solamente con las ventajas comparativas naturales que tenemos de la tierra fértil de la soja, teniendo en cuenta que es básicamente son comodities que se exportan, vamos a poder lograr una Provincia sustentable al futuro pero, además, que tenga características de integración, de equidad.


Según datos del segundo semestre del 2004, en relación a hogares pobres y personas pobres en el nivel nacional, hablando de personas pobres la Provincia de Santa Fe tiene un 44,7 por ciento; algo que realmente debería ser uno de los centros de preocupación, de debate y de pensar el presupuesto, pero el aglomerado Gran Santa Fe está por encima de la media, tiene 46,10 por ciento. En el caso de las personas indigentes el aglomerado Gran Santa Fe tiene un 19,2 por ciento; son aquellos hogares que no logran siquiera un ingreso mensual de 350 pesos, contra un 17 por ciento que es la media nacional. Comparando con el aglomerado Gran Rosario, la indigencia es de un nivel del 16,5 contra un 17 por ciento la media nacional y los pobres un 42 por ciento en el aglomerado Gran Rosario, contra el 44,7 que es la media nacional. 


Una Provincia que, como vemos, tiene profundos problemas de pobreza e indigencia; una Provincia que es, además, comparada con el resto de las provincias, en muchos casos lejos están de estar dotadas de recursos humanos y naturales como la nuestra. Y también la tasa de desocupación y subocupación, que en conjunto la media nacional para el segundo trimestre del 2004 es del 30 por ciento, el aglomerado Gran Santa Fe está por encima de esa media, con el 31,1 para el mismo período y el Gran Rosario con un 28,8 de desocupación. Vemos que estos datos del 2004 nos marcan un fracaso en las políticas y una situación social explosiva que creo que es incontrastable y que nos marca la necesidad de replantear profundamente las políticas que se llevan adelante.


Quiero, en otro capítulo, hablar de la relación entre la Nación y la Provincia y en eso manifestar la preocupación planteada aquí, en este recinto, porque vemos que en distintos planos la Provincia de Santa Fe debilita su autonomía, y esos planos son, por un lado, el nivel de los recursos y de la proporción de los recursos propios sobre la masa de los ingresos totales del presupuesto 2005, pero así también con la resignación de instrumentos de políticas públicas que en muchas coyunturas son fundamentales para llevar adelante un proceso de crecimiento o un proceso de enfrentamiento de crisis económicas; instrumentos tales como la posibilidad de endeudamiento, la posibilidad de incrementar el gasto en determinados límites. 


En ese sentido, quiero remarcar, en primer lugar, que la composición porcentual interna de los ingresos comparados provinciales y nacionales en los períodos 2003, 2004 y 2005 es la que sigue: en el 2003, 48 por ciento provinciales, 52 por ciento nacionales; en el 2004, provinciales 45 por ciento, nacionales 55 por ciento –nuevamente una caída– y en el 2005, provinciales 41 por ciento y nacionales 59 por ciento.


Pero eso –que sería ya un dato preocupante en sí mismo por la variación porcentual pasando de un 48 por ciento en el 2003 a un 45 y a un 41 por ciento, con reducción de la participación provincial en los ingresos totales– si uno analiza el delta de incremento, la masa de incremento, y sobre esa masa hace el cálculo –solamente sobre la masa de incremento– en el período 2004, ese incremento –hablo de los ingresos totales del presupuesto– se justificó con el 73 por ciento de ingresos nacionales y con el 27 por ciento solamente de provinciales. Para este período el incremento de los ingresos está justificado por un 78 por ciento de nacionales y provinciales un 22 por ciento.


Este tendencia, que puede repetirse año tras año, va a agravar y profundizar, naturalmente, la relación de dependencia con los recursos nacionales y está muy claro –como se dijo aquí– que este es un problema de organizar con mayor eficiencia el Estado provincial.


También, en la relación con la Provincia, nos preocupa la Caja de Jubilaciones, porque el convenio firmado garantizaba solamente hasta diciembre de 2004 los fondos de 120 millones de pesos. No es un planteo alarmista, seguramente se renegociará y habrá alguna posibilidad de continuar con estos fondos, pero hay ahí una primera limitación; fondos que por otra parte los computamos en el superávit, y también el límite que tuvimos en ese mismo convenio que firmó la Provincia con la Nación que, a septiembre de 2004, tenían que estar armonizados los sistemas provinciales y nacionales de jubilaciones, cosa que tampoco se llevó adelante y eso podría significar la reducción de 120 a 90 millones los giros correspondientes al 2004.


Decía que hay otros aspectos que también me preocupan, como es el Programa de Financiamiento Ordenado que resignaba instrumentos de política pública, la Ley de Equilibrio Fiscal que pone límites al incremento del gasto público en relación al incremento de PBI, el equilibrio financiero entre gastos y recursos y el endeudamiento que es hasta un 15 por ciento de la deuda en relación a los Recursos Corrientes, deducida la coparticipación a comunas y municipios.


Creo que, también, si esta Provincia hizo un esfuerzo –todos los santafesinos– de tener cierto orden administrativo, debería este hecho hacerse valer a nivel nacional para no resignar la autonomía de la Provincia.


Y quiero decir, también, que con preocupación uno ve como de la Nación siguen no coparticipando las retenciones que esta Provincia y en cuantía aporta a la Nación, como cuando tiene que tomar una decisión, por ejemplo sobre la cuota Hilton, vemos que no tuvimos una actitud firme y además, resignadamente, hoy estamos aceptando esa distribución que puede poner en la calle a 1.500 empleados del sector frigorífico.


Pero también, con sorpresa, veíamos cómo se distribuyó la obra vial, la infraestructura vial, y que de 1.326 millones distribuidos hasta el momento –hablo del año 2004–, corresponden 427 a Buenos Aires, 80 a Chaco, 159 a Córdoba, 400 a Santa Cruz y 4,2 millones a la Provincia de Santa Fe.


Ahora, lo que me interesaría abordar y dar mi opinión es de todo el aspecto relacionado al Presupuesto en sí mismo. Lo hemos marcado, creo que hay una primera preocupación en cuanto a la organización del gasto y la asignación del gasto entre Gastos Corrientes y Gastos de Capital. Hay de los 4.900 millones de pesos –en pesos redondos–, solamente destinado a Gastos de Capital 712 millones y vemos cómo esa distribución entre Gastos Corrientes y Gastos de Capital, para el 2005 implica que el 86 por ciento son Gastos Corrientes y solamente el 14 por ciento son Gastos de Capital. Si bien es cierto que hay una mejora, en relación con años anteriores, para nosotros no es una relación que deba mantenerse en estos términos y debería considerarse profundizar la importancia relativa de las inversiones en capital.


También quiero destacar la preocupación por el vertiginoso crecimiento de los bienes y servicios. Estos gastos, tomando 2003-2005, crecieron en casi un 43,5 por ciento.


También quiero referirme a otro aspecto de la Ley de Presupuesto, cual es la Ley 5110. Y, en ese sentido, quiero plantear varias cuestiones. La primera de ellas, es que hay todavía en la Caja, en la Ley 5110, 3000 expedientes que deberían resolverse y que no está resueltos por un solo hecho, cual es que estos expedientes se demoran porque los fondos, que genuinamente provienen de la Ley 5110, son girados para gastarse en la Administración Central. Tres mil personas de condición muy humilde están esperando que sus expedientes sean resueltos.


Y también creo que es importante remarcar la desigualdad en la distribución en los beneficios de esta ley, y quiero ser muy claro en que esa distribución no responde a un criterio de pobreza o necesidades básicas insatisfechas entre los distintos departamentos. Si uno ve las estadísticas, hay departamentos que están con una participación porcentual importantísima en relación a otros; entonces, esto muestra claramente que debe existir a futuro, un criterio no político, no clientelista de distribución, sino justamente hacerlo en orden a las demandas de necesidades insatisfechas de las distintas poblaciones. Por supuesto que la tendencia a disminuir los impuestos al trabajo, como es la reducción en un punto del aporte a la Ley 5110, es un aspecto positivo, pero también debemos decir que debería estar garantizándose, paralelamente, los fondos para este tipo de prestaciones y que esto no signifique la antesala del desfinanciamiento de la Caja.


Por supuesto, también participamos de la idea, que no está planteada en el presupuesto, de la creación de un fondo anticíclico, que debería ser una idea inteligente en épocas de vacas gordas, para tener espalda suficiente en momentos de crisis y, de esta manera, poder atemperar situaciones que, con los ciclos económicos, normalmente se producen en todo proceso de crecimiento.


También, como preocupación, la poca importancia en la conservación del suelo. Creo que tenemos que tener la suficiente conciencia de que el suelo para la Provincia de Santa Fe es un aspecto estratégico, conjuntamente con la producción de la soja tenemos que conocerlo y saberlo. No solamente producimos soja y exportamos, sino también los nutrientes, y por eso muchos hablan que más que explotación agropecuaria estamos haciendo minería.


Por eso digo que, sabiendo que es un problema y, además, un recurso vital y estratégico para esta Provincia, debe haber una preocupación mayor por la conservación del suelo. Solamente 40.000 pesos es lo que está previsto en este presupuesto, cuando los estudios indican que en el orden de los 75 millones de pesos son las pérdidas por la no conservación del suelo en la Provincia de Santa Fe.


Quiero también coincidir rápidamente con la preocupación por la pérdida relativa de ingresos del Ministerio de Educación, pasando del 2003, con un 30,77 de participación porcentual en la Administración Central a un 31,87 en el 2004, y a un 28,72 en el 2005. Esto también lo quiero plantear y poner en relación con los gastos de capital de ese Ministerio que representan solamente el 3,68 por ciento del total de los 1.188 millones de pesos.


Varias veces hemos sostenido en otros debates, pero también en el presupuesto del año anterior, la preocupación por el Ministerio de la Producción que, en definitiva, era la preocupación por empezar a pensar un modelo diferente de provincia donde haya un Estado que pueda llegar a generar condiciones competitivas, entornos competitivas, condiciones para el desarrollo, fundamentalmente de la pequeña y mediana empresa, del cooperativismo; y vemos que en el Ministerio de la Producción si bien, es cierto, se ha planteado aquí que hay un incremento, no es menos cierto que cualquier incremento de un presupuesto bajísimo, si los medimos en términos porcentuales aparece como un aumento en términos porcentuales altos.


El presupuesto del Ministerio de la Producción es de solamente 47 millones de pesos, sobre los casi 5.000 millones de pesos de gasto. Eso representa, aproximadamente, el 1 por ciento del total del gasto. Está claro que, con esos niveles de asignación, es muy difícil hablar en forma responsable de políticas activas para las pequeñas y medianas industrias.


También, quiero señalar la pérdida de importancia en los recursos del cooperativismo, que se reducen en un 50 por ciento, además, en una provincia que tiene una fuerte y larga tradición en mutuales y cooperativas.


Y por último, también quiero señalar que si uno evalúa los cambios profundos que se van haciendo, no solamente en la composición cuantitativa del gasto, sino en la cualitativa, expresada a través de los distintos programas, vemos que tampoco, a pesar de duplicar el presupuesto, han aparecido novedades profundas, cambios profundos en cómo y de qué manera organizar ese gasto; si bien no voy a dejar de señalar el incremento en el área científica y tecnológica, hecho fundamental si queremos pensar el mundo desde nuestras condiciones y realidades actuales, y también la posible creación de asignaciones para un fondo de garantía recíproca y para parques industriales y tecnológicos.


Otro aspecto, que no es menor, es el vinculado con el Ministerio Coordinador, en particular los fondos de asistencia a las víctimas de la inundación. En este sentido, toda la provincia ha sido solidaria y ha hecho un esfuerzo con este hecho trágico para todos los santafesinos, que implica una serie de asignaciones de fondos para resolver –a nuestro juicio, lo hemos planteado en el debate en su oportunidad–, en forma insuficiente, los problemas que por responsabilidad de algunos ineptos padecimos, pero que, en definitiva, en el año 2005, y eso es lo que quiero señalar, hay previsto un fondo de 25 millones de pesos. Si nosotros estimamos en el orden, en principio provisorio, de 25 mil afectados, y sabemos que en principio se pagaron 15 mil indemnizaciones, a juicio nuestro, por un monto total del orden de los 65 millones de pesos, vamos a concluir que esos 10 mil damnificados faltantes representarían el Fondo de Asistencia de Víctimas de la Inundación en el orden de los 45 millones de pesos.


Por eso también, en este sentido, planteamos nuestra preocupación, porque además sabemos de los problemas que tiene la Provincia para recibir el tercer tramo del crédito del BIRF, que podría, en parte, como siempre se ha planteado, financiar este problema.


También, y asociado a esta discusión, se crea un ministerio nuevo, que es el Ministerio de Asuntos Hídricos, y en ese sentido vemos que hasta el día de hoy, pasado un año –y además planteado como uno de los grandes cambios– de esa aprobación donde señalábamos la importancia de que tenga una dinámica y una fortaleza, hasta el día de hoy no se ha completado la estructura funcional administrativa de ese ministerio. No sé, la verdad, cuánto tiempo más estarán esperando.


Por supuesto, igual que el año pasado, nos planteamos la preocupación por los fondos asignados a subsidios, directamente venidos de la Nación, que fueron del orden de los 23 millones de pesos.


Y quiero también hacer un análisis de la obra pública. Creo que el tema de la obra pública, si bien no descarto ni desdeño de la importancia con que se ha abordado por las demandas departamentales, por las demandas de esas poblaciones, de esos departamentos que fijan prioridades, yo creo que estaríamos en un grave error si estamos pensando en la Provincia por un agregado, por una sumatoria de demandas solamente departamentales y no tenemos desde la Provincia una mirada general sobre las grandes obras públicas, sobre las obras públicas básicas, que esta Provincia demanda y necesita. Y en ese sentido, una primera preocupación, los bajos submeridionales. Chaco, Santa Fe, y Santiago del Estero en esta área de 10 millones de hectáreas tienen planteado desde hace mucho tiempo la Línea Tapenagá, la Línea Paraná, la Línea Golondrinas, que permitirían dar una solución fundamental para ese norte olvidado, para esa Santa Fe profunda que muchas veces no vemos, y esa gran obra, ese gran desafío hoy no está reflejado debidamente en el Presupuesto que estamos debatiendo.


También señalo otra gran obra pública que esta Provincia necesita, cuales son los acueductos que parte del sur y parte del oeste están demandando, que hacen a la sanidad de nuestra Provincia, que hacen a la salubridad de aguas duras con arsénico, con sales, que es una obligación y es un debate, como todas las cuestiones importantes en esta Provincia, largamente postergada. Este acueducto que, repartido en el acueducto centro-norte, abarca, para el año 2000, en el orden de 361.000 personas, y para el año 2030 será de 500.000 personas, que vincula a 83 pueblos de nuestra Provincia y que se abastecería del Río Coronda a la altura de Matilde. El acueducto sur, que para el año 2000 impactaba para 291.000 personas, para el año 2030 implicaría dar agua potable a 550.000 personas, a un costo de 300 millones y que se abastecerá del Río Paraná a la altura de Timbúes y abarca 60 localidades. Y, por último, el acueducto centro-sur que, a un costo de 31 millones, tomando aguas del Río Coronda, a la altura de Monje abarcaría 10 localidades.


Estamos hablando de una obra importante, pero los números importantes son que para el año 2030 si no está esta obra disponible, estaríamos condenando a 1.110.000 personas habitantes de nuestra Provincia a situaciones de insalubridad por falta de consumo de agua potable, lo que implica 151 localidades de 15 departamentos de nuestra Provincia. Y también, hace escasos días, a través de un comunicado del Ministerio de Asuntos Hídricos, se informó que se invertirían en estas obras 40 millones de pesos. Digo aquí en el recinto, como lo he planteado ante la prensa, estamos hablando no de 40 millones de pesos sino de 4 millones de pesos. Tal vez se equivocaron en agregar un cero.


También –y rápidamente– con relación a estas grandes obras, no tenemos novedades del puente Goya–Corrientes, pensando en los corredores bioceánicos, en incorporar alguna partida para los estudios del puente Santa Fe–Paraná, cuando los fondos del túnel, que deberían estar pensando en resguardar al túnel y de la vía futura por la amortización, son destinados muchas veces a subsidios totalmente intrascendentes. Tampoco tenemos novedades de los estudios sobre el Leyes y el futuro puente sobre el Leyes u obras complementarias hidráulicas que se planteen. 


Quiero señalar que la Dirección de Vivienda de la Provincia disminuye en 10 millones de pesos su aporte para obras de viviendas, pasando de 61 millones a 41 en el aporte total y de ese total la Provincia disminuye en 10 millones de pesos y en 20 millones el total entre Nación y Provincia. 


También la idea permanente de rutas transversales en nuestro centro norte y la preocupación porque no tenemos el famoso Tramo III del cierre del cordón oeste de nuestra defensa, tampoco tenemos certezas presupuestarias que nos aclaren o nos definan los fondos a invertir.


Por último, un tema que, lógicamente, no podemos soslayar es que con bombos y platillos se planteó que había una actitud profundamente diferente con respecto a la distribución de municipios y comunas de los fondos coparticipables, básicamente de los fondos federales coparticipables y de los provenientes de Ingresos Brutos, pero tenemos que decir que no se señalaron claramente en los anuncios los límites que, a través de la Ley Complementaria, se imponen; concretamente, el artículo 67 de la Ley Complementaria deroga el 9595, que establece el 100 por ciento de coparticipación en Ingresos Brutos, y lo cambia por este artículo 48 detrayendo 10 por ciento de la masa coparticipable; es decir, que por un lado se deroga el artículo 12 de la Ley 11.125, que fijaba el tope de la distribución de los Ingresos Brutos pero, por otra parte, se deroga el 9595 que establece una coparticipación del 100 por ciento de la masa de Ingresos Brutos y se la cambia por solamente un 90 por ciento.


Por otra parte, también por el artículo 49 hay una derogación tácita del Decreto 3113 pero, una vez más, se reemplaza este tope por uno nuevo, previsto al definir el artículo 49 que se distribuirán los fondos en idéntica proporción a la relación resultante de la distribución prevista en la Ley 11.876 de Presupuesto General del Ejercicio 2001. Entonces, lo que vemos es que, en definitiva, lo que está planteado es una retracción de recursos, por el artículo 48, del orden del 12.560.000, al cambiar el coeficiente de aplicación de 0,134272 al 100 por ciento cambiándolo solamente al 0,90 por ciento. Y también hay un detrimento al establecerse una remisión a la ley de Presupuesto del 2001, en el artículo 49, de 24.840.000 pesos. Si a esto le sumamos que el 13 por ciento en relación a las compensaciones por no emitir bonos, que es de 179.641.200 pesos, no se coparticipa sin ninguna justificación, que eso representaría otros 24 millones que se le detraen a municipios y comunas, tenemos que decir claramente que la detracción a municipios y comunas es del orden de los 60 millones de pesos.


Y uno podría decir que es una masa que es suficiente. Nosotros creemos que ya desde el vamos es injusta por estas decisiones arbitrarias de establecer límites a la distribución, pero bien vendría compararlo con lo que sucede en otras provincias y, en ese sentido, la masa coparticipable a municipios y comunas representa el 13,84 por ciento del total de la masa coparticipable.

–
Ocupa la Presidencia el vicepresidente segundo del Cuerpo, diputado Roberto Gustavo Dehesa.

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Quiero decirles que la Provincia de Buenos Aires distribuye, en el mismo concepto, entre provincia, municipios y comunas un 16,14 por ciento y que Córdoba –bien podríamos seguir el ejemplo– coparticipa a municipios y comunas el 20 por ciento; pero, además, en los recursos, en el artículo 188 de su Constitución, en el inciso 3) dice que: “los provenientes de la coparticipación provincial y federal, cuyos porcentajes no pueden ser inferiores al 20 por ciento. El monto resultante se distribuye en los municipios y comunas de acuerdo con la ley, en base a los principios de proporcionalidad y redistribución solidaria.”


Entonces, señor presidente, aquí también estamos cambiando una larga tradición, una rica tradición que tiene nuestra provincia, que es el crecimiento sobre la base del municipio, de la comuna, desde esa concepción de descentralizar el gasto, desde esa concepción de llevar adelante una democratización en el sentido de acercar las decisiones a lo más próximo de la ciudadanía y de la gente, también estamos desvirtuando esa herencia que deberíamos profundizar y cuidar.


Por último, ya me referí claramente a lo que pienso de la Ley Complementaria, pero simplemente, para terminar, quiero remarcar esta situación absolutamente inentendible de las exigencias de distintos criterios para perfeccionar la información, para hacerla más transparente que, de hecho, compartimos, pero lo que realmente nos resulta extraño –y por qué no absurdo– es que esas mismas condiciones que se le quieren imponer a los municipios y comunas no son respetadas y bien vendría, primero, por la Provincia.


Creo que la Provincia debería dar ese ejemplo para luego exigir, en la misma medida, a los municipios y comunas que tengan el respeto de sus autonomías y, además, no solamente en un marco de discusión en este recinto, sino buscando el consenso y la discusión con los mismos representantes de los municipios y comunas de introducir estos cambios.


Señor presidente: estas son las razones por las cuales no creemos prudente el tratamiento y la aprobación de la Ley de Presupuesto en los términos en que está planteada. Mucho nos gustaría poder acompañar la votación si es que algunos de los planteos que hemos realizados pueden ser incorporados al proyecto de Presupuesto 2005.

SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


Nuestro bloque, lamentablemente, no va a comenzar elogiando la buena letra del Poder Ejecutivo en materia de envío del Prepuesto 2005.


Sintéticamente, voy a explicar –al menos en esta primera instancia– cuáles son las razones. Tal vez uno haya puesto el horizonte un poco lejos y empieza a establecer comparaciones entre lo que pasa entre este Presupuesto y los presupuestos nacionales, los consolidados, las leyes de responsabilidad fiscal, las de coparticipación y, en ese sentido, creo ser un poco más escéptico en otorgar algunas felicitaciones, más allá de que no ha hecho más que cumplir con algunas normas, en tiempo y forma.


Nosotros, en realidad, queremos rescatar la verdadera dimensión política y las características que debería tener, en la presente coyuntura, un debate sobre el Presupuesto.


No hace tanto que escuchábamos “basta con los políticos y la política”, “que se vayan todos”, etcétera. En ese sentido, creemos que algunas cuestiones sobre estos temas las debemos incorporar, al menos en la lógica que refiere al tratamiento de una ley que es un instrumento de la política gubernamental, la más relevante en su magnitud, dado el impacto social que va a tener en términos del presente más inmediato y más mediato, a corto y a mediano plazo.


Por lo tanto, tampoco podríamos considerar un ejercicio aislado en este sentido sino, como más adelante voy a explicar, vamos a plantear algunos criterios de cómo debería estar formulado este Presupuesto. Presupuesto que, por otro lado, decíamos nosotros, quizás sea una fantasía, plantear el tema del Presupuesto participativo.


Hoy por la tarde, justamente, acompañaba una propuesta del diputado Lamberto en ese sentido, que nos parece que realmente este tema de la participación se deberá incluir en las agendas políticas en este país, más allá de que somos profundamente escépticos cuando se trata de alinearse, de encolumnarse con los postulados del Fondo Monetario Internacional y Nacional.


Por este motivo, decía, participamos de la idea de que la elaboración debe formar parte de la agenda de la sociedad civil y que los representantes electos por el voto popular deben cumplir con un rol de lectura crítica de las propuestas que ejercita el Poder Ejecutivo.


No se trata, en realidad, de una definición del futuro inmediato circunscripto –como decía– a uno o dos ejercicios, sino esencialmente del impacto que sobre el desarrollo futuro de las sociedades tendrán las decisiones presentes sobre la educación, la salud, la seguridad ciudadana, el bienestar económico, la relación con municipios y comunas, etcétera.


Por eso, en realidad, nosotros querríamos poner en consideración, algunas cuestiones, algunos antecedentes básicos que deberían preceder al tratamiento del Presupuesto, y los voy a mencionar como están apuntados.


Una mirada retrospectiva sobre los presupuestos y sus correspondientes evoluciones en los años recientes y su relación con la actividad económica provincial y nacional. Un balance crítico de la incidencia de las políticas públicas nacionales y provinciales en la actividad socioeconómica de la región. Un cuadro de situación de la realidad de municipios y comunas, tanto en el sector público como en el área del sector privado. Una evolución de la situación patrimonial del Tesoro provincial, a partir del análisis de la composición y el desempeño de los valores activos y pasivos. El estado de ejecución de la cuenta de ejercicio en curso, a fin de poder evaluar la pertenencia de la proyección de recursos estimados y el grado de cumplimiento de los compromisos definitivos con los diferentes programas contenidos en su presupuestación. Una lectura crítica de la estructura tributaria nominal y real vigente. El desempeño de los indicadores sociales que dan cuenta de la calidad de vida de los habitantes del suelo provincial. El análisis del tratamiento y evolución de la deuda pública –y esto nos cansamos de pedirlo, señor presidente– del Estado provincial, en pesos y en moneda extranjera, con acreedores locales y no residentes, sujeta o no a tasas de interés, etc., etc. Una revisión detallada de la inversión real directa comprometida. El balance del estado de las demandas ciudadanas no atendidas. La situación salarial de activos y pasivos del sector público provincial, el estado de las comunicaciones que el Poder Ejecutivo, por imperio de los cuerpos legales, tiene que satisfacer a ambas cámaras de representantes.


Esta lista es al solo efecto ejemplificativo. Pero deja traslucir que el tratamiento del presupuesto anual no puede ser reducido a un único momento de labor legislativa y, menos aún, a una sesión ordinaria o extraordinaria.


También planteamos el control de la ejecución de lo acordado. En la ejecución, no solo puede estar el Poder Ejecutivo sino que, además, tienen que estar los órganos legislativos, en la necesidad de un tratamiento dinámico. Entendemos que esta norma, es cierto que contiene un conjunto de rigideces propias de la estructura fija del sector público; no obstante, puede adquirir un carácter dinámico en otro tipo de partida que se puede adaptar a las necesidades de la demanda de la sociedad civil.


Pero, como lo decía al comienzo, señor presidente, todo esto manchado por una declaración muy reciente del Poder Ejecutivo, en el sentido de adherir a un Pacto de Responsabilidad Fiscal. Nosotros ya nos hemos manifestado en este recinto, en el mes de agosto, respecto a este instrumento, la Ley nacional 25.917, de agosto de 2004, eufemísticamente llamada Régimen Federal de Responsabilidad Fiscal, que no solamente va limitando seriamente la autonomía y derechos provinciales, sino que va consolidando la continuación de un programa económico social que tuvo sus mayores definiciones en la década del 90. 


Voy a permitirme, también, leer unas declaraciones que el diputado Cafiero –Cafiero, el bueno, Mario Cafiero– [risas en el recinto]… manifestó, justamente, en el Congreso de la Nación en el momento de tratarse la ley de responsabilidad fiscal: “Existe un abanico de cuestionamientos jurídicos para este proyecto que, en realidad, debería denominarse ‘de irresponsabilidad fiscal’. Viola el sistema federal de gobierno consagrado en el artículo 1; vulnera las autonomías provinciales –artículos 121, 122 y 123–. Autonomía es capacidad de gobierno; capacidad de gobierno es capacidad de administración, de presupuestación, de asignación de recursos, de priorizar unas cuestiones y desechar otras. Debemos partir de la concepción del Estado como prestador y garante de bienes públicos: salud, educación, seguridad, justicia, vivienda, etc.. Potestad de gobernar es decidir qué servicios prestar, cuándo, dónde y cómo prestarlos. Destruye el sistema municipal consagrado en el artículo 5 y en el 123; vulnera las facultades de este Congreso en materia de su competencia. La sanción de esta ley congela la discusión de la coparticipación,…”. Atención con esto porque, después, vamos a ver cómo se vincula este instrumento con otra institución, que es la coparticipación federal. 


Decía: “Congela la discusión de la coparticipación federal; es más, convierte a la Ley de Coparticipación Federal en una ley prescindible. La Constitución Nacional, en la cláusula 6º de las disposiciones transitorias, obliga a este Parlamento a votar antes de 1996 una Ley de Coparticipación Federal. Por lo tanto, esta ley de irresponsabilidad fiscal –dice Cafiero– produce en los hechos una inconstitucionalidad por omisión.” 


Por último, parece que los que hicieron esta ley fueran analfabetos, analfabetos constitucionales. Señores diputados, no existe una división entre las provincias y la Nación; las provincias son la Nación; las provincias crearon la Nación; son las provincias las que delegan facultades a la Nación. Frente a ello, parece que se les ha ocurrido cambiar la Constitución. Claro, cuando los burócratas del FMI chocan contra estos impedimentos, piden entonces que se cambie la Constitución, como lo señaló el periodista Joaquín Morales Solá en el diario La Nación: “Después nos hablan de seguridad jurídica, de respetar los contratos. Comencemos respetando los acuerdos que dieron nacimiento y fundamento a la Nación Argentina. Empecemos respetando la Constitución. La Ley de Responsabilidad Fiscal está concluida en sus dos terceras partes, con la aprobación del Senado y la Comisión respectiva de Diputados”. Eso nos decían, después se aprobó. “Pero al Fondo Monetario no le gusta, porque no prevé castigos de suplicio contra las provincias contraventoras. Lavagna le respondió que esos castigos serían inconstitucionales en un sistema federal como Argentina. Un funcionario del Fondo Monetario lo sentó del asombro con su respuesta: Habría que cambiar la Constitución” (Diario La Nación, 1º de agosto de 2004, Joaquín Morales Solá).


Los cambios de la Constitución de la Nación Argentina, que quisieran los del Fondo Monetario Internacional –los acreedores–, para ahorrarles tiempo el mismo diputado redactó, justamente, el nuevo preámbulo que versa, básicamente, así: “Nos los representantes de los acreedores de la Nación Argentina, reunidos en el Congreso General Constituyente, por voluntad y elección de los bancos y organismos multilaterales de crédito, que desde ahora la componen, en cumplimiento de deudas externas preexistentes, con el objeto de asegurar los beneficios para nosotros, para nuestra posteridad y para todos los acreedores del mundo que quieran saquear el suelo argentino y el subsuelo argentino, ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución para la Nación Argentina”. 


Decía que era elocuente y absolutamente envidiable esta visión que nos presenta Cafiero. Digo envidiable desde el punto de vista de su retórica, lo nuestro va a ser bastante más modesto, señor presidente. Pero es por esto que el debate del Presupuesto 2005, para nuestro bloque es la oportunidad para sincerar los números de dicho Presupuesto y –perdone la redundancia– voy a decir “los presupuestos”, las verdades y el proyecto económico social que el mismo esconde.


Señalaba cómo se vinculaba este instrumento de la responsabilidad fiscal con uno de los institutos fundamentales, que no debe quedar en el olvido. La ley 23.548, del ‘88, que es la ley justamente de coparticipación, establece un régimen transitorio de coparticipación federal. Esta norma fue modificada por 66 normas más, posteriormente. Podríamos decir que es necesario que hoy se estudiara una nueva Ley de Coparticipación Federal, pero después vamos a explicar por qué, evidentemente, esto es imposible.


Esta misma norma concluye un debate histórico, señor presidente, y es el blanqueo de un régimen constitucional de coparticipación. Fíjese, el artículo 75, si bien cierra el debate de su validez, abre y desata un nuevo conflicto, el del incumplimiento de la cláusula transitoria Nº 6 de la Constitución, que dice: “Un régimen de coparticipación, conforme a lo dispuesto en el inciso 2) del artículo 75 y la reglamentación del organismo fiscal federal, serán establecidos antes de la finalización del año 1996.”, a lo que se refería el discurso de Cafiero. “La distribución de competencias, servicios y funciones vigentes a la sanción de esta reforma, no podrá modificarse sin la aprobación de la provincia interesada. Tampoco podrá modificarse, en desmedro de las provincias, la distribución de recursos vigentes a la sanción de esta reforma, y en ambos casos, hasta el dictado del mencionado régimen de coparticipación”. 


El artículo 76 de la Constitución prohibe la delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, salvo en materias determinadas de administración y emergencia pública, con un plazo fijado para su ejercicio y dentro de las bases que el Congreso establezca. El Poder Ejecutivo no podrá, en ningún caso, bajo pena de nulidad absoluta e insanable, emitir disposiciones de carácter legislativo. Solamente cuando circunstancias excepcionales hicieran imposible seguir los trámites ordinarios previstos por esta Constitución para la sanción de las leyes y no se trate de normas que regulen materia penal, tributaria, electoral y el régimen de partidos políticos, podrá dictar decretos por razones de necesidad y urgencia…” –a esto también nos vamos a referir, qué significa el concepto mismo de la urgencia y la emergencia– “…los que serán decididos en acuerdo general de ministros que deberán ser refrendados conjuntamente con el Jefe de Gabinete de Ministros.”


Por lo tanto, la delegación legislativa, y los decretos de necesidad y urgencia concretados como excepción no son inconstitucionales, sin embargo, lo grave es cuando una vía excepcional extraordinaria se transforma en ordinaria. En esto podemos recordar, justamente, cuáles fueron los decretos de necesidad y urgencia, con Alfonsín, con Menem, con De la Rúa, con el Plan Austral, con el Plan Bonex, y luego con la pesificación. La delegación legislativa adquiere una especial dimensión cuando son leyes relacionadas con el Presupuesto que ampliaron las meras facultades de ejecución que le son propias a la Administración Central, acordándole potestades de redireccionamientos sobre recursos y gastos que, en la práctica, implicaban concretas reestructuraciones presupuestarias. Más grave es aún si se tiene presente que, desde 1994, no se aprobó ninguna cuenta de Inversión correspondientes a ejercicios posteriores. 


Otro ítem: Los Pactos Fiscales. Los cambios llevaron a que la Provincia y la Nación realizaran distintos Pactos Fiscales que terminaron reduciendo el piso de distribución primaria prevista por la norma supuestamente vigente. ¿Cuál es la relación, hoy, después de habernos transferido educación pública, salud, promoción social? Pues bien, en esta relación de coparticipación que en el año 1988 era del 43% para la Nación, hoy la Nación se apropia del 70% de los recursos. Con esto, evidentemente, se consigue una doble finalidad: cubrir el déficit del Presupuesto nacional y pagar los servicios de la deuda externa, y, por otro lado, cristalizar la relación clientelar entre la Nación y la Provincia, que garantice la subordinación de las economías de las provincias, en primer lugar, al pago de la deuda externa.


Y a este punto quería referirme respecto a la responsabilidad fiscal. La responsabilidad fiscal congela absolutamente el gasto primario. Este régimen de responsabilidad fiscal, al que graciosamente el señor Gobernador se refirió o manifestó su adhesión –obviamente, previa aplicación de la mayoría automática, aunque no les guste a los señores legisladores, y ojalá me equivoque y esa ley, ese instrumento, no se vote en este recinto– congela el gasto primario; es decir que, evidentemente, no habrá ningún recurso fuera de la autorización que ya, obviamente, se le otorgó para la obra pública. Más adelante, cuando entremos en la consideración puntual del Presupuesto vamos a manifestar por qué esta concesión para poder destinar el excedente a obra pública, pero no al gasto primario. 


Decía entonces que entre los objetivos del Fondo Monetario Internacional está el dictado de una nueva ley que legalice esta coparticipación y que legalice esta distribución porque, en definitiva, si se tratara de implementar una nueva ley de coparticipación, seguramente las provincias se opondrían a esta norma.


Voy a pasar directamente –para no abrumar dado que todos los discursos van a ser extensos–, a las razones de nuestro rechazo al Presupuesto 2005; son demasiadas razones que hemos ido sumando en el análisis. Queremos, sin embargo, hacer presente algunas formulaciones que nos parecen de importancia para definir nuestra posición. 


Primero, no tiene seriedad como dije, una propuesta sin analizar el cumplimiento efectivo de las anteriores. La ejecución presupuestaria es cierto que fue entregada en tiempo y forma, la tuvimos 15 días antes, pero la del 2004 es incompleta. Las modificaciones practicadas durante el año 2004 sobre el Presupuesto original, en virtud de este otro instrumento que vamos a ponderar, la Ley Complementaria oportunamente aprobada, permitieron, por ejemplo, que –y esto tomado al 30-09-04– el Ministro Coordinador registrara modificaciones aprobadas al Presupuesto original por 111.928.429 pesos. Significa que gastó el 345 por ciento más del presupuesto original asignado. El ministro de Gobierno, Justicia y Culto registró modificaciones por 35.982.832 pesos, lo que representa el 9,76 por ciento más del presupuesto original. El ministro de la Producción, que tenía asignado en el presupuesto original 32 millones, registró modificaciones por un importe de 39 millones. En sentido inverso, la previsión presupuestaria asignando sumas de 10 millones para amortización de la deuda pública y 6.359.000 a los intereses de la deuda pública, sufrieron una modificación que ha llevado a cero tales partidas. Entonces nos preguntamos: ¿qué pasó? ¿el Gobierno decidió no pagar? ¿refinanció los pasivos? ¿sus cálculos originales eran incorrectos? ¿los fondos no aplicados a qué otros fines fueron asignados?. Esto es lo que se lee, señor presidente.


Más grave son los interrogantes que tenemos cuando, según la estimación oficial, el Ministerio de Hacienda y Finanzas, sobre cuentas fiscales provinciales, en millones de pesos corrientes, en el 2004 los egresos totales son de 4.332, los gastos primarios de 4.364; por lo tanto, el resultado primario dio una pérdida de menos de 42 millones de pesos, los intereses de 74 millones de pesos; en consecuencia, el resultado financiero del 2004, dio una pérdida de 116 millones de pesos. Llama la atención que, según el cuadro del Ministerio de Hacienda y Finanzas, Santa Fe es la única provincia que tiene pérdida en el resultado financiero durante el año 2004. 


Al igual que en el ejercicio 2004 –y en esto vamos a coincidir con el diputado Cecchi– hay una subestimación de recursos a ingresar que, lejos de representar una visión prudente de asignación de los recursos, nosotros decimos que es la llave para utilizar discrecionalmente, en función de los superpoderes de la norma que se va a votar a continuación de este Presupuesto, el excedente de esta recaudación, sea de origen provincial como proveniente de fondos nacionales coparticipados.


El tratamiento presupuestario no debe ser reducido al análisis de flujos estimados de ingresos y egresos. Estimar ingresos y egresos sin analizar el cuadro de partida; es decir, la situación del Tesoro Provincial es pensar que todo comienza el 1º de enero y termina el 31 de diciembre de cada año. 


En la información oficial publicada en el sitio electrónico www.santafe.gov.ar, al 31 de diciembre de 2002 y al 31 de diciembre de 2003, ¿es que aún no fueron cerradas las cuentas de esos ejercicios, se trata solamente de un desliz informático o es una política de dificultar la información total a la que todo ciudadano tiene derecho y el Gobierno tiene la obligación de ofrecer?


Lo cierto es que los datos publicados dan cuenta de una mejora en la relación de los valores activos y los valores pasivos. La última publicada, referida al 31 de agosto de 2004, muestra que por cada 100 pesos adeudados hay 77,80 para hacerle frente; cuando en agosto de 2003 sólo había 55,65 para cubrir esos 100.


Voy a redundar, tal vez, con algunas informaciones que brindó el diputado Peirone; sin embargo, esta información en bruto que decía recién no brinda perfiles de vencimiento, lo que imposibilita un análisis preciso en términos de flujos de fondos.


No obstante, la existencia declarada es 2,34 veces más de disponibilidad en Caja y Bancos y junto al mantenimiento del 80 por ciento de los depósitos a plazo fijo y de los títulos. Con respecto a los Depósitos a Plazo Fijo ya se refirió el diputado Peirone, pero al 31 de agosto de 2004 el dinero existente en Caja y Bancos, Depósito a Plazo Fijo y Títulos sumaba 1.125.269.000 pesos, representativo de algo más del 20 por ciento de los recursos totales que prevé administrar el Estado provincial en el 2005.


Sin embargo, en la misma información se incluye una partida indeterminada bajo el título de Otros, como parte de los valores Activos. Decimos ¿serán acreencias?, ¿tal vez otro tipo de Disponibilidades? Por 260 millones de pesos, cuando en el 2003 esta cifra no tenía significación. 


Otro ítem al que clasificamos como que el resultado económico no es el síntoma directo del estado de salud de las cuentas públicas ni de la sociedad. Exhibir un resultado económico proyectado para el 2005, equivalente al 18,1 por ciento de los recursos totales –el guarismo más alto de los últimos 15 años–, no necesariamente es una buena noticia ya que en este caso, es la muestra de las postergaciones que con los trabajadores del Estado provincial y con quienes dejaron ya de serlo –los jubilados– tiene la Provincia.


Entre 1991 y la proyección prevista para el 2005 las partidas destinadas Remuneraciones y Contribuciones Patronales muestran que este último año es el año más bajo de la serie, 34,3 por ciento sobre los recursos totales, cuando por ejemplo entre 1999 y el 2001 llegó a representar el 45 por ciento, o sea 11 puntos por encima de lo actual.


Una situación similar ocurre con la Seguridad Social, que para el 2005 representará el 12,5 por ciento. La media entre 1991 y el 2005 está en torno al 15 por ciento.


El Gasto Público Total, evidentemente, ha acompañado tendencialmente el crecimiento de la actividad económica si lo tomamos en números reales en la Provincia, pero las partidas para remuneraciones de activos y pasivos las han hecho a una tasa inferior.


En el mismo sentido decía que el déficit declarado de los subsistemas previsional y de obra social, tiene su origen en la precarización de ingresos, en las remuneraciones no sujetas a aportes y contribuciones y en las cuentas no referidas a las irregularidades planteadas por el Tribunal de Cuentas y prescriptas en sede judicial sobre la Caja de Jubilaciones de la Provincia, sobre el cual todavía estamos esperando alguna definición.


El mantenimiento de la política de incrementos salariales, no sujetos a aportes y contribuciones –un dato que daba el diputado Cecchi y que nosotros también constatamos a través de una simple sumatoria–, las sumas que no están sujetas a aportes y contribuciones, incluido el sueldo anual complementario, será, aproximadamente, de 466.160.400 pesos, lo que implica dinero no ingresado a la Caja de Jubilaciones en el orden de 147.7 millones de pesos y al Iapos en el orden de 44.3 millones de pesos, cifras muy similares, tal como aseveraba el diputado Cecchi, al déficit declarado.


En otros términos, si el déficit de ambos subsistemas es el que se declara, blanqueando simplemente la suma no remunerativa, se pasa a un escenario superavitario. Alguien podrá decir que es cierto que hay otro tipo de desembolsos adicionales en el Tesoro, pero eso importaría solamente tres puntos más sobre los recursos totales, quedando aún un resultado económico positivo por encima del 14 por ciento, en lugar de este 18,1 que se pondera. Esto también lo podemos explicar cuando explicábamos este régimen de responsabilidad fiscal y el congelamiento del gasto primario.


También habría que recordar aquí algunas cifras que se sumarían a éstas, la declaración de la emergencia en el régimen previsional –Ley 11.373– durante ocho años, dispuesta justamente en el año 1996 por el Gobierno anterior del actual, hasta diciembre de 2003.


Decimos que sin cambios en la estructura tributaria provincial y nacional, se siguen acentuando las inequidades sociales, y después voy a explicar porqué hablamos de provincial y nacional, cuando hablamos de estructura tributaria.


Pero antes vamos a hablar de una cuestión que, cuando hablamos de inequidades sociales, está, en el orden de importancia, en un lugar más significativo y prioritario. No podemos avanzar –decíamos– con este Presupuesto, porque estamos en desacuerdo también cuando nos referimos a esta situación de pobres y de indigencia. Y no los voy a aburrir porque, seguramente, algunos de ustedes quizás habrán accedido a algunos datos oficiales nacionales, pero sí quiero recordarles, por ejemplo, que en el segundo semestre de 2004 –medición que se va a mantener constante–, el 61,70 por ciento, es decir 23.724.000 argentinos, se debaten entre la pobreza y la indigencia. De ese total, el 44,70 son pobres; son 17 millones los pobres, el 17 por ciento son indigentes, o sea 6 millones y medio de indigentes.


La Provincia de Santa Fe tiene 1.389.000 pobres y 552.700 indigentes; es decir 1.941.000 santafesinos –entre pobres e indigentes–, ciudadanos y ciudadanas que se debaten entre los límites de la pobreza y la indigencia, millones de argentinos que deambulan en la cornisa de la supervivencia. 


Y lo pusimos adelante porque ahora vamos a cotejar otras cifras, porque hay una cifra más dramática, señor presidente, porque si tomáramos los parámetros entre varones y mujeres, no variaría, no habría variación sustancial, pero sí cuando tomamos la franja etárea, porque más de la mitad de estos pobres indigentes son menores de 22 años. Al mismo tiempo, la tasa de pobreza para los menores de 13 años es del 63,4 por ciento, y la indigencia del 30,1 por ciento; o sea que estamos ante un cuadro de infantilización de la pobreza e indigencia.


Debe advertirse que aunque se observa en este segundo semestre un proceso de desaceleración en la reducción de la pobreza y la indigencia, estamos estadísticamente muy por debajo del tipo de resolución que existió para los años ‘80 con el Plan Austral, o en el posterior sacudón del período 2001.


Vamos a hablar también de esta cuestión bajo el título de "Sin cambios en la estructura tributaria provincial y nacional se siguen acentuando las inequidades sociales del Mercado de Trabajo". La desocupación es la principal causa de la movilidad social descendente. La tasa de desocupación real sigue siendo estructuralmente alta; al segundo semestre del 2004 sigue siendo del 19 por ciento de la población económicamente activa. La subocupación laboral, es decir los desocupados más los subocupados, representan el 30 por ciento de la fuerza laboral. La presión que ha ejercido, justamente, esta situación en el mercado laboral ha crecido un 1,8 por ciento; parte de este crecimiento fue absorbido por el incremento del empleo –1,3– y parte engrosó la lista de los desocupados, o sea, el 2,8. Además los subocupados disminuyeron en un 3,2 por ciento, además por el efecto combinado porque el que está subocupado tiene que salir a buscar otro empleo.


Evidentemente, no es nuestra provincia la que registra la peor performance pero es la que, como vamos a ver a continuación, registra, no solamente una incapacidad contributiva –porque nos estaríamos equivocando–, pero sí en lo que hoy se anunciaba como el producto bruto interno, que va a aumentar un 100 por ciento en los próximos años, se va a duplicar. La última información disponible para el trimestre 2003 indica que el 10 por ciento más rico de la población se apropia del 36,4 del total de los ingresos, mientras que el 10 por ciento más pobre, apenas del 1,3. De esta manera, el 10 por ciento más rico tiene ingresos 28 veces superiores al 10 por ciento más pobre. Ahora, si a su vez, a este 10 por ciento más rico lo tomamos, como lo vamos a ver más adelante, por el tipo de concentración económica vamos a ver cómo se multiplican estas cifra. Por ahora quiero decir que este mismo deterioro distributivo se observa aún incorporando el efecto de incremento en las jubilaciones y pensiones que realizó la actual gestión.


La masa de ingresos que se destina a jubilaciones y pensiones es de un 25,6, mientras que para el 2003 era del 27,4; implica una caída del 6,5 por ciento, caída que se ubica en un 25,4, si se tiene en cuenta que para el 2001 esta masa de ingresos era el 34,3 por ciento del producto. Fíjense ustedes, estamos hablando del año de la crisis. 


Y a esto me quería referir cuando decía cómo se implementa esta distribución, que establece que son 28 veces superiores la apropiación o los ingresos respecto del decir más alto y del más bajo. Las ganancias de 100 empresas que más vendieron en el 2003 experimentaron una expansión del 47,7 por ciento, crecimiento que supera al del producto en un 130 por ciento: 91 dólares por minuto. Sin embargo, si de esas 100 empresas tomamos 50, ya esa ganancia es de 150 dólares por minuto. Y si las achicamos aún más, a 25, la ganancia es de 400 dólares por minuto.


Nos tenemos que preguntar, entonces, ¡¿cuántas de estas empresas están instaladas en la Provincia de Santa Fe, cuántas de estas son los acopiadores, exportadores, de toda la producción agrícola de nuestra provincia, señor presidente, para tener la generosidad después de condonarle el Ingreso Bruto?!


Justamente, a esto me quería referir con el tema de los Ingresos Brutos. El Ingreso Bruto, como base impositiva, es la ausencia de una política federal de coparticipación de los impuestos y de las contribuciones, tasas, derechos, etcétera, percibido por el Estado Nacional que ha obligado a las provincias a utilizar este instrumento para cubrir diferentes tipos de erogaciones.


La centralización que advertíamos hoy, de estos recursos tributarios y no tributarios, ha ido consolidando, a lo largo de la historia argentina, el grifo del que administra y del que requiere del flujo, o sea, entre quien coparticipa y quien recauda. En este sentido, entonces, puede decirse que no hay posibilidad de discusión seria sobre gravámenes de origen provincial, municipal y comunal, sin colocar en primer plano la noción del modelo de desarrollo nacional. Por eso también decíamos, al comienzo de nuestra alocución, señor presidente, que éramos bastante escépticos respecto de haber mejorado el cumplimiento con la norma presupuestaria.


Surgen algunas preguntas. ¿Qué hacer a corto plazo para que no todo suene negro? Soluciones hay, al menos de nuestra parte las vamos a manifestar. ¿Qué hacer a corto plazo? Se trata de distribuir equitativamente el peso del gravamen. Y, para ello, pueden utilizarse, al menos, los siguientes criterios: generalización del gravamen al conjunto de actividades económicas que se desarrollan con fines de lucro en el territorio de la Provincia; establecer reuniones de trabajo con el sector público y organizaciones de la comunidad de las provincias vecinas, a fin de combinar diseños integrados a mediano plazo; nueva definición de alícuotas que tengan en cuenta la clasificación, con un rango del 0,5 al 2%; establecer dos tipos de bases imponibles, la primera basada en la capacidad contributiva, y la segunda que grave las actividades que afectan la sustentabilidad social. En tal sentido, decimos que el concepto de sustentabilidad social debiera estar asociado al principio de, por un lado, la incidencia en el proceso de creación neta de puestos de trabajo en el territorio de la Provincia; la vinculación de este proceso con la capacitación curricular y extracurricular de las fuerzas de trabajo; el estímulo de la reproducción de una matriz-insumo-producto, con alta participación de actores locales y regionales. Estamos hablando de alta participación de actores locales y regionales. Sin mas, hoy estábamos reunidos por la Ley de Pesca y veíamos que hasta el sábalo se llevan para afuera, señor presidente. Y por último, la protección del medio ambiente. 


Voy a mencionar un ítem que, evidentemente, aquí y a lo largo de todo este tiempo, ha sido la vedette del Presupuesto 2005: la obra pública. La obra pública no es un sinónimo directo e inmediato del dinamismo económico, afirmamos. El Presupuesto Analítico, distribuido en el soporte magnético que nos dieron –en un CD–, en la sección correspondiente a Proyectos de Inversión exhibe inconsistencia con respecto a las obras iniciadas en ejercicios anteriores respecto de los montos ejecutados al inicio, los asignados en el presente ejercicio y los que se van a ejecutar desde el año 2006 en adelante. Hay evidentemente una subejecución. A título ejemplificativo, cabe mencionar: el tramo ejecutado de una obra iniciada en el año 2004 o en forma previa debiera ser compatible con los importes informados en la misma obra en el ejercicio anterior, por lo tanto no es posible que el monto ya ejecutado del año 2005 sea inferior al declarado en el año 2004. Esta inconsistencia está presente en casi la totalidad de los casos. Sería conveniente que el Poder Ejecutivo lo aclare, cosa que el Ministro Agosto no pudo hacer en la oportunidad de la presentación del Presupuesto 2005 a los diputados. 


Puede observarse que casi –y acá esto fue mencionado– el 60% de la obra pública anunciada está vinculada directa o indirectamente a la red vial, a Circunvalar, acceso a los puertos. Es cierto, el Mensaje Nº 2845 del Poder Ejecutivo, dice: “constituye un fuerte impulso a obras de infraestructura con el objeto de mejorar la capacidad competitiva de la economía de la Provincia y de la región”. Es decir, que el objetivo es afianzar la economía primaria de exportación cuyos beneficios centrales son un reducido número de operadores de exportación nacionales y extranjeros que, además de ganar con este fuerte impulso, no contribuye en ingresos brutos. Preguntaría, a esta altura del partido, qué se hizo con algunas propuestas respecto de modificación o implementación a algunos sectores sobre los ingresos brutos. Por ahí andan dando vueltas deambulando todavía en consultas. 


Voy a hacer una lectura diferente a la que se hizo acá de la obra pública. En realidad, creo que establecer un cálculo de obra pública por habitante, no necesariamente es algo elocuente acerca de lo que debería ser una visión integral –como mencionaba el diputado Peirone– acerca de la obra pública. Sin embargo, sí voy a tomar el sesgo que marcaba recién, cuando decía que el 60% –y más– de esta obra pública corresponde justamente a rutas, accesos a puertos, cárceles. 


En el departamento Belgrano se han anunciado obras por 12.945.000 pesos, de los cuales 10.400.000 de pesos, con recursos propios y del Banco Mundial, serán destinados al tramo de la Ruta Provincial 65 que va de Las Rosas al límite provincial. En el departamento Caseros, del total de los 9.870.000 pesos a invertir, 5.500.000 pesos serán destinados a la primera etapa del Corredor Vial Firmat-Pujato. En el caso del departamento Constitución, del total de 4.757.000 pesos –este es, justamente, el que mencionaba hoy, que es el que tiene menor incidencia por habitante–, 2.000.000 de pesos lo serán para el tramo de la Ruta Provincial hasta la Ruta Provincial Nº 18, en el límite con el departamento General López. El departamento Rosario recibirá 12,32 % de la inversión en obra pública, lo que suma 76.560.000 pesos. Y no deja de ser significativo que las partidas más importantes son, por un lado, para mejorar el acceso a los puertos, 8 millones, acceso al área portuaria de Villa Gobernador Gálvez junto a 3 millones de pavimentación, obras complementarias del plan Circunvalar y, por otro, cárceles; cárceles para contener la marginación multiplicada del modelo económico. 5.350.000 para la alcaidía Domingo Matheu, 7.200.000 para la construcción de la unidad penitenciaria de Piñero y por último, 3 millones de pesos para la construcción de dos alcaidías tipo.


El departamento San Lorenzo tiene una de las inversiones más bajas por habitante: 12.500.000, destinados el 96 por ciento –un departamento cuyos índices de pobreza e indigencia debe ser uno de los más altos provincialmente hablando– al negocio de la exportación, en el que sobresalen 4.500.000 para el desvío del tránsito pesado en Ricardone; 2.330.000 al corredor vial Nº 5, de la Ruta 34 y la Ruta Provincial 65. Y una mención especial merece la porción de obra que bajo el título de “Interdepartamentales” suma 173.339.000 la participación relativa de un 21,8 por ciento del total a invertir. Junto a esta indeterminación geográfica: “Rutas interdepartamentales” surge el detalle a administrar por cada jurisdicción, ofrecen la posibilidad de una alta discrecionalidad en la asignación de las partidas. En efecto, Obras Públicas va a administrar 94.270.000 pesos y Asuntos Hídricos, 24.521.000 pesos. Hasta aquí el capítulo dedicado a la obra pública del Presupuesto.


Otro ítem que mencionábamos hoy es que las prioridades de este Presupuesto alimentan el escenario de exclusión social. Y me voy a referir a esta “listita” que tenemos acá por demás de elocuente. Es cierto que, nominalmente, ha habido un aumento pero también, como decíamos al inicio, si tomamos los porcentajes por jurisdicción, por repartición, estos porcentajes han bajado significativamente. Hoy el señor diputado Cecchi comparaba con años anteriores; yo simplemente me voy a dedicar a marcar en cuál de los ítems ha habido un incremento respecto del presupuesto anterior. Y acá vamos a ver esta subestimación de gastos. 


El Poder Legislativo tiene un 0,15 menos, el Judicial un 0,55 menos, la Gobernación un 0,16 menos, el ministro Coordinador, 0,50 más. Pero nos vamos a detener, justamente, en ítems donde las cantidades asignadas son las más importantes, las mayores: Educación y Salud. Para Educación –como bien mencionaba el diputado Cecchi– tenemos un 1,64 por ciento menos entre el 2004 y 2005 y en Salud un 0,31 por ciento menos. Pero acá hay que tomar otro dato que es, justamente, algo que el diputado Cecchi situaba en cual tenía que ser el porcentaje que la Provincia debía invertir en educación. Yo me voy a referir al tema de lo que debería invertir en salud, de acuerdo a la Organización Mundial de la Salud. 


La Organización Mundial de la Salud, dice que por lo menos, como mínimo, un 9 por ciento del Presupuesto debe estar destinado a Salud. En el Presupuesto 2005 la cifra es de 6,4 por ciento, o sea, menos del 6,5 por ciento para Salud.


El análisis de la planta de personal indica que hay 1.522 cargos más respecto de 2004. De estos, 1.325 cargos –a los cuales les podríamos sumar 4 cargos más, que van al Ministerio de Gobierno– es para personal de seguridad; los restantes 193 se distribuyen entre los demás ministerios. En contraposición a esto, en el otro extremo, los cargos del Ministerio de Educación serán 46.362 para el 2005, que incluye personal superior, administrativos, no docentes y docentes. O sea, la planta está virtualmente congelada al año 2000; sin embargo, si la tomamos con respecto al 2001 es más baja. 


Y el Ministerio Coordinador, fíjense –tanto que cobramos nosotros acá de parte de la ciudadanía– tendrá una planta de 961 personas, cuando ambas Cámaras suman 980. Este es un dato para la prensa. Parece que no somos los malos de la película.


Por último, señor presidente, y en orden de aparición, vamos a hablar de la Ley Complementaria.


El artículo 1º omite el enunciado taxativo de los clasificadores presupuestarios en el que falta el jurisdiccional, esto es quién administra. Los artículos 2º y 7º delegan en el Poder Ejecutivo la modificación de la totalidad de los rubros, o sea que, sin mesura de la cantidad y calidad, con la simple comunicación posterior a la Legislatura, tiene que aceptar determinadas delegaciones por razones de ejecutividad. Habría que definir, al menos, tres filtros. Hasta qué importe y qué programas no deben contar con aprobación previa de la Cámara.


Conceptuar emergencia versus urgencia es un tema que hoy quiero señalar muy puntualmente, señor presidente, porque hemos entrado justamente en la continuidad de la emergencia y acá hay una distinción entre emergencias y urgencias.


Decíamos que hay que conceptuar emergencia y urgencia de manera tal que permita definir procedimientos de aprobación anticipados y por último, establecer los mecanismos de comunicación al Poder Legislativo, habida cuenta de la experiencia que vivimos en este recinto con relación a los decretos 913 y 1.496.


De lo contrario, tal como está redactado el proyecto, los superpoderes a favor del Jefe de Gabinete Nacional, no tienen nada que envidiarle a los que se va a aprobar en esa ocasión.


En el artículo 8º, al permitir ajustes compensados, afianzan la discresionalidad contenida en los artículos 2º y 7º y el artículo 13 quita toda la jerarquía de administración presupuestaria al delegar sin límites este permiso de compensación.


El artículo 16 cae en un disparate inaceptable. Se faculta al Poder Ejecutivo a transferir al próximo ejercicio saldos no invertidos provenientes de recursos que tuvieran afectación específica, así que si alguno tiene alguna obra por allí que está presupuestada, no se hagan ilusiones que puede ser que esa plata termine en otro lado.


En realidad, lo que plantea este artículo es que el Poder Ejecutivo puede decidir no hacerlo, no lo obliga a aplicar esa partida a los fines originales. 


El artículo 24 plantea claramente cuál es el delito, porque acá sí lo plantea de forma tan taxativa, que hay un delito de pena de muerte si se trata el nombramiento de planteles sin la existencia de cargos vacantes.


Nosotros no cuestionamos la austeridad ni la sana administración pero es contradictorio que la nulidad administrativa planteada en estos casos, no sea asimilable a otros casos en los que las erogaciones no vienen de las manos de la designación de personal.


El artículo 25 evita precisiones sobre los plazos de elevación de los balances –en esta oportunidad, contamos con el beneplácito de estar tratándolo en tiempo y forma– o similares de organismos descentralizados, sociedades o empresas del Estado. Se utiliza para ello el eufemismo “contemporáneamente”.


Finalmente, consideramos que la ley llamada Complementaria contiene grupos de cuestiones de diferente rango y jerarquía, en este sentido todo lo referido al régimen de coparticipación a municipios y comunas –como acá se ha mencionado– debe formar parte de un texto ordenado sobre la materia de vigencia transanual y no sujeta a discusión cada vez que se trata el Presupuesto. No podemos estar, realmente, en esta suerte de tire y afloje cada vez que se trate un Presupuesto, señor presidente. 


Sobre las normas de transparencia, regímenes informativos y accesorios es materia –o debiera serlo– de la Ley de Contabilidad, cuya actualización es ya imprescindible, incorporando la normas de contrataciones y regímenes de autorización.


Respecto del contenido que refiere a la materia presupuestaria, no debiera formar parte del cuerpo normativo específico sino parte de la ley principal. En todo caso, toda necesidad de tornar operativa las decisiones emanadas de la Ley de Presupuesto anual, pueden ser asistidas por normas de menor jerarquía.


Habría algún otro punto, señor presidente, pero voy a anticipar, en nombre de nuestro bloque, nuestra decisión de votar en contrario respecto del tratamiento de este Presupuesto.

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– Señores diputados, dada la importancia del tema que estamos tratando, los invito a que dentro de sus posibilidades puedan adecuar sus exposiciones al tiempo reglamentario.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


Esto es lo que yo intenté hacer cuando pedí, al principio de este debate, que discutiéramos primero la Ley Complementaria y no la Ley de Presupuesto. Llevamos horas debatiendo sobre algo que no existe, que es lo que someramente voy a intentar explicar.


Si lo que estuviéramos discutiendo fuera un Presupuesto y no lo que yo creo que es, un indicativo de gastos que –como muy bien lo ha señalado el miembro informante de la mayoría– podría considerarse una libreta de almacenero, generaría niveles de obligaciones legislativas de cumplimiento para el Poder Ejecutivo.


Esto claramente no está, por ende, es muy difícil suponer que un papel, que sólo tiene algunas cosas escritas, que conllevan nada más que una expresión de deseos en términos de formalidad jurídica, es un Presupuesto. Pero como ese es el formato de debate, que de común acuerdo hemos decidido, voy a intentar participar de esta ficción.


Yo creo, señor presidente, que es una decisión absolutamente desacertada de parte de la bancada oficialista, abonar esta discusión de una Ley Complementaria, que en realidad debería conformarse y denominarse, en términos correctos, una Ley Complementaria de Emergencia, para que tuviera algún tipo de sentido su discusión y su necesidad.


Sin embargo, esto no está planteado así, lo cual la hace aún más absurda, desde el punto de vista jurídico, y absolutamente más nítida, desde el punto de vista político. Con lo cual, también podríamos discurrir que estamos a punto de dar luz a una nueva teoría del Estado, a cuyo debate inicial tal vez asistimos hoy, que nos permite observar cómo en lugar de las instituciones y la división de poderes que están consagrada en la Constitución, avanzamos –a instancia del partido oficialista– en un nuevo ordenamiento jurídico, que sería más o menos así: el Poder Legislativo le cede todas sus facultades al Poder Ejecutivo que, en el marco de un nuevo ámbito, un ámbito ad hoc, de la Constitución, que podría ser el plenario de la departamental del Partido oficialista consensuará la ejecución presupuestaria 2005, que posteriormente será refrendada por distintos decretos, todos de ellos posdatados, para explicarnos cómo se va a gastar el Presupuesto 2005, al que insólitamente asistiremos una vez que se haya gastado y no antes, porque en realidad lo que estamos discutiendo ahora es un montón de cosas que figuran en un papel que no tiene ninguna obligación nadie, absolutamente, de cumplir, porque hay una ley, que se va a votar posteriormente, que dice que nadie está obligado a cumplir sobre lo que llevamos debatiendo aproximadamente 5 horas, lo cual torna absolutamente insólita esta situación.


De todas maneras me permito incorporar algunas cuestiones. Cuando uno se sienta en cada sesión en esta banca y escucha sobre distintos temas –el presupuesto me parece que es uno de ellos– la voluntad férrea del partido oficialista, la decisión de defender los intereses de la provincia con tanta enjundia, y levanta la cabeza y ve que en 20 años de gobierno del partido oficialista ni siquiera hemos podido recuperar el cuadro que debiera estar colgado ahí, no genera demasiadas expectativas a futuro la posibilidad de construir una provincia mejor para todos. 


Pero, más allá de esto, señor presidente, me parece pertinente hacer esta diferencia para saber que no estamos discutiendo sobre un presupuesto sino sobre la posibilidad de tener algún tipo de aproximación a un balance ejecutado –que conoceremos probablemente en febrero de 2006–, donde en realidad sabremos, no hoy, cuál ha sido el presupuesto 2005. Para esto contaremos, seguramente, con la colaboración de un organismo tan prestigioso y autónomo como el Tribunal de Cuentas, que seguramente nos indicará cómo ha sido gastado eso en forma legal y, por si queda alguna duda, el ex ministro del gobernador Reutemann, que es el procurador de la Corte en la actualidad, el Dr. Jorge Bof, velará por esa situación, y, por si quedara alguna duda, un órgano absolutamente independiente del poder político, como la Corte Suprema de Justicia, que se espera que en un año electoral, como el 2005, presida el hermano del diputado nacional oficialista Julio Gutiérrez, nos aliviará de cualquier tipo de reflexión o de análisis sobre esa situación.


Y me parece importante discutir –cuando hablábamos de la Ley Complementaria yo intenté plantear sin éxito el debate que consideraba debiera ser de ese modo– una cuestión central que tiene que ver con una cosa muy contemporánea, que tal vez debiera haber participado del debate lingüístico que hace poquito tuvimos en el Congreso de la Lengua, sobre las distintas acepciones que cada uno de nosotros tenemos del término flexibilidad, que fue introducido en este debate por el miembro informante de la mayoría para hablarnos de lo que significa esta Ley Complementaria.


Y es muy llamativo que, por ejemplo, se denomine flexibilidad a "Facúltase al Poder Ejecutivo a modificar los rubros de recursos, erogaciones, erogaciones figurativas, obligaciones financieras del Presupuesto de la Administración Pública provincial en la medida en que sea indispensable para el desenvolvimiento de los servicios, dar cumplimiento a los acuerdos celebrados en el marco de la ley, ampliar el plan de trabajo público…" bla, bla, bla… todo esto en base a su propia decisión, que él mismo juzgará adecuada e implementará posteriormente. 
Después, también facultamos al Poder Ejecutivo a disponer la ampliación del Presupuesto en el cálculo de recursos con afectación específica y erosiones; lo facultamos a modificar el presupuesto general habilitando las partidas específicas por incorporación de recursos no previstos; lo autorizamos a modificar el presupuesto general incorporando partidas específicas necesarias o incrementando las ya previstas; también lo autorizamos a disponer modificaciones en los presupuestos de organismos descentralizados, instituciones de seguridad social, empresas y sociedades del Estado; también lo autorizamos a disponer ajustes presupuestarios compensados; también lo autorizamos a modificar la planta del personal del presupuesto vigente. Me parece que este ya es un nivel de desatino, sobre todo, llamativo. 


Y en este plano me parece importante hacer un breve paréntesis sobre lo que algún escritor contemporáneo diría a un refutador de leyendas. El gran Alejandro Dolina habla permanentemente de eso. Y nosotros hemos asistido, como a lo largo de mucho tiempo –y algunas cosas se dijeron aquí– a la leyenda de la provincia bien administrada que, en realidad, como todas las leyendas, es imposible de verificar, porque no hay ninguna herramienta que nos permita decir que esto es así, y yo voy a tratar de tener el rol de intentar aportar a esta situación.


Me parece importante, más allá de algunas cosas que, con mucho criterio, dijo hoy el diputado Marcucci, con una sencilla comparación del crecimiento económico Nación-Provincia, para ver en realidad de qué se trataba cuando hablábamos de la eficiencia económica de esta gestión. Me parece importante introducir este tema de la modificación de la planta del personal. Sobre todo en el sentido de que se ha construido el mito de la transparencia, de la falta de situaciones de privilegio, de un mecanismo correcto, y varios etcéteras más que, sin embargo, entre el año 1991 y 2002 permitieron en la Provincia de Santa Fe, sin ningún tipo de concurso, sin ningún tipo de mecanismo transparente, sin ningún tipo de control ciudadano, que 23.000 nuevos agentes formaran parte de la planta de personal de la Provincia, más otros 8.000 que después consiguieron esa situación, en virtud de que esa fue la cantidad de gente que se jubiló. O sea, una administración eficiente, que ha preservado las finanzas públicas, incorporó a su libre albedrío, sin ningún mecanismo de concurso público, 30 mil nuevos agentes a la Provincia, entre el año 91 y el 2001.


Si uno le suma a eso, que entre el año 91 y el 2001, la deuda de la Argentina, en un gobierno que todos nosotros nos encargamos de cuestionar en cada una de las sesiones, creció en un 123 por ciento, y la de la Provincia creció en un 250 por ciento, por lo menos resulta dudoso el tema de la leyenda de “la provincia bien administrada de Santa Fe”. Sobre todo porque se nos ha dicho, en algunos debates anteriores, que esto forma parte de nuestra falta de entendimiento de lo que significó para la Provincia de Santa Fe el cumplimiento de los pactos fiscales de principios de la década del ’90, en términos del traslado de servicios educativos y sanitarios.


Y esto es cierto. Ahora, se desvirtúa absolutamente cuando uno compara esta situación con la provincia de Córdoba, con similares situaciones, que también firmó los pactos fiscales, que tiene la misma cantidad de habitantes y un Presupuesto más o menos similar donde, sin embargo, solamente se incorporan 13.300 agentes, contra los 30 mil de la Provincia de Santa Fe, menos de la mitad, en una provincia obviamente como la de Córdoba, que estuvo mal administrada, no como la de Santa Fe, que estuvo bien administrada.


Pero el punto culminante, me parece, del proyecto de Ley Complementaria, muy bien lo señalaba el diputado Cecchi al referirse al artículo 19, que da libre disponibilidad a los 800 millones de pesos sobrantes de este Presupuesto, pero en realidad estamos discutiendo la libre disponibilidad de 5 mil, así que esto sería solamente un capítulo de ese debate.


Y en este artículo 16, en una cosa extraordinaria, nos dicen: “En el caso que existan mayores ingresos que los calculados en rubros en los cuales corresponda asignar participación, autorízase a dar por ejecución importes que excedan los originariamente previstos en los créditos destinados a atenderlas”.


O sea, muchachos: ¡Hagan lo que quieran!. ¿Por qué estamos discutiendo un presupuesto si la Ley Complementaria dice claramente que el Poder Ejecutivo está dispuesto a hacer lo que se le dé la gana, y que nosotros o el bloque oficialista, va a votar hoy una ley diciéndole que el Poder Ejecutivo puede hacer lo que se le da la gana.


Seguramente, después algún miembro informante de la bancada oficialista nos explicará los criterios doctrinarios y jurídicos de semejante extralimitación, que inclusive es bastante más grave que la propia discusión a la que asistimos por todos los medios de comunicación, cuando se debatieron los superpoderes del jefe de gabinete.


Hay dos motivos centrales que empeoran la situación de Santa Fe. El primero es que la creación del cargo de Jefe de Gabinete, que existe en la Argentina después de la reforma constitucional, tiene limitaciones de control parlamentario. Y el segundo, que la Nación, por decisión del Gobierno Nacional, está en emergencia económica, aunque uno pueda compartirlo o no. La Provincia de Santa Fe, por decisión de este propio Gobierno, no de otro, decidió que, a partir del 1º de enero del 2004, estaba en una situación de solvencia suficiente para ya no estar en emergencia económica. Y, sin embargo, manda una ley para decretar la emergencia presupuestaria, lo cual es inentendible.


A esto uno le agrega la posibilidad de ver algunas situaciones porque, sabiamente, uno tiene algunos abogados amigos que le recomiendan algunas lecturas. Encontramos una que nos parecía muy pertinente, sobre todo porque se trata de Ricardo Lorenzetti, que es un santafesino que, probablemente, tenga destino en la Corte Suprema de Justicia, a pesar de no ser primo, ni pariente, ni apoderado, ni candidato a ninguna lista de Kirchner; sin embargo, es probable que integre la Corte Suprema de Justicia.


Y Lorenzetti nos dice: “La emergencia es una excepción a la regla. Es una excusa que permite apartarse de lo normal porque ha ocurrido algo anormal, fuera de lo común, por solamente un tiempo.” ¿Qué tiene que ver esta situación de emergencia con la Ley Complementaria que el Poder Ejecutivo nos pide que votemos… bueno, lo escucharemos después, y probablemente, claro que estamos equivocados.


Pero esta situación me parece importante cuando uno recoge, además, que no es solamente una opinión de quienes estamos planteando algunas críticas a esta Ley Complementaria. De hecho, ha sido la opinión formal de todos los partidos políticos de la Provincia de Santa Fe, a excepción de quienes integran el oficialismo en la Provincia; de hecho ha sido la opinión de un sinnúmero de organizaciones de la sociedad civil, entre las que se cuentan el Colegio de Abogados de Rosario y muchas otras; y de hecho, ha sido la opinión que nos consta, que lamentablemente no creo que le conste al bloque del oficialismo porque el día lunes, cuando nos reunimos con todas las organizaciones empresarias de la zona sur, seguramente tenían ocupaciones más importantes que impidió que algún miembro del bloque oficialista asistiera, pero nos consta la opinión de todas las organizaciones empresarias del sur de la provincia, las cuales se reunieron en la Federación Gremial de Comercio e Industria, e hicieron una declaración explícita contraria a esta ley. 


Es cierto lo que planteaba aquí con criterio el diputado Peirone, que un Presupuesto no puede ser únicamente una división algebraica entre cantidad de recursos disponibles y número de habitantes. Ahora, también es cierto que esto que estamos discutiendo no es un Presupuesto, con lo cual, en realidad, ésa es una discusión de opinión válida pero que no tiene ninguna incidencia real de aplicación práctica sobre el tema en debate. 


Por lo tanto, me parece que podemos hablar de algunas cosas del Presupuesto. Sé que estamos todos un poco cansados y que el debate ha sido largo por este tema, pero creo importante plantear –como se mencionaba aquí– una de las cosas que se dijo, que claramente no es cierta, y es que la inversión pública 2001 y 2002, que provocó un nivel de endeudamiento importante en la Provincia, tuvo que ver con la decisión del gobierno de ese entonces de llevar adelante un proceso de consolidación de obra pública. Y cuando uno ve la planilla oficial de obra pública comparada, elaborada por la Dirección Nacional de Coordinación Fiscal con las Provincias del Ministerio de Economía de la Nación, o sea no por mí, indica que entre el año 1991 y el año 2002, entre las provincias de Córdoba y de Santa Fe, esta última solamente ha invertido el 55% de los recursos presupuestarios que ha invertido la Provincia de Córdoba, en el mismo período, para obra pública. Entonces, no entienden por qué esta información es así. Tampoco entienden cuando se habla de que este indicativo de gastos, que se pretende denominar Ley de Presupuesto, tiene un compromiso importante con la situación de la salud cuando claramente el presupuesto de salud, en términos nominales porcentuales, viene bajando indubitablemente desde el año 2003: 8,81 en el año 2003, 7,12 en el 2004, y 6,78 en el año 2005. 


Se nos habla de un programa de nutrición, también en el mismo concepto de lo que nosotros venimos diciendo en muchos temas que se vienen debatiendo, que es el absoluto desprecio por las normas y por los derechos. Esta Cámara votó una ley de seguridad alimentaria que obligaba por ley al Estado Provincial a dar una cantidad de garantías, que lamentablemente duerme en el Senado, porque seguramente los senadores no han podido todavía evaluar la importancia de esto para los niños de la Provincia, sobre todo presumiendo el interés que deben demostrar por una problemática de estas características. Y entonces, al no tener una ley que otorga derechos a la ciudadanía, ¿qué hacemos?, otra excepción, un Programa de Nutrición, donde va a haber un señor con una birome, que hará un padrón, que determinará quienes deben estar y quienes no, y otorgará recursos. 


Con lo cual me parece que se da una situación de bastante hartazgo. Esta situación de permanente cultura de lo excepcional, cultura de la transgresión, de la falta de apego a ninguna norma, en una historia muy triste de la Argentina, que lleva 30 años de estado de sitio, que se levantaba únicamente los días que había elecciones, y donde vivimos demasiado tiempo en estado de excepción, para seguir abonando en cada situación estados de excepción. Estado de excepción que hemos abonado con la discusión sobre la indemnización de los inundados; estado de excepción que hemos abonado en el debate que no dimos en la Asamblea Legislativa, que no hicimos para decidir el Tribunal de Cuentas, estado de excepción que abonamos en cada uno de los temas de interés del Gobierno Provincial. 


Un párrafo aparte merece el crecimiento hipotético de algunos indicadores de presunción de gastos de algún ministerio. Y merece, sobre todo, una reflexión sobre dos de ellos, el Ministerio de Asuntos Hídricos, que ni siquiera pudo resolver en un año de gestión el sistema de alerta temprano del Salado, y el Ministerio de la Producción, que nunca se enteró que había una resolución que desde el mes de enero nos condenaba a perder cuota Hilton.


No encontraba alguna metáfora para poder explicarlo y encontré una, que me pareció la más adecuada: hace bastante tiempo, en el esplendor de su carrera artística, al polaco Goyeneche le hace un reportaje Pinky –él tendría 55 o 58 años, hace bastante–; y Pinky, con mucha ingenuidad, le pregunta al polaco Goyeneche ¿por qué nunca había grabado un disco con la Sinfónica de Buenos Aires?, y el polaco Goyeneche, con un gran sentido de la ironía y muchísima humildad, le contesta “Porque los caballos no comen bombones”. Me pareció la mejor metáfora para referirme a esta situación de hipotético aumento presupuestario en algunas áreas del Gobierno Provincial.


Para terminar, señor presidente, y no seguir aburriendo a nadie, me parece que, sin distinción y viendo que la sociedad está mirando, debiéramos intentar hacer un esfuerzo –aún con disidencias– de votar esta Ley de Presupuesto, de obligar a que el Poder Ejecutivo se haga cargo de cumplir alguna norma y no seguir otorgándole excepcionalidades, que a lo único que contribuyen es al distanciamiento con la gente de la política y a que, con mucho criterio, el grueso de los ciudadanos piensan que a los dirigentes políticos no nos interesa absolutamente nada que no sea nuestro propio interés.

· Ocupa la Presidencia su titular, diputado Edmundo Carlos Barrera. 

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Creí que era el último, pero de cualquier manera voy a tratar de ser corto y piadoso por nosotros pero, más que nada, por toda la gente que está esperando el tratamiento de la ley. 


Me voy a referir a algunas diferencias que tengo con cuestiones planteadas por el miembro informante de la mayoría, el diputado Peirone, y en la primera le voy a contestar la duda que tenía mi maestro desde hace varios años en materia de presupuesto, el diputado Cecchi, y, por supuesto, también al diputado Peirone, haciendo la salvedad de que voy a ser breve, pero que nunca más voy a cometer el error de no apurarme cuando se abre la lista de oradores en el tema del Presupuesto.


El diputado Cecchi hacía referencia a una cuestión en particular, que es el gasto per cápita, en materia de salud y planteaba la diferencia en este presupuesto de 31 pesos para los habitantes del departamento General López –no es poco lo que subimos, un peso en materia de salud con respecto al año pasado, per cápita– contra los 38 que tiene el departamento Castellanos, un departamento absolutamente similar al nuestro. Le quiero decir, diputado Cecchi, que esta cuestión parte de la presunción que tiene el gobernador Obeid, de que en General López no nos enfermamos nunca. Pero además, en el supuesto caso que tuviéramos algún problema, y aplicando ese concepto de flexibilidad que planteaba el diputado Brignoni, los 185 millones que están reservados para atención de imprevistos, seguramente, serán destinados, si tuviéramos un problema de salud, a nuestro departamento.


El diputado representante de la mayoría planteó que asistimos a una distribución geográfica “casi equitativa”. Estas son sus palabras. Obviamente, que no puedo compartir, de ninguna manera, el concepto de equidad o este concepto de reparto equitativo, cuando una simple lectura y un mero análisis de lo que es el gasto de obra pública en relación a los habitantes, que es una de las tantas formas en que uno trata de analizar un presupuesto, nos da que en el departamento Garay se van a gastar en este presupuesto 1.000 pesos per cápita en obra pública; en el departamento Rosario 65,92; en el departamento San Lorenzo 59,80; en el departamento Caseros 54,82 y en el departamento Constitución 51,05. No sé de qué equidad o de qué distribución geográfica estamos hablando cuando hay estas diferencias.


Se habló también de equilibrio presupuestario, que en gestiones anteriores era un sinónimo de contraer deudas o de exclusión de sectores y que en este Presupuesto 2005 no es así y, obviamente, según estos números esbozados tenemos un superávit de 296 millones de pesos.


La expresión popular que quiero traer dice que con plata cualquiera es vivo. Realmente, esperábamos que, de alguna manera, y en función de esta nueva realidad económica que estamos viviendo en el país, de la cual Santa Fe no es ajena, la decisión política de este gobierno hubiera sido articular un presupuesto para lucirse y para arrancar esta Provincia que hace 20 años que está parada. ¿Arrancar en qué? En definir políticas de Estado. Cuando se tienen los medios se puede hacer.


Desgraciadamente, se avanzó en algunas cuestiones pero, esencialmente, y por ser el año que viene, evidentemente, un año electoral, se ha privilegiado algo que ya es común en los gobiernos de Obeid, que es privilegiar la Caja.


Se hizo alusión, también, a las nuevas políticas activas en el Ministerio de la Producción para inducir al crecimiento del gasto productivo. Se habla de 3 millones para reducción de tasas, se habla de 5 millones para fondos de garantías. El diputado Cecchi planteó la reducción, exactamente, en el 100 por ciento de lo que tenía que ver con un fomento genuino a las cooperativas. Se habla de otros 7 millones destinados a estas políticas. Y cuando uno se pone a sumar –teniendo en cuenta que el Presupuesto está planteado en 4.916 millones– nos damos cuenta que estas políticas activas de este Ministerio de la Producción, esta decisión política de este Gobierno Justicialista de Santa Fe, se lleven el 0,17 por ciento.


Se ha planteado también, como propuesta, la reducción de los gravámenes que pesan por la Ley 5.110 para el año 2005, 2006 y 2007. Coincidimos en que es un impuesto distorsivo. Quiero aclarar que hace varios años escuché en mi ciudad al ex Gobernador Reutemann anunciando esto. Esperemos que esta vez sea realidad y este impuesto desaparezca.


Se planteó que el Presupuesto no es un equilibrador de gastos. Se hizo alusión a la “libreta de almacenero”. En esto, se me anticipó el diputado Brignoni, pero nada más ajustado para definir lo que estamos tratando que una “libreta de almacenero”. Pero una “libreta de almacenero” que, obviamente, en función de su relación comercial, política o de amistad, tiene hijos y entenados, tiene privilegiados y tiene aquellos que sufren injusticias en el gasto. En este caso puntual voy a hablar de mi departamento General López, que tiene en materia de educación una inversión per cápita cuatro veces menor que el departamento La Capital.


Se planteó como logro la derogación del famoso Decreto 3113. Y ahí no pude seguir mucho las palabras del diputado Peirone, pero dijo algo así como que implicó un avance y corrección necesaria para producir equilibrios y demás. Realmente, a mí me sorprende la capacidad que se tiene para, desde un hecho político rayando con el delito, como fue haberse quedado con el dinero de municipios y comunas, cuando se está haciendo no el 100 por ciento sino ni más ni menos que lo que se tenía que hacer, que es darle a cada uno lo que le corresponde –estamos hablando de municipios y comunas– se hace el planteo de traducirlo como un hecho político positivo.


Estamos hablando de que la Provincia se quedó con entre 140 y 150 millones de pesos el año pasado y lo hemos denunciado en infinidad de situaciones. El diputado Cecchi le encontró un término hasta simpático. Yo diría que esto fue una confiscación absoluta que se le hizo a municipios y a comunas y, para llamarlo de otra manera, podría decir que fue un “olvido de Caja”, que significó que 150 millones de pesos no fueran donde tenían que ir.


La Ley Complementaria, se dice que es igual que en ejercicios anteriores. Obviamente, acá se explicó que no existe ningún tipo de emergencia. Esto me recuerda el concepto típico del burócrata o del empleado público que cuando uno le pregunta por qué está haciendo algo que uno cree que está mal, contesta “siempre se hizo así”.


Se le pone límites, con la Ley Complementaria, y yo diría que el límite puede ser –ahora tengo mis dudas, después de lo que planteó el diputado Brignoni– el libre albedrío del Gobierno y sus funcionarios, ese es el límite. Y le agregaría algo, para que tuviera una connotación constitucional, que el gasto no ofenda a la moral y a las buenas costumbres, así el círculo cierra completamente.


Por último, para esta breve introducción, –y lo explicó bien el diputado Cecchi–, acá hubo municipios y comunas que fueron absolutamente incontrolados por la ahora Secretaría de Municipios y Comunas, que hace diez años, desde 1996, está tratando de buscar la vuelta para reglamentar una ley, ni más ni menos que para intentar cobrarles a estas administraciones que hicieron el festín.


Son muchos y muy sonados los casos en donde la corrupción era absoluta y donde la plata se dilapidó. La duda que me queda es, si en esta fórmula de encontrar alguna posibilidad de que estos municipios y comunas paguen, la que encontró el Justicialismo, en función de lo que plantea el diputado Cecchi, no se extralimita un poquito. La pregunta es si no les parece mucho tiempo 238 años para pagar una deuda.


Creo que hay algunas cosas positivas que, en el afán de enmarcarnos en un sistema que, en definitiva, tiene que ser el que se tiene que enmarcar la Legislatura, es necesario reseñar.


Por una lado ya se dijo, el envío a término del Presupuesto, cumpliendo con la Constitución. Segundo, la información que fue ofrecida por el ministro Agosto y que creo que llegó en tiempo y forma. Cuando el ministro estuvo presente informando, le reseñé que nosotros habíamos planteado una especie de clasificador geográfico, para saber cómo se gasta el dinero, e inclusive él avanzó en que esto era necesario, que formaba parte de la política moderna y que estaba viendo la posibilidad de hacer convenios con las universidades para que, realmente, toda esta información pueda ser conocida, no sólo por nosotros, sino por la ciudadanía entera.


Positivo, como ya dije, la derogación del Decreto 3113 y de la Ley 11.223. Obviamente, esto de quedarse con algo que no es propio, parece ya casi un vicio de este Gobierno, porque hay un techo y no están dando a los municipios y comunas todo lo que le tendrían que dar, porque se quedan con más de 40 millones.


Positivo, la política salarial, dando un principio de respuesta a una cuestión que en Santa Fe nos pesaba hace mucho tiempo, que tiene que ver con la política salarial docente. Positivo ese aspecto pero negativo porque, en definitiva, los 121.022.352 significan un aumento nominal del 11 por ciento, con relación al 2004; pero en relación a la participación del gasto en la educación, bajamos del 31,87 al 28,72.


Y, nuevamente, se han relegado cuestiones que son del conocimiento de todos los colegas diputados, de cuestiones que hoy son vitales en las escuelas de Santa Fe, en función de la realidad económica y que tienen que ver con los cargos de maestranza, con los cargos de cocina, con el tema de las porteras y un párrafo aparte –que lo vuelvo a citar como lo cité en el Presupuesto pasado– que tiene con la participación económica para todo lo que significan las bibliotecas populares en Santa Fe.


Cuando hablamos de las cuestiones negativas, por supuesto, tenemos que hablar de esta Ley Complementaria, que parecería una actitud política de semejanza con los superpoderes que se pretenden, o que se están votando en la Nación. No estamos en emergencia económica, no se justifican estas facultades. Creemos que la Ley de Presupuesto con la Ley Complementaria convierten en una ficción, como bien se dijo acá, lo que es el presupuesto.


Algunos datos puntuales negativos. Por ejemplo, el presupuesto del Ministerio Coordinador, 64 millones, que va a ser –y ya lo anticipo en esta oportunidad– de lo que están declarados, digamos, porque acá va a haber discrecionalidad, en blanco y en negro. Va a ser el efecto de discrecionalidad en un año electoral y donde tiene para promoción y asistencia social la cifra de 27.300.000.


Un párrafo aparte tiene que ver con dos ministerios y una dirección provincial, que hacen a la esencia de lo que la Provincia tiene que plasmar o tendría que haber plasmado como políticas activas. Y, precisamente, hice referencia antes al Ministerio de la Producción, 26 millones en el 2004, 47 millones en el 2005; el Ministerio de Recursos Hídricos, 22 millones en el 2004, 61.800.000 en el 2005; y la Dirección Provincial de Vivienda, que baja a un tercio el porcentual que tenía en el 2004, para tener 48 millones. Todo esto da el 1,15 del presupuesto, el 1,5 del presupuesto, y el 1,15 del presupuesto; total, el 3,80.


Para resumirlo, hablamos del Ministerio de la Producción, de un presupuesto gordo con recursos, del presupuesto de Recursos Hídricos y de Viviendas. Es decir, estamos hablando de casas, del problema del agua y del Ministerio de la Producción. Entre los tres, el 3,80 del Presupuesto.


Un aspecto negativo es lo que se viene manteniendo y que es un inicio o una fotografía de lo que fueron los presupuestos de los últimos 10 años, donde la distorsión en la utilización de los recursos es absoluta y, aparentemente, no hay vocación política en este caso, cuando realmente existían recursos para cambiar situaciones no se han manifestado y que es la distorsión, fundamentalmente, de los departamentos del sur.


El diario La Capital –no lo digo yo–, en un título, que voy a resumir, del día jueves 18, dice: "El sur santafesino sigue siendo vagón de cola en los gastos de la obra pública. El gasto refleja la situación. De los 19 departamentos provinciales, tomando el gasto por habitante en obra pública, cinco de los siete departamentos del sur son los más relegados. Así, el más afectado es Constitución, con 56 pesos per cápita de inversión".


Se habló de parámetros, se habló de distintas cuestiones a tener en cuenta para analizar un presupuesto. Yo no voy a hablar de que estos criterios sean los esenciales, tanto el criterio en relación al producto bruto producido por cada región, como al criterio que tiene que ver con el análisis poblacional. Sí sirve en esta oportunidad para hacer un análisis, para establecer algunos parámetros y para saber algunos números. Obviamente, comparto –como seguramente comparten la mayoría de los legisladores– que hay que establecer en un presupuesto un mínimo importante de lo que tiene que ver con la justicia y la equidad, sin abandonar el concepto de solidaridad. Desgraciadamente, en esta provincia se han invertido todos los roles y ese concepto de solidaridad, en lugar de ser el concepto en base al cual los departamentos más ricos coadyuven para que zonas menos ricas puedan desarrollarse, ha sido subvertido en estos últimos años.


Hablaba del gasto per cápita. Como dije, los departamentos Garay, San Cristóbal y San Justo están a la cabeza. Partimos de 1.000 pesos de gastos. General López ha avanzado, ha dejado de estar en el 18º o en el 19º, ahora está en el 11º lugar, tiene 130 pesos. Y en la cola tenemos varios departamentos del sur, con el departamento Rosario, que tiene un gasto de 65,92.


Estos números, que están absolutamente todos analizados, tienen una limitación sustancial, ya que hay cargos de partidas, como ya dijimos, que son interdepartamentales y que no se pueden analizar.


Dos datos puntuales, que tienen que servir para el análisis. Con relación a un criterio, que es el criterio poblacional o por habitante, para citar un ejemplo, que es el más importante, que es Rosario, en función de los habitantes y del presupuesto de 547.790.000 pesos, el Presupuesto aplicado en función de los habitantes tendría que rondar la cifra de 204.645.000 pesos, y en realidad, en el Presupuesto del 2005 tiene un gasto asignado de 73.810.000 pesos. Según este criterio, que es en relación a la población, Rosario está recibiendo 130 millones de pesos menos.


General López tendría que tener, en función de los habitantes, un presupuesto de 33.375.000 pesos, y está recibiendo 10 millones menos, está recibiendo 23 millones. Y así podríamos seguir analizando, en función de este criterio.


En relación a otro concepto, que sería por el Producto Bruto Geográfico –y para hacer una cuenta bien sencilla–, sobre ese presupuesto total en obras, de 547 millones de pesos, General Obligado, Castellanos, San Lorenzo, Rosario y General López significan el 85%. En función de ese número, 547 millones de pesos, las obras en función del Producto Bruto tendrían que haber sido asignadas a un Presupuesto de 465 millones de pesos. El Presupuesto asignado para el 2005 es de 146 millones, exactamente 318 millones menos asignados a esta región.


Algunas reflexiones últimas, que tienen que ver con un pensamiento que yo ya esbocé en otras oportunidades. Cuando, y en función de la realidad económica de los últimos años del país, tenemos un Presupuesto con recursos escasos, obviamente que no se le pueden pedir peras al olmo, no se puede avanzar con políticas de Estado, porque, seguramente, con el dinero que le saquemos a alguien para dárselo a otro no se va a poder solucionar.


Pero cuando hay disponibilidad, cuando hay un crecimiento económico, es el momento de aplicar las políticas públicas concretas en cada uno de los temas. Desgraciadamente, en lugar de avanzar en ese pensamiento, que sería blanquear la situación real de los ingresos que vamos a tener y discutir entre todos políticas de Estado, porque tenemos la oportunidad de que, seguramente el año que viene lo vamos a tener, lo que se ha hecho es subestimar los ingresos, lo que se ha hecho es sobreestimar los gastos y, encima, se agrega la Ley Complementaria. Sin ningún tipo de control por parte del Poder Legislativo, grandes montos para el manejo discrecional.


La reflexión que me queda es que el 2005 –y yo lo manifesté en muchas oportunidades– era un año, en función –que esperemos que se repita– de las últimas realidades económicas y demás, un año excepcional; era el año de empezar a corregir todas esas distorsiones; era el año de empezar a cumplir con todas las asignaturas pendientes que tiene la Provincia; era el año que este gobierno Justicialista de Santa Fe se luciera; era el año de privilegiar una gestión; era el año de avanzar de raíz –porque teníamos la disponibilidad económica– en los grandes temas de la Provincia, pero desgraciadamente, en lugar de subirnos al Fórmula 1 como seguramente les puede gustar a muchos amigos justicialistas, este gobierno decidió seguir con la política de parches, disfrazar parte de los ingresos reales que va a tener y privilegiar, en un año electoral, la política de caja. Creemos, y lo planteamos también en el anterior Presupuesto, que existieron o existen dos Santa Fe: la primera es la que no fue, luego de 20 años de administraciones que no avanzaron en las cuestiones fundamentales de las políticas de Estado, en esta oportunidad creemos que se perdió una nueva posibilidad de haber avanzado en cuestiones esenciales para Santa Fe. 

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Es obvio que votaré en contra de este Presupuesto y creo que el impulso inicial de esta decisión lo tiene el bloque de la mayoría, porque no habilitó el debate en las comisiones e, inexorablemente, tenemos que hacerlo acá. Yo sé que esta es una sesión tediosa, que muchos están con un ojo mirando el reloj o que nos distraemos y nos vamos de la sesión porque quizás los argumentos se reiteran, pero este es un debate que no se habilitó en los ámbitos donde debería haberse hecho; formalmente sí se planteó a nivel de comisión pero convengamos que la bancada oficialista tenía una decisión a priori de no permitir siquiera la sugerencia más inocente de los bloques de la oposición. Voy a citar un ejemplo: la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, por el compromiso que hizo el Gobierno a comienzos de este año con los trabajadores contratados o en negro, hizo un aporte que ni siquiera contiene el despacho definitivo de la mayoría. De manera tal que, si en relación con su propio dictamen de una mayoría de comisión del mismo grupo de gobierno, el dictamen final del artículo 2 de la Ley Complementaria es distinto, ¿qué puede esperar la oposición de sugerir algo?. ¿Cuál es el punto de inflexión que nos plantean los legisladores del justicialismo, para tratar de convencernos si los argumentos son tan sólidos, como quiere demostrar el diputado Peirone, fundando el dictamen de la mayoría en ciclópea tarea, en la que se luce él pero no el Presupuesto –y lo digo respetuosamente–, en la que él demuestra la enjundia, pero no alcanza con eso para convencernos de que este Presupuesto debe ser votado. Es un dato de la realidad. 


De manera tal, que la situación del Presupuesto 2004, muy diferente desde el punto de vista fáctico a éste, se argumentó que era un presupuesto que venía preparado por grupos técnicos de un gobierno que se fue. Este es el primer presupuesto que prepara la actual gestión y debe quedar claro, a propios y extraños, que no había decisión de tocarle una coma a lo que el Poder Ejecutivo de la Provincia remitió a la Legislatura. Porque si fuese distinta la situación, y más allá de las diferencias de enfoque que es lícito que existan entre distintas expresiones políticas, unos y otros nos hubiéramos puesto a tratar de mejorar, más allá de las diferencias de fondo que podemos tener en algunos enfoques; y esto no ha ocurrido. De manera tal que lo que se va a sancionar hoy, aunque alguno lo crea una verdad de perogrullo, es una decisión exclusiva y excluyente –que es lo más preocupante– del Partido Justicialista.


En segundo lugar, este presupuesto expresa un modelo de gobierno. Todo lo termina explotando en la Legislatura y resolviéndolo para más adelante. Y vuelvo con el tema de los contratados. Se firmó en enero, por un ministro que ya no lo es, un acuerdo de normalización. Y nos preguntamos: con la facultades extraordinarias de la actual Ley Complementaria en vigencia, no la que se va a sancionar, ¿no se pudo haber regularizado esto como algunas otras cuestiones? No. Aquí a la Legislatura con la gente en la plaza, palpitando a ver si se le cumple el “embargo por teléfono” que es la norma que se va a votar en la complementaria, ineficaz per se, porque sin la creación de las vacantes, que es por ley, la regularización de los cargos sin las vacantes tiene dudosa legalidad en un futuro inmediato. Por eso un grupo de radicales íbamos a ingresar al comienzo de la sesión –después se cambió el orden– una propuesta, que es nuestro proyecto de ley, planteando de qué manera cumplimentar el compromiso de esa acta, pero no sólo para la administración central sino también para los organismos descentralizados, y cumpliendo determinadas normas y regularizando lo que el Poder Ejecutivo hasta ahora no ha hecho: la nómina, las funciones, los actos administrativos, etcétera.


Por eso, señor presidente, frente a esta –yo diría– barrera que pone el propio Justicialismo, no nos queda a las expresiones de la oposición, otra cosa que no sea respaldar una decisión política de la que no formamos parte y de la que somos excluidos, porque sino se nos está exigiendo un contrato de adhesión y en modo alguno se puede plantear un contrato de adhesión cuando, en la forma y en el fondo, tenemos muchas discrepancias.


Segunda cuestión que quiero dejar de manifiesto aquí. No termino de compartir algunas expresiones de que esta vez el Poder Ejecutivo nos brindó toda la información. Nos han dado –y bien lo dijo alguien antes– alguna información complementaria, pero el cumplimiento del imperativo constitucional de remitir la cuenta de Inversión no se ha cumplido. Y sé que nos dirán que hasta el 31 de diciembre tenemos plazo, pero también quedó demostrado que para lo que no vamos a estar habilitado es para discutirlo a esto. De manera que la Cuenta de Inversión del año 2003, con suerte, la podemos ver a partir del 1º de mayo del 2005, con lo cual se desnaturaliza absolutamente. Por un lado, un presupuesto cerrado; por el otro, un paquete de facultades extraordinarias y, lo que es peor, la imposibilidad de ejercitar el contralor ex post facto de la ejecución presupuestaria; y voy a citar dos o tres ejemplos, nada más, y con esto es suficiente y termino. 


Tomando el ejecutado del año 2003, hay cuestiones que, verdaderamente, no me cierran. El Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto había presupuestado para maquinarias y equipos 21.445.000 pesos; equipamiento militar y de seguridad, 3.459.000; del primero gastó el 61,22 por ciento y del segundo, 30 por ciento. Pero fue uno de los caballitos de batalla de la actual gestión. La necesidad de disponer partidas presupuestarias para el equipamiento de la Policía. ¿Hay una explicación de por qué no se ejecutó el 30,66 en materia de seguridad en el 2003 respecto de lo presupuestado? Ministerio de Educación, en construcciones, se había presupuestado 17 millones y fracción. Se ejecutó el 30 por ciento. ¿No fue necesario en el 2003 ejecutar las construcciones del Ministerio de Educación?


¿Cómo se explica que en una cuestión vital, que forma parte de los reclamos permanentes de nosotros, en el 2003 se ejecutó el 30 por ciento? Maquinarias y equipos para el mismo ministerio, se ejecutó el 51,46. Ministerio de Salud, construcciones. Recuerden que el 2003 fue el año de las inundaciones. Se habían presupuestado 2.880.000 pesos. ¿Ustedes tienen idea de lo que se ejecutó? El 0,22 por ciento. Esta es la ejecución presupuestaria en el Ministerio de Salud en materia de construcciones. ¿Hay una explicación de que una partida necesaria, justificable por sí misma, que forma parte –reitero– de reclamos de todos los sectores se haya ejecutado el 0,22 por ciento?


Ministerio de Obras Públicas: presupuestado en construcciones, 41 millones y fracción. Se ejecutaron 17 millones. Es el 40 por ciento. Maquinarias y equipos para la misma cartera, se ejecutó el 2,36 por ciento. En Vialidad, en Construcción y en Maquinarias y equipos entre el 55 y el 65 por ciento.


¿Qué es lo que quiero plantear con esto? Ustedes dirán: “Ah, fue otra gestión. Muy bien.”


¿Tiene sentido que nos saquemos los ojos discutiendo asignaciones presupuestarias que, vaya a saber por qué, después el Poder Ejecutivo no las ejecuta?


Ustedes dirán: “No está ocurriendo esto en este año”. Tengo mis dudas porque, de lo que pude extraer, a septiembre, de la ejecución presupuestaria que estaría en promedio, pero no discutida por las características del gasto ni por cartera, en el orden del 70 por ciento, y el mayor de ese porcentaje son sueldos, yo quisiera saber lo que se está ejecutando de ese presupuesto.


Por eso decía que este es un presupuesto y una discusión muy al modelo de lo que le pasa al Poder Ejecutivo y, aunque no les guste, uno lo tiene que plantear.


Anuncia el Gobernador: “Vamos a hacer el puente que cruce el Paraná a la altura de Reconquista”, no está presupuestado. Se anuncian los acueductos, no está presupuestado. Se plantea la política de seguridad y acá hubo una referencia tangencial en la urgencia y en la respuesta que le hemos dado en votarle las leyes. Ahora anda un juez de Rosario investigando qué ha pasado con la inversión presupuestaria en materia de cárcel a raíz del hacinamiento que tienen los reclusos. ¿Cómo se invirtieron las asignaciones presupuestarias en ejercicios anteriores en ese rubro?


Entonces, se presupuesta, no se ejecuta y todo termina explotando acá. Es un modelo de Gobierno. Con los pescadores, lo mismo. Resulta que estaban discutiendo desde marzo cómo hacer, pero ahora los tenemos acá en la plaza. Con los trabajadores contratados, igual. Hemos escuchado a todos. 


Entonces, señor presidente, esta hubiera sido una oportunidad en donde, si quiere que se compartan responsabilidades en la toma de decisión, el planteo no puede ser el del contrato de adhesión, amén de cuestiones que adhiero y que se plantearon desde el punto de vista, en cuanto al modelo económico en el que estamos insertos, en cuanto a seguir haciendo los deberes a las exigencias del Gobierno nacional, en cuanto a ceder autonomía y poder federal.


Coincido con el diputado Peirone, en el sentido de que plata que venga de la Nación, por coparticipación o generada acá, para nosotros es igual. Pero hay una diferencia cuando se analiza. Tengo excluidos, por ejemplo, los ingresos por la seguridad social, entre recursos nacionales y provinciales en el 2004 eran 63,8 a 36,2 y en este es 66,3 a 33,7. ¿Qué quiere decir? Somos un país federal, desde el punto de vista de la Constitución, pero somos unitarios tributariamente. Y esta es una decisión política de la Provincia, que va cediendo permanentemente tributos en el orden nacional. 


Dirán ustedes: “Es una decisión política” Perfecto, pero no la compartimos, como tampoco compartimos la decisión política de darle el cheque en blanco de la Ley Complementaria del Presupuesto, acto seguido de que esto se trate.


Por eso, señor presidente, doy por reproducidas y adhiero a las explicaciones, desde el punto de vista del análisis puntual del Presupuesto, rubro por rubro, que han planteado distintos representantes de la oposición. Pero yo creo que donde deberíamos haber empezado este debate –si el Justicialismo tuviera la intención de empezar a cambiar algunas reglas de juego en la Provincia–, es desde el punto de vista político, de cómo vamos a asignar los recursos de la Provincia, no sobre la base de dar por supuesto un Presupuesto cerrado, asegurarse la mayoría automática en la Cámara de Diputados y después tener que ir a discutir con los senadores, en el tira y afloje, cómo se modifica o no se modifica, de acuerdo a la puja distributiva por regiones o departamentos de esta Provincia. Eso es injusto.


Hubiésemos tenido nosotros el mismo derecho, porque somos representantes de la gente, que los senadores cuando lo tengan que discutir. Y este es el hecho, no lo pudimos ejercitar por un modo perverso de decir, “bueno terminó el plazo, lo queremos para tal fecha y lo vamos a tratar como sea”.

Este debate de haberlo hecho en la comisión, quizás los temas hubieran sido discrepancias en lo particular. Lamentablemente, hay una brecha política muy grande como para que acompañemos la posición política del Justicialismo, de votar un Presupuesto cerrado con el cual, además, en sí mismo, estamos cuestionando el enfoque, la asignación y la utilización de un montón de recursos.


Sigue siendo preocupante, más allá de que en algún momento nos pusieron en la picota los legisladores, la tremenda asignación presupuestaria para el Gobernador de la Provincia para subsidios y gastos de publicidad. Podrá justificarse por la razón y por la forma que sea. Pero esto es un dato. Según el valor que uno puede tomar de la cuestión presupuestaria, en la jurisdicción Gobernación, Ayudas Sociales a Personas, 1.700.000, Subsidios Señor Gobernador, 800.000, Transferencias Personas Varias 515.000. Yo creo que son todas las mismas características, cuál es la diferencia de Ayudas Sociales a Personas y Transferencias a Personas Varias, cuando después está becas, pasantías, etc.


Eso en cuanto a la asignación Secretaría Privada de la Gobernación, y después tiene presupuestado 15.750.000 para Asistencia Directa a la Comunidad. Y esto sigue, a mi modo de ver las cosas, estableciendo un manejo, además de las facultades extraordinarias que está dando desde el punto de vista del manejo de la Hacienda, la Ley Complementaria, por el propio Presupuesto, de asignar partidas que verdaderamente no tienen explicación si el Presupuesto fuera de programa.


No es un Presupuesto de programa. Es difícil seguir los programas. Sigue siendo un esquema tradicional de presupuestar que dificulta mucho el seguimiento, ya no digo el ejercicio del contralor por parte de la oposición o de quien quiera ver cómo marcha la ejecución presupuestaria.


Por eso, señor presidente, en la cuestión de lo general no vamos a acompañar el voto del Presupuesto y, mucho menos, la Ley Complementaria.

SRA. QÜESTA EÍ "UCR QÜESTA, Daniela" .– Pido la palabra.


Voy a tratar de ser breve y de no reiterar conceptos ya vertidos; de todos modos, haciendo eje en dos o tres aspectos que me parece que me resultan insoslayables al momento de fundamentar mi voto y el voto de los bloques radicales.


Por supuesto, el reconocimiento a una diferente actitud en el tratamiento del Presupuesto, más allá de compartir los planteos que hizo el diputado Mascheroni, sí creo que ha sido diferente, hemos tenido mayor información, nos hubiera gustado tener la Cuenta de Inversión, la seguiremos reclamando. Pero, evidentemente, el hecho de haber ingresado el Presupuesto a través de la Cámara de Diputados, nos dio otro margen para, por lo menos, contar con alguna información. Creo que también esto tiene que ver con la actitud de un ministro de Hacienda que vino un poco más relajado, con un sobrante de caja que le ha permitido ordenar algunos números, ordenar algunas partidas.


Y nos sigue preocupando, como lo han dicho algunos diputados que me precedieron en el uso de la palabra, no solamente el valor de partida en la reducción de la participación de algunos ministerios como el de Educación y Salud que –reiteramos– para nosotros es fundamental, sino también la cuestión de la gestión o cómo se gestionan luego cada una de esas partidas, porque por ahí uno escucha a los funcionarios decir que no hay partidas y, en realidad, lo que no hay es transferencia de fondos desde el Ministerio de Hacienda a cada uno de las áreas que corresponden a los diferentes ministerios. 


Por eso, en materia de obras públicas, uno entiende la importancia que tiene la obra pública para la integración regional y para todo lo que es integración económica de una provincia. Queremos remarcar la importancia de la continuidad, no solamente de las inversiones en obras sino en la ejecución. Nosotros veíamos que hay un promedio de obras, que se han presupuestado para este año, aproximadamente el 30 por ciento del valor total de la obra. Por ejemplo, para dar dos casos puntuales: la ruta provincial Nº 40, que es la que une la ruta provincial 3 con Fortín Olmos, un tramo de ruta que resulta muy importante porque es la que realmente permite conectar a cada una de las localidades con la ruta provincial Nº 40, que fue un avance muy grande para la zona norte, tiene presupuestada para el 2005 600.000 pesos; el saldo que quedaría a distribuir en los años subsiguientes en ejecución de obras son 9 millones de pesos. Lo que nosotros estamos planteando ahora es un seguimiento para que estas obras no queden en mera enunciación de estudios de prefactibilidad o de factibilidad, que luego no se concretan en la ejecución de la obra tal cual lo requieren los vecinos y las diferentes localidades. Lo mismo sucede con la ruta que une Sastre con Crispi: en el 2005 tiene un presupuesto de 2 millones de pesos pero el saldo pendiente, que es lo que va a garantizar la ejecución y la terminación de la obra es de 16.500.000 pesos. Este es un ejemplo para graficar la necesidad de reconocer los presupuestos plurianuales, pero que a veces la enunciación de partidas, que son simplemente figurativas o enunciativas, no garantizan la ejecución de las obras.


No podemos dejar de marcar, más allá de que resulta reiterativo, la importancia que tiene para nosotros el respeto a las normas jurídicas, el respeto de las jerarquías de las normas jurídicas y, en ese sentido, nuevamente encontrar normas en la Ley de Presupuesto y en la Ley Complementaria que modifican leyes de fondo, nos preocupa porque, no solamente se reiteran algunos casos puntuales, como la suspensión del artículo 264 del Código Fiscal o las leyes de promoción del deporte y del uso racional del suelo que, ya por ahí, como se reitera todos los años parece que no tiene importancia, pero nosotros creemos que la tiene, por eso la seguimos planteando, pero vamos avanzando. Ahora también modificamos la alícuota de la Ley 5110 a través del Presupuesto. Y lo que se anunció desde el oficialismo, como una disminución sucesiva en diferentes años, hoy no lo podemos garantizar, porque lo cierto es que lo que está planteando el presupuesto, dado que su vigencia es de un año, es una reducción al 2 por ciento. La sucesiva reducción del gravamen que está planteando el oficialismo no está firmado hoy en esta ley porque tampoco podría hacerlo y, en realidad, el problema está en que este artículo no debería estar incorporado en la Ley de Presupuesto.


Lo mismo sucede –y en esto creo que va a compartir lo que voy a decir el diputado Maguid, porque esto lo explicó él en la Comisión de Presupuesto y Hacienda– con la incorporación en la Ley Complementaria de las modificaciones de las leyes 10.813 y 10.921. Ese saldo de fondos para –entre otras dependencias– Catastro, que el diputado Maguid nos explicó que se trataba de modificar una reivindicación de los trabajadores de algunos sectores de la Administración Pública, que lograron la conformación de un plus para el reconocimiento de su labor a través de la mayor recaudación y de la efectividad laboral y lo que reclamaba el diputado en el trabajo de la Comisión de Presupuesto y Hacienda era que no se modifique esta ley de fondo a través del Presupuesto. Esto es lo mismo que sucede con la Ley de Suelos, con la de Promoción del Deporte, con la 5110 y con el Código Fiscal. Nosotros seguimos planteando que se está invirtiendo, que se está violando el orden jurídico y que estamos siendo cómplices del no respeto a las normas cuando pretendemos que el ciudadano respete cada una de las leyes que queremos sancionar en esta Legislatura.


Con relación a municipios y comunas no podemos dejar de marcar lo que es la Ley Complementaria, que además de ser una legación de facultades y funciones, que son propias y exclusivas del Poder Legislativo, que ya se han planteado y se han definido a través del término superpoderes, gráficamente por distintos diputados, también es una ley ómnibus, porque también incorpora normas de fondo que tiene que ver con esta transparencia y este cambio de información con municipios y comunas y con el régimen de coparticipación. Nosotros creemos que tendrían que estar en leyes específicas, especiales, de manera tal que garanticen su permanencia en el tiempo y que garanticen a los municipios y comunas y al vecino conocer y tener la seguridad jurídica de la continuación de las reglas de juego que desde el Gobierno Provincial se establecen.


Se modifica el régimen de distribución secundario de la coparticipación. Nosotros creemos que esta derogación automática, tal cual dijo el Ministro de Hacienda, del 3113 no es, ni más ni menos, que el reconocimiento del derecho de los municipios a lo que les corresponde, natural y legalmente. Creemos que no es obra de la casualidad. Creo que se ha asumido un error jurídico importante y que ese reconocimiento no puede quedar ahí. Creemos que este reconocimiento, más allá de que nosotros no compartimos el nuevo sistema, es continuar una retención de un 9,5 por ciento, del viejo sistema de la Ley de Presupuesto 2001, porque tampoco ahí tendría que estar definida la forma en que se coparticipan los recursos, sino en la ley de fondo. Porque, si a nivel nacional se hacen acuerdos entre Nación y Provincia, promesas que se convalidan a través de leyes, por qué en la Provincia se hacen a través de presupuestos o a través de decretos, como es el caso del 3113.


¿A qué quiero llegar con esto? Esta Ley Complementaria, que convalida, que reitera esta delegación de facultades, por un lado, refleja una incapacidad del Poder Ejecutivo de gobernar con las Cámaras. Este famoso equilibrio que pretende el sistema republicano de gobierno, de pesos y contrapesos y de colegislación que tienen el Legislativo y el Ejecutivo, a través de la propuesta de los presupuestos y a través de las posibilidades de veto a las diferentes leyes, ni siquiera somos capaces de respetar. No somos capaces de respetar las reglas básicas de nuestra institucionalidad. Por eso empiezan con una delegación de facultades, por una necesidad de flexibilización, y en realidad terminan llevándonos al segundo paso, que es gobernar por decreto. Porque en su momento el Poder Ejecutivo tuvo facultades delegadas por el Poder Legislativo, es que llegó a determinar a través de un decreto, que les recuerdo, cuando se sancionó ni siquiera se publicó, el sistema de distribución secundaria de la coparticipación para los municipios y comunas.


Conectado con esto –que, reitero, para nosotros la derogación del 3113 no es más que una reasignación de partidas que les pertenecen a los municipios y comunas– viene todo lo que es el procedimiento para el reconocimiento y compensación de deudas. Por supuesto que uno comparte que quien debe tiene que pagar sus deudas. Eso creo que es una regla básica que todos tenemos que respetar. Pero no puede ser que siempre el más débil sea el que tenga que ver cómo paga, aún cuando en algunos casos los plazos van a ser muy extensos, pero cuando el más fuerte siempre establece las reglas, es el que termina no pagando o pagando de menos.


En este caso, este régimen de compensación, más allá de que se flexibilizó a través del dictamen de la mayoría disminuyendo los porcentajes de retención de la coparticipación, entendemos que tendría que hacerse no en una ley complementaria, sino en una ley específica, donde establezca las reglas de juego, donde establezca en qué condiciones la Provincia le va a pagar a los municipios, a los que le deba, donde se establezca cuáles son los municipios y cuál es la situación y, fundamentalmente, donde se establezca no solamente en qué plazo va a ser retenida la coparticipación de los municipios, sino cómo y cuándo va a pagar la Provincia a quienes les debe.


Y en este punto nosotros vamos a incorporar, específicamente como una propuesta concreta –más allá de que ratificamos nuestra decisión de votar en contra, tanto la Ley de Presupuesto como la Ley Complementaria– una incorporación puntual en el artículo 50 de la Ley Complementaria, en el dictamen de mayoría, con el objeto de reconocer como deuda a favor de los municipios y comunas los saldos que no se hubieran coparticipado por aplicación del 3113, mientras este tuvo aplicación.


¿Qué significa? Que si vamos a compensar deudas entre los municipios y comunas y Provincia, incorporemos el dinero indebidamente retenido por la Provincia a lo largo de los últimos años en virtud de este decreto 3113 que hoy, a través de esta derogación automática, están reconociendo que era injusto.


Cuando llegue el momento voy a acercar a Secretaría el texto de la propuesta de la incorporación al artículo 50.


Estoy tratando de no repetir conceptos. Nos sigue preocupando esta dependencia en el aumento de los ingresos a nivel nacional con respecto a los provinciales. Nos preocupa también esta tendencia ascendente a aumentar los recursos de libre disponibilidad. ¿Por qué nos preocupa? Porque tenemos que recordar la cantidad de leyes que hemos pedido durante el transcurso de este año que se reglamenten para que puedan ser aplicadas. El gobierno provincial, el Poder Ejecutivo, cuenta con importante cantidad de recursos libre disponibilidad que podría permitir, a partir de una decisión política concreta, por ejemplo, que se lleve a la práctica el Programa de la Diabetes; por ejemplo, que se aplique la Ley de Procreación Responsable; por ejemplo, que se aplique y se lleven a la práctica programas que tienen que ver con los deudores alimentarios, que ni siquiera requieren erogaciones presupuestarias, sino decisiones y, a lo mejor, transferencias de fondos mínimos para poder llevar adelante y en funcionamiento el sistema. Les seguimos autorizando recursos, siguen teniendo recursos por libre disponibilidad, se le sanciona la ley que les permite modificar cuanta partida quiere, desea y necesita, pero cuando llega el momento de implementar programas que tienen que ver con la prevención de la salud y de las necesidades sociales, de la familia y de la comunidad, resulta que por falta de reglamentación o por falta de voluntad política no se decide destinar esos fondos a esos destinos.


Hay un tema –que tiene que ver con esta delegación de facultades, que vamos a rechazar sistemáticamente, y no podemos dejar de mencionar– que es la fundamentación que da el Poder Ejecutivo en la remisión del Mensaje, que es la falta de sanción de la Ley de Administración Financiera y Control. Nosotros, lamentablemente, no tenemos la culpa de que esa ley no esté sancionada. Ese proyecto de ley que, entre otras cosas fue un compromiso, una necesidad planteada en el año 2001 por el Banco Mundial, perdió estado parlamentario, no por culpa de la oposición, porque el justicialismo tenía mayoría en ambas Cámaras, en los últimos diez años o más. Creo que si hay decisión política de transparentar la administración y la gestión en esta Provincia, no se soluciona delegando facultades, no se soluciona dejando que el gobernador y sus ministros hagan lo que nosotros tenemos que hacer, que es legislar, controlar, sino avanzar en la búsqueda de consenso para lograr estos mecanismos de transparencia, porque después le pedimos a los Municipios y a las Comunas que hagan lo que nosotros no somos capaces de hacer en la Provincia. Le exigimos a los Municipios y a las Comunas las transferencias de información de sus presupuestos, a través del criterio de universalidad, con todas las partidas de recursos, de gastos, ordinarios y extraordinarios, afectados y no afectados, resulta ser –como lo dije hace tiempo y lo planteaba el diputado Cecchi– que no es lo que sucede con la remisión del Presupuesto que corresponde a la Caja de Asistencia Social. Cuando pedimos a los Municipios y Comunas que, a partir del año que viene, envíen información sobre la ejecución presupuestaria bimestralmente, trimestralmente, pasamos bastante tiempo y logramos tener la información sobre la ejecución presupuestaria de la Provincia. Recuérdese que la ejecución presupuestaria del año 2003 logramos tenerla hace 10 días, luego de las gestiones que se hicieron a través del presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda al Ministro de Hacienda. 


Y para terminar, quería hacer un comentario con respecto al artículo 2º de la Ley Complementaria y la situación de los contratados. Ya el diputado Mascheroni comentaba nuestra intención de presentar un proyecto que tiene que ver con avanzar en una propuesta concreta que disponga, a través de una norma imperativa al gobernador, los mecanismos para garantizar la incorporación de estos trabajadores, trabajadores que en algunos casos hace más de 8 años que están prestando servicios a la Provincia, pero fundamentalmente que, en algunos. casos garantizan los servicios de determinados organismos de esta Provincia. Más allá de que uno pueda compartir o no la forma en que se produjeron las incorporaciones, no podemos negar la realidad de cada una de esas familias que necesitan la tranquilidad de la estabilidad laboral.


Por eso queríamos buscar otro mecanismo, porque el artículo 2º nos parece una norma demasiado permisiva porque, en la medida que otorga la facultad al Poder Ejecutivo de cumplir con acuerdos, pero en la medida en que lo permita el comportamiento esperado de la recepción de los recursos, es una norma muy permisiva, pero que a su vez se contradice con un límite que establece la misma ley complementaria en su artículo 11 cuando expresa: “Autorízase al Poder Ejecutivo a modificar la planta de personal del presupuesto vigente con las siguientes limitaciones:..” y paso al inciso b) “No superar el crédito total de las partidas de personal autorizadas para las jurisdicciones involucradas”.


Más allá de la intención –que todos compartimos– de la necesidad de buscar una solución a la problemática de estos trabajadores, entiendo que lo que se ha hecho desde el oficialismo ha sido gestionar todo lo que se pudo con el Poder Ejecutivo, y lo respeto, creemos nosotros que este no es el mecanismo que le garantice a todos y a cada uno la incorporación en tiempo y forma, creemos que a través de esta norma no le estamos dando la herramienta que el Poder Ejecutivo necesita para lograr esa medida porque estas disposiciones no le permiten crear vacantes –que es lo que decía el diputado Mascheroni– y esas son las dudas que queríamos superar. 


Pretendíamos que el Poder Ejecutivo envíe las modificaciones a la propuesta del presupuesto, como corresponde, a los efectos de garantizar no solamente el ingreso de los trabajadores no permanentes a la administración central sino fundamentalmente a los organismos descentralizados.


Nada más que para cerrar, voy a citar un pequeño párrafo que salió hace algunos días en el diario El Litoral, con referencia a la Ley de Pesca, en realidad, pero se puede aplicar a este tema como a otros. Finaliza el artículo diciendo: “Preocupa la falta de coordinación entre Gobierno y Legislatura en temas que deben resguardar el futuro de la Provincia, de sus recursos naturales y de la propia economía de la zona costera. Dentro de los cambios que se propone realizar el Poder Ejecutivo, cumplido el primer año, sería saludable que compartiera más la agenda gubernamental con los legisladores con el fin de trasladar a la población un mensaje más claro, además de ajustar clavijas con los órganos de control que de él dependen”.

SR. RITTER EÍ "UCR RITTER, Oscar" .– Pido la palabra.


Voy a ser extremadamente breve. En primer lugar, quiero decir que en el Presupuesto anterior se habían especificado las distintas obras públicas que se iban a realizar en la Provincia del año 2003 al 2013 y en este caso se han incorporado, al menos en el departamento Las Colonias, obras que nada tiene que ver con el Tesoro Provincial sino con el Fondo de Emergencia Hídrica que, según la planilla que nos han distribuido en su oportunidad, el total por departamento ascendía a 35 millones y sacando este fondo, que es la reconstrucción de los puentes sobre la Ruta Nº 70, lo presupuestado por el departamento llega a 7.155.000, para clarificar por lo menos, lo que es el estado del departamento Las Colonias.


Creo que lo ha expresado, tanto mi compañero de bloque, diputado Marcucci, como el diputado Cecchi, respecto a la coparticipación a municipios y comunas, pero han omitido, a mi entender, una de las viejas pretensiones que tenían distintos municipios y comunas de la Provincia, que era llegar al 100 por ciento de la transferencia de patentes, esta tan anunciada transferencia que en algún momento hizo el ex ministro de Hacienda, Mercier, actual senador, que indudablemente la situación de los municipios y comunas no ha cambiado en absoluto, ya que el 10 por ciento lo sigue reteniendo el Estado Provincial.


Quiero decirle que también desde esta banca y como militante del interior hemos reclamado en distintas oportunidades el destino que tenían los fondos de emergencia social o llamados fondos del conurbano. Y no simplemente hemos planteado la forma en que se manejaba esta caja, que tiene el Poder Ejecutivo provincial para distribuir de una manera desmedida y desproporcionada en distintas localidades de la Provincia, sino que cuando se les quitó la coparticipación a los municipios, se hizo a todos los municipios de la Provincia.


Por eso, cuando se trate en particular, voy a proponer un agregado en el capítulo VI, que se incorpore un monto para el Fondo de Emergencia Total Provincial y que sea destinado a todos los municipios de la Provincia que no perciben estos fondos.


Por otro lado, también quiero hacer hincapié, ya que aquí enfrente, en la plaza, tenemos la organización de pescadores que se dedican a la parte comercial, que quien habla, como es de público conocimiento soy un pescador deportivo, pero sí me preocupa el poco aporte económico que se le da a la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Provincia, ya que en el año 2004 fue presupuestado 2.491.000 pesos y en lo que va del año 2005 está presupuestado 2.985.000 pesos; esto, en un marco en el que queremos que esta Secretaría actúe como corresponde, dándole los recursos, por supuesto, que tiene que tener para, en definitiva, hacer funcionar y reglamentar la Ley de Pesca.


Para terminar, el otro tema que quedó pendiente es el de la Empresa Provincial de la Energía, tema que no es menor. Hoy por hoy, hay un mensaje del Poder Ejecutivo y proyectos de distintos legisladores por los cuales se vuelve a transformar la Empresa Provincial de la Energía, pero sigue vigente la ley que aprobó la anterior Legislatura, por la cual se propone la venta de dicha empresa.


También vimos que el señor interventor, cuando vino a la Legislatura, sostenía que dicha empresa necesitaba alrededor de 100 millones de pesos de inversión inmediata para su sustento y vemos que en el presupuesto 2005 solo está presupuestado el orden de los 17 millones de pesos.


Quiero hacer estas dos salvedades y, por supuesto, adelantar el voto negativo a la Ley de Presupuesto del año 2005.

SR. CASTELLANI EÍ "UCD CASTELLANI, Carlos" .– Pido la palabra.


Ha sido una larga lista de oradores, pero muy brevemente quiero dejar sentada mi posición.


Como decía el diputado Brignoni, hay muchas cosas que seguramente hay que discutir. Es verdad que estuvimos en la Federación Gremial, días pasados, y que hubo una serie de planteos de los empresarios privados de los cuales yo también me hice eco. Uno de ellos, por ejemplo, es el tema de los bancos oficiales, fundamentalmente, el Banco de Inversión y Desarrollo, cuyos créditos recuperados van a Rentas Generales, cuando tenían socios, empresarios o emprendedores. Empresarios parecería ser una mala palabra, muchas veces en el recinto, entonces digamos también emprendedores que en su momento apostaron a eso y que me parece que tendrían también el derecho de recuperar.


Creo que acá se cuestiona muchas veces la rentabilidad y que a alguien le vaya bien me parece que es el presupuesto como para que de alguna manera pueda haber una generación de empleo. Por eso, creo que hay muchas cosas que, probablemente, se dan muy a la pasada. Deberíamos discutirlas más a fondo.


De todas maneras, un Presupuesto que aumenta los gastos y los gastos corrientes, no es del agrado de uno, en la política que viene sosteniendo, pero, en definitiva, es una herramienta que tiene el Gobierno para gobernar y mi voto va a ser favorable al Presupuesto. En definitiva, lo que uno pide es que se administre bien. Lo que le puedo pedir a un Estado, cuando esté en función de Gobierno, es eso, que se administre bien; que trate de hacer obras, que devuelva a la ciudadanía lo que paga por impuestos, para que la producción también, no sólo la ciudadanía, pueda aportar lo suyo, y que trate de bajar la presión impositiva, no de aumentarla como muchas veces ocurre, para que la actividad privada sea la que multiplique de alguna manera los bienes, porque el Gobierno vive de la actividad privada, también.


De manera que, desde esta banca y sintiéndome como siempre como aliado de la mayoría, voy a apoyar este Presupuesto, a pesar de que como decía anteriormente el diputado Brignoni, hay muchas cosas. Probablemente, cada uno tengamos matices y cosas para discutir.


Pero no quería dejar pasar este momento, porque parece ser una marca registrada, por ejemplo, el hecho de que los años ’90 fueron los causantes de todos los males que hoy padece el país.


Y el diputado Marcucci, sobre todo, ha nombrado en reiteradas oportunidades una palabra, que es el neoliberalismo y que, en realidad, yo ya tuve otros debates y discusiones, con Patricio Echegaray, por ejemplo, y también me gustaría, en su momento, poder tener un debate a fondo para ver qué significa realmente la palabra neoliberalismo. Por supuesto, yo no me hago cargo de eso, yo digo que soy un hombre de extracción liberal y eso sí me parece que es bueno, a pesar de que sé que por ahí no hay consenso.


Si a otros países del mundo les fue bien con esa política de sentido común, que yo llamo ser de extracción liberal, por qué no a la Argentina. Será porque no hicimos bien las cosas.


Pero de todas maneras, muchas veces se usa la palabra neoliberalismo –que no termino de entenderla– como para encontrar un enemigo común, como para que todos los males sean en función de él y, cuando ya no está, suponer entonces que tenemos todo solucionado.


Lo que nos va a pasar es que, al cabo de algunos años, cuando veamos que no es eso lo que nos gobierna y sigamos teniendo problemas, entonces, estemos buscando –aunque a muchos no les guste– una realidad donde nuevamente tengamos que buscar los responsables. Me parece a mí muy de fondo, aunque hoy sea el tratamiento del Presupuesto. 


Yo creo que, realmente, la Argentina de los años 91 a 96 como mínimo –después no–tuvo un buen período. Pero si eso no fue bueno, me pregunto si fue el responsable de todos los males ¿qué pasó? Si neoliberalismo como dicen algunos, fue la época de Alfonsín, por ejemplo, donde realmente la inflación crónica fue mala para el país. Fue mala para las empresas también, porque lo vivimos muchos. Y todos creen que solamente en esa última época las empresas se vieron perjudicadas y, sin embargo, fueron muriendo por la inflación, por no saber cómo producir, sino por especular, porque cuando la inflación es crónica solamente se tiene en cuenta cómo vender mejor y no cómo producir mejor.


Me pregunto si después no existió –después de ese neoliberalismo, como se lo designa, que yo no creo que sea esa la palabra– una Alianza, donde estuvo Fernández Meijide, donde estuvo el Chacho Alvarez, donde se dijo ser progresista y donde, según mi criterio –y puedo estar equivocado–, realmente fue la época nefasta que echó por tierra todo lo que se había hecho en algún otro momento.


Me pregunto también si neoliberalismo es Chile, por ejemplo, que va adelante de los países latinoamericanos, porque hace acuerdos de libre comercio y porque tiene políticas que, realmente, son estables en el tiempo, y lo gobierna un partido socialista, por ejemplo, que va –como dije– adelante y que está practicando esas políticas que hicieron grandes a otros países. A mí no me cabe duda de que Chile ha bajado la pobreza y están en buen camino porque no echa por tierra todo lo que hizo el gobierno anterior, sino que toma las cosas que realmente hizo bien.


Hay muchas cosas que no les voy a hablar en este momento. En el tema del campo, y cito al diputado Marcucci, si se está exportando soja o si estamos exportando minerales, cosa con la que no estoy de acuerdo. Nosotros tenemos que aprovechar lo que tenemos, por supuesto, conservando el suelo, conservando la tierra. Pero muchas veces queremos denostar las buenas épocas y las buenas cosas que tenemos afectándolas y equivocándonos. Entonces, cuando no tenemos un buen diagnóstico, es difícil después hacer las correcciones. Solamente, creo que hubo un buen período en la República Argentina, a principios de siglo, cuando ocupamos un buen lugar en el mundo. Después hubo dos gobiernos, que creo que fue un período de Frondizi y un período de la década del 90, del 91 hasta el 96. Creo que los demás gobiernos, incluyendo a los militares y democráticos, no estuvieron a la altura de las circunstancias.


Esto es lo que quería marcar, porque me parece que se estaba equivocando en ese sentido y quería, desde esta banca, exponer la posición que uno tiene diciendo que vamos a apoyar el Presupuesto en este caso.

SR. PEIRONE EÍ "PJ PEIRONE, Ricardo" .– Pido la palabra.


Tratando de ser lo más breve posible, voy a formular algunas aclaraciones y, en lo posible, algunas precisiones. En algunos de los casos, además de que se traducen en precisiones, intentarán, al menos, acercar posiciones en orden de que algunas cuestiones que se han afirmado no tienen que ver con la realidad en cuanto a la construcción del Presupuesto. De modo que esto no es una reapertura de la polémica, simplemente es la búsqueda de la aclaración de más de una de las posiciones que han sido desgranadas a lo largo de las ponencias de diez colegas, nueve de los cuales creo que van a votar en contra de la Ley de Presupuesto y Ley Complementaria.


En primer instancia, a mí me interesa ubicar históricamente el aspecto que hace a la modificación de la estructura de los ingresos entre los distintos niveles del Estado. Se ha manifestado aquí y se ha ubicado. De este modo, la Provincia de Santa Fe ha ido perdiendo recursos no coparticipados y se ha soslayado, al menos cuando se hizo una comparación de mediano plazo –esto es, cuando se han comparado dos períodos que en el tiempo se alejan en aproximadamente diez años–, no se ha tenido en cuenta que en realidad hubo un aspecto que modifica abruptamente la estructura de la tributación en nuestro país, que fue el Pacto Fiscal para la Producción, el Crecimiento y el Empleo, que es de principios de los 90. Y al margen que yo esté formulando juicios de valor respecto del Pacto Fiscal, estoy queriendo afirmar que eso es lo que comienza a modificar, en profundidad, la estructura tributaria de la Nación y también de las provincias, y en particular de nuestra Provincia.


Ustedes recordarán que el Pacto Fiscal al que estoy aludiendo comienza a tener efecto en el período 1994, en nuestra Provincia. Una de las cuestiones que allí se planteaban era la desarticulación de todos los impuestos denominados locales. Los impuestos locales, en la terminología tributaria, son aquellos impuestos no federales, sino de orden provincial, municipal o comunal; esto es, tasas, contribuciones o impuestos, recursos, que deberían desaparecer. En su reemplazo, los tributos que suplantaban a los tributos locales eran IVA, Ganancias, Impuesto Internos, aquellos que fuesen coparticipables, y tiempo después, el Impuesto a los Débitos y Créditos Bancarios. 


Como muchos de los programas nacionales en nuestro país, el mismo quedó inconcluso por dos puntas. Primero, porque en realidad, el Pacto Fiscal para la Producción, el Empleo y el Crecimiento cumplió algunas de sus pautas, cual era la de garantizar un piso y un techo, cuestión a la que muchos años después se ató el 3113, se ató al artículo 2º, inciso b), del Pacto Fiscal. Y además, porque, por vía de los municipios y comunas no se desarticularon los tributos de esta jurisdicción y el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, el Impuesto sobre las Actividades Económicas, se desarticuló solo parcialmente. Pero esto produjo una profunda modificación en el mapa tributario argentino, dándole preeminencia a partir de fines de la década pasada, en el inicio del 2000, y de ahí en adelante, más abruptamente, hay una declinación de los tributos provinciales en favor de los tributos nacionales, sobre todo potenciado por una reactivación que ha permitido generar rentas de esa naturaleza y no rentas recaudadas por Ingresos Brutos.


Para decirlo en pocas palabras, la reactivación económica afecta o le da entidad a impuestos nacionales muchísimo más que a Ingresos Brutos, que grava solamente el comercio y los servicios. No se trata de una actitud pasiva frente a la tributación de parte de la Provincia de Santa Fe. Se trata de la diferencia cualitativa producida por medidas de política económica de una década atrás.


Esto quiero decirlo, porque de lo contrario estamos comparando lo que no es comparable, esto es, impuestos que tienen una alta elasticidad frente a una alta repercusión en cuanto a la reactivación económica interna, con impuestos que no tienen el mismo grado de elasticidad, cual es Ingresos Brutos vinculado a los servicios y al comercio. No olvidemos que el resto de los tributos nacionales coparticipables tienen una vinculación con la actividad primaria y secundaria –esto es el agro, la ganadería y la industria–, característica que no tiene Ingresos Brutos provinciales.


A ese respecto, también debo manifestar, y para establecer con esto un paralelo, que cuando nosotros discutíamos y analizábamos, en relación al Presupuesto del ejercicio que está transcurriendo y que concluye el 31 de diciembre de 2004, el Programa de Financiamiento Ordenado, que era un programa vinculado íntimamente a la necesidad de cobro de acreencias y a la compensación de deudas que la Provincia tenía con la Nación, hubo dos o tres planteos.


En primer lugar, en esa compensación de créditos y deudas se me preguntó si el saldo era a favor o en contra de la Provincia. Y yo respondí que era a favor de la Provincia y di la cifra. Al mismo tiempo planteé que era una correcta medida, cuestión que –y valga que lo diga ahora– no solo no fue compartida sino que fue rechazada por el conjunto de la oposición. 


Como en general, las medidas que se toman, es necesario luego verlas en el resultado concreto a través de varios meses o a través del transcurso de un ejercicio, a mi me interesa informarle a esta Cámara lo que ha obtenido en concreto la Provincia de Santa Fe en cuanto a ingresos. La Provincia de Santa Fe, desde la firma del Programa de Financiamiento Ordenado, obtiene casi 30 millones de pesos mensuales de ingresos adicionales. 14.985.000 pesos los obtiene porque la Provincia de Santa Fe no trasladó a la Nación su deuda pública de mediano y largo plazo. Esa decisión implicó compartir un 13% de coparticipación y, a su vez, la medida de no transferirle, además, a la Nación el problema de la emisión de moneda fiduciaria, de moneda de curso forzoso, cuales eran los bonos de otras provincias. Las dos decisiones tomadas en su oportunidad, decisiones que habitualmente las otras provincias tomaron en los años 2001 y 2002, están, no devengando solamente, que sería el derecho de cobro, sino otorgándole ingresos extraordinarios por casi 15.000.000 de pesos mensuales en este momento a la Provincia de Santa Fe. El acuerdo firmado en la ciudad de Rafaela, en ocasión de la visita del presidente con el gobernador, de saneamiento de los organismos de previsión –vamos a decirlo, de la Caja de Jubilaciones–, le proporcionan 10.000.000 de pesos mensuales adicionales. Y la consolidación de la deuda de Vialidad Nacional con Vialidad Provincial, le ha otorgado desde el principio de la firma del Programa de Financiamiento Ordenado, hasta el día de la fecha, casi 26.800.000 de pesos adicionales. 


Esto lo estoy mostrando y planteando para información pero, al mismo tiempo, para ver el resultado de aquello que nosotros afirmamos hace unos meses atrás. Yo respondí claramente dos cosas: primero, que el Programa de Financiamiento Ordenado era una medida sana y justa de parte del gobierno de la Provincia y que, además, le proporcionaba un crédito neto adicional a cobrar durante casi 36 meses. Además había planteado las condiciones de ese crédito y el monto. Pero era probable que yo hubiese inventado o hubiese tenido una salida elegante para responder en ese momento. Pero a varios meses les estoy dando las cifras y el resultado de haber tomado una sana medida. En este momento, además, estoy afirmando otra cuestión relativa a la política económica. La estructura recaudadora de la Provincia de Santa Fe no es, de ninguna manera, de las más eficientes del planeta ni siquiera de aquí, de este país, no es de las más eficientes y todos lo sabemos; pero de allí a adjudicarle la responsabilidad en el cambio del mapa tributario argentino hay una distancia bastante grande. 


Hay otro aspecto que me interesa aclarar porque no es de una magnitud despreciable, y ya con el anterior Presupuesto a veces hacíamos afirmaciones como que determinado gasto no tenía mucha incidencia, no tenía mucha importancia o no debía considerárselo. Me da la impresión, al menos, de que en alguna de las afirmaciones no se tuvo en cuenta con demasiada profundidad la incidencia de algunas decisiones tomadas.


Cuando se habla de la superabundancia de los recursos en este momento, en principio, debo recordar lo siguiente. Cuando hacíamos el análisis del presupuesto 2004 hubo afirmaciones tales como “el superávit no es superávit, no existe” y ahora escuché afirmaciones de que tenemos en caja casi mil millones, 800 y pico. A mí se me hace una confusión. Al principio de este debate de los presupuestos el superávit no existía y ahora tenemos una montaña de dinero en caja. Sinceramente, no atino a darme cuenta cuál de las dos afirmaciones es la realidad. Creo que ni una ni la otra porque, además, no se ha tenido en cuenta que, analizado el gasto –específicamente el incremento del gasto del presupuesto en personal– este año se llega a más de 641 millones de pesos adicionales. El total mensual de diferencia de erogaciones por incremento de sueldos comparando octubre del 2004 con mayo del 2003, es comparar 217.170.000 pesos con 166.000.000 pesos. Anualizado, implica un gasto de 2.766.000 de pesos contra 2.124.500 y una diferencia en el gasto neto salarial sin otro cómputo que los salarios de 641.180.000 pesos. Debemos tener presentes estas cuestiones para no magnificar los excedentes y no querer explicar lo que en realidad no existe; esto es, excedentes que no están y sí ubicar compromisos que no estaban en el inicio del presupuesto y que se han adquirido después en las negociaciones, en este caso, salariales.


Otro aspecto que quiero manifestar, también con la absoluta convicción de que me interesa hacer aclaraciones respecto de cuáles son las cifras que nosotros manejamos para hacer algunas afirmaciones: el Ministerio de Salud y Medio Ambiente creció en 40.800.000 pesos. Ese crecimiento del gasto en 41 millones, aproximadamente, está materializado en la regularización de todo el personal de los Samcos en todo el territorio de la Provincia en el marco de la Ley 12.125, en la recategorización de centenares de enfermeras en todo el territorio. Cuestiones que nos llenan de orgullo y que, en definitiva, implican sí un crecimiento del gasto por la regularización de la situación de centenares de trabajadores y de centenares de personas que, forzadamente, habían sido contratadas con recursos de la comunidad bajo una ley que es de difícil ejecución, que es controvertida, una ley que, quizás en algún momento, haya que revisar en cuanto a las implicancias, pero una ley que, en definitiva, hace cargo a la Provincia de numerosos compromisos y erogaciones que en este caso, implican una salida adicional de dinero y mayores compromisos presupuestarios. Pero, a su vez, está la adquisición de 25 ambulancias, la apertura de 50 centros nuevos de salud, la terminación de los hospitales de Tostado, de Reconquista, el complejo Hospital Italiano-Iturraspe en Santa Fe, Centenario de Rosario, el de Villa Gobernador Gálvez y la construcción o inicio de construcción de un nuevo hospital provincial en la ciudad de Rosario.


Creo –y me lo planteo como se lo plantea medio mundo– que, en general, nuevamente podemos tomar aquí dos puntos de vista: distribuimos el gasto en función de la cantidad de personas o lo distribuimos en general según las necesidades de esas personas, que son cuestiones muy diferentes.


Cuando se mencionó la supuesta capacidad de lobby para incrementar el presupuesto para el Hospital Jaime Ferré, que es el hospital regional de la ciudad de Rafaela, en realidad, lo que creo que se omitió es considerar que el hospital es regional. Se están comparando –y lo digo con todo respeto– peras con melones.


El hospital no atiende rafaelinos. Los rafaelinos que se atienden en el Hospital Jaime Ferré son menos del 30 por ciento, el 70 por ciento restante son habitantes del norte santafesino en la franja del departamento 9 de julio y algunos departamentos aledaños. De modo, entonces, que son recursos que se vuelcan en la provincia, no para atender los enfermos de la ciudad, sino para atender, básicamente, enfermos de otras zonas.


Por supuesto que la demanda de prestación de salud de este hospital ha crecido, pero si esa comparación la trasladamos a todos los efectores públicos de salud de carácter provincial, es indudable que estamos equivocando el cotejo de gastos y vamos a magnificar la distribución del gasto en favor de algún efector de manera innecesaria.


En general, frente a este tema, creo que cuando se hacen apreciaciones respecto, por ejemplo, de la migración interna, esto es del abandono de sus lugares de origen por parte de pobladores de zonas alejadas de los centros más poblados, yo tengo precisamente que hacer la misma conceptualización que hice para un hospital regional y los recursos destinados a ello.


La gente no elige dejar sus zonas, alejarse de sus raíces, de sus ancestros, de su modo de vivir y de producir, para irse a vivir a Rosario o venir a vivir a Santa Fe o ir a Rafaela. Lo hace, porque en esos sitios es donde, históricamente, el Estado santafesino, aún en las peores condiciones históricas, coyunturales, presupuestarias, más inversiones ha hecho y hay mucha gente que se desarraiga con el propósito de tener salud, un plato de comida, una escuela cerca, tener agua potable en muchos casos y tener algún tipo de servicio adicional con el que no cuenta cuando está en departamentos alejados de absolutamente todo.


Por esta razón, ese factor de migración interna esta indicando, a las claras, que no es cierto, es absolutamente falso cuando estamos planteando el hecho desequilibrante de la distribución del gasto. No existe un efecto desequilibrante en la distribución del gasto; no existe en esto la regla de prorratear matemáticamente per cápita, porque eso conlleva, básicamente, a la profundización de los desajustes.


La gente elige vivir –desarraigándose– en los centros poblados porque allí los servicios son mayores y mejores. Esto quiere decir que el Estado los ha mirado de manera mucho más continua aún cuando, probablemente, no los mire de la manera que nosotros quisiéramos.


En lo relativo al Ministerio de la Producción, creo que ya, en otra oportunidad, hemos hablado hasta el cansancio respecto a este punto, pero no obstante eso, podríamos hacer las cuentas de nuevo.


Si nosotros queremos decir que este Gobierno, como los anteriores, en todo caso, que tenían con el Ministerio de la Producción un aparente trato discriminatorio, porque le otorgaba, en términos de gastos burocráticos, un porcentaje ínfimo, no estamos haciendo una comparación, a nuestro juicio, correcta en términos de fomento de la producción.


El Ministerio de la Producción, aún con más de 40 millones de pesos, indudablemente es un presupuesto pequeño. Sin embargo, el fomento de la producción no es solamente destinarle recursos al Ministerio de la Producción, aún cuando muchas de las partidas que se abren en favor de ese ministerio para que las redistribuya, sean o estén destinadas específicamente a alentar a los sectores del agro, de la industria, de los servicios, del comercio.


Como lo manifesté en mi anterior intervención, la construcción de defensas costeras, de caminos, de zonas francas, la estructuración o implementación de planes de recuperación de caminos, de puentes, los estudios de infraestructura productiva, aún cuando no impliquen ejecución de obra concreta, y el presupuesto del Ministerio de Recursos Hídricos, más el gasto tributario, que implica la reducción en un punto de la Ley 5110, nos da un número absolutamente diferente a los 40 y pico millones del Ministerio de la Producción.


Y esa cifra es la que, básicamente, intenté demostrar antes es la inversión en bienes de capital que hace el Gobierno de la Provincia, es la desgravación impositiva y es la suma de los presupuestos de más de un ministerio.


Cuando el eje del gasto se pone específicamente en la inversión y la producción, son otros los números que hay que mirar. Si la estructura es burocrática, un Ministerio de la Producción solamente paga sueldos y allí se termina toda la política productiva. Si el afán de un Gobierno es desarrollar la actividad del agro, de la lechería, de los frigoríficos, las actividades industriales, prepara las bases para hacer caminos, para favorecer la instalación de puertos, zonas francas, etc. Y eso tiene otro números y otra sumatoria, que es bastante diferente a los números puros del Ministerio de la Producción. En todo caso, deberíamos sumar Recursos Hídricos por más de 40 millones, 22 millones de exención de Ley 5110, los 460 millones de obras viales, los más de 40 millones del Ministerio de la Producción.


De modo entonces, que sigo insistiendo, como además lo hice con el Presupuesto 2004, que ese es el modo de medir si es que se quiere considerar que la columna vertebral de un presupuesto dedicado a la producción es eso y no otra cosa.


En relación a los fondos de juegos de azar, yo sinceramente creo que conceptualizar que la Provincia tiene fondos en negro es aventurado. Y, sobre todo, es aventurado porque puede ser una invitación formal a hacer una denuncia penal en este sentido y creo que lo podrían hacer con todo derecho; pero nadie lo haría y, además, si está hecha no tiene andamiento porque, en realidad, estos fondos son extrapresupuestarios, pero son fondos que están contenidos en el balance de la Caja y están auditados por el Tribunal Fiscal de la Provincia.


El artículo 2º de la Ley Complementaria, según el dictamen de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, dice: "Facúltase al Poder Ejecutivo a modificar los rubros de recursos, erogaciones, erogaciones figurativas y aplicaciones financieras del Presupuesto de la Administración Pública Provincial en la medida en que sea indispensable para el desenvolvimiento de los servicios, dar cumplimiento a los acuerdos celebrados en el marco de la Ley Nº 10.052, ampliar el Plan de Trabajos Públicos, con el objetivo de procurar un adecuado equilibrio departamental…", etc. etc. Y el final: "Las disposiciones que se adopten por aplicación del presente artículo deberán ser comunicadas a las Honorables Cámaras Legislativas dentro de los 15 días posteriores a su dictado". Esto es el dictamen de mayoría, es el artículo 2º de la Ley Complementaria, no hay ninguna modificación, por lo cual la aclaración viene a cuento de la afirmación de que el dictamen de mayoría de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, en el artículo 2º no fue respetado.


En lo que refiere al material que fue entregado, para el análisis del Presupuesto, a todos los que lo requirieran de las distintas comisiones –y preferentemente a los miembros de la Comisión de Presupuesto y Hacienda–, está debidamente documentado y, además, precisado fecha por fecha y, en realidad, aún cuando este aspecto no fue mayormente cuestionado porque, en definitiva, el material con el que se contaba fue entregado y si no lo teníamos se diligenció, quiero hacer constar que, además de la información adicional a todo lo que hemos tratado, lo que cuenta cada uno de los colegas aquí presentes es exactamente lo mismo con lo que hemos contado desde nuestra tarea de miembro informante. Vale decir que el material con el que no contaban ustedes, no contaba yo tampoco para el análisis. De modo entonces, que me libero de cualquier responsabilidad y, además de eso, de cualquier cargo que se pueda plantear en cuanto a que algún material fuese escamoteado. Sinceramente, todo lo que había es lo que se ha entregado. Francamente, creo que hay alguna información adicional más que hubiese sido dable recoger, recuperar con el propósito de hacer un análisis, pero me parece que muchos de los materiales con que se ha contado para el análisis es material que no se ha contado en presupuestos anteriores. El ejemplo que voy a dar es el caso de la discriminación pormenorizada de trabajos públicos departamento por departamento, zona por zona, cuestión que nunca antes se había desagregado ni distribuido.


Por último, a mí me parece que hay un punto sobre el cual hemos debatido a lo largo de todo el año, desde el presupuesto, inclusive desde el inicio del tratamiento y de la discusión para derogar el decreto 3113.


Nosotros lo que creemos haber dicho en cada una de las circunstancias y lo hemos repetido hasta el cansancio es que cada una de las medidas que se tomaban, eran medidas que, al mismo tiempo, tenían el propósito de ir revisando algunos de los actos y de las normas con que contaba la Administración Pública para la distribución de los recursos, muchas de las cuales eran enmiendas parciales pero que abrían paso a la voluntad de la derogación de todos aquellos instrumentos legales que afectaban el prorrateo de los recursos hacia municipios y comunas.


Cuando comenzaron a distribuirse fondos a través de mecanismos, como los decretos firmados por el señor Gobernador en varias oportunidades, que derivaron o derivarán finalmente en la distribución adicional de 76 millones de pesos a los municipios y comunas, y que finalmente terminan concluyendo en la derogación de este decreto tan mentado, implica que en cada una de las oportunidades que nos tocó exponer respecto de estos puntos, hemos dicho claramente lo que se iba a hacer y en cada oportunidad hemos reconocido, si había que hacerlo, las limitaciones de las medidas con las que contábamos o con las que podíamos contar en el momento en que se tomaban.


Pero en ningún momento fue cambiada la naturaleza de lo que decíamos, por una norma, ni tampoco se ha cambiado la voluntad por un acto que no hubiese sido de nuestro agrado. Esto es, en ningún momento hemos dicho “nosotros vamos a favorecer la coparticipación, sobre todo, a municipios y comunas”, y luego no cumplir con esa palabra empeñada.


Hay otros aspectos que me hubiese gustado también que se reconocieran pero, de todas maneras, cada uno cumple su rol, y yo voy a cumplir el mío acabadamente, porque creo que debe hacerse en toda su dimensión.


El cambio de reglas de juego que implicó la pérdida del uno a uno, significó para muchos municipios y comunas –sobre todo pequeñas–, atados a créditos del Programa Municipal de Inversores (Promudi), un cambio tan brusco en las reglas de juego, que los ponía al margen del equilibrio y, sobre todo, al margen de la solvencia financiera.


La actitud que la Provincia tuvo, de hacerse cargo de la diferencia de cambio, es una actitud no solo encomiable, sino una actitud de estar al lado de los municipios y comunas. Me parece que, además del significado que tiene esto, es un significado que se puede atar a otros decretos que yo he mencionado en mi primera intervención de esta tarde, como el 1017 y el 1048, la derogación final del 3113, y también a las múltiples actitudes claramente demostrativas de que no se ha intentado, con municipios y comunas, establecer reglas de juego incumplibles.


Finalmente, el agregado del título específico a la resolución final del sistema de compensación de créditos y deudas, marca el punto final para los municipios que eran acreedores y durante años no pudieron cobrar, y el punto final para la resolución de sus conflictos, de municipios que eran claramente deudores y que, en la mayoría de los casos, si no en todos, en la contracción de esa deuda no habían tenido absolutamente nada que ver.


Me gustaría sí mencionar para el ejercicio, la Ley Complementaria. Les voy a leer, brevemente, algunos de los decretos –y los por qué– que se han dictado en el transcurso del 2004, en el ejercicio de los superpoderes del Gobernador, con el propósito de modificar el Presupuesto. No son todos los decretos, pero no son muchos tampoco, son una veintena, de los cuales se extractan dos, que están relacionados con ingresos: el 1148 y el 0184. En uno de ellos se adecua a la partida de ingresos para contabilizar un excedente de ingresos por recaudación de ganancias y bienes personales –dos tributos nacionales coparticipables–; y el segundo: adecuación del cálculo de recursos por imperio de la Ley 11.103 modificando el Presupuesto del año anterior; y algunos decretos para que veamos en qué casos se han modificado partidas de erogaciones: el decreto 648, para repavimentar la Ruta 168, en el tramo Santa Fe-Túnel Subfluvial; el decreto 572, para ampliar la partida destinada a remodelar el Aeropuerto de Sauce Viejo; el 918, para ampliar la partida destinada al Plan Provincial de Seguridad; el 1.822 modificado para construir el Pabellón Nº 7 de la Cárcel de Las Flores; el 1.714 para redeterminar el precio del Nuevo Hospital de Tostado; el 1.379 para elaborar el proyecto ejecutivo de la Nueva Terminal de Pasajeros del Aeropuerto de Rosario; el 1.394 para el mejoramiento de la Ruta Nº 4 en un convenio con las comunas aledañas; el 1.465 para adecuar el sistema de descarga Leyes-Setúbal, tramo aliviadores Ruta Provincial Nº 168; el 1.316 para iniciar obras en el Aeropuerto Internacional Rosario; y el 1.362 para construir sector alojamiento y circulación restringida en el Instituto de Recuperación del Adolescente de la ciudad de Rosario. 


Esas son las normas que modifican partidas, dos en ingresos y algo menos de veinte para egresos.

–
Ocupa la Presidencia el vicepresidente segundo, diputado Roberto Gustavo Dehesa.

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


Realmente, ha logrado confundirme el señor diputado, porque mi máxima aspiración esta noche era terminar como un buen aspirante a almacenero y corro el riesgo de que me terminen bochando porque ni siquiera sirvo como verdulero al no poder diferenciar las peras de los melones.


Vamos a ver si la cosa es efectivamente así, como lo dice el señor diputado que además es contador. O no me escuchó o quiere escuchar lo que él quiere. Habla de la modificación estructural del régimen tributario de la Provincia de Santa Fe que se inicia en el año 1993. Yo comparé la pérdida de autonomía financiera a partir del año 2000, y a partir del año 2000 no hubo más cambio en la situación tributaria en Santa Fe. Y es más, cuando lo hubo en su momento, eximiéndose a la industria de pagar Ingresos Brutos, se lo compensó elevando las alícuotas al comercio y a los servicios. En aquel entonces, el ministro de Finanzas era el doctor Mercier, y Mercier decía como Ministro de Finanzas: ”Me van a agarrar el día del kilo a mí los de la Nación. Yo primero me voy a asegurar la continuidad de los ingresos tributarios provinciales y después voy a adherir a las exenciones impositivas de ingresos brutos a la industria”. 


De manera tal que aún esa adhesión de la Provincia de Santa Fe a aquel Pacto Fiscal no significó merma de Ingresos Brutos al erario provincial. Y reitero, señor presidente, de la ejecución presupuestaria del año 2000 surge que el 54 por ciento de todos los ingresos provinciales fueron genuinamente locales y el 46 por ciento fueron ingresos por coparticipación federal. Pasaron 5 años sin cambios en esta estructura tributaria y hoy la Provincia prevé ingresos para el año que viene del 41 por ciento, como ingresos tributarios provinciales, y del 58 por ciento como ingresos tributarios de coparticipación federal. Esto equivale a una caída de la independencia financiera de la Provincia del 23,51 por ciento. Me ratifico plenamente en los números que dije.


Ahora bien, con respecto a la coparticipación federal. Corría efectivamente el año ’92 y aquel generoso gobernador, adhiriendo a las políticas del presidente Menem, suscribe aquel pacto por el cual resigna el 15 por ciento de coparticipación federal y, además, una suma fija de 43,8 millones de pesos mensuales en el conjunto de las provincias argentinas, con el objetivo de cubrir desequilibrios fiscales, y de esta exacción que hace la Nación le devuelve a la Provincia de Santa Fe 6 millones de pesos. Esta exacción que se transfiere a la Nación, por supuesto se deja de coparticipar a las comunas y municipios, pero de los 6 millones de pesos que la Nación le devuelve a la Provincia para cubrir los déficit presupuestarios no se coparticipan ni un peso a comunas y municipios. En aquel entonces, la garantía de coparticipación federal era de 725 millones de pesos que al año siguiente, a partir del 1º de enero del 94, se lleva a 740 millones y dice el pacto que menciona el señor diputado del 12 de agosto de 1993, Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento, que cuando este piso, garantía de los 740 millones supere a los 800, ese excedente las provincias asumen el compromiso de utilizar este excedentes para cancelar deudas consolidadas contraídas previamente a la firma del pacto o para financiar erogaciones de capital y programas de reforma del Estado.


El gobierno de entonces entiende, equivocadamente, que estos eran fondos de asignación específica y se los detrae de la coparticipación a comunas y municipios. Eso provocó una permanente pérdida en la coparticipación a los gobiernos locales que se blanquea en los presupuestos de los años ’93; ’96 y ’97 como excedente de coparticipación federal y luego como cláusula 2º, inciso 8) del Pacto Federal del 12 de agosto.


Pasa el tiempo y había que legalizar la trampa, y la legalización de la trampa viene justamente a través del 3113; y ahora se dice que se deroga el 3113, sin volver al viejo régimen de coparticipación. Lo señalé yo, se vuelve al Presupuesto del año 2001. Si será arbitrario volver al Presupuesto del 2001, de ahí que se extrae de la coparticipación federal el 9,5 por ciento de la misma, que es lo que está en el Presupuesto que estamos debatiendo, que si en vez de volver a las cifras del Presupuesto del 2001, se volviera a la ejecución presupuestaria del 2001 –que sería mucho más sensato porque son los números reales–, la detracción en vez de ser del 9,5 por ciento, sería del 7,5 por ciento. Esto demuestra la arbitrariedad o, en última instancia, la decisión política del Poder Ejecutivo sin el menor viso de racionalidad y sin el menor viso de objetividad, pero además se le devuelve a la Provincia, el 13 por ciento por no haber transferido deudas.

–
Ocupa la Presidencia su titular, diputado Edmundo Carlos Barrera.

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– ¡Claro! ¿Por qué Santa Fe no tuvo necesidad de transferir deudas? Simple y sencillamente porque se financió con lo que le quitaba a las comunas y a los municipios.


El esfuerzo financiero que, eventualmente, pudo haber hecho la Provincia fue, fundamentalmente, a expensas de las Cajas de los gobiernos locales, de manera tal, que el esfuerzo fue compartido, en le mejor de los casos. 

No hay argumento objetivo, racional, ni mucho menos legal, para justificar esta exacción y no voy a releer los objetivos de esos pactos, cuando hablaban de la transformación del Estado tanto provincial como municipal.


Tenía algo más con respecto a esto pero no voy a demorar a la Cámara, simplemente voy a mencionar el artículo 5º del último pacto, por el cual se le reintegra a la Provincia de Santa Fe el famoso 13 por ciento. Dice: “En el ámbito de cada jurisdicción provincial se aplicarán los mecanismos e instrumentos financieros de liquidación de los fondos de coparticipación con los municipios similares a los establecidos entre la Nación y la Provincia.” Lo dice el Pacto Fiscal correspondiente.


También se tocó el tema de que el de Rafaela es un hospital regional y el Hospital Gutiérrez de Venado Tuerto también es un hospital regional y la salud pública de la ciudad de Rosario también es salud pública regional a donde derivamos nuestros pacientes los del sur santafesino.


¿Cuál es, entonces, la lógica por la cual –reitero– en Santa Fe Capital hay que invertir 163 pesos per cápita en salud pública; en Vera, 58; en San Justo, 50; en Constitución, 40; en Castellanos, 38; en General López, 30; en Las Colonias, 24; en San Martín, 21; en Caseros, 21 y en San Lorenzo, 13?


¿Esto es racional? ¿Esto es equitativo? ¿Somos kelpers en el interior de la Provincia? ¿No es esto invitar a despoblar el interior de la Provincia para venir a vivir a la ciudad capital donde vamos a tener un salud, educación y obras públicas de lujo? ¿De esta manera aplica políticas de retención a la población del interior el Gobierno de la Provincia?


Y queda claro, señor presidente, que no nos preocupa el gasto público. ¡Por favor!


Voy a mostrar por donde anda el mundo revolucionario, a esos países donde llega la zurda revolucionaria al gobierno y su primer acto de gobierno es construir un paredón para fusilar a la oligarquía local.


Mientras Argentina tiene el 23 por ciento del Producto Bruto Interno como gasto público consolidado, la España de Aznar tiene el 42 por ciento, Canadá el 45, Alemania el 48, la Francia de Chirac el 52 y Suecia, el 60 por ciento del Producto Bruto Interno dedicado al gasto público. Ya ve, señor presidente, dónde está el primer mundo y ya ven dónde estamos nosotros. 


Con respeto a la obra pública sucede exactamente lo mismo. En el sur de la Provincia, cada vez que llega la época de cosecha, hay que hacer vaca con San Antonio para que no llueva porque cuando llueven cuatro milímetros no podemos sacar el cereal del campo. No tenemos caminos, no tenemos infraestructura. Se invierte un promedio de 102 pesos per cápita en toda la Provincia de Santa Fe; en el departamento La Capital, 176; en Constitución, 57; Caseros, 58; San Lorenzo, 60; General López, 65.


Pero ¿qué tenemos en el interior? ¿Esto es lo racional? ¿Esto se viene a defender esta noche, como sinónimo de política distributiva en la Provincia de Santa Fe? ¿Es así como el Gobierno de la Provincia de Santa Fe va a promover un desarrollo equilibrado, equitativo, entre las distintas regiones de la Provincia? Creemos que no, señor presidente, y creemos que no se puede argumentar cualquier cosa para pretender tener razón, aun desdiciendo lo que dicen los números.


Y esto no es que uno quiera ser un almacenero, no es que quiera ser un gerente, y decir que se va a distribuir lo que tenemos en función de la densidad poblacional. Lo hemos aclarado pero, a pesar de eso, y a pesar, no solamente de admitir sino de conceptualizar que el Gobierno, que la conducción política, es justamente la toma de decisiones, donde se van a invertir los dineros de todos, aun así, esto no resiste el menor análisis.


Finalmente, para no extenderme tanto, este Tribunal de Cuentas, que no cuenta, este Tribunal de Cuentas tan vergonzoso, que el oficialismo no pudo dar quórum en la Asamblea Legislativa para que tres irrepresentativos continúen o accedan a ese cargo a controlar los dineros o las inversiones de sus amigos del poder político, ha sido cuestionado. Quiero decir, este mismo Tribunal de Cuentas connivente con el poder político, ha cuestionado los fondos de la Lotería. Entre lo que ha dicho este Tribunal de Cuentas de los fondos de la Lotería, expresa que “existen limitaciones a las tareas de control de los saldos de cuentas a cobrar expuestos en la situación del Tesoro y ello es consecuencia de la falta de acceso a los procesos informáticos desarrollados por la empresa encargada del procesamiento de juegos”. Esto lo dice al analizar la Cuenta de Inversión del año 2002 por aproximadamente 40 millones de pesos.


Y si la información para confeccionar la Cuenta de Inversión de 40 millones de pesos no es confiable, ¿cómo puede ser confiable la misma información para desarrollar el balance comercial que negrea 338 millones de pesos? Y, además, la misma Lotería, en la información que tenemos todos y el señor diputado la tiene que haber leído, dice que en este balance comercial no se incluyen los 140 millones de pesos que se venden en otras jurisdicciones. Esto no es un invento. Esto lo dice este mismo Tribunal de Cuentas obsecuente del poder político.


Y finalmente, el Tribunal de Cuentas de la Provincia, aconseja a la Lotería “adoptar los mecanismos necesarios tendientes a hacer eficientes los procedimientos de control interno, que aseguren la veracidad de la información producida por la empresa adjudicataria de la captura y procesamiento del juego, a partir de la cual se generan los saldos que se ponen en la cuenta de inversión”.


Reitero, no lo decimos nosotros caprichosamente, lo dice el Tribunal de Cuentas de la Provincia.


Una vez más, señor presidente, estamos en presencia de un debate que, más allá de que el Presupuesto no tenga ningún sentido, producto de la Ley Complementaria, de la ley de los superpoderes, más allá de eso, se torna virtual y mucho más virtual se torna porque parecería que el debate tiene que ser a suerte o verdad, ganarla o no.


Yo creo que aquí lo que está reclamando la opinión pública santafesina es que, definitivamente, demos el debate que tiene que ser en este ámbito, acerca de cuál es la orientación que el poder político le da a la inversión de los dineros públicos.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


Quiero hacer una breve aclaración porque parece que es bueno que todo el mundo exprese su opinión, pero cuando se expresa una opinión, me parece importante que cada uno explique lo que está diciendo. Y no se explicaron exactamente algunas cosas, que me parece necesario aclarar.


No se explicó, por ejemplo, qué significa el Programa de Financiamiento Ordenado, firmado en febrero por la Provincia. Se explicó como si fuera parte de una situación que no estuvo suficientemente clara. El Programa de Financiamiento Ordenado, básicamente, ¿qué es? Es que, en virtud de que la Provincia de Santa Fe, a pesar de estar muy bien administrada, estaba en default, y durante el 2002 y 2003 no pagó ningún compromiso ni de capital ni intereses con ninguno de los organismos de crédito internacionales, la Nación asume esa garantía, indulta a la Provincia y decide cómo le va a pagar tomando como parte del dinero que le debe por acreencia de coparticipación y cómo se lo va a devolver. La Provincia se compromete a devolverle 250 millones de pesos, como parte del superávit del Presupuesto 2004, producto de ese Pacto, y, a cambio, la Provincia recibirá la cifra que –muy bien lo decía Peirone– es exactamente la misma, 140 más 90 da 250, o sea que no recibe nada, formando parte del Programa de Financiamiento Ordenado.


Esto porque tiene que ver con la propia forma como el Ministerio de Economía de la Nación anuncia este acuerdo dice: “Con la firma del Acuerdo de Financiamiento Ordenado, la Provincia de Santa Fe ingresa al programa de regularización de pagos con los organismos internacionales y compensación de deudas y acreencias con la administración central producto de situaciones pendientes”.


No voy a discutir los números del Presupuesto, porque creo que el Presupuesto no existe como tal, porque no hay ninguna cosa que obligue a que se ejecute, pero sí me parece que hay algunas cosas que se dijeron, que es importante aclararlas.


Se habló aquí de que la oposición no podía entender que había un Presupuesto y un superávit de casi 1.000 millones de pesos producto de esta gestión. Pero, en realidad, cuando algunos de nosotros hemos dicho eso no fue porque se nos ha ocurrido sino porque la senadora nacional Roxana Latorre, del mismo partido que el miembro informante, dice que el gobierno de Obeid recibió 1.000 millones de pesos de la gestión anterior. No lo dice la oposición. Lo dice la senadora nacional Roxana Latorre, está profusamente difundido en los medios de comunicación, y por eso nosotros hemos tomado ese dato.


Se ha dicho que no se comprende la necesidad del gasto del departamento La Capital. Por lo menos, en mi caso, jamás lo he cuestionado. Lo que he cuestionado es saber dónde está la plata, porque si el departamento La Capital ha tenido el 48 por ciento de la inversión en obras públicas del Presupuesto provincial en los últimos cinco años y ni siquiera fueron capaces de terminar un terraplén para que no se inunde, sería bueno saber si ha crecido algo, en términos urbanísticos, la ciudad de Santa Fe, además del crecimiento patrimonial de algunos de los funcionarios que participaron en las licitaciones.


Por otro lado, aquí se desafió a que la oposición desarrollara alguna denuncia penal que, con mucha valentía ya ha sido hecha oportunamente por el diputado Cecchi y el ex diputado Favario. Del mismo modo, yo le desafiaría el bloque oficialista a que nos traiga las cuentas y las planillas, para que toda la opinión pública pueda conocer los 15 millones de pesos que, presuntamente, ya están ejecutados por publicidad oficial de Lotería y que nadie conoce cómo ni dónde se gastaron. 


En este tren de desafío por la transparencia que nos hacemos mutuamente, que me parece que contribuiría mucho al esclarecimiento ante la opinión pública, sobre todo en un proceso que se lleva adelante sin ningún tipo de licitación, sin ningún tipo de concurso de precios y que se decide con arbitrariedad, hay una cosa que creo que se equivocó fraternalmente el diputado Ritter cuando dijo que no existía el Presupuesto participativo en la Provincia y eso no es cierto. Existe. Del Presupuesto participativo participan el Gobernador, el ministro de Hacienda y Finanzas y sus amigos, que son los que se deciden cómo se gasta el dinero de todos los santafesinos, a partir de esta ley complementaria que, insólitamente, vamos a estar votando esta noche.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Propongo que la votación sea nominal.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción del señor diputado Lamberto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar, nominalmente, en general, el asunto Nº 1 del Orden del Día, proyecto de ley de Presupuesto de Gastos y Cálculo de Recursos para el ejercicio 2005 (Expte. 13.549 – PE).


Hay dos dictámenes: el de la mayoría que aconseja su aprobación, y el de la minoría que aconseja su rechazo. Los que voten por la afirmativa lo harán por el dictamen de mayoría, y los que voten por la negativa lo harán por el rechazo.


Por Secretaría se pasará lista para la votación nominal.

–
Votan por la afirmativa los siguientes señores diputados: Benítez, Castellani, Cavuto, Costa, Cura, Dalla Fontana, Dehesa, Esquivel, Gastaldi, Kilibarda, Lacava, Lagna, Maguid, Meotto, Mirabella, Peirone, Pesaresi, Pividori, Reutemann, Reynoso, Sánchez, Scataglini, Stanoevich, Tibaldo, Vázquez y Venesia.

–
Votan por la negativa los siguientes señores diputados: Albónico, Aranda, Baudín, Benas, Bonfatti, Brignoni, Cecchi, Gutiérrez, Jullier, Lamberto, Liberati, Marcucci, Mascheroni, Peralta, Qüesta, Real, Riestra, Ritter, Strada y Tomei.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– La votación arrojó el siguiente resultado: 26 votos por la afirmativa, 20 votos por la negativa.


En consecuencia, queda aprobado, en general, el proyecto de ley que aconseja el dictamen de la mayoría.


En consideración en particular.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

· Se aprueban sin observación los artículos 1º al 21.

· Al considerarse el artículo 22 dice el:

SR. RITTER EÍ "UCR RITTER, Oscar" .– Pido la palabra.


Dentro de las Disposiciones Generales, como anticipé anteriormente, propongo el agregado del siguiente artículo: “Facúltese al Poder Ejecutivo Provincial para que realice las modificaciones presupuestarias a fin de crear el Fondo de Asistencia Social Provincial, de 30 millones de pesos, para ser distribuido en las localidades del departamento no comprendidas en la Ley 24.443”.


Concretamente, propongo este texto como artículo 22 y que el 22 pase a ser 23.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el artículo 22, conforme al dictamen de la mayoría.

–
Resulta aprobado.

· Se aprueban sin observación los artículos 23 al 34; artículo 35, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, el proyecto de ley recibe media sanción y se comunica al Senado.

5.2 Ley Complementaria del Presupuesto de Gastos y Cálculo de Recursos del Ejercicio 2005

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el asunto Nº 2 del Orden del Día, Ley Complementaria del Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos para el ejercicio 2007, expediente 13550 (Expte. Nº 13.550 – PE)


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

DICTAMEN DE MAYORÍA

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de Ley Complementaria de Presupuesto General de Gastos y Calculo de Recursos para el Ejercicio 2005 (Expte. N° 13.550 – PE – Mensaje 2846) que se cuenta con los dictámenes de las Comisiones de: Asuntos Comunales (mayoría y minoría), Industria y Comercio (mayoría), Obras y Servicios Públicos (mayoría y minoría), Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión (mayoría y minoría), Educación (mayoría y minoría), Vivienda y Urbanismo (mayoría y minoría), Salud Pública y Asistencia Social (mayoría), Promoción Comunitaria (mayoría), Cultura y Medios de Comunicación Social (mayoría), Agricultura y Ganadería (mayoría y minoría), Seguridad Social (mayoría y minoría), Transporte (mayoría), Asuntos Constitucionales y Legislación General (mayoría y minoría) y, luego de los estudios realizados y las razones que oportunamente dará el miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe:

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

TÍTULO I - NORMAS COMPLEMENTARIAS AL PRESUPUESTO GENERAL DE LA PROVINCIA

CAPITULO I:

DE LA ESTRUCTURA DEL PRESUPUESTO

Artículo 1º.- La estructura del Presupuesto General de la Provincia contendrá básicamente las clasificaciones institucional, por finalidades y funciones, por fuente de financiamiento, programática, económica, por objeto del gasto y por rubro, para los recursos y erogaciones según corresponda a cada uno de ellos.


El Poder Ejecutivo dispondrá la apertura y desagregación de las clasificaciones enunciadas.

CAPITULO II:

DE LAS MODIFICACIONES AL PRESUPUESTO

Artículo 2º.- Facúltase al Poder Ejecutivo a modificar los rubros de recursos, erogaciones, erogaciones figurativas y aplicaciones financieras del Presupuesto de la Administración Pública Provincial en la medida que sea indispensable para el desenvolvimiento de los servicios, dar cumplimiento a los acuerdos celebrados en el marco de la Ley Nº 10.052, ampliar el Plan de Trabajos Públicos con el objetivo de procurar un adecuado equilibrio Departamental tanto con recursos de este presupuesto como extrapresupuestarios, recomponer ingresos de los sectores activos y pasivos, siempre que el comportamiento esperado en la percepción de los recursos permita garantizar su atención, sin alterar el resultado financiero del cuadro de ahorro-inversión-financiamiento, o en su caso con destino a la atención del servicio de la deuda.


Las disposiciones que se adopten por aplicación del presente artículo deberán ser comunicadas a las HH. CC. Legislativas dentro de los quince (15) días posteriores a su dictado.

Artículo 3º.- Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer la ampliación del Presupuesto en el Cálculo de Recursos con Afectación Específica y Erogaciones, cuando se produzca una recaudación mayor que la presupuestada o cuando lo realmente efectivizado y su proyección asegure una recaudación superior a la estimada en el cálculo original.

Artículo 4º.- Facúltase al Poder Ejecutivo a modificar el Presupuesto General habilitando las partidas específicas por la incorporación de recursos no previstos en el mismo que surjan de la aplicación de leyes provinciales.

Artículo 5º.- Autorízase al Poder Ejecutivo a modificar el Presupuesto General incorporando las partidas específicas necesarias o incrementando las ya previstas, cuando deba realizar erogaciones originadas por la adhesión a leyes, decretos y convenios nacionales de vigencia en el ámbito provincial.

Artículo 6º.- Para las erogaciones correspondientes a servicios requeridos por terceros que se financien con su producido, el Presupuesto podrá ajustarse en función de las sumas que se perciban como retribución de los servicios prestados.

Artículo 7º.- Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer modificaciones en los Presupuestos de Organismos Descentralizados, Instituciones de Seguridad Social y Empresas y Sociedades del Estado, las que se condicionarán a las siguientes pautas:

a) En aquellos entes en los cuales sus presupuestos de erogaciones se equilibren con las estimaciones de recursos y el financiamiento neto destinados a atenderlos, los ajustes no deben alterar el resultado presupuestario obtenido ni aumentar el Uso del Crédito autorizado, excepto el destinado a los rubros presupuestarios de la "Inversión Real" en cuyo caso la medida deberá disponerse ad referéndum de las HH.CC. Legislativas.

b) Para el caso en que reciban aportes del Tesoro Provincial a los fines de equilibrar sus resultados, podrán realizarse ajustes presupuestarios siempre que el incremento efectivo de sus recursos no conlleve un aumento de los aportes de la Administración Central previstos originalmente, excepto los necesarios para la atención de políticas salariales y proyectos en el Plan de Obras Públicas.

c) Se exceptúa de las disposiciones de los incisos anteriores a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, la Administración Provincial de Impuestos, el Servicio de Catastro e Información Territorial y al Instituto Autárquico Provincial de Industrias Penitenciarias (IAPIP), en cuyos presupuestos se podrán realizar los ajustes necesarios para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 8º.- El Poder Ejecutivo podrá disponer ajustes presupuestarios compensados en los rubros de erogaciones, otras erogaciones y erogaciones figurativas de la Administración Central, Organismos Descentralizados, Instituciones de Seguridad Social y en las Empresas y Sociedades del Estado provincial.

Artículo 9º.- El Poder Ejecutivo, las Honorables Cámaras del Poder Legislativo, el Tribunal de Cuentas de la Provincia y la Defensoría del Pueblo, podrán realizar ajustes en sus respectivos presupuestos, así como también podrán disponer modificaciones en sus respectivas plantas de personal en la medida que las modificaciones producidas no superen los créditos totales autorizados para las jurisdicciones, ni aumenten el total general de cargos fijados para las mismas, con las limitaciones dispuestas en el artículo 11.


Las modificaciones producidas serán comunicadas al Poder Ejecutivo dentro de los 15 (quince) días posteriores al dictado del respectivo acto administrativo. 
Artículo 10.- El Poder Judicial podrá realizar ajustes en su presupuesto debiendo observar el principio de equilibrio presupuestario jurisdiccional. Los mismos deberán ser comunicados al Poder Ejecutivo dentro de los 15 (quince) días posteriores al dictado del respectivo acto administrativo.


Las modificaciones de sus plantas de personal podrán efectuarlas en el marco de las limitaciones del artículo 11.

Artículo 11.- Autorízase al Poder Ejecutivo a modificar la planta de personal del Presupuesto vigente con las siguientes limitaciones:

a) No aumentar el total general de cargos fijado para la Administración Pública Provincial, con excepción de aquellos que resulten de la aplicación de las Leyes Nros. 6915, 6830 y modificatorias, en lo atinente exclusivamente a la reincorporación de agentes en los que el porcentaje de invalidez no alcance el mínimo establecido para acceder al beneficio de jubilación, en tanto y en cuanto se verifique la imposibilidad de la Jurisdicción respectiva de ofrecer en reducción cargos vacantes.

b) No transferir cargos correspondientes a los Sectores de Seguridad, Servicio Penitenciario y Docente, a otros agrupamientos y/o clases presupuestarias.

c) No superar el crédito total de las partidas de Personal autorizadas para las Jurisdicciones involucradas.

d) La valoración de los cargos que se creen, entendida como Asignación de la Categoría y otros conceptos que conforman la Remuneración del Cargo (Retribución del Cargo), no podrá exceder el valor que para tal concepto involucre a los cargos que se reduzcan. Dicha limitación no regirá para el caso de los regímenes de Promoción Automática, en tanto el Presupuesto autorice la erogación emergente de las mismas.

e) Podrán transformarse cargos docentes en horas cátedra y viceversa no resultando de aplicación la limitación del inciso a) del presente artículo. A tales fines, facúltase al Poder Ejecutivo para establecer por vía reglamentaria la relación de conversión, en tanto exista equivalencia en los créditos presupuestarios en correspondencia con la retribución de los cargos/horas cátedra involucrados como consecuencia de la modificación de planta.

Artículo 12.- En todo proyecto de decreto o de ley que elabore el Poder Ejecutivo o en la promulgación o veto de proyectos que tengan origen en las HH.CC. Legislativas, en el que directa o indirectamente se modifique la composición o contenido del Presupuesto General vigente o tenga implicancias sobre el Tesoro Provincial tendrá intervención el Ministerio de Hacienda y Finanzas, sin perjuicio de la que le compete al Ministerio, Secretaría u Organismo correspondiente, en concordancia con las normas del artículo 21 de la Ley de Contabilidad, Decreto Ley Nº 1757/56.


Dicha intervención se dará por cumplimentada en el caso en que el gasto proyectado cuente con crédito presupuestario y se encuentre autorizado en la Programación Financiera de Gastos que autorice la Secretaría de Hacienda de la Provincia (artículo 21 de la presente ley).

Artículo 13.- Facúltase al Poder Ejecutivo a delegar en los Funcionarios que estime oportuno y competentes, la realización, previo informe de la respectiva Dirección General de Administración o Servicio Administrativo, de modificaciones presupuestarias compensadas.


Dicha delegación de facultades deberá operar en forma conjunta con el Decreto Acuerdo distributivo del Presupuesto Analítico y no alcanzará a aquellas modificaciones que impliquen disminución de la Inversión (Gastos de Capital) en correspondencia con un incremento en las Erogaciones Corrientes. En caso en que, como consecuencia de dicha delegación, se disponga la reducción de créditos correspondientes a la Categoría Programática de “Programa” se deberá contar con informe previo del responsable del mismo autorizando la disminución de créditos.

Artículo 14.- Las modificaciones adoptadas por aplicación del artículo precedente, deberán ser comunicadas dentro de los 5 (cinco) días posteriores a su dictado a la Contaduría General de la Provincia, Dirección General de Finanzas de la Provincia y Tribunal de Cuentas de la Provincia.

Artículo 15.- Las erogaciones a atenderse con recursos afectados a la Categoría Programática de Proyectos, deberán ajustarse, en cuanto a su monto y oportunidad, a las cifras realmente recaudadas, salvo en el caso de erogaciones cuyo ingreso esté condicionado a la presentación previa de certificado de obra o de comprobante de ejecución, en cuyo caso tales erogaciones estarán limitadas a los créditos autorizados.

CAPITULO III

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 16.- Facúltase al Poder Ejecutivo a transferir al próximo ejercicio los saldos no invertidos en ejercicios anteriores provenientes de recursos percibidos en cumplimiento de leyes, decretos y acuerdos nacionales que tuvieren afectación a gastos determinados y que no fueron erogados en el ejercicio en que se produjo el ingreso pertinente, dando conocimiento a las HH. CC. Legislativas.

Artículo 17.- La facultad conferida por el artículo precedente alcanza a los fondos no invertidos provenientes de donaciones, legados, eventos benéficos y recursos provinciales que tuvieran afectación específica.

Artículo 18.- En el caso que existan mayores ingresos que los calculados en rubros en los cuales corresponda asignar participación, autorízase a dar por ejecución importes que excedan los originariamente previstos en los créditos destinados a atenderlas, dando conocimiento a las HH. CC. Legislativas.

Artículo 19.- Facúltase al Poder Ejecutivo a utilizar el Resultado Financiero de Rentas Generales neto de la diferencia entre las Fuentes Financieras y Aplicaciones Financieras, originado en la ejecución presupuestaria del ejercicio anterior y a realizar las modificaciones presupuestarias correspondientes, dando conocimiento a las HH. CC. Legislativas. 

Artículo 20.- Prohíbese la afectación y traslado del Personal de Seguridad, Servicios Penitenciarios y Docente al desempeño permanente de tareas ajenas a las específicas de Seguridad y Educación. Exceptúase el Personal Docente comprendido en los alcances de la Ley Nº 10.164.

Artículo 21.- La Administración Provincial de Impuestos, las Direcciones Generales de Administración o Servicios Administrativos de la Administración Provincial, deberán presentar dentro de los 5 (cinco) primeros días hábiles de cada mes, a la Contaduría General de la Provincia, de acuerdo a las modalidades que esta disponga, el Estado de Ejecución Presupuestaria, Esquema Ahorro Inversión Financiamiento Base Caja y Situación del Tesoro del mes inmediato anterior discriminando. Contaduría General de la Provincia deberá elevar dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes, los Estados consolidados generales de la Provincia al Ministerio de Hacienda y Finanzas el cual previa autorización, ordenará su publicación en la página web de la Provincia. Los Servicios Administrativos de las Empresas y Sociedades del Estado deberán remitir a la Contaduría General de la Provincia Estados de Ejecución Presupuestaria de Recursos y Gastos dentro de los términos antes establecidos.


No podrá invocarse en contra de lo establecido en esta ley, disposición alguna contenida en las leyes orgánicas o reglamentarias de los Organismos Descentralizados e Instituciones de Seguridad Social.


A los efectos del cumplimiento de lo normado por el presente artículo, el Honorable Tribunal de Cuentas de la Provincia, a través de su Delegación Fiscal ejercerá su intervención en forma amplia y permanente.

Artículo 22.- A los fines de garantizar una correcta ejecución de los Presupuestos y de compatibilizar los resultados esperados con los recursos disponibles, todas las Jurisdicciones y Entidades del Sector Público no Financiero, deberán programar la ejecución financiera de sus Presupuestos, las que estarán sujetas a la aprobación del Ministerio de Hacienda y Finanzas.


El monto total de las cuotas de compromiso definitivo fijada para el ejercicio, ajustadas y aprobadas por el Ministerio de Hacienda y Finanzas, no podrá ser superior a los Recursos efectivamente recaudados.

Artículo 23.- Facúltase al Poder Ejecutivo –ad referéndum de las Honorables Cámaras Legislativas–, a modificar las pautas que determinan el nivel de los recursos no tributarios.

Artículo 24.- Serán nulos los actos administrativos y los contratos celebrados por cualquier autoridad administrativa, aún cuando fuere competente para otorgarlo, si de los mismos resultare la obligación del Tesoro Provincial de pagar sumas de dinero que no estuvieren contempladas en el Presupuesto General de la Administración Provincial. El Estado Provincial no será responsable de los daños y perjuicios que soporte el administrado o contratante de la Administración con motivo del acto o contrato nulo; salvo en la medida que hubiere real y efectivo enriquecimiento. La nulidad podrá ser dispuesta de oficio por la Administración, aún cuando el acto o contrato hubiera tenido principio de ejecución.


Serán igualmente nulos los actos administrativos de cualquier autoridad administrativa, aún cuando fuere competente al efecto, que designe personal en la planta permanente o temporaria de cargos, cuando no existan cargos vacantes y los correspondientes créditos presupuestarios suficientes a tal fin.

Artículo 25.- Los Organismos Descentralizados Autárquicos así como también aquellos en que la Provincia posea una participación en su capital, cualquiera sea su forma jurídica, que elaboren Balances Comerciales, deberán remitirlos al Poder Ejecutivo –Ministerio de Hacienda y Finanzas–, y asimismo elevar sus Presupuestos de Gastos y Cálculos de Recursos y Planta de Personal aún cuando no integren el Presupuesto General de la Provincia. Contemporáneamente deberán elevar idéntica información a las Honorables Cámaras Legislativas.

Artículo 26.- Las deudas del Estado Provincial vinculadas a la relación de empleo público prescriben a los dos años contados desde acaecido el hecho que las origina o desde que se tomó conocimiento del mismo.


Los reclamos administrativos que se encontraren en trámite a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley y no hubiesen tenido actividad alguna en el último año, caducan de pleno derecho.

Artículo 27.- Autorízase al Poder Ejecutivo a liquidar los Bonos y/o Títulos de origen nacional, cotizables en bolsa o no, que reciba en concepto de pago de deudas y/o aportes nacionales ordinarios o extraordinarios, reintegrables o no, incluidos los que correspondan por acuerdos de compensación de créditos y deudas con el Gobierno Nacional, de conformidad a las disposiciones que establece el Banco Central de la República Argentina.

Artículo 28.- Autorízase al Poder Ejecutivo a refinanciar, consolidar, novar, compensar, transar y documentar deudas y créditos a cargo y/o a favor del Tesoro Provincial con Municipios y Comunas, y/o sus organismos, así como con particulares, y con el Estado Nacional de conformidad a las normas que correspondan efectuando las adecuaciones presupuestarias pertinentes debiendo dar cuenta a las HH.CC. Legislativas. 

Artículo 29.- El Poder Ejecutivo limitará el pago de deudas del Estado Provincial a los montos previstos en las partidas específicas autorizadas por la Ley de Presupuesto. Las deudas que no puedan ser satisfechas por carecer de los créditos suficientes quedarán sometidas al procedimiento de cancelación autorizado por el artículo precedente.

Artículo 30.- El Poder Ejecutivo no podrá otorgar garantías sobre las obligaciones que contraigan los organismos autárquicos, entes descentralizados, empresas del Estado, sociedades del Estado e instituciones de seguridad social y todo otro ente en que el Estado Provincial tenga participación total o parcial en la formación de la voluntad societaria y Municipalidades y Comunas de la Provincia, salvo que cuenten con capacidad para endeudarse expresamente demostrada, debiendo a este fin, contar con informe favorable previo del Ministerio de Hacienda y Finanzas y dar cuenta a las HH.CC. Legislativas.


Cuando a juicio del Poder Ejecutivo sea necesario garantizar obligaciones de los entes indicados precedentemente que no tengan capacidad de endeudamiento suficiente, se requerirá autorización legislativa.


Queda prohibido garantizar operaciones de terceros distintos a los especificados en este artículo, manteniéndose vigentes las que se hubieran concedido conforme a derecho, con anterioridad a la sanción de esta ley.

Artículo 31.- En el caso que el Poder Ejecutivo deba responder por las garantías otorgadas, queda facultado para que a través del Ministerio de Hacienda y Finanzas proceda a su recupero en la forma que se indica a continuación, optando por la modalidad compatible con cada situación particular:

a) Débito en las cuentas corrientes a la orden de los entes citados en el primer párrafo del artículo anterior, afectando al ente que resultara responsable. Las Instituciones Bancarias debitarán de acuerdo al requerimiento del Ministerio de Hacienda y Finanzas.

b) Retención en las acreencias que los mismos entes tuvieran con la Provincia, cualquiera sea su origen.

c) Iniciar la ejecución judicial inmediata para los terceros comprometidos en la excepción del último párrafo del artículo anterior, para lo cual será informada la Fiscalía de Estado, al efecto de la intervención que le compete.

Artículo 32.- Los importes que deba atender el Tesoro Provincial por ejecución de garantías serán recuperados procediendo de la siguiente manera:

a) Cuando la obligación estuviera constituida en moneda extranjera, las divisas pagadas se convertirán a moneda nacional al tipo de cambio vendedor del Banco de la Nación Argentina vigente al día del recupero, con más una tasa de interés anual igual a la tasa Libor más tres puntos, más cargos administrativos.

b) Cuando la obligación estuviera constituida en moneda nacional, a la suma pagada se le aplicará una tasa de interés y/o actualización, si correspondiere esta última, igual a la máxima aplicada por el Banco de la Nación Argentina para operaciones de adelantos en cuentas corrientes, calculada desde la fecha del desembolso hasta el día de efectivo recupero, más cargos administrativos.

Artículo 33.- Para atender las erogaciones originadas por la ejecución de las garantías otorgadas en los términos de la presente ley, autorízase al Poder Ejecutivo a disponer la apertura de los créditos necesarios en el Presupuesto debiendo dar cuenta de ello a las Honorables Cámaras Legislativas, no rigiendo esta disposición para los casos en que se encontrara pendiente la aprobación legislativa.

Artículo 34.- Establécese que la Cuenta de Inversión en concordancia con la legislación vigente debe contener un detalle informativo de las diversas etapas en la evolución de las garantías durante el año: otorgamiento, liberación, ejecución y recupero o gestión realizada para lograrlo.

Artículo 35.- La modificación de los índices de coparticipación a Comunas de impuestos nacionales y del producido del impuesto sobre los Ingresos Brutos en virtud de ser declaradas Ciudad, se producirá a partir del 1º de enero del año siguiente al de vigencia de la ley respectiva.

Artículo 36.- Autorízase al Poder Ejecutivo a retener de los montos que le correspondan a las municipalidades y comunas en concepto de coparticipación de impuestos, los importes de deudas que las mismas mantengan con la Empresa Provincial de la Energía, el Instituto Autárquico Provincial de Obra Social, la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia y con cualquier otro Organismo Provincial, así como también los montos de repetición a contribuyentes, de impuestos que se coparticipan automáticamente.

Artículo 37.- Facúltase al Poder Ejecutivo a retener a municipalidades y comunas, de los montos que les corresponda en concepto de coparticipación de impuestos, los importes de aportes personales y contribuciones patronales a las Cajas de Jubilaciones y Pensiones Provincial y Municipales y al Instituto Autárquico Provincial de Obra Social, conforme a las normas reglamentarias que a tales fines dicte el Poder Ejecutivo.

CAPITULO IV

DISPOSICIONES ESPECIFICAS

Artículo 38.- Autorízase al Poder Ejecutivo a disponer la creación, a integrar y a cooperar con entidades distintas del Estado Provincial, para el cumplimiento de las funciones establecidas en los artículos 16 a 33 de la Ley Nº 10.101, como de competencia de uno o más Ministerios o Secretarías de Estado, cuando éstas estén formadas por Municipalidades o Comunas. El Ministerio o Secretaría de Estado en cuestión mantendrá su competencia material y tendrá participación activa en la misma, pero deberá adecuar sus estructuras para evitar superposiciones con la finalidad de racionalizar recursos de la Administración Central y coordinar programas y políticas que impliquen la competencia de esas áreas. El Poder Ejecutivo deberá dar conocimiento a las HH.CC. Legislativas del ejercicio de la presente autorización.

Artículo 39.- Autorízase al Ministerio de Salud a otorgar subsidios a las Cooperadoras de los distintos servicios hospitalarios y a los Servicios de Atención Médica a la Comunidad (Samco) de la Jurisdicción, quienes deberán rendir cuenta detallada ante el Ministerio mencionado de las inversiones que realicen, creando para tal fin las partidas correspondientes en "Transferencias para Financiar Erogaciones Corrientes" y "Transferencias para Financiar Erogaciones de Capital", ampliando de esta manera los alcances de la Ley 10.520, en lo que refiere a la distribución del "Fondo de Asistencia para la Salud Pública”.

Artículo 40.- Incorpórase como último párrafo al artículo 20 de la Ley Nº. 10.745, el siguiente texto:


“Las erogaciones que se proyecten deberán respetar principios de equidad respecto al resto de las erogaciones del Ministerio de Salud por lo que, cumplimentado con los objetivos de la Dirección de Bromatología y Química, los excedentes resultantes deberán afectarse a la atención de Programas de Salud, excepto al Inciso 1 - Gastos en Personal.”

Artículo 41.- La compra de bienes inmuebles y muebles registrables, que efectúen los Ministerios, Secretarías, Fiscalía de Estado o los Organismos Descentralizados dependientes deberán ser autorizados por el Poder Ejecutivo.


Exceptúase de lo dispuesto en el párrafo anterior, los bienes inmuebles afectados para el desarrollo de programas de construcción de viviendas, caminos y canales provinciales, sus ensanches y obras anexas, por parte de los organismos competentes en cada caso.

Artículo 42.- Autorízase al Poder Ejecutivo a cobrar los pliegos de bases y condiciones para los llamados a los distintos sistemas de contratación.


El citado Poder reglamentará lo dispuesto en el presente artículo.

Artículo 43.- Los agentes de la Provincia, tanto de la Administración Central como de los Organismos Descentralizados no percibirán sus emolumentos, antes que los mismos hayan sido puestos a disposición de cobro para el inmediato jerárquico inferior.

CAPITULO V

OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 44.- Establécese que los remanentes que anualmente se produzcan como consecuencia de la no distribución o distribución parcial (operada como consecuencia de la reglamentación) del Fondo establecido en el artículo 13 de la Ley Nº 10.813, y extensivo al personal del Servicio de Catastro e Información Territorial por el artículo 5to. de la Ley Nº. 10.921, ingresarán al 31 de diciembre de cada año a Rentas Generales del Tesoro Provincial.

Artículo 45.- Prorrógase la vigencia de la Ley Nº 7866, con excepción de los artículos 1 a 18, 21, 23 a 27, 31, 32, 35 a 39, 41 a 50, 61 a 64,103, 104, 107, 108 y 110.

Artículo 46.- Para el Ejercicio 2005, no serán de aplicación los artículos 2 al 14, 24, 26 , 27, 30 (2do. apartado), 50 (2do. párrafo), 61 al 63, 71, 96 al 100 y 110 del Decreto Ley Nº. 1757/56 (Ley de Contabilidad) y sus modificatorias y los artículos 20 y 33 de la Ley Nº 5356.

TITULO II

COORDINACION FINANCIERA Y FISCAL ENTRE LA PROVINCIA Y SUS MUNICIPIOS Y COMUNAS, SANEAMIENTO DE LAS OBLIGACIONES RECIPROCAS, Y TRANSPARENCIA FISCAL DE LOS ENTES LOCALES

AMBITO DE APLICACIÓN Y CONTENIDO

Artículo 47.- Modificase el régimen que regula las relaciones resultantes de la coordinación financiera y fiscal entre la Provincia de Santa Fe y las Municipalidades y Comunas ubicadas en su jurisdicción de conformidad a las disposiciones del presente Título.


El mismo, regula las modificaciones al régimen de coparticipación impositiva del Impuesto sobre los Ingresos Brutos y de los Impuestos del Régimen Federal – Ley 23.548, modificatorias y complementarias o aquellos que lo sustituyan; el saneamiento de las obligaciones reciprocas con el estado provincial, y normas vinculadas a la transparencia fiscal que le cabe a los entes locales.

CAPÍTULO I

RÉGIMEN DE COPARTICIPACIÓN IMPOSITIVA DEL IMPUESTO SOBRE LOS INGRESOS BRUTOS Y LOS IMPUESTOS DEL RÉGIMEN FEDERAL LEY 23.548

Artículo 48.- A partir de la vigencia de la presente ley, el Poder Ejecutivo participará a las Municipalidades y Comunas de la Provincia, el 90% del producido de la recaudación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, de conformidad a las disposiciones previstas en la Ley Nº 7457, modificada por la Ley Nº 8437.

Artículo 49.- A partir de la vigencia de la presente ley, la participación a las Municipalidades y Comunas de la Provincia, en el producido de la recaudación de los Impuestos correspondientes al Régimen Federal de Coparticipación - Ley Nº 23548, modificatorias y complementarias, se calculará de conformidad a las disposiciones previstas en la Ley Nº 7457, modificada por la Ley Nº 8437, y en idéntica proporción a la relación resultante de la distribución prevista en la Ley Nº 11.876 – Presupuesto General Ejercicio 2001. 

CAPITULO II

SANEAMIENTO DE LAS OBLIGACIONES RECIPROCAS ENTRE EL ESTADO PROVINCIAL Y SUS MUNICIPIOS Y COMUNAS

Artículo 50.- Dense por concluidos los procedimientos y las actuaciones realizadas por la Autoridad de Aplicación en el marco de los Regímenes de Compensación de Deudas y Créditos entre el Estado Provincial y los Municipios y Comunas de la Provincia, como también entre Organismos y Entes no Financieros del Sector Público Provincial, establecidos por los Decretos Nº 3469/93 y Nº 0807/96 y sus modificatorios, tomando como saldos definitivos de los entes deudores y acreedores participantes los provenientes de las presentaciones válidas oportunamente efectuadas e incorporadas en el sistema de compensación, que se hayan originado o no en acuerdos conciliatorios entre contrapartes y cumplido con los requisitos pertinentes para su inclusión, así como también las situaciones que surgen en el artículo 52.

Artículo 51.- A los fines de estos regímenes se considerará al Estado Provincial como una única unidad económica, resumiéndose en el Tesoro Provincial los saldos deudores y acreedores que emerjan de las posiciones finales de las jurisdicciones, entes, poderes y empresas que participaron del mismo. Como consecuencia de ello se invalida la posibilidad de reclamar derechos emergentes del mismo por parte de los organismos o entes acreedores, como asimismo de asumir posiciones deudoras de aquellos que resultaron obligados en el mismo.

Artículo 52.- Inclúyanse en los Regímenes de Compensación de Deudas y Créditos entre el Estado Provincial y los Municipios y Comunas de la Provincia, como asimismo entre Organismos y Entes no Financieros del Sector Público Provincial, establecidos por los Decretos Nº 3469/93 y Nº 0807/96 y sus modificatorios, las posiciones deudoras y acreedoras que surgen de los convenios celebrados entre la Provincia de Santa Fe y la Dirección General de Fabricaciones Militares en fecha 18 de marzo de 1998, 23 de junio de 1998 y 20 de noviembre de 1998 y que fueron ratificados por Ley Provincial Nº 11.702.

Artículo 53.- A los Municipios y Comunas que resultaren con saldos deudores en los Regímenes de Compensación de Deudas y Créditos instituidos por los Decretos N° 3469/93 y N° 0807/96 y sus modificatorios, una vez determinados los saldos finales según lo establecido en el artículo 56, a partir del ejercicio 2005, se les afectará para su cancelación el 0,5% (cincuenta centésimos por ciento) de la coparticipación mensual nominal total que les corresponda por todo concepto, detrayéndose los montos resultantes de la coparticipación de Impuestos del Régimen Federal e Ingresos Brutos, o los que los sustituyan, a partir del mes de Julio de 2005.

Artículo 54.- Los Municipios y Comunas que resulten con saldos acreedores en los Regímenes de Compensación de Deudas y Créditos instituidos por los Decretos N° 3469/93 y N° 807/96 y sus modificatorios tendrán prioridad en el cobro de sus acreencias respecto al Tesoro Provincial, de acuerdo a lo previsto en el procedimiento descripto en el artículo 56, facultándose a tal efecto al Poder Ejecutivo a cancelar las mismas con independencia del importe de las retenciones que se efectúen a los entes deudores, como asimismo a realizar las modificaciones presupuestarias que resulten necesarias para tal fin.

Artículo 55.- Facúltase al Poder Ejecutivo a instrumentar un Régimen de Compensación de Créditos y Deudas entre el Tesoro Provincial y los Entes del Sector Público Provincial No Financiero con las Municipalidades y Comunas de la Provincia, que comprenda las deudas y créditos correspondientes a las obligaciones líquidas, vencidas y exigibles a partir del 1° de febrero de 1996 y hasta el 31 de diciembre de 2004 que no hubieran sido canceladas ni convenidas, con excepción de aquellos convenios que se encuentren caídos a esa fecha.

Artículo 56.- El Poder Ejecutivo a través de la autoridad de aplicación, comunicará las posiciones finales alcanzadas por los entes participantes de los regímenes aludidos, implicando dicha comunicación la conclusión, resolución y aceptación definitiva de las mismas.


Para el caso de no aceptarse las posiciones comunicadas precedentemente, cada ente recurrente expresará formalmente su decisión de rechazarla dentro de un plazo de treinta días hábiles de su comunicación, lo que implicará automáticamente la separación de la totalidad de las deudas y créditos que les correspondan y que se hubieren incorporado a los Regímenes de Compensación, retrotrayéndolos a sus situaciones anteriores a la inclusión, quedando los mismos expuestos a los procedimientos y tratamientos de los regímenes originales y ordinarios de cancelación tanto por intereses como por las actualizaciones que correspondieren.


Las posiciones finales de los organismos provinciales, municipales y comunales, resultantes de esta situación, serán convalidadas a través de un Decreto del Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 57.- Facúltase al Poder Ejecutivo, para que a través del Ministerio de Hacienda y Finanzas, proceda a practicar las retenciones y/o acreditaciones en las participaciones de acuerdo a lo establecido en la presente Ley, como asimismo a efectuar las adecuaciones presupuestarias que surjan de la aplicación de la misma.

Artículo 58.- Para dar cumplimiento a lo expresado en los artículos anteriores, serán autoridad de aplicación los Ministerios Coordinador y de Hacienda y Finanzas.

CAPÍTULO III

TRANSPARENCIA FISCAL DE LOS MUNICIPIOS Y COMUNAS

Artículo 59.- Los presupuestos de los Municipios y Comunas deberán contener la autorización de la totalidad de las erogaciones y la previsión de la totalidad de los recursos, de carácter ordinario y extraordinario, afectados o no, de la administración central, organismos descentralizados y cuentas o fondos especiales que los componen.

Los recursos y erogaciones figurarán por sus montos íntegros sin compensaciones entre sí, mostrando los resultados económicos y financieros esperados y los recursos humanos a utilizar en el ejercicio.

Artículo 60.- El Poder Ejecutivo establecerá clasificadores Presupuestarios homogéneos para ser utilizados por la totalidad de las Municipalidades y Comunas de la Provincia. La utilización de los mismos deberá ser compatible con los existentes en el orden nacional y provincial, con el objeto de uniformar la información presupuestaria.

Artículo 61.- Facúltase al Poder Ejecutivo para que a través de los Ministerios Coordinador y de Hacienda y Finanzas instrumente para las Municipalidades y Comunas de la Provincia, la utilización de un sistema uniforme de administración financiera y de control, en un todo de acuerdo con lo establecido en las leyes Nº 12.194 y 12.195.

Artículo 62.- Las Municipalidades de 1º y 2º categorías incorporarán en el mensaje anual de elevación de sus presupuestos proyecciones plurianuales que contendrán como mínimo proyecciones de recursos por rubros, proyecciones de erogaciones por objeto y finalidad, programa de inversiones, programación de operaciones de crédito, programación de vencimiento de la deuda pública, y resultados económicos y financieros esperados.


La información precedente deberá formularse para el trienio siguiente. 

Artículo 63.- Los Municipios y Comunas de la Provincia remitirán al Poder Ejecutivo la siguiente información conforme lo establezca la reglamentación de la presente ley:

a) Ejecución presupuestaria de la administración central, organismos descentralizados y cuentas o fondos especiales, por rubros de recursos; discriminando el presupuesto vigente y la ejecución por el criterio del percibido y desagregando en el caso que corresponda la fuente de financiamiento. 

b) Ejecución presupuestaria de la administración central, organismos descentralizados y cuentas o fondos especiales, por incisos de erogaciones, discriminando el presupuesto vigente y la ejecución en las etapas del devengado y pagado y desagregando en el caso que corresponda la fuente de financiamiento. 

c) Planta del personal permanente, transitorio o contratada, desagregada por categorías o niveles.

d) Estado de la Deuda Pública Total, incluida la flotante, detallando en cada caso el tipo de acreedor, montos adeudados, cronograma de amortizaciones e intereses.

e) Relación emisión-recaudación de las tasas y contribuciones emitidas por los municipios y comunas. 


La información precedente será cumplimentada dentro de los veinte días hábiles del cierre de los períodos calendarios que se consideren según el siguiente cronograma:

· Los incisos a) y b) serán cumplimentados por las Municipalidades de 1ra. y 2da. Categoría con una frecuencia mensual y las Comunas con una frecuencia trimestral.

· Los restantes incisos serán cumplimentados por las Municipalidades de 1ra. y 2da. Categoría con una frecuencia trimestral y las Comunas con una frecuencia semestral.

Artículo 64.- Los Municipios y Comunas deberán ejecutar sus presupuestos preservando el equilibrio financiero. Dicho equilibrio se medirá como la diferencia entre los recursos percibidos – incluyendo dentro de los mismos a los de naturaleza corriente y de capital – y los gastos devengados que incluirán los gastos corrientes netos de aquellos financiados con préstamos de organismos internacionales y los gastos de capital netos de aquellos destinados a infraestructura social básica necesaria para el desarrollo económico y social financiados con cualquier uso del crédito.

CAPÍTULO IV

OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 65.- Autorizase al Poder Ejecutivo a reglamentar el presente Título.

Artículo 66 - Los artículos 47 a 49 y 58 a 63 de esta Ley serán de aplicación a partir del 1 de enero de 2005.

Artículo 67.- Derógase a partir de la vigencia de la presente Ley, la Ley 9595, el artículo 12 de la Ley Nº 11.123, y el artículo 30 de la Ley Nº 12103, así como toda otra norma que se oponga a lo establecido en la presente ley. 

Artículo 68.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión, 18 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Dalla Fontana – Lagna – Maguid – Venesia 

DICTAMEN DE MINORÍA

Señores diputados :


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de Ley Complementaria de Presupuesto General de Gastos y Calculo de Recursos para el Ejercicio 2005 (Expte. N° 13550 – PE – Mensaje 2846) que se cuenta con los dictámenes de las Comisiones de: Asuntos Comunales (mayoría y minoría), Industria y Comercio (mayoría), Obras y Servicios Públicos (mayoría y minoría), Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión (mayoría y minoría), Educación (mayoría y minoría), Vivienda y Urbanismo (mayoría y minoría), Salud Pública y Asistencia Social (mayoría), Promoción Comunitaria (mayoría), Cultura y Medios de Comunicación Social (mayoría), Agricultura y Ganadería (mayoría y minoría), Seguridad Social (mayoría y minoría), Transporte (mayoría), Asuntos Constitucionales y Legislación General (mayoría y minoría) y, luego de los estudios realizados y las razones que oportunamente dará el miembro informante os aconseja el rechazo del mismo.

Sala de la Comisión, 18 de noviembre de 2004.

Liberati – Qüesta – Marcucci – Cecchi – Riestra

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


En este asunto también hay dos dictámenes de comisión: el de la mayoría, que aconseja su aprobación y el dictamen de la minoría, que aconseja su rechazo.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Solicito que la votación sea nominal.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción del señor diputado Lamberto.

–
Resulta afirmativa.

5.2.1 Cumplimiento acta acuerdo entre el PE y UPCN

(Ingreso del proyecto de ley – Girado a comisión)

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Vamos a ingresar, los diputados Marcucci, Peralta, Qüesta y quien habla, este proyecto de ley que refiere a la situación puntual del personal contratado y el modo de regularización de los mismos, tanto en la Administración Central como en los organismos descentralizados.


Lo planteamos en su momento, y cuando se trate el artículo 2º, esta va a ser nuestra posición.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada. (Expte. Nº 13.969 – DB)

· Asentimiento.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar en forma nominal, en general. Los que estén por el despacho de la mayoría lo harán por la afirmativa, y los que están por el dictamen de la minoría lo harán por la negativa.


Por Secretaría se pasará lista.

–
Votan por la afirmativa los siguientes señores diputados: Benítez, Castellani, Cavuto, Costa, Cura, Dalla Fontana, Dehesa, Esquivel, Gastaldi, Kilibarda, Lacava, Lagna, Maguid, Meotto, Mirabella, Peirone, Pesaresi, Pividori, Reutemann, Reynoso, Sánchez, Scataglini, Stanoevich, Tibaldo, Vázquez y Venesia.

–
Votan por la negativa los siguientes señores diputados: Albónico, Aranda, Baudín, Benas, Bonfatti, Brignoni, Cecchi, Gutiérrez, Jullier, Lamberto, Liberati, Marcucci, Mascheroni, Peralta, Qüesta, Real, Riestra, Ritter, Strada y Tomei.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– La votación ha arrojado el siguiente resultado: 26 votos por la afirmativa, y 20 votos por la negativa. En consecuencia, queda aprobado en general el proyecto de ley que aconseja el dictamen de la mayoría.


Si no hay oposición se va a votar por Capítulos, salvo el artículo 2º.


En consideración el artículo 1º.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el artículo 2º.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Pido la palabra.


Después el compañero Lacava va a introducir algunas modificaciones a este artículo, que habíamos aprobado en la Comisión de Presupuesto y Hacienda. No pensaba hacer uso de la palabra pero, por los compañeros que han venido de distintos puntos de la Provincia y que hace ocho horas que soportan estoicamente aquí en la Legislatura para ver si consideramos favorablemente este artículo, merece más que nada que les demos la respuesta con el voto positivo, de manera que se puedan ir con la tranquilidad de que la Legislatura de la Provincia de Santa Fe le da los instrumentos necesarios al Poder Ejecutivo para que pueda cumplimentar el acta que en su momento firmó con nuestra organización sindical, la Unión del Personal Civil de la Nación, a los efectos de garantizar que todos los compañeros, compañeras, con más de un año de servicio, al 31 de diciembre de 2003, que pertenecen a la planta como personal contratado, temporario, locación de servicio o emergencia, se incorporen definitivamente a la planta permanente de personal. 


Evidentemente que el acta que se firmó el 4 de octubre, ni la autorización que pretendemos darle a través de este artículo 2º de la Ley Complementaria del Presupuesto al Poder Ejecutivo para que lleve adelante y cumplimente, en el marco de la convención colectiva, Ley 10.052, el acuerdo firmado de incorporación a planta permanente de todos estos compañeros y compañeras, no alcanzan porque falta todavía el decreto donde nominalmente se los incorpora definitivamente para que pertenezcan a la planta permanente de personal. 
Estos dos instrumentos: el primero de todos la voluntad política del Poder Ejecutivo de acceder al reclamo de los trabajadores del sector que representamos para facilitarles definitivamente la estabilidad laboral; por otro lado, la posición de esta Cámara, que seguramente votaremos en mayoría, ratificando esa voluntad política del Poder Ejecutivo, dándole también la tranquilidad a los trabajadores y trabajadoras, que han venido durante varios años en un estado de inestabilidad laboral, que sepan que el Poder Ejecutivo tiene los recursos necesarios para que pueda implementar el pase a planta permanente.


Sabemos, y lo queremos decir bien claro, que evidentemente se han generado algunas dudas, especialmente para algunos diputados que han presentado un proyecto de ley, creo recientemente, en el que pareciera que hay dudas con respecto a la posibilidad de que se materialice, más allá del texto que tenga este artículo 2º y de los tecnicismos presupuestarios, que no pueda realmente cumplimentarse la voluntad del Poder Ejecutivo acordada con la organización sindical mayoritaria de los trabajadores estatales.


Quiero dejar tranquilos a los compañeros presentes aquí, que han venido de distintos lugares de la Provincia, con respecto a esta posibilidad, para que se vayan realmente tranquilos a sus casas después de tantas horas de escuchar el disenso enriquecedor de la democracia en estas bancas, y quiero dejar tranquilos también a mis pares diputados, incluso a los de la oposición. No hace falta que lo haga con los de la mayoría porque de por sí estamos tranquilos, sino con los diputados de la oposición, a quienes le ha nacido espontáneamente el deseo de incorporar a planta permanente a tantos compañeros y compañeras que en este momento están presentes.


Me hubiera gustado que este proyecto de ley lo hubieran presentado antes, porque no es ninguna noticia para nadie el reclamo de los trabajadores de incorporarse a la planta permanente. Discúlpenme la sinceridad, sé que ustedes en los bloques recibieron a los compañeros y compañeras y quiero agradecerles y le transmitieron en todos los bloques, todos los diputados, incluidos los de la oposición, la predisposición y la comprensión de esa necesidad de que tengan la tranquilidad laboral. Creo que lo hicieron con absoluta sinceridad y los compañeros y compañeras que los visitaron así me lo transmitieron. Pero creo que presentar un proyecto de ley hoy, cuando estamos tratando ya la incorporación de una autorización del Poder Ejecutivo, de todo corazón y sin ningún deseo de polemizar, porque lo que menos puedo desear, a esta hora en homenaje a tantos compañeros que están aquí afuera, es demorar con una polémica la votación, pero me parece un acto de oportunismo porque tenemos barras y aquí no hay que hablar para las barras. Acá hay que hablar para votar. Porque si hubiéramos querido presentar un proyecto de ley hubo mucho tiempo, antes del 4 de octubre cuando, incluso quien habla presentó junto a otros diputados un proyecto de comunicación al Poder Ejecutivo pidiendo, justamente, que se respete la incorporación a planta permanente de todo el personal contratado, refuerzos, emergencias, etcétera. 


Sin embargo, no tuvimos el eco de tener un proyecto de ley. Lo tenemos esta noche a las 3 de la mañana, después de 8 horas de debate del Presupuesto de la Provincia, cuando en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, en la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, hemos conseguido incorporar una cláusula que permita y posibilite facultar al Poder Ejecutivo para que puedan incorporarse a la planta permanente, tenga autorización el Gobierno de la Provincia para poder cumplir con el acta del 4 de octubre.


Desearía que en lugar de un debate sobre este artículo para ver quién queda mejor con los compañeros que están en la barra o afuera, hagamos simplemente un acto de votación positiva para que esos compañeros realmente se vayan tranquilos. No vinieron a escuchar discursos de políticos ni de nosotros, los dirigentes, ni siquiera el mío, que soy el secretario general del gremio que los representa; vinieron a buscar que votemos, para que se vayan tranquilos, para que vean que el Poder Ejecutivo prometió y además va a cumplir, seguro que va a cumplir.

–
Aplausos en las barras.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– ¿Y saben por qué va a cumplir? Porque el peronismo de esta Provincia cumplió siempre. En el gobierno de Carlos Reutemann incorporamos a muchos compañeros en esta misma situación; en la anterior gestión del ingeniero Obeid incorporamos a muchos compañeros del sector no docente también a la planta permanente. ¿Por qué no va a cumplir hoy el peronismo si así ha sido la voluntad política del Poder Ejecutivo y así es la voluntad política de los legisladores que componemos esta Cámara en nombre del oficialismo? Pero, además, si les quedara alguna duda, compañeros y compañeras diputados, estos compañeros y el gremio que los representa van a obligar al Poder Ejecutivo a que cumpla su compromiso. 

· Aplausos en las barras.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Quiero hacer dos o tres precisiones respecto a la intervención del diputado Maguid y a la presentación que hicimos de este proyecto de ley.


La posición que nosotros cristalizamos en ese texto normativo es lo que les dijimos a todos los trabajadores con los que nos reunimos, sin excepción, a los de la Administración Central, a los de los Entes Descentralizados, vinieran de la mano de gremio más representativo o vinieran solos. Ningún problema.


Entonces, nosotros no estamos acá buscando el aplauso. Tratamos de ser serios, aún a riesgo de equivocarnos o aún a riesgo de que los que interpretan nuestra posición como oportunismo, nuestra seriedad no la interpreten de la misma manera.


Desde el punto de vista jurídico el artículo 2º de la Ley Complementaria tiene el mismo efecto que un embargo por teléfono. Es nulo. 


Ahora bien, que el entendimiento político de la conducción del gremio con el Gobierno dé una garantía, esto es crear una expectativa, no es derecho positivo. Pero hay otro problema. Nosotros queremos que se regularicen, aún a nuestro disgusto, todo el personal, con la antigüedad, que está trabajando en negro injustamente en la administración pública y hemos aceptado, incluso, y lo trasladamos ahí, la propuesta de muchos de ellos. No van a reclamar salarios caídos, en algunos casos les interesa la estabilidad, incorporándose desde el lugar más bajo del escalafón, pero quieren esa estabilidad.


Esta es la prioridad que nosotros planteamos. Pero hay otra cuestión. Seriamente decimos que tiene que haber un congelamiento de vacantes y nosotros en el proyecto de ley lo planteamos. Dentro de dos años vamos a tener que reconocer a quienes no tienen la antigüedad a diciembre de 2003 pero que hoy están contratados en la administración. Y lo que nosotros estamos planteando es que el Estado deje de contratar en negro y después nos tiran a los trabajadores encima y todos apelamos a la sensibilidad y tenemos que normalizar.


Y acá venimos, desde la Ley Pascutto hasta hoy, sin concurso y regularizando situaciones de hecho. ¡Jamás el radicalismo les dijo que no! Pero pedimos reglas de juego claras.


¿Cuál va a ser la respuesta para la gente que entró el 1º de enero de 2004 y dentro de dos años tenga una antigüedad y algunos a los saltos?


Todos sabemos que mucha de esta gente es la que está garantizando el funcionamiento de la administración, por eso fuimos solidarios. Obviamente que no estamos en la especulación electoral, en todo caso serán los dirigentes gremiales los que están en esa especulación y a las pruebas me remito.


Nosotros queremos un acto de estricta justicia. Si se los va a normalizar, queremos reglas de juego claras, que no entre más gente por la ventana y después tengamos que solucionar los problemas de hecho y esto es una responsabilidad del gremio también. 


No me voy a meter a decirle al gremio lo que tiene que hacer, pero debemos aportar a la excelsitud del trabajador, al concurso, a las condiciones dignas desde el mismo momento en que ingresa y no permitir una situación de hecho de descalabro que después tienen que regularizar otros.


Hemos venido a votar, por supuesto. Y cuando hablamos con los trabajadores les dijimos esto –aunque a algunos no les gustó– pero fuimos sinceros. A nosotros no nos van a arrear para que votemos el engendro que significa la Ley Complementaria con el argumento de que les estamos haciendo un favor; se lo queremos hacer en serio con una ley que les proteja los derechos.


Y por eso nosotros, en el artículo 1º de nuestro proyecto, hablamos del acta que firmó el Gobierno, pero se lo extendemos también a los descentralizados y a otros que no están representados.


Tenemos situaciones tremendamente injustas, no sólo en el MEC, en el personal contratado en el Colegio de Escribanos de Rosario, gente que entró por concurso que hace años que no cobra, que tiene responsabilidad de firma y no hay un funcionario que los admita como empleados del Estado, que les descuentan para previsión y aportes jubilatorios pero no figuran en ninguna planilla. ¿Y esto por qué? Porque el gremio no los protege ¿nosotros nos tenemos que olvidar del reclamo? Serán seis, siete, ocho, no nos importa cuantitativamente, nos importa cualitativamente el problema.


Entonces, diputado Maguid, y discúlpeme la vehemencia, nosotros no somos oportunistas, los votos los tiene usted. Trate de mantenerlos. De esta forma no es la cosa.


Y nosotros hoy, de un plumazo, con una expectativa, metemos 1.500 personas en la administración. Yo sigo sosteniendo, aunque me lo discutan, que si no están creadas las vacantes, esas designaciones no se pueden hacer.


Por eso, nosotros planteamos la creación de las vacantes y el congelamiento de una vez hasta que entre el último de los agentes, para no burlar a ninguno, para que sea un compromiso del Estado, más allá del compromiso que haya adquirido con el gremio, porque esto es una cuestión de estricta justicia social, que el Estado lo tiene que hacer lo reclame el gremio o no lo reclame, y lo que tiene que dejar de hacer el Estado es de tomar gente en negro.


Esta es la consigna y este el compromiso. Por eso, en modo alguno, no va a tener estado parlamentario porque esto va a pasar a comisión, pero no se extrañe más de uno, que este proyecto que entra hoy, sea el instrumento legal el año que viene para materializar este compromiso político que ustedes dicen que el Estado les da garantía que va a cumplir.


Enhorabuena que ustedes le crean al Poder Ejecutivo, bueno sería que no le crean. Nosotros no le creemos porque no tenemos ningún indicio de que cumpla las promesas, pero ustedes tienen todo el derecho del mundo. Nosotros queremos creerle a la ley, por eso es un proyecto de ley y porque esto no tiene solución fuera de la ley, y la Ley Complementaria es una autorización a gastar, es una autorización a transferir partidas. En modo alguno es la regularización la creación de las vacantes conforme al estatuto.


Y, obviamente, que lo va a tener que cumplir porque si no le van a poner la gente en la calle. Pero en esta Provincia la gente vive más en la calle que dentro de su casa y si no vayamos a mirar a la plaza en este momento.


Entonces, señor presidente, no se puede calificar esto como oportunismo. Fue una actitud seria y los que nos entrevistaron, individual y colectivamente, en el bloque, se lo dijimos de frente march, aún a riesgo de que algunos se hiciera el exaltado con nosotros, porque querían la sumisión.


Y nosotros defendemos los derechos porque son justos, pero desde una óptica que entendemos es legalmente justa también. De ahí que tienen todo el derecho de interpretar este proyecto como quieran, pero los números son claritos, el texto es mucho más que claro y, desde el punto de vista instrumental, vamos a ver cuál de los dos es jurídicamente más eficaz.


Hoy saldrá el artículo 2º como sea. Vamos a ver, porque ahí también dice que tiene que rendirle cuentas a la Legislatura. ¿Cómo van a ser los cargos que va a crear? ¿Va a crear por decreto a las vacantes el Poder Ejecutivo provincial, sin referencia presupuestaria?


Entonces, nosotros queremos ser sinceros, no el aplauso, en modo alguno, pero que se sepa qué es lo que se está votando, es un compromiso de un “vamos a ver”.


Porque con las mismas facultades –lo dije hoy– el Poder Ejecutivo tiene actualmente con la Ley Complementaria, podría darle cumplimiento, si es que tuviera ganas, si total tiene superávit primario en aquel Presupuesto y puede acomodar partidas porque el Presupuesto 2004 no está ejecutado, en modo alguno está ejecutado.


Quedan varios meses, dos meses por los menos de ejecución presupuestaria. Bueno, si tiene ganas y es que va a cumplir, que empiece ahora. No, lo pusieron para al 2005.


Nosotros queremos que, cuando se trate, se trate en el marco de la ley.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Diputado Mascheroni ¿usted tiene una propuesta alternativa para la redacción del artículo 2º?

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– No, es un proyecto distinto.

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Pido la palabra.


Simplemente propongo, en nombre de nuestro bloque, en el artículo 2º que, como se ha dicho bien acá, faculta al Poder Ejecutivo a modificar los rubros de recursos y erogaciones, entre otros objetivos, para dar cumplimiento a los acuerdos celebrados en el marco de la ley 10.052, se agregue, a partir de ahí: “haciéndolo extensivo a los organismos descentralizados y entes autárquicos”.

 SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– En eso tenemos razón.

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Yo había pedido la palabra, diputado Mascheroni, fui respetuoso, y era justamente para proponer lo que usted, con tanta fuerza, en algún aspecto lo dijo. 


Y posteriormente, en el artículo 11, adelanto, vamos a proponer otra modificación para reforzar el sentido que tiene la inclusión, en esta Ley Complementaria, de la problemática de los contratados.


Pero por ahora, me limito a proponer este texto como agregado aclaratorio del texto del artículo 2º.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Pido la palabra.


Yo simplemente iba a decir lo mismo que está diciendo el diputado Lacava, pero bueno, me alegra mucho la vehemencia del diputado Mascheroni porque me gustaría tenerlo al lado mío en el gremio, ya que así, con esa misma vehemencia hemos venido discutiendo los problemas de los trabajadores. Te invito, en cualquier momento, Santiago, cuando quieras sumarte.


De cualquier manera, quiero decir que se puede quedar tranquilo nuevamente el diputado y los diputados de la oposición. Nosotros seguimos pensando lo mismo que yo decía recién. Y creo, realmente, que esta preocupación que ustedes manifiestan hoy, nos hubiera gustado sentirla vehementemente también antes, y me gustaría que se repitiera vehementemente mañana.


Mientras tanto, quiero reiterarle que los compañeros, contratadas y contratados, emergencia, locación de servicio, van a ser de planta permanente a partir del 1º de enero del 2005, porque ellos lo van a lograr y el Poder Ejecutivo y nosotros se los vamos a facilitar.

· Aplausos en la barra.

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Simplemente quiero pedirle una clarificación al diputado Maguid: si esto también incluye a los pasantes, porque en la enumeración no escuché “pasantes”.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– No, los pasantes no están incluidos, porque sabe el diputado Marcucci que los pasantes, en definitiva, en la mayoría de los casos que nosotros tenemos en la Provincia, están por un convenio con la Universidad Nacional del Litoral.


Por lo tanto, es una situación laboral absolutamente distinta y son exactamente pasantes. Son situaciones que hoy no están absolutamente contempladas, pero que no escapa a la posibilidad de un análisis que el Poder Ejecutivo tendrá que hacer, en función de las realidades que considere oportunas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 2º, con la modificación propuesta por el diputado Lacava.

–
Resulta aprobado.

· Aplausos en la barra.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el artículo 3º. Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

· Resulta aprobado.

· Se aprueban sin observación los artículos 4º al 10º.

· Al considerase el artículo 11, dice el:

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Pido la palabra.


Propongo, en nombre del Bloque un agregado a este artículo. Dice el artículo: “Autorízase al Poder Ejecutivo a modificar la Planta de Personal del Presupuesto vigente, con las siguientes limitaciones: a) No aumentar el total general de cargos fijado para la Administración Pública Provincial, con excepción…”, y ahí proponemos el siguiente agregado: “de lo establecido en el artículo 2º de la presente y …”, luego continúa el artículo tal cual está redactado.

SR. REUTEMANN EÍ "PJ REUTEMANN, Roberto" .– Pido la palabra.


Hago la moción, si no hay problema, para que después de votado este artículo se siga la votación por capítulos.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el artículo 11, con la modificación propuesta por el diputado Lacava.

–
Resulta aprobado.

· Se aprueban sin observación los artículos 12 al 15.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se continúa ahora con la votación por capítulos. 


Se va a votar el III.

–
Resulta aprobado.

· Se votan sin observación los capítulos IV y V del Título I; el artículo 47 y el Capítulo I del Título II.

· Al considerarse el capítulo II, dice la:

SRA. QÜESTA EÍ "UCR QÜESTA, Daniela" .– Pido la palabra.


Tal cual como expresara anteriormente, voy a proponer la incorporación de un segundo párrafo en el artículo 50, que leo expresamente: “El Estado Provincial reconocerá como deuda a favor de los municipios y comunas los saldos que no se hubieren coparticipado por aplicación del Decreto 3113/2002 durante toda su vigencia, detrayendo los importes correspondientes de los saldos indicados en el párrafo anterior”.

SR. PEIRONE EÍ "PJ PEIRONE, Ricardo" .– Pido la palabra.


Nuestra bancada insiste en el dictamen de la mayoría.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el artículo 50 conforme el texto del dictamen de mayoría.

· Resulta aprobado.

· Se aprueban sin observación los artículos 51 al 58 del Capítulo II, y los capítulos III y IV; artículo 68 de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, el proyecto recibe media sanción y se comunica al Senado, con el siguiente texto:

 EÍ "zl Expte. N° 13.550 – PE: Ley Complementaria del Presupuesto de Gastos y Cálculo de Recursos del Ejercicio 2005" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

TÍTULO I - NORMAS COMPLEMENTARIAS AL PRESUPUESTO GENERAL DE LA PROVINCIA

CAPITULO I:

DE LA ESTRUCTURA DEL PRESUPUESTO

Artículo 1º.- La estructura del Presupuesto General de la Provincia contendrá básicamente las clasificaciones institucional, por finalidades y funciones, por fuente de financiamiento, programática, económica, por objeto del gasto y por rubro, para los recursos y erogaciones según corresponda a cada uno de ellos.


El Poder Ejecutivo dispondrá la apertura y desagregación de las clasificaciones enunciadas.

CAPITULO II:

DE LAS MODIFICACIONES AL PRESUPUESTO

Artículo 2º.- Facúltase al Poder Ejecutivo a modificar los rubros de recursos, erogaciones, erogaciones figurativas y aplicaciones financieras del Presupuesto de la Administración Pública Provincial en la medida que sea indispensable para el desenvolvimiento de los servicios, dar cumplimiento a los acuerdos celebrados en el marco de la Ley Nº 10.052, haciéndolo extensivo a los organismos descentralizados y entes autárquicos, ampliar el Plan de Trabajos Públicos con el objetivo de procurar un adecuado equilibrio Departamental tanto con recursos de este presupuesto como extrapresupuestarios, recomponer ingresos de los sectores activos y pasivos, siempre que el comportamiento esperado en la percepción de los recursos permita garantizar su atención, sin alterar el resultado financiero del cuadro de ahorro-inversión-financiamiento, o en su caso con destino a la atención del servicio de la deuda.


Las disposiciones que se adopten por aplicación del presente artículo deberán ser comunicadas a las HH. CC. Legislativas dentro de los quince (15) días posteriores a su dictado.

Artículo 3º.- Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer la ampliación del Presupuesto en el Cálculo de Recursos con Afectación Específica y Erogaciones, cuando se produzca una recaudación mayor que la presupuestada o cuando lo realmente efectivizado y su proyección asegure una recaudación superior a la estimada en el cálculo original.

Artículo 4º.- Facúltase al Poder Ejecutivo a modificar el Presupuesto General habilitando las partidas específicas por la incorporación de recursos no previstos en el mismo que surjan de la aplicación de leyes provinciales.

Artículo 5º.- Autorízase al Poder Ejecutivo a modificar el Presupuesto General incorporando las partidas específicas necesarias o incrementando las ya previstas, cuando deba realizar erogaciones originadas por la adhesión a leyes, decretos y convenios nacionales de vigencia en el ámbito provincial.

Artículo 6º.- Para las erogaciones correspondientes a servicios requeridos por terceros que se financien con su producido, el Presupuesto podrá ajustarse en función de las sumas que se perciban como retribución de los servicios prestados.

Artículo 7º.- Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer modificaciones en los Presupuestos de Organismos Descentralizados, Instituciones de Seguridad Social y Empresas y Sociedades del Estado, las que se condicionarán a las siguientes pautas:

a) En aquellos entes en los cuales sus presupuestos de erogaciones se equilibren con las estimaciones de recursos y el financiamiento neto destinados a atenderlos, los ajustes no deben alterar el resultado presupuestario obtenido ni aumentar el Uso del Crédito autorizado, excepto el destinado a los rubros presupuestarios de la "Inversión Real" en cuyo caso la medida deberá disponerse ad referéndum de las HH.CC. Legislativas.

b) Para el caso en que reciban aportes del Tesoro Provincial a los fines de equilibrar sus resultados, podrán realizarse ajustes presupuestarios siempre que el incremento efectivo de sus recursos no conlleve un aumento de los aportes de la Administración Central previstos originalmente, excepto los necesarios para la atención de políticas salariales y proyectos en el Plan de Obras Públicas.

c) Se exceptúa de las disposiciones de los incisos anteriores a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, la Administración Provincial de Impuestos, el Servicio de Catastro e Información Territorial y al Instituto Autárquico Provincial de Industrias Penitenciarias (IAPIP), en cuyos presupuestos se podrán realizar los ajustes necesarios para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 8º.- El Poder Ejecutivo podrá disponer ajustes presupuestarios compensados en los rubros de erogaciones, otras erogaciones y erogaciones figurativas de la Administración Central, Organismos Descentralizados, Instituciones de Seguridad Social y en las Empresas y Sociedades del Estado provincial.

Artículo 9º.- El Poder Ejecutivo, las Honorables Cámaras del Poder Legislativo, el Tribunal de Cuentas de la Provincia y la Defensoría del Pueblo, podrán realizar ajustes en sus respectivos presupuestos, así como también podrán disponer modificaciones en sus respectivas plantas de personal en la medida que las modificaciones producidas no superen los créditos totales autorizados para las jurisdicciones, ni aumenten el total general de cargos fijados para las mismas, con las limitaciones dispuestas en el artículo 11.


Las modificaciones producidas serán comunicadas al Poder Ejecutivo dentro de los 15 (quince) días posteriores al dictado del respectivo acto administrativo. 
Artículo 10.- El Poder Judicial podrá realizar ajustes en su presupuesto debiendo observar el principio de equilibrio presupuestario jurisdiccional. Los mismos deberán ser comunicados al Poder Ejecutivo dentro de los 15 (quince) días posteriores al dictado del respectivo acto administrativo.


Las modificaciones de sus plantas de personal podrán efectuarlas en el marco de las limitaciones del artículo 11.

Artículo 11.- Autorízase al Poder Ejecutivo a modificar la planta de personal del Presupuesto vigente con las siguientes limitaciones:

a) No aumentar el total general de cargos fijado para la Administración Pública Provincial, con excepción de lo establecido en el artículo 2º de la presente y de aquellos que resulten de la aplicación de las Leyes Nros. 6915, 6830 y modificatorias, en lo atinente exclusivamente a la reincorporación de agentes en los que el porcentaje de invalidez no alcance el mínimo establecido para acceder al beneficio de jubilación, en tanto y en cuanto se verifique la imposibilidad de la Jurisdicción respectiva de ofrecer en reducción cargos vacantes.

b) No transferir cargos correspondientes a los Sectores de Seguridad, Servicio Penitenciario y Docente, a otros agrupamientos y/o clases presupuestarias.

c) No superar el crédito total de las partidas de Personal autorizadas para las Jurisdicciones involucradas.

d) La valoración de los cargos que se creen, entendida como Asignación de la Categoría y otros conceptos que conforman la Remuneración del Cargo (Retribución del Cargo), no podrá exceder el valor que para tal concepto involucre a los cargos que se reduzcan. Dicha limitación no regirá para el caso de los regímenes de Promoción Automática, en tanto el Presupuesto autorice la erogación emergente de las mismas.

e) Podrán transformarse cargos docentes en horas cátedra y viceversa no resultando de aplicación la limitación del inciso a) del presente artículo. A tales fines, facúltase al Poder Ejecutivo para establecer por vía reglamentaria la relación de conversión, en tanto exista equivalencia en los créditos presupuestarios en correspondencia con la retribución de los cargos/horas cátedra involucrados como consecuencia de la modificación de planta.

Artículo 12.- En todo proyecto de decreto o de ley que elabore el Poder Ejecutivo o en la promulgación o veto de proyectos que tengan origen en las HH.CC. Legislativas, en el que directa o indirectamente se modifique la composición o contenido del Presupuesto General vigente o tenga implicancias sobre el Tesoro Provincial tendrá intervención el Ministerio de Hacienda y Finanzas, sin perjuicio de la que le compete al Ministerio, Secretaría u Organismo correspondiente, en concordancia con las normas del artículo 21 de la Ley de Contabilidad, Decreto Ley Nº 1757/56.


Dicha intervención se dará por cumplimentada en el caso en que el gasto proyectado cuente con crédito presupuestario y se encuentre autorizado en la Programación Financiera de Gastos que autorice la Secretaría de Hacienda de la Provincia (artículo 21 de la presente ley).

Artículo 13.- Facúltase al Poder Ejecutivo a delegar en los Funcionarios que estime oportuno y competentes, la realización, previo informe de la respectiva Dirección General de Administración o Servicio Administrativo, de modificaciones presupuestarias compensadas.


Dicha delegación de facultades deberá operar en forma conjunta con el Decreto Acuerdo distributivo del Presupuesto Analítico y no alcanzará a aquellas modificaciones que impliquen disminución de la Inversión (Gastos de Capital) en correspondencia con un incremento en las Erogaciones Corrientes. En caso en que, como consecuencia de dicha delegación, se disponga la reducción de créditos correspondientes a la Categoría Programática de “Programa” se deberá contar con informe previo del responsable del mismo autorizando la disminución de créditos.

Artículo 14.- Las modificaciones adoptadas por aplicación del artículo precedente, deberán ser comunicadas dentro de los 5 (cinco) días posteriores a su dictado a la Contaduría General de la Provincia, Dirección General de Finanzas de la Provincia y Tribunal de Cuentas de la Provincia.

Artículo 15.- Las erogaciones a atenderse con recursos afectados a la Categoría Programática de Proyectos, deberán ajustarse, en cuanto a su monto y oportunidad, a las cifras realmente recaudadas, salvo en el caso de erogaciones cuyo ingreso esté condicionado a la presentación previa de certificado de obra o de comprobante de ejecución, en cuyo caso tales erogaciones estarán limitadas a los créditos autorizados.

CAPITULO III

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 16.- Facúltase al Poder Ejecutivo a transferir al próximo ejercicio los saldos no invertidos en ejercicios anteriores provenientes de recursos percibidos en cumplimiento de leyes, decretos y acuerdos nacionales que tuvieren afectación a gastos determinados y que no fueron erogados en el ejercicio en que se produjo el ingreso pertinente, dando conocimiento a las HH. CC. Legislativas.

Artículo 17.- La facultad conferida por el artículo precedente alcanza a los fondos no invertidos provenientes de donaciones, legados, eventos benéficos y recursos provinciales que tuvieran afectación específica.

Artículo 18.- En el caso que existan mayores ingresos que los calculados en rubros en los cuales corresponda asignar participación, autorízase a dar por ejecución importes que excedan los originariamente previstos en los créditos destinados a atenderlas, dando conocimiento a las HH. CC. Legislativas.

Artículo 19.- Facúltase al Poder Ejecutivo a utilizar el Resultado Financiero de Rentas Generales neto de la diferencia entre las Fuentes Financieras y Aplicaciones Financieras, originado en la ejecución presupuestaria del ejercicio anterior y a realizar las modificaciones presupuestarias correspondientes, dando conocimiento a las HH. CC. Legislativas. 

Artículo 20.- Prohíbese la afectación y traslado del Personal de Seguridad, Servicios Penitenciarios y Docente al desempeño permanente de tareas ajenas a las específicas de Seguridad y Educación. Exceptúase el Personal Docente comprendido en los alcances de la Ley Nº 10.164.

Artículo 21.- La Administración Provincial de Impuestos, las Direcciones Generales de Administración o Servicios Administrativos de la Administración Provincial, deberán presentar dentro de los 5 (cinco) primeros días hábiles de cada mes, a la Contaduría General de la Provincia, de acuerdo a las modalidades que esta disponga, el Estado de Ejecución Presupuestaria, Esquema Ahorro Inversión Financiamiento Base Caja y Situación del Tesoro del mes inmediato anterior discriminando. Contaduría General de la Provincia deberá elevar dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes, los Estados consolidados generales de la Provincia al Ministerio de Hacienda y Finanzas el cual previa autorización, ordenará su publicación en la página web de la Provincia. Los Servicios Administrativos de las Empresas y Sociedades del Estado deberán remitir a la Contaduría General de la Provincia Estados de Ejecución Presupuestaria de Recursos y Gastos dentro de los términos antes establecidos.


No podrá invocarse en contra de lo establecido en esta ley, disposición alguna contenida en las leyes orgánicas o reglamentarias de los Organismos Descentralizados e Instituciones de Seguridad Social.


A los efectos del cumplimiento de lo normado por el presente artículo, el Honorable Tribunal de Cuentas de la Provincia, a través de su Delegación Fiscal ejercerá su intervención en forma amplia y permanente.

Artículo 22.- A los fines de garantizar una correcta ejecución de los Presupuestos y de compatibilizar los resultados esperados con los recursos disponibles, todas las Jurisdicciones y Entidades del Sector Público no Financiero, deberán programar la ejecución financiera de sus Presupuestos, las que estarán sujetas a la aprobación del Ministerio de Hacienda y Finanzas.


El monto total de las cuotas de compromiso definitivo fijada para el ejercicio, ajustadas y aprobadas por el Ministerio de Hacienda y Finanzas, no podrá ser superior a los Recursos efectivamente recaudados.

Artículo 23.- Facúltase al Poder Ejecutivo –ad referéndum de las Honorables Cámaras Legislativas–, a modificar las pautas que determinan el nivel de los recursos no tributarios.

Artículo 24.- Serán nulos los actos administrativos y los contratos celebrados por cualquier autoridad administrativa, aún cuando fuere competente para otorgarlo, si de los mismos resultare la obligación del Tesoro Provincial de pagar sumas de dinero que no estuvieren contempladas en el Presupuesto General de la Administración Provincial. El Estado Provincial no será responsable de los daños y perjuicios que soporte el administrado o contratante de la Administración con motivo del acto o contrato nulo; salvo en la medida que hubiere real y efectivo enriquecimiento. La nulidad podrá ser dispuesta de oficio por la Administración, aún cuando el acto o contrato hubiera tenido principio de ejecución.


Serán igualmente nulos los actos administrativos de cualquier autoridad administrativa, aún cuando fuere competente al efecto, que designe personal en la planta permanente o temporaria de cargos, cuando no existan cargos vacantes y los correspondientes créditos presupuestarios suficientes a tal fin.

Artículo 25.- Los Organismos Descentralizados Autárquicos así como también aquellos en que la Provincia posea una participación en su capital, cualquiera sea su forma jurídica, que elaboren Balances Comerciales, deberán remitirlos al Poder Ejecutivo –Ministerio de Hacienda y Finanzas–, y asimismo elevar sus Presupuestos de Gastos y Cálculos de Recursos y Planta de Personal aún cuando no integren el Presupuesto General de la Provincia. Contemporáneamente deberán elevar idéntica información a las Honorables Cámaras Legislativas.

Artículo 26.- Las deudas del Estado Provincial vinculadas a la relación de empleo público prescriben a los dos años contados desde acaecido el hecho que las origina o desde que se tomó conocimiento del mismo.


Los reclamos administrativos que se encontraren en trámite a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley y no hubiesen tenido actividad alguna en el último año, caducan de pleno derecho.

Artículo 27.- Autorízase al Poder Ejecutivo a liquidar los Bonos y/o Títulos de origen nacional, cotizables en bolsa o no, que reciba en concepto de pago de deudas y/o aportes nacionales ordinarios o extraordinarios, reintegrables o no, incluidos los que correspondan por acuerdos de compensación de créditos y deudas con el Gobierno Nacional, de conformidad a las disposiciones que establece el Banco Central de la República Argentina.

Artículo 28.- Autorízase al Poder Ejecutivo a refinanciar, consolidar, novar, compensar, transar y documentar deudas y créditos a cargo y/o a favor del Tesoro Provincial con Municipios y Comunas, y/o sus organismos, así como con particulares, y con el Estado Nacional de conformidad a las normas que correspondan efectuando las adecuaciones presupuestarias pertinentes debiendo dar cuenta a las HH.CC. Legislativas. 

Artículo 29.- El Poder Ejecutivo limitará el pago de deudas del Estado Provincial a los montos previstos en las partidas específicas autorizadas por la Ley de Presupuesto. Las deudas que no puedan ser satisfechas por carecer de los créditos suficientes quedarán sometidas al procedimiento de cancelación autorizado por el artículo precedente.

Artículo 30.- El Poder Ejecutivo no podrá otorgar garantías sobre las obligaciones que contraigan los organismos autárquicos, entes descentralizados, empresas del Estado, sociedades del Estado e instituciones de seguridad social y todo otro ente en que el Estado Provincial tenga participación total o parcial en la formación de la voluntad societaria y Municipalidades y Comunas de la Provincia, salvo que cuenten con capacidad para endeudarse expresamente demostrada, debiendo a este fin, contar con informe favorable previo del Ministerio de Hacienda y Finanzas y dar cuenta a las HH.CC. Legislativas.


Cuando a juicio del Poder Ejecutivo sea necesario garantizar obligaciones de los entes indicados precedentemente que no tengan capacidad de endeudamiento suficiente, se requerirá autorización legislativa.


Queda prohibido garantizar operaciones de terceros distintos a los especificados en este artículo, manteniéndose vigentes las que se hubieran concedido conforme a derecho, con anterioridad a la sanción de esta ley.

Artículo 31.- En el caso que el Poder Ejecutivo deba responder por las garantías otorgadas, queda facultado para que a través del Ministerio de Hacienda y Finanzas proceda a su recupero en la forma que se indica a continuación, optando por la modalidad compatible con cada situación particular:

a) Débito en las cuentas corrientes a la orden de los entes citados en el primer párrafo del artículo anterior, afectando al ente que resultara responsable. Las Instituciones Bancarias debitarán de acuerdo al requerimiento del Ministerio de Hacienda y Finanzas.

b) Retención en las acreencias que los mismos entes tuvieran con la Provincia, cualquiera sea su origen.

c) Iniciar la ejecución judicial inmediata para los terceros comprometidos en la excepción del último párrafo del artículo anterior, para lo cual será informada la Fiscalía de Estado, al efecto de la intervención que le compete.

Artículo 32.- Los importes que deba atender el Tesoro Provincial por ejecución de garantías serán recuperados procediendo de la siguiente manera:

a) Cuando la obligación estuviera constituida en moneda extranjera, las divisas pagadas se convertirán a moneda nacional al tipo de cambio vendedor del Banco de la Nación Argentina vigente al día del recupero, con más una tasa de interés anual igual a la tasa Libor más tres puntos, más cargos administrativos.

b) Cuando la obligación estuviera constituida en moneda nacional, a la suma pagada se le aplicará una tasa de interés y/o actualización, si correspondiere esta última, igual a la máxima aplicada por el Banco de la Nación Argentina para operaciones de adelantos en cuentas corrientes, calculada desde la fecha del desembolso hasta el día de efectivo recupero, más cargos administrativos.

Artículo 33.- Para atender las erogaciones originadas por la ejecución de las garantías otorgadas en los términos de la presente ley, autorízase al Poder Ejecutivo a disponer la apertura de los créditos necesarios en el Presupuesto debiendo dar cuenta de ello a las Honorables Cámaras Legislativas, no rigiendo esta disposición para los casos en que se encontrara pendiente la aprobación legislativa.

Artículo 34.- Establécese que la Cuenta de Inversión en concordancia con la legislación vigente debe contener un detalle informativo de las diversas etapas en la evolución de las garantías durante el año: otorgamiento, liberación, ejecución y recupero o gestión realizada para lograrlo.

Artículo 35.- La modificación de los índices de coparticipación a Comunas de impuestos nacionales y del producido del impuesto sobre los Ingresos Brutos en virtud de ser declaradas Ciudad, se producirá a partir del 1º de enero del año siguiente al de vigencia de la ley respectiva.

Artículo 36.- Autorízase al Poder Ejecutivo a retener de los montos que le correspondan a las municipalidades y comunas en concepto de coparticipación de impuestos, los importes de deudas que las mismas mantengan con la Empresa Provincial de la Energía, el Instituto Autárquico Provincial de Obra Social, la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia y con cualquier otro Organismo Provincial, así como también los montos de repetición a contribuyentes, de impuestos que se coparticipan automáticamente.

Artículo 37.- Facúltase al Poder Ejecutivo a retener a municipalidades y comunas, de los montos que les corresponda en concepto de coparticipación de impuestos, los importes de aportes personales y contribuciones patronales a las Cajas de Jubilaciones y Pensiones Provincial y Municipales y al Instituto Autárquico Provincial de Obra Social, conforme a las normas reglamentarias que a tales fines dicte el Poder Ejecutivo.

CAPITULO IV

DISPOSICIONES ESPECIFICAS

Artículo 38.- Autorízase al Poder Ejecutivo a disponer la creación, a integrar y a cooperar con entidades distintas del Estado Provincial, para el cumplimiento de las funciones establecidas en los artículos 16 a 33 de la Ley Nº 10.101, como de competencia de uno o más Ministerios o Secretarías de Estado, cuando éstas estén formadas por Municipalidades o Comunas. El Ministerio o Secretaría de Estado en cuestión mantendrá su competencia material y tendrá participación activa en la misma, pero deberá adecuar sus estructuras para evitar superposiciones con la finalidad de racionalizar recursos de la Administración Central y coordinar programas y políticas que impliquen la competencia de esas áreas. El Poder Ejecutivo deberá dar conocimiento a las HH.CC. Legislativas del ejercicio de la presente autorización.

Artículo 39.- Autorízase al Ministerio de Salud a otorgar subsidios a las Cooperadoras de los distintos servicios hospitalarios y a los Servicios de Atención Médica a la Comunidad (Samco) de la Jurisdicción, quienes deberán rendir cuenta detallada ante el Ministerio mencionado de las inversiones que realicen, creando para tal fin las partidas correspondientes en "Transferencias para Financiar Erogaciones Corrientes" y "Transferencias para Financiar Erogaciones de Capital", ampliando de esta manera los alcances de la Ley 10.520, en lo que refiere a la distribución del "Fondo de Asistencia para la Salud Pública”.

Artículo 40.- Incorpórase como último párrafo al artículo 20 de la Ley Nº. 10.745, el siguiente texto:


“Las erogaciones que se proyecten deberán respetar principios de equidad respecto al resto de las erogaciones del Ministerio de Salud por lo que, cumplimentado con los objetivos de la Dirección de Bromatología y Química, los excedentes resultantes deberán afectarse a la atención de Programas de Salud, excepto al Inciso 1 - Gastos en Personal.”

Artículo 41.- La compra de bienes inmuebles y muebles registrables, que efectúen los Ministerios, Secretarías, Fiscalía de Estado o los Organismos Descentralizados dependientes deberán ser autorizados por el Poder Ejecutivo.


Exceptúase de lo dispuesto en el párrafo anterior, los bienes inmuebles afectados para el desarrollo de programas de construcción de viviendas, caminos y canales provinciales, sus ensanches y obras anexas, por parte de los organismos competentes en cada caso.

Artículo 42.- Autorízase al Poder Ejecutivo a cobrar los pliegos de bases y condiciones para los llamados a los distintos sistemas de contratación.


El citado Poder reglamentará lo dispuesto en el presente artículo.

Artículo 43.- Los agentes de la Provincia, tanto de la Administración Central como de los Organismos Descentralizados no percibirán sus emolumentos, antes que los mismos hayan sido puestos a disposición de cobro para el inmediato jerárquico inferior.

CAPITULO V

OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 44.- Establécese que los remanentes que anualmente se produzcan como consecuencia de la no distribución o distribución parcial (operada como consecuencia de la reglamentación) del Fondo establecido en el artículo 13 de la Ley Nº 10.813, y extensivo al personal del Servicio de Catastro e Información Territorial por el artículo 5to. de la Ley Nº. 10.921, ingresarán al 31 de diciembre de cada año a Rentas Generales del Tesoro Provincial.

Artículo 45.- Prorrógase la vigencia de la Ley Nº 7866, con excepción de los artículos 1 a 18, 21, 23 a 27, 31, 32, 35 a 39, 41 a 50, 61 a 64,103, 104, 107, 108 y 110.

Artículo 46.- Para el Ejercicio 2005, no serán de aplicación los artículos 2 al 14, 24, 26 , 27, 30 (2do. apartado), 50 (2do. párrafo), 61 al 63, 71, 96 al 100 y 110 del Decreto Ley Nº. 1757/56 (Ley de Contabilidad) y sus modificatorias y los artículos 20 y 33 de la Ley Nº 5356.

TITULO II

COORDINACION FINANCIERA Y FISCAL ENTRE LA PROVINCIA Y SUS MUNICIPIOS Y COMUNAS, SANEAMIENTO DE LAS OBLIGACIONES RECIPROCAS, Y TRANSPARENCIA FISCAL DE LOS ENTES LOCALES

AMBITO DE APLICACIÓN Y CONTENIDO

Artículo 47.- Modificase el régimen que regula las relaciones resultantes de la coordinación financiera y fiscal entre la Provincia de Santa Fe y las Municipalidades y Comunas ubicadas en su jurisdicción de conformidad a las disposiciones del presente Título.


El mismo, regula las modificaciones al régimen de coparticipación impositiva del Impuesto sobre los Ingresos Brutos y de los Impuestos del Régimen Federal – Ley 23.548, modificatorias y complementarias o aquellos que lo sustituyan; el saneamiento de las obligaciones reciprocas con el estado provincial, y normas vinculadas a la transparencia fiscal que le cabe a los entes locales.

CAPÍTULO I

RÉGIMEN DE COPARTICIPACIÓN IMPOSITIVA DEL IMPUESTO SOBRE LOS INGRESOS BRUTOS Y LOS IMPUESTOS DEL RÉGIMEN FEDERAL LEY 23.548

Artículo 48.- A partir de la vigencia de la presente ley, el Poder Ejecutivo participará a las Municipalidades y Comunas de la Provincia, el 90% del producido de la recaudación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, de conformidad a las disposiciones previstas en la Ley Nº 7457, modificada por la Ley Nº 8437.

Artículo 49.- A partir de la vigencia de la presente ley, la participación a las Municipalidades y Comunas de la Provincia, en el producido de la recaudación de los Impuestos correspondientes al Régimen Federal de Coparticipación - Ley Nº 23548, modificatorias y complementarias, se calculará de conformidad a las disposiciones previstas en la Ley Nº 7457, modificada por la Ley Nº 8437, y en idéntica proporción a la relación resultante de la distribución prevista en la Ley Nº 11.876 – Presupuesto General Ejercicio 2001. 

CAPITULO II

SANEAMIENTO DE LAS OBLIGACIONES RECIPROCAS ENTRE EL ESTADO PROVINCIAL Y SUS MUNICIPIOS Y COMUNAS

Artículo 50.- Dense por concluidos los procedimientos y las actuaciones realizadas por la Autoridad de Aplicación en el marco de los Regímenes de Compensación de Deudas y Créditos entre el Estado Provincial y los Municipios y Comunas de la Provincia, como también entre Organismos y Entes no Financieros del Sector Público Provincial, establecidos por los Decretos Nº 3469/93 y Nº 0807/96 y sus modificatorios, tomando como saldos definitivos de los entes deudores y acreedores participantes los provenientes de las presentaciones válidas oportunamente efectuadas e incorporadas en el sistema de compensación, que se hayan originado o no en acuerdos conciliatorios entre contrapartes y cumplido con los requisitos pertinentes para su inclusión, así como también las situaciones que surgen en el artículo 52.

Artículo 51.- A los fines de estos regímenes se considerará al Estado Provincial como una única unidad económica, resumiéndose en el Tesoro Provincial los saldos deudores y acreedores que emerjan de las posiciones finales de las jurisdicciones, entes, poderes y empresas que participaron del mismo. Como consecuencia de ello se invalida la posibilidad de reclamar derechos emergentes del mismo por parte de los organismos o entes acreedores, como asimismo de asumir posiciones deudoras de aquellos que resultaron obligados en el mismo.

Artículo 52.- Inclúyanse en los Regímenes de Compensación de Deudas y Créditos entre el Estado Provincial y los Municipios y Comunas de la Provincia, como asimismo entre Organismos y Entes no Financieros del Sector Público Provincial, establecidos por los Decretos Nº 3469/93 y Nº 0807/96 y sus modificatorios, las posiciones deudoras y acreedoras que surgen de los convenios celebrados entre la Provincia de Santa Fe y la Dirección General de Fabricaciones Militares en fecha 18 de marzo de 1998, 23 de junio de 1998 y 20 de noviembre de 1998 y que fueron ratificados por Ley Provincial Nº 11.702.

Artículo 53.- A los Municipios y Comunas que resultaren con saldos deudores en los Regímenes de Compensación de Deudas y Créditos instituidos por los Decretos N° 3469/93 y N° 0807/96 y sus modificatorios, una vez determinados los saldos finales según lo establecido en el artículo 56, a partir del ejercicio 2005, se les afectará para su cancelación el 0,5% (cincuenta centésimos por ciento) de la coparticipación mensual nominal total que les corresponda por todo concepto, detrayéndose los montos resultantes de la coparticipación de Impuestos del Régimen Federal e Ingresos Brutos, o los que los sustituyan, a partir del mes de Julio de 2005.

Artículo 54.- Los Municipios y Comunas que resulten con saldos acreedores en los Regímenes de Compensación de Deudas y Créditos instituidos por los Decretos N° 3469/93 y N° 807/96 y sus modificatorios tendrán prioridad en el cobro de sus acreencias respecto al Tesoro Provincial, de acuerdo a lo previsto en el procedimiento descripto en el artículo 56, facultándose a tal efecto al Poder Ejecutivo a cancelar las mismas con independencia del importe de las retenciones que se efectúen a los entes deudores, como asimismo a realizar las modificaciones presupuestarias que resulten necesarias para tal fin.

Artículo 55.- Facúltase al Poder Ejecutivo a instrumentar un Régimen de Compensación de Créditos y Deudas entre el Tesoro Provincial y los Entes del Sector Público Provincial No Financiero con las Municipalidades y Comunas de la Provincia, que comprenda las deudas y créditos correspondientes a las obligaciones líquidas, vencidas y exigibles a partir del 1° de febrero de 1996 y hasta el 31 de diciembre de 2004 que no hubieran sido canceladas ni convenidas, con excepción de aquellos convenios que se encuentren caídos a esa fecha.

Artículo 56.- El Poder Ejecutivo a través de la autoridad de aplicación, comunicará las posiciones finales alcanzadas por los entes participantes de los regímenes aludidos, implicando dicha comunicación la conclusión, resolución y aceptación definitiva de las mismas.


Para el caso de no aceptarse las posiciones comunicadas precedentemente, cada ente recurrente expresará formalmente su decisión de rechazarla dentro de un plazo de treinta días hábiles de su comunicación, lo que implicará automáticamente la separación de la totalidad de las deudas y créditos que les correspondan y que se hubieren incorporado a los Regímenes de Compensación, retrotrayéndolos a sus situaciones anteriores a la inclusión, quedando los mismos expuestos a los procedimientos y tratamientos de los regímenes originales y ordinarios de cancelación tanto por intereses como por las actualizaciones que correspondieren.


Las posiciones finales de los organismos provinciales, municipales y comunales, resultantes de esta situación, serán convalidadas a través de un Decreto del Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 57.- Facúltase al Poder Ejecutivo, para que a través del Ministerio de Hacienda y Finanzas, proceda a practicar las retenciones y/o acreditaciones en las participaciones de acuerdo a lo establecido en la presente Ley, como asimismo a efectuar las adecuaciones presupuestarias que surjan de la aplicación de la misma.

Artículo 58.- Para dar cumplimiento a lo expresado en los artículos anteriores, serán autoridad de aplicación los Ministerios Coordinador y de Hacienda y Finanzas.

CAPÍTULO III

TRANSPARENCIA FISCAL DE LOS MUNICIPIOS Y COMUNAS

Artículo 59.- Los presupuestos de los Municipios y Comunas deberán contener la autorización de la totalidad de las erogaciones y la previsión de la totalidad de los recursos, de carácter ordinario y extraordinario, afectados o no, de la administración central, organismos descentralizados y cuentas o fondos especiales que los componen.

Los recursos y erogaciones figurarán por sus montos íntegros sin compensaciones entre sí, mostrando los resultados económicos y financieros esperados y los recursos humanos a utilizar en el ejercicio.

Artículo 60.- El Poder Ejecutivo establecerá clasificadores Presupuestarios homogéneos para ser utilizados por la totalidad de las Municipalidades y Comunas de la Provincia. La utilización de los mismos deberá ser compatible con los existentes en el orden nacional y provincial, con el objeto de uniformar la información presupuestaria.

Artículo 61.- Facúltase al Poder Ejecutivo para que a través de los Ministerios Coordinador y de Hacienda y Finanzas instrumente para las Municipalidades y Comunas de la Provincia, la utilización de un sistema uniforme de administración financiera y de control, en un todo de acuerdo con lo establecido en las leyes Nº 12.194 y 12.195.

Artículo 62.- Las Municipalidades de 1º y 2º categorías incorporarán en el mensaje anual de elevación de sus presupuestos proyecciones plurianuales que contendrán como mínimo proyecciones de recursos por rubros, proyecciones de erogaciones por objeto y finalidad, programa de inversiones, programación de operaciones de crédito, programación de vencimiento de la deuda pública, y resultados económicos y financieros esperados.


La información precedente deberá formularse para el trienio siguiente. 

Artículo 63.- Los Municipios y Comunas de la Provincia remitirán al Poder Ejecutivo la siguiente información conforme lo establezca la reglamentación de la presente ley:

a) Ejecución presupuestaria de la administración central, organismos descentralizados y cuentas o fondos especiales, por rubros de recursos; discriminando el presupuesto vigente y la ejecución por el criterio del percibido y desagregando en el caso que corresponda la fuente de financiamiento. 

b) Ejecución presupuestaria de la administración central, organismos descentralizados y cuentas o fondos especiales, por incisos de erogaciones, discriminando el presupuesto vigente y la ejecución en las etapas del devengado y pagado y desagregando en el caso que corresponda la fuente de financiamiento. 

c) Planta del personal permanente, transitorio o contratada, desagregada por categorías o niveles.

d) Estado de la Deuda Pública Total, incluida la flotante, detallando en cada caso el tipo de acreedor, montos adeudados, cronograma de amortizaciones e intereses.

e) Relación emisión-recaudación de las tasas y contribuciones emitidas por los municipios y comunas. 


La información precedente será cumplimentada dentro de los veinte días hábiles del cierre de los períodos calendarios que se consideren según el siguiente cronograma:

· Los incisos a) y b) serán cumplimentados por las Municipalidades de 1ra. y 2da. Categoría con una frecuencia mensual y las Comunas con una frecuencia trimestral.

· Los restantes incisos serán cumplimentados por las Municipalidades de 1ra. y 2da. Categoría con una frecuencia trimestral y las Comunas con una frecuencia semestral.

Artículo 64.- Los Municipios y Comunas deberán ejecutar sus presupuestos preservando el equilibrio financiero. Dicho equilibrio se medirá como la diferencia entre los recursos percibidos – incluyendo dentro de los mismos a los de naturaleza corriente y de capital – y los gastos devengados que incluirán los gastos corrientes netos de aquellos financiados con préstamos de organismos internacionales y los gastos de capital netos de aquellos destinados a infraestructura social básica necesaria para el desarrollo económico y social financiados con cualquier uso del crédito.

CAPÍTULO IV

OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 65.- Autorizase al Poder Ejecutivo a reglamentar el presente Título.

Artículo 66 - Los artículos 47 a 49 y 58 a 63 de esta Ley serán de aplicación a partir del 1 de enero de 2005.

Artículo 67.- Derógase a partir de la vigencia de la presente Ley, la Ley 9595, el artículo 12 de la Ley Nº 11.123, y el artículo 30 de la Ley Nº 12103, así como toda otra norma que se oponga a lo establecido en la presente ley. 

Artículo 68.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El Expte. Nº 13.969 – es girado a comisión.


Se continúa ahora con el desarrollo normal de la sesión.

6 Versión Taquigráfica

(Sesión ordinaria 18/11/04 – Aprobada)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra a consideración del Cuerpo la Versión Taquigráfica correspondiente a la sesión ordinaria del 18 de noviembre de 2004.


Si no se formulan observaciones, se dará por aprobada.

· Resulta aprobada.

7 asuntos entrados

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de los Asuntos Entrados Nº 28 con su destino correspondiente.

–
Se lee: 

7.1 Comunicaciones Oficiales

Asunto Nº 1 – Diversas Comunas, remiten notas adhiriendo al proyecto de ley Expte. N° 12.970 – DB (Unidad Económica Agraria). (N° 8272/04).

–
Girado a sus antecedentes.

Asunto Nº 2 – El Concejo Municipal de Arroyo Seco, remite copia de la Declaración N° 366/04 (adhiriendo al proyecto de ley –Pasaje Solidario de Salud). (N° 8273/04).

–
Girado a sus antecedentes.

Asunto Nº 3 – El Poder Ejecutivo, remite copia del Decreto N° 2124/04 (remodelación de la Subcomisaría 11 de la UR II de Rosario). (N° 8275/04).

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 4 – El Subsecretario de Asuntos Legislativos, eleva respuesta a las siguientes minutas de comunicación:

Expte. N° 12.552 – ARI: Solicita declare de interés provincial el XXI Encuentro Santafesino de Teatro Estudiantil en Santa Fe los días 3 y 7 de noviembre. (N° 8276/04).

Expte. N° 13.165 – ARI: Solicita remita copia de la Declaración Jurada del Comisario Mayor de la Policía Hugo Giulano.(N° 8277/04).

Expte. N° 12.758 – ARI: Solicita una ayuda urgente para familias de inundados en La Tablada. (N° 8278/04).

Expte. N° 13.379 – PPS: Solicita informes sobre implementación del Programa Federal de Construcción de Viviendas en la Provincia.(N° 8279/04).

Expte. N° 12.576 – PDP: Solicita el mantenimiento de la Línea Media Tensión en las localidades de Constanza y Elisa. (N° 8280/04).

Expte. N° 13.226 – UCR: Solicita reglamentar la Ley Provincial N° 12175 (Areas Naturales Protegidas). (N° 8281/04).

Expte. N° 12.397 – BER: Solicita informe sobre las obras del Sistema Arroyo Leyes – Setúbal. (N° 8282/04).

Expte. N° 12.237 – BER: Solicita evalúe la conveniencia de delegar en municipios y comunas funciones referidas aplicación Ley Nacional 24240. (N° 8283/04).

Expte. N° 12.545 – UCD: Solicita garantice el acceso de la población a la compra de la garrafa social. (N° 8284/04).

Expte. N° 12.637 – UCR: Solicita informes sobre empresas radicadas en la Provincia, que tienen beneficios de la Ley N° 8478 (Ley de Promoción Industrial). (N° 8285/04).

Expte. N° 12.867 – ARI: Solicita informe sobre producción agroecológica sobre aplicación de Ley 12064. (N° 8286/04).

Expte. N° 12.250 – PPS: Solicita reglamente la Ley N° 12217 (radares fotográficos). (N° 8287/04).

Expte. N° 12.297 – ARI: Solicita informe sobre varios puntos sobre arsénico en napas freáticas en poblaciones rurales. (N° 8288/04)

Expte. N° 12.792 – UCR: Solicita informe sobre lugares de volcamiento en la red cloacal en la ciudad de Santa Fe. (N° 8289/04).

Exptes. Nº 13.211 – BS – Adj. N° 13227 – UCR: Solicita reglamente la Ley 11.111, modificada por la Ley 12.207. (N° 8290/04).

Expte. N° 12.693 – PDP: Solicita informe sobre la aplicación de tasas a beneficiarios de Pensiones Sociales 5110, en Rosario, Venado Tuerto y San Lorenzo. (N° 8291/04).

Expte. N° 12.342 – ARI: Solicita informe sobre distintos puntos referidos a equipos que contengan PCB. (N° 8292/04).

Expte. N° 13.118 – PJ: Solicita difunda recomendaciones sobre sanidad lotes de soja ante la enfermedad de la Roya Asiática. (N° 8293/04).

Expte. N° 13.297 – PPS: Solicita reglamente la Ley 9833 (Seguro de Vida a los Bomberos Voluntarios). (N° 8294/04).

Expte. N° 12.651 – UCR: Amplia informe construcción paso bajo nivel en la Ruta Nacional 11, intersección calle Roque Sáenz Peña.(N° 8295/04).

–
Girado a sus antecedentes. 

Asunto Nº 5 – El Concejo Municipal de Rosario, remite nota apoyando la aprobación del proyecto de ley de Acceso a la Información Pública. (N° 8.297/04).

–
Girado a sus antecedentes.

Asunto Nº 6 – El Concejo Municipal de Villa Constitución, remite copia de la Declaración Nº 212/04 (prestación del servicio eléctrico en todo el territorio de la Provincia). (N° 8.301/04).

–
Girado a sus antecedentes

Asunto Nº 7 – El señor Presidente del Concejo Municipal de Carcarañá, remite copia de la Declaración Nº 042/04, por la cual declara de interés municipal la implementación de la Ley Nº 12.154 (Incorporación a planta permanente del Personal de los Samco. de la Provincia) (Nº 8.303/04).

–
Girado a sus antecedentes.

Asunto Nº 8 – El señor Presidente del Concejo Municipal de Venado Tuerto, remite copia de la Resolución Nº 2911/04, por la cual requiere al PE incorporar al calendario escolar el día 09 de noviembre de cada año “Día del Donante Voluntario de Sangre”. (Nº 8304/0).

–
Girado a sus antecedentes.

7.2 Dictámenes de Comisión

7.2.1 Modificación Art.3º de la Ley 5110

(Dict. Com. Seg. Social y As. Const. y Leg. Gral. – Queda reservado)

Asunto Nº 9 – Dictámenes de las comisiones de Seguridad Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley de los señores diputados Real y Jullier, por el cual se modifica el artículo 3º Inc. c) de la Ley Nº 5110 (TO) – Caja de Jubilaciones y Pensiones Sociales. (Expte. Nº 13.223 – PDP).

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.

–
Queda reservado. Ver punto 10.1.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Se lee:

7.2.2 Código de Faltas: modif. Art. 137 (uso del fuego para desmalezar, etc.)

Asunto Nº 10 – Dictámenes de la comisiones de Agricultura y Ganadería y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley de los señores diputados Lamberto, Baudín, Bonfatti, Kilibarda, Reynoso, Albónico, Cecchi, Marcucci y Real, por el cual se incorporan un segundo y tercer párrafo al artículo 137, Capítulo II “Contra el Equilibrio Ecológico”, Título VIII del Código de Faltas de la Provincia – Ley 10.703” (Expte. Nº 13.368 – DB).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.3 Expropiación de inmuebles en San Lorenzo (trazado de calles y rutas)

Asunto Nº 11 – Dictámenes de las comisiones de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley Venido en revisión, por el cual se declaran de utilidad pública y sujetos a expropiación inmuebles ubicados en la ciudad de San Lorenzo (trazado de calles y rutas). (Expte. Nº 13.829 – Senado).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.4 Donación de inmueble a la Municipalidad de Rosario

Asunto Nº 12 – Dictámenes de las comisiones de Asuntos Comunales, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley del señor diputado Di Pollina (MC), por el cual se dona a la Municipalidad de Rosario un inmueble de propiedad de la Provincia, destinado a regularizar la situación materializada entre el municipio y el Club Regatas. (Expte. Nº 11.797 – BS).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.5 Línea de crédito especial para sector ganadero: aprobación convenio

Asunto Nº 13 – Dictámenes de las comisiones de Agricultura y Ganadería, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley y Mensaje Nº 2781, Venido en revisión, por el cual se aprueba el convenio y anexo suscripto entre el Banco de la Nación Argentina y el Gobierno de la Provincia de Santa Fe (Línea de Crédito Especial con destino al Sector Ganadero). (Expte. Nº 13.092 – PER).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.6 Convenios entre el Nuevo Banco de Santa Fe S.A., el Consejo Federal de Inversiones y el Ministerio de Agr. Gan. Ind. y Comercio

Asunto Nº 14 – Dictámenes de las comisiones de Agricultura y Ganadería, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley y Mensaje Nº 2780, Venido en revisión, por el cual se aprueban los convenios suscriptos entre el Nuevo Banco de Santa Fe SA, el Consejo Federal de Inversiones y el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio de la Provincia. (Expte. Nº 12.983 – PER).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.7 Programa de Servicios Agrícolas Provinciales (Prosap): aprobación de addenda

Asunto Nº 15 – Dictámenes de las comisiones de Agricultura y Ganadería, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley y Mensaje Nº 2833, Venido en revisión, por el cual se aprueba el addenda suscripta entre el Ministerio de Economía y Producción de la Nación y el Gobierno de la Provincia – Ejecución del Programa de Servicios Agrícolas Provinciales (Prosap). (Expte. Nº 13.366 – PE).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.8 Fondo Nacional de Incentivo Docente: aprobación actas complementarias

Asunto Nº 16 – Dictámenes de las comisiones de Educación, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley y Mensaje Nº 2807, Venido en revisión, por el cual se aprueban las actas complementarias – Ley Nº 25.023 – Fondo Nacional de Incentivo Docente, suscriptas entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación y el Ministerio de Educación de la Provincia. (Expte. Nº 13.662 – PER).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.9 Creación de Registro de Contratos Públicos en Beravebú

Asunto Nº 17 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión, por el cual se crea el Registro de Contratos Públicos en la localidad de Berabevú, departamento Caseros. (Expte. Nº 13.305 – Senado).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.10 Comités Hospitalarios de Bioética

Asunto Nº 18 – Dictámenes de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión, por el cual se instituyen los Comités Hospitalarios de Bioética en todos los efectores de salud de la Provincia. (Expte. Nº 13.149 – Senado).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.11 Subsidios por fallecimientos por el fenómeno hídrico (exención de rendición de cuentas)

Asunto Nº 19 – Dictámenes de las comisiones de Promoción Comunitaria, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley y Mensaje Nº 2832, Decretos Nros. 1482, 1483 y 1484/04, por el cual se aprueba la exención de la rendición de cuentas de los subsidios otorgados a diversos beneficiarios, en concepto de compensación ante los fallecimientos de familiares, como consecuencia del fenómeno hídrico acontecido en la ciudad de Santa Fe los días 29 y 30 de abril de 2003. (Expte. Nº 13.364 – PE).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.12 Plan Integral para la Promoción del Empleo “Más y Mejor Trabajo”: convenio

Asunto Nº 20 – Dictámenes de las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley y Mensaje Nº 2799, Venido en revisión, por el cual se aprueba el convenio suscripto entre el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación y el Gobierno de la Provincia (Plan Integral para la Promoción del Empleo “Más y Mejor Trabajo”). (Expte. Nº 13.660 – PER).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.13 Convenio con Subsecretaría de Hacienda y Finanzas de Neuquén por juego “El Pozo de la Quiniela”: modif

Asunto Nº 21 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley y Mensaje Nº 2784, Venido en revisión, por el cual se aprueba el convenio suscripto entre la Subsecretaría de Hacienda y Finanzas de la Provincia de Neuquén y la Caja de Asistencia Social – Lotería de Santa Fe (modifica la cláusula tercera del convenio celebrado en fecha 16-09-96 – Ley Nº 11.548 – comercialización del juego “El Pozo de la Quiniela”). (Expte. Nº 13.659 – PER).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.14 Prórroga Contrato de Fideicomiso y Administración (Nuevo Banco de Santa Fe S.A.

Asunto Nº 22 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley y Mensaje Nº 2800, Venido en revisión, por el cual se aprueba el Acuerdo suscripto entre el Ministerio de Hacienda y Finanzas y el Nuevo Banco de Santa Fe SA (modifica la cláusula 25 del vencimiento del contrato de fideicomiso y administración celebrado en fecha 30-06-98, prorrogando el mismo). (Expte. Nº 13.661 – PER).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.15 Contratos de locación vigentes celebrados por la Provincia: informes

Asunto Nº 23 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación del señor diputado Mascheroni, por el cual se solicita se disponga informar respecto de la cantidad de contratos de locación celebrados en sus distintas áreas, reparticiones o empresas y entes autárquicos, en calidad de locatario y que se encuentren actualmente vigentes. (Expte. Nº 13.809 – UCR).

-
Girado al Orden del Día.

7.2.16 Decretos Nº 913/04 y 1.496/04: pedido de informes al Tribunal de Cuentas

Asunto Nº 24 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de los señores diputados Riestra y Strada, por el cual se solicita al Tribunal de Cuentas se disponga informar respecto de la respuesta enviada por los Decretos Nros. 913/04 y 1496/04). (Expte. Nº 13.752 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.17 Jornada de Perfeccionamiento y Actualización “Las Energías Renovables y las Oportunidades de Empleo”: interés legislativo

Asunto Nº 25 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión en el proyecto de declaración de los señores diputados Lagna y Venesia, por el cual esta Cámara declara de interés legislativo la Jornada de Perfeccionamiento y Actualización “Las Energías Renovables y las Oportunidades de Empleo”, a realizarse el 30 de noviembre de 2004 en la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 13.858 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.18 Curso de Capacitación Profesional para Ayudantes Pasteleros: interés legislativo

Asunto Nº 26 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión en el proyecto de declaración de los señores diputados Reynoso, Urruty y Benítez, por el cual esta Cámara declara de interés legislativo “El Curso de Capacitación Profesional para Ayudantes Pasteleros”, que organiza el Sindicato de Obreros, Pasteleros, Sandwicheros, Heladeros, Pizzeros y Alfajores de Rosario y la 2da. Circunscripción de la Provincia de Santa Fe. (Expte. Nº 13.784 – PPS).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.19 Proyecto reloj despertador silencioso de la Escuela Especial 2061 de Avellaneda: interés legislativo

Asunto Nº 27 – Dictamen de la Comisión de Educación en el proyecto de declaración de los señores diputados Costa y Pividori, por el cual esta Cámara declara de su interés el proyecto desarrollado por la Escuela Especial 2061 para Niños Sordos e Hipoacúsicos de la localidad de Avellaneda, departamento General Obligado, consistente en un reloj despertador silencioso. (Expte. Nº 13.795 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.20 Proyecto Institucional de la Escuela Nº 356 de San Carlos Centro: interés legislativo

Asunto Nº 28 – Dictamen de la Comisión de Educación en el proyecto de declaración de los señores diputados Venesia, Lagna y Cura, por el cual esta Cámara declara de interés legislativo el Proyecto Institucional realizado por alumnos y docentes del 7mo. Año del Tercer Ciclo de la EGB de la Escuela 356 “Domingo F. Sarmiento” denominado “El Conocimiento y la Solidaridad dan Respuesta”, de la ciudad de San Carlos Centro, departamento Las Colonias. (Expte. Nº 13.812 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.21 Día Internacional de no más violencia contra las mujeres: adhesión

Asunto Nº 29 – Dictamen de la Comisión de Derechos y Garantías en el proyecto de declaración de los señores diputados Cavuto, Tibaldo y Barrera, por el cual esta Cámara declara su adhesión al “Día Internacional de no Más Violencia contra las Mujeres” a conmemorarse el 25 de noviembre de 2004. (Expte. Nº 13.846 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "ARI GUTIÉRREZ, Alicia" .– Pido la palabra.


Quiero hacer una aclaración con respecto a este asunto. En la Comisión de Derechos y Garantías se le hizo una modificación que no está reflejada en el enunciado. En el proyecto se declara la adhesión al “Día Internacional de la no Violencia Contra las Mujeres”, y aquí dice “Día Internacional de no más Violencia Contra las Mujeres”.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Posiblemente el dictamen esté corregido señora diputada, de lo contrario mañana tendremos la oportunidad de hacerle una modificación cuando se trate en el Orden del Día que es a donde se gira.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

· Se lee:

7.2.22 Escuela 955 de Santa Margarita: provisión de equipos y realización de obras

Asunto Nº 30 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Pesaresi, por el cual se solicita se proceda a equipar de un equipo de sonido y proyección de video, una sala de computadoras y un alambrado perimetral de seguridad para la Escuela 955 de la localidad de Santa Margarita, departamento 9 de Julio. (Expte. Nº 13626 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.23 Escuela 1.193 “Nuestra Señora de Itatí” de Rosario: ayuda económica

Asunto Nº 31 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Castellani, Stanoevich y Urruty, por el cual se solicita se disponga otorgar una ayuda económica no reintegrable a la Escuela 1193 “Nuestra Señora de Itati” ubicada en el Barrio Las Flores de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 13627 – DB).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.24 Cargo de casero para escuelas públicas de la Provincia
Asunto Nº 32 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Tibaldo y Cavuto, por el cual se solicita se proceda a crear un cargo de casero, en aquellas escuelas públicas de la Provincia, que así, lo requieran, a fin de evitar el saqueo permanente a que se ven afectadas. (Expte. Nº 13740 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.25 Construcción de garita en ingreso a Escuela Agrotécnica Nº 377 de Colonia Mascías

Asunto Nº 33 – Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Sánchez, por el cual se solicita se disponga realizar la entrega de material necesario a la Colonia Macías, departamento Garay, destinado a la construcción de una garita o refugio en el ingreso a la Escuela Agrotécnica 377 a la vera de la Ruta Provincial 1 “Teófilo Madrejón”. (Expte. Nº 13786 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.26 Regularización Cuenca del Canal 3 del Comité Hidrovial Tostado

Asunto Nº 34 – Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Jullier y Real, por el cual se solicita a través del Ministerio de Asuntos Hídricos, se proceda a regularizar la cuenca del Canal 3 del Comité Hidrovial Tostado y realizar la construcción de las obras necesarias en la Estación Antonio Pini, Ruta 91S y Ferrocarril, para asegurar el curso natural de las aguas. (Expte. Nº 13792 – PDP).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.27 Padrón de ex usuarios de la Dipos con deudas vigentes

Asunto Nº 35 – Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de los señores diputados Benas, Strada y Riestra, por el cual se solicita se proceda a conformar el padrón de ex-usuarios de la Dipos., cuyas deudas vigentes se encuentren vigentes a la fecha por haber incumplido la regularización prevista en la Ley Nº 11900 – de Moratoria. (Expte. Nº 13822 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.28 Instalación de pasos a nivel con barreras en Rosario

Asunto Nº 36 – Dictámenes de las comisiones de Transporte y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de los señores diputados Reynoso, Urruty y Benítez, por el cual se solicita se disponga gestionar ante las empresas ferroviarias Nuevo Central Argentino y Belgrano y ante la Comisión Nacional de Regulaciones del Transporte la instalación de pasos a nivel con barreras en la intersección de calles de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 13783 – PPS).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.29 Convenio del Iapos con Laboratorio Provincial de Fármacos SE
Asunto Nº 37 – Dictamen de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social en el proyecto de comunicación de la señora diputada Sánchez, por el cual se solicita se disponga invitar al Iapos., a formalizar un convenio con el Laboratorio Provincial de Fármacos Sociedad del Estado a fin de adquirir medicamentos para la diabetes y realizar su entrega gratuita a los afiliados que padecen esta enfermedad. (Expte. Nº 13547 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.30 Unidades móviles en áreas sanitarias: informes

Asunto Nº 38 – Dictamen de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social en el proyecto de comunicación del señor diputado Mascheroni, por el cual se solicita se proceda a informar si las áreas sanitarias de la Provincia cuentan con unidades móviles para la atención de la salud. (Expte. Nº 13788 – UCR).

–
Girado al Orden del Día.

7.2.31 Control del nivel de hidroarsenitismo en agua de consumo (informes)
Asunto Nº 39 – Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Salud Pública y Asistencia Social en el proyecto de comunicación de los señores diputados Gutiérrez, Strada y Riestra, por el cual se solicita se disponga informar sobre aspectos relacionados con los distritos concesionados a la empresa Aguas Provinciales SA (control del nivel de hidroarsenitismo en el agua de consumo). (Expte. Nº 13591 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

7.3 Proyectos Del Poder Ejecutivo

7.3.1 Presupuesto 2004 – Ley 12.261: modif.

Asunto Nº 40 – Decreto Nº 1505/04 (Copia), por el cual se realizan modificaciones al Presupuesto 2004 – Ley Nº 12.261). (Mensaje Nº 2861 – Expte. Nº 13.960 – PE).

· Girado a la Comisión de Presupuesto y Hacienda.
Proyectos de Ley

7.3.2 Expropiación del uso temporal de bienes de la firma HM y Asociados SRL de Rosario

(Preferencia para una sesión)

Asunto Nº 41 – Proyecto de ley de los señores diputados Strada, Liberati, Tomei, Riestra y Benas, por el cual se declara de utilidad pública y sujeto a expropiación el “uso temporal” de las maquinarias, herramientas y demás bienes muebles y accesorios de lo que fuera la firma HM y Asociados SRL (ex pastas Merlat) de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 13.962 – DB).

–
Girado a las comisiones de Promoción Comunitaria, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial de este asunto para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Riestra. 

· Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

· Se lee:

7.3.3 Regulación procedimiento en la atención de abortos no punibles

Asunto Nº 42 – Proyecto de ley de los señores diputados Aranda, Gutiérrez, Liberati, Lamberto, Peralta, Reynoso, Bonfatti, Cecchi, Strada, Riestra, Benas y Qüesta, por el cual se regula el procedimiento a llevar a cabo por los/as médicos/as en los establecimientos asistenciales dependientes del Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Provincia, respecto a la atención de abortos no punibles. (Expte. Nº 13.963 – DB).

–
Girado a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social, de Derechos y Garantías y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.
7.3.4 Día del Donante Voluntario de Sangre

Asunto Nº 43 – Proyecto de ley de los señores diputados Lagna y Venesia, por el cual la Provincia adhiere a la Ley Nacional Nº 25.396, que instituye la fecha del 09 de noviembre como Día del Donante Voluntario de Sangre, e incorpórase dicha fecha al calendario escolar. (Expte. Nº 13.964 – PJ).

–
Girado a las comisiones de Educación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.
Proyectos de Declaración

7.3.5 Festival Internacional de Arte Electrónico 404

(Proyecto de declaración – Queda reservado)
Asunto Nº 44 – Proyecto de declaración de los señores diputados Reynoso, Urruty y Benítez, por el cual esta Cámara declara de interés legislativo al Primer “Festival Internacional de Arte Electrónico 404”, a desarrollarse del 7 al 12 de diciembre de 2004 en la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 13.950 – PPS).

SR. REYNOSO EÍ "PPS REYNOSO, Ricardo" .– Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.

· Queda reservado. Ver punto10.2.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Se lee:

7.3.6 Situación trabajadores del frigorífico San Cayetano de Calchaquí

Asunto Nº 45 – Proyecto de declaración del señor diputado Cura, por el cual esta Cámara declara su más profunda preocupación por la situación que atraviesan los veinte trabajadores del frigorífico “San Cayetano” de la ciudad de Calchaquí, departamento Vera, al cual se le declaró la quiebra. (Expte. N° 13.955 – PJ).

–
Girado a la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión.

7.3.7 Preocupación por modificación en servicio de internet por banda ancha

(Preferencia para una sesión)

Asunto Nº 46 – Proyecto de declaración de los señores diputados Benas, Strada, Riestra y Gutiérrez, por el cual esta Cámara declara su preocupación por las posibles modificaciones en el servicio de internet por banda ancha que presta a sus usuarios la empresa Telecom. (Expte. Nº 13.959 – ARI).

–
Girado a las comisiones de Industria, Comercio y Turismo y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SRA. BENAS EÍ "ARI BENAS, Verónica" .– Pido la palabra.


Solicito una preferencia para la próxima sesión para este asunto, tal como se acordara en la reunión de Labor Parlamentaria. De todas formas, quiero aclarar una posible confusión entre el sentido de este proyecto de declaración y otro proyecto de comunicación ingresado, creo que por la diputada Qüesta. 


El objetivo del presente es hacer una manifestación de carácter político por parte de esta Cámara, expresando la preocupación por el conflicto, ya conocido, en relación a los servicios que brinda la empresa Telecom para banda ancha, con la duplicación de la velocidad. A través de una publicidad engañosa, esto representaría un posible aumento de los costos del servicio. Solicité que esto sea tratado con la mayor urgencia posible porque media un compromiso que personalmente tomé, pero que es factible que lo compartamos todos los diputados de esta Cámara, en relación a que esto ha adquirido una trascendencia nacional y, efectivamente, es preocupante para cualquiera que conozca el tema, porque no solamente tiene que ver con un daño a los usuarios del sistema de banda ancha, sino que también se dificulta el acceso a la información, en este caso, al uso de la internet por todos los ciudadanos de la Provincia. 


El objetivo, según interpreto, del proyecto de la diputada Qüesta es un pedido de informes a la Comisión Nacional de Comunicaciones que yo no lo incluyo en este proyecto porque quiero diferenciar los dos objetos. Como en la reunión de Labor Parlamentaria se había dicho que se trataban en forma conjunta, por eso estoy haciendo la aclaración ante las inquietudes de otros diputados que me vinieron expresamente a preguntar sobre el tema.


Reitero, entonces, el pedido de preferencia para la próxima sesión.

SRA. QÜESTA EÍ "UCR QÜESTA, Daniela" .– Pido la palabra.


No obstante que no sé si tiene los dictámenes suficientes para dar tratamiento a la comunicación, quiero hacer una aclaración. En realidad, lo que pretendí con mi proyecto es solicitar información a la Secretaría de Comercio Interior, que es el organismo provincial de aplicación de la Ley de Defensa del Consumidor. Sí seguramente es distinto, pero es absolutamente compatible porque hay que dar un paso más y preguntar qué puede hacer el Estado a partir del organismo de Defensa de los Consumidores en esta problemática.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Benas.

–
Resulta afirmativa.

Proyectos de Comunicación

7.3.8 Modificación recorrido línea de transporte urbano de pasajeros 103 de Rosario

Asunto Nº 47 – Proyecto de comunicación e la señora diputada Venesia, por el cual solicita se gestione ante la Municipalidad de Rosario y Granadero Baigorria la modificación del recorrido de la línea de transporte urbano de pasajeros 103, dependiente de la primera, a los efectos de beneficiar a los vecinos de los barrios Los Naranjos y Paraíso de la ciudad de Granadero Baigorria. (Expte. Nº 13.926 – PJ).

-
Girado a la Comisión de Asuntos Comunales.

7.3.9 Reestablecimiento recorrido línea de transporte interurbano de pasajeros 35/9 en Granadero Baigorria

Asunto Nº 48 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Venesia, por el cual se solicita se disponga arbitrar los medios para que la línea de transporte interurbano de pasajeros 35/9, reestablezca el recorrido que beneficiaba a los vecinos de los barrios Los Naranjos y Paraíso de la ciudad de Granadero Baigorria, departamento Rosario. (Expte. Nº 13.927 – PJ).

–
Girado a las comisiones de Transporte y de Asuntos Comunales.

7.3.10 Ley 11.614 – Ministerio de Educación. Equipos Interdisciplinarios y Coordinación. Educación Especial: reglamentación

Asunto Nº 49 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Peralta, por el cual se solicita se dé cumplimiento a la reglamentación de la Ley Nº 11.614 de Ministerios de Educación. Equipos Interdisciplinarios y Coordinación. Educación Especial. (Expte. Nº 13.928 – BER).

–
Girado a las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda.

7.3.11 C réditos para pymes y microemprendimientos (de la Asociación para el Desarrollo del Dpto. Las Colonias): informes 

Asunto Nº 50 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Esquivel, Cura, Dehesa, Venesia, Lagna, Vázquez, Tibaldo, Cavuto, Maguid y Sánchez, por el cual se solicita, a través del Ministerio de la Producción, se informe si los créditos promocionados para Pymes y Microemprendimientos por la Asociación para el Desarrollo del Departamento Las Colonias pertenecen al Fondo de Recuperación Productiva (Ley Nº 11596). (Expte. Nº 13.948 – PJ).

–
Girado a las comisiones de Industria, Comercio y Turismo y de Presupuesto y Hacienda.

7.3.12 Mediación en conflicto de los ingenios azucareros

Asunto Nº 51 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Reynoso y Pividori, por el cual se solicita se disponga que el Ministerio de la Producción y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, intervengan con el propósito de mediar en el conflicto suscitado en los Ingenios Azucareros de la cuenca de Santa Fe. (Expte. Nº 13.949 – DB).

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, de Industria, Comercio y Turismo y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.13 Ruta Prov. 14, tramo Chovet-Miguel Torres: apertura

Asunto Nº 52 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Urruty, Reynoso y Benítez, por el cual se solicita se disponga evaluar la posibilidad de concretar las tareas preliminares para la apertura del tramo de la Ruta Provincial Nº 14, que se extiende desde la Comuna de Chovet hasta la Comuna de Miguel Torres, departamento General López. (Expte. Nº 13.951 – PPS).

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

7.3.14 Hospital Provincial de Cañada de Gómez: situación salarial del personal

Asunto Nº 53 – Proyecto de comunicación de las señoras diputadas Albónico y Baudín, por el cual se solicita se informe los motivos por los cuales los médicos y enfermeras del Hospital Provincial “San José” de la ciudad de Cañada de Gómez, departamento Iriondo, no perciben sus haberes en tiempo y forma. (Expte. N° 13.956 – BS).

–
Girado a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda.

7.3.15 Unidad Regional X de Policía de Cañada de Gómez: cese en funciones del comisario

Asunto Nº 54 – Proyecto de comunicación de las señoras diputadas Albónico y Baudín, por el cual se solicita se informe acerca de la situación de cese en sus funciones del Comisario General Luis Leiva, que se desempeñaba como Jefe de la Unidad Regional X de Policía con asiento en Cañada de Gómez, departamento Iriondo. (Expte. N° 13.957 – BS).

–
Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.3.16 Programa de Mejoramiento Barrial: informes

Asunto Nº 55 – Proyecto de comunicación del señor diputado Cura, por el cual se solicita se disponga informar sobre aspectos relacionados al Programa de Mejoramiento Barrial (Promeba). (Expte. Nº 13.961 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Comunales, de Promoción Comunitaria y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.4 Proyecto del Senado

7.4.1 Emergencia Forestal Provincial (2ª revisión)

(Proyecto de ley – Queda reservado)
Asunto Nº 56 – Proyecto de ley, Venido en 2da. revisión, por el cual se declara la Emergencia Forestal Provincial y en consecuencia se dispone la prohibición absoluta de desmonte, tala, deforestación, quema o destrucción de montes y bosques nativos o de especies exóticas, incorporadas al Patrimonio Natural por el término de un año, a partir de la promulgación de la presente. (Exptes. N° 12.944 – UCR – Adj. N° 13.017 – DB y N° 13.282 – DB).

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Conforme acordáramos en la reunión de Labor Parlamentaria, solicito la reserva en Secretaría de este asunto para su posterior tratamiento sobre tablas, con la idea de aceptar la modificación que incorporó el Senado al texto originariamente aprobado por esta Cámara.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado

· Queda reservado. Ver punto 10.3.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los asuntos entrados.

–
Se lee:

7.4.2 Ley 2756 – Orgánica de Municipalidades: incorp. párrafo al art. 23

Asunto Nº 57 – Proyecto de ley, Venido en revisión, por el cual se incorpora un último párrafo al artículo 23 de la Ley 2756 – Orgánica de Municipalidades. (Expte. N° 13.952 – Senado).

–
Girado a las comisiones de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.4.3 Chabás: Capital Provincial de las Producciones Alternativas

Asunto Nº 58 – Proyecto de ley, Venido en revisión, por el cual se declara a la Comuna de Chabás, departamento Caseros, Capital Provincial de las Producciones Alternativas. (Expte. N° 13.953 – Senado).

–
Girado a las comisiones de Asuntos Comunales, de Industria, Comercio y Turismo y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.4.4 Ley 4908 – Ley de Vialidad Provincial: modif. art. 34

(Preferencia para una sesión)

Asunto Nº 59 – Proyecto de ley, Venido en revisión, por el cual se modifica el artículo 34 de la Ley 4908 –Ley de Vialidad Provincial (planes de obras municipios y comunas con consorcios vecinales). (Expte. N° 13.954 – Senado).

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos, de Asuntos Comunales, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.
SR. TIBALDO EÍ "PJ TIBALDO, Claudio" .– Pido la palabra.


Solicito que este proyecto sea tratado con carácter preferencial, con dictamen de comisión, en la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Tibaldo

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

· Se lee:

7.4.5 Donación de terreno de Las Garzas al Obispado de Reconquista

(Preferencia para una sesión)

Asunto Nº 60 – Proyecto de ley, Venido en revisión, por el cual se dona al Obispado de Reconquista, un lote de terreno propiedad del Superior Gobierno de la Provincia, localizado en la zona urbana de Las Garzas, departamento General Obligado, destinado a la construcción de una gruta en honor a la Virgen de Lourdes, Patrona de esa localidad. (Expte. N° 13.958 – Senado).

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. PIVIDORI EÍ "PJ PIVIDORI, José" .– Pido la palabra.


Conforme lo acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria solicito que este proyecto sea tratado con carácter preferencial, con dictamen de comisión, en la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Pividori.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Se lee:

7.5 Notas de los Particulares

Asunto Nº 61 – El señor Secretario General de Apel. – Santa Fe, remite nota por la cual manifiesta su preocupación puesta de manifiesto por parte del sector pasivo legislativo, en relación a los alcances del Decreto del PE Nº 2261 de fecha 08-11-04. (Nº 1412/04).

–
Girado a la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión.

Asunto Nº 62 – El señor Presidente del Foro para el Desarrollo de la ciudad de Santa Fe y la Región, remite nota por la cual solicita se realicen las gestiones necesarias para incorporar en el Presupuesto 2005, la obra de infraestructura Autopista (Autovía) Santa Fe – Frontera. (Nº 1413/04).

–
Girado a sus antecedentes.

Asunto Nº 63 – El señor Secretario General de ATE – Santa Fe, remite nota por la cual, ante el tratamiento del Presupuesto de la Provincia, solicita se introduzcan modificaciones al mismo que permitan la incorporación de personal contratado, becario y pasante que cumplan funciones o tareas de carácter habitual y permanente en la Administración Pública Provincial. (Nº 1414/04).

–
Girado al sus antecedentes.

7.6 ASUNTOS ENTRADOS FUERA DE LISTA

7.6.1 Presupuesto Participativo

(Proyecto de ley – Girado a comisión)

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada a un proyecto, firmado por todos los bloques de la oposición, por el cual se plantea la formulación del Presupuesto Participativo para que en el futuro sea una metodología en la implementación del presupuesto.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada (Expte. N° 13.970 – DB).

· Asentimiento.

· Girado a comisión.

7.6.2 Conclusión de la intervención en la EPE

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SR. RITTER EÍ "UCR RITTER, Oscar" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación por el cual se requiere al Poder Ejecutivo arbitre las medidas para dar por concluida la intervención designada en la Empresa Provincial de la Energía y proceda a conformar el directorio en los términos de la Ley 10.014.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada (Expte. N° 13.973 – UCR).

· Asentimiento.

· Girado a comisión.

7.6.3 Costo obras de agua potable (otorgamiento del 20% a municipios y comunas)

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada a un proyecto de comunicación por el cual se solicita al Poder Ejecutivo proceda a otorgar a los municipios y comunas incluidos en la planilla Anexo D incluida en el Decreto 3813/03, la suma correspondiente al 20 por ciento del costo total de las obras de agua potable.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada (Expte. Nº 13.972 – PDP).

· Asentimiento.

· Girado a comisión.

7.6.4 Congreso Internacional “Las Mujeres y los Vínculos Familiares Libres de Violencia”: interés legislativo.

(Proyecto de declaración – Queda reservado)
SRA. CAVUTO EÍ "PJ CAVUTO, Adriana" .– Pido la palabra.


Solicito que se dé entrada a un proyecto por el que se declara de interés legislativo el Congreso Internacional “Las Mujeres y los Vínculos Familiares Libres de Violencia” y se reserve para su tratamiento sobre tablas. Si bien no fue acordado en Labor Parlamentaria, está firmado por todas las mujeres de este recinto.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada (Expte. Nº 13.971 – DB)

· Asentimiento.

· Queda reservado. Ver punto 10.8.

8 PETICIONES DE LOS SEÑORES DIPUTADOS

8.1 Libre acceso a la información de los actos de gobierno

(Proyecto de ley – Renovación pref. para una sesión)

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Conforme con lo acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria solicito la renovación de la preferencia para la próxima sesión para el proyecto del Poder Ejecutivo venido en revisión (Expte. N° 13.235 – PER) referido al derecho a la vista, con sus acumulados: Exptes. N° 11.832 – PDP, 11.843 – UCR, 13.509 – UCR.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el diputado Real.

–
Resulta afirmativa.

8.2 Gestiones para derogación Ley Nac. 23.681 y Decreto 1378/01

(Proyecto de declaración – Preferencia para una sesión)

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial para la próxima sesión para el proyecto de declaración referido al seis por mil que pagan los usuarios de Santa Fe en concepto de una alícuota de energía eléctrica (Expte. Nº 13.770 – PDP). 
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Real.

· Resulta afirmativa.

8.3 Modif. Ley Nº 2499 (descuento en transporte de pasajeros) y derogación Ley Nº 10328

(Proyecto de ley – Preferencia para una sesión)

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial para dentro de una sesión para el proyecto de ley referido al medio boleto estudiantil (Expte. Nº 13.232 – SEN).
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Real.

–
Resulta afirmativa.

8.4 Ruta Prov. 3 tramo Vera-Guaycurú: continuidad obras pavimentación

(Proyecto de comunicación – Queda reservado)
SRA. BAUDÍN EÍ "PS BAUDÍN, Juana" .– Pido la palabra.


Conforme con lo acordado en la reunión de Labor Parlamentaria, solicito que el Expte. Nº 13.943 – DB sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas, con las modificaciones introducidas en su texto.


Por este proyecto se solicita al Poder Ejecutivo que, a través de la Dirección Provincial de Vialidad, proceda a acelerar la resolución de las obras de pavimentación de la Ruta provincial Nº 3 en el tramo Vera-Guaycurú.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señora diputada.

–
Queda reservado. Ver punto 10.4.

8.5 Cargo para Samco de Florencia

(Proyecto de comunicación – Preferencia para una sesión)

SRA. BAUDÍN EÍ "PS BAUDÍN, Juana" .– Pido la palabra.


Solicito una preferencia para dentro de una sesión para el proyecto de comunicación referido a la creación de un cargo de médico ayudante para el hospital Samco Juan Facundo Gil de la localidad de Florencia (Expte. Nº 13.862 – BS).

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va votar la moción de la señora diputada Baudín.

–
Resulta afirmativa.

8.6 Hogar de Ancianos Magdalena de Lorenzi (Rafaela): cargos de enfermería

(Proyecto de comunicación – Queda reservado)
8.7 Motovehículos: amnistía para inscripción de unidades

(Proyecto de comunicación – Queda reservado)
8.8 Ruta Nac. 34: conversión en autovía tramo Rosario-Ceres

(Proyecto de comunicación – Queda reservado)
SR. MIRABELLA EÍ "PJ MIRABELLA, Roberto" .– Pido la palabra.


Solicito que los proyectos de comunicación, Exptes. Nº 12.532–PJ, 13.810–PJ y 13.851–PJ, sean reservados en Secretaría para su tratamiento sobre tablas, tal cual lo acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.

–
Quedan reservados. Ver puntos 10.7, 10.6 y 10.5.

8.9 Régimen transitorio para el tratamiento fiscal de las inversiones – Ley Nac. 25.924: adhesión

(Proyecto de ley – Preferencia para una sesión)

SR. MIRABELLA EÍ "PJ MIRABELLA, Roberto" .– Pido la palabra.


Solicito tratamiento preferencial para dentro de una sesión para el proyecto del ley, Expte. Nº 13.706 – DB, por el cual la Provincia adhiere con criterio promocional al régimen transitorio para el tratamiento fiscal de promoción de inversiones y obras de infraestructura según la Ley Nacional Nº 25.924.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se a votar la moción formulada por el señor diputado Mirabella.

· Resulta afirmativa.

8.10 Adhesión provincial a la Ley de Ética en el Ejercicio de la Función Pública

(Proyecto de ley – Preferencia para una sesión)

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Solicito tratamiento preferencial para dentro de una sesión para el proyecto de ley Expte. Nº 11.949 – BER, autoría de la diputada Qüesta, referido a la adhesión a la Ley de Ética en el Ejercicio de la Función Pública, en tratamiento conjunto con el Expte. Nº 11.955 – UCR, referido al mismo tema.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción del diputado Marcucci.

· Resulta negativa.

8.11 Régimen de facilidades de pago para ex usuarios de la Dirección Provincial de Obras Sanitarias

(Proyecto de ley – Pedido de giro al Orden del Día sin tratamiento en comisión – Moción retirada)

SR. PEIRONE EÍ "PJ PEIRONE, Ricardo" .– Pido la palabra.


Respecto del proyecto de ley del Poder Ejecutivo, Expte. Nº 12.100 – PE, venido en segunda revisión, por el que se establece un régimen especial de pagos para ex usuarios de la ex Dipos, que se trató y tiene dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, solicito que se suprima el pase a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y sea tratado en la próxima sesión de este Cuerpo.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción del señor diputado Peirone.

–
Resulta afirmativa.

–
Hablan varios diputados a la vez.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El diputado propone que el proyecto no pase a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y, como tiene dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, que pase al Orden del Día. Esa es la moción; no requiere dos tercios de votos porque no pide preferencia.

–
Hablan varios diputados a la vez.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Quiero saber qué fue lo que pidió el diputado Peirone, porque no entendí. ¿Podría repetirlo?

SR. PEIRONE EÍ "PJ PEIRONE, Ricardo" .– El Expte. Nº 12.100 – PE, venido en segunda revisión del Senado, fue tratado esta mañana en la Comisión de Presupuesto y Hacienda y se le otorgó dictamen. Mocioné que se suprimiese el pase a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y, directamente, se le inserte el Orden del Día de la próxima sesión de este Cuerpo.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El diputado solicita que no vaya a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y que el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda se incorpore en el Orden del Día de la próxima sesión.

–
Hablan varios diputados a la vez.

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


¿Y se da ahora entrada al dictamen?

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se da entrada ahora al dictamen. Es lo que pidió el diputado.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


En Labor Parlamentaria hablamos de esta cuestión. Cuando lo planteó el diputado fue un tema conflictivo, había opiniones muy divididas sobre este tema. Yo creo que merece que vaya a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. Creo que el pase directo no es el camino.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


Quiero hacer una consulta, señor presidente. ¿Me puede decir qué número del orden del día es el proyecto que estamos discutiendo?

SR. PRESIDENTE (Barrera).– No tiene número. El diputado Peirone ingresa el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda del Expte. Nº 12.100 – PE, que va al Orden del Día de la próxima sesión.

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


Yo creo que esto es establecer un antecedente realmente peligroso. En primer lugar, y me extraña que el señor presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General diga que no, después que en muchísimas oportunidades señaló que un proyecto de ley no tiene por qué no pasar por la Comisión de Asuntos Constitucionales. Y este es un proyecto de ley. Entonces, se está gambeteando la comisión específica para tratar un proyecto de ley.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Permítame una interrupción, señor diputado.


Sigo sosteniendo que la norma general es que los expedientes que son proyectos de ley vayan a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. Pero estamos hablando de otra cosa. 


El presidente de la Comisión de Presupuesto da ingreso a un expediente con dictamen y como dice el Reglamento va al Orden del Día de la sesión siguiente, que es mañana. Él la única excepción que está pidiendo es que se trate con el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

–
Hablan varios diputados a la vez.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– No discutan, señores diputados.


Diputado Cecchi, continúa en el uso de la palabra.

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Entendí perfectamente bien. O sea, se está gambeteando a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en un proyecto de ley. Así de simple. 

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– No, no. Eso es lo que pide.

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– O sea, este proyecto tenía que ir a dos comisiones. Fue a una, se dictaminó y pasa directamente al Orden del Día, reitero, evitándose la comisión específica, que es la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, en primer lugar. Pero, en segundo lugar, dije que esto sienta un precedente peligroso porque hoy se pidió preferencia en Labor Parlamentaria y no se acordó. De manera tal que esto es, justamente, gambetear algo que no se pudo acordar en reunión de Labor Parlamentaria. Es subvertir una serie de reglas de juego que están perfectamente aclaradas para la sana convivencia –y armónica además– de todos los sectores políticos en esta Cámara de Diputados.

SR. PEIRONE EÍ "PJ PEIRONE, Ricardo" .– Pido la palabra.


No queremos ser subversivos. Retiro la moción, de modo que vaya a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SRA. MEOTTO EÍ "PJ MEOTTO, Liliana" .– Pido la palabra.


Señor presidente: me gustaría dejar aclarado algo en el recinto, sino parece que el Justicialismo, más allá de que se haya acordado o no el tema, es el que siempre evade las comisiones.


Hemos charlado más de una vez, en Labor Parlamentaria, el hecho de saltear comisiones. Incluso, por pedido de la oposición se han tratado expedientes, proyectos de ley, en este recinto, muy pocas sesiones atrás –no voy a fijar temas específicos porque en este momento no los tengo–, donde sí se ha admitido, por compromiso de la reunión de Labor Parlamentaria –por pedido de la oposición–, el suprimir el tratamiento en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

Me gustaría que eso quede claro, señor presidente, porque si no, parece que estamos haciendo algo incorrecto, cuando muchas veces la oposición nos ha pedido eso y el oficialismo le ha dado la oportunidad de darle tratamiento a un proyecto de ley sin pasar por la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Yo creí que la cuestión había quedado ahí nomás, que nos conformábamos con la simpática salida que tuvo el diputado Peirone de decir “no queremos ser subversivos” y que por ese motivo retiraba la moción.


Me extraña porque la diputada estuvo en Labor Parlamentaria. Primero me extraña que cite este ejemplo. El ejemplo que usted cita es con acuerdo, señora diputada. ¡Con acuerdo de todos!


En este tema no hubo acuerdo, y quedó especificado en la reunión de Labor Parlamentaria que no había acuerdo para tratarlo. Entonces, si no hay acuerdo, ni para tratarlo ni para dar los dos tercios, me parece de muy mal gusto que se haya traído por la ventana y se quiera gambetear, cuando acá se defendió, en innumerables oportunidades, que un proyecto de ley tiene que pasar por la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. Me parece de muy mal gusto lo que se intentó hacer.

SRA. MEOTTO EÍ "PJ MEOTTO, Liliana" .– Pido la palabra.


Relativamente lo que dijo el diputado Real es así. Pero lo que yo quise aclarar es en función de lo que planteó el diputado Cecchi, si no sabe escuchar.


Porque yo, personalmente, más de una vez en la reunión de Labor Parlamentaria he discutido el hecho de traspasar de una comisión a otra u omitir el tratamiento en las distintas comisiones.


Lo que quiero dejar aclarado en este recinto –y que le quede claro al diputado Real– es que no es hoy una propuesta del Justicialismo, como planteó el diputado Cecchi, el no tratamiento en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General; sino que el Justicialismo, cuando así lo solicitó la oposición, le ha dado la oportunidad de no llevar a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General el tratamiento de proyectos de ley, sobre los cuales ellos nos manifestaron su apresuramiento para tratarlos en el recinto. A eso me refería diputado Real, que quede claro que no hoy –como está planteando el diputado Cecchi– se omite el tratamiento en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, sino que en otros casos también se ha omitido ese tratamiento.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Quisiera que la diputada Meotto me aclare cuál es la parte en la que yo falto a la verdad de lo que conté.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por favor, señores diputados, no discutan.

9 Homenaje

9.1 A Nicolás Armando Villar

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con motivo del fallecimiento de un empleado de la Cámara este fin de semana, propongo al Cuerpo un minuto de silencio para Nicolás Armando Villar.

–
Así se hace.

10 Tratamientos sobre tablas

10.1 Modificación Art.3º de la Ley 5110

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar los asuntos reservados en Secretaría para su tratamiento sobre tablas.


En primer lugar, se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Real, el proyecto de ley (Expte. Nº 13.223 – PDP), por el cual se modifica el artículo 3º, inciso c), de la Ley Nº 5110, Texto Ordenado Caja de Jubilaciones y Pensiones Sociales.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Seguridad Social ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 13223 – PDP) presentado por el diputado Real, por el que se modifica el artículo 3º, inc. c) de la Ley Nº 5110 (TO) – Caja de Jubilaciones y Pensiones Sociales. Y por las razones expresadas y las que oportunamente podrá dar su miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

Sala de Comisión, 9 de setiembre de 2004.

Millet – Riestra – Baudín – Peirone – Lagna – Maguid – Dehesa

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 13223 – PDP) autoría de los diputados Real y Jullier, por el cual se modifica el artículo 3º, inc. c) de la Ley Nº 5110 (TO) – Caja de Jubilaciones y Pensiones Sociales. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Seguridad Social, esta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 18 de noviembre de 2004

Esquivel – Meotto – Mascheroni – Dehesa – Kilibarda – Pezz – Lamberto – Benas

 EÍ "zlExpte. Nº 13.223 – PDP\: Modificación Art.3º de la Ley 5110" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1°.- Modifícase el artículo 3° inc. c) de la Ley 5.110 (to) –Caja de Pensiones Sociales– el que quedará redactado de la siguiente forma:


“No poseer sueldos, rentas o bienes susceptibles de producirlas directamente o mediante su realización (con excepción de aquellos que sean de uso imprescindible, y que de acuerdo con su valor y utilidad no excedan las necesidades mínimas del beneficiario) ni jubilación, pensión o subsidio de cualquier naturaleza, que representen un ingreso mayor que el monto del beneficio establecido en la presente ley. En caso de estar en condiciones de percibir salario familiar que acuerdan las diversas leyes nacionales, provinciales, municipales o convenios laborales, por la simple declaración de familiares, percibirá la diferencia entre el monto de éstos y el beneficio que acuerda la ley.


Si el beneficiario es titular y percibe montos otorgados por alguno de los planes nacionales y/o provinciales de ayuda social y solidaria, deberá efectuar la opción correspondiente, renunciando en su caso, a los beneficios transitorios de dichos planes para acceder a la percepción del beneficio que otorga la presente”.

Artículo 2°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


En la actualidad toda persona que percibe algún subsidio en virtud de los planes nacionales y provinciales de ayuda social y solidaria, es excluido de acceder a los beneficios que otorga la Ley 5.110 (TO) de la Caja de Pensiones Sociales.


Esta situación de exclusión, en la práctica constituye una discriminación que no se compadece con el espíritu de la legislación en la materia, en perjuicio directo de aquellos que reúnen las condiciones exigidas para ser beneficiarios.


Es indudable que los beneficios que otorga la Caja de Pensiones Sociales, por su carácter permanente es más beneficioso por cuestiones temporales y de seguridad a los que se perciben por los planes de emergencia que son eminentemente provisorios.


En la actualidad, la Caja rechaza las pretensiones de pensiones en caso de que el futuro beneficiario esté comprendido por alguno de los planes existentes, cuestión a todas luces cuestionable ya que la naturaleza de los beneficios son de distinta naturaleza.


La modificación que se propone, tiende a asegurar la igualdad de posibilidades de los beneficiados y resguardando los fines de la ley realizamos un agregado al inc. c) del artículo 3° de la ley, donde se establece la condición previa y opcional del beneficiario a elegir a qué sistema de ayuda social adhiere, con renuncia de la percepción provisoria como condición esencial para acceder a la Ley 5.110.


Dicho agregado no sólo facilita los trámites respectivos, sino que asegura, sin exclusiones, la posibilidad de todos en una situación de igualdad a percibir los beneficios contemplados en el sistema de referencia.

Real – Jullier

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe media sanción y se comunica al Senado.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Solicito, señor presidente, que haga las gestiones para que este proyecto entre en el canje con el Senado.

· Risas.

10.2 Festival Internacional de Arte Electrónico 404

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Reynoso, el proyecto (Expte. Nº 13.950 – PPS) por el cual esta Cámara declara de interés legislativo al Primer “Festival Internacional de Arte Electrónico 404”, a desarrollarse del 7 al 12 de diciembre de 2004 en la ciudad de Rosario.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zdExpte. Nº 13.950 – PPS\: Festival Internacional de Arte Electrónico 404" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De interés legislativo al Primer “Festival Internacional de Arte Electrónico 404” que se llevará a cabo del 7 al 12 de diciembre de 2004, en el Museo Municipal de Bellas Artes Juan B. Castagnino, Centro Cultural Parque España, Centro de Expresiones Contemporáneas y Museo de Arte Contemporáneo de la ciudad de Rosario.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Este festival se realizará sin fines de lucro y es único en su tipo, reuniendo a todas las disciplinas del arte electrónico tales como Net Art, Website, Imagen Estática, Animación, Video, Música Electrónica/Sonido, Teoría, Instalación y performance.


La convocatoria realizada ha sido abierta y de carácter mundial, presentándose más de 600 obras de 27países.


Más de 85 autores estarán presentes en Rosario durante la semana del festival.


Es de destacar también que el citado festival ha sido declarado de Interés Municipal por el Concejo Municipal de la ciudad de Rosario de acuerdo al Decreto Nº 24.671 del 28 de octubre de 2004 (se adjunta copia).


Es por lo expuesto que los diputados firmantes solicitan el tratamiento y posterior aprobación del presente proyecto.

Reynoso – Urruty – Benítez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.3 Emergencia Forestal Provincial (2ª revisión)

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado el proyecto de ley, venido en 2da. revisión, por el cual se declara la Emergencia Forestal Provincial y, en consecuencia, se dispone la prohibición absoluta de desmonte, tala, deforestación, quema o destrucción de montes y bosques nativos o de especies exóticas, incorporadas al Patrimonio Natural por el término de un año. (Exptes. N° 12.944 – UCR y Adj. N° 13.017 – DB y N° 13.282 – DB).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zlExptes. N° 12.944–UCR, Adj. N° 13.017–DB y N° 13.282–DB\: Emergencia Forestal Provincial (2ª revisión)" 
La Legislatu7ra de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1° – Suspéndese la tala rasa, el desmonte y quema de bosques nativos o especies exóticas incorporadas al patrimonio natural en todo el territorio provincial por el plazo de ciento ochenta (180) días desde la promulgación de la presente, prorrogable por el Poder Ejecutivo por igual término.


No será de aplicación lo previsto en el párrafo anterior para la actividad desarrollada por leñadores de subsistencia que utilicen el producto obtenido para uso doméstico e industrial.

Artículo 2° – Sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que establezcan las normas vigentes, quien infringiere lo dispuesto en la presente estará obligado a recomponerlo, rehabilitarlo o mitigarlo, según correspondiere.

Artículo 3° – En el transcurso del plazo establecido en el artículo 1º, la Autoridad de Aplicación elaborará un Mapa de Bosques Nativos y uno de Riesgo Forestal de la Provincia, identificando en cada caso la ubicación del predio, la superficie contada en hectáreas y la que ocupa el bosque nativo, titulares dominiales, descripción de especies y formaciones que lo componen.

Artículo 4° – Créase el Registro Provincial de bosques nativos el que se conformará con los datos recolectados a partir de la implementación del artículo 3º, el que deberá ser permanentemente actualizado, particularmente en lo concerniente al cambio de titularidad de los predios.

Artículo 5° – A fin de elaborar el Mapa de Bosques Nativos, el de Riesgo Forestal de la Provincia y el Registro Provincial de Bosques Nativos, se instrumentarán convenios con universidades públicas de la Provincia y el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria.

Artículo 6º – La autoridad de aplicación definirá un plan de manejo de conservación y explotación sustentable de los bosques nativos el que entrará en vigencia inmediatamente después de finalizado el plazo establecido en el artículo 1º. El mismo contemplará en los casos en que sea pertinente, la exigencia de evaluación de impacto ambiental, previa a la aprobación del proyecto.

Artículo 7º – Los predios que posean formaciones de bosques nativos, serán beneficiarios de una eximición del impuesto inmobiliario en la proporción ocupada por los mismos. Asimismo, el Poder Ejecutivo formulará un programa de beneficios impositivos, fiscales y crediticios para las personas que los conserven.

Invítase a las municipalidades y comunas de la Provincia a tomar medidas similares en el ámbito de su competencia. 

Artículo 8º – El Cuerpo de Guardaparques Provinciales, creado por el artículo 64 de la Ley Nº 12.175, la Guardia Rural Los Pumas de la Policía de la Provincia de Santa Fe, las municipalidades y comunas y las organizaciones no gubernamentales de reconocida trayectoria, dedicadas a la materia, colaborarán en las funciones de control y vigilancia de lo dispuesto en la presente. A fin de coordinar el ejercicio del poder de policía cuando ello resulte conveniente para el mejor control de las actividades de que se trate, se autoriza la celebración de los convenios pertinentes.
Artículo 9º – El Poder Ejecutivo organizará en forma permanente campañas de difusión y concientización para la conservación de los bosques nativos, en particular en el ámbito educativo.

Artículo 10 – El Poder Ejecutivo , por intermedio de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, será la autoridad de aplicación y reglamentará la presente, teniendo a su cargo la elaboración de un digesto sistemático sobre la materia. Estará facultada para la firma de convenios con otros organismos públicos o privados .

Artículo 11 – Créase un Consejo Consultivo integrado por organismos oficiales, instituciones académicas y científicas y entidades no gubernamentales con reconocida trayectoria en la materia, el que participará en las diversas etapas de formulación de lo dispuesto en los artículos 3º, 4º y 5º, y cumplirá tareas de asesoramiento, monitoreo, control y evaluación de las distintas actividades establecidas en la presente ley.

Artículo 12 – El Poder Ejecutivo habilitará las partidas presupuestarias pertinentes a los efectos de la implementación de la presente ley.

Artículo 13 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 18 de noviembre de 2004.

Paulichenco – Bielsa

Proyecto de ley original (Expte. Nº 12.944 – UCR)

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1° – Declárase la emergencia forestal provincial y en consecuencia se dispone la prohibición absoluta de desmonte, tala, deforestación, quema o destrucción de montes y bosques nativos o de especies exóticas incorporadas al patrimonio natural provincial por el término de un año, a contar desde la promulgación de la presente.

Artículo 2° – Todo propietario, tenedor, arrendatario o mediero de campos que cuenten con formaciones forestales de las mencionadas en el artículo anterior, previo al inicio de actividades que impliquen un cambio en el uso del suelo y el desmonte del mismo, deberá acompañar ante la autoridad de aplicación un estudio de impacto ambiental sobre las consecuencias de los referidos proyectos, el que será sometido a la consideración de una audiencia pública, con participación de los integrantes de la comunidad y entidades con incumbencia en el tema.

Artículo 3° – El Poder Ejecutivo Provincial procederá a través del Ministerio de la Producción y la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable a realizar en el plazo de seis meses un relevamiento integral de las formaciones forestales remanentes en el territorio provincial, confeccionando un mapa de las mismas en el que se indicará las especies predominantes y las asociadas.

Artículo 4° – El Poder Ejecutivo habilitará las partidas presupuestarias pertinentes, a los efectos de la implementación de la presente ley.

Artículo 5° – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Señor Presidente:

Es pública la crítica situación por la que atraviesa el patrimonio forestal santafesino y las nefastas consecuencias que esta problemática acarreará al futuro de todos.

En esa dirección, a nadie puede escapar la importancia de los montes y bosques nativos, como proveedores de bienes y servicios esenciales, ambientales, sociales y económicos para el ser humano, como asimismo su contribución a la seguridad alimentaria, a la mejor calidad del agua y del aire, la protección del suelo y la absorción de dióxido de carbono.

Estas circunstancias imponen el deber del Estado de proteger a la foresta provincial, la que sufre en silencio las consecuencias de la actitud depredadora, que año a año reduce de manera alarmante su superficie, condenando a la extinción a toda la biodiversidad asociada a ella.

Es pertinente reiterar las alertas que desde distintos ámbitos se vienen produciendo al respecto, en el sentido que los bosques y montes están desapareciendo a una tasa de casi el 1% anual y más de 34.000 especies de plantas (12,5% de la flora) está en peligro de extinción, teniendo en cuenta que cada planta superior que desaparece extingue no menos de 30 especies (insectos, hongos, bacterias).

Nuestro país, no ha escapado a la media mundial y como consecuencia del modelo monocultivista, sobre todo sojero, los productores para incrementar beneficios amplían las fronteras agropecuarias, avanzando con sus campos de labranza sobre bosques y montes naturales.

Hoy asistimos a una drástica disminución del área de bosque nativo, que desde 1970 y hasta 1980, triplicó la tasa de desmonte anual, lo que se incrementó aún más desde esa fecha.

Santa Fe no ha sido una excepción en este aspecto, por lo cual el Estado debe incrementar su deber de celo y protección, sobre todo en momentos en que empresas agropecuarias, en gran cantidad de casos de propiedad extranjera, están arrasando con el último patrimonio forestal santafesino.

Por lo expuesto estamos convencidos que frente a esta difícil realidad se debe actuar con la celeridad y contundencia que el caso requiere, adoptando medidas de excepción que eviten la destrucción definitiva de este patrimonio de alto valor ambiental, social y económico.

Por ello, solicito de los señores legisladores la aprobación del presente.

Mascheroni – Tomei

PROYECTO DE LEY ORIGINAL (eXPTE. nº 13.017 – db)

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Declárase la emergencia ambiental de los bosques nativos en todo el territorio de la Provincia por el término de dieciocho (18) meses, a contar de la promulgación de la presente, de conformidad con las competencias, derechos y garantías establecidos en los artículos 41, 43 y 124 de la Constitución Nacional y leyes ratificatorias de tratados internacionales.

Artículo 2º – Prohíbese con carácter general, en el término de dieciocho (18) meses, el desmonte a tala rasa de Bosques, Montes Nativos, Montes Insulares, Selvas en Galería y Deforestación y Quema en todo el territorio de la Provincia, en propiedades privadas y públicas. Durante los 18 meses de la prohibición se desarrollará una propuesta de ordenamiento territorial para la Provincia.

Artículo 3º – Sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que establezcan las normas vigentes de índole forestal, toda persona física o jurídica que causare un daño actual o residual al patrimonio ambiental protegido por la presente emergencia ambiental, definidos en los artículos anteriores, estará obligado a recomponerlo, rehabilitarlo o mitigarlo según correspondiere.

Artículo 4º – Todo propietario, tenedor, arrendatario o mediero de campos, que cuenten con formaciones forestales de las mencionadas en el artículo 2º, previo al inicio de actividades que impliquen un cambio en el uso del suelo y el desmonte del mismo, deberá acompañar ante la autoridad de aplicación un estudio de impacto ambiental sobre las consecuencias de los referidos proyectos.

Artículo 5º – El Poder Ejecutivo Provincial, a través del Ministerio de Agricultura Ganadería Industria y Comercio (Magic), Secretaría de Medio Ambiente, Desarrollo Sustentable, Ministerio de Recursos Hídricos y la Mesa Agroforestal, procederán a realizar en el plazo de doce (12) meses, los relevamientos y estudios necesarios de las formaciones naturales, que permitan la formulación de una propuesta de ordenamiento territorial para toda la Provincia, que se someterá oportunamente a aprobación legislativa.

Artículo 6º – El Poder Ejecutivo Provincial procederá a través de la Secretaria de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, será órgano de aplicación de la presente ley.

Artículo 7º – Facúltase al Poder Ejecutivo a habilitar las partidas presupuestarias pertinentes, en la medida que ello fuere imprescindible, a los efectos de la implementación de la presente ley.

Artículo 8º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Señor Presidente:

Frente al acelerado proceso de pérdida de bosques nativos que viene aconteciendo en toda la Región Chaqueña Argentina, según datos de la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación, ciertamente, Santa Fe no es ajena a este fenómeno como lo demuestra la cifra que a continuación se detalla: un 86% de su masa boscosa ha sido deforestada, ya que las hectáreas de monte en 1935 eran cinco millones novecientas mil (5.900.000) y en el 2004 solo llegan a ochocientas veinticinco mil (825.000) nos sitúan ante un problema de similares proporciones.

Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto, y lo prescrito por la Constitución Nacional en su artículo 41, en el cual, se nos reconoce a todos los habitantes el derecho a un ambiente sano y equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer a las futuras generaciones nos impone como contrapartida del deber de preservación del mismo. 

Para entender mejor el problema debemos conocer el ámbito socioeconómico de esta parte de la Provincia que a lo largo del tiempo y de la historia determinó un mosaico cultural integrado por culturas de hacheros, agricultores y ganaderos. La mayor parte de los habitantes integra pequeñas empresas rurales de ingresos medios y bajos, con mano de obra familiar; junto a ellos, otro sector de la población posee grandes empresas dedicadas principalmente a la ganadería extensiva. Sin embargo, en las últimas décadas ambos grupos de productores se vieron afectados por la crisis económica y hoy comparten la misma problemática regional.

Ante las consecuencias de la pérdida de masa forestal se genera como ejemplo el reemplazo de gran diversidad de actividades que hoy se realizan por la practica de monocultivos. Lo que implica además, que las cuencas de los ríos que han sufrido deforestaciones vean disminuida la retención de agua de las mismas, caso puntual el Río Salado. Asimismo, de lo que consume, intercepta e infiltra un bosque nos da aproximadamente, un 75% más que un cultivo agrícola, siendo la soja en la escala, la que en menor proporción realiza este ciclo, con lo cual puede apreciarse una de las causas del grave problema hídrico que sufre la Provincia.

Finalmente, nos encontramos ante la expulsión de pobladores rurales hacia los centros urbanos que puede ser corroborado con datos intersensales (1988-2004), lo cual nos demuestra que, en la actualidad hay un 26% menos de explotaciones agropecuarias; concluyendo que, de la concentración de la tierra en menos propietarios y la consecuente migración hacia las grandes ciudades donde las posibilidades de alcanzar una situación digna de vida son menores, sin la debida capacitación exigida por el mundo actual, y donde el costo social del intento, es mucho mayor.

Como alternativa se han implementado programas que pretenden lograr el desarrollo de esta economía regional - ganadera, montarás, de pequeña agricultura, sumamente diversificada, sin impactos negativos sobre el medio ambiente, generadoras de empleo y autoempleo para miles de pobladores rurales con el arraigo a su zona de origen. 

Por todo ello, puede determinarse que la ganadería debe ser silvopastoril y la agricultura agroforestal; que nuestros suelos deben permanecer cubiertos de montes como único recurso para no erosionarlos pero, además, no debemos dejar de lado otras tantas posibilidades que brinda, pudiendo incrementarse aún mas con la debida promoción. En esta línea de trabajo, es que para comenzar a transitar un camino hacia la protección y hacia la integración de la explotación de esta economía regional de forma racional es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.

Pividori – Scataglini – Sánchez – Pezz – Dalla Fontana – Cura – Baudín – Pesaresi – Cavuto – Kilibarda – Stanoevich – Vázquez – Maguid – Peirone – Marcucci – Lacava

PROYECTO DE LEY ORIGINAL (eXPTE. nº 13.282 – db)

La legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Suspéndase toda autorización de desmonte a “tala rasa”, de los bosques nativos en la jurisdicción de la Provincia de Santa Fe, hasta dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 4º. El Poder Ejecutivo reglamentará los alcances de la misma que no podrá exceder el año a partir de la sanción de la presente.

Artículo 2º – El Poder Ejecutivo encomendará la elaboración del Proyecto Plan Integral de Sustentabilidad del Bosque Nativo, a una comisión conformada por las Universidades Públicas de la Provincia, el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (Inta), Ministerio de la Producción. A tal efecto se celebrarán los convenios correspondientes con las entidades encargadas de la elaboración del proyecto.

Artículo 3º – Las entidades agrarias con personería jurídica en la Provincia, la Mesa Agroforestal Santafesina, y las instituciones abocadas al tratamiento de la temática bosque nativo, constituirán el Consejo Asesor de la comisión prevista en el artículo 2º. El Poder Ejecutivo dictará el decreto conformando el Consejo Asesor y dictando su reglamento.

Artículo 4º– El Plan Integral de sustentabilidad del bosque nativo deberá contener:

a) Ordenamiento territorial que establezca, zonificaciones y/o áreas de desarrollo sustentable de los recursos forestales.

b) Porcentajes (%) de las superficies forestales que no podrán ser sometidas a tala o desmonte, en las distintas zona y/o áreas del ordenamiento territorial.

c) Sistema de evaluación del impacto al ecosistema ambiental que puede producir la desforestación, en las distintas zonas y/o áreas del ordenamiento territorial .

d) Sistema de sanciones para el caso de las áreas desforestadas, basado en garantizar el mejoramiento y recuperación del medio ambiente.

e) Sistema de contralor y auditoría de los procesos de desmontes, con participación de las autoridades locales, guardias rurales, guarda bosques e instituciones existentes en las zonas y/o áreas del ordenamiento territorial

Artículo 5º – La comisión de elaboración del proyecto, deberá presentarlo por ante el Poder Ejecutivo, en el plazo de 180 días.

Artículo 6º – El proyecto elaborado por la comisión se considerará como documento base para las modificaciones a introducir en la legislación vigente.

Artículo 7º – El Poder Ejecutivo, destinará los recursos económicos a los efectos del cumplimiento de lo establecido en la presente, del presupuesto del año en curso.

Artículo 8º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Señor Presidente:

En nuestra Provincia las extensiones de nuestros bosques nativos, peligran cada vez más, es igual o aún mayor de lo que acontece en resto de la Argentina. Su defensa ya es prioridad en distintas provincias, como Entre Ríos, Santiago del Estero y otras, donde el protagonismo de las entidades ecológicas conjuntamente con una importante participación ciudadana han logrado establecer modificaciones normativas con carácter de urgente, a fin de revertir el grave peligro de la extinción de bosques nativos.

Hay lugares que tienen una tasa de deforestación que triplica el promedio mundial. El problema se repite en distintas provincias, y a nivel nacional. Según un flamante informe oficial realizado por la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación y el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (Inta), que fue publicado por los medios nacionales, Argentina ha perdido el 70 por ciento de sus bosques nativos. "Teníamos 105 millones de hectáreas de bosques. Hoy nos quedan, apenas, 33 millones. Es claro que no hay más tiempo que perder", señala la información publicada por Clarín, que advierte que "los culpables se cuentan con los dedos de una mano: la tala indiscriminada, los incendios y, sobre todo, la ferocidad de las topadoras decididas a sumar más y más hectáreas para el cultivo y el pastoreo" 

Los bosques nativos, además de constituir un patrimonio forestal originario, tienen una diferencia fundamental con la flora implantada: son propietarios de una biodiversidad vegetal y animal valiosísimas en términos genéticos, económicos y ambientales. Mejoran el régimen de humedad, contribuyen al asentamiento del suelo y constituyen barreras geográficas fundamentales para prevenir la erosión hídrica y eólica y las inundaciones. El uso de las masas forestales y los suelos como botín de guerra, con un manejo absolutamente utilitario y sin ningún tipo de planificación, ha puesto en peligro de extinción a los bosques nativos de todo el país, sin tener en cuesta los costos ambientales y sociales y aquella diversidad biológica y cultural que nunca más se podrá recuperar.

Es necesario la adopción de una política clara y eficaz en relación a la protección de nuestros montes nativos, la actual legislación produce graves lagunas jurídicas que en su implementación no garantizan plenamente el objetivo de defender nuestras masas forestales nativas.

Resulta necesario y urgente la adopción de un ordenamiento legal, que produzca una suspensión en la tala raza en nuestro territorio provincial, que considere la realización de un ordenamiento territorial, zonificaciones y/o áreas de desarrollo sustentable de los recursos forestales, donde queden establecido los porcentajes de las superficies forestales que no podrán ser sometidas a tala o desmontes, es necesario un sistema de evaluación del impacto al ecosistema ambiental que puede producir la deforestación, un sistema de sanciones para el caso de las áreas deforestadas, basado en garantizar el mejoramiento y recuperación del medio ambiente y además un sistema de contralor y auditoria de los procesos de desmontes, con participación de las autoridades locales, guardias rurales, guarda bosques e instituciones existentes en las zonas y/o áreas del ordenamiento territorial.

El proyecto tiene como objetivo determinar una modalidad para dar solución a lo establecido en el presente.

Lamberto – Baudín – Strada – Bonfatti – Marcucci – Cecchi – Reynoso

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Brevemente, quiero explicar en qué consiste la modificación que le hizo el Senado a la sanción que originariamente habíamos dispuesto en esta Cámara. Ellos le incorporan la economía de subsistencia de quien utiliza leña para consumo o carbón, en calidad de subsistencia y en parte industrial.


De insistir nosotros en nuestra sanción, no tendríamos esta ley y, por consultas hechas a las entidades que también estuvieron impulsando esta iniciativa, habría aquiescencia para aceptar la modificación que hace el Senado y darle esta noche carácter de ley definitivamente a la Emergencia Forestal en la Provincia. De manera tal que acompaño y le pido a la Cámara que lo haga admitiendo la modificación que le hiciera el Senado a la sanción originaria de Diputados, que es solamente un agregado en el artículo 1º.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar la moción formulada por el señor diputado Mascheroni, aceptando las modificaciones introducidas por el Senado.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

10.4 Ruta Prov. 3 tramo Vera-Guaycurú: continuidad obras pavimentación

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido de la señora diputada Baudín, el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.943 – DB), por el que se solicita al Poder Ejecutivo proceda a acelerar la resolución de las obras de pavimentación de la Ruta provincial Nº 3 en el tramo Vera-Guaycurú.


Por Secretaría se dará lectura con las modificaciones introducidas en su texto.

–
Se lee:

 EÍ "zcExpte. Nº 13.943 – DB\: Ruta Prov. 3 tramo Vera-Guaycurú\: continuidad obras pavimentación" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Dirección Provincial de Vialidad dependiente del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda (MOSPyV), proceda a acelerar la resolución de las obras de pavimentación de la Ruta Provincial Nº 3, en el tramo Vera-Guaycurú (42,50 km.), incluidos en el Programa de Caminos Provinciales (PCP) según consta en el Anexo I – Ley Nº 11.481.

Proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Dirección Provincial de Vialidad dependiente del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda (MOSPyV), proceda a acelerar la resolución de las obras de pavimentación de la Ruta Provincial Nº 3, en el tramo Vera-Guaycurú (42,50 km.), incluidos en el Programa de Caminos Provinciales (PCP) según consta en el Anexo I – Ley Nº 11.481.

Asimismo, se solicita, la ampliación del Plan de Obra Pública, para incorporar el tramo de la Ruta Provincial Nº 3, desde lo licitado hasta la localidad de Los Amores, según lo autoriza la Ley Nº 12.261, Art. 22 (Presupuesto General de Gastos y Cálculos de Recursos para Ejercicio 2004).

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

En el transcurso del año, se han visto paralizados los trabajos de pavimentación a cargo de la empresa Inmar SA en la Ruta Provincial Nº 3, en el tramo licitado Vera–Guycurú. La empresa sólo ha efectuado los trabajos correspondientes en 17 km. de los 42,50 km del total adjudicado, y ha retirado la planta de elaboración de pavimento como consecuencia del rechazo por parte de las autoridades competentes a su propuesta técnica de cambio de materiales del paquete estructural, con el objetivo de abaratar costos.

Este hecho ha producido una gran preocupación en las organizaciones representativas del departamento Vera, como la Sociedad Rural de Vera, Centro de Jubilados Nacionales, Liga de Madres, Asociación Gremial Médica, Los Compadres Unidos, Vecinal San Martín, Sociedad Italiana, Asociación de Trabajadores del Estado, Amsafe Vera, Sindicato Empleados Municipales, Sindicato de Trabajadores Viales, Asociación Cooperadora del Hospital, Corenosa, Fundapaz y Centro Comercial e Industrial de Vera, quienes plantearon su inquietud a las autoridades provinciales con relación a la política del gobierno provincial en el tema y, asimismo, manifestaron su aspiración legítima para que en las decisiones de ejecución de las obras públicas se considere la concreción de la pavimentación de la Ruta Provincial Nº 3 desde Vera a la localidad de Los Amores.

Se hace imprescindible que la Dirección Provincial de Vialidad dependiente del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda (MOSPyV), implemente los mecanismos necesarios a fin de garantizar la eficiente ejecución de la obra mencionada.

Asimismo, el gobierno provincial debe priorizar el mejoramiento y reorganización de la red vial provincial potenciando el desarrollo de nuestro Norte santafesino, en consecuencia la ejecución de las obras solicitadas en el texto resolutivo del presente proyecto es fundamental para lograr dicho objetivo.

Por tales motivos, solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto.

Baudín – Lamberto – Bonfatti – Riestra – Cecchi – Liberati – Albónico – Aranda

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.5 Ruta Nac. 34: conversión en autovía tramo Rosario-Ceres

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del diputado Mirabella, el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.851 – PJ), por el que se solicita se realicen gestiones por ante las autoridades nacionales para que se incorpore en el rubro Infraestructura del Presupuesto Nacional 2005 la conversión de la Ruta Nacional Nº 34 en autovía.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zcExpte. Nº 13.851 – PJ\: Ruta Nac. 34\: conversión en autovía tramo Rosario-Ceres" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos correspondientes, interceda ante las autoridades nacionales de aplicación a fin de que se incorpore en el rubro Infraestructura del Presupuesto Nacional 2005, la conversión de la Ruta Nacional Nº 34 en autovía, conformando la denominada "Autovía de la Producción", en el tramo comprendido entre las localidades de Rosario y Ceres, en ámbito de la provincia de Santa Fe, pasando por las localidades de Rafaela y Sunchales.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Es intención de este proyecto, privilegiar en ámbito de nuestra provincia, algunas obras de infraestructura que entiendo son fundamentales para consolidar los antecedentes de Santa Fe como eje del Mercosur, vista desde el punto de la producción, ya que nuestra provincia aporta a las arcas nacionales aproximadamente la suma de 2.700 millones de pesos derivados de sus esfuerzos agropecuarios e industriales.


En el ambicioso plan de obras de infraestructura a realizarse en nuestro territorio, creo que es preponderante lo que se pueda hacer con una de las vías de comunicación que la atraviesan y que hace a la realidad económica de la misma, la Ruta Nacional Nº 34, que se ha convertido en un verdadero eje para el progreso de los centros urbanos desde el norte al sur del territorio santafesino.


La producción cerealera como asimismo la producción láctea, conforman un polo de dimensiones extraordinarias que ubican a nuestra provincia entre las principales productoras, siendo en consecuencia menester que la misma posea vías de comunicación acordes a los tiempos modernos, que permitan sacar la producción desde los centros más pequeños hacia los grandes puntos de industrialización. La Ruta Nacional Nº 34 desempeña un rol fundamental en la participación santafesina en el Mercosur, uniendo puertos y centros de distribución que garantizan la correcta distribución de la riqueza, desde y hacia los más importantes pueblos de América en su conjunto.


Es por ello que entiendo se deben realizar los mayores esfuerzos a fin de garantizar la transformación de dicha arteria en autovía, con las ventajas que ello significa para todo nuestro territorio, desde la ciudad de Rosario hasta la ciudad de Ceres, pasando por localidades como Sunchales y Rafaela, ubicadas en el centro de la cuenca lechera más importante de Sudamérica. Es por ello que entiendo que el nombre correcto para dicha autovía, en caso de realizarse, sería el de "Autovía de la Producción", ya que dicha calificación sería la más acorde con la realidad de una obra que es avalada por los santafesinos en su conjunto, respondiendo a una sentida necesidad de todo el aparato productivo de nuestro país.


Por los motivos expuestos solicito a mis pares aprueben el presente proyecto de comunicación.

Mirabella – Peirone – Stanoevich – Dehesa – Venesia

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.6 Motovehículos: amnistía para inscripción de unidades

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Mirabella, el proyecto de comunicación (Expte. N° 13.810 – PJ) por el cual se solicita al Poder Ejecutivo interceda ante legisladores nacionales para solucionar problemas de tributación y registro de motovehículos, que cuenta con dictamen de la Comisión de Asuntos Comunales.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.810 – PJ) presentado por los diputados Mirabella y Peirone, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo interceda ante sus legisladores nacionales solicitándoles arbitren medidas tendientes a solucionar los problemas de tributación y registro de motovehículos, sancionando una ley de amnistía para registración; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. N° 13.810 – PJ\: Motovehículos\: amnistía para inscripción de unidades" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos correspondientes, interceda ante sus legisladores nacionales solicitándoles arbitren medidas tendientes a solucionar los problemas de tributación y registro de motovehículos, sancionando una ley de amnistía que facilite la inscripción de aquellas unidades con una antigüedad mayor a los cinco años desde la fecha de sanción.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Pesaresi – Vázquez – Cavuto – Tibaldo – Baudín

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos correspondientes, interceda ante sus legisladores nacionales solicitándoles arbitren medidas tendientes a solucionar los problemas de tributación y registro de motovehículos, sancionando una ley de amnistía que facilite la inscripción de aquellas unidades con una antigüedad mayor a los cinco años de la fecha.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Elevo a consideración de este Cuerpo el presente proyecto de comunicación haciéndome eco del problema que viven los municipios de la provincia de Santa Fe en lo que al registro y tributación de motos y ciclomotores se refiere, constituyendo la falta de documentación la anormalidad más grave que registran los mismos.


Es menester recordar que nuestro país tuvo un auge importante en cuanto al ingreso de motovehículos importados, allá por los años 80, mostrando las últimas estimaciones que solamente un 30% de los mismos fueron inscriptos con todas las exigencias de la Ley Nacional de Tránsito 24.449. Como consecuencia de ello, el resto circula sin documentación ya que las mismas están archivadas en las casas de ventas sin lograrse que los compradores retiren, pese al paso de los años, las mismas. En la década del 90, se registró un nuevo incremento en las ventas de estos rodados, reiterándose anomalías similares a las mencionadas precedentemente.


La falta de documentación impide, a quienes ejercen en el ejido municipal los controles de tránsito, determinar la identidad de los infractores impidiéndose la sanción que las leyes vigentes estipulan para cada caso, del mismo modo que no se realiza la tributación que configura el derecho al uso de la vía pública, constituyendo un delito tributario.


Señor Presidente, la realidad nos muestra que inscribir un vehículo con una antigüedad mayor a los cinco años, a veces significa un costo superior al valor del mismo, lo que hace inviable la acción pese a la intención del titular de normalizar su situación. Esto es imposible por el costo que significa pero además no cuenta con la documentación extraviada, ya sea por desidia propia o por la desaparición de agencias vendedoras que no están más radicadas en el municipio. Por ello creo conveniente que nuestros legisladores nacionales arbitren los medios para promover una ley de amnistía, la cual facilitaría la inscripción de los motovehículos mencionados, flexibilizando los costos y las exigencias de la Ley de Tránsito Nº 24.449.


Por los motivos expuestos precedentemente, solicito a mis pares aprueben el presente proyecto de comunicación.

Mirabella – Peirone

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.7 Hogar de Ancianos Magdalena de Lorenzi (Rafaela): cargos de enfermería

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Mirabella, el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.532 – PJ) por el cual se solicita se proceda a la creación de dos cargos de enfermería para el Hogar de Ancianos Magdalena de Lorenzi de la ciudad de Rafaela, departamento Castellanos.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.532 – PJ) presentado por los diputados Mirabella y Peirone, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo a través de la Dirección Provincial de la Tercera Edad, proceda a la creación de dos cargos de enfermería para el “Hogar de Ancianos Magdalena de Lorenzi”, de la ciudad de Rafaela; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto que, con modificaciones, se transcribe:

 EÍ "zcExpte. N° 12.532 – PJ\: Hogar de Ancianos Magdalena de Lorenzi (Rafaela)\: cargos de enfermería" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de la Dirección Provincial de la Tercera Edad, proceda a la creación de dos (2) cargos de enfermería para el “Hogar de Ancianos Magdalena de Lorenzi” de la ciudad de Rafaela, departamento Castellanos, como asimismo dé cobertura inmediata a los reemplazos solicitados por las autoridades de dicho Hogar, a fin de no resentir la normal prestación de sus esenciales servicios sociales.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Aranda – Gastaldi – Vázquez – Reutemann – Venesia

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de comunicación (Expediente Nº 12.532 – PJ) de los diputados Mirabella y Peirone, por el cual se solicita a través de la Dirección Provincial de la Tercera Edad, se proceda a la creación de dos cargos de enfermería para el “Hogar de Ancianos Magdalena de Lorenzi” de la ciudad de Rafaela, departamento Castellanos, y no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos adherir al dictamen producido por la Comisión de Promoción Comunitaria.

Sala de Comisión, 17 de noviembre de 2004.

Pividori – Tomei – Cavuto – Reynoso – Sánchez

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.532 – PJ), presentado por los diputados Mirabella y Peirone, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, proceda a la creación de dos (2) cargos de enfermería para el “Hogar de Ancianos Magdalena Lorenzi” de la ciudad de Rafaela, departamento Castellanos, como asimismo dé cobertura inmediata a los reemplazos solicitados por las autoridades de dicho hogar, y atento a que cuenta con dictamen favorable de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Venesia – Marcucci – Lagna – Qüesta – Riestra – Dalla Fontana

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Elevo a consideración de este Cuerpo el presente proyecto de comunicación haciéndome eco de las necesidades imperiosas de una de las instituciones sociales más tradicionales de la ciudad de Rafaela, tal cual es el Hogar de Ancianos Magdalena de Lorenzi, institución modelo en la provincia de Santa Fe.

En dicho Hogar de Ancianos residen actualmente cuarenta y seis ancianos, los que son atendidos en instalaciones bien cuidadas, con una infraestructura edilicia acorde a las necesidades de los mismos, con comodidades tales como televisión en los distintos ambientes, dormitorios amplios, bien iluminados y ventilados, pero por sobre todas las cosas, higiénicas. De los mencionados residentes, algunos de ellos están postrados, otros carecen de extremidades o algunos son no videntes, lo cual muestra las atenciones personalizadas que ellos deben recibir, consistentes en bañarlos, cambiarles los pañales, suministrarles la comida en la boca, etc. Todo esto implica una atención y una dedicación de mucho tiempo en cada uno de ellos, debilitando la cobertura que cada empleado debe realizar en el resto del establecimiento.

El personal dedicado específicamente al cuidado de los ancianos comprende una plantilla de diecisiete personas, pero lamentablemente en la actualidad nueve de ellas se encuentran en uso de licencia por diversas razones, lo cual imposibilita un servicio correcto con el resto del personal, ya que no alcanza a cubrir las complejas demandas que cotidianamente se exigen. Es por ello, Sr. Presidente, que es fundamental que se acelere la cobertura de los reemplazos que fueron reclamados por la Dirección del Hogar y que no ha obtenido respuesta favorable a este momento.

Entre otras carencias el Hogar de Ancianos Magdalena de Lorenzi no cuenta con personal de enfermería, siendo estas tareas desarrolladas actualmente por una agente de planta que no tiene un título habilitante para las mismas. Es menester la creación de dos cargos de enfermería, ante los constantes requerimientos de los ancianos que necesitan cuidados especializados por las enfermedades propias de su edad o su estado de salud deficitario.

Señor Presidente, la situación del Hogar de Ancianos Magdalena de Lorenzi de la ciudad de Rafaela es conocida, siendo por ello que el Concejo Municipal de dicha ciudad ha sancionado la Resolución Nº 1740, de fecha 22 de abril del corriente año (adjunto fotocopia), en coincidencia con los enunciados de este proyecto de comunicación, siendo por ello que solicito a mis pares aprueben el mismo.

Mirabella – Peirone

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.8 Congreso Internacional “Las mujeres y los vínculos familiares libre de violencia: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido de la señora diputada Cavuto, el proyecto (Expte. N° 13.971 – DB) por el cual la Cámara de Diputados declara de su Interés el Congreso Nacional “Las Mujeres y los Vínculos Familiares Libres de Violencia” que se realizará el 29 y 30 de noviembre del corriente año en la ciudad autónoma de Buenos Aires.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zdExpte. N° 13.971 – DB\: Congreso Internacional \“Las mujeres y los vínculos familiares libre de violencia\: interés legislativo" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De su interés el Congreso Nacional “Las mujeres y los vínculos familiares libres de violencia” que organizan conjuntamente el Consejo Nacional Coordinador de Políticas Sociales y el Consejo Nacional de la Mujer y que se realizará el 29 y 30 de noviembre del corriente año en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Fundamentos de las autoras del proyecto

Señor Presidente:


Las acciones concretas vehiculizadas por el Estado tienen un doble propósito. Por una parte intervenir por intermedio de las políticas públicas para revertir una situación injusta, y por otra parte, al actuar reconoce la legitimidad de las demandas sociales en determinados temas.


En el caso de las acciones públicas para erradicar todas las formas de violencia contra la mujer el axioma es más que pertinente, ya que estamos habituados como sociedad a considerar la violencia doméstica como un asunto privado donde nadie interviene. Pero no es así, en términos de defensa de derechos humanos para varones y mujeres no hay dicotomías de ámbito privado/ámbito público. Esas son divisiones que garantizan la impunidad cuando se violan los derechos de las mujeres especialmente cuando sufren violencia.


Y hablamos de violencia familiar específicamente ya que todas las estadísticas concuerdan que para Latinoamérica y la Argentina más del 80% de los casos de violencia física que sufren las mujeres proviene de maridos, parejas, novios, es decir el varón más inmediato en su entorno familiar.


Como hay que buscar las causas de esta realidad podemos decir que en nuestras relaciones interpersonales están sobreentendidas valoraciones, creencias y estereotipos culturales que subordinan a la mujer por atribuírseles características de servicio, cuidado de los otros y pasividad. Es natural creer que las mujeres tienen dotes naturales para el sacrificio y la abnegación en todos sus roles. Cuando una mujer voluntaria o involuntariamente desafía ese modelo, con sus matices, la respuesta es la violencia que puede ser física, psíquica o espiritual.


Lo que no es habitual es reconocer a todas las mujeres sin importar clase, raza u opción sexual, su status de ciudadanas portadoras de derechos inalienables. Es más fácil intervenir desde el Estado para revertir situaciones harto injustas cuando se trata de considerar a las mujeres como vulnerables y necesitadas de protección, ya que así estamos reparando algo sin cambiar las valoraciones discriminatorias que persisten en nuestra sociedad.


Es por esto, que encuentros como el que avalamos permiten presentar ante la opinión pública las causas de fondo de este flagelo, para reflexionar cuánto de estereotipos sexistas nos permitimos varones y mujeres para justificar la naturalización de estas prácticas que suprimen la posibilidad de un desarrollo humano armónico entre varones y mujeres que contribuya a una democratización de las relaciones familiares y sociales y en definitiva a una democracia equitativa.

Cavuto – Venesia – Meotto – Peralta – Albónico – Sánchez – Aranda – Pesaresi – Qüesta – Tomei – Baudín – Gutiérrez – Benas – Costa – Stanoevich – Benítez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

11 TRATAMIENTO PREFERENCIAL DE PROYECTOS

SR. PRESIDENTE (Barrera).– De conformidad con lo resuelto oportunamente por la Cámara, corresponde considerar los proyectos acordados con preferencia para esta sesión.

11.1 Programas de competitividad y desarrollo tecnológico de Pymes

(Proyecto de ley – Sin dictamen – Renovación de preferencia denegada)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto de ley (Expte. Nº 13.635 – UCR) por el que se implementan los programas de Competitividad, de Desarrollo Tecnológico, de Creación de Empresas y de Internacionalización, para favorecer a pequeñas y medianas empresas, no cuenta con dictamen de comisión. 

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación de esta preferencia para la próxima sesión .

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el diputado Marcucci.

–
Resulta negativa.

11.2 Registro Provincial de Establecimientos Granáreos: creación

(Proyecto de ley – Vuelve a comisión)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto de ley (Expte. N° 13.637 – UCR) por el que se crea el Registro Provincial de Establecimientos Granáreos, no cuenta con dictamen de comisión.

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación de esta preferencia para la próxima sesión .

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el diputado Marcucci.

–
Resulta negativa.

11.3 Ley de Incentivo Docente: incorporación de institutos educativos municipales

(Proyecto de comunicación – Vuelve a comisión)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto de comunicación (Expte. N° 13.885 – DB) por el que se solicitan informes respecto de si los establecimientos educativos de carácter municipal reciben partidas del Fondo Nacional de Incentivo Docente, no cuenta con dictamen de comisión.

11.4 Subdivisión de inmuebles rurales

(Proyecto de ley – Vuelve a comisión)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto de ley (Expte. N° 12.970 – DB) por el que se regula la Unidad Económica Agraria en el ámbito de la Provincia, no cuenta con dictamen de comisión.

SR. PIVIDORI EÍ "PJ PIVIDORI, José" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Pividori.

· Manifestaciones de los señores diputados.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– No tiene los dos tercios…

SR. ESQUIVEL EÍ "PJESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Permítame hacer una sugerencia que creo que puede ser saludable. No sé lo que se acordó en la Comisión de Labor Parlamentaria, pero renovar las preferencias por una sesión significa para mañana y eso es absolutamente inviable y todo el mundo lo sabe.


O aprobamos todas o no aprobamos ninguna, de todas maneras, la preferencia para una sesión es para mañana –peor, para hoy–, entonces, no es correcto lo que estamos haciendo. O renovamos todas o no renovamos ninguna.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Tengo anotadas las que se acordó renovar en la reunión de Labor Parlamentaria. Respecto de las otras, si hay acuerdo, se tratarán sobre tablas...

–
Hablan varios diputados a la vez.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Tengo anotadas con solicitud de renovación de preferencia para una sesión las Nº 11, 15, 19, 21, 24, 32, 39 y 40.

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Pido la palabra.


Me ha entrado una duda, señor presidente, sobre la número 16...

SR. PRESIDENTE (Barrera).– No la tengo anotada...

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Entonces, fue un error de mi parte. La preferencia Nº 16 tiene despacho de las comisiones de Transporte y de Presupuesto y Hacienda; falta el de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. Solicito a los compañeros de bancada que renovemos esta preferencia.

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– Pido la palabra.


En verdad, nos sorprendió que no pidieran la renovación de esta preferencia, porque está de por medio el tema de la huelga. Por lo tanto, desde nuestro bloque lo consideramos correcto, a pesar de no haber sido acordada y en una situación como esta se la vamos a dar.

–
Hablan varios diputados a la vez.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la renovación de las preferencias, conforme lo acordado en la reunión de Labor Parlamentaria. Repito, son las Nº 11, 15, 16, 19. 21, 24, 32, 39 y 40.

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Pido la palabra.


Solicito un cuarto intermedio con permanencia en las bancas, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la solicitud del señor diputado Lacava.

· Resulta afirmativa.

· Son las 3:58.

–
A las 4.22, dice el:

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con quórum legal, se reanuda la sesión.

11.5 Crédito fiscal para empresas automotores de cargas y pasajeros

(Proyecto de ley – Aprobado sobre tablas)

SRA. BENÍTEZ EÍ "PPS BENÍTEZ, Miriam" .– Pido la palabra.


 Solicito el tratamiento sobre tablas del proyecto de ley (Expte. N° 13.929 – DB) por el que se establece que las empresas automotores de cargas y pasajeros gozarán de un crédito fiscal en el impuesto sobre los Ingresos Brutos (Preferencia Nº 16).

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de la señora diputada Benítez.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura a los dictámenes de comisión.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 13.929 – DB), presentado por las diputadas Benítez y Venesia y por los diputados Urruty, Pividori, Dehesa, Reynoso y Lagna, por el cual se establece que las empresas automotores de cargas y pasajeros gozarán de un crédito fiscal en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos; y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja prestéis aprobación al mismo.

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2004.

Benítez – Venesia – Mirabella – Castellani

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 13.929 – DB) autoría de los diputados Benítez, Venesia, Lagna, Urruty, Pividori, Reynoso y Dehesa por el cual se establece que las empresas automotores de cargas y pasajeros gozarán de un crédito fiscal en el impuesto sobre los ingresos brutos; y atento a que el mismo cuenta con despacho precedente de la Comisión de Transporte, y luego de los estudios realizados, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen, con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:
 EÍ "zl Expte. Nº 13.929 – DB\: Crédito fiscal para empresas automotores de cargas y pasajeros" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º.- Objeto: Las empresas automotores de cargas y pasajeros gozarán de un crédito fiscal en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, que resultará de aplicar sobre la base imponible los porcentajes que a continuación se indican:

a) Desde el 1-1-2005 hasta el 31-12-2005: 1% (uno por ciento)

b) Desde el 1-1-2006 hasta el 31-12-2006: 1,5% (uno y medio por ciento)

c) Desde el 1-1-2007 hasta el 31-12-2007: 2% (dos por ciento)

Artículo 2º.- Condiciones: Serán condiciones para acceder a dicho beneficio tributario:

a) No incurrir en mora en los pagos del período comprendido en los incisos a, b y c del artículo 1º.

b) La radicación en jurisdicción de la Provincia de Santa Fe de la totalidad de los vehículos afectados.

c) Acogerse al plan de pagos que, conforme el artículo 3º, disponga el Poder Ejecutivo, no pudiendo incurrir en mora a los efectos del mantenimiento de los beneficios que por esta ley se otorgan.

Artículo 3º.- Tributos Provinciales vencidos. El Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Hacienda y Finanzas instrumentará un plan de facilidades de pago por las deudas en concepto de Ingresos Brutos y todo otro tributo provincial del cual sean sujetos pasibles, devengadas al momento de entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 4º – Reglamentación. Reglaméntese la presente ley dentro de los treinta días (30) de sancionada.

Artículo 5º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Lagna – Dalla Fontana – Venesia

pROYECTO DE LEY ORIGINAL

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Objeto. Las empresas automotores de cargas y pasajeros gozarán de un crédito fiscal en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, que resultará de aplicar sobre la base imponible los porcentajes que a continuación se indican:

a) Desde el 1-1-2005 hasta el 31-12-2005:1% (uno por ciento)

b) Desde el 1-1-2006 hasta el 31-12-2006:1,5% (uno y medio por ciento)

c) Desde el 1-1-2007 hasta el 31-12-2007: 2% (dos por ciento)

Artículo 2º – Condiciones. Serán condiciones para acceder a dicho beneficio tributario:

a) No registrar deudas en dicho Impuesto al momento de entrar en vigencia la presente ley.

b) No incurrir en mora en los pagos del período comprendido en los incisos a, b y c del artículo 1º.

c) La radicación en jurisdicción de la provincia de Santa Fe de la totalidad de los vehículos afectados.

d) No deberán registrar deudas en ningún tributo provincial del cual sean sujetos pasibles.

Artículo 3º – Reglamentación. Reglaméntese la presente Ley dentro de los treinta días (30) de sancionada.

Artículo 4º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

La temática del transporte de cargas y pasajeros viene sufriendo desde larga data, diversos tipos de inconvenientes en referencia a una serie de temáticas.

Una de ellas, según lo manifestado por las distintas asociaciones que nuclean a los transportistas, que en reiteradas oportunidades han sido recibidos por la Comisión de Transporte de esta Cámara de Diputados, es la dificultad que afronta este sector en cuanto a su rentabilidad. Puntualmente han hecho referencia al monto que por la alícuota del Impuesto a los Ingresos Brutos aplica la Provincia de Santa Fe, que en algunos casos resulta superior a las alícuotas establecidas en las provincias vecinas.

Es por ello y como un paliativo transitorio a la situación planteada, que estimamos conveniente la aprobación del presente proyecto de ley hasta tanto se alcance un plan de ordenamiento definitivo del sector.

Por lo expuesto solicito a mis pares me acompañen en la aprobación del presente proyecto de ley.

Benítez – Venesia – Lagna – Reynoso – Dehesa – Pividori – Urruty

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto con dictamen favorable de la Comisión de Presupuesto y Hacienda

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


Muy brevemente, quiero hacer una aclaración. Voy a acompañar este proyecto en virtud de la situación de emergencia en la que se encuentra el transporte de carga, pero claramente quería dejar asentado en la versión taquigráfica que esta es una situación que debería haberse resuelto muchísimo tiempo antes. Inclusive, fue informado personalmente por el subsecretario de Transporte, el señor Latorre, en la Comisión de Transporte, y además, el proyecto como está redactado, solamente plantea una modificación temporal del crédito fiscal, dejándole una bomba de tiempo al próximo gobierno, que el 1º de enero del 2008 tendrá nuevamente de vuelta la alícuota del 3,5 por ciento y el problema encima. Más allá de esta aclaración, y en virtud de la situación de emergencia, voy a acompañar favorablemente este proyecto.

SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


Quiero hacer una observación con relación a este proyecto. El proyecto original hablaba, justamente, de no registrar deudas. ¿Esto se mantiene?

SRA. BENÍTEZ EÍ "PPS BENÍTEZ, Miriam" .– Pido la palabra.


Sí, hay un cambio en el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, en el cual se mantiene el espíritu de no tener deudas, pero se habilita la posibilidad de que, a través de una moratoria previa al otorgamiento, puedan acceder aún los que no estén al día en el momento de la sanción de la ley.

SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pero ¿mantiene el texto el requisito de no registrar deudas?

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a dar lectura nuevamente para que no haya dudas.

–
Se lee:

SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


Evidentemente, señor presidente, tal como lo manifesté, justamente en el artículo 2º, en el ítem a) y en el d) se ha modificado el proyecto original. El dictamen de comisión evidentemente ignora esta cláusula de no registrar deudas en dicho impuesto al momento de entrar en vigencia la presente ley, que dice: “No deberán registrar deuda en ningún tributo provincial del cual sean sujetos pasibles”. No es ese el proyecto que tenemos en carpeta, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– ¿Usted mociona una modificación o un nuevo texto?

SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Y… señor presidente, estamos eximiendo de un tributo a una empresa que, a su vez, está adeudando al fisco.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Para tratar de entender el articulado, porque la verdad es que no lo entiendo. Pido si me lo pueden explicar, a ver qué es lo que quiere decir ese articulado.

SRA. BENÍTEZ EÍ "PPS BENÍTEZ, Miriam" .– Pido la palabra.


Tal como me expresara anteriormente, el espíritu es el mismo. Se ha cambiado la redacción en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, redacción que acepto como definitiva para su aprobación, y se establece en el artículo 3º que aquellos que no estén al día tengan que ingresar en un plan, en una moratoria, en un plan de pagos que establezca el Poder Ejecutivo, para recién ingresar en ese momento al beneficio que otorga esta ley.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


¿En cada caso en particular el Poder Ejecutivo va a tener que instrumentar una forma de pago? Porque, según el conocimiento que tengo, hay moratorias que son generales y hay determinados requisitos y planes de pago que son genéricos, por parte de Rentas o de quien sea, ¿cómo sería la cuestión? Se daría una moratoria individual a cada uno, estableciéndole…., no sé. Me gustaría que algunos de los que colaboraron con la redacción de este artículo me expliquen cómo se reglamentaría.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Pido la palabra.


A simple título aclaratorio. Quisiera saber quién va a dictar la moratoria, la moratoria tiene que salir por ley, no se puede facultar al Poder Ejecutivo para que haga una moratoria; la moratoria es un instrumento legal, lo que se puede facultar al Poder Ejecutivo es para prorrogar, a lo mejor, el plazo de la moratoria. Segundo problema: se lo faculta a que se acojan a una moratoria que podrá decretar el Poder Ejecutivo y si no la dicta, ¿queda con la deuda?, ¿se acoge o no se acoge a la moratoria?.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


Quiero hacer una aclaración, más allá de lo que voy a decir ahora. Yo no estaba de acuerdo con este dictamen, a tal punto que no lo suscribí en la Comisión de Transporte, ni lo hubiera firmado en la Comisión de Presupuesto y Hacienda. Lo que dije antes es que, en virtud de la situación de emergencia, considero que hay que votarlo y voy a tratar de ser bastante sincero sobre lo que, en realidad, pienso de lo que aquí dice. 


En primer lugar, no es cierto que se mantenga lo que decía en la Comisión de Transporte, lo cual voy a explicar por qué. En realidad, el texto que se plantea en Presupuesto y Hacienda, dice que absolutamente todos, sin ninguna distinción, pueden integrarse a este plan –todos los transportistas–, a diferencia de lo que decía la requisitoria que planteaba la Comisión de Transporte, en el sentido de que solamente podían acogerse aquellos transportistas que no registraran deudas en Ingresos Brutos. 


Conforme este nuevo texto de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, puede acogerse cualquiera, aquellos que no tengan deudas –porque no la tienen– y los que la tienen deberán pactar con el Poder Ejecutivo, a través de la utilización de uno de los artículos del Código Fiscal –según lo que yo interpreto–, la regularización de pagos, no una moratoria, sino la regularización de deuda en un plan especial acordado en el marco –supongo yo– que determine el Ministerio de Hacienda y Finanzas para fijar un mecanismo de convenio con cada una de las empresas que se acojan al beneficio. 


De todas maneras, como dije antes, este es un problema que tiene ocho meses, debería haber estado solucionado antes; estamos votando en la última sesión buscando que los senadores traten mañana este tema, producto de la impericia del responsable del área; pero… bueno, creo que es preferible tratar de resolver este problema a un paro de transporte que haga que perdamos millones de dólares en la Provincia todos los productores.

SR. MIRABELLA EÍ "PJ MIRABELLA, Roberto" .– Pido la palabra.


Voy a complementar lo que dijo el diputado Brignoni. En el artículo 3º se faculta al Poder Ejecutivo a instrumentar un plan de facilidades de pagos; y la flexibilidad con respecto a lo que decía el proyecto original sobre el no registro de deudas, se introdujo en el sentido de que para acceder al beneficio de este crédito fiscal –que se establece en este proyecto de ley– debe estar acogido a un plan de pagos, si registraba deuda. O sea, no es que deberían tener todos los tributos pagados y no registrar la deuda para poder acogerse a este plan. Lo que cambió en la Comisión de Presupuesto y Hacienda fue que, si tiene deuda, debe acogerse a un plan de pagos que instrumente el Poder Ejecutivo para que pueda acceder a este crédito fiscal. ¿Cómo funciona este crédito fiscal?, preguntaba el diputado Real. Es similar a lo que se estaría haciendo en la práctica al bajar la alícuota en Ingresos Brutos: a partir del año 2005 se estaría pagando 2,5 por ciento; en el año 2006, 2 por ciento; en el año 2007, el 1,5 por ciento; o sea que, en la práctica, operaría de esta manera.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general, conforme el texto leído por Secretaría.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban sin observaciones los artículos 1º, 2º, 3º y 4º; artículo 5º de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, el proyecto recibe media sanción y se comunica al Senado.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


En el mismo sentido que lo planteaba el diputado Real, me parece muy importante, en virtud del tema, que en relación, tanto a este proyecto de ley que hemos votado recién, como al de adhesión al Registro Único del Transporte Automotor –que está hace un tiempo en el Senado–, alguien gestione que, en la medida de lo posible, sean sancionados mañana porque son dos de los reclamos centrales que tienen que ver con los transportistas de carga.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El de adhesión al Registro Único del Transporte Automotor ya estaba pedido por nota.


Quedó pendiente el tema de la renovación de las preferencias. Si en el cuarto intermedio no hubo alguna variante, se va a votar la renovación de las que había enunciado antes del cuarto intermedio…

SR. LIBERATI EÍ "PS LIBERATI, Sergio" .– Pido la palabra.


Señor presidente, antes de que se vote todo lo que estaba acordado en la reunión de Labor Parlamentaria, quiero manifestar que con relación a la preferencia Nº 21, Expte. Nº 13.732 – SEN, en Labor Parlamentaria acordamos que, como este proyecto tiene dictamen de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, se obvie la Comisión de Seguridad Social y que pase directamente a la de Asuntos Constitucionales y Legislación General, con la renovación de la preferencia para la próxima sesión..

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no hay oposición, se suprime el pase a la Comisión de Seguridad Social.


En consideración la renovación de las siguientes preferencias, conforme lo acordado: Nº 11, 15, 19, 21 (con la modificación propuesta por el diputado Liberatti), 24, 32, 39 y 40.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Coincido en que esto así se acordó en la reunión de Labor Parlamentaria. Lo que no se imaginó en ese momento es que íbamos a estar a esta hora de la madrugada en sesión. 


Lo que pregunto es ¿en qué horario vamos a considerar estos temas? Reprogramamos las actividades del día de hoy o no va a haber tiempo material para que las comisiones se reúnan. Quiero ser sincero en que uno ratifica el compromiso, pero cómo lo vamos a materializar en las comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General, de Presupuesto y Hacienda, de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, etcétera, a donde tengan que ir cualquiera de estas preferencias.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Sin dudas va a ser un día difícil. 

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Reprogramamos la actividad de hoy, la sesión ordinaria la empezamos a la tarde y hacemos en horas de la siesta reunión de comisiones o no hay tiempo material, señor presidente. Es un dato de la realidad. Por votarlas, las voto, pero…

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Con ánimo de colaboración, quiero decir que mañana hay Asamblea Legislativa, hay visita de dos funcionarios, tienen que funcionar las comisiones, hay una sesión especial. Nos vamos a encontrar al mediodía sobre el horario de la Asamblea Legislativa con una reunión de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General que no sé si va a poder llevar a cabo, por todo esto que estoy mencionando, que vienen dos funcionarios –reitero–, uno a las 9 y media de la mañana y a las 12 el otro.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Cuando se dio lectura a los Asuntos Entrados, se votaron varias preferencias y, obviamente, a esta altura…. Queda la posibilidad de votarlas o, de lo contrario, de alcanzar los acuerdos para tratarlas sobre tablas.

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


Votemos las preferencias, si no llegamos a tiempo, declararemos la Cámara en comisión para darle el tratamiento correspondiente; es decir, si eventualmente, ustedes, que tienen una excelente contracción al trabajo, no llegaran a tiempo.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Mañana hay Asamblea, vienen dos funcionarios, hay sesión especial...

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la renovación de las siguientes preferencias, para la próxima sesión:

Nº 11, Expte. N° 13.896 – PPS, 

Nº 15, Expte. N° 13.942 – BEDE, 

Nº 19, Expte. N° 13.791 – ARI, 

Nº 21, Expte. N° 13.732 – Senado – venido en revisión, con la modificación propuesta por el diputado Liberatti, 

Nº 24, Expte. N° 13.392 – PPS, 

Nº 32, Expte. N° 13.580 – BS, 

Nº 39, Expte. N° 13.770 – PDP, 

Nº 40, Expte. N° 13.235 – PER – venido en revisión – Mensaje N° 2714, en tratamiento en conjunto con los Exptes. Nº 11.832 – PDP, Nº 11.843 – UCR y Nº 13.509 – UCR.

–
Resulta afirmativa.

11.6 Códigos de descuento de haberes de agentes activos y pasivos del Estado

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. N° 12.911 – DB) por el que se regula el otorgamiento de códigos de descuento sobre agentes activos y pasivos del Estado Provincial en sus tres poderes.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 12.911 – DB) de los señores diputados Mario Lacava, Antonio Bonfatti, José Pividori, Liliana Meotto, Federico Reutemann, Julia Pesaresi, Jorge Cura, Marcelo Gastaldi, Adriana Cavuto, Claudio Tibaldo, Laura Venesia y Alberto Maguid, por el cual se regula el otorgamiento de códigos de descuentos sobre haberes de agentes activos y pasivos y/o funcionarios del Estado Provincial en sus tres poderes, y, por las razones expresadas en el mismo y las que oportunamente podrá dar su miembro informante, os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente texto:

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Los códigos de descuento otorgados o a otorgarse sobre haberes de agentes activos y pasivos, y/o funcionarios del Estado Provincial en sus tres poderes, cualquiera sea la forma jurídica u orgánica que adopten, se regirán por la presente ley.

Artículo 2º – Se otorgarán códigos de descuento solamente a:

1) Entidades sin fines de lucro que se encuentren constituidas como entidades sindicales, mutuales, cooperativas y asociaciones civiles, conforme lo prescribe la legislación vigente, priorizando aquellas que según sus estatutos o razón social estuvieren integradas por agentes y/o funcionarios dependientes del Estado Provincial. En el caso de los pasivos, los códigos de descuentos se limitarán, exclusivamente, a las organizaciones taxativamente mencionadas en el artículo 59 de la Ley 6915.

2) Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo.

Aquellas personas jurídicas que tengan códigos de descuento para activos y pasivos o entes que actualmente cuenten con código de descuento podrán mantener el mismo, debiendo para ello cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 7º de la presente ley.

Artículo 3º – Los descuentos solicitados por los titulares de códigos de descuento comprendidos en la presente ley no podrán autorizarse cuando en su conjunto, superen el cincuenta por ciento (50%) de los haberes mensuales sujetos a descuento del agente y/o funcionario.

Los agentes y/o funcionarios que a la fecha de vigencia de la presente ley tuvieran una afectación en sus haberes superiores al citado porcentaje, tendrán un tratamiento especial, conforme lo determine la reglamentación, de acuerdo a lo expuesto en el párrafo anterior.

Artículo 4º – El monto de los haberes sujeto a descuento será el total que surja una vez deducidos los descuentos derivados de la aplicación de leyes nacionales y provinciales y los originados por mandatos judiciales, aportes jubilatorios, aportes jubilatorios adicionales solidarios, aportes obligatorios de obras sociales, aportes, prestaciones y servicios de los afiliados de la Caja de Previsión Social de los Agentes Civiles del Estado, cuotas sindicales y mutuales, impuestos a las ganancias si correspondiere, créditos a favor de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo y cualquier otro aporte personal obligatorio creado o a crearse por ley nacional o provincial.

Artículo 5º – Créase, dentro de la jurisdicción del Ministerio de Hacienda y Finanzas, un Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod). El citado Ministerio es autoridad de aplicación, fiscalización y control de la presente ley.


Facúltese al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda y Finanzas, a contratar con terceros, mediante licitación pública, la realización de las funciones operativas necesarias para el funcionamiento del Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod).


Su reglamentación deberá establecer las condiciones de confidencialidad de los datos ingresados y un mismo tratamiento para todos los titulares de código de descuento.

Artículo 6º – El Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) tendrá las siguientes funciones:

1.-Autorizar cada una de las órdenes de descuento que gestionen los asociados ante los titulares de códigos de descuento;

2.-Brindar información a solicitud de agentes o funcionarios, sobre la disponibilidad mensual de sus propios haberes;

3.-Informar a los titulares de códigos de descuento, sobre la disponibilidad de los haberes mensuales de los agentes o funcionarios en oportunidad de solicitar éstos últimos un nuevo crédito; como así también cuando tuvieren comprometido el cincuenta por ciento (50%), o un porcentaje superior según el supuesto del artículo 3º, de la parte disponible de sus haberes.

Artículo 7º – Para la obtención y mantenimiento de los códigos de descuento, las entidades comprendidas en el inciso 1) y en el último párrafo del artículo 2º de la presente ley deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) Acreditar ante el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) personería jurídica, estatuto social vigente y nómina de autoridades con todos los datos personales de cada uno, acta de designación de autoridades, domicilio legal, domicilio real de la entidad, de filiales y delegaciones.

b) Copia de los tres (3) últimos balances debidamente certificados y auditados por Contador Público Nacional con intervención del Consejo Profesional de Ciencias Económicas, con copia certificada de las actas de asamblea en las cuales fueron aprobados. En caso de que la entidad tuviere una antigüedad menor a tres (3) años, deberá presentar idéntica documentación desde la fecha de inicio de sus actividades.

c) Presentar un detalle de los servicios que prestan, los que deben corresponderse con los objetivos de los estatutos sociales.

d) Constancia de la inscripción en los organismos fiscales y previsionales que correspondan –según la entidad– y del pago en tiempo y forma de las obligaciones pertinentes.

Artículo 8º – Los titulares de códigos de descuento están obligados a:

a) Solicitar autorización al Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) previo al otorgamiento de cualquier servicio y/o prestación.

b) Informar al Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) cuando un agente o funcionario registre devoluciones totales o parciales de los descuentos por cuotas de asociación, de prestación de servicios o por cualquier otro concepto.

Artículo 9º – En los supuestos contemplados en el artículo precedente, los titulares de códigos de descuento deberán proporcionar al Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), los siguientes datos:

a) Apellido y nombres completos del agente o funcionario.

b) Tipo y número de documento del agente o funcionario.

c) Repartición o dependencia en la que presta servicios.

d) Remuneración disponible, conforme al artículo 4° de la presente ley.

e) Mes al que corresponden los haberes tomados en consideración y/o del que se tomó conocimiento de la novedad.

f) Número de cobro del agente o funcionario.

g) Importe y causa de la devolución total o parcial en el descuento ordenado.

h) Importe y forma de pago del servicio o prestación para el cual se solicita autorización.

Esta información se proporcionará en soporte informático y escrito respaldatorio del primero, al momento de solicitar el descuento y deberá ser actualizada en forma permanente. Los titulares de códigos de descuento estarán obligados a conservar los originales de dicha documentación conforme a las disposiciones legales vigentes.

En caso de falsedad en la información suministrada serán de aplicación las sanciones previstas en el artículo 15 de la presente ley.

Artículo 10 – El Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Hacienda y Finanzas suscribirá con las entidades comprendidas en el artículo 2º, un contrato –conforme lo determine la reglamentación– en el que se establecerá la responsabilidad de la entidad y de sus autoridades por el uso incorrecto que del código de descuento pudieren efectuar, debiendo constituirse una garantía suficiente a favor del Estado Provincial, y a su entera satisfacción, para cubrir las responsabilidades que pudieren surgir, y la que se determinará en su reglamentación.

Artículo 11 – Los servicios administrativos pertinentes del Estado Provincial sólo darán curso a los descuentos autorizados por el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) conforme a la información que éste les remita mensualmente.

Artículo 12 – Los titulares de códigos de descuento y los servicios administrativos pertinentes del Estado Provincial estarán obligados a brindar la información y colaboración que requiera el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), a los fines de la aplicación de la presente ley. La falta de presentación de la documentación o de su actualización en término, provocará la caducidad automática de la autorización del código de descuento. Producida la misma, el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) no autorizará órdenes de descuento relacionadas con esa entidad.

Ni la administración pública provincial, ni el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), en ningún caso serán responsables por las consecuencias que ocasione la caducidad del código de descuento, las que serán asumidas por la entidad incumplidora.

Artículo 13 – El código de descuento y las sumas retenidas a través del mismo, no podrán ser cedidos a terceros por ningún concepto.

Artículo 14 – El incumplimiento de las disposiciones y alcances de esta ley por parte de las entidades comprendidas en el artículo 2º de la presente, dará lugar a la aplicación de las siguientes sanciones, conforme la tipificación que contemple la reglamentación:

a) Apercibimiento.

b) Multa de tres (3) y hasta treinta (30) sueldos del Nivel 1 o su equivalente del Escalafón General de la Administración Pública Provincial, según la gravedad de la infracción.

c) Pérdida de la autorización del código de descuento.

Artículo 15 – Las sanciones previstas en el artículo que antecede serán aplicadas por el Ministerio de Hacienda y Finanzas a requerimiento expreso y escrito del Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), previa vista por el plazo de cinco (5) días hábiles a la entidad sancionada para que efectúe su descargo.

Artículo 16 – Se constituirá una Comisión Asesora “ad-honorem” presidida por un representante del Ministerio de Hacienda y Finanzas de la Provincia de Santa Fe e integrada por un representante de cada una de las entidades sindicales con personería gremial en el ámbito del Estado Provincial, cuatro representantes del sector mutualista, dos por la zona centro-norte y dos por la zona sur de la provincia, un representante del sector cooperativo, un representante de las asociaciones civiles y un representante por el resto de las entidades autorizadas en los términos de la presente ley. A efectos del cumplimiento de las funciones que este artículo le asigna a la comisión asesora, sus miembros podrán requerir la información necesaria sobre los procesos operativos del sistema.

Artículo 17 – Los agentes o funcionarios, beneficiarios de planes de vivienda provinciales que se adjudiquen a partir de la fecha de vigencia de la presente ley, deberán adherir al sistema de descuento automático por planilla de haberes, conforme al código de descuento de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo, como condición para la adjudicación de la vivienda.

Artículo 18 – Cada agente o funcionario puede acumular descuentos de haberes por:

a) las entidades sindicales con personería gremial en el ámbito de los trabajadores públicos provinciales;

b) las mutuales sindicales en el sector que representa su sindicato de origen y las mutuales que nucleen exclusivamente al personal policial o penitenciario y las asociaciones civiles de centros de ex soldados combatientes de Malvinas y,

c) por tres entidades más, entre las autorizadas en los términos de la presente ley.

Artículo 19 – Cada entidad, incluidas las del artículo 4º, podrá ser titular de un máximo de dos (2) códigos de descuento, uno de ellos en concepto de cuota societaria y el otro por servicios y/o prestaciones.

Artículo 20 – Las entidades titulares de códigos de descuento serán responsables respecto a la legalidad, procedencia y oportunidad de los montos a ser descontados.

Artículo 21 – El costo de la implementación y funcionamiento del régimen establecido en la presente, será a exclusivo cargo de las entidades titulares de códigos de descuento.

Artículo 22 – Invítase a las municipalidades y comunas de la Provincia a establecer sistemas similares al de la presente.

Artículo 23 – El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro del término de sesenta (60) días a partir de su publicación.

Artículo 24 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 21 de octubre de 2004.

Cura – Tibaldo – Albónico – Maguid – Vázquez – Sánchez – Benítez

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 12.911 – DB), autoría de los diputados Lacava, Meotto, Scataglini, Maguid, Venesia, Tibaldo, Cavuto, Cura, Reutemann, Gastaldi, Pesaresi, Bonfatti y Pividori, por el cual se regula el otorgamiento de códigos de descuentos sobre haberes de agentes activos y pasivos y/o funcionarios del Estado Provincial en sus tres poderes. Y, atento la nota remitida por el presidente de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión –de fecha 05-11-04–, la que se agrega a fojas 20, ésta ha resuelto aconsejar que el proyecto sea enviado por Secretaría a la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, previo a su tratamiento.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Liberati – Mascheroni – Pezz – Lamberto – Benas

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 12.911 – DB), por el cual se regula el otorgamiento de código de descuentos sobre haberes de agentes activos y pasivos y/o funcionarios del Estado Provincial en sus tres poderes, de los señores diputados Mario Lacava, Antonio Juan Bonfatti, José Francisco Pividori, Liliana Meotto, Federico Reutemann, Julia Pesaresi, Jorge Cura, Marcelo Luis Gastaldi, Adriana Cavuto, Claudio Tibaldo, Laura Venesia y Alberto Maguid, y, por las razones expresadas en el mismo y las que oportunamente podrá dar su miembro informante, os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente texto:

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY

Artículo 1º – Los códigos de descuento otorgados o a otorgarse sobre haberes de agentes activos y pasivos, y/o funcionarios del Estado Provincial en sus tres poderes, cualquiera sea la forma jurídica u orgánica que adopten, se regirán por la presente ley.

Artículo 2º – Se otorgarán códigos de descuento solamente a:

3) Entidades sin fines de lucro que se encuentren constituidas como entidades Sindicales, Mutuales, Cooperativas y Asociaciones Civiles, conforme lo prescribe la legislación vigente, priorizando aquellas que según sus estatutos o razón social estuvieren integradas por agentes y/o funcionarios dependientes del Estado Provincial.

4) Déjase sin efecto el artículo 59° de la Ley 6915.

5) Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo.

Aquellas personas jurídicas que tengan código de descuentos para activos y pasivos o entes que actualmente cuenten con código de descuento podrán mantener el mismo, debiendo para ello cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 7º de la presente ley.

Artículo 3º – Los descuentos solicitados por los titulares de códigos de descuento comprendidos en la presente ley no podrán autorizarse cuando en su conjunto, superen el cincuenta por ciento (50%) de los haberes mensuales sujetos a descuento del agente y/o funcionario. 

Los agentes y/o funcionarios que a la fecha de vigencia de la presente ley tuvieran una afectación en sus haberes superiores al citado porcentaje, tendrán un tratamiento especial, conforme lo determine la reglamentación, de acuerdo a los expuesto en el párrafo anterior.

Artículo 4º – El monto de los haberes sujeto a descuento será el total que surja una vez deducidos los descuentos derivados de la aplicación de leyes nacionales y provinciales y los originados por mandatos judiciales, cuotas sindicales y mutuales, créditos a favor de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo y cualquier otro aporte personal obligatorio creado o a crearse por ley nacional o provincial.

Artículo 5º – Créase, dentro de la jurisdicción del Ministerio de Hacienda y Finanzas un Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod). El citado Ministerio es autoridad de aplicación, fiscalización y control de la presente ley.

La autoridad de aplicación podrá disponer la tercerización de las actividades operativas que hacen al funcionamiento del Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) mediante licitación pública, en la que quedan excluidas todas las instituciones de cualquier grado que sean titulares de códigos de descuento y las entidades bancarias y/o financieras que brinden préstamos o servicios a las mismas en referencias a dichos códigos.

La reglamentación establecerá en tal supuesto el alcance de las tareas que se descentralizan, las condiciones de confidencialidad de los datos o información que se registre y asegurar un idéntico tratamiento para todos los titulares de código de descuento.

Artículo 6º – El Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) tendrá las siguientes funciones: 

1.-Autorizar cada una de las órdenes de descuento que gestionen los asociados ante los titulares de códigos de descuento;

2.-Brindar información a solicitud de agentes o funcionarios, sobre la disponibilidad mensual de sus propios haberes; 

3.-Informar a los titulares de códigos de descuento, sobre la disponibilidad de los haberes mensuales de los agentes o funcionarios en oportunidad de solicitar éstos últimos un nuevo crédito; como así también cuando tuvieren comprometido el cincuenta por ciento (50%), o un porcentaje superior según el supuesto del artículo 3º, de la parte disponible de sus haberes.

Artículo 7º – Para la obtención y mantenimiento de los códigos de descuento, las entidades comprendidas en el Artículo 2º de la presente ley deberán cumplir con los siguientes requisitos:

1) Acreditar ante el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) personería jurídica, estatuto social vigente y nómina de autoridades con todos los datos personales de cada uno, acta de designación de autoridades, domicilio legal, domicilio real de la entidad, de filiales y delegaciones.

2) Copia de los tres (3) últimos balances debidamente certificados y auditados por Contador Público Nacional con intervención del Consejo Profesional de Ciencias Económicas, con copia certificada de las actas de asamblea en las cuales fueron aprobados. En caso de que la entidad tuviere una antigüedad menor a tres (3) años, deberá presentar idéntica documentación desde la fecha de inicio de sus actividades.

3) Presentar un detalle de los servicios que prestan, los que deben corresponderse con los objetivos de los estatutos sociales.

4) Constancia de la inscripción en los organismos fiscales y previsionales que correspondan -según la entidad- y del pago en tiempo y forma de las obligaciones pertinentes.

Artículo 8º – Los titulares de códigos de descuento están obligados a:

a) Solicitar autorización al Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) previo al otorgamiento de cualquier servicio y/o prestación.

b) Informar al Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) cuando un agente o funcionario registre devoluciones totales o parciales de los descuentos por cuotas de asociación, de prestación de servicios o por cualquier otro concepto.

Artículo 9º – En los supuestos contemplados en el artículo precedente los titulares de códigos de descuento deberán proporcionar al Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), los siguientes datos:

i) Apellido y nombres completos del agente o funcionario.

j) Tipo y número de documento del agente o funcionario.

k) Repartición o dependencia en la que presta servicios.

l) Remuneración disponible, conforme al artículo 4° de la presente ley.

m) Mes al que corresponden los haberes tomados en consideración y/o del que se tomó conocimiento de la novedad.

n) Número de cobro del agente o funcionario.

o) Importe y causa de la devolución total o parcial en el descuento ordenado.

p) Importe y forma de pago del servicio o prestación para el cual se solicita autorización.

Esta información se proporcionará en soporte informático y escrito respaldatorio del primero, al momento de solicitar el descuento y deberá ser actualizada en forma permanente. Los titulares de códigos de descuento estarán obligados a conservar los originales de dicha documentación conforme a las disposiciones legales vigentes.

En caso de falsedad en la información suministrada serán de aplicación las sanciones previstas en el articulo 15º de la presente ley.

Artículo 10 – El Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Hacienda y Finanzas suscribirá con las entidades comprendidas en el Artículo 2º, un contrato -conforme lo determine la reglamentación- en el que se establecerá la responsabilidad de la entidad y de sus autoridades por el uso incorrecto que del código de descuento pudieren efectuar, debiendo constituirse una garantía a favor del Estado Provincial, y a su entera satisfacción, suficiente para cubrir las responsabilidades que pudieren surgir, y la que se determinará en su reglamentación.

Artículo 11 – Los servicios administrativos pertinentes del Estado Provincial sólo darán curso a los descuentos autorizados por el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) conforme a la información que éste les remita mensualmente.

Artículo 12 – Los titulares de códigos de descuento y los servicios administrativos pertinentes del Estado Provincial estarán obligados a brindar la información y colaboración que requiera el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), a los fines de la aplicación de la presente ley. La falta de presentación de la documentación o de su actualización en término, provocará la caducidad automática de la autorización del código de descuento. Producida la misma, el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) no autorizará órdenes de descuento relacionadas con esa entidad. 

Ni la administración pública provincial, ni el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), en ningún caso serán responsables por las consecuencias que ocasione la caducidad del código de descuento, las que serán asumidas por la entidad incumplidora.

Artículo 13 – El código de descuento y las sumas retenidas a través del mismo, no podrán ser cedidos a terceros sean estos personas físicas o jurídicas por ningún concepto.

Artículo 14 – El incumplimiento de las disposiciones y alcances de esta ley por parte de las entidades comprendidas en el artículo 2º de la presente, dará lugar a la aplicación de las siguientes sanciones, conforme la tipificación que contemple la reglamentación:

a) Apercibimiento.

b) Multa de tres (3) y hasta treinta (30) sueldos del Nivel 1 o su equivalente del Escalafón General de la Administración Pública Provincial, según la gravedad de la infrac​ción.

c) Pérdida de la autorización del código de descuento.

Artículo 15 – Las sanciones previstas en el artículo que antecede serán aplicadas por el Ministerio de Hacienda y Finanzas a requerimiento expreso y escrito del Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), previa vista por el plazo de cinco (5) días hábiles a la entidad sancionada para que efectúe su descargo.

Artículo 16 – Se constituirá una Comisión Asesora “ad-honórem” presidida por un representante del Ministerio de Hacienda y Finanzas de la Provincia de Santa Fe e integrada por un representante de cada una de las entidades sindicales con personería gremial en el ámbito del Estado Provincial, cuatro representantes del sector mutualista, dos por la zona centro-norte y dos por la zona sur de la provincia, un representante del sector cooperativo, un representante de las asociaciones civiles y un representante por el resto de las entidades autorizadas en los términos de la presente ley. A efectos del cumplimiento de la función de asesorar a sus miembros, podrán requerir la información necesaria sobre los procesos operativos del sistema, con la obligación de no afectar la confidencialidad de los datos o registros del Cucod.

Artículo 17 – Los agentes o funcionarios, beneficiarios de planes de vivienda provinciales que se adjudiquen a partir de la fecha de vigencia de la presente ley, deberán adherir al sistema de descuento automático por planilla de haberes, conforme al código de descuento de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo, como condición para la adjudicación de la vivienda.

Artículo 18 – Cada agente o funcionario puede acumular descuentos de haberes por: 

a) las entidades sindicales con personería gremial en el ámbito de los trabajadores públicos provinciales; 

b) las mutuales sindicales en el sector que representa su sindicato de origen y las mutuales que nucleen exclusivamente al personal policial o penitenciario.

c) por tres entidades más, entre las autorizadas en los términos de la presente ley. 
Artículo 19 – Cada entidad, incluidas las del artículo 4º, podrá ser titular de un máximo de dos (2) códigos de descuento, uno de ellos en concepto de cuota societaria y el otro por servicios y/o prestaciones.

Artículo 20 – Las entidades titulares de códigos de descuento serán responsables respecto a la legalidad, procedencia y oportunidad de los montos a ser descontados.

Artículo 21 – El costo de la implementación y funcionamiento del régimen establecido en la presente, será a exclusivo cargo de las entidades titulares de códigos de descuento.

Artículo 22 – Invítase a las Municipalidades y Comunas de la Provincia a establecer sistemas similares al de la presente.

Artículo 23 – El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro del término de sesenta (60) días a partir de su publicación.

Artículo 24 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.-

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Cura – Maguid – Mascheroni – Qüesta – Albónico – Benas – Vázquez – Tibaldo – Sánchez

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 12.911 – DB), autoría de los diputados Lacava, Meotto, Scataglini, Maguid, Venesia, Tibaldo, Cavuto, Cura, Reutemann, Gastaldi, Pesaresi, Bonfatti y Pividori, por el cual se regula el otorgamiento de código de descuentos sobre haberes de agentes activos y pasivos y/o funcionarios del Estado Provincial en sus tres poderes. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, de fecha 21/10/04, agregado a fojas 10 y siguiente, y de fecha 10/11/04, agregado a fojas 24 y siguientes y de esta Comisión de fecha 10/11/04, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación: 

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY

Artículo 1º – Los códigos de descuento otorgados o a otorgarse sobre haberes de agentes activos y pasivos, y/o funcionarios del Estado Provincial en sus tres poderes, cualquiera sea la forma jurídica u orgánica que adopten, se regirán por la presente ley.

Artículo 2º – Se otorgarán códigos de descuento solamente a:

1) Entidades sin fines de lucro que se encuentren constituidas como entidades Sindicales, Mutuales, Cooperativas y Asociaciones Civiles, conforme lo prescribe la legislación vigente, priorizando aquellas que según sus estatutos o razón social estuvieren integradas por agentes y/o funcionarios dependientes del Estado Provincial.

2) Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo.

Aquellas personas jurídicas que tengan código de descuentos o entes que actualmente cuenten con código de descuento podrán mantener el mismo, debiendo para ello cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 7º de la presente ley.

Artículo 3º – Los descuentos solicitados por los titulares de códigos de descuento comprendidos en la presente ley no podrán autorizarse cuando en su conjunto, superen el cincuenta por ciento (50%) de los haberes mensuales sujetos a descuento del agente y/o funcionario. 

Los agentes y/o funcionarios que a la fecha de vigencia de la presente ley tuvieran una afectación en sus haberes superiores al citado porcentaje, tendrán un tratamiento especial, conforme lo determine la reglamentación, de acuerdo a los expuesto en el párrafo anterior.

Artículo 4º – El monto de los haberes sujeto a descuento será el total que surja una vez deducidos los descuentos derivados de la aplicación de leyes nacionales y provinciales y los originados por mandatos judiciales, cuotas sindicales y mutuales, créditos a favor de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo y cualquier otro aporte personal obligatorio creado o a crearse por ley nacional o provincial.

Artículo 5º – Créase, dentro de la jurisdicción del Ministerio de Hacienda y Finanzas un Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod). El citado Ministerio es autoridad de aplicación, fiscalización y control de la presente ley.

La autoridad de aplicación podrá disponer la tercerización de las actividades operativas que hacen al funcionamiento del Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) mediante licitación pública, en la que quedan excluidas todas las instituciones de cualquier grado que sean titulares de códigos de descuento y las entidades bancarias y/o financieras que brinden préstamos o servicios a las mismas en referencias a dichos códigos.

La reglamentación establecerá en tal supuesto el alcance de las tareas que se descentralizan, las condiciones de confidencialidad de los datos o información que se registre y asegurar un idéntico tratamiento para todos los titulares de código de descuento.

Artículo 6º – El Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) tendrá las siguientes funciones: 

1.-Autorizar cada una de las órdenes de descuento que gestionen los asociados ante los titulares de códigos de descuento, siempre que se cuente con la constancia de la voluntad expresa del requirente;

2.-Brindar información a solicitud de agentes o funcionarios, sobre la disponibilidad mensual de sus propios haberes; 

3.-Informar a los titulares de códigos de descuento, sobre la disponibilidad de los haberes mensuales de los agentes o funcionarios en oportunidad de solicitar éstos últimos un nuevo crédito; como así también cuando tuvieren comprometido el cincuenta por ciento (50%), o un porcentaje superior según el supuesto del artículo 3º, de la parte disponible de sus haberes.

Artículo 7º – Para la obtención y mantenimiento de los códigos de descuento, las entidades comprendidas en el artículo 2º de la presente ley deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) Acreditar ante el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) personería jurídica, estatuto social vigente y nómina de autoridades con todos los datos personales de cada uno, acta de designación de autoridades, domicilio legal, domicilio real de la entidad, de filiales y delegaciones.

b) Copia de los tres (3) últimos balances debidamente certificados y auditados por Contador Público Nacional con intervención del Consejo Profesional de Ciencias Económicas, con copia certificada de las actas de asamblea en las cuales fueron aprobados. En caso de que la entidad tuviere una antigüedad menor a tres (3) años, deberá presentar idéntica documentación desde la fecha de inicio de sus actividades.

c) Presentar un detalle de los servicios que prestan, los que deben corresponderse con los objetivos de los estatutos sociales.

d) Constancia de la inscripción en los organismos fiscales y previsionales que correspondan -según la entidad- y del pago en tiempo y forma de las obligaciones pertinentes.

Artículo 8º – Los titulares de códigos de descuento están obligados a:

a) Solicitar autorización al Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) previo al otorgamiento de cualquier servicio y/o prestación.

b) Informar al Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) cuando un agente o funcionario registre devoluciones totales o parciales de los descuentos por cuotas de asociación, de prestación de servicios o por cualquier otro concepto.

Artículo 9º – En los supuestos contemplados en el artículo precedente los titulares de códigos de descuento deberán proporcionar al Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), los siguientes datos:

a) Apellido y nombres completos del agente o funcionario.

b) Tipo y número de documento del agente o funcionario.

c) Repartición o dependencia en la que presta servicios.

d) Remuneración disponible, conforme al artículo 4° de la presente ley.

e) Mes al que corresponden los haberes tomados en consideración y/o del que se tomó conocimiento de la novedad.

f) Número de cobro del agente o funcionario.

g) Importe y causa de la devolución total o parcial en el descuento ordenado.

h) Importe y forma de pago del servicio o prestación para el cual se solicita autorización.

i) Esta información se proporcionará en soporte informático y escrito respaldatorio del primero, al momento de solicitar el descuento y deberá ser actualizada en forma permanente. Los titulares de códigos de descuento estarán obligados a conservar los originales de dicha documentación conforme a las disposiciones legales vigentes.

j) En caso de falsedad en la información suministrada serán de aplicación las sanciones previstas en el articulo 15 de la presente ley.

Artículo 10 – El Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Hacienda y Finanzas suscribirá con las entidades comprendidas en el artículo 2º, un contrato -conforme lo determine la reglamentación- en el que se establecerá la responsabilidad de la entidad y de sus autoridades por el uso incorrecto que del código de descuento pudieren efectuar, debiendo constituirse una garantía a favor del Estado Provincial, y a su entera satisfacción, suficiente para cubrir las responsabilidades que pudieren surgir, y la que se determinará en su reglamentación.

Artículo 11 – Los servicios administrativos pertinentes del Estado Provincial sólo darán curso a los descuentos autorizados por el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) conforme a la información que éste les remita mensualmente.

Artículo 12 – Los titulares de códigos de descuento y los servicios administrativos pertinentes del Estado Provincial estarán obligados a brindar la información y colaboración que requiera el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), a los fines de la aplicación de la presente ley. La falta de presentación de la documentación o de su actualización en término, provocará la caducidad automática de la autorización del código de descuento. Producida la misma, el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) no autorizará órdenes de descuento relacionadas con esa entidad. 

Ni la administración pública provincial, ni el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), en ningún caso serán responsables por las consecuencias que ocasione la caducidad del código de descuento, las que serán asumidas por la entidad incumplidora.

Artículo 13 – El código de descuento y las sumas retenidas a través del mismo, no podrán ser cedidos a terceros sean estos personas físicas o jurídicas por ningún concepto.

Artículo 14 – El incumplimiento de las disposiciones y alcances de esta ley por parte de las entidades comprendidas en el artículo 2º de la presente, dará lugar a la aplicación de las siguientes sanciones, conforme la tipificación que contemple la reglamentación:

a) Apercibimiento.

b) Multa de tres (3) y hasta treinta (30) sueldos del Nivel 1 o su equivalente del Escalafón General de la Administración Pública Provincial, según la gravedad de la infracción.

c) Pérdida de la autorización del código de descuento.

Artículo 15 – Las sanciones previstas en el artículo que antecede serán aplicadas por el Ministerio de Hacienda y Finanzas a requerimiento expreso y escrito del Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), previa vista por el plazo de cinco (5) días hábiles a la entidad sancionada para que efectúe su descargo.

Artículo 16 – Se constituirá una Comisión Asesora “ad-honórem” presidida por un representante del Ministerio de Hacienda y Finanzas de la Provincia de Santa Fe e integrada por un representante de cada una de las entidades sindicales con personería gremial en el ámbito del Estado Provincial, cuatro representantes del sector mutualista, dos por la zona centro-norte y dos por la zona sur de la provincia, un representante del sector cooperativo, un representante de las asociaciones civiles y un representante por el resto de las entidades autorizadas en los términos de la presente ley. A efectos del cumplimiento de la función de asesorar a sus miembros, podrán requerir la información necesaria sobre los procesos operativos del sistema, con la obligación de no afectar la confidencialidad de los datos o registros del Cucod

Artículo 17 – Los agentes o funcionarios, beneficiarios de planes de vivienda provinciales que se adjudiquen a partir de la fecha de vigencia de la presente ley, deberán adherir al sistema de descuento automático por planilla de haberes, conforme al código de descuento de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo, como condición para la adjudicación de la vivienda.

Artículo 18 – Cada agente o funcionario puede acumular descuentos de haberes por: 

a) Las entidades sindicales con personería gremial en el ámbito de los trabajadores públicos provinciales; 

 b) Las mutuales sindicales en el sector que representa su sindicato de origen; las mutuales que nucleen exclusivamente al personal policial o penitenciario, y uno por alguna de las asociaciones civiles de centros de ex combatientes de Malvinas.

c) Por tres entidades más, entre las autorizadas en los términos de la presente ley.

Artículo 19 – Cada entidad, incluidas las del artículo 2º, podrá ser titular de un máximo de dos (2) códigos de descuento, uno de ellos en concepto de cuota societaria y el otro por servicios y/o prestaciones.

Artículo 20 – Las entidades titulares de códigos de descuento serán responsables respecto a la legalidad, procedencia y oportunidad de los montos a ser descontados.

Artículo 21 – El costo de la implementación y funcionamiento del régimen establecido en la presente, será a exclusivo cargo de las entidades titulares de códigos de descuento.

Artículo 22 – Invítase a las Municipalidades y Comunas de la Provincia a establecer sistemas similares al de la presente.

Artículo 23 – El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro del término de sesenta (60) días a partir de su publicación.

Artículo 24 – Modifícase el art. 59 de la Ley Nº 6915 y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 59: Los haberes aun no percibidos, como el derecho a cualquiera de los beneficios resultan inalienables. Los haberes de los beneficios que acuerda la Caja sólo podrán embargarse en la medida autorizada por el derecho común.”

Artículo 25 – Derógase toda norma que se oponga a la presente.

Artículo 26 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.-

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2004.

Esquivel – Mascheroni – Kilibarda – Meotto – Benas – Pezz

proyecto de ley original

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley

Artículo 1º – El otorgamiento de códigos de descuento sobre haberes de agentes activos y pasivos, y/o funcionarios del Estado Provincial en sus tres poderes, cualquiera sea la forma jurídica u orgánica que adopten, otorgados o a otorgarse, se regirán por la presente ley.

Artículo 2º – Se otorgarán códigos de descuento solamente a:

1. Entidades sin fines de lucro que se encuentren constituidas como entidades Sindicales, Mutuales, Cooperativas y Asociaciones Civiles, conforme lo prescribe la legislación vigente, priorizando aquellas que según sus estatutos o razón social estuvieren integradas por agentes y/o funcionarios dependientes del Estado Provincial.

2. Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo.

Aquellas personas o entes que actualmente cuenten con código de descuento podrán mantener el mismo, debiendo para ello cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 7º de la presente ley.

Artículo 3º – Los descuentos solicitados por los titulares de códigos de descuento comprendidos en la presente ley no podrán autorizarse cuando en su conjunto, superen el cincuenta por ciento (50%) de los haberes mensuales sujetos a descuento del agente y/o funcionario. 

Los agentes y/o funcionarios que a la fecha de vigencia de la presente ley tuvieran una afectación en sus haberes superiores al citado porcentaje, tendrán un tratamiento especial, conforme lo determine la reglamentación.

Artículo 4º – El monto de los haberes sujeto a descuento será el total que surja una vez deducidos los descuentos derivados de la aplicación de leyes nacionales y provinciales y los originados por mandatos judiciales, aportes jubilatorios, aportes jubilatorios adicionales solidarios, aportes obligatorios de obras sociales, aportes de los afiliados de la Caja de Previsión Social de los Agentes Civiles del Estado, cuotas sindicales y mutuales, impuestos a las ganancias si correspondiere, créditos a favor de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo y cualquier otro aporte personal obligatorio creado o a crearse por ley nacional o provincial.

Artículo 5º – Créase, dentro de la jurisdicción del Ministerio de Hacienda y Finanzas un Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod). El citado Ministerio es autoridad de aplicación, fiscalización y control de la presente ley.

Facúltase al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda y Finanzas, a contratar con terceros, mediante licitación pública, la realización de las funciones operativas necesarias, para el funcionamiento del Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod).

Su reglamentación deberá establecer las condiciones de confidencialidad de los datos ingresados y un mismo tratamiento para todos los titulares de código de descuento.

Artículo 6º – El Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) tendrá las siguientes funciones: 

1. Autorizar cada una de las órdenes de descuento que gestionen los asociados ante los titulares de códigos de descuento;

2. Brindar información a solicitud de agentes o funcionarios, sobre la disponibilidad mensual de sus propios haberes; 

3. Informar a los titulares de códigos de descuento, sobre la disponibilidad de los haberes mensuales de los agentes o funcionarios en oportunidad de solicitar éstos últimos un nuevo crédito; como así también cuando tuvieren comprometido el cincuenta por ciento (50%), o un porcentaje superior según el supuesto del artículo 3º, de la parte disponible de sus haberes.

Artículo 7º – Para la obtención y mantenimiento de los códigos de descuento, las entidades comprendidas en el inciso 1) y en el último párrafo del artículo 2º de la presente ley deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) Acreditar ante el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) personería jurídica, estatuto social vigente y nómina de autoridades con todos los datos personales de cada uno, acta de designación de autoridades, domicilio legal, domicilio real de la entidad, de filiales y delegaciones.

b) Copia de los tres (3) últimos balances debidamente certificados y auditados por Contador Público Nacional con intervención del Consejo Profesional de Ciencias Económicas, con copia certificada de las actas de asamblea en las cuales fueron aprobados. En caso de que la entidad tuviere una antigüedad menor a tres (3) años, deberá presentar idéntica documentación desde la fecha de inicio de sus actividades.

c) Presentar un detalle de los servicios que prestan, los que deben corresponderse con los objetivos de los estatutos sociales.

d) Constancia de la inscripción en los organismos fiscales y previsionales que correspondan -según la entidad- y del pago en tiempo y forma de las obligaciones pertinentes.

Artículo 8º – Los titulares de códigos de descuento están obligados a:

a) Solicitar autorización al Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) previo al otorgamiento de cualquier servicio y/o prestación.

b) Informar al Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) cuando un agente o funcionario registre devoluciones totales o parciales de los descuentos por cuotas de asociación, de prestación de servicios o por cualquier otro concepto.

Artículo 9º – En los supuestos contemplados en el artículo precedente los titulares de códigos de descuento deberán proporcionar al Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), los siguientes datos:

a) Apellido y nombres completos del agente o funcionario.

b) Tipo y número de documento del agente o funcionario.

c) Repartición o dependencia en la que presta servicios.

d) Remuneración disponible, conforme al artículo 4° de la presente ley.

e) Mes al que corresponden los haberes tomados en consideración y/o del que se tomó conocimiento de la novedad.

f) Número de cobro del agente o funcionario.

g) Importe y causa de la devolución total o parcial en el descuento ordenado.

h) Importe y forma de pago del servicio o prestación para el cual se solicita autorización.

Esta información se proporcionará en soporte informático y escrito respaldatorio del primero, al momento de solicitar el descuento y deberá ser actualizada en forma permanente. Los titulares de códigos de descuento estarán obligados a conservar los originales de dicha documentación conforme a las disposiciones legales vigentes.

En caso de error o falsedad en la información suministrada serán de aplicación las sanciones previstas en el articulo 14 de la presente ley.

Artículo 10 – El Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Hacienda y Finanzas suscribirá con las entidades comprendidas en el inciso 1) y en el segundo párrafo del artículo 2º, un contrato -conforme lo determine la reglamentación- en el que se establecerá la responsabilidad de la entidad y de sus autoridades por el uso incorrecto que del código de descuento pudieren efectuar, debiendo constituirse una garantía suficiente a favor del Estado Provincial, y a su entera satisfacción; para cubrir las responsabilidades que pudieren surgir, y la que se determinará en su reglamentación.

Artículo 11 – Los servicios administrativos pertinentes del Estado Provincial sólo darán curso a los descuentos autorizados por el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) conforme a la información que éste les remita mensualmente.

Artículo 12 – Los titulares de códigos de descuento y los servicios administrativos pertinentes del Estado Provincial estarán obligados a brindar la información y colaboración que requiera el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), a los fines de la aplicación de la presente ley. La falta de presentación de la documentación o de su actualización en término, provocará la caducidad automática de la autorización del código de descuento. Producida la misma, el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) no autorizará órdenes de descuento relacionadas con esa entidad. 

Ni la administración pública provincial ni el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), en ningún caso, serán responsables por las consecuencias que ocasione la caducidad del código de descuento, las que serán asumidas por la entidad incumplidora.

Artículo 13 – El código de descuento y las sumas retenidas a través del mismo, no podrán ser cedidos a terceros por ningún concepto.

Artículo 14 – El incumplimiento de las disposiciones y alcances de esta ley por parte de las entidades comprendidas en el inciso 1) y el último párrafo del artículo 2º de la presente, dará lugar a la aplicación de las siguientes sanciones, conforme la tipificación que contemple la reglamentación:

a) Apercibimiento.

b) Multa de tres (3) y hasta treinta (30) sueldos del Nivel 1 o su equivalente del Escalafón General de la Administración Pública Provincial, según la gravedad de la infracción.

c) Pérdida de la autorización del código de descuento.

Artículo 15 – Las sanciones previstas en el artículo que antecede serán aplicadas por el Ministerio de Hacienda y Finanzas a requerimiento expreso y escrito del Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), previa vista por el plazo de cinco (5) días hábiles a la entidad sancionada para que efectúe su descargo.

Artículo 16 – Se constituirá una Comisión Asesora “ad-honórem” presidida por un representante del Ministerio de Hacienda y Finanzas de la Provincia de Santa Fe e integrada por un representante de cada una de las entidades sindicales con personería gremial en el ámbito del Estado Provincial, cuatro representantes del sector mutualista, dos por la zona centro-norte y dos por la zona sur de la provincia, un representante del sector cooperativo, un representante de las asociaciones civiles y un representante por el resto de las entidades autorizadas en los términos de la presente ley. A efectos del cumplimiento de las funciones que este artículo le asigna a la comisión asesora, sus miembros podrán requerir la información necesaria sobre los procesos operativos del sistema.

Artículo 17 – Los agentes o funcionarios a que refiere el articulo 1º, beneficiarios de planes de vivienda provinciales que se adjudiquen a partir de la fecha de vigencia de la presente ley, deberán adherir al sistema de descuento automático por planilla de haberes, conforme al código de descuento de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo, como condición para la adjudicación de la vivienda.

Artículo 18 – Cada agente o funcionario puede acumular códigos de descuentos de haberes por: 

a) las entidades sindicales con personería gremial en el ámbito de los trabajadores públicos provinciales; 

b) las mutuales sindicales en el sector que representa su sindicato de origen y las mutuales que nucleen exclusivamente al personal policial o penitenciario, y las asociaciones civiles de centros de ex-soldados combatientes de Malvinas y;

c) por tres entidades más de las autorizadas en los términos de la presente ley.

Todo ello sin perjuicio del código de descuento que pudiera corresponder a la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo.
Artículo 19 – Cada entidad, incluidas las del artículo 4º, podrá ser titular de un máximo de dos (2) códigos de descuento, uno de ellos en concepto de cuota societaria y el otro por servicios y/o prestaciones.

Artículo 20 – Los titulares de códigos de descuento serán únicos responsables respecto a la legalidad, procedencia y oportunidad de los montos requeridos o solicitados para ser descontados, control de saldos o cualquier otro hecho controvertido que pudiera producirse.

Artículo 21 – El costo de la implementación y funcionamiento del régimen establecido en la presente, será a exclusivo cargo de las entidades que soliciten la asignación de un código de descuento.

Artículo 22 – Invítase a las Municipalidades y Comunas de la Provincia a establecer sistemas similares al de la presente.

Artículo 23 – El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro del término de sesenta (60) días a partir de su publicación.

Artículo 24 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Traemos a consideración de esta Cámara el presente proyecto relacionado con la implementación de un marco regulatorio, por parte del Estado Provincial, de códigos de descuento a aplicar sobre los haberes de sus agentes y/o funcionarios.

Teniendo en cuenta la realidad que se presenta respecto de esta modalidad de pago por los servicios o prestaciones recibidas por los agentes y/o funcionarios de la administración provincial, es que entendemos imperiosa la necesidad de acordar un marco regulatorio que contemple en forma ordenada y eficiente la subsistencia del sistema, instrumentando las medidas que regulen el accionar de las entidades que cuenten con autorización.

Sin perjuicio de las facultades que la Constitución y la Ley otorgan al Poder Ejecutivo sobre la materia entendemos que la sanción de esta ley regulatoria pondrá fin a los usos excesivos de los códigos de descuentos en salvaguarda de los intereses de los agentes y/o funcionarios de la administración pública, en función de los objetivos sociales que deben resguardarse.

El presente proyecto tuvo tratamiento por ambas Cámaras legislativas, a través del expediente Nº 10.575 letra PJ, aunque con integración diferente a la actual, no alcanzó su sanción legislativa.

Por lo anteriormente expuesto traemos a consideración de nuestros pares esta iniciativa que no dudamos será acompañada con el voto afirmativo.

Lacava – Bonfatti – Meotto – Reutemann – Pividori – Pesaresi – Gastaldi – Cura – Cavuto – Tibaldo – Venesia – Maguid
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Este proyecto fue tratado en comisión con toda la amplitud del caso, pero en este momento los autores se han puesto de acuerdo en introducir dos reformas. Una, es un agregado en el artículo 6°, inciso 3), que va a leer el por el diputado Mascheroni –porque el texto lo tiene él– y otra es la que había propuesto el diputado Bonfatti en el artículo 19. Son las únicas dos modificaciones consensuadas acá en el recinto respecto al dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


Quiero fundamentar brevemente y que quede constancia de mi voto negativo a este proyecto.


En realidad, por convicción y por decisión, soy un defensor de la economía social solidaria. Lamentablemente, en buena medida en virtud de algunas deformaciones que ha tenido la situación en Argentina, y sobre todo en la provincia, bajo la excusa de la economía social solidaria y muchas veces escudado en este sano precepto organizativo de las organizaciones comunitarias, se esconden mecanismos absolutamente usurarios que terminan esquilmando a los trabajadores, en una situación absolutamente inadmisible desde cualquier punto de vista económico, tal cual lo sabe cualquier estudiante de economía en sus primeros años, la tasa de interés es inversamente proporcional al riesgo de cobro.


Estamos hablando de un riesgo de cobro nulo, en virtud de que el código de descuento sobre empleados estatales es un código de cobro automático y, sin embargo, estamos hablando de tasas de interés, de mecanismos, donde hay 5 mil policías que no cobran salarios y no están contemplados en este proyecto, donde hay 1.500 agentes penitenciarios que no cobran salarios y no están contemplados en este proyecto, y además, estamos hablando de tasas de interés promedio que son exactamente tres veces las que otorga, con crédito de riesgo, el Banco de la Nación Argentina a empresarios sin solvencia económica.


Por ende, no voy a acompañar este proyecto y quiero que quede constancia de mi voto negativo. Gracias.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Pido la palabra.


Quiero aclararle al diputado Brignoni que, justamente, lo que este proyecto busca es eliminar todas las cuestiones que él menciona y me parece que no ha estudiado ni ha leído bien el proyecto, porque aquí, justamente, uno de los problemas con el cual coincidimos, que han sufrido y sufren los empleados públicos, es el hecho de que en este momento, por ejemplo, para información del diputado y de todos nosotros, los empleados públicos de la Provincia de Santa Fe, tienen 186 códigos de descuento, los cuales son ocupados por 89 entidades. Yo las voy a leer, para que se den cuenta de la magnitud y avalando lo que dice el diputado Brignoni: de aportes voluntarios; de asignaciones familiares; 13 asociaciones –por asociaciones se entiende entidades de distinto tipo– que tienen 19 códigos; el banco tiene cuatro códigos; las cajas; hay cinco clubes; un colegio; cooperativas hay dos; gremios hay 16; mutuales hay 22; mutuales sindicales, nueve; obras sociales, cinco; partidos políticos, hay dos; un particular, que nadie sabe porqué tiene código de descuento, que le vende artículos a los empleados públicos de Rosario; y está el código de Vivienda, etcétera. Es decir, 89 entidades producen 186 códigos de descuento en la administración pública provincial.


Este proyecto, pretende justamente, evitar que a los trabajadores de cualquier sector de la administración pública, se les expropie prácticamente el ciento por ciento de su salario, que es lo que está planteando el diputado Brignoni.


Porque es absolutamente cierto que hay muchísimos empleados públicos, que prácticamente tienen su salario comprometido por muchos años y cobran 10, 5 o 0 pesos, con lo cual se genera un acto de injusticia con respecto al salario, porque, realmente, en muchos casos existen mutuales –especialmente–, entidades, que son testaferros de financieras y que se han creado, únicamente para servir a financieras que después lucran con las necesidades de los empleados públicos, cobrándole un interés realmente usurario y garantizándole, naturalmente a las financieras, que no exista la morosidad.


Por esa razón es importante que salga esta ley, porque esto va a permitir que nadie pueda sufrir descuentos en sus salarios por más del cincuenta por ciento del total de sus ingresos mensuales. Es decir, estamos garantizando que nadie va a poder comprometer su salario, estamos poniendo un límite al cobro que pueda venir a través de los código de descuento, para que nadie pueda dejar de percibir, por lo menos, su salario en un cincuenta por ciento, absolutamente libre. Y el otro cincuenta por ciento, en donde ingresan también todas las leyes obligatorias que generan descuento, está considerado en la necesidad mínima que tiene el trabajador que con bajos salarios, necesita tener la viabilidad de conseguir un crédito.


Porque también así como también hay mutuales o hay entidades que son testaferros, hay muchas otras, que realmente son entidades que sirven a los trabajadores y que están creadas con absoluta seriedad, honestidad y transparencia de procedimiento.


Esas entidades facilitan a la mayoría de los empleados públicos –que tienen salarios muy bajos, que ningún banco les da crédito y a los que en muchos otros lugares donde recurren por un crédito, le piden garantías– la posibilidad de tener acceso a cubrir mínimas necesidades de subsistencia. Por lo tanto, negarles la posibilidad de este descuento, sería realmente negarles la posibilidad de crédito al trabajador estatal.


Yo creo que la posibilidad de un cincuenta y un cincuenta por ciento; cincuenta para poder tener descuento sobre el sueldo y el otro cincuenta por ciento liberado, hacen justamente lo que el diputado Brignoni está planteando.


Por eso, después de escucharlo, realmente me llama la atención, que no esté de acuerdo con este proyecto de ley, porque tiende a todo lo que usted dice, pero además se generó y los autores y quienes nos acompañaron, lo hicimos pensando en tratar de terminar con esto que significa la explotación del empleado público en manos de quienes lucran con ellos a través de sus necesidades económicas, que tienen por razón de su bajo salario.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


Una breve aclaración, sin necesidad de entrar en polémica. Algún día debatiremos este tema con profundidad. Solamente dos observaciones que probablemente yo haya leído mal.


Nada dice el proyecto que está en consideración acerca de los agentes públicos, que son no menos de 10.000, que hoy están en condiciones de cobrar en un promedio de entre 5 y 15 pesos de salario. Dice: “a futuro no se le podrá descontar más de...”.


Y la segunda aclaración que me parece pertinente es que el voraz sistema capitalista llevado adelante por bancos del tipo Citybank, Bank Boston y demás entidades multinacionales que esquilman a los trabajadores desde el imperialismo tienen por ley, prohibido, en ningún concepto tomar más del 20 por ciento del sueldo de bolsillo de un trabajador, por deudas bancarias. O sea, exactamente menos de la mitad de lo que plantea este proyecto progresista y defensor de los trabajadores y la economía social y solidaria. 

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Pido la palabra.


Solo quiero hacer una acotación, porque vuelvo a repetir, no leyó bien el proyecto.


En uno de los articulados del proyecto dice claramente que el Poder Ejecutivo podrá disponer, a los efectos de solucionar estos problemas que plantea de aquellos que están comprometidos hoy con su salario –no los que vienen de aquí para adelante que es lo que va a expresar la ley, sino los que vienen de atrás–, el Poder Ejecutivo puede perfectamente instrumentar un mecanismo para facilitar el refinanciamiento que tengan esos trabajadores, que por otro lado, no es tan simple de solucionar, porque las deudas que tienen los trabajadores no las tienen contraídas con una mutual o con el Estado, la tienen contraídas con terceros, como son las financieras o los bancos, y eso no se puede refinanciar por una ley, si no es a través del acuerdo de partes o la participación del Estado que, de alguna medida, venga a subsidiar lo que la actividad privada no le va a dar. 


El daño ocasionado hasta la fecha por este problema de la amplitud, generosidad en el otorgamiento de códigos, que desde hace 30 o 40 años ha tenido el Estado provincial de Santa Fe, evidentemente, no se puede subsanar de un día para otro. Porque también es cierto que, si bien está establecido en 20 por ciento en muchas actividades, este 50 por ciento prácticamente va a representar no más de un 25 ó 30 por ciento, porque dentro de todo esto están los descuentos de ley, los descuentos que sufre los empleados públicos –Iapos, la Caja de Jubilaciones, los embargos, etc., etc.– que pueden suceder sobre el salario. Así que, le puedo decir al diputado Brignoni que, más allá de que no vote, se puede quedar tranquilo que lo que nosotros estamos buscando, justamente, es la solución que a usted tanto le preocupa.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Este proyecto viene a establecer un límite a este latrocinio que se ha hecho y donde la responsabilidad principal ha sido del Estado –y en este caso del Estado provincial–, donde no hay justificativo para que haya 89 instituciones que tienen códigos de descuento. No tienen justificación la mayoría de esos códigos. No tiene justificación que un club tenga un código; no tiene justificación que un particular tenga un código de descuento. Esto muestra lo que ha sido un descontrol absoluto, que nos ha puesto, como lo planteaba el diputado Brignoni, con más de 5.000 agentes –en este caso fuerza de seguridad– que a fin de mes cobran 0 peso. 
Evidentemente, se empieza a ordenar esta cuestión con esta limitación. Habrá que hacer una revisión profunda por parte del Estado en lo que hace a códigos ya otorgados. Pero hay una cuestión que es cierta y yo no voy a hablar de seriedad o no de instituciones, mutuales o de bancos o de lo que sea: todas persiguen fin de lucro. Y la gran mayoría cobran intereses usurarios, cuando tendría que ser absolutamente al revés, porque tienen asegurado su cobro a través del código de descuento. Creo que es un avance pero, obviamente, es un tema que tenemos que profundizar.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar en general el proyecto de ley, conforme al dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

· Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º al 5º. Al ponerse en consideración el artículo 6º, dice el:

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


El artículo 6º establece las funciones del Centro Único de Códigos de Descuento. Hoy lo planteé en la reunión de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, pero a los fines de no demorar la emisión del despacho, acordamos que lo incorporase en la sesión.


El inciso 3º, con relación a las funciones, establece la obligación del Estado de informar de la cuenta del agente, para ver si puede estar en situación de tomar o no un nuevo crédito, y esta obligación de informar evidentemente es a solicitud del titular del código de descuento.


Ese mismo inciso tiene un punto y coma, y continúa con otra hipótesis, que es informar cuando el agente está pasado de ese porcentaje o estaría en situación de terminar con la deuda.


Yo quiero plantear al final de ese inciso “a solicitud del titular del código de descuento”. De manera tal que el Centro no ponga a disposición de todo el mundo la información del agente que está excedido en el código o que estaría en situación de volver a endeudarse nuevamente. Adviértase que la primera parte de ese inciso dice “Informar a los titulares del código de descuento”. 


Solicito que se lea cómo queda el inciso 3), con la propuesta.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El inciso 3) quedaría redactado así: “Informar a los titulares del código de descuento sobre la disponibilidad de los haberes mensuales de los agentes o funcionarios, en oportunidad de solicitar estos últimos un nuevo crédito; como así también cuando tuvieren comprometido el 50% o un porcentaje superior, según el supuesto del artículo 3º, de la parte disponible de sus haberes, a solicitud del titular del código de descuento”.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Pido la palabra.


Yo estoy totalmente de acuerdo con lo que propone el diputado Mascheroni, pero de cualquier manera, la intención original es que el Centro opere simplemente como un centro de autorización, no de información. Es decir, no tiene por qué informar a nadie si tiene o no tiene saldo. 


Voy a tratar de ser práctico en la explicación. Yo soy una mutual, viene un afiliado, pide un crédito, por el cual tiene que pagar 150 pesos por mes. Yo tengo que conseguir, de una manera directa o indirecta, hablar al Centro y preguntarle “¿Alberto Maguid puede sacar un crédito de 150 pesos mensuales, por 30 meses, por tanto monto total? El Centro todo lo que debería decirme es “puede” o “no puede”. Nada más. Como ocurre con una tarjeta de crédito. Cuando uno pregunta o pide una autorización para obtener un préstamo, a una tarjeta de crédito o comprar algo, la tarjeta no le informa el saldo ni nada por el estilo. Simplemente, le dice “te autorizo o no te autorizo”. De esa manera, preservamos la situación del agente, salvo que sí el agente diga al Centro “estoy de acuerdo con que le informen a tal mutual”. Pero tenemos que limitar al máximo, para mantener la privacidad de la situación de un trabajador.


Esa es la intención, por lo menos es la idea, a lo mejor no escrita así, pero la idea es simplemente como se hace con una tarjeta de crédito: ¿se puede o no se puede tomar el crédito? Nada más. Esa era la idea, no sé si está bien escrito o no.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Yo estoy de acuerdo. El agregado que planteé era para limitar pero, en función de lo que plantea el diputado Maguid, lo que correspondería es suprimir la última parte, a partir del punto y coma, “como así también”, porque en ese caso, estaría comprendido ya dentro del primero, frente al pedido de solicitud de un crédito, autoriza e informa si es disponible o no disponible. Y después del punto y coma se suprimiría todo. Yo coincido con lo que plantea.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Para que quede claro, el texto del inciso 3) del artículo 6º, quedaría redactado así, conforme lo propuesto: “Informar a los titulares de Códigos de Descuento sobre la disponibilidad de los haberes mensuales de los agentes o funcionarios en oportunidad de solicitar estos últimos un nuevo crédito”.


Se va a votar el artículo 6º con la modificación introducida en el inciso tercero.

· Resulta aprobado

· Se aprueban sin observación los artículos 7º, 8º, 9º, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18. Al considerarse el artículo 19, dice el:

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– Pido la palabra.


Propongo un agregado en este artículo. El texto actual dice: “Cada entidad, incluida la del artículo 2º, podrá ser titular de un máximo de dos códigos de descuento, uno de ellos en concepto de cuota societaria y el otro por servicios y/o prestaciones”; el agregado sería: “brindados en forma directa y exclusivamente por el titular del código de descuento fehacientemente acreditado”.


En la práctica ocurre que hay entidades que prestan una, dos, tres, o cuatro veces su código de descuento a otras entidades, y con esto estaríamos limitando a entidades reales y no a entidades fantasmas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el artículo 19 con la modificación propuesta por el diputado Bonfatti.

· Resulta aprobado.

· Se aprueban los artículos 20, 21, 22, 23, 24, 25; artículo 26 de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe media sanción y se comunica al Senado con el siguiente texto:

 EÍ "zlExpte. Nº 12.911 – DB: Códigos de descuento de haberes de agentes activos y pasivos del Estado" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY

Artículo 1º – Los códigos de descuento otorgados o a otorgarse sobre haberes de agentes activos y pasivos, y/o funcionarios del Estado Provincial en sus tres poderes, cualquiera sea la forma jurídica u orgánica que adopten, se regirán por la presente ley.

Artículo 2º – Se otorgarán códigos de descuento solamente a:

1) Entidades sin fines de lucro que se encuentren constituidas como entidades Sindicales, Mutuales, Cooperativas y Asociaciones Civiles, conforme lo prescribe la legislación vigente, priorizando aquellas que según sus estatutos o razón social estuvieren integradas por agentes y/o funcionarios dependientes del Estado Provincial.

2) Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo.

Aquellas personas jurídicas que tengan código de descuentos o entes que actualmente cuenten con código de descuento podrán mantener el mismo, debiendo para ello cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 7º de la presente ley.

Artículo 3º – Los descuentos solicitados por los titulares de códigos de descuento comprendidos en la presente ley no podrán autorizarse cuando en su conjunto, superen el cincuenta por ciento (50%) de los haberes mensuales sujetos a descuento del agente y/o funcionario. 

Los agentes y/o funcionarios que a la fecha de vigencia de la presente ley tuvieran una afectación en sus haberes superiores al citado porcentaje, tendrán un tratamiento especial, conforme lo determine la reglamentación, de acuerdo a los expuesto en el párrafo anterior.

Artículo 4º – El monto de los haberes sujeto a descuento será el total que surja una vez deducidos los descuentos derivados de la aplicación de leyes nacionales y provinciales y los originados por mandatos judiciales, cuotas sindicales y mutuales, créditos a favor de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo y cualquier otro aporte personal obligatorio creado o a crearse por ley nacional o provincial.

Artículo 5º – Créase, dentro de la jurisdicción del Ministerio de Hacienda y Finanzas un Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod). El citado Ministerio es autoridad de aplicación, fiscalización y control de la presente ley.

La autoridad de aplicación podrá disponer la tercerización de las actividades operativas que hacen al funcionamiento del Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) mediante licitación pública, en la que quedan excluidas todas las instituciones de cualquier grado que sean titulares de códigos de descuento y las entidades bancarias y/o financieras que brinden préstamos o servicios a las mismas en referencias a dichos códigos.

La reglamentación establecerá en tal supuesto el alcance de las tareas que se descentralizan, las condiciones de confidencialidad de los datos o información que se registre y asegurar un idéntico tratamiento para todos los titulares de código de descuento.

Artículo 6º – El Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) tendrá las siguientes funciones: 

1.-Autorizar cada una de las órdenes de descuento que gestionen los asociados ante los titulares de códigos de descuento, siempre que se cuente con la constancia de la voluntad expresa del requirente;

2.-Brindar información a solicitud de agentes o funcionarios, sobre la disponibilidad mensual de sus propios haberes; 

3.-Informar a los titulares de códigos de descuento, sobre la disponibilidad de los haberes mensuales de los agentes o funcionarios en oportunidad de solicitar éstos últimos un nuevo crédito.

Artículo 7º – Para la obtención y mantenimiento de los códigos de descuento, las entidades comprendidas en el artículo 2º de la presente ley deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) Acreditar ante el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) personería jurídica, estatuto social vigente y nómina de autoridades con todos los datos personales de cada uno, acta de designación de autoridades, domicilio legal, domicilio real de la entidad, de filiales y delegaciones.

b) Copia de los tres (3) últimos balances debidamente certificados y auditados por Contador Público Nacional con intervención del Consejo Profesional de Ciencias Económicas, con copia certificada de las actas de asamblea en las cuales fueron aprobados. En caso de que la entidad tuviere una antigüedad menor a tres (3) años, deberá presentar idéntica documentación desde la fecha de inicio de sus actividades.

c) Presentar un detalle de los servicios que prestan, los que deben corresponderse con los objetivos de los estatutos sociales.

d) Constancia de la inscripción en los organismos fiscales y previsionales que correspondan -según la entidad- y del pago en tiempo y forma de las obligaciones pertinentes.

Artículo 8º – Los titulares de códigos de descuento están obligados a:

a) Solicitar autorización al Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) previo al otorgamiento de cualquier servicio y/o prestación.

b) Informar al Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) cuando un agente o funcionario registre devoluciones totales o parciales de los descuentos por cuotas de asociación, de prestación de servicios o por cualquier otro concepto.

Artículo 9º – En los supuestos contemplados en el artículo precedente los titulares de códigos de descuento deberán proporcionar al Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), los siguientes datos:

a) Apellido y nombres completos del agente o funcionario.

b) Tipo y número de documento del agente o funcionario.

c) Repartición o dependencia en la que presta servicios.

d) Remuneración disponible, conforme al artículo 4° de la presente ley.

e) Mes al que corresponden los haberes tomados en consideración y/o del que se tomó conocimiento de la novedad.

f) Número de cobro del agente o funcionario.

g) Importe y causa de la devolución total o parcial en el descuento ordenado.

h) Importe y forma de pago del servicio o prestación para el cual se solicita autorización.

i) Esta información se proporcionará en soporte informático y escrito respaldatorio del primero, al momento de solicitar el descuento y deberá ser actualizada en forma permanente. Los titulares de códigos de descuento estarán obligados a conservar los originales de dicha documentación conforme a las disposiciones legales vigentes.

j) En caso de falsedad en la información suministrada serán de aplicación las sanciones previstas en el articulo 15 de la presente ley.

Artículo 10 – El Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Hacienda y Finanzas suscribirá con las entidades comprendidas en el artículo 2º, un contrato -conforme lo determine la reglamentación- en el que se establecerá la responsabilidad de la entidad y de sus autoridades por el uso incorrecto que del código de descuento pudieren efectuar, debiendo constituirse una garantía a favor del Estado Provincial, y a su entera satisfacción, suficiente para cubrir las responsabilidades que pudieren surgir, y la que se determinará en su reglamentación.

Artículo 11 – Los servicios administrativos pertinentes del Estado Provincial sólo darán curso a los descuentos autorizados por el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) conforme a la información que éste les remita mensualmente.

Artículo 12 – Los titulares de códigos de descuento y los servicios administrativos pertinentes del Estado Provincial estarán obligados a brindar la información y colaboración que requiera el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), a los fines de la aplicación de la presente ley. La falta de presentación de la documentación o de su actualización en término, provocará la caducidad automática de la autorización del código de descuento. Producida la misma, el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod) no autorizará órdenes de descuento relacionadas con esa entidad. 

Ni la administración pública provincial, ni el Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), en ningún caso serán responsables por las consecuencias que ocasione la caducidad del código de descuento, las que serán asumidas por la entidad incumplidora.

Artículo 13 – El código de descuento y las sumas retenidas a través del mismo, no podrán ser cedidos a terceros sean estos personas físicas o jurídicas por ningún concepto.

Artículo 14 – El incumplimiento de las disposiciones y alcances de esta ley por parte de las entidades comprendidas en el artículo 2º de la presente, dará lugar a la aplicación de las siguientes sanciones, conforme la tipificación que contemple la reglamentación:

a) Apercibimiento.

b) Multa de tres (3) y hasta treinta (30) sueldos del Nivel 1 o su equivalente del Escalafón General de la Administración Pública Provincial, según la gravedad de la infracción.

c) Pérdida de la autorización del código de descuento.

Artículo 15 – Las sanciones previstas en el artículo que antecede serán aplicadas por el Ministerio de Hacienda y Finanzas a requerimiento expreso y escrito del Centro Único de Códigos de Descuento (Cucod), previa vista por el plazo de cinco (5) días hábiles a la entidad sancionada para que efectúe su descargo.

Artículo 16 – Se constituirá una Comisión Asesora “ad-honórem” presidida por un representante del Ministerio de Hacienda y Finanzas de la Provincia de Santa Fe e integrada por un representante de cada una de las entidades sindicales con personería gremial en el ámbito del Estado Provincial, cuatro representantes del sector mutualista, dos por la zona centro-norte y dos por la zona sur de la provincia, un representante del sector cooperativo, un representante de las asociaciones civiles y un representante por el resto de las entidades autorizadas en los términos de la presente ley. A efectos del cumplimiento de la función de asesorar a sus miembros, podrán requerir la información necesaria sobre los procesos operativos del sistema, con la obligación de no afectar la confidencialidad de los datos o registros del Cucod

Artículo 17 – Los agentes o funcionarios, beneficiarios de planes de vivienda provinciales que se adjudiquen a partir de la fecha de vigencia de la presente ley, deberán adherir al sistema de descuento automático por planilla de haberes, conforme al código de descuento de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo, como condición para la adjudicación de la vivienda.

Artículo 18 – Cada agente o funcionario puede acumular descuentos de haberes por: 

a) Las entidades sindicales con personería gremial en el ámbito de los trabajadores públicos provinciales; 

 b) Las mutuales sindicales en el sector que representa su sindicato de origen; las mutuales que nucleen exclusivamente al personal policial o penitenciario, y uno por alguna de las asociaciones civiles de centros de ex combatientes de Malvinas.

c) Por tres entidades más, entre las autorizadas en los términos de la presente ley.

Artículo 19 – Cada entidad, incluidas las del artículo 2º, podrá ser titular de un máximo de dos (2) códigos de descuento, uno de ellos en concepto de cuota societaria y el otro por servicios y/o prestaciones brindados en forma directa y exclusivamente por el titular del código de descuento fehacientemente acreditado.

Artículo 20 – Las entidades titulares de códigos de descuento serán responsables respecto a la legalidad, procedencia y oportunidad de los montos a ser descontados.

Artículo 21 – El costo de la implementación y funcionamiento del régimen establecido en la presente, será a exclusivo cargo de las entidades titulares de códigos de descuento.

Artículo 22 – Invítase a las Municipalidades y Comunas de la Provincia a establecer sistemas similares al de la presente.

Artículo 23 – El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro del término de sesenta (60) días a partir de su publicación.

Artículo 24 – Modifícase el art. 59 de la Ley Nº 6915 y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 59: Los haberes aun no percibidos, como el derecho a cualquiera de los beneficios resultan inalienables. Los haberes de los beneficios que acuerda la Caja sólo podrán embargarse en la medida autorizada por el derecho común.”

Artículo 25 – Derógase toda norma que se oponga a la presente.

Artículo 26 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

11.7 Ley 11.622, de Mediación: informes sobre implementación del CIDEM

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. N° 13.871 – BER) por el que se solicita disponga informar respecto de las acciones que se tomaron para formar e implementar el Cidem (Centro de Información sobre Mediación), creado por Ley N° 11.622 (Ley de Mediación).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.871 – BER), autoría de las diputadas Peralta y Qüesta, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo disponga informar respecto de las acciones que se tomaron para formar e implementar el CIDEM (Centro de Información sobre Mediación), creado por Ley 11.622 (Ley de Mediación). Y, atento a los estudios realizados y a las razones que dará su miembro informante, esta comisión ha resuelto aconsejar su aprobación.

Sala de la comisión, 24 de noviembre de 2004.

Esquivel – Kilibarda – Pezz – Benas – Lamberto – Meotto – Mascheroni – Liberati

 EÍ "ZcExpte. Nº 13.871 – BER: Ley 11.622, de Mediación\: informes sobre implementación del CIDEM" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo informe sobre las acciones que se tomaron para formar e implementar el Cidem (Centro de Información sobre Mediación) creado en el artículo 4º de la Ley de Mediación No. 11.622, reglamentada mediante el Decreto No. 3.372/2003 del Poder Ejecutivo Provincial

fundamentos de las autoras del proyecto

Señor Presidente:

Visto que desde hace más de cinco (5) años ha sido aprobada la Ley de Mediación 11.622, y que además ha pasado un (1) año desde la reglamentación de la misma mediante el Decreto Nro. 3.372/2003,

Tanto la Mediación Privada como la Mediación Judicial son herramientas fundamentales para mejorar el funcionamiento de la justicia, siendo un método alternativo de resolución de conflictos que de otra manera pasarían a engrosar los ya abarrotados juzgados de la provincia,

Las Universidades y los Colegios Profesionales están interesados en aportar sus conocimientos y sus recursos para concretar esta mejora en la administración de justicia.

El Poder Ejecutivo de la Provincia fue uno de los impulsores de la creación y aprobación de esta Ley, promoviendo además la firma de convenios con diversas Facultades de Derecho y con el Colegio de Abogados de la Segunda Circunscripción.

La Provincia adhirió mediante el Decreto Nº.203/1994 al Programa Nacional de Mediación (Decreto PEN Nº. 1480/92).

Creemos fundamental poner en práctica este instituto normado por la Ley 11.622, cuya difusión depende en gran medida de la puesta en funcionamiento de Cidem.

Por lo expresado precedentemente solicitamos a las señoras y señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Peralta – Qüesta

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.8 Edificio Escuela Taller de Educación Manual Nº 7 de Helvecia: monumento histórico provincial

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. N° 13.658 – Senado – venido en revisión) por el que se declara Monumento Histórico Provincial al Edificio Escuela Taller de Educación Manual Nº 7 de la localidad de Helvecia.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social ha considerado el proyecto de ley, venido en revisión (Expte. Nº 13.658 – SEN), presentado por las señoras senadoras Nardoni y Sandoz, por el cual se declara Monumento Histórico Provincial al edificio Escuela Taller de Educación Manual Nº 7 “Senador de la Nación Dr. Armando Gerardo Antille” de la localidad de Helvecia, departamento Garay, y, por las razones invocadas, las que dará el señor miembro informante y el dictamen favorable del Archivo General de la Provincia, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto con modificaciones:
 EÍ "zlExpte. Nº 13.658 – SEN: Edificio Escuela Taller de Educación Manual Nº 7 de Helvecia\: monumento histórico provincial" 
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º – Declárase Monumento Histórico Provincial, al edificio de la Escuela Taller de Educación Manual Nº 7 “Senador de la Nación Dr. Armando Gerardo Antille”, abarcando el antiguo aljibe horizontal de su patio oeste, situado en calle Senador Nacional Dr. Armando Gerardo Antille Nº 807, Circunscripción 05, Sección 01, Manzana 113, Parcela 5 de la localidad de Helvecia, departamento Garay, empadronado bajo partida Nº 05-01-00-0211893/0000-7, registrado a nombre del Superior Gobierno de la Provincia, Plano Nº 126.465, Dominio Nº 21.908, Tomo 57, Folio 49 (vuelta) de fecha 27 de junio de 1997.

Artículo 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 23 de noviembre de 2004.

Kilibarda – Costa – Stanoevich – Cavuto

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 13.658 – SEN – Venido en Revisión ), autoría de las senadoras Nardoni y Sandoz, por el cual se declara Monumento Histórico Provincial al edificio Escuela Taller de Educación Manual Nº 7 “Senador de la Nación Dr. Armando Gerardo Antille” de la localidad de Helvecia, departamento Garay. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores, y con despacho precedente de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ésta ha resuelto adherir al dictamen emanado por la comisión precedente, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2004.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Benas – Mascheroni – Lamberto – Pezz – Liberati

proyecto de ley original

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley

Artículo 1º - Declárase Monumento Histórico Provincial al Edificio que ocupa la Escuela Taller de Educación Manual Nº 7 “Senador de la Nación Dr. Armando Gerardo Antille”, abarcando conjuntamente el antiguo aljibe horizontal de su patio Oeste, de la localidad de Helvecia, departamento Garay.

Artículo 2º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 14 de octubre de 2004.

Betique – Paulichenco

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto de ley, en general y en particular, por constar de un solo artículo.

· Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, vuelve al Senado.

11.9 Actuaciones administrativas por afectados por inundación en Santo Tomé

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. N° 13.797 – BER) por el que se solicita se remita copia de las actuaciones administrativas con relación a los vecinos de la ciudad de Santo Tomé, departamento La Capital, afectados por las inundaciones producidas por la creciente del río Salado.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.797– BER) presentado por la diputada Qüesta, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo remita copia de las actuaciones administrativas con relación a los vecinos de la ciudad de Santo Tomé, afectados por las inundaciones producidas por la creciente del Río Salado; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto original.

Sala de la comisión, 10 de noviembre de 2004.

Gastaldi – Aranda – Reutemann – Vásquez – Venesia

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.797 – BER), presentado por la diputada Daniel Qüesta, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través. del organismo que corresponda, con relación a los vecinos de la ciudad de Santo Tomé, departamento La Capital, afectados por las inundaciones producidas por la creciente del Río Salado, remita diversas copias de las actuaciones administrativas al respecto; y, por las razones expuestas y las que dará su miembro informante, se aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:
 EÍ "ZcExpte. Nº 13.797 – BER: Actuaciones administrativas por afectados por inundación en Santo Tomé" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través de la Presidente de la Unidad Ejecutora de Recuperación de la Emergencia Hídrica y Pluvial y/o de quien corresponda, con relación a los vecinos de la ciudad de Santo Tomé afectados por las inundaciones producidas por la creciente del Río Salado, remita lo siguiente:

a) Copia de las actuaciones administrativas respecto al censo realizado por la Municipalidad de Santo Tomé, de personas afectadas y de las constancias de la corroboración efectuada por personal técnico de la Subsecretaría de Municipios, mencionadas en el segundo párrafo de los considerandos del Decreto Nº 4044 de fecha 27 de noviembre de 2003.

b) Copia de las constancias del relevamiento de viviendas afectadas llevado a cabo por la Unidad Ejecutora en virtud del mismo convenio.

c) De haberse verificado casos de cobros indebidos de los subsidios otorgados en virtud del Decreto Nº 4044, qué actuaciones administrativas y/o judiciales se han implementado con relación a quienes los hubieren percibido y a quienes los hubieren efectuado, remita copias de las mismas en el estado en que se encuentren.

d) Para el caso en que, tal como se informara a través de los medios de comunicación, se hubiere decidido garantizar el pago del monto mínimo de $ 4.000 –tal como se hiciera con los afectados de la ciudad de Santa Fe– a las 154 familias reconocidas por el Estado como inundadas y a aquellas que lo resulten como consecuencia del relevamiento efectuado, remita copia de la resolución, decreto o acto administrativo que así lo hubiere dispuesto.

Sala de comisión, 24 de noviembre de 2004.

Peirone – Venesia – Marcucci – Lagna – Qüesta – Scataglini – Dalla Fontana – Riestra

proyecto de comunicación original
La Cámara de Diputados de la Provincia, vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del Presidente de la Unidad Ejecutora de Recuperación de la Emergencia Hídrica y Pluvial y/o de quien corresponda, con relación a los vecinos de la ciudad de Santo Tomé afectados por las inundaciones producidas por la creciente del Río Salado, remita lo siguiente:

a) Copia de las actuaciones administrativas respecto al censo realizado por la Municipalidad de Santo Tomé, de personas afectadas y de las constancias de la corroboración efectuada por personal técnico de la Subsecretaría de Municipios, mencionadas en el segundo párrafo de los considerandos del Decreto Nº 4044 de fecha 27 de noviembre de 2003.

b) Copia del mapa confeccionado por la Unidad Ejecutora, en virtud del convenio de colaboración suscripto con la Municipalidad de Santo Tomé en fecha 1º de abril del corriente año.

c) Copia de las constancias del relevamiento de viviendas afectadas llevado a cabo por la Unidad Ejecutora en virtud del mismo convenio.

d) De haberse verificado casos de cobros indebidos de los subsidios otorgados en virtud del Decreto Nº 4044, qué actuaciones administrativas y/o judiciales se han implementado con relación a quienes los hubieren percibido y a quienes los hubieren efectuado, remita copias de las mismas en el estado en que se encuentren.

e) Para el caso en que, tal como se informara a través de los medios de comunicación, se hubiere decidido garantizar el pago del monto mínimo de $ 4.000 –tal como se hiciera con los afectados de la ciudad de Santa Fe– a las 154 familias reconocidas por el Estado como inundadas y a aquellas que lo resulten como consecuencia del relevamiento efectuado, remita copia de la resolución, decreto o acto administrativo que así lo hubiere dispuesto.
fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente: 


En el transcurso de la semana pasada, se realizó en Santo Tomé el relevamiento domiciliario de las zonas aparentemente delimitadas por la Unidad Ejecutora para la Recuperación de la Emergencia Hídrica y Pluvial en colaboración con la Municipalidad de Santo Tomé para el reconocimiento de la reparación por las consecuencias de las inundaciones de dicha localidad.

Una ciudad cuyo reconocimiento en la Ley Nº 12.259, surge a partir de la incorporación del Decreto Nº 4044 en virtud del cual cobraron en el año 2.003, 154 familias la suma de $ 1.200.

Desde aquel momento hemos reclamado el reconocimiento en igualdad de condiciones no sólo de esas 154 familias, sino de todos aquellos que hubieran sufrido las consecuencias de aquella trágica inundación.


A partir de insistentes reclamos de los vecinos afectados, el 1º de abril del corriente año, la Unidad Ejecutora suscribió un convenio de colaboración con la Municipalidad, por el que se asigna a la Comisión Especial Interdisciplinaria de aquella, la confección del mapa de las zonas afectadas por el desborde del río y la realización de los relevamientos de las viviendas afectadas.


Infructuosamente desde el Concejo Municipal de la ciudad de Santo Tome se intentó contar con copia del mapa confeccionado y habiendo finalizado el relevamiento domiciliario son numerosas las familias que manifiestan haberse inundado, haber efectuado el reclamo correspondiente y no haber sido censados.


Si a ello sumamos, declaraciones efectuadas con anterioridad a la realización del mapa por el Intendente Municipal, en el sentido de que muchos de los que cobraron en virtud del Decreto Nº 4044/2003 no se inundaron, resulta imperioso contar con información fehaciente que lleve tranquilidad a la comunidad santotomesina y fundamentalmente la debida transparencia de todo el procedimiento llevado a cabo tanto por el Estado Provincial como el Municipal desde de la ocurrencia de la inundación hasta la fecha.


Cabe remarcar que aquel Decreto reconoció la afectación a 154 familias, previo censo realizado por la Municipalidad de Santo Tomé y su verificación por parte de la Subsecretaría de Municipios, tal como manifiesta el mismo instrumento suscrito por los entonces, Gobernador, Ministros de Hacienda y de Gobierno.


En consecuencia, por un lado resulta perentorio garantizar los mecanismos para la debida reparación de las consecuencias de las inundaciones en igualdad de condiciones de aquellos que en la Provincia ya habían cobrado $ 4.000, previo a la puesta en marcha de la Unidad Ejecutora y la Ley Nº 12.259 y por otro, que en caso que se hubiera verificado algún caso de cobro indebido, se arbitren los mecanismos necesarios para la investigación de las responsabilidades de aquellos que lo hubieren permitido.


Es por todo lo expuesto, es que descarto el acompañamiento de mis pares en el presente proyecto de comunicación.

Daniela Qüesta

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.10 Programa de Control del Tabaquismo: interés provincial

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. N° 12.092 – PJ, en tratamiento en conjunto con los expedientes Nº 11.715 – PJ, y Nº 12.056 – PJ), por el que se declara de interés provincial el Programa de Control del Tabaquismo implementado por el Ministerio de Salud.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha analizado el proyecto de ley (Expte. Nº 12.092 – PJ) autoría de los diputados Pividori, Stanoevich, Meotto, Pesaresi y Lacava, por el cual se declara de interés provincial el Programa de Control de Tabaquismo implementado por el Ministerio de Salud; adjunto proyecto de ley (Expte. Nº 11.715 – PJ) autoría de los diputados Schachner, Álvarez, Meotto, Broda, Giardino, Grbavac, por el cual se crea el Programa Provincial Antitabáquico, y proyecto de ley (Expte. Nº 12.056 – PJ), autoría del diputado Cura, por el cual se dispone prohibir el expendio de cigarrillos y demás productos derivados del tabaco en todo el ámbito de la administración pública provincial; y considerando, que los proyectos mencionados son del mismo tenor y por las razones que dará el miembro informante, aconsejamos prestéis aprobación al siguiente texto unificado:

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

capítulo i

declaración de interés provincial. objetivos

Artículo 1º – Declárase de interés provincial la “Lucha contra el Tabaquismo” a través del Programa de Control del Tabaquismo del Ministerio de Salud de la Provincia, cuyas acciones están destinadas a la prevención, primaria y secundaria, del hábito de fumar, con el objeto de disminuir, en la población, la morbimortalidad causada por el consumo activo y pasivo del tabaco en cualquiera de sus formas, siendo sus normas de orden público.

Artículo 2º – Son objetivos del mencionado Programa de Control del Tabaquismo los siguientes:

General: Lograr que no fumar y la ausencia de la promoción del tabaco sea la norma en nuestra comunidad. 
Específicos: 

1) Crear un ambiente no propicio para la práctica del hábito de fumar.

2) Prevenir el fumar pasivo.

3) Prevenir el inicio del hábito de fumar.

4) Lograr en la población el abandono de la práctica del hábito de fumar.

5) Investigar permanentemente todos los temas que sean pertinentes al mejor control del tabaquismo.

6)Organizar campañas de prevención en establecimientos educativos de todos los niveles y modalidades.

7) Instrumentar campañas educativas a través de todos los medios de comunicación social, ONGs y demás instituciones vinculadas con la lucha antitabáquica.

8) Reconocer la adicción del tabaco como enfermedad para su diagnóstico, tratamiento y cobertura médica en todos los sistemas de salud, público y privado.

CAPITULO II

Definiciones Técnicas:

Artículo 3º – Quedan comprendidos en los alcances de la presente Ley, en todo el territorio de la provincia, los productos hechos con tabaco que se destinen al consumo humano a través de la acción de fumar. 

Artículo 4º – Defínase, a los efectos de la aplicación de esta ley:

a) Como establecimiento libre de Humo de Tabaco Ambiental (HTA), aquella institución pública o privada, cualquiera sea su finalidad (comercial, cultural, de servicios, educativa, etc.) en cuyas instalaciones no se consuman productos del tabaco en ninguna de sus formas.

b) Como contaminación tabáquica ambiental al agregado al aire de ambientes en donde existe interrelación humana, de elementos nocivos provenientes del humo de tabaco, en un espacio y tiempo determinados, efectuado por parte de personas con hábito de fumar tabaco en cualquiera de sus formas, y que provocan, de esta manera, una degradación de dicho aire ambiental, que es potencialmente generadora de consecuencias sanitarias negativas e indeseables.
CAPITULO III

Prohibiciones, Limitaciones y Sanciones:

Artículo 5º – Ninguna persona venderá ni ofrecerá venderle productos del tabaco a una persona que sea menor de 18 años de edad. 

Artículo 6º – Ninguna persona venderá ni ofrecerá vender productos de tabaco en un lugar o de una forma diferente de los prescritos por la reglamentación. 

Artículo 7º – Prohíbase, en todo el territorio de la Provincia la publicidad directa e indirecta de los productos del tabaco destinados al consumo humano a través de la acción de fumar, cualquiera sea su medio de difusión.

Artículo 8º – Prohíbase, auspiciar eventos deportivos y culturales y participar de los mismos con indumentaria, que contengan publicidad de empresas y/o marcas dedicadas a la producción y/o distribución de tabaco y sus derivados.

Artículo 9º – Ninguna persona fumará tabaco ni sostendrá tabaco encendido en áreas cerradas interiores de cualquier lugar de trabajo, público o privado. Por lo tanto, prohíbase, fumar en:

1)Todos los edificios públicos, dependientes de los tres poderes del Estado Provincial (incluidos los organismos descentralizados de la provincia), tengan o no atención al público. Tal prohibición alcanza solo a los lugares techados, pudiéndose destinar, como área de fumadores, un lugar abierto.

2)Todas las dependencias de edificios públicos o privados, cualquiera sea su finalidad (sanitaria, educativa, comercial, cultural, de servicios, etc.), en donde regular o eventualmente pueda concurrir la población.

3)Medios de transporte público de todo tipo y distancia.

Artículo 10 – El cumplimiento de las obligaciones previstas en la presente ley se realizará mediante la efectiva aplicación de la siguiente estrategia de control:

a) Sin perjuicio del control que ejercerá el Estado Provincial a través de los organismos pertinentes, los Municipios y Comunas, dentro de sus jurisdicciones serán también responsables de ejercer el debido cumplimiento de la presente ley. 
b) Si el infractor cumpliera funciones en establecimientos dependientes de los tres Poderes del Estado, se promoverá el procedimiento correspondiente en los términos del art.61 de la Ley N° 8525 –Estatuto General de la Administración Pública Provincial- sin perjuicio de requerir también la aplicación de la Ley N° 10.703 –Código de Faltas-; o eventualmente, de conformidad con lo previsto en los cuerpos disciplinarios especiales que resulten de aplicación en las distintas dependencias. Las autoridades a cargo de cada sección y oficinas, serán las responsables de hacer cumplir esta norma con respecto de sus subordinados y al público que ingrese o permanezca en su área de responsabilidad; sin perjuicio de los controles de cumplimiento de la presente ley que ejercerán, también en dichos sitios los inspectores municipales o comunales.

c) Si el infractor fuera una persona no dependiente del Estado, serán de aplicación las penas instituidas en la Ley N° 10.703 –Código de Faltas-. 
CAPITULO IV

Financiamiento:

Artículo 11 – El Ministerio de Salud dispondrá de los recursos necesarios para el Programa de Control de Tabaquismo. Una fuente adicional para dichos recursos provendrá de los ingresos, en concepto de aplicación de la presente ley.

CAPITULO V

Promoción de la Salud

Artículo 12 – Institúyese en el ámbito de toda la provincia el día 31 de mayo como el "Día Provincial sin Tabaco", desarrollando en el Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial, acciones que orienten a la difusión y discusión pública de los avances obtenidos contra el tabaquismo.

CAPITULO VI

Disposiciones Generales:

Artículo13 – El Ministerio de Salud y Medio Ambiente y el Ministerio de Educación y Cultura, sin perjuicio de la participación de otros organismos en sus áreas específicas, deberán diseñar en forma coordinada, estrategias de educación para desarrollar habilidades y capacidades en educadores y educandos, que permitan a los jóvenes oponerse con libertad a las influencias macro-ambientales que inducen a fumar. También deberán coordinar estrategias de comunicación tendientes a hacer conocer los riesgos que el consumo de tabaco representa, tanto para fumadores como para los que no lo son; como así también difundir los alcances de esta ley, en todos los centros sanitarios y educativos de la provincia, por todos los medios a su alcance, al conjunto de la población.

Artículo 14 – Por la presente queda derogada expresamente la anterior ley registrada bajo el N° 10.855.

Artículo 15 – EL Poder Ejecutivo reglamentará esta ley, dentro de los 90 días a partir de su promulgación.

Sala de Comisión, 3 de noviembre de 2004.

Pividori – Tomei – Sánchez – Bonfatti – Baudín – Cavuto – Reynoso

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado en forma conjunta los proyectos de ley (Expte Nº 12.092 – PJ) autoría de los diputados Pividori, Stanoevich, Meotto, Pesaresi y Lacava, por el cual se declara de interés provincial el Programa de Control de Tabaquismo implementado por el Ministerio de Salud; adjunto (Expte. N° 11.715 – PJ) - proyecto de ley de los diputados Schachner, Alvarez, Meotto, Broda, Giardino y Grbavac, por el cual se crea el Programa Provincial Antitabáquico; y (Expte. N° 12.056 – PJ) - proyecto de ley del diputado Cura, por el cual se dispone prohibir el expendio de cigarrillos y demás productos derivados del tabaco en todos el ámbito de la administración pública provincial; que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social y, luego de los estudios realizados, esta comisión os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto: 

 EÍ "zlExpte Nº 12.092 – PJ ADJ. Expte. Nº 11.715 – PJ y 12.056 – PJ: Programa de Control del Tabaquismo\: interés provincial" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

CAPITULO I

Creación del Programa Provincial. Objetivos:

Artículo 1º – Créase el Programa de Control del Tabaquismo en el ámbito del Ministerio de Salud de la Provincia, cuyas acciones están destinadas a la prevención, primaria y secundaria, del hábito de fumar, con el objeto de disminuir, en la población, la morbimortalidad causada por el consumo activo y pasivo del tabaco en cualquiera de sus formas, siendo sus normas de orden público.

Artículo 2º – Son objetivos del mencionado Programa de Control del Tabaquismo los siguientes:

General: Lograr que no fumar y la ausencia de la promoción del tabaco sea la norma en nuestra comunidad. 
Específicos: 

1) Crear un ambiente no propicio para la práctica del hábito de fumar.

2) Prevenir el fumar pasivo.

3) Prevenir el inicio del hábito de fumar.

4) Lograr en la población el abandono de la práctica del hábito de fumar.

5) Investigar permanentemente todos los temas que sean pertinentes al mejor control del tabaquismo.

6) Organizar campañas de prevención en establecimientos educativos de todos los niveles y modalidades.

7) Instrumentar campañas educativas a través de todos los medios de comunicación social, ONGs y demás instituciones vinculadas con la lucha antitabáquica.

8) Reconocer la adicción del tabaco como enfermedad para su diagnóstico, tratamiento y cobertura médica en todos los sistemas de salud, público y privado.

CAPITULO II

Definiciones Técnicas:

Artículo 3º – Quedan comprendidos en los alcances de la presente Ley, en todo el territorio de la provincia, los productos hechos con tabaco que se destinen al consumo humano a través de la acción de fumar. 

Artículo 4º – Defínase, a los efectos de la aplicación de esta ley:

a) Como establecimiento libre de Humo de Tabaco Ambiental (HTA), aquella institución pública o privada, cualquiera sea su finalidad (comercial, cultural, de servicios, educativa, etc.) en cuyas instalaciones no se consuman productos del tabaco en ninguna de sus formas.

b) Como contaminación tabáquica ambiental al agregado al aire de ambientes en donde existe interrelación humana, de elementos nocivos provenientes del humo de tabaco, en un espacio y tiempo determinados, efectuado por parte de personas con hábito de fumar tabaco en cualquiera de sus formas, y que provocan, de esta manera, una degradación de dicho aire ambiental, que es potencialmente generadora de consecuencias sanitarias negativas e indeseables.
CAPITULO III

Prohibiciones, Limitaciones y Sanciones:

Artículo 5º – Ninguna persona venderá ni ofrecerá venderle productos del tabaco a una persona que sea menor de 18 años de edad. 

Artículo 6º – Ninguna persona venderá ni ofrecerá vender productos de tabaco en un lugar o de una forma diferente de los prescritos por la reglamentación. 

Artículo 7º – Prohíbase, en todo el territorio de la Provincia la publicidad directa e indirecta de los productos del tabaco destinados al consumo humano a través de la acción de fumar, cualquiera sea su medio de difusión.

Artículo 8º – Prohíbase, auspiciar eventos deportivos y culturales y participar de los mismos con indumentaria, que contengan publicidad de empresas y/o marcas dedicadas a la producción y/o distribución de tabaco y sus derivados.

Artículo 9º – Ninguna persona fumará tabaco ni sostendrá tabaco encendido en áreas cerradas interiores de cualquier lugar de trabajo, público o privado. Por lo tanto, prohíbase, fumar en:

1)Todos los edificios públicos, dependientes de los tres poderes del Estado Provincial (incluidos los organismos descentralizados de la provincia), tengan o no atención al público. Tal prohibición alcanza solo a los lugares techados, pudiéndose destinar, como área de fumadores, un lugar abierto.

2)Todas las dependencias de edificios públicos o privados, cualquiera sea su finalidad (sanitaria, educativa, comercial, cultural, de servicios, etc.), en donde regular o eventualmente pueda concurrir la población.

3)Medios de transporte público de todo tipo y distancia.

Artículo 10 – El cumplimiento de las obligaciones previstas en la presente ley se realizará mediante la efectiva aplicación de la siguiente estrategia de control:

a) Sin perjuicio del control que ejercerá el Estado Provincial a través de los organismos pertinentes, los Municipios y Comunas, dentro de sus jurisdicciones serán también responsables de ejercer el debido cumplimiento de la presente ley. 
b) Si el infractor cumpliera funciones en establecimientos dependientes de los tres Poderes del Estado, se promoverá el procedimiento correspondiente en los términos del artículo 61 de la Ley N° 8525 –Estatuto General de la Administración Pública Provincial– sin perjuicio de requerir también la aplicación de la Ley N° 10.703 –Código de Faltas-; o eventualmente, de conformidad con lo previsto en los cuerpos disciplinarios especiales que resulten de aplicación en las distintas dependencias. Las autoridades a cargo de cada sección y oficinas, serán las responsables de hacer cumplir esta norma con respecto de sus subordinados y al público que ingrese o permanezca en su área de responsabilidad; sin perjuicio de los controles de cumplimiento de la presente ley que ejercerán, también en dichos sitios los inspectores municipales o comunales.

c) Si el infractor fuera una persona no dependiente del Estado, serán de aplicación las penas instituidas en la Ley N° 10.703 –Código de Faltas-. 
CAPITULO IV

Financiamiento:

Artículo 11 – El Ministerio de Salud dispondrá de los recursos necesarios para el Programa de Control de Tabaquismo. Una fuente adicional para dichos recursos provendrá de los ingresos, en concepto de aplicación de la presente ley.

CAPITULO V

Promoción de la Salud

Artículo 12 – Institúyese en el ámbito de toda la Provincia el día 31 de mayo como el "Día Provincial sin Tabaco", desarrollando en el Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial, acciones que orienten a la difusión y discusión pública de los avances obtenidos contra el tabaquismo.

CAPITULO VI

Disposiciones Generales:

Artículo13 – El Ministerio de Salud y Medio Ambiente y el Ministerio de Educación y Cultura, sin perjuicio de la participación de otros organismos en sus áreas específicas, deberán diseñar en forma coordinada, estrategias de educación para desarrollar habilidades y capacidades en educadores y educandos, que permitan a los jóvenes oponerse con libertad a las influencias macro-ambientales que inducen a fumar. También deberán coordinar estrategias de comunicación tendientes a hacer conocer los riesgos que el consumo de tabaco representa, tanto para fumadores como para los que no lo son; como así también difundir los alcances de esta ley, en todos los centros sanitarios y educativos de la provincia, por todos los medios a su alcance, al conjunto de la población.

Artículo 14 – Por la presente queda derogada expresamente la anterior ley registrada bajo el N° 10.855.

Artículo 15 – EL Poder Ejecutivo reglamentará esta ley, dentro de los 90 días a partir de su promulgación.

Sala de Comisión, 18 de noviembre de 2004.

Peirone – Cecchi – Liberati – Marcucci – Lagna – Qüesta – Scataglini – Venesia – Maguid – Dalla Fontana

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 12.092 - PJ), autoría de los diputados Pividori, Stanoevich, Meotto, Pesaresi y Lacava, por el cual se declara de interés provincial el Programa de Control de Tabaquismo implementado por el Ministerio de Salud y sus acumulados proyecto de ley (Expte. N° 11.715 - PJ), autoría de los diputados Schachner (MC), Alvarez (MC), Meotto, Broda (MC), Giardino (MC) y Grbavac (MC), por el cual se crea el Programa Provincial Antitabáquico y proyecto de ley (Expte. N° 12.056 - PJ), autoría del diputado Cura, por el cual se dispone prohibir el expendio de cigarrillos y demás productos derivados del tabaco en todos los ámbitos de la Administración Pública Provincial. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que los proyectos cuentan con despacho precedente de las Comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir al texto elaborado por la Comisión citada en segundo término, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2004.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Liberati – Pezz – Lamberto

proyecto de ley original (Expte. Nº 12.092 – PJ)

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

CAPITULO I

Declaración de Interés Provincial. Objetivos:

Artículo 1º.– Declárese de interés provincial al Programa de Control del Tabaquismo del Ministerio de Salud de la Provincia de Santa Fe, cuyas acciones están destinadas a la prevención, primaria y secundaria, del hábito de fumar, con el objeto de disminuir, en la población, la morbimortalidad causada por el consumo activo y pasivo del tabaco en cualquiera de sus formas, siendo sus normas de orden público.

Artículo 2º.– Son objetivos del mencionado Programa de Control del Tabaquismo los siguientes:

General: Lograr que no fumar y la ausencia de la promoción del tabaco sea la norma en nuestra comunidad. 
Específicos: 

1) Crear un ambiente no propicio para la práctica del hábito de fumar.

2) Prevenir el fumar pasivo.

3) Prevenir el inicio del hábito de fumar.

4) Lograr en la población el abandono de la práctica del hábito de fumar.

5) Investigar permanentemente todos los temas que sean pertinentes al mejor control del tabaquismo.

CAPITULO II

Definiciones Técnicas:

Artículo 3º.– Quedan comprendidos en los alcances de la presente ley, en todo el territorio de la provincia, los productos hechos con tabaco que se destinen al consumo humano a través de la acción de fumar.
Artículo 4º.– Defínase, a los efectos de la aplicación de esta ley:

a) Como establecimiento libre de Humo de Tabaco Ambiental (HTA), aquella institución pública o privada, cualquiera sea su finalidad (comercial, cultural, de servicios, educativa, etc.) en cuyas instalaciones no se consuman productos del tabaco en ninguna de sus formas.

b) Como contaminación tabáquica ambiental al agregado al aire de ambientes en donde existe interrelación humana, de elementos nocivos provenientes del humo de tabaco, en un espacio y tiempo determinados, efectuado por parte de personas con hábito de fumar tabaco en cualquiera de sus formas, y que provocan, de esta manera, una degradación de dicho aire ambiental, que es potencialmente generadora de consecuencias sanitarias negativas e indeseables.
CAPITULO III

Prohibiciones, Limitaciones y Sanciones:

Artículo 5º.– Ninguna persona venderá ni ofrecerá venderle productos del tabaco a una persona que sea menor de 18 años de edad. 

Artículo 6º.– Ninguna persona venderá ni ofrecerá vender productos de tabaco en un lugar o de una forma diferente de los prescritos por la reglamentación.

Artículo 7º.– Prohíbase, en todo el territorio de la provincia la publicidad directa e indirecta de los productos del tabaco destinados al consumo humano a través de la acción de fumar, cualquiera sea su medio de difusión.

Artículo 8º.– Ninguna persona fumará tabaco ni sostendrá tabaco encendido en áreas cerradas interiores de cualquier lugar de trabajo, público o privado. Por lo tanto, prohíbase, fumar en:


Todos los edificios públicos, dependientes de los tres poderes del Estado Provincial (incluidos los organismos descentralizados de la provincia), tengan o no atención al público. Tal prohibición alcanza solo a los lugares techados, pudiéndose destinar, como área de fumadores, un lugar abierto.


Todas las dependencias de edificios públicos o privados, cualquiera sea su finalidad (comercial, cultural, de servicios, educativa, etc.), en donde regular o eventualmente pueda concurrir la población.


Medios de transporte público de todo tipo y distancia.

Artículo 9º.– El cumplimiento de las obligaciones previstas en la presente ley se realizará mediante la efectiva aplicación de la siguiente estrategia de control:

a) Sin perjuicio del control que ejercerá el Estado Provincial a través de los organismos pertinentes, los Municipios y Comunas, dentro de sus jurisdicciones serán también responsables de ejercer el debido cumplimiento de la presente ley. 
b) Si el infractor cumpliera funciones en establecimientos dependientes de los tres Poderes del Estado, se promoverá el procedimiento correspondiente en los términos del art.61 de la Ley N° 8525 –Estatuto General de la Administración Pública Provincial– sin perjuicio de requerir también la aplicación de la Ley N° 10.703 –Código de Faltas–; o eventualmente, de conformidad con lo previsto en los cuerpos disciplinarios especiales que resulten de aplicación en las distintas dependencias. Las autoridades a cargo de cada sección y oficinas, serán las responsables de hacer cumplir esta norma con respecto de sus subordinados y al público que ingrese o permanezca en su área de responsabilidad; sin perjuicio de los controles de cumplimiento de la presente ley que ejercerán, también en dichos sitios los inspectores municipales o comunales.


Si el infractor fuera una persona no dependiente del Estado, serán de aplicación las penas instituidas en la Ley N° 10.703 –Código de Faltas–.
CAPITULO IV

Financiamiento:

Artículo 10.– El Ministerio de Salud dispondrá de los recursos necesarios para el Programa de Control de Tabaquismo. Una fuente adicional para dichos recursos provendrá de los ingresos, en concepto de aplicación de la presente ley.

CAPITULO V

Disposiciones Generales:

Artículo 11.– El Ministerio de Salud y Medio Ambiente y el Ministerio de Educación y Cultura, sin perjuicio de la participación de otros organismos en sus áreas específicas, deberán diseñar en forma coordinada, estrategias de educación para desarrollar habilidades y capacidades en educadores y educandos, que permitan a los jóvenes oponerse con libertad a las influencias macro-ambientales que inducen a fumar. También deberán coordinar estrategias de comunicación tendientes a hacer conocer los riesgos que el consumo de tabaco representa, tanto para fumadores como para los que no lo son; como así también difundir los alcances de esta ley, en todos los centros sanitarios y educativos de la provincia.

Articulo 12.– Por la presente queda derogada expresamente la anterior ley registrada bajo el N° 10.855.

Artículo 13.– El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley, dentro de los 90 días a partir de su promulgación.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


A través del presente proyecto de ley se pretende, disponer de una nueva herramienta para que mediante ella puedan llevarse adelante acciones tendientes a la prevención y desistimiento del hábito de fumar.


Las disposiciones para hacer cumplir cualquier ley desempeñan una función importante en la determinación del éxito de la aplicación de la ley. Si las disposiciones de la ley no se hacen cumplir, o si son consideradas como no aplicables, se convierten en papel muerto

Algo de lo mencionado en el párrafo precedente es lo que ha ocurrido en nuestra provincia de Santa Fe con un instrumento legal registrado bajo el N° 10.855 y su decreto reglamentario N°1939. Si bien no se puede objetar la letra de dicha ley, dado que sus disposiciones nunca se hicieron cumplir, ha sido “convertida en un papel muerto”. Por esa razón y, además, porque su objeto sólo incluía la prohibición de fumar en las oficinas del Estado Provincial es que pedimos su derogación.


Creemos necesario en este momento dar un paso más y desarrollar una nueva ley que permita dar una mayor cobertura a los organismos que llevan adelante esta ardua tarea.


Con este proyecto, pretendemos lograr que no fumar, sea la práctica normal en la mayor parte de la comunidad santafesina. Difícil puede resultar que a la luz de otros temas más urgentes este no quede relegado a segundo plano; pero si lo analizamos tranquila y serenamente comprendiendo la importancia de saber que hablamos de Salud no ya de nosotros mismos sino de nuestros propios hijos y nietos adquiere importancia, suma.


Adentrándonos, más puntualmente en esta cuestión sabemos de las nefastas consecuencias que tiene el consumo de tabaco sobre la salud de las personas por ser ellas, en general, bastante conocidas y muy numerosas.


Haciendo una breve reseña en 1956 la OMS declara por vez primera que el tabaquismo es la primera causa prevenible de muerte precoz . 


En 1962 los médicos de Londres descubren la mayor tasa de mortandad por cáncer de pulmón entre fumadores que entre otros que no lo son.


En la actualidad está asociado a alrededor de 25 enfermedades (cáncer de: pulmones, cavidad oral, laringe, esófago, vejiga, páncreas, pelvis renal y estómago; problemas cardíacos, enfermedades vasculares, úlceras pépticas; embarazos interrumpidos, bajo peso al nacer, aumento de la mortalidad infantil, incluyendo el síndrome de muerte repentina de infantes). 

Un tercio de la población mundial actualmente fuma, y esta proporción está aumentando. 

La situación en la Argentina, según un trabajo presentado por la OMS (Tobacco or Health, 1997), indica que la prevalencia de fumadores, en el año 1992, era del 37% en la población de entre 18 y 25 años de edad. Las tasas de mortalidad por cáncer de pulmón, para hombres y mujeres, eran del 56,0 y el 8,8 por 100.000 respectivamente.


En concordancia con los datos anteriores, un estudio reciente (“Tabaquismo en la Adolescencia”; Paulone, Irene; Candioti, Carlos y col.; Instituto Nacional de Enfermedades Respiratorias “E. Coni”; 1999) revela que en la ciudad de Santa Fe, las prevalencias de fumadores en institutos de enseñanza secundarias supera también el 30% de la población.


Según la OMS, los datos que revelan un exceso de mortalidad en fumadores sugieren que por lo menos le 50% de los fumadores regulares que comenzaron con este hábito en la adolescencia morirán antes de los 50 años a causa del tabaco. Evaluadas 2400 encuestas de institutos de la ciudad de Santa Fe, haciendo un promedio de edad que va desde los 13 a los 17 años, continuando el ritmo de adicción actual, sin tomar en cuenta que paulatinamente la adicción producida se torna más grave y según lo antes señalado; unos 400 alumnos incluidos en dicho estudio morirán antes de los 50 años a consecuencia del cigarrillo cifra como podemos ver que expresa por si sola la gravedad de este flagelo.


Anualmente mueren en el mundo unos 5 millones de personas por causa del cigarrillo. Esa cifra se incrementará a 10 millones en los primeros veinte años de este siglo XXI, de los cuales 7 ocurrirán en países subdesarrollados o en vías de desarrollo. Estamos hablando de la peor epidemia que padece la humanidad en estos momentos, ya que causa más muertes que el SIDA, la TBC y las complicaciones de parto juntas.


Extrapoladas las muertes anuales mundiales a nuestro medio, significan unas 39.000 defunciones anuales en la República Argentina y unas 3.300 en nuestra provincia de Santa Fe. En la guerra de las Malvinas murieron 655 compatriotas en 72 días de batalla. Si esa guerra hubiera durado un año con la misma magnitud de esos 72 días, las bajas hubieran sido 3.275. Vale decir que en nuestra provincia de Santa Fe tenemos una “guerra de Malvinas” todos los años, en términos de las muertes que un enemigo llamado tabaco nos provoca.

Varias décadas de investigaciones epidemiológicas han identificado al tabaquismo como “la primera causa de mortalidad prevenible, en países desarrollados”. 

Al pasar el tiempo el uso del tabaco se acentúa en todas las clases sociales y los efectos dañinos del humo sobre el organismo se agrava por un sinnúmero de agentes contaminantes. De ahí la alarma para que las autoridades sanitarias de todo el mundo frenen la amenaza que representan el tabaquismo y sus consecuencias.

Uno de los puntos más destacados en la descripción del problema global del tabaquismo es sin duda alguna el sociocultural: las cualidades que, a través de todas las épocas, se le han atribuido; las que sin duda alguna han llevado a propagar en cada siglo su consumo. A pesar de los numerosos conocimientos científicos que existen sobre los daños que provoca el tabaco, aún hoy son esas cualidades (creencias) las que contribuyen más significativamente en la producción de nuevos fumadores. 

En este sentido la investigación mencionada (“Tabaquismo y Adolescencia”) pudo demostrar la influencia de factores tales como: que calma los nervios, ayuda a no engordar, hace parecer más grande (con la connotación de logro de libertad que ello supone), da una mejor imagen, combate el aburrimiento, hace sentir más a gusto en las reuniones sociales, brinda compañía, etc. Esto acompañado conjuntamente con la influencia de los pares (hermanos y amigos) y también la de los mismos padres que, por la cotidiana práctica, predican con su ejemplo.

Otro factor influyente es el de la publicidad, que merece ser destacada especialmente como una de las partes más importantes de la descripción global del problema del tabaquismo ya que utiliza precisamente a todas las influencias señaladas en el párrafo anterior como señuelo en sus avisos comerciales para reclutar nuevos consumidores entre los niños y adolescentes, como pudo ser demostrado para explicar la iniciación en el hábito de fumar la cual ocurre preponderantemente alrededor de los 13 años de edad aunque cada vez la cotidianeidad nos haga ver niños especialmente los denominados de la calle comprando los cigarrillos en el quiosco más próximo.


Esto no es casualidad si analizamos detenidamente la cifra expuesta precedentemente, 5 millones son las víctimas que se cobra cada año el tabaquismo. Es por ello que la industria del tabaco se ve obligada, también anualmente, a reclutar una cifra similar de nuevos consumidores para mantener su mercado; y dirigen su publicidad a la franja de niños y adolescentes, ya que saben muy bien que es difícil que una persona comience a fumar luego de haber cumplido los 20 años de edad. Por esa razón no les interesa publicitar en la franja de adultos y, además, porque saben que los adultos fumadores compran cigarrillos guiados por su adicción y no por la publicidad.


Conocemos bien que llevar un emprendimiento como el presente en un mundo globalizado y liberal como el que nos toca hoy vivir es sumamente difícil, pero no por ello debemos olvidarnos de los principios éticos y rectores que deben acompañar todas las acciones humanas y sobre todo las nuestras, que, como legisladores, nos ha llegado la hora de abordar este problema como se debe, mostrando todo lo que este a nuestro alcance para hacer surgir un instrumento útil a toda la sociedad. 


Tampoco podemos olvidar el rol del Estado sobre todo cuando el tema a tratar es el de la Salud y el Bienestar General de las personas para ponerlos en lo alto y desde allí prevalecer sobre los intereses económicos:

de las grandes multinacionales generadoras de riquezas; y de Estados que aprovechan ínfimas proporciones a través del cobro de impuestos; recursos que luego irán destinados a personas carentes de una cobertura de salud que llegan a tratarse en los hospitales públicos, como consecuencia de la adicción y de sus complicaciones.


Más de 120 millones de personas en todo el mundo viven del tabaco hoy en día, la mayoría de ellas en países africanos y asiáticos atrasados. Esto hace que existan fuertes intereses personales y sectoriales en la promoción del consumo del tabaco. Asimismo, se sabe que estas fuerzas son representativas de formidables oponentes, perfectamente organizados y con un buen respaldo económico y político. Para contraatacar estas fuerzas, es fundamental que tomemos una serie de difíciles decisiones que garanticen de manera eficaz, la promoción y protección de la salud de los niños y la sociedad en su conjunto. Es necesario confrontar a todos los estamentos responsables de adoptar decisiones con la necesidad de un cambio a escala comunal, municipal, provincial, y nacional.


Atento a todo lo precedentemente expuesto, convencido de la necesidad de llevar adelante políticas que protejan la salud de la población esperando de los señores legisladores la misma preocupación; es que solicito la aprobación del proyecto por parte de mis pares.

Pividori – Meotto – Stanoevich

proyecto de ley original (Expte. Nº 11.715 – PJ)

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

CAPÍTULO I

PROGRAMA PROVINCIAL ANTITABÁQUICO

Artículo 1º – Programa Provincial Antitabáquico. Créase el Programa Provincial Antitabáquico en el ámbito del Ministerio de Salud con el objeto de disminuir la morbimortalidad de la población de la Provincia de Santa Fe que tiene su causa en el consumo directo e indirecto del tabaco en todas sus formas.

Artículo 2º – Interés Provincial. Declárase de interés provincial las acciones destinadas a la lucha, prevención y superación del hábito de fumar con el objeto de mejorar y defender ambientes saludables para los no fumadores.

CAPÍTULO II
POLÍTICAS. DEFINICIÓN. ESTRATEGIAS. AUTORIDAD DE APLICACIÓN.

Artículo 3º – Políticas. El Estado fijará como política principal, en virtud de ser el tabaco sustancia nociva para las personas y generador de conductas adictivas, en caso de conflicto de partes, el privilegio a la salud de las personas que no consumen bajo ninguna modalidad tabaco, especialmente el de los menores de edad.

Artículo 4º – Definición. Considérase a los fines de la presente ley como contaminación tabáquica ambiental el agregado de elementos nocivos en un espacio y tiempo determinados a través del humo y/o emanación de tabaco emanado por personas que es inhalado por otras y que en forma directa o indirecta provocan la degradación del aire y generan consecuencias sanitarias negativas e indeseables para la salud humana.

Artículo 5º – Estrategias. Serán estrategias centrales del programa establecido en el artículo 1º de la presente ley las siguientes:

a) Efectuar mediante campañas de difusión en distintos medios de comunicación para informar, esclarecer, educar y concientizar a la población que consume tabaco en forma directa o indirecta sobre los perjuicios que acarrea.

b) Impulsar el cumplimiento de la Ley Nacional Nº 19.800, artículo 25; Ley Nacional Nº 23.344 y la Ley Provincial Nº 10.855 referidas a publicidad y propaganda relacionados con el tabaco.

c) Impulsar mediante los organismos competentes del Poder Ejecutivo y a través de organismos no gubernamentales relacionados con la defensa del consumidor y del medio ambiente, acciones sostenidas en los ámbitos nacional, provincial, municipal o comunal a efectos de que se dicte una legislación donde se favorezca decididamente el derecho a la vida sana de las personas.

d) Propender a mejorar el ambiente en los espacios públicos.

e) Cumplir las leyes provinciales vigentes que incluyen en la currícula educativa de la educación general básica, polimodal, medias y técnicas, contenidos relacionados con las afecciones y consecuencias referidas a adicciones en general y al tabaquismo en particular.

f) Prohibir o limitar el consumo de tabaco en lugares públicos.

g) Restringir la propaganda, promoción y/o publicidad de productos del tabaco en ámbitos y /o circunstancias en que asistan niños o menores de edad.

h) Implementar un premio anual a la escuela de la educación general básica y a la organización no gubernamental que implemente políticas activas en su ámbito para concientizar a la población sobre los perjuicios derivados del consumo del tabaco y rescatar a las personas fumadoras.

i) Prohibir la venta de tabaco en todas sus modalidades a menores de edad en el territorio de la provincia.

Artículo 6º – Autoridad de Aplicación. Fíjase como Autoridad de Aplicación del presente programa al Ministerio de Salud, sin perjuicio de la competencia de otros organismos en sus áreas específicas privilegiando la acción coordinada de las mismas.

Artículo 7º – Día Provincial sin tabaco. Institúyese en el ámbito de toda la provincia el día 22 de julio como el “Día provincial sin tabaco” desarrollando en el Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial acciones que orienten a la difusión y discusión pública de los avances obtenidos contra el tabaquismo.

CAPÍTULO III

COMISIÓN ASESORA. FUNCIONES. PREMIO ANUAL.

Artículo 8º – Comisión Asesora Antitabáquica. Créase una comisión asesora antitabáquica con carácter permanente integrada por funcionarios del Ministerio de Salud, en carácter de Presidente, el Ministerio de Educación, la Subsecretaría de Medio Ambiente y la Subsecretaría de Cultura, quienes desempeñarán sus funciones ad-honórem. Los mismos serán designados por decreto del Poder Ejecutivo.

Artículo 9º – Funciones. Establécese como funciones de la Comisión Asesora Antitabáquica, las siguientes:

a) Efectuar los análisis necesarios para mejorar el cumplimiento de la Ley Nacional 23.344, de la presente ley y toda normativa que existe o existiere relacionada al tema en cuestión.

b) Diseñar campañas comunicacionales destinadas a cumplir la estrategia establecida en el artículo 5º, inciso a).

c) Fijar los mecanismos y procedimientos para la evaluación y distinción establecido en el artículo 5º inciso h) actuando como jurado del mismo.

d) Establecer la distribución de los fondos asignados en el presupuesto provincial anual y cuyo origen proviene de lo dispuesto en el artículo 15 de la presente ley.

e) Sugerir a la autoridad de aplicación las frases, simbologías, lugares y el período de exhibición de éstas.

Artículo 10 – Incorporación en la currícula educativa. El Ministerio de Educación implementará en la currícula educativa conforme la Ley Nº 10.759 las campañas fijadas en el artículo 5º, inciso e) y artículo 9º, inciso b) de la presente ley.

Artículo 11 – Premio Legislativo Anual. Institúyese un premio legislativo anual “Vida Sana sin tabaco” con la finalidad de fomentar y reconocer el trabajo por alumno y/o año realizado por la escuela de la educación general básica, polimodal, media y técnica que acredite su accionar conforme el artículo 5º, inciso h) y artículo 9º, inciso c). Del mismo modo será galardonada una organización no gubernamental.

Los premios serán entregados por las autoridades del Poder Legislativo el día establecido en el artículo 7º.

CAPITULO IV

PROHIBICIONES. INCUMPLIMIENTOS. PENALIDADES.

Artículo 12 – Prohibiciones. Prohíbese en todo el territorio de la provincia:

a) Vender productos compuestos por tabaco y/o sus derivados a personas menores de 18 años de edad.

b) Auspiciar eventos deportivos y culturales, por parte de empresas y/o marcas dedicadas a la producción y/o distribución de tabaco en cualquiera de sus formas.

c) Participar a deportistas y/o artistas en eventos que se realicen con auspicios públicos de empresas y/o marcas dedicadas a la producción y/o distribución de tabaco y sus derivados en su indumentaria u otros elementos de actuación.

La presente prohibición incluye la participación del deportista y/o artista cuando exponga en su indumentaria o elementos específicos, marcas, logotipos u otro holograma que induzca a la adquisición de productos relacionados con el tabaco.

d) Producir en el territorio de la provincia, publicidad y/o propaganda directa o indirecta de productos o hábitos vinculados al tabaco en cualquiera de sus formas y posibilidades de consumo en mensajes masivos, generadas por empresas de comunicación social, cualquiera sea su medio de difusión.

e) Realizar concursos, certámenes, sorteos y cualquier otra variante que intervenga el azar de cualquier naturaleza, ofreciendo la entrega de premios, regalos u otros beneficios que promueva el consumo de tabaco, cigarrillos u otros productos dedicados a fumar.

Articulo 13 – Incumplimiento de obligaciones. El incumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley Provincial Nº 10.855 y de la presente será considerada falta a los fines administrativos debiendo tenerse en cuenta para la valoración de la sanción, las circunstancias del caso y los antecedentes personales del infractor. Dicha sanción deberá corresponderse con las previstas en los cuerpos disciplinarios de aplicación en cada jurisdicción. Para todo lo no legislado en la presente ley, será de aplicación la Ley 10.703.

Artículo 14 – Penalidades. Cuando el infractor sea una persona no dependiente del Estado Provincial la acción a que da lugar la falta se promoverá de conformidad con la Ley 10.703 artículo 36 y siguientes.

CAPITULO V

FINANCIAMIENTO

Artículo 15 – Financiamiento. El Presupuesto Anual de la Provincia contendrá en el Ministerio de Salud las partidas de recursos necesarios para la implementación de programas de prevención del tabaquismo según lo dispuesto en el artículo 5º, con el fin de informar y educar especialmente a jóvenes y niños.

CAPITULO VI

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 16 – Informes. Las empresas tabacaleras deberán informar al Ministerio de Salud de la Provincia de Santa Fe, en forma semestral, el contenido de las sustancias incorporadas en cada uno de los productos que se comercializan.

Artículo 17 – Concordancia. La presente ley se aplicará para la defensa jurisdiccional del ambiente del no fumador en concordancia con las leyes provinciales Nº 10.855 y 11.717.

Artículo 18 – Invitación. Invítase a las municipalidades y comunas a llevar adelante medidas similares tendientes a afianzar la presente ley, dentro de sus respectivas competencias.

Artículo 19 – Reglamentación. Facúltase al Poder Ejecutivo para que en 90 días reglamente la presente ley, estableciendo en la misma el modo de recepción y tramitación de las denuncias e incumplimientos.

Artículo 20 – Adhesión. Adhiérase a la Ley Nacional Nº 23.344.

Artículo21 – Comunicación. Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Mediante el presente proyecto de ley reiteramos la presentación efectuada con fecha 26 de setiembre de 2001 en Expte 8987 y que perdiera estado parlamentario, el cual sigue manteniendo vigencia y que generará tantas adhesiones como rechazos.

No obstante ello, quienes hemos elaborado el mismo lo hacemos con el firme objetivo de enfrentar un flagelo que genera muertes y víctimas diariamente por el sabido y probado riesgo de ser seguros enfermos cancerígenos.

Es difícil exponer en la actualidad, con tantos problemas que nos aquejan, preocupaciones de esta naturaleza que tienen que ver, fundamentalmente, con una mejor calidad de vida no sólo de quienes tienen el hábito de fumar sino también de aquellos que son víctimas secundarias por encontrarse en lugares donde el aire que respiran está contaminado.


Seguramente, cualquier análisis que efectuemos será insuficiente a la luz de las víctimas alcanzadas por este hábito que en tiempos del libre comercio resulta a primera vista ingenuo pero que no tiene razón de ser ya que quienes fabrican y comercializan estos productos, en forma inconsciente o consciente del óptimo negocio que es, ayuda a que miles de personas en nuestra provincia y millones de personas en el mundo sean pacíficamente adictos de un hábito que va en detrimento de la salud personal y de terceros.

Obviamente, no escapa a nuestra realidad, que los productos son difundidos en propagandas y publicidades estáticas, radiales, gráficas o televisivas donde al “lindo, linda, héroe, modelo, deportista o quien sea” tiene mayor éxito porque fuma una determinada marca (la de la propaganda) Tan discutible como incierto. En verdad mienten, lo cual a nuestro juicio es inmoral y antiético. Obviamente la publicidad de estos productos es un negocio comercial que mueve 3.300 millones de pesos al año, cifra nada despreciable en el mundo actual. No nos queda duda que lo que menos importa es la salud o en última instancia la vida de los consumidores y de la población toda.

Sin convertirnos en estadísticos con el aburrimiento que ello conlleva, es bueno saber que el cigarrillo, según informaciones de dominio público, mata a 40.000 personas por año en Argentina. Una persona que fuma tiene entre 20 y 30 veces más posibilidades de contraer cáncer de pulmón que alguien que no lo hace. Más de la mitad de la gente que fuma comienza a hacerlo entre los 12 y los 18 años.


A principios de julio de 2001 se conoció un estudio realizado por la Universidad de Harvard donde se publica la alta probabilidad que mujeres que han consumido estos productos tengan una menopausia precoz y arrugas en la piel a temprana edad entre otros síntomas.

A prima facie podemos inferir que logran crear un hábito a personas de corta edad que difícilmente pueda ser arrancados de su vida. Si pensáramos por un instante en que según nuestra legislación, esos adolescentes aún no tienen facultades para elegir a personas que lo gobiernen, o no deben vivir lejos del núcleo familiar, seguramente observaremos que el trato por parte de las tabacaleras es despiadado generándoles un hábito difícil de abandonar.

Llama la atención ver que las sedes de las tabacaleras se encuentran fundamentalmente en naciones llamadas del primer mundo dónde existen medidas sobre publicidades o restricciones serias y concretas en cuanto a su comercialización aglutinando ganancias de países subdesarrollados como el nuestro. Del mismo modo pretenden preservar la vida de sus ciudadanos pero sin importar la vida de personas de otras latitudes.

Hace días el Parlamento Europeo le “declaró la guerra a las tabacaleras” aprobando la difusión de imágenes de órganos afectados en los paquetes de cigarrillos. La nueva normativa prohibirá también el uso de los términos "light" o "suave". Las empresas tendrán que dar a conocer las sustancias que utilizan. Los cigarrillos "light", está comprobado, tienen hasta 8 veces más de nicotina que los denominados comunes.

Del mismo modo ya existen provincias de la República Argentina que están trabajando sobre este tema con resultados interesantes.

Un estudio efectuado por británicos asegura que se miente en la cantidad de nicotina que contienen y divulgan en los paquetes de cigarrillos. Tenemos que tener en cuenta, además, que los cigarrillos denominados de baja nicotina son consumidos en mayoría por mujeres de más de 50 años y de alto nivel educativo.

Este proyecto no pretende de ninguna manera convertirse en el inicio de “las cruzadas” contra el tabaco pero sí queremos dejar en claro que mienten las tabacaleras cuando dicen que se es exitoso si se fuma, mienten cuando dan información publicitaria con contenidos menores de nicotina, mienten cuando dicen que se preocupan por el mundo, la ecología, las personas. Seguramente mienten en muchas otras cuestiones que ni siquiera conocemos.

Ya que es legal su consumo, sólo pretendemos limitar el uso de sustancias que son nocivas con consecuencias nefastas para la salud de las personas, sean fumadores activos o pasivos, en el territorio de la provincia de Santa Fe.

Sabemos de antemano que la empresa es difícil en un mundo globalizado y liberal como el que nos toca vivir.

Conforme a que el 22 de julio de 2001 se cumplieron 80 años de vida de la organización no gubernamental Lalcec (Liga Argentina de Lucha contra el Cáncer), la cual es miembro activo de la Unión Antitabáquica Argentina, nos parece importante fijar como “Día provincial sin tabaco” estatuido en el artículo 7º de la presente ley a dicha fecha.


Sabemos también que existen otros flagelos mayores como la droga, el alcohol, los accidentes de tránsito pero estamos seguros que por algo siempre se debe comenzar para que algún día los intereses de bienestar general de las personas estén por encima de los intereses económicos de empresas multinacionales que generan riquezas y de estados nacionales que ven en el consumo de tabaco en todas sus modalidades, fuentes de recursos para financiar gastos, que en más de una oportunidad irán a gente sin recursos que llegan a hospitales públicos a hacerse rayos u otro tratamiento producido por el cáncer que la misma adicción provoca.


La presente normativa tiene por objeto final mejorar los espacios públicos optimizando el ambiente que respiramos.


Para ello, conforme a la legislación nacional vigente, se plantea la adhesión a la Ley Nacional Nº 23.344 en virtud de que la dirección Recopilación de Leyes dependiente de la Cámara de Diputados nos ha informado que no existe dicha manifestación explícita por parte de la HH. CC:


Por lo expuesto, es que solicitamos a nuestros pares el tratamiento y aprobación del presente proyecto.
Schachner – Álvarez, R. – Meotto – Broda – Grbavac – Giardino

proyecto de ley original (Expte. Nº 12.056 – PJ)

LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1° – Queda prohibido en el territorio de la Provincia de Santa Fe, expender cigarrillos y demás productos derivados del tabaco, en todos los ámbitos de la administración pública —en cualquiera de sus poderes y manifestaciones– . La presente prohibición alcanzará además a los efectores de salud del sub-sector privado, como así también las áreas destinadas a prácticas o acciones del fomento, protección, recuperación y rehabilitación de la salud.

Artículo 2° – Las sanciones al incumplimiento de lo establecido en el artículo precedente, se graduarán –desde la suspensión hasta la clausura, el cierre definitivo de los lugares de expendio o la cancelación de las concesiones, según corresponda– de acuerdo a la reiteración de transgresiones a la presente legislación.

Artículo 3°– El Ministerio de Salud y Medio Ambiente será el organismo de aplicación de la presente ley, reglamentando la misma dentro de los sesenta (60) días de su promulgación.

Artículo 4 – Invítase a las municipalidades y comunas a adherir a la presente legislación.

Artículo 5° – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Por imperio de la Ley Nº 10.855 la provincia de Santa Fe prohibió fumar en todos los ámbitos de la administración pública.


Ahora bien, transcurrido más de 10 años de aplicación de la norma antes mencionada –cuestionada en su oportunidad por no contener sanciones a quienes transgredan la misma–, podemos observar que en distintos ámbitos de la administración pública y muchas veces en los propios espacios destinados a la prevención y reparación de la salud, existen lugares de expendio (kioscos, pequeñas proveedurías, etc.) de cigarrillos y demás productos derivados del tabaco.


No es mi intención explayarme sobre (lo pernicioso que resulta para la salud, la economía y la sociedad en general, la adicción que origina el consumo de tabaco), pero si advierto una contradicción –que con la norma propuesta pretendo subsanar– tal es que, en los lugares en que se encuentra prohibido fumar, esté permitida la comercialización de cigarrillos.


La limitación que propongo contiene sanciones al incumplimiento, las que deberán establecerse en la reglamentación, pero en ningún caso admiten sanciones redimibles pecuniariamente, sino que lo que se pretende es el cese definitivo de la comercialización en estos lugares en particular.


Por lo expresado precedentemente y entendiendo que la norma propuesta es sólo un pequeño hito en la lucha contra tan perjudicial hábito, es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto de ley.

Jorge Cura
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. PIVIDORI EÍ "PJ PIVIDORI, José" .– Pido la palabra.


Quiero decir, brevemente por la hora, que tenemos en consideración un proyecto de ley vinculado al control del consumo de tabaquismo.


Es un tema que debería preocupar mucho más a la sociedad por los daños que ocasiona, precisamente, a la salud de la población. Pero, en realidad, en la práctica, en la vida cotidiana, es considerado –yo diría– como un mal menor, a pesar de todas las estadísticas que tenemos en estos últimos más de 50 años, elaboradas con trabajos, por científicos vinculados a organismos nacionales e internacionales.


Todas estas estadísticas están vinculadas al consumo del humo del tabaco, en cuanto a la morbimortalidad y en cuanto a la disminución, precisamente, de la calidad de vida.


Hace poco tiempo leíamos en los medios de información que las tabacaleras en Estados Unidos, como consecuencia de muchas muertes ocasionadas en ese mismo país, ese Gobierno hacía una demanda judicial por miles de millones de pesos a estas empresas. Las tabacaleras se justificaban diciendo que el consumo del tabaco produce daño, pero que ellos lo advertían colocando en los atados avisos sobre el perjuicio para la salud y la población que había muerto no les hacía caso a lo que publicaban en esa información.


Pero para justificar este proyecto que hoy tenemos en consideración y que, fundamentalmente, habla sobre la influencia del tabaquismo pasivo, quiero brevemente señalar dos proyectos, dos trabajos realizados en el año 2001, 2002 y 2003 en la Facultad de Ciencias de la Salud de la Universidad de Linkoping, en Estocolmo, Suecia, donde se estudió el riesgo de desarrollar enfermedades relacionadas con el tabaquismo pasivo en un grupo de niños. Los estudios fueron realizados sobre una sustancia que es la cotinina, que es la consecuencia del metabolismo de la nicotina.


La investigación se realizó sobre 366 niños con padres fumadores y sobre 433 niños de padres no fumadores. Estos chicos tenían de dos años y medio a tres años de edad.


El resultado de este estudio dice que los padres que fumaban fuera de la casa o a veces próximos a la venta abierta, la exposición al humo pasivo era 2,4 veces más elevado que para los hijos de padres no fumadores; cuando lo hacían en el exterior y ocasionalmente en el interior de la vivienda, las cifras fueron tres veces más altas; cuando los padres fumaban frecuentemente dentro de la casa, la exposición al humo pasivo de estos niños, fue quince veces más alta para los hijos de padres no fumadores.


Otro estudio, también muy reciente con respecto al tema del tabaquismo pasivo, hecho en Estados Unidos, concluye que de siete países latinoamericanos relevados, la Argentina tiene los niveles más altos de contaminación por tabaco.


Durante varios días, en los años 2002 y el 2003, los expertos tomaron muestras de la concentración de nicotina en fase gaseosa en hospitales, en escuelas, escuelas secundarias, oficinas de Gobierno, restoranes, aeropuertos de Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, Paraguay, Perú y Uruguay. ¡Oh, sorpresa!, nuestro país encabezó el ranking.


Dejo de lado la continuación de este trabajo y solamente voy a citar una conclusión. Dice que son necesarias, entonces, medidas más efectivas de restricción del cigarrillo en lugares públicos y, sobre todo, una mayor apelación a la conciencia ciudadana de los fumadores para no involucrar a los demás en la elección nociva y a los no fumadores para exigir el respeto de las normas vigentes que apuntan a proteger la salud.


En este momento tenemos en la Provincia la Ley Nº 10.855, aprobada en el año 1992, que está vigente hace doce años. En el año 2000, por decreto, se creó el Programa Provincial de Control del Tabaquismo.


La ley a la que me refería anteriormente, solamente prohibe fumar en las oficinas públicas y en los lugares techados de los tres poderes del Estado. También éste es un poder, en donde hoy todavía no vemos cumplida esta ley.


Lo que se pretende con este proyecto de ley es, fundamentalmente, colaborar legalmente con el Programa Provincial de Control del Tabaquismo, el cual está trabajando, fundamentalmente, en la prevención con la Universidad y con las escuelas, principalmente secundarias, de toda la provincia.


Define en sus primeros artículos los objetivos que se pretenden con este proyecto. Posteriormente, da ciertas definiciones técnicas, como qué implica una contaminación tabáquica ambiental, en qué se definen los establecimientos libres de humo del tabaco ambiental y que, precisamente, el Ministerio de Salud de la Nación, en un llamado a todas las empresas privadas para que realmente adhieran al libre humo de tabaco, más de 75 firmas se inscribieron en el registro nacional y firmas importantes que en este momento cumplen con este requisito.


En definitiva, este proyecto pretende, de una u otra manera, no solamente que hoy no se fume en los tres poderes del Estado, sino también en los lugares públicos, como así también en los medios de transportes, aéreos de larga y corta distancia.


También habla de las sanciones con respecto a los infractores de este proyecto y en definitiva, fundamentalmente, apunta a la prevención, de tal manera que muchos jóvenes que hoy se adhieren por la promoción, por la propaganda, al uso del cigarrillo, lo dejen de hacer en el futuro, precisamente, a través de la formación de una conciencia.


Es por ello que pido a mis pares la aprobación de este proyecto.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar en general, conforme al dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

–
Resulta aprobado.

–
En particular se aprueban sin observación los Capítulos 1º al 6º. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, media sanción y se comunica al Senado.

11.11 Eximición de impuestos a inmuebles del Estado Nacional afectados al “Programa Arraigo”

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. N° 13.828 – SEN – venido en revisión) por el que se exime a la Provincia del pago del impuesto de sellos, tasas retributivas de servicios y otros tributos por los inmuebles de propiedad del Estado Nacional, afectados a la órbita de actuación de la Comisión de Tierras Fiscales Nacionales “Programa Arraigo”, cuando los beneficiarios revistan el carácter de adquirentes, transmitentes, acreedores o deudores hipotecarios.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 13.828 – SEN), por el cual se exime en todo el ámbito del territorio de la Provincia de Santa Fe, el pago de Impuesto de Sellos, tasas retributivas de servicios por actuaciones administrativas, tramitaciones de planos de mensura y división, a las escrituras traslativas de dominio y de constitución o cancelación de gravámenes de cualquier naturaleza, que tenga vinculación con los inmuebles de propiedad del Estado nacional argentino, afectados al “Programa Arraigo” del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación; y, luego de los estudios pertinentes os aconseja le prestéis aprobación al texto aprobado por la Cámara de Senadores en fecha 4 de noviembre de 2004.

Sala de Comisión, 18 de noviembre de 2004.

Peirone – Lagna – Marcucci – Qüesta – Cecchi – Liberati – Dalla Fontana – Scataglini – Venesia – Maguid – Riestra

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 13.828 – SEN), venido en revisión, autoría del senador Baucero, por el cual se exime en la Provincia de Santa Fe del pago del Impuestos de Sellos, tasas retributivas de servicios y otros tributos a los inmuebles de propiedad del Estado nacional argentino, afectados a la órbita de la actuación de la Comisión de Tierras Fiscales Nacionales “Programa Arraigo”, cuando los beneficiarios revistan el carácter de adquirentes, transmitentes, acreedores o deudores hipotecarios. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir al mismo aconsejando la aprobación del texto sancionado por la Cámara de Senadores en fecha 4 de noviembre de 2004.

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2004.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Mascheroni – Benas – Lamberto – Liberati – Pezz

 EÍ "zlExpte. Nº 13.828 – SEN: Eximición de impuestos a inmuebles del Estado Nacional afectados al \“Programa Arraigo\”" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Exímese en todo el ámbito del territorio de la Provincia de Santa Fe, el pago de impuestos de sellos, tasas retributivas de servicios por actuaciones administrativas y tramitaciones de planos de mensura y división, fijadas por el Código Fiscal y la Ley Nº 8994, a las escrituras traslativas de dominio y de constitución o cancelación de gravámenes de cualquier naturaleza, que tenga vinculación con los inmuebles de propiedad del Estado Nacional Argentino, afectados en la órbita de actuación de la Comisión de Tierras Fiscales Nacionales “Programa Arraigo”, del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, cuando los beneficiarios revistan el carácter de adquirentes, transmitentes, acreedores o deudores hipotecarios.

Artículo 2º – Condónase los montos adeudados en concepto de Impuesto Inmobiliario a los beneficiarios adquirentes de los inmuebles definidos por el artículo precedente, hasta la fecha en que adquieran el carácter de propietarios de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 109 del Código Fiscal.

Artículo 3º – Invítase a las Municipalidades y Comunas de la Provincia de Santa Fe a dictar las normas que correspondan de aplicación analógica con las disposiciones de la presente ley.

Artículo 4º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 4 de noviembre de 2004.

Paulichenco – Spinozzi

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban sin observación los artículos 1º al 3º; artículo 4º de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

SRA. SÁNCHEZ EÍ "PJ SÁNCHEZ, Francisca" .– Pido la palabra.


Solicito que se incorporen los fundamentos al Diario de Sesiones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señora diputada.

inserción solicitada por la señora diputada sánchez

Fundamentos del proyecto de ley (Expte. Nº 13.828 – SEN)

Señor Presidente:


La Provincia de Santa Fe presenta un alto índice de pobreza en su población, con un grado elevado de necesidades habitacionales básicas insatisfechas, lo cual ha obligado al gobierno provincial, municipalidades y comunas a llevar adelante diferentes políticas tendientes a paliar esta problemática de tierras y construcción de viviendas sociales.


La crisis habitacional se ha agudizado por el impacto de las inundaciones del río Salado ocurridas a principios del año 2003 y en este sentido se ha solicitado la intervención de la Comisión de Tierras Fiscales Nacionales “Programa Arraigo del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación” para la regularización dominial de los inmuebles instalados en tierras del Estado Nacional ubicados en diferentes localidades y ciudades de la Provincia, colaborando en ello organismos oficiales nacionales y provinciales con el objeto de agilizar y posibilitar el acceso a una vivienda digna y de su propiedad a las familias que carecen de ese techo.


En este asunto, señores diputados, el proceso de regularización dominial hace indispensable el otorgamiento de las escrituras traslativas de dominio a favor de los beneficiarios para conferir el título de propiedad a los mismos. Las escrituras públicas de transferencia de dominio y de constitución o cancelación de gravámenes sobre inmuebles se encuentran alcanzadas por impuestos y tasas que encarecen su otorgamiento, tornando onerosa la regularización de los inmuebles, en desmedro de quienes carecen de recursos y se ven así imposibilitados para lograr su calidad de adquirentes.


En efecto, esta preocupación que hoy traigo a consideración del Cuerpo ya fue evaluada en la Ley Nº 12.161, la que en forma parcial circunscribió esta problemática sólo a un ámbito territorial de la ciudad de Villa Constitución, en el departamento Constitución. Es por ello que considero, que eximir de estos tributos es posible, ya que el Código Fiscal de la Provincia de Santa Fe y la Ley Nº 8.994, autoriza a celebrar convenios con el Colegio de Escribanos, gravando en el primer caso y reteniendo en el segundo a los futuros beneficiarios de estos programas con los impuestos o tasas retributivas allí contemplados. Si se trata de una donación tenemos una tasa de registro de 3 por mil (art. 40.1) sobre avalúo fiscal, más tasa de inscripción del 0.75 por mil sobre avalúo fiscal (art. 37.1a). En las ventas tenemos tasa de registro 3 por mil, tasa de inscripción 0.75 por mil, ambos sobre avalúo fiscal o monto de venta, el que fuera mayor, impuesto de sello según tabla (art. 19.11).


En constitución de hipotecas o gravámenes, se aplican las mismas alícuotas sobre monto del mutuo o préstamos con la diferencia que el impuesto de sellos es de 14 por mil.


Convencido de que recae sobre el Estado Provincial, velar por el bienestar de sus habitantes y facilitar los medios para la satisfacción de las necesidades de su población, corresponde prever la exención de los impuestos, tasa y tributos que gravan las escrituras públicas de transferencia de dominio de inmuebles del Estado Nacional afectadas a políticas sociales de vivienda. Así, señor presidente, lo entendió esta Legislatura al dar sanción al instrumento legal que el Poder Ejecutivo promulgara bajo Nº 12.161 y expresada en su espíritu. La excepción que hoy estamos considerando, lamentablemente, me animo a considerar como una omisión legislativa, al prever sólo un ámbito territorial del departamento Constitución y no todo el territorio de la Provincia.


Debemos recordar que en materia de vivienda social, la Comisión de Tierras Fiscales Nacionales “Programa Arraigo del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación” es órgano ejecutor de los procesos de regularización dominial de tierras fiscales afectadas a fines sociales.


En síntesis, eximir de impuestos, tasas y demás tributos provinciales a las escrituras traslativas de dominio para los inmuebles afectados a la operatoria de la Comisión de Tierras Fiscales Nacionales “Programa Arraigo” ubicados en el territorio provincial no es más que reparar una igualdad ya reconocida legalmente en nuestra Provincia, impulsando asimismo idéntica exención para las tasas y tributos municipales y comunales invitando a estas jurisdicciones a dictar normas similares a la presente.

José R. Baucero

11.12 Expropiación de terreno en Cañada de Gómez (construcción de Parque Industrial Público

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. N° 13.830 – SEN – venido en revisión) por el cual se declara de interés general y sujeto a expropiación una fracción de terreno situada al este de la ciudad de Cañada de Gómez, departamento Iriondo, destinada al Parque Industrial Público.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de ley, venido en revisión, presentado por el senador Betique, por el cual se declara de interés general y sujeta a expropiación una fracción de terreno situada al Este de la ciudad de Cañada de Gómez, departamento Iriondo, destinada al Parque Industrial Público; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto.

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º – Declárese de utilidad pública y sujeto a expropiación una fracción de terreno de campo situada al Este de la ciudad de Cañada de Gómez, designada como Lote 1, el que según croquis adjunto alcanza una superficie total de 20 Ha, 00 A, 93 Ca. y 57 cm2, y está compuesta de 595,22 metros en su frente al Sur por 329 metros en su costado Este, 339 en su costado Oeste y su frente Norte es una línea quebrada de tres tramos, a saber: del vértice Noroeste de la fracción hacia el Este sale una línea de 345,10 metros, desde el extremo de esta línea y hacia el Sudeste nace la segunda línea de 145,05 metros y del extremo Este de esta última línea surge la tercera y última línea hacia el Este, de 105,78 metros hasta unirse con el vértice Noreste de la figura. El terreno en mayor área es propiedad de La Frontera S.A. y/o quien resulte propietario. La fracción en mayor área es parte del Plano de Mensura y Subdivisión inscripto ante el Departamento Topográfico del Servicio de Catastro e Información Territorial de Rosario bajo el Nº 139.107, en fecha 28 de abril de 1997, confeccionado por el agrimensor Raúl Félix Torricella, Dominio inscripto al Nº 56.905, Tomo 80, Folio 202, de fecha 16 de febrero de 1955.

Artículo 2º – Aféctase una fracción de terreno designada como Lote 2, en el croquis adjunto, con una superficie de 20 Ha, 06 A y 25 Ca y 42 cm2, ubicado al Sur de la fracción descripta en el artículo 1º de la presente ley, a los fines de su expropiación total o parcial diferida en el tiempo en función de las necesidades del sector productivo, lo cual mide 595,22 metros en su frente Norte; 595, 24 en su frente Sur; por 337 metros en sus frentes Oeste y Este. El terreno en mayor área es propiedad de La Frontera S.A y/o quienes resulten propietarios. La fracción en mayor área es parte del plano de mensura y subdivisión inscripto ante el Departamento Topográfico del Servicio de Catastro e Información Territorial de Rosario bajo el Nº 139.107, en fecha 28 de abril de 1997, confeccionado por el agrimensor Raúl Félix Torricella, Dominio inscripto al Nº 56.905, Tomo 80, Folio 202 de fecha 16 de febrero de 1955.

Artículo 3º. – Lo dispuesto en los artículos 1º y 2º precedentes resulta conforme a las disposiciones de la Ordenanza Municipal Nº 5181, de fecha de 25 de octubre de 2004 que se acompaña y es parte integrante de la presente ley, teniendo como destino dichos inmuebles, la localización del Parque Industrial Público de la ciudad de Cañada de Gómez, tal como surge de los vistos y considerandos de la misma.

Artículo 4º – Autorízase a la Municipalidad de Cañada de Gómez a llevar adelante las acciones expropiatorias conforme los lineamientos de la Ley provincial Nº 7534.

Artículo 5º – Las erogaciones provenientes de la aplicación de la presente ley, como así también los gastos que se deriven de la confección del Plano de Mensura correspondiente, serán financiados con los créditos de las partidas presupuestarias que destine la Municipalidad de Cañada de Gómez.

Artículo 6º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 17 de noviembre de 2004.

Pesaresi – Cavuto – Tibaldo – Vázquez

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 13.830 – SEN – Venido en revisión), autoría del senador Betique, por el cual se declara de interés general y sujeto a expropiación una fracción de terreno situada al Este de la ciudad de Cañada de Gómez, departamento Iriondo, destinada al parque industrial público. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores, y con despacho precedente de la Comisión de Asuntos Comunales, ésta ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º – Declárese de utilidad pública y sujeto a expropiación una fracción de terreno de campo situada al Este de la ciudad de Cañada de Gómez, designada como Lote 1, el que según croquis adjunto alcanza una superficie total de 20 Ha, 00 A, 93 Ca. y 57 cm2, y está compuesta de 595,22 metros en su frente al Sur por 329 metros en su costado Este, 339 en su costado Oeste y su frente Norte es una línea quebrada de tres tramos, a saber: del vértice Noroeste de la fracción hacia el Este sale una línea de 345,10 metros, desde el extremo de esta línea y hacia el Sudeste nace la segunda línea de 145,05 metros y del extremo Este de esta última línea surge la tercera y última línea hacia el Este, de 105,78 metros hasta unirse con el vértice Noreste de la figura. El terreno en mayor área es propiedad de la Frontera S.A. y/o quien resulte propietario. La fracción en mayor área es parte del Plano de Mensura y Subdivisión inscripto ante el Departamento Topográfico del Servicio de Catastro e Información Territorial de Rosario bajo el Nº 139.107, en fecha 28 de abril de 1997, confeccionado por el agrimensor Raúl Félix Torricella, Dominio inscripto al Nº 56.905, Tomo 80, Folio 202, de fecha 16 de febrero de 1955.

Artículo 2º – Lo dispuesto en la presente, resulta conforme las disposiciones de la Ordenanza Municipal Nº 5181, de fecha de 25 de octubre de 2004 y su modificatoria Ordenanza Municipal Nº 5219 de fecha 22 de noviembre de 2004.

Artículo 3º – Autorízase a la Municipalidad de Cañada de Gómez a llevar adelante las acciones expropiatorias conforme a las disposiciones de la Ley provincial Nº 7534.

Artículo 4º – Las erogaciones provenientes de la aplicación de la presente ley, como así también los gastos que se deriven de la confección del Plano de Mensura correspondiente, serán financiados con los créditos de las partidas presupuestarias que destine la Municipalidad de Cañada de Gómez.

Artículo 5º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2004.

Esquivel – Mascheroni – Kilibarda – Meotto – Lamberto – Benas – Pezz – Liberati

proyecto de ley original

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de 

Ley:

Artículo 1º - Declárase de utilidad pública y sujeta a expropiación una fracción de terreno de campo situada al Este de la ciudad de Cañada de Gómez, designada como Lote 1, el que según croquis adjunto alcanza una superficie total de 20 Ha, 00 A, 93 Ca. y 57 cm2, y está compuesta de 595,22 metros en su frente al sur por 329 metros en su costado Este, 339 en su costado Oeste y su frente Norte es una línea quebrada de tres tramos, a saber: del vértice Noroeste de la fracción hacia el Este sale una línea de 345,10 metros, desde el extremo de esta línea hacia el Sudeste nace la segunda línea de 145,05 metros y del extremo Este de esta última línea surge la tercera y última línea hacia el Este, de 105,78 metros hasta unirse con el vértice Noroeste de la figura. El terreno en mayor área es propiedad de La Frontera SA y/o quien resulte propietario. La fracción en mayor área es parte del plano de mensura y subdivisión inscripto ante el Departamento Topográfico del Servicio de Catastro e Información Territorial de Rosario bajo el Nº 139.107, en fecha 28 de abril de 1997, confeccionado por el agrimensor Raúl Félix Torricella, Dominio inscripto al Nº 56.905, Tomo 80, folio 202, de fecha 16 de febrero de 1955.

Artículo 2º - Aféctase una fracción de terreno designada como Lote 2, en el croquis, adjunto, con una superficie de 20 Ha., 06 A, 25 Ca. y 42 cm2, ubicado al Sur de la fracción descripta en el artículo 1º de la presente ley, a los fines de su expropiación total o parcial diferida en el tiempo en función de las necesidades del sector productivo, la cual mide 595,22 metros en su frente Norte; 595,24 en su frente Sur; por 337 metros en sus frentes Oeste y Este. El terreno en mayor área es propiedad de La Frontera S.A. y/o quien resulte propietario. La fracción en mayor área es parte del plano de mensura y subdivisión inscripto ante el Departamento Topográfico del Servicio de Catastro e Información Territorial de Rosario, bajo el Nº 139.107, en fecha 28 de abril de 1997, confeccionado por el agrimensor Raúl Félix Torricella, Dominio inscripto al Nº 56.905, Tomo 80, Folio 202, de fecha 16 de febrero de 1955.

Artículo 3º - Lo dispuesto en los artículos 1º y 2º precedentes, resulta conforme a las disposiciones de la Ordenanza Municipal Nº 5181, de fecha 25 de octubre de 2004 que se acompaña y es parte integrante de la presente ley, teniendo como destino dichos inmuebles, la localización del Parque Industrial Público de la ciudad de Cañada de Gómez, tal como surge de los vistos y considerandos de la misma.

Articulo 4º - Autorízase a la Municipalidad de Cañada de Gómez, a llevar adelante las acciones expropiatorias conforme los lineamentos de la Ley provincial Nº 7534.

Artículo 5º - Las erogaciones provenientes de la aplicación de la presente ley, como así también los gastos que se deriven de la confección del plano de mensura correspondiente, serán financiados con los créditos de las partidas presupuestarias que destine la Municipalidad de Cañada de Gómez.

Artículo 6º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 4 de noviembre de 2004.

Paulichenco – Spinozzi

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Quiero aclarar una situación con respecto a esta preferencia.


Esta mañana, en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, interpretando el pedido de la Municipalidad de Cañada de Gómez, de expropiación de dos lotes con destino al parque industrial, advertimos que en el artículo 3º de la ordenanza respectiva se pedía la autorización para uno de los lotes, o sea, había omitido el otro, no obstante que en la nota expresaba con claridad que la expropiación era de dos lotes con destino al parque industrial. 


En el transcurso de la tarde de hoy, la presidenta de la Municipalidad de Cañada de Gómez me remitió –y obra en Secretaría Parlamentaria– una nota dirigida al presidente, con la ordenanza correctiva y el texto apropiado, con lo cual reincorporamos el artículo 2º. En consecuencia, queda sujeto a expropiación en el artículo 1º el lote 1, en el artículo 2º el lote 2, y en el artículo 3º se solicita la autorización para los dos lotes. Queda superado el error material que estaba en la ordenanza original de la Municipalidad.


Es por ello que el dictamen que hay que tener en cuenta es el que tiene la incorporación del artículo 2º.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general, el proyecto de ley con dictamen favorable de la Comisión de Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y con la aclaración formulada por el señor diputado Esquivel respecto de la incorporación del artículo 2º.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al artículo 5º, siendo el artículo 6º de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, vuelve al Senado con el siguiente texto: 

 EÍ "zlExpte. N° 13.830 – SEN: Expropiación de terreno en Cañada de Gómez (construcción de Parque Industrial Público" 
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º – Declárese de utilidad pública y sujeto a expropiación una fracción de terreno de campo situada al Este de la ciudad de Cañada de Gómez, designada como Lote 1, el que según croquis adjunto alcanza una superficie total de 20 Ha, 00 A, 93 Ca. y 57 cm2, y está compuesta de 595,22 metros en su frente al Sur por 329 metros en su costado Este, 339 en su costado Oeste y su frente Norte es una línea quebrada de tres tramos, a saber: del vértice Noroeste de la fracción hacia el Este sale una línea de 345,10 metros, desde el extremo de esta línea y hacia el Sudeste nace la segunda línea de 145,05 metros y del extremo Este de esta última línea surge la tercera y última línea hacia el Este, de 105,78 metros hasta unirse con el vértice Noreste de la figura. El terreno en mayor área es propiedad de la Frontera S.A. y/o quien resulte propietario. La fracción en mayor área es parte del Plano de Mensura y Subdivisión inscripto ante el Departamento Topográfico del Servicio de Catastro e Información Territorial de Rosario bajo el Nº 139.107, en fecha 28 de abril de 1997, confeccionado por el agrimensor Raúl Félix Torricella, Dominio inscripto al Nº 56.905, Tomo 80, Folio 202, de fecha 16 de febrero de 1955.

Artículo 2º – Declárase de utilidad pública y sujeto a expropiación un fracción de terreno de campo designada como Lote 2, el que según croquis adjunto alcanza una superficie de 20 Ha., 06 A., 25 Ca. Y 42 cm2, ubicado al Sur de la fracción descripta en el artículo 1º de la presente, la cual mide 595,22 metros en su frente Norte; 595,24 metros en su frente Sur; por 337 en sus frentes Oeste y Este. El terreno en mayor área es propiedad de La Frontera S.A y/o quienes resulten propietarios. La fracción en mayor área es parte del Plano de Mensura y Subdivisión inscripto ante el Departamento Topográfico del Servicio de Catastro e Información Territorial de Rosario, bajo el Nº 139.107, en fecha 28 de abril de 1997, confeccionado por el agrimensor Raúl Félix Torricella, dominio inscripto al Nº 56.905, Tomo 80, Folio 202, de fecha 16 de febrero de 1955.

Artículo 3º – Lo dispuesto en la presente, resulta conforme las disposiciones de la Ordenanza Municipal Nº 5181, de fecha 25 de octubre de 2004 y su modificatoria Ordenanza Municipal Nº 5219 de fecha 22 de noviembre de 2004.

Artículo 4º – Autorízase a la Municipalidad de Cañada de Gómez a llevar adelante las acciones expropiatorias conforme a las disposiciones de la Ley provincial Nº 7534.

Artículo 5º – Las erogaciones provenientes de la aplicación de la presente ley, como así también los gastos que se deriven de la confección del Plano de Mensura correspondiente, serán financiados con los créditos de las partidas presupuestarias que destine la Municipalidad de Cañada de Gómez.

Artículo 6º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

11.13 Código de Faltas Provincial (modificación)

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. N° 13.633 – DB) por el que se modifican varios artículos de la Ley 10.703 (Código de Faltas de la Provincia).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 13.633 –DB), autoría de los diputados Lamberto, Bonfatti, Albónico, Jullier, Liberati, Cecchi, Marcucci, Urruty, Aranda y Brignoni, por el cual se modifican los artículos 15 del Título II – Penas, 103, 104 y 105 Título V – Contra la Seguridad Pública, 110, 111, 112 y 113 e incorpórase el 113 bis en el Capítulo I – Contra la Seguridad Personal, corresponde al Título VI – Contra la Seguridad de Integridad Personal y el 132, Capítulo I – Contra la Salud Pública, corresponde al Título VIII – Contra la Salud pública y el Equilibrio Ecológico de la Ley Nº 10.703 t.o. – decreto 1283/2003. Y, atento a los estudios realizados y a las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación: 

 EÍ "zlExpte. N° 13.633 –DB: Código de Faltas Provincial (modificación)" 
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

ley:

Artículo 1º – Modifícase el artículo 15 del Titulo III -Penas- del Código de Faltas de la Provincia, Ley Nº 10.703, t.o. – decreto nº 1283/2003, el que queda redactado del siguiente modo: 

“Artículo 15: Penas alternativas. Cuando una falta sea reprimida con distintos tipos de pena, será facultativo del juez aplicar una pena en sustitución de la otra. El magistrado podrá de acuerdo a la naturaleza de la falta, características personales del contraventor y al interés de la comunidad, hacer conocer al infractor la opción de cumplimentar la sanción mediante la pena alternativa de trabajo en beneficio de la comunidad, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 22.

El magistrado podrá optar también por decidir la concurrencia obligatoria del contraventor a cursos de rehabilitación, educación, capacitación o el sometimiento a tratamiento terapéutico de acuerdo al dictamen de médico oficial. También podrá optar por establecer la prohibición de concurrencia o la restricción a acercarse a determinados lugares“.

Artículo 2º – Modifícanse los artículos 103 y 105 del TITULO V -Contra la seguridad Pública- del Código de Faltas de la Provincia, Ley Nº 10.703, t.o. – decreto 1283/2003, los que quedan redactados con el siguiente tenor:

“Artículo 103: Fuego o explosiones peligrosas. El que en lugar habitado o en sus proximidades, en la vía pública o en dirección a ella, disparare armas de fuego o hiciere fuego o causare deflagración peligrosa; o sin permiso de la autoridad quemare fuego de artificio o soltare globos con material encendido, será reprimido con arresto hasta diez días o multa hasta tres jus.”

“Artículo 105: Competencias prohibidas. El que promoviere, organizare o participare en competencias de velocidad, picadas o destrezas con vehículos en calles, avenidas, rutas o autopistas, no habilitadas al efecto o en cualquier otro lugar no autorizado, será reprimido con arresto de hasta treinta días y multa hasta quince jus.

En estos supuestos, el juez podrá aplicar, como sanción accesoria, la inhabilitación para conducir por un plazo de hasta un año, retirándole el carnet respectivo.

En caso de reincidencia, el juez podrá ordenar la inhabilitación permanente del conductor, el retiro del carnet vigente, comunicándole a la autoridad administrativa competente a estos efectos.”

Artículo 3º – Modifícanse los artículos 110, 111, 112 y 113 e incorpóranse los artículos 111 bis y 113 Bis en el Capítulo I -Contra la seguridad personal-, correspondiente al TITULO VI -Contra la seguridad de integridad personal-, del Código de Faltas de la Provincia, Ley Nº 10.703, t.o. – decreto 1283/2003, los que quedan redactados con los siguientes textos, respectivamente:

“Artículo 110 :Portación de arma blanca o contundente o no convencional. El que sin estar autorizado, fuera de su domicilio o las dependencias de éste portare arma blanca o contundente o no convencional, será reprimido con arresto hasta treinta días o multa hasta cinco jus.”

“Artículo 111: Portación permitida. Queda exceptuada de penalidad la portación de arma blanca, contundente o no convencional, que se usare durante las horas del oficio o actividad que las requiera, siempre que no se hiciere ostentación pública de las mismas.”

“Artículo 112 : Permiso indebido de portación. El que confiare o dejare llevar armas de fuego, blanca, contundente o no convencional a menores de 18 años o a persona incapaz o inexperta en su manejo, siempre y cuando tal conducta no constituya delito, será reprimido con arresto hasta treinta días o multa hasta diez jus.”

“ Artículo 113: Omisión en la custodia de armas. El que en la custodia de armas no tomare las precauciones necesarias para impedir que algunas de las personas indicadas en el artículo anterior llegara a posesionarse de ellas, será reprimido con multa hasta cinco jus.”

“Artículo 111 Bis: Ostentación de armas. El que ostente indebidamente un arma de fuego, aún cuando se encontrara autorizado a portarla, será reprimido con arresto de hasta treinta días o multa de hasta diez jus.”

“Artículo 113 Bis: Disparos con armas de fuego. El que en lugar habitado o en sus proximidades, en la vía pública o en dirección a ella o en cualquier otro ámbito no autorizado por la ley, disparare armas de fuego, será reprimido con arresto hasta treinta días o multa hasta diez jus.”

Artículo 4º – Modifícase el artículo 132 del Capítulo I -Contra la salud pública-, correspondiente al TITULO VIII -Contra la salud pública y el equilibrio ecológico-, del Código de Faltas de la Provincia, Ley Nº 10.703, t.o. – decreto 1283/2003 , cuyo texto queda redactado con el siguiente tenor:

“Artículo 132: Prohibición del expendio de bebidas alcohólicas. Prohíbese en todo el territorio provincial, el expendio de todo tipo de bebidas alcohólicas a menores de dieciocho años. La prohibición regirá cualquiera sea la naturaleza de la boca de expendio, ya sea que se dediquen en forma total o parcial a la comercialización de bebidas. 

La prohibición comprende el expendio al paso (en la vía pública), quioscos, carribares, minimercados de estaciones de servicios, comercios similares y afines, en el interior de los estadios u otros sitios cuando se realicen en forma masiva actividades deportivas, educativas, culturales y/o artísticas. 

La violación de lo establecido en las disposiciones precedentes será sancionada con arresto de hasta treinta días o multa hasta diez jus, y la clausura del local o establecimiento por el plazo de hasta treinta días si el juez lo estimare procedente.

La venta o suministro de bebidas alcohólicas fuera de los lugares y horarios autorizados, será sancionada con arresto de hasta quince días o multa de hasta diez jus.

En caso de reincidencia, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 27.”

Artículo 5º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2004.

Esquivel – Lamberto – Benas – Liberati – Meotto

proyecto de ley original

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley

Artículo 1º - Modifícase el artículo 15 del Titulo III -Penas- del Código de Faltas de la Provincia, Ley Nº 10.703, T.O., el que queda redactado del siguiente modo:

“Artículo 15: Penas alternativas. Cuando una falta sea reprimida con distintos tipos de pena, será facultativo del juez aplicar una pena en sustitución de la otra. El magistrado podrá de acuerdo a la naturaleza de la falta, características personales del contraventor y al interés de la comunidad, hacer conocer al infractor la opción de cumplimentar la sanción mediante la pena alternativa de trabajo comunitario, teniendo en cuenta lo dispuesto en el Artículo 22.

El magistrado podrá optar también por decidir la concurrencia obligatoria del contraventor a cursos de rehabilitación, educación y/o capacitación y/o el sometimiento a tratamiento terapéutico de acuerdo a dictamen de médico oficial. También podrá optar por establecer la prohibición de concurrencia o acercarse a determinados lugares y/o sitios. “

Artículo 2º - Modifícanse los artículos 103, 104 y 105 del TITULO V -Contra la seguridad Pública- del Código de Faltas de la Provincia, Ley Nº 10.703, T.O., los que quedan redactados con el siguiente tenor:

“Artículo 103 (Ex 96): Fuego o explosiones peligrosas. El que en lugar habitado o en sus proximidades, en la vía pública o en dirección a ella o fuera de los ámbitos autorizados por la ley, hiciere fuego o causare deflagración peligrosa; o sin permiso de la autoridad quemare fuego de artificio o soltare globos con material encendido, será reprimido con arresto hasta diez días o multa hasta tres jus.”

“Artículo 104 (Ex 97): Conducción peligrosa. El que condujere vehículo o animales de un modo que importara peligro para la seguridad pública; o confiare su manejo a personas inexpertas; o lo hiciere con exceso de velocidad, será reprimido con arresto hasta quince días y multa hasta tres jus. 

Si el infractor estuviere conduciendo en estado de ebriedad, la pena se agravará con arresto hasta cuarenta días y multa hasta diez jus.

Según la gravedad de la falta, podrá aplicarse como sanción accesoria la inhabilitación para conducir por un plazo de hasta noventa días, retirándose el carnet respectivo.”

“Artículo 105 (Ex 97 bis): Competencias prohibidas. El que promoviere, organizare o participare en competencias de velocidad, picadas y/o destrezas con vehículos en calles, avenidas, rutas o autopistas, no habilitadas al efecto y/o en cualquier otro lugar no autorizado, será reprimido con arresto de hasta sesenta días y multa hasta quince jus.

A quienes participaren de las competencias de velocidad, picadas y/o destrezas, el juez podrá aplicar, como sanción accesoria, la inhabilitación para conducir por un plazo de hasta un año, retirándole el carnet respectivo.

En caso de reincidencia, el juez podrá ordenar la inhabilitación permanente del conductor, el retiro del carnet vigente, comunicándole a la autoridad administrativa competente a estos efectos.”

Artículo 3º - Modifícanse los artículos 110, 111, 112 y 113 e incorpórase el artículo 113 Bis en el Capítulo I -Contra la seguridad personal-, correspondiente al TITULO VI -Contra la seguridad de integridad personal-, del Código de Faltas de la Provincia, Ley Nº 10.703, T.O., los que quedan redactados con los siguientes textos, respectivamente:

“Artículo 110 (Ex 102): Portación de arma blanca o contundente. El que sin estar autorizado, o estándolo no tuviera causa que lo justifique, fuera de su domicilio o las dependencias de éste portare arma blanca, arma no convencional, u objeto cortante o contundente, será reprimido con arresto hasta treinta días o multa hasta cinco jus.”

“Artículo 111 (Ex 103): Portación permitida. Queda exceptuada de penalidad la portación de arma blanca, arma no convencional, u objeto cortante o contundente que se usare durante las horas del oficio o actividad que las requiera, siempre que no se hiciere ostentación pública de las mismas.”

“Artículo 112 (Ex 104): Permiso u ostentación indebidos de portación. El que confiare o dejare llevar armas a menores o a persona incapaz o inexperta en su manejo, será reprimido con arresto hasta cuarenta días o multa hasta diez jus.

El que ostente indebidamente un arma de fuego, aún cuando se encontrara autorizado a portarla, será reprimido con arresto de hasta treinta días o multa de hasta diez jus.”

“Artículo 113 (Ex 105): Omisión en la custodia de armas. El que en la custodia de armas no tomare las precauciones necesarias para impedir que algunas de las personas indicadas en el artículo anterior llegara a posesionarse de ellas, será reprimido con multa hasta cinco jus.”

“Artículo 113 Bis: Disparos con armas de fuego. El que en lugar habitado o en sus proximidades, en la vía pública o en dirección a ella o en cualquier otro ámbito no autorizado por la ley, disparare armas de fuego, será reprimido con arresto hasta sesenta días o multa hasta diez jus.”

Artículo 4º - Modifícase el artículo 132 del Capítulo I –contra la salud pública–, correspondiente al TITULO VIII –contra la salud pública y el equilibrio ecológico–, del Código de Faltas de la Provincia, Ley Nº 10.703, T.O., cuyo texto queda redactado con el siguiente tenor:

“Artículo 132 (Ex 121 bis): Prohibición del expendio de bebidas alcohólicas. Prohíbese en todo el territorio provincial, el expendio de todo tipo de bebidas alcohólicas a menores de dieciocho años. La prohibición regirá cualquiera sea la naturaleza de la boca de expendio, ya sea que se dediquen en forma total, parcial o eventualmente a la comercialización de bebidas. 

La violación comprende el expendio al paso (en la vía pública), quioscos, carribares, minimercados de estaciones de servicios, comercios similares y afines, en el interior de los estadios u otros sitios cuando se realicen en forma masiva actividades deportivas, educativas, culturales y/o artísticas y/o en cualquier otro lugar donde se desarrollen actividades similares.

La violación de lo establecido en las disposiciones precedentes será sancionada con arresto de hasta treinta días o multa hasta diez jus, y la clausura del local o establecimiento por el plazo de hasta treinta días si el juez lo estimare procedente.

La venta o suministro de bebidas alcohólicas a mayores de dieciocho años de edad, cualquiera sea la graduación alcohólica de aquellas, fuera de los lugares y horarios que determine la legislación vigente en el orden provincial, municipal o comunal, con las excepciones que en las mismas se prevé, será sancionada con arresto de hasta quince días o multa de hasta diez jus.

En caso de reincidencia, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 27.”

Artículo 5º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto 

Señor Presidente:

Por el presente proyecto de ley se proponen modificaciones al Código de Faltas de la Provincia de Santa Fe, Ley Nº 10.703, T.O., en parte de su articulado.

En procura de obtener una sistematización jurídica más acorde a las exigencias y necesidades de la actualidad se formulan las modificaciones propuestas, incluidas en una problemática de naturaleza local y contemplando situaciones menores que -sin revestir la gravedad de los delitos- encuentran directa relación con establecer un control para proteger y resguardar la vida social de las personas.

La materia contravencional se encuentra vinculada a las conductas de algún modo antisociales, o que afectan, ponen en riesgo o causan daños menores, pero que inexorablemente inciden en la pacífica coexistencia de los habitantes e impiden alcanzar el estado de seguridad y tranquilidad en la comunidad, derecho que asiste a ésta y debe garantizarse mediante una legislación adecuada.

En el presente proyecto de ley se han incorporado nuevas figuras y se han ampliado aspectos de otras ya contempladas, tratando de abarcar hechos y situaciones que hoy ponen en riesgo o peligro fundamentalmente la seguridad pública y la integridad o la salud de las personas, tratando de mejorar con ello su calidad de vida; resultante, en muchos casos, de perentorios reclamos de la sociedad.

También se propone la ampliación de algunas penas -sea privativa de la libertad o pecuniarias-, para algunos figuras en que se requiere mayor responsabilidad frente a la conducta contravencional prevista, particularmente por sus consecuencias, por su grado de violencia o porque implican un riesgo cierto para la integridad física de las personas. La sanción debe ser también estrictamente proporcional al mal causado, debiendo regir el respeto tanto del principio de legalidad como de proporcionalidad.

En cuanto a las penas alternativas, en el artículo 15, se incorpora como factor a ponderar por el magistrado las ”características personales del contraventor”, ya que éste es un elemento que, junto a la naturaleza de la falta y el interés de la comunidad, facilita un análisis integral que permitirá luego y con más certeza brindar la opción de cumplimentar la sanción mediante la pena alternativa de “trabajo comunitario”.

Como es sabido, la implementación del instituto de la probatión, a través “trabajo comunitario”, es facultativo y su finalidad es disuadir al imputado de la comisión de nuevos delitos y facilitar su resocialización o adecuada reinserción social. Esta opción, de naturaleza protectora, más de ayuda que punitiva, tiende a fortalecer el propósito de no caer nuevamente en el ilícito, por ello resulta también indispensable que para su opción como alternativa el magistrado tenga en cuenta las características y personalidad del contraventor. 

Implica una especie de humanización del proceso penal y un método de tratamiento que se pone al alcance de quienes han cometido infracciones leves; la reeducación es uno de los elementos fundamentales de la probation y su instrumentación debe viabilizarse con la mayor amplitud y las mejores garantías.

Asimismo, en el segundo párrafo del mismo artículo, se incorporan otras penalidades menores que, aunque han de ser de aplicación restrictiva y a opción del juez, posibilitan sustituir a otras. Entre ellas se encuentran la concurrencia obligatoria a cursos de rehabilitación, educación o capacitación y el sometimiento a tratamiento terapéutico de acuerdo a dictamen de médico oficial. Por estos medios se trata de superar situaciones conflictivas que ocasionan trastornos en la convivencia de la sociedad y mejorar la calidad de vida de ésta y del propio contraventor.

También se incorpora, como una facultad más del juez, la opción de establecer la prohibición de concurrencia o acercarse a determinados lugares y/o sitios, en una suerte de interdicción de proximidad en miras a sostener una tranquila y saludable coexistencia social.

Respecto de las faltas contra la seguridad pública, se amplía la configuración del tipo contravencional de fuego o explosiones peligrosas, previsto en el artículo 103, a todo ámbito no autorizado por la ley, ya que hacer fuego resulta tan grave y peligroso en lugares habitados o en sus proximidades, en la vía pública o en dirección de ella, como en cualquier otro lugar distinto donde también se puede poner en riesgo la vida de las personas o atentar contra el ecosistema. 

Acerca de lo tipificado como conducción peligrosa, artículo 104, se propone suprimir como requisito para su configuración que se realice en “lugares poblados”. Esta figura, con idéntico riesgo y peligro para la seguridad pública, se presenta tanto cuando se conduce un vehículo o animales en lugares poblados como si de la misma manera se conduce por caminos, rutas o autopistas, por lo que debe extenderse la comprensión tipológica también a estos u otros casos, eliminándose la condición de que se trate de lugares poblados.

Para el caso de que el infractor estuviera conduciendo en estado de ebriedad, la sanción se amplía a cuarenta días de arresto o multa hasta diez jus.

El artículo 105 se refiere a las competencias prohibidas, aquellas de alta velocidad, con vehículos en rutas, autopistas, avenidas o calles, no habilitadas al efecto. Entendemos que no solamente las competencias atentan contra la seguridad pública, sino también las picadas y las destrezas, es decir, aquellas demostraciones de arranques intempestivos, circulación veloz y otras maniobras que pueden contar o no con el concurso de dos o más participantes o, simplemente, ser realizados por una sola persona (sin competir), pero que de igual forma ponen en peligro el bien jurídico tutelado. Es por eso que se amplía la configuración del tipo contravencional a estos otros supuestos –picadas y/o destrezas– y, además, cuando también se realicen en todo lugar no autorizado.

La pena para estas faltas se establece en arresto hasta sesenta días y multa hasta quince jus.

Con respecto a las faltas contra la seguridad personal también se proponen modificaciones. La portación de arma blanca o contundente, artículo 110, se hace extensiva a cualquier otra arma no convencional u objeto cortante y se prevé para su configuración no solamente el no estar autorizado para su portación sino también aquel supuesto en que estando autorizado el infractor la portara sin causa que lo justifique. Resulta evidente que existen otros elementos agresivos que deben ser contemplados, así como que la autorización para portar este tipo de armas o elementos no implica que se pueda realizar en ausencia del motivo o causa que se tuvieron en cuenta para su otorgamiento.

La pena se lleva hasta treinta días de arresto o multa hasta cinco jus.

En cuanto al artículo 112, se propone suprimir la edad de catorce años en los menores, entendemos que la peligrosidad en el permiso indebido de portación de armas se presenta frente al menor de edad, tenga éste catorce o dieciséis o dieciocho años, como en la persona incapaz o inexperta en su manejo. La responsabilidad de quien confía o deja llevar armas a quienes resultan ser más vulnerables indudablemente es mayor, es por eso que la pena también se extiende hasta cuarenta días de arresto o multa hasta diez jus.

Se sanciona también la ostentación indebida de un arma de fuego, aún cuando quien lo hiciera estuviera autorizado a portarla, porque implica tanto una exposición riesgosa como generar temor e incitación a la violencia. Para este caso se prevé arresto hasta treinta días o multa hasta diez jus.

Para el supuesto contravencional contemplado en el artículo 113, respecto de que quien tuviera la custodia de armas no adoptara las precauciones necesarias para impedir que los menores de edad, la persona incapaz o inexperta en su manejo puedan posesionarse de las mismas, se amplía la multa hasta cinco jus, atento la responsabilidad de quien infringe por omisión y el peligro a que expone tanto a los involucrados como a la misma comunidad.

Por otra parte, la tipificación establecida en el artículo 103, exclusivamente en cuanto prevé el disparo con armas de fuego, se suprime del mencionado artículo y se incorpora esa configuración en uno nuevo, el 113 Bis, ubicado en el Capítulo I Contra la seguridad personal, del TITULO VI Contra la seguridad de integridad personal del Código de Faltas, por entender que metodológicamente resulta esta inclusión la más adecuada. 

Asimismo, a este supuesto se le establece una sanción de arresto hasta sesenta días o multa hasta diez jus, por la alta peligrosidad para la vida humana que esa conducta conlleva.

En las faltas contra la salud pública se introducen modificaciones enfatizando la figura que prohibe el expendio de bebidas alcohólicas, artículo 132. Se propone que la prohibición de vender bebidas alcohólicas a menores de dieciocho años, cualquiera sea la naturaleza de la boca de expendio, alcance no sólo a aquellas que se dediquen en forma total o parcial a la comercialización de estas bebidas sino también a quienes lo hicieran eventualmente. 

Además, se propone incorporar un nuevo párrafo a dicho artículo, estableciendo que toda venta o suministro de bebidas alcohólicas que se hiciera fuera de los lugares o de los horarios que determinen la legislación vigente en el orden provincial, municipal o comunal, será sancionado con arresto de hasta quince días y multa hasta diez jus, como medio para reforzar el respeto de la prohibición impuesta localmente y castigar la violación de normas dictadas por autoridad competente.

Por todo lo expuesto, se eleva el presente proyecto de ley cuya aprobación se solicita.

Lamberto – Bonfatti – Albónico – Jullier – Marcucci – Cecchi – Liberati – Brignoni – Aranda – Urruty
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 4º; siendo el artículo 5º de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe media sanción y se comunica al Senado.

11.14 Psicopedagogos, psicólogos, trabajadores sociales y fonoaudiólogos en actividad en el Ministerio de Educación

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. N° 13.673 – BER) por el que se solicita se informe sobre la cantidad de personal profesional con cargos de psicopedagogo-psicólogo que desarrolla su actividad en cada una de las nueve regiones del Ministerio de Educación.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación, presentado por las diputadas Peralta y Qüesta , por el cual solicitan al Poder Ejecutivo informe sobre la cantidad de personal profesional con cargo de psicopedagogo, psicólogo, trabajador social y fonoaudiólogo que actualmente desarrolle su actividad en cada una de las nueve regiones que abarca el Ministerio de Educación de la Provincia de Santa Fe, y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "ZcExpte. N° 13.673 – BER: Psicopedagogos, psicólogos, trabajadores sociales y fonoaudiólogos en actividad en el Ministerio de Educación" 

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, informe:

1 –  La cantidad de personal profesional con cargo de psicopedagogo, psicólogo, trabajador social, fonoaudiólogo que actualmente trabaja en cada una de las nueve regiones del Ministerio de Educación de la Provincia.

2 –  Si se encuentra contemplado en el Presupuesto de Gastos y Cálculo de Recursos año 2005, la creación de cargos para la formación de Equipos Interdisciplinarios.

Sala de la Comisión 17 de noviembre de 2004.

Kilibarda – Benas – Albónico – Venesia – Reynoso – Costa

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.673 – BER) presentado por las diputadas Qüesta y Peralta, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, informe sobre la cantidad de personal profesional con cargo de psicopedagogo, psicólogo, trabajador social, fonoaudiólogo que actualmente trabaja en cada una de las nueve regiones del Ministerio de Educación de la Provincia, y si se encuentra contemplado en el Presupuesto de 2005; y, atento a que cuenta con dictamen favorable de la Comisión de Educación, ésta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de la comisión, 24 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Venesia – Marcucci – Lagna – Qüesta – Dalla Fontana – Riestra

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo informe sobre la cantidad de personal profesional con cargo de psicopedagogo, psicólogo, trabajador social y fonoaudiólogo que actualmente desarrolle su actividad en cada una de las nueve regiones que abarca el Ministerio de Educación de la provincia de Santa Fe . 

1) Informar cantidad de personal profesional con cargo de psicopedagogo, psicólogo, trabajador social, fonoaudiólogo que actualmente trabaja en cada una de las nueve regiones que abarca el Ministerio de Educación Provincial.

2) Informar cuáles fueron las medidas adoptadas por el Ministerio de Educación para el abordaje de la violencia en las escuelas de nuestra provincia luego de la tragedia de Carmen de Patagones en la escuela Islas Malvinas.

· Jornada de discusión con los docentes.

· Jornada de discusión con los profesionales que abordan esta problemática y sus respectivos Colegios que los agrupa.

3) Especificar si se encuentra contemplado para el presupuesto 2005 la creación de los cargos y la formación de los equipos interdisciplinarios que se ocupan del abordaje de los conflictos y las problemáticas en la comunidad educativa de nuestra provincia.

fundamentos de las autoras del proyecto
Señor Presidente:


Visto los últimos acontecimientos que se vienen dando como la tragedia de Carmen de Patagones, como así también los hechos en nuestra provincia - durante el 2003 se produjeron 6 hechos de violencia con armas en las escuelas de Santa Fe – y en las demás provincias de nuestro país referente a la violencia en las escuelas. También vemos que cada vez son más los casos en donde se observan los problemas de conducta, aprendizaje, violencia y deserción escolar en quienes son el futuro de nuestra Nación.


El caso más reciente que tuvo lugar en la Escuela Islas Malvinas de Carmen de Patagones es un hecho que nos hace reflexionar sobre qué política de prevención y de trabajo de campo viene realizando el Gobierno de Santa Fe para brindar contención y mediación en los conflictos sociales que padecemos como resultado de años de un sistema que margina cada vez a más santafesinos.


Es ya sabido el reclamo que vienen realizando las autoridades de los establecimientos educativos, como así también de los maestros para que se concreten cargos profesionales de psicopedagogos, psicólogos, trabajadores sociales y fonaudiólogos conformando así equipos de trabajo para las distintas regiones. Medida que debe ser adoptada con una seriedad tal que no tengamos que lamentar un hecho como el antes mencionado para luego sí tomar las disposiciones que hoy debería poner en práctica el Ministerio de Educación.


Que por ejemplo en la Región VI del Ministerio de Educación de nuestra provincia – región que abarca a los Departamentos Rosario, San Lorenzo y Constitución – se encuentran trabajando cuatro trabajadores sociales y dos psicólogos para cubrir a 379 mil alumnos, un promedio de 63 mil alumnos por cada profesional. De acuerdo a este dato es imposible pensar en la prevención de los conflictos que padece la comunidad educativa con la política que se viene desarrollando desde el Ministerio de Educación de la provincia, es imposible pensar que Santa Fe pueda llegar a prevenir o atacar la anomia que existe en nuestra sociedad como resultado de años de falta de políticas serias que apunten a contener la problemática que se viene agravando en todas las escuela de nuestro país y lógicamente Santa Fe no es ajena a ello.


Sumado a los reclamos encontramos igualmente a los distintos Colegios de Psicólogos, Colegio de Psicopedagogos, Colegio de Trabajadores Sociales y el Colegio de Fonaudiólogos que desde hace tiempo vienen luchando para cristalizar la creación de los equipos interdisciplinarios para el abordaje de los tema de una manera universal, proyecto que muchas veces fue prometido por los últimos gobiernos y todavía no han sido implementado. 


En una publicación del diario La Capital con fecha 04/10/2004 encontramos claramente cuál es la postura de los trabajadores sociales que reclaman "una política de Estado que contemple la importancia de esta tarea en el ámbito de la educación", una exigencia que se ha popularizado en el ambiente escolar y con razón. Porque por más esfuerzos y malabares que haga este equipo de profesionales que depende de la Región VI, ellos mismos confiesan que "sólo llegamos a actuar sobre la demanda y rara vez en acciones preventivas y menos planificadas". Es más, afirman que a veces desde las escuelas los llaman "cuando sienten que ya nada se puede hacer, y como consecuencia su intervención sólo alcanza para aliviar el malestar". 


Por lo expresado precedentemente solicitamos a las señoras y señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Peralta – Qüesta

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.15 Ley de prevención y erradicación de la violencia laboral

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. N° 12.057 – PJ, en tratamiento en conjunto con los expedientes Nº 10.836 – BS, y Nº 10.839 – BS), por el que se implementa la Ley de Prevención y Erradicación de la Violencia Laboral.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Derechos y Garantías ha considerado en forma conjunta los proyectos de ley (Expte. Nº 12.057 – PJ) (fs. ¼) presentado por los diputados Maguid, Cavuto y Cura, por el cual se implementa la Ley de Prevención y Erradicación de la Violencia Laboral, (Expte. Nº 10.839 – BS) (fs. ½) presentado por los diputados Cecchi, Di Pollina (m/c) y Baudín por el cual se establece la Ley de Protección de los Derechos Laborales de los Trabajadores Denunciantes o Testigos de delitos o irregulares cometidos contra la Administración Pública Provincial, y (Expte. Nº 10.836 – BS) (fs. 1/3) presentado por los diputados Cecchi, Di Pollina (m/c) y Baudín, por el cual se establece que los funcionarios y/o empleados de la Provincia, municipalidades, comunas y entidades autárquicas y descentralizadas, no podrán ejercer sobre otros las conductas que la ley define como violencia laboral, por lo que esta comisión ha resuelto subsumir los tres proyectos en el siguiente texto, aconsejando su aprobación:

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

ley:

ley de protección a los trabajadores contra la violencia laboral

Artículo 1º – La presente ley tiene por objeto prevenir, controlar y sancionar la violencia laboral, y brindar protección a los/las trabajadores víctimas de las mismas, los /las denunciantes y/o testigos de los actos que la configuren.

Artículo 2º – Lo establecido en la presente ley es de aplicación en el ámbito de toda la administración pública provincial central y descentralizada, sus entidades autárquicas, empresas o sociedades del Estado, sociedades de economía mixta o con participación estatal mayoritaria, en el ámbito de la administración pública municipal y comunal central y organismos descentralizados, entes autárquicos, empresas o sociedades del Estado, comprendiendo también al Poder Judicial y al Poder Legislativo de la Provincia, así como a toda otra entidad u organismo del Estado Provincial, Municipal y Comunal independientemente de su naturaleza jurídica, denominación, ley especial que pudiera regularlo o lugar donde preste sus servicios.

Artículo 3º – A los fines de la presente ley se considera:

a) Violencia Laboral: Toda conducta activa u omisiva ejercida en el ámbito laboral por funcionarios o empleados públicos que, valiéndose de su posición jerárquica o de circunstancias vinculadas con su función, constituya un manifiesto abuso de poder, materializado mediante amenaza, intimidación, inequidad salarial, acoso, maltrato físico, psicológico o social u ofensa que atente contra la dignidad, integridad física, sexual, psicológica o social del trabajador o trabajadora.

b) Maltrato físico: Toda conducta que directa o indirectamente esté dirigida a ocasionar un daño o sufrimiento físico.

c) Maltrato psicológico o social: Toda conducta que manifieste hostilidad continua o repetida en forma de injuria, hostigamiento, desprecio, crítica infundada y/o toda otra que produzca menoscabo y/o alteración en la salud psíquica y/o condición social del trabajador o trabajadora.

Artículo 4º – Se consideran manifestación de violencia laboral, con carácter meramente enunciativo, las siguientes conductas perturbadoras del clima de trabajo y que, por su continuidad y/o reiteración, provocan reacciones adversas en el/la trabajador/a, con consecuencias que afectan su salud, rendimiento, productividad, motivación y sentido de pertenencia a la repartición y/o lugar en el cual ejerce sus tareas:

a) Constante bloqueo de iniciativas, sin justa causa.

b) Impedir la interacción con otros/as trabajadores/as, restringiendo la posibilidad de comunicación y generando aislamiento dentro del ámbito laboral.

c) Cambio del lugar habitual de trabajo con ánimo de separar el/la trabajador/a de sus compañeros o colaboradores más cercanos y los frecuentes traslados sin reales motivos funcionales.

d) Encomendar la ejecución de tareas denigrantes para la dignidad humana o en contra de su conciencia.

e) Juzgar el desempeño laboral de manera ofensiva.

f) No asignar tareas o asignar funciones sin sentido, innecesarias, con la intención de humillar.

g) Encargar trabajos imposibles de realizar.

h) Obstaculizar y/o imposibilitar la ejecución de una actividad, u ocultar las herramientas y/o la información necesaria para la realización de las tareas pertinentes.

i) Promover el hostigamiento psicológico a manera de complot sobre un subordinado.

j) Efectuar amenazas reiteradas de despido infundado.

k) Privar al trabajador/a de información útil para ejercer sus derechos.

l) Mantener al trabajador/a en situación de ociosidad durante toda la jornada laboral.

m) No responder o no emitir el pronunciamiento administrativo correspondiente frente a los reclamos presentado por el trabajador/a.

n) Asignar un espacio físico degradante o un mobiliario impropio para el desarrollo de las funciones del trabajador/a.

o) Críticas permanentes a la vida privada del empleado/a.

p) Burlarse de las discapacidades de una persona, inventar problemas psicológicos sobre ella, imitar gestos, voces, maneras de comportarse.

q) Incomodar persistente y reiteradamente con palabras, gestos, bromas o insultos, en razón de su sexo, edad, nacionalidad u origen étnico, color, religión, estado civil, capacidades diferentes, conformación física, preferencias artísticas, culturales, deportivas o situación familiar.

r) Amenazas de violencia física, maltrato físico, gritos, amenazas verbales.

s) Hostigar sexualmente al trabajador/a en forma implícita o explícita, con conductas no consentidas y ofensivas para quien la sufre o padece.

t) Favorecer la desigualdad salarial entre hombres y mujeres que dentro de una misma repartición o establecimiento cumplen funciones iguales o equivalentes.

u) No instrumentar y/o no respetar las medidas de higiene y seguridad laboral exigidas por ley, poniendo en peligro la salud o la vida de los/as trabajadores/as.

v) Discriminar a las personas por cualquiera de sus características o género, ofreciendo posibilidades diferentes a cada una de ellas para el logro de ascensos, desarrollo de la carrera, posibilidades de capacitación y perfeccionamiento profesional, cuidados de su salud, retiro y jubilación, sin atender a sus verdaderas potencialidades y a una evaluación justa y equitativa, en desmedro de la igualdad de oportunidades y de trato.

Artículo 5º – El Estado Provincial está obligado a organizar e implementar programas de prevención de la violencia laboral en sus dependencias, establecimientos, entes y/o sociedades, a través de campañas de difusión y capacitación, del ejercicio de la resolución de conflictos por medios no adversariales y de toda otra forma que considere oportuna para establecer un clima de trabajo adecuado, con el objetivo de preservar el estado físico, psíquico y moral de todos los trabajadores/as. Para ello podrán requerir la asistencia de las áreas especializadas en capacitación, salud laboral, salud mental u otras afines a esta problemática. 

Artículo 6º – Ningún trabajador/a que haya sido víctima de las acciones enunciadas en los artículos 3º y 4º de esta ley, que haya denunciado las mismas o haya comparecido como testigo, podrá sufrir perjuicio alguno en su empleo o en cualquier otro ámbito, cuando el mismo le fuera ocasionado como represalia por su denuncia o testimonio.

Artículo 7º – A todo aquel que incurriera en conductas de violencia laboral enunciadas en los artículos 3º y 4º de la presente ley, se le aplicará una sanción de carácter correctivo consistente en apercibimiento o suspensión de hasta sesenta (60) días corridos, salvo que por su magnitud y gravedad, o en razón de la jerarquía del funcionario/a, puede encuadrarse en figuras de cesantías o exoneración.

Artículo 8º – El/la trabajador/a víctima de violencia laboral podrá optar por denunciar el hecho por ante su mismo empleador o por ante la Defensoría del Pueblo de la Provincia.

Artículo 9º – El proceso sumarial administrativo tendrá inicio a través de:

a) la denuncia de la parte damnificada;

b) la denuncia de un tercero;

c) de oficio por parte de la administración pública.

Artículo 10 – Las denuncias realizadas ante la parte empleadora deberán ser dirigidas al superior inmediato, quien está obligado a correr traslado a la persona denunciada dentro del término de tres (3) días a fin de que, en igual plazo, ejercite debidamente su legítimo derecho de defensa.


Para el caso que el denunciado fuere el propio superior inmediato queda habilitada la vía jerárquica para la aplicación del procedimiento establecido en el párrafo precedente.

Artículo 11 – Para la sustanciación de los trámites posteriores del proceso sumarial originado en el hecho denunciado, se aplicará el régimen o estatuto disciplinario que corresponda al empleado sumariado. El mismo procedimiento sumarial se aplicará para los funcionarios sin estabilidad.

Artículo 12 – En el supuesto que un particular incurra en alguna de las conductas descriptas en el artículo 3º y 4º de esta ley, el funcionario responsable del área o establecimiento en que se produzca este hecho deberá adoptar las medidas conducentes a preservar la integridad psicofísica de los empleados y la seguridad de los bienes del Estado Provincial, bajo apercibimiento de serle sustanciado el sumario administrativo correspondiente.

Artículo 13 – Toda denuncia por violencia laboral efectuada ante las autoridades competentes de su mismo ámbito de trabajo o radicada en la Defensoría del Pueblo, deberá ser acompañada por una relación de los hechos y las pruebas necesarias en que sustenta su denuncia. Si la denuncia se realizara ante la Defensoría del Pueblo será de aplicación el procedimiento previsto en la Ley Nº 10.396.

Artículo 14 – Si la queja presentada ante la Defensoría del Pueblo, involucrara a un/a trabajador/a dependiente del Poder Judicial o del Poder Legislativo Provincial, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 31 del Capítulo I – Título II de la Ley Nº 10.396.

Artículo 15 – La Defensoría del Pueblo deberá notificar a la víctima de la violencia laboral y a quien resulte su empleador, toda resolución emitida como consecuencia de la actuación labrada por la respectiva denuncia.


Si la Defensoría del Pueblo dictara resolución en la cual se tiene por probada la violencia laboral, la parte empleadora está obligada a aplicar las sanciones correspondientes y a reparar el daño laboral causado a la víctima.


De igual manera a la establecida en el párrafo precedente deberá actuar el empleador cuando la resolución incriminatoria fuera dictada como consecuencia de sumario administrativo o cuando dicha violencia hubiera sido ejercida por terceros relacionados a su dependencia o establecimiento, desde el momento que toma conocimiento de dichas acciones en este último caso.


Quedará exclusivamente a cargo del causante de la violencia laboral el resarcimiento moral y/o material causado a la víctima, excepto clara negligencia de parte del empleador en la resolución del conflicto, en cuyo caso la responsabilidad será solidaria, todo en la forma y condiciones que se determine en la reglamentación.

Artículo 16 – Independientemente de las medidas que pudieran disponerse desde el Estado, en las dependencias donde ocurrieron los actos de violencia deberán instrumentarse procesos de capacitación sobre formas de resolver los conflictos, modos de relacionarse con sus compañeros, superiores y subalternos, maneras de mejorar sus conductas sociales y todo otro proceso de formación o terapéutico que los lleve a una mejor relación dentro de su ámbito laboral.

Artículo 17 – El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente ley dentro de los sesenta (60) días de promulgada.

Artículo 18 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 20 de octubre de 2004.

Lamberto – Pesaresi – Tibaldo – Gastaldi – Peralta – 

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión ha considerado en forma conjunta los proyectos de ley: (Expte. Nº 12.057 – PJ) (fs. 1/4) presentado por los diputados Maguid, Cavuto y Cura, por el cual se implementa la Ley de Prevención y Erradicación de la Violencia Laboral; (Expte. Nº 10.839 – BS) (fs. 1/2 ) presentado por los diputados Cecchi, Di Pollina (m/c) y Baudín por el cual se establece la Ley de Protección de los Derechos Laborales de los Trabajadores Denunciantes o Testigos de Delitos o Irregularidades cometidos contra la Administración Pública Provincial, y (Expte. Nº 10.836 – BS) (fs. 1/3) presentado por los diputados Cecchi, Di Pollina (m/c) y Baudín, por el cual se establece que los funcionarios y/o empleados de la Provincia, municipalidades, comunas y entidades autárquicas y descentralizadas, no podrán ejercer sobre otros las conductas que la ley define como violencia laboral; que cuenta con dictamen previo de la Comisión de Derechos y Garantías, y por las razones expuestas y las que oportunamente podrá dar su miembro informante os aconseja le prestéis vuestra atención al siguiente texto:

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY: 

Artículo 1º – Objeto. La presente ley tiene por objeto prevenir, controlar y sancionar la violencia laboral, y brindar protección a los/las trabajadores víctimas de las mismas, los /las denunciantes y/o testigos de los actos que la configuren. 

Artículo 2º – Ambito de Aplicación. Lo establecido en la presente ley es de aplicación en el ámbito de toda la administración pública provincial central y descentralizada, sus entidades autárquicas, empresas o sociedades del Estado, sociedades de economía mixta o con participación estatal mayoritaria, en el ámbito de la administración pública municipal y comunal central y organismos descentralizados, entes autárquicos, empresas o sociedades del Estado, comprendiendo también al Poder Judicial y al Poder Legislativo de la Provincia, así como a toda otra entidad u organismo del Estado Provincial, Municipal y Comunal independientemente de su naturaleza jurídica, denominación, ley especial que pudiera regularlo o lugar donde preste sus servicios. 

Artículo 3º – Conceptualización. A los fines de la presente ley se considera violencia laboral a toda conducta activa u omisiva, ejercida en el ámbito laboral por funcionarios o empleados públicos que, valiéndose de su posición jerárquica o de circunstancias vinculadas con su función, constituya un manifiesto abuso de poder, materializado mediante amenaza, intimidación, inequidad salarial, acoso, maltrato físico, psicológico y/o social u ofensa que atente contra la dignidad, integridad física, sexual, psicológica y/o social del trabajador o trabajadora.

Artículo 4º – Difusión y prevención. El Estado Provincial organizará e implementará programas de prevención de la violencia laboral en el ámbito de aplicación de la presente, campañas de difusión y capacitación, formas de resolver los conflictos, modos de relacionarse con los compañeros, superiores y subalternos, maneras de mejorar sus conductas sociales y todo otro proceso de formación o terapéutico que los lleve a una mejor relación dentro de su ámbito laboral y toda otra forma que considere oportuna para establecer un clima de trabajo adecuado, con el objetivo de preservar la integridad psicofísico de todos los trabajadores/as. Para ello podrá requerir la asistencia de las áreas especializadas en capacitación, salud laboral, salud mental u otras afines a esta problemática.

Artículo 5º – Protección a denunciantes y testigos. Ningún trabajador/a que haya sido víctima de violencia laboral, que haya denunciado las mismas o haya comparecido como testigo, podrá sufrir perjuicio alguno en su empleo, cuando el mismo le fuera ocasionado como represalia por su denuncia o testimonio.

Artículo 6º – Sanciones. A todo aquel que incurriera en conductas de violencia laboral, se le aplicará las sanciones que prevén los regímenes administrativos y/o disciplinarios respectivos dentro del ámbito de aplicación de la presente ley, conforme la gravedad que en cada caso corresponda.

 Artículo 7º – Denuncia. El/la trabajador/a víctima de violencia laboral podrá optar por denunciar el hecho ante su mismo empleador o ante la Defensoría del Pueblo de la Provincia.

Artículo 8º – Inicio de trámite. El proceso ante hechos de violencia laboral podrá iniciarse mediante:

a) la denuncia efectuada por parte de la víctima, testigo o tercero que haya tomado conocimiento del hecho;

b) de oficio

Artículo 9º – Sustanciación. Las denuncias realizadas deberán ser dirigidas al superior inmediato, quien está obligado a correr traslado a la persona denunciada dentro de los términos establecidos por los regímenes administrativos y/o disciplinarios correspondientes .

Para el caso que el denunciado fuere el propio superior inmediato queda habilitada la vía jerárquica para la aplicación del procedimiento establecido en el párrafo precedente.

Artículo 10 – Responsabilidades. El funcionario o responsable del área o establecimiento en el que se produzcan los hechos de violencia laboral, deberá adoptar las medidas conducentes a preservar la integridad psicofísica de los empleados y la seguridad de los bienes del Estado Provincial, bajo apercibimiento de las sanciones que le pudieran corresponder.

Artículo 11 – Aporte de pruebas. Toda denuncia por violencia laboral efectuada deberá ser acompañada de una relación de los hechos y el ofrecimiento de las pruebas en que sustenta su denuncia. Si la denuncia se realizará ante la Defensoría del Pueblo será de aplicación el procedimiento previsto en la Ley Nº10.396.

Artículo 12 – Reglamentación. El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente Ley dentro de los sesenta (60) días de promulgada.

Artículo 13 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Cura – Maguid – Mascheroni – Qüesta – Albónico – Benas – Vázquez – Tibaldo – Sánchez

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado en forma conjunta los proyectos de ley: (Expte. Nº 12.057 – PJ) autoría de los diputados Maguid, Cavuto y Cura, por el cual se implementa la Ley de Prevención y Erradicación de la Violencia Laboral; y sus acumulados (Expte. Nº 10.839 – BS) autoría de los diputados Cecchi, Di Pollina (m/c) y Baudín por el cual se establece la Ley de Protección de los Derechos Laborales de los Trabajadores Denunciantes o Testigos de Delitos o Irregularidades cometidos contra la Administración Pública Provincial, y (Expte. Nº 10.836 – BS) autoría de los diputados Cecchi, Di Pollina (m/c) y Baudín, por el cual se establece que los funcionarios y/o empleados de la Provincia, municipalidades, comunas y entidades autárquicas y descentralizadas, no podrán ejercer sobre otros las conductas que la ley define como violencia laboral. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con dictamen precedente de las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Derechos y Garantías, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY: 

Artículo 1º – Objeto. La presente ley tiene por objeto prevenir, controlar y sancionar la violencia laboral, y brindar protección a los/las trabajadores víctimas de las mismas, los /las denunciantes y/o testigos de los actos que la configuren. 

Artículo 2º – Ambito de Aplicación. Lo establecido en la presente ley es de aplicación en el ámbito de toda la administración pública provincial central y descentralizada, sus entidades autárquicas, empresas o sociedades del Estado, sociedades de economía mixta o con participación estatal mayoritaria, en el ámbito de la administración pública municipal y comunal central y organismos descentralizados, entes autárquicos, empresas o sociedades del Estado, comprendiendo también al Poder Judicial y al Poder Legislativo de la Provincia, así como a toda otra entidad u organismo del Estado Provincial, Municipal y Comunal independientemente de su naturaleza jurídica, denominación, ley especial que pudiera regularlo o lugar donde preste sus servicios.

Artículo 3º – Conceptualización. A los fines de la presente ley se considera violencia laboral a toda conducta activa u omisiva, ejercida en el ámbito laboral por funcionarios o empleados públicos que, valiéndose de su posición jerárquica o de circunstancias vinculadas con su función, constituya un manifiesto abuso de poder, materializado mediante amenaza, intimidación, inequidad salarial fundada en razones de género, acoso, maltrato físico, psicológico y/o social u ofensa que atente contra la dignidad, integridad física, sexual, psicológica y/o social del trabajador o trabajadora.

Artículo 4º – Difusión y prevención. El Estado Provincial organizará e implementará programas de prevención de la violencia laboral en el ámbito de aplicación de la presente, campañas de difusión y capacitación, formas de resolver los conflictos, modos de relacionarse con los compañeros, superiores y subalternos, maneras de mejorar sus conductas sociales y todo otro proceso de formación o terapéutico que los lleve a una mejor relación dentro de su ámbito laboral y toda otra forma que considere oportuna para establecer un clima de trabajo adecuado, con el objetivo de preservar la integridad psicofísica de todos los trabajadores/as. Para ello podrá requerir la asistencia de las áreas especializadas en capacitación, salud laboral, salud mental u otras afines a esta problemática.

Artículo 5º – Protección a denunciantes y testigos. Ningún trabajador/a que haya sido víctima de violencia laboral, que haya denunciado las mismas o haya comparecido como testigo, podrá sufrir perjuicio alguno en su empleo, cuando el mismo le fuera ocasionado como represalia por su denuncia o testimonio.

Artículo 6º – Sanciones. A todo aquel que incurriera en conductas de violencia laboral, se le aplicará las sanciones que prevén los regímenes administrativos y/o disciplinarios respectivos dentro del ámbito de aplicación de la presente ley, conforme la gravedad que en cada caso corresponda.

Artículo 7º – Denuncia. El/la trabajador/a víctima de violencia laboral podrá optar por denunciar el hecho ante su mismo empleador o ante la Defensoría del Pueblo de la Provincia.

Artículo 8º – Inicio de trámite. El proceso ante hechos de violencia laboral podrá iniciarse mediante:

1) la denuncia efectuada por parte de la víctima, testigo o tercero que haya tomado conocimiento del hecho;

2) de oficio

Artículo 9º – Sustanciación. Las denuncias realizadas deberán ser dirigidas al superior inmediato, quien está obligado a correr traslado a la persona denunciada dentro de los términos establecidos por los regímenes administrativos y/o disciplinarios correspondientes .

Para el caso que el denunciado fuere el propio superior inmediato queda habilitada la vía jerárquica para la aplicación del procedimiento establecido en el párrafo precedente.

Artículo 10 – Responsabilidades. El funcionario o responsable del área o establecimiento en el que se produzcan los hechos de violencia laboral, deberá adoptar las medidas conducentes a preservar la integridad psicofísica de los empleados y la seguridad de los bienes del Estado Provincial, bajo apercibimiento de las sanciones que le pudieran corresponder.

Artículo 11 – Aporte de pruebas. Toda denuncia por violencia laboral efectuada deberá ser acompañada de una relación de los hechos y el ofrecimiento de las pruebas en que sustenta su denuncia. Si la denuncia se realizará ante la Defensoría del Pueblo será de aplicación el procedimiento previsto en la Ley Nº 10.396.

Artículo 12 – Reglamentación. El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente ley dentro de los sesenta (60) días de promulgada.

Artículo 13 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2004.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Benas – Mascheroni (En disidencia parcial) – Lamberto (En disidencia parcial) – Pezz (En disidencia parcial) – Liberati (En disidencia parcial) 

proyecto de ley original (Expte. Nº 12.057 – PJ)

La Legislatura sanciona con fuerza de

Ley:

Prevención y erradicación de la violencia laboral

Artículo 1° – La presente ley tiene por objeto prevenir, controlar, sancionar y erradicar la violencia laboral, con el fin último de optimizar la calidad de la vida laboral de los y las trabajadoras.

Artículo 2° – Esta ley es aplicable a las dependencias del Poder Judicial, Poder Legislativo, y en el ámbito del Poder Ejecutivo a la administración centralizada, descentralizada, entidades autárquicas, institucionales, empresas del Estado, sociedades del Estado, sociedades de economía mixta, sociedades de participación estatal, y todo otro organismo del Estado Provincial, cualquiera fuere su naturaleza jurídica, denominación, ley especial que pudiera regirlo, o lugar donde preste sus servicios.

Artículo 3° – A los efectos de la presente ley y de su aplicación debe entenderse como violencia laboral toda acción que manifieste una conducta abusiva, sobre el/la trabajador/a, ejercida mediante amenaza, intimidación, acoso, maltrato físico, psicológico y/o social u ofensa, en el ámbito laboral, por el empleador, por personal jerárquico, compañero de trabajo o un tercero vinculado directamente o indirectamente a él y que atente contra la dignidad, integridad física , psíquica, sexual y/o social del/a mismo/a, sin perjuicio de las conductas definidas en la Ley Nacional N° 23.592 y sus modificatorias. 

Artículo 4º – Se definen con carácter enunciativo y sin descartar otro tipo de manifestación de la violencia laboral, las siguientes conductas perturbadoras del clima de trabajo y que, dándose en forma continua y repetida, provocan reacciones adversas en el/la trabajador/a, con las consiguientes consecuencias en su salud, rendimiento, productividad, motivación y sentido de pertenencia a la organización en la cual ejerce sus tareas:

a) Constante bloqueo de sus iniciativas, sin justa causa.

b) Impedimentos para la interacción con otros compañeros, restringiendo la posibilidad de comunicarse y generándole aislamiento dentro del ámbito donde se desempeña.

c) Cambio del sector de trabajo que sea su lugar habitual de desempeño con ánimo de separarlo de sus compañeros o colaboradores más cercanos. Traslados frecuentes sin reales motivos funcionales.

d) Prohibición a empleados, subalternos, colegas, clientes de que hablen con el/la trabajador/a.

e) Obligación de ejecutar tareas denigrantes para la dignidad humana o en contra de su conciencia.

f) Juzgar su desempeño en la organización de una manera ofensiva.

g) No asignar tareas o asignar misiones sin sentido, innecesarias, con la intención de humillar.

h) Encargar trabajos imposibles de realizar.

i) Obstaculizar y/o imposibilitar la ejecución de una actividad, u ocultar las herramientas y/o la información necesaria para concretar una tarea atinente a su puesto de trabajo.

j) Promover el hostigamiento psicológico a manera de complot sobre un subordinado.

k) Amenazas repetidas e infundadas de cese en el puesto de trabajo y/o aplicación de medidas disciplinarias sin causa.

l) Críticas permanentes a la vida privada del empleado/a.

ll) Mofarse de las discapacidades de una persona, inventar problemas psicológicos sobre ella, imitar gestos, voces, maneras de comportarse.

m) Incomodar persistente y reiteradamente con palabras, gestos, bromas o insultos, en razón de su sexo, edad, nacionalidad u origen étnico, color, religión, estado civil, capacidades diferentes, conformación física, preferencias artísticas, culturales, deportivas o situación familiar.

n) Amenazas de violencia física, maltrato físico, gritos, amenazas verbales, difusión de rumores, hablar mal de la persona.

o) Conducta reiterada, ofensiva, amenazante de naturaleza sexual o de otros comportamientos basados en el sexo, que resulte inaceptable, indeseada e irrazonable para la víctima.

p) Contactos innecesarios, comentarios, chistes, sarcasmos y observaciones no bienvenidas de contenido sexual, miradas o gestos lascivos, despliegue de literatura pornográfica, comentarios sugestivos acerca de la apariencia o cuerpo, contacto físico innecesario y asalto sexual.

q) Favorecer la desigualdad salarial entre hombres y mujeres que dentro de una misma organización cumplen funciones iguales o equivalentes.

r) No implementar y/o no respetar las medidas de higiene y seguridad laboral exigidas por ley, poniendo en peligro la subsistencia de los/as trabajadores/as.

t) Discriminar a las personas por cualquiera de sus características o género, ofreciendo posibilidades diferentes a cada una de ellas para lograr ascensos, desarrollo de la carrera, posibilidades de capacitación y perfeccionamiento profesional, cuidados de su salud, retiro y jubilación sin atender a sus verdaderas potencialidades y a una evaluación justa y equitativa, en desmedro de la igualdad de oportunidades y de trato.

Artículo 5º – Los empleadores son solidariamente responsables por las acciones de violencia laboral que se dieran en sus organizaciones y a las cuales se vieran sujetos sus empleados y empleadas, por parte de superiores, compañeros o terceros vinculados directamente o indirectamente a aquellas, a partir del momento que toman conocimiento de la existencia de dichas acciones.

Artículo 6º – Los empleadores están obligados a organizar y poner en marcha programas de prevención de la violencia en sus organizaciones a través de campañas, capacitación, ejercicio de la resolución de conflictos por medios no adversariales y toda otra forma que considere oportuna para establecer un clima de trabajo adecuado con el objetivo de lograr un estado físico, psíquico y moral satisfactorio y saludable de todos los trabajadores. Para ello podrán requerir la asistencia de las áreas especializadas en capacitación, salud laboral, salud mental u otros afines a esta problemática.

Artículo 7º – El/la trabajador/a víctima de violencia laboral, deberá denunciar el hecho ante la Defensoría del Pueblo, aportando todos los elementos y pruebas necesarios, que convaliden su denuncia, en un todo de acuerdo a lo dispuesto por el Título II – Capítulo I de la Ley Nº 10.396.

Artículo 8° – Si la denuncia presentada ante la Defensoría del Pueblo, correspondiera a un/a trabajador/a dependiente del Poder Judicial o del Poder Legislativo Provincial, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 31 del Capítulo I – Título II de la Ley Nº 10.396, entiéndese como autoridad competente, a la Comisión Especial mencionada en el artículo 14 de la presente ley.

Artículo 9º – Ningún trabajador o trabajadora que hiciere denuncia sobre casos de violencia laboral o fuere testigo de parte, de hechos referidos a la materia y dieren su testimonio, podrá sufrir por ello perjuicio personal en su empleo.

Artículo 10 – El trámite dado a la denuncia de violencia laboral, admitidas por la Defensoría del Pueblo, será el correspondiente a lo normado en el Título II – Capítulos II, III y IV de la Ley Nº 10.396.

Artículo 11 – Las resoluciones, comunicaciones y notificaciones que surjan como consecuencia de lo actuado en una denuncia de violencia laboral, se regirán por lo dispuesto en el Título III – Capítulos I y II de la Ley Nº 10.936. 

Artículo 12 – El empleador está obligado a dar fin a la comprobada violencia laboral y a reparar el daño laboral, moral y material causado a la víctima. De igual manera cuando dicha violencia sea ejercida por terceros relacionados a su organización, desde el momento que toma conocimiento de dichas acciones.

Artículo 13 – Independientemente de otras medidas que pudiera disponer el empleador, deberán instrumentarse en las dependencias donde ocurrieron los actos de violencia, procesos de capacitación sobre formas de resolver los conflictos, modos de relacionarse con sus compañeros, superiores y subalternos, maneras de mejorar sus conductas sociales y todo otro proceso de formación o terapéutico que los lleve a una mejor relación dentro de su ámbito laboral.

Artículo 14 – Finalizada la instancia de intervención de la Defensoría del Pueblo, en caso de que el empleador no haya logrado revertir satisfactoriamente los conflictos que se plantearan a causa de la violencia laboral imperante en su organización, o en caso de que el mismo omitiera, disimulara, ocultara o no cumpliera con los términos de esta ley, el o la damnificada está en libertad de presentar su reclamo frente a una Comisión Especial, conformada ad-hoc, e integrada por dos representantes –un hombre y una mujer– por cada uno de los tres poderes del Estado Provincial, y un/a representante por cada una de las entidades sindicales más representativas de cada sector laboral la que se constituye como autoridad competente para los fines de la presente ley.

Artículo 15 – Para peticionar ante la Comisión mencionada en el artículo anterior, el/la damnificado/a deberá canalizar su denuncia a través de la entidad sindical más representativa del sector laboral al que pertenezca.

Artículo 16 – La Comisión Especial precitada, deberá garantizar a la víctima de violencia laboral, el pleno derecho al tratamiento de la situación con las garantías de igualdad de trato, objetividad y efectividad que la misma requiere, como así también garantizará que el/la afectado/a conserve o recupere su trabajo, y arbitrará los medios necesarios para que el empleador repare los daños ocasionados.

Artículo 17 – La Comisión Especial ad-hoc conformada, estudiará el caso presentado en base a todos los antecedentes aportados, y podrá requerir la presentación de mayores informes, como así también convocar a las partes involucradas y/o testigos a entrevistas.

Artículo 18 – Los involucrados tendrán obligación de concurrir a las citaciones efectuadas por la Comisión Especial, y podrán concurrir asistidas por letrado patrocinante, representante gremial o persona idónea elegida por el/la trabajador/a a tal fin.

Artículo 19 – Una vez finalizado el proceso investigativo, la Comisión mencionada, en caso de haber resuelto la cuestión a favor de la víctima, sancionará al empleador con multas en pesos con un valor de cinco y hasta veinticinco salarios mínimos, vital y móvil, por cada víctima de la violencia laboral, que serán transferidos a la/s víctima/s con el fin de solventar en el caso de ser necesario, los tratamientos terapéuticos que se requieran como consecuencia de la violencia sufrida y/o reparar todo tipo de daños que se hubieren infringido.

Artículo 20 – El empleador por su parte, sin perjuicio de su responsabilidad, hará recaer automáticamente el costo de la sanción en el/la infractor/a, si estuviese comprobado que éste/a incumplió la exigencia de cese de la acción violenta. Igual procedimiento podrá aplicarse en caso de comprobación de la responsabilidad de un superior del infractor/a en el incumplimiento de la exigencia de cese de la violencia.

Artículo 21 – En caso de reincidencia los/as victimarios/as responsables de las acciones antedichas, serán sancionados con suspensiones que serán graduadas de acuerdo a las normas legales vigentes, y quedarán inhabilitados de promover en su carrera profesional por el término de tres años.

Artículo 22 – Las áreas de Recursos Humanos –independientemente de la denominación que tuvieran– de cada uno de los organismos y empresas de los tres poderes del Estado Provincial, llevarán un registro de los/as agentes y/o funcionarios/as de sus áreas involucrados y sancionados como victimarios/as de violencia laboral, debiendo dejar constancia en los legajos personales tal circunstancia. Asimismo, deberán elevar copia de dichos registros, al órgano central de administración de recursos humanos correspondiente a cada poder del Estado Provincial.

Artículo 23 – Dentro de los 15 (quince) días de sancionada la presente ley, se conformará la Comisión mencionada en su artículo 14, la que deberá redactar su Reglamento Interno y el correspondiente Manual de Procedimientos para la aplicación de esta ley.

Artículo 24 – La Comisión mencionada en el artículo anterior, tendrá un plazo de 60 (sesenta) días a partir de su constitución para su cometido, plazo a partir del cual, será obligatoria la adopción del Manual de Procedimientos definido, en todos los ámbitos de aplicación de la presente ley.

Artículo 25 – Invítase a los municipios y comunas a adherir a la presente ley.

Artículo 26 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto tiene por objeto proveer a los/as trabajadores/ras de las dependencias de los tres poderes del Estado Provincial, a las entidades autárquicas, empresas del Estado, sociedades del Estado y sociedades con participación estatal, cualquiera sea su forma jurídica, de legislación adecuada para prevenir, sancionar y erradicar la violencia laboral.


La violencia laboral afecta no sólo las relaciones interpersonales en las organizaciones sino la eficiencia y eficacia de sus servicios, los costos de los mismos y por consiguiente el balance económico y social de las mismas. Es justo decir que las situaciones mencionadas no sólo se dan en el ámbito público sino también se reproducen y de manera alarmante en el ámbito privado: baste decir la multiplicación geométrica del miedo que provoca el trabajo en negro, los "contratos basura", entre otros conflictos innecesarios de describir en este proyecto ya que se trata de temas de público conocimiento.


¿En qué consiste la violencia laboral? Según Marie-France Hirigoyen, psiquiatra francesa con formación en victimología tanto en Francia como en Estados Unidos, considerada como una de las más grandes especialistas mundiales en el tema:


"Por violencia en el lugar de trabajo hay que entender cualquier manifestación de una conducta abusiva y, especialmente, los comportamientos, palabras, actos, gestos y escritos que puedan atentar contra la personalidad, la dignidad o la integridad física o psíquica de un individuo, o que puedan poner en peligro su empleo, o degradar el clima de trabajo".


Y la especialista prosigue con un interesante comentario:


"Aunque el acoso en el trabajo sea un fenómeno tan viejo como el mismo trabajo, hasta principios de la década de los noventa no se lo ha identificado como un fenómeno que no sólo destruye el ambiente del trabajo y disminuye la productividad, sino que también favorece el absentismo, ya que produce desgaste psicológico. Heinz Leymann, psicólogo del trabajo en Suecia, investigó este proceso denominándolo "Psicoterror". Actualmente, en muchos países, los sindicatos, los médicos laborales y las obras sociales empiezan a interesarse por este fenómeno".


Hirigoyen también nos dice:


"Uno no se muere directamente de recibir todas estas agresiones, pero sí pierde una parte de sí mismo. Cada día, uno vuelve a casa desgastado, humillado y hundido. Resulta difícil recuperarse. ... Cuando la violencia laboral aparece es como si arrancara una máquina que puede machacarlo todo. Se trata de un fenómeno terrorífico porque es inhumano. No conoce los estados de ánimo ni la piedad. Los compañeros de trabajo, por bajeza, por egoísmo o por miedo, prefieren mantenerse al margen... Una situación de crisis puede sin duda estimular a un individuo y conducirlo a dar lo mejor de sí mismo para encontrar soluciones, pero una situación de violencia perversa tiende a anestesiar a la víctima, que, a partir de ese momento, sólo muestra lo peor de sí misma..."


Un concepto relativamente nuevo en ese campo nos lleva a describir qué se entiende por calidad de vida en el trabajo, estrechamente vinculada al destierro de la violencia en ese ámbito:


"Es una filosofía de gestión que mejora la dignidad del empleado, realiza cambios culturales y brinda oportunidades de desarrollo y progreso personal; es una filosofía, un set de creencias que engloban todos los esfuerzos por incrementar la productividad y mejorar la moral y la motivación de las personas, enfatizando la participación de la gente, la preservación de la dignidad, y por eliminar los aspectos disfuncionales de la jerarquía organizacional"


El especialista español en medicina del trabajo, Dr. Juan Antonio López García-Silva se manifiesta sobre esos aspectos disfuncionales de la siguiente manera:


"Se ha constatado la existencia, en las empresas, de trabajadores sometidos a un hostigamiento psicológico tal que presentan síntomas psicosomáticos y reacciones anormales hacia el trabajo y el ambiente laboral. Muchas de esas manifestaciones se ajustan a la definición de "mobbing", término empleado en la literatura psicológica internacional para describir una situación en la que, una persona o grupo de personas ejercen una violencia psicológica en una o más de las cuarenta y cinco formas o comportamientos descubiertos, de forma sistemática, durante cierto tiempo, sobre otra persona, en el lugar de trabajo".


Leymann Inventory of Psychological Terrorization-LIPT, distingue 45 comportamientos hostiles que pueden ser de distinta naturaleza:


-Acciones contra la reputación o la dignidad personal del afectado: por medio de la realización de comentarios injuriosos contra su persona, ridiculizándolo o riéndose públicamente de él, de su aspecto físico, de sus gestos, de su voz, de sus convicciones personales o religiosas, de su estilo de vida, etc. Uno de estos comportamientos de gran incidencia y objeto de diversos estudios, sentencias judiciales, etc., es el acoso sexual. Se pueden dar también diversas acciones contra la reputación del afectado como trabajador/a.


-Acciones contra el ejercicio de su trabajo, encomendándole trabajo en exceso o difícil de realizar cuando no innecesario, monótono o repetitivo, o incluso trabajos para los que el individuo no está cualificado, o que requieren una cualificación menor que la poseída por la víctima o, por otra parte, privándole de la realización de cualquier tipo de trabajo, enfrentándole a situaciones de conflicto de rol (negándole u ocultándole los medios para realizar su trabajo, solicitándole demandas contradictorias o excluyentes, obligándole a realizar tareas en contra de sus convicciones morales, etc.).


-Muchas de las acciones comprenden una manipulación de la comunicación o de la información con la persona afectada que incluyen una amplia variedad de situaciones, manteniendo al afectado en una situación de ambigüedad de rol (no informándole sobre distintos aspectos de su trabajo, como sus funciones y responsabilidades, los métodos de trabajo a realizar, la cantidad y calidad del trabajo a realizar, etc., manteniéndole en una situación de incertidumbre); haciendo un uso hostil de la comunicación tanto explícitamente (amenazándole, criticándole o reprendiéndole acerca de temas tanto laborales como referentes a su vida privada) como implícitamente (no dirigiéndole la palabra, no haciendo caso de sus opiniones, ignorando su presencia...); utilizando selectivamente la comunicación (para reprender o amonestar y nunca para felicitar, acentuando la importancia de sus errores, minimizando la importancia de sus logros...)


-Otras acciones muestran la característica de que son situaciones de inequidad mediante el establecimiento de diferencias de trato, o mediante la distribución no equitativa del trabajo, o desigualdades remunerativas, etc.


Una de las características más relevantes de estas situaciones es la de ser un conflicto asimétrico entre las partes, donde la parte hostigadora tiene más recursos, apoyos o una posición superior a la del trabajador hostigado. En esta dinámica el agresor o agresores se valen, normalmente, de algún argumento o estatuto de poder como pueden ser la fuerza física, la antigüedad, la fuerza del grupo, la popularidad en el grupo o el nivel jerárquico para llevar a cabo estos comportamientos violentos. El agredido percibe que su/s hostigador/es tiene/n la intención explícita de causarle daño o mal, lo que convierte a la situación en especialmente estresante, interpretando los hechos como una gran amenaza a su integridad pues contraría algunas de sus expectativas (como la de recibir un trato equitativo) y atenta contra sus necesidades básicas como la de estar asociado y tener relaciones afectuosas con otras personas y de estatus (necesidad de una relación con los otros, establecida y respetada).


Habitualmente, el individuo no sabe cómo afrontar estas situaciones para modificar su entorno social ni sabe cómo controlar las reacciones emocionales que le produce dicho proceso. El fracaso en el afrontamiento de las situaciones y en el control de la ansiedad desencadena una patología propia del estrés, que se va haciendo crónica y agravando progresivamente.


Señaladas sintéticamente las características de este fenómeno sobre el cual solicito presten su atención para emitir su opinión a través de una norma legal que contribuya a la desaparición del mismo, no puedo dejar de señalar las consecuencias que el maltrato, la violencia, el acoso y hostigamiento producen:


-Para el trabajador afectado: Ansiedad, miedo continuo, sentimiento de estar amenazado en forma permanente, sentimientos de fracaso, impotencia, frustración, baja autoestima, apatía, distorsiones cognitivas, síndrome de estrés postraumático, drogadependencias, alcoholismo, cuadros depresivos graves, trastornos paranoides, suicidios, trastornos funcionales y orgánicos.


A nivel social, excesiva susceptibilidad, hipersensibilidad a la crítica, actitudes de desconfianza, conductas de aislamiento, evitación, retraimiento, agresividad, hostilidad, manifestaciones de inadaptación social. Son comunes los sentimientos de ira y rencor y deseos de venganza contra el/los agresores.


La salud social del individuo se encuentra profundamente afectada pues este problema puede distorsionar las interacciones que tiene con otras personas e interferir en la vida normal y productividad del individuo.


Desde el punto de vista laboral posiblemente resultarán individuos desmotivados e insatisfechos que encontrarán el trabajo como un ambiente hostil asociado al sufrimiento y que no tendrán un óptimo rendimiento. La conducta lógica de un trabajador sometido a una situación de violencia laboral sería el abandono de la organización. Sin embargo, esto no se produce debido a la actual situación económica, a la alta tasa de desempleo y por otro lado, a que, a medida que el trabajador se va haciendo mayor, ve disminuida su capacidad para encontrar nuevos trabajos.


Para la organización del trabajo: Es un hecho cierto que tener trabajadores con este tipo de problemas afecta el desarrollo del trabajo, pues al distorsionar la comunicación y la colaboración entre trabajadores interfiere en las relaciones que se deben establecer para la ejecución de las tareas. Se produce entonces una disminución de la cantidad y calidad del trabajo desarrollado por la persona afectada, el entorpecimiento del trabajo en equipo, problemas en los circuitos de información y comunicación, aumento del absentismo, etc.


La cohesión, colaboración, cooperación, calidad de las relaciones interpersonales, es decir el clima social laboral se verán afectados ante la existencia de problemas de este tipo. Se incrementa la accidentabilidad.


-Para el núcleo familiar y social: El entorno social del afectado padecerá las consecuencias de tener una persona cercana amargada, desmotivada, sin expectativas ni ganas de trabajar y que padece algún tipo de trastorno psiquiátrico u adicciones.


-Para la comunidad: No hay que despreciar el impacto económico de este tipo de problema: pérdida de fuerza de trabajo, costes de asistencia a enfermedades, costes de las pensiones por invalidez, etc.


A lo expresado debemos agregar que tanto hombres y mujeres se encuentran afectados por igual siendo el sector servicios el que más episodios de violencia registra.


La Carta Social Europea de 3 de mayo de 1996, establece el deber de “promover la sensibilización información y prevención en materia de actos condenables o explícitamente hostiles u ofensivos dirigidos de modo repetido contra todo asalariado en el lugar de trabajo y adoptar las medidas apropiadas para proteger a los trabajadores contra tales comportamientos”.


La regulación legal sobre este tema tiene en Suecia su más elaborado exponente, destacando en su Ley Básica de Prevención de Riesgos, que “el empresario es responsable de los posibles riesgos que puedan manifestarse en el ámbito del trabajo, tanto físicos como psicológicos, y para prevenirlos debe planificar y organizar el trabajo de tal forma que garantice un ambiente laboral saludable, para lo cual debe dejar patente, mediante el ejercicio del poder de dirección, su firme decisión de no consentir conductas de acoso, y su firme resolución de atajar y erradicar tales conductas mediante la aplicación del poder disciplinario y del poder sancionador”.


En Francia se ha tipificado como delito esta conducta, estableciendo sanciones que comprenden no sólo la multa pecuniaria sino también la privación de libertad.


La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Navarra (España) ha estimado que acreditado el acoso físico y psíquico en el trabajo, el proceso de incapacidad temporal que sufra un trabajador o trabajadora como consecuencia de esta conducta constituye un accidente de trabajo con las consecuencias que tal declaración conlleva.


Como se puede apreciar, la violencia laboral es un nuevo riesgo profesional emergente en las organizaciones de trabajo.


No sólo desde un punto de vista estrictamente psíquico, también en un plano físico y, de conformidad con el concepto de salud laboral hoy dominante, en un plano social, los expertos y los diferentes Informes elaborados por las Organizaciones Internacionales, abordan las conductas de violencia psicológica en que se manifiesta el acoso moral como un auténtico problema de salud laboral.


En nuestra Provincia, en el ámbito de la Administración Pública Provincial, la Secretaría de Igualdad de Oportunidades, de la Unión del Personal Civil de la Nación, ha encarado un exhaustivo estudio acerca del clima de trabajo, condiciones y medio ambiente de trabajo, condiciones sanitarias de la población trabajadora y equidad salarial.


Lo que más llamó la atención durante el transcurso de la primera etapa de la investigación que se realizó, fue la queja constante de empleados y jefes acerca del maltrato que reciben de superiores, colegas, público y proveedores. Se registraron testimonios concretos de enorme cantidad de trabajadores de ambos sexos que contaban sus propias historias de penurias sufridas en sus respectivos lugares de trabajo, que los habían llevado a sufrir diferentes consecuencias: confusión acerca de su propia dignidad y autoestima; sentirse culpable para justificar la conducta del otro; estrés generando situaciones de ira contenida en el ámbito laboral y familiar; aparición de enfermedades psicosomáticas de diverso carácter y gravedad; miedo; síndrome de pánico; aislamiento del grupo de pertenencia; depresión; bulimia; anorexia; entre tantas otras manifestaciones que van socavando malignamente el clima de trabajo.


Casi todas las personas entrevistadas describieron situaciones muy dolorosas en donde han sido humilladas, maltratadas verbalmente, trasladadas de sus lugares de trabajo sin explicación y sin causa aparente, descalificadas ante compañeros y superiores; degradadas para cumplir con funciones que no les competen por sus jerarquías; ridiculizadas públicamente; acosadas sexualmente; etc.


Legislar sobre este tema, no es nuevo en nuestro país. Este movimiento se ha concretado en varias provincias: Tierra del Fuego e Islas del Atlántico Sur, Neuquén, Provincia de Buenos Aires, Río Negro, Jujuy, Misiones, Formosa, La Rioja, Santa Cruz y Tucumán. La Licenciada Beatriz Raijer- senadora nacional ha presentado también un proyecto de ley sobre la materia en el Congreso de la Nación.


Todo lo mencionado nos lleva a aspirar iguales posibilidades para Santa Fe. Interesante resulta de igual modo revisar la Constitución Nacional y Provincial en los capítulos dedicados a Derechos y Obligaciones y conexos, el Plan para la Igualdad de Oportunidades entre varones y mujeres en el mundo laboral elaborado y dado a conocer por el Poder Ejecutivo Nacional a través del Decreto Nº 254/98, la Ley Nacional N° 23.592 y sus modificatorias y las demás normas y pactos internacionales que protegen a todo ciudadano cualquiera sea su sexo, edad, raza, religión, condiciones psicofísicas, ideologías políticas o actividad gremial.


Por cierto, si nos consideramos una provincia moderna no escapará a ustedes la necesidad de buscar salidas legislativas para contraatacar este flagelo que nace de forma anodina y se propaga insidiosamente en todas las organizaciones, tanto públicas como privadas.


Por todo lo expresado, solicito a mis pares el voto favorable para el presente proyecto.

Maguid – Cura – Cavuto
proyecto de ley original (Expte. Nº 10.836 – BS)

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º – Los funcionarios y/o empleados de la Provincia, municipalidades, comunas, y de entidades autárquicas y descentralizadas tanto provinciales como municipales, no podrán ejercer sobre otros las conductas que esta ley define como violencia laboral.

Artículo 2º – A los efectos de la aplicación de la presente Ley se entiende por violencia laboral el accionar de los funcionarios o empleados públicos que, valiéndose de su posición jerárquica o de circunstancias vinculadas con su función, incurran en conductas que atenten contra la dignidad, integridad física, sexual, psicológica o social del trabajador o trabajadora, manifestando un abuso de poder llevado a cabo mediante amenaza, intimidación, amedrentamiento, inequidad salarial, acoso, maltrato físico, psicológico o social.

Artículo 3º – Se entiende por maltrato físico a toda conducta que directa o indirectamente esté dirigida a ocasionar un daño o sufrimiento físico sobre los trabajadores.

Artículo 4º – Se entiende por maltrato psicológico o social contra el trabajador o trabajadora a la hostilidad continua y repetida en forma de insulto, hostigamiento, desprecio o crítica infundada.

Artículo 5º – Se define con carácter enunciativo como maltrato psicológico o social a las siguientes acciones:

a) Obligar a ejecutar quehaceres denigrantes para la dignidad humana.

b) Asignar misiones innecesarias o sin sentido.

c) Juzgar de manera ofensiva su desempeño en la organización.

d) Cambiar al/a la trabajador/a de oficina o lugar habitual de trabajo, con ánimo de separarlo/a de sus compañeros o colaboradores.

e) Bloquear constantemente sus iniciativas de interacción generando el aislamiento del mismo.

f) Mantener al/a la trabajador/a incomunicándolo/a con el resto de los trabajadores.

g) Encargar trabajos imposibles de realizar.

h) Obstaculizar y/o imposibilitar la ejecución de una actividad, u ocultar las herramientas necesarias para la realización de las tareas pertinentes.

i) Efectuar amenazas reiteradas de despido infundado.

j) Privar al/a la trabajador/a de información útil para ejercer sus derechos.

k) Mantener al/a la trabajador/a en situación de ociosidad a lo largo de la jornada laboral.

l) No responder o dejar de efectuar el obligado pronunciamiento administrativo frente a los reclamos administrativos presentados por los agentes.

m) Asignar un espacio físico degradante o un mobiliario impropio para el desarrollo de las funciones del trabajador/a.

Artículo 6º – Se entiende por acoso en el trabajo, a la acción persistente y reiterada de incomodar al trabajador o trabajadora, manifestada en comportamientos, palabras, actos, gestos y escritos que puedan atentar contra la personalidad, la dignidad o la integridad física o psíquica del individuo, o que puedan poner en peligro su empleo o degradar el clima de trabajo, en razón de su sexo, opción sexual, edad, nacionalidad, origen étnico, color de piel, religión, estado civil, capacidades diferentes, conformación física, preferencias artísticas, culturales, deportivas o situación familiar.

Artículo 7º – Se entiende por inequidad salarial el hecho de instaurar y practicar la desigualdad salarial entre agentes que ejerzan en el mismo establecimiento o repartición, funciones equivalentes.

Artículo 8º – Ningún trabajador que haya denunciado ser víctima de las acciones enunciadas en el artículo 2º de la presente ley o haya comparecido como testigo de algunas de las partes podrá por ello sufrir perjuicio personal alguno en su empleo (o en cualquier otro ámbito, si ello conllevara represalia por su denuncia o testimonio).

Artículo 9º – El incumplimiento de la prohibición establecida en el artículo 1º de esta ley, será causal de una sanción de orden correctivo, que podrá implicar apercibimiento o suspensión de hasta sesenta (60) días corridos, salvo que por su magnitud y gravedad, o en razón de la jerarquía del funcionario, pueda encuadrarse en figuras de cesantía o exoneración.

Artículo 10 – El proceso sumarial tendrá inicio a través de: 

a) la denuncia de la parte damnificada;

b) la denuncia de un tercero;

c) de oficio por parte de la Administración.

Artículo 11 – Las denuncias deberán realizarse ante el superior inmediato, quien está obligado dentro del término de tres (3) días a correr traslado a la persona denunciada, a fin de que en igual plazo ejercite debidamente su legítimo derecho de defensa.


Para el caso que el denunciado fuere el propio superior inmediato, queda habilitada la vía jerárquica para la aplicación del procedimiento establecido “ut supra”.

Artículo 12 – Para la substanciación de los trámites posteriores del proceso sumarial originado en el hecho denunciado, se aplicará el régimen o estatuto disciplinario que correspondiere al empleado sumariado.


El mismo procedimiento sumarial se aplicará para los funcionarios sin estabilidad.

Artículo 13 – Cuando el denunciado sea el superior inmediato del denunciante o testigo, éstos están facultados para radicar la denuncia o el testimonio ante los superiores inmediatos o mediatos del denunciado. En el supuesto que un particular incurra en alguna de las conductas descriptas en el artículo 2º, el funcionario responsable del área en que se produzca este hecho deberá adoptar las medidas contundentes a preservar la integridad psicofísica de los empleados y la seguridad de los bienes del Estado Provincial, bajo apercibimiento de sustanciarse el sumario respectivo.

Artículo 14 – El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente ley dentro de los ciento ochenta (180) días de promulgada.

Artículo 15 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

¿Qué es la violencia laboral?:

En el mundo del trabajo la violencia se manifiesta como abuso de poder para doblegar la voluntad del otro mediante el empleo de la fuerza física, psicológica, económica y política. En este sentido, las mujeres aparecen como las más afectadas y vulnerables a esta agresión.

La violencia laboral es toda acción ejercida en el ámbito del trabajo que manifieste abuso de poder por parte del empleador, del personal jerárquico, de quien tenga la función de mando, de un tercero vinculado directa o indirectamente con él o de quien tenga influencias de cualquier tipo sobre la superioridad, según la definición elaborada por la Secretaría de Igualdad de Oportunidades de la Unión del Personal Civil de la Nación.


Esta acción es ejercida sobre el/la trabajador/a, atentando contra su dignidad, integridad física, sexual, psicológica o social, mediante amenazas, intimidación, maltrato, persecución, menosprecio, insultos, bromas sarcásticas reiteradas, discriminación negativa, desvalorización de la tarea realizada, imposición, inequidad salarial, traslados compulsivos, acoso y el acoso sexual.

La violencia laboral y la OIT:

En 1996, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) realizó una encuesta entre trabajadores/as de 36 países en la que se registraron las observaciones de estos/as trabajadores/as sobre lo que les ocurría en su ámbito laboral.

Según el informe, Francia, Argentina, Rumania, Canadá e Inglaterra señalaron las tasas más elevadas de agresiones y de acoso sexual.

Según los datos contenidos en esta encuesta, en Argentina, el 6,1% de los varones y el 11,8% de las mujeres indicaron haber sufrido agresiones en el año anterior.

La OIT preparó este informe con el objeto de aportar informaciones y análisis que permitan a las autoridades de los organismos estatales, las organizaciones de empleadores y de trabajadores, los profesionales que se ocupan de seguridad y salud en el trabajo, los directivos encargados de la gestión de recursos humanos, los instructores y los trabajadores; promover el diálogo y la formulación de políticas e iniciativas que apunten a repudiar la violencia y erradicarla inmediatamente del lugar de trabajo.

Entre los resultados del estudio, las conclusiones más reveladoras son las siguientes:

- Los brotes de violencia que se producen en los lugares de trabajo de todo el mundo permiten concluir que este problema rebasa en efecto las fronteras de los países, los ámbitos de trabajo o cualesquiera categorías profesionales.

- En algunos lugares de trabajo y ocupaciones, sobre todo en los turnos de noche, existe un grado de riesgo ante la violencia mucho mayor que el correspondiente a otros ámbitos u ocupaciones.

- Dicho riesgo es considerablemente mayor para las mujeres, dado que se concentran en las ocupaciones más expuestas, como la enseñanza, el trabajo social y la enfermería.

- Tanto los trabajadores como los empleadores reconocen cada vez más que las agresiones psicológicas son una forma grave de violencia. La violencia psicológica incluye el amedrentamiento de grupo, es decir, la intimidación y el hostigamiento psicológico colectivos.

Agreguemos que sobre esta modalidad particular de violencia laboral –el hostigamiento y acoso psicológico persistente–, la única encuesta de Condiciones de Trabajo realizada oficialmente por el Gobierno de Suecia en 1995 revela que el sector de actividad más afectado, en ese país, son los servicios públicos de educación, sanidad, asistencia social, suministro de aguas y centros alimentarios.

El mencionado informe de la OIT, además, indica que la violencia en el entorno de trabajo se deriva de una combinación de causas, relativas a las personas, el medio ambiente y las condiciones de trabajo; así como a las formas de interacción entre los propios trabajadores, entre los clientes y los trabajadores, y entre éstos y los empleadores.

Asimismo, los actos de violencia provocan una alteración inmediata y a menudo duradera de las relaciones interpersonales, la organización del trabajo y el entorno laboral en su conjunto. En los empleadores recae el costo directo del trabajo perdido y de la necesidad de mejorar las medidas de seguridad. Entre los costos indirectos se pueden citar la menor eficiencia y productividad, la reducción de la calidad de los productos, la pérdida de prestigio de la empresa y la disminución del número de clientes.

Al respecto, vale indicar que, según una encuesta del Instituto Nacional de Seguridad en el Lugar de Trabajo de los Estados Unidos, el costo total de la violencia en el trabajo fue en ese país de 4.000 millones de dólares en el último año.

La violencia laboral en Argentina y sus consecuencias:


Si bien en las actuales condiciones de precariedad e inestabilidad del empleo, tanto hombres como mujeres se ven sometidos a injustas situaciones de violencia laboral, la estadística de casos registrados en 1994 en la Administración Pública Nacional por la Secretaría de Igualdad de Oportunidades y de Trato de UPCN indica que las trabajadoras son con mayor frecuencia las víctimas.

La violencia laboral produce consecuencias físicas y psíquicas en sus víctimas, alterando tanto su rendimiento como su integridad social. Este estado de vulnerabilidad e inseguridad se refleja en cuadros de ansiedad, irritabilidad, tensión, depresión, desgano, abulia, incapacidad para concentrarse, dolor de cabeza, fatiga crónica, además de enfermedades de origen psicosomático como alergias y trastornos gastrointestinales.


Es indudable que este estado de salud repercute en la productividad del/la trabajador/a: reducción de la calidad de su trabajo, ausentismo, abandono físico y estético, desvalorización, accidentes en el manejo de materiales o instrumental, entre otros.

Un ámbito laboral feroz puede llevar a la pasividad de los trabajadores. Esa es la opinión de Julio Godio, sociólogo y ex funcionario de la OIT: "Crece la precarización de los empleos y no hay una relación entre empresarios y sindicalistas que permita la humanización de la tarea. Esto provoca que los empleados no se involucren tanto y, como contrapartida, aumenta el autoritarismo laboral".

Para Godio, esta realidad empresarial marca el fin del compañerismo: "se produce la ruptura de la cadena de solidaridad de los trabajadores y aumentan las actitudes más individualistas".

La investigación:

Como se ve, la problemática de la violencia laboral trasciende los límites de nuestra realidad provincial, y es tan grave, que ha llevado a estudiosos a ocuparse del tema. Tal el caso de la Socióloga Diana Scialpi, autora del libro “Violencias en la Administración Pública”, cuyo “objetivo principal” es “brindar evidencia empírica de la existencia de violencia en la Administración Pública” (Pág. 21).

Para la autora, “la implacable Reforma del Estado –requisito de las políticas contemporáneas de ajuste– ha sido asociada a una altísima cuota de arbitrariedad y violencia. A tal punto que popularmente se la re-denominó “Desguace del Estado”, por la falta de racionalidad de los criterios con que se llevó a cabo” (Pág. 41).

Nosotros podríamos agregar que, además de ello, el alto grado de corrupción con que se desarrolló ese “desguace”, implicó una violencia mayor, al condenar a los empleados públicos a mantener silencio ante las irregularidades que observaban por temor a las sempiternas represalias.

“En sus múltiples manifestaciones, la violencia siempre es una forma de ejercicio del poder mediante el empleo de la fuerza (ya sea física, psicológica, económica, política …) e implica la existencia de un ‘arriba’ y un ‘abajo’, reales o simbólicos” (Pág. 42). Además, “la violencia laboral es funcional al desarrollo de la corrupción. Por miedo, muchos se callan”, apuntó la escritora en declaraciones al Diario “Página/12”.

Diana Scialpi las denomina violencias político-burocráticas: en primer lugar, porque se desarrollan dentro de la Administración Pública que es por definición una organización burocrática dirigida por políticos. Segundo, porque estas prácticas ajenas a la ley son efectuadas justamente por quienes tienen la responsabilidad social y legal de mantener el orden y cuidar a los ciudadanos.

"La violencia político-burocrática es una variante de la violencia política, perpetrada por funcionarios políticos de la Administración Pública y por agentes de alto rango (personal jerárquico), que tienen la responsabilidad social, legal y administrativa de cuidar a los trabajadores del Estado y de cumplir y hacer cumplir las normas administrativas vigentes. Es fortalecida además por el apoyo de no-decisores que convalidan dichas prácticas", señala Scialpi.

Esta transformación de la fuente de protección en fuente de terror, tiene un doble aspecto: hacia fuera, cuando se traduce en maltrato y arbitrariedades que reciben los ciudadanos en general, y hacia adentro en tanto se ejerce sobre los empleados. Y puede ser además, ilegal o legal, cuando está avalada por las normativas vigentes.


En sus diversos trabajos, Scialpi viene identificando nada menos que 26 modalidades de violencia laboral en el empleo público, entre otras: abierta violación a las normativas vigentes; nombramiento de no-idóneos en cargos directivos o de gran responsabilidad; concursos espurios; infrautilización de capacidades individuales; coexistencia de excesivos escalafones (sistemas de empleo) diferentes con diferencias salariales abismales, aún para agentes que realizan la misma tarea o función y deben reunir los mismos requisitos; hacinamiento y condiciones de trabajo denigrantes; sumarios injustificados; desprotección de la maternidad; “techo de cristal” y acoso sexual en el empleo público femenino; amenazas de toda índole, y hasta sistemas de capacitación obligatoria con “clientela cautiva” y evaluaciones de desempeño del personal “con cupos”.


Según Molina Navarrete, parece existir suficiente consenso científico en torno a la mayor difusión del acoso psicológico (acoso moral o "mobbing") en las instituciones y organizaciones públicas. En su condición de Catedrático de Derecho del Trabajo y Seguridad Social, es otro autor que enfatiza la índole aún más reprochable en el plano social y en el plano jurídico, de estos comportamientos cuando se producen en servicios públicos de especial relevancia social como la educación (escuelas, universidades) o la salud (hospitales). A su juicio, estos riesgos –conocidos como riesgos profesionales de naturaleza psicosocial– no son asimilables, mucho menos tolerables, desde una mínima confianza en la vigencia efectiva del Estado Constitucional de Derecho. Resultan de particular interés sus reflexiones sobre la sentencia del Tribunal Supremo Español, Sala 3ª, Sección 6ª, del 23 de julio de 2001.

La legislación local:


“Tucumán se convirtió en la primera provincia que tiene una ley que protege a los empleados públicos del abuso de autoridad y castiga a los jefes que ejercen maltrato psíquico hacia sus subordinados, como no asignarles tareas, encargarles trabajos imposibles de realizar, bloquearles constantemente sus iniciativas, cambiarlos de oficina para separarlos de sus compañeros o efectuarles amenazas de despido reiteradas e infundadas. La norma también sanciona el maltrato físico, cualquier clase de acoso –no sólo sexual– y las discriminaciones remunerativas”, comenzaba señalando la nota de Mariana Carbajal publicada en el Diario “Página/12” del 08-12-02, titulada “El avance de las leyes que combaten el abuso”.


En efecto. La Provincia de Tucumán sancionó el 05-09-02, la Ley Nº 7.232, cuyo objetivo es “establecer un marco jurídico a fin de prevenir, controlar, sancionar y erradicar la violencia laboral”.


En la Provincia de Buenos Aires, el proyecto de la senadora Elisa Carca (ARI), ya cuenta con media sanción (19-09-02, Expte. E-141/01-02). Dicho proyecto de ley establece que se les prohibe a “los funcionarios y/o empleados de la Provincia, ejercer sobre otros las conductas” definidas como “violencia laboral”, iniciativa que nosotros prácticamente reproducimos en el presente proyecto, y que además, está siendo analizada para su aplicación entre UPCN y los gobiernos de las Provincias de Tierra del Fuego, Jujuy, Neuquén y Río Negro.


La iniciativa bonaerense cuenta con un dictamen del Ministerio de Desarrollo Humano y Trabajo, de fecha 24-10-02, en el que, entre otras cosas, se expresa que “analizada la misma, en principio esta instancia considera que el proyecto en cuestión resulta oportuno y ajustado a una necesidad social de reglar como inconductas las acciones tipificadas en el proyecto en cuestión”.


Por otra parte, toda iniciativa para proteger a los trabajadores estatales contra la violencia laboral, cobra mayor importancia y valor cuando contempla todas sus modalidades y no sólo el acoso sexual contra las mujeres, única modalidad de violencia laboral contemplada en el Primer Convenio Colectivo de Trabajo General para la Administración Pública Nacional firmado en 1999 por UPCN, y que en nuestra Provincia está amparado por la Ley Nº 11.948.


Compartiendo conceptualmente la necesidad de proteger con legislación adecuada a los empleados públicos de la Provincia de las agresiones laborales de las que suelen ser víctimas, es que promovemos la sanción del presente proyecto.

Cecchi – Di Pollina – Baudín

proyecto de ley original (Expte. Nº 10.839 – BS)

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – La presente ley tiene por objeto la protección de los derechos laborales de los trabajadores denunciantes o testigos de delitos o irregularidades cometidos contra la Administración Pública Provincial, que al tiempo de efectuar una denuncia, o de ser ofrecido como testigos, o de comunicárseles su inmediato ofrecimiento como testigos, revistaran como agentes permanentes, transitorios o contratados, de cualquier categoría, en la Administración Pública Provincial.


A los efectos derivados de la presente ley, se incluyen en la denominación “Administración Pública Provincial”, el personal de:

a) La Administración Pública Centralizada, sus entes descentralizados y empresas públicas.

b) Los Poderes Legislativo y Judicial.

c) El Tribunal de Cuentas.

d) Las Comunas y Municipalidades.

Artículo 2º – Ningún dependiente de la Administración Pública Provincial podrá ser objeto de exoneración, cesantía, degradación, postergación de ascenso, suspensión, apercibimiento, traslado, rescisión o no-renovación de contrato, ni con relación a ellos podrán modificarse las condiciones de trabajo, o de cualquier forma de sanción o discriminación, si ha hecho o se encuentra en vías de formular una denuncia administrativa o penal, o haber sido ofrecido o hallarse en vías de ser ofrecido como testigo en una denuncia administrativa o penal contra cualquier funcionario o empleado público, o relativa a irregularidades o delitos cometidos contra la Administración Pública Provincial.

Artículo 3º – Todo dependiente de la Administración Pública Provincial que sufriera cualquier acto u omisión comprendidos en el artículo precedente, podrá ampararse en la presente ley ante el juez competente, conforme el procedimiento sumarísimo establecido en el artículo 387 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Santa Fe, a fin de que se disponga, si correspondiere, el cese inmediato de los mismos.

Artículo 4º – La violación por parte de un funcionario o empleado público de las garantías establecidas en la presente ley, dará derecho al afectado a demandar judicialmente, en el mismo procedimiento, la reinstalación en su puesto y con las condiciones laborales habituales, con más lo salarios caídos durante la tramitación judicial.

Artículo 5º – Quien afirme ser víctima de alguna de las acciones enunciadas en el artículo 2º de la presente ley, deberá ponerlo por escrito en conocimiento de su superior inmediato, o ante quien o quienes lo precediera/n jerárquicamente, en caso de ser aquel la persona denunciada.

Para la substanciación del proceso sumarial originado en el hecho denunciado, se aplicará el régimen o estatuto disciplinario que correspondiere al funcionario o empleado sumariado.

Artículo 6º – El funcionario o empleado público responsable de la violación de la presente ley, será pasible de una sanción que podrá implicar apercibimiento o suspensión de hasta sesenta (60) días corridos, salvo que por su magnitud y gravedad, o en razón de la jerarquía del funcionario, pueda encuadrarse en figuras de cesantía o exoneración.

Artículo 7º – El funcionario o empleado público responsable de la violación de la presente ley, responderá en forma personal por los daños causados.

Artículo 8º – Las garantías de la presente se extenderán hasta un año después de finalizado el trámite administrativo o judicial donde el agente fue denunciante o testigo.

Artículo 9º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


A título ilustrativo, para el sector público, Estados Unidos cuenta con una ley sancionada en 1989 (Acta de Protección al Informante) que protege a los “whistleblowers”, empleados que revelan información sobre ilegalidades, abuso de autoridad, mala administración, desperdicio grosero o claros peligros a la salud o la seguridad del público. Un informante es alguien que hace una revelación legítima y legal de ese tipo de información. La ley de EEUU sólo protege a empleados del Ejecutivo y no de los poderes Judicial y Legislativo.


En 1998, el Senado de la Nación Argentina se negó a sancionar un proyecto de ley de protección al informante inspirado en la ley norteamericana, de autoría de Antonio Berhongaray.


Hoy, la excesivamente inconclusa “reforma política”, tan fácilmente declamada a la hora de la demagogia y tan difícilmente implementada a la hora de concretar proyectos en herramientas e instituciones que aseguren participación y transparencia, requiere de todos nosotros el compromiso de continuar gestando iniciativas que promuevan y garanticen la máxima cristalinidad posible en todos los ámbitos de la Administración Pública, como presupuesto básico para reconquistar la confianza del pueblo en sus administradores, gobernantes e instituciones.

Son “vox populi” entre los empleados públicos, las represiones o discriminaciones de las que son víctimas cuando intentan denunciar o resistir acciones de sus superiores que claramente atentan contra los intereses públicos.

En nuestra Provincia, hubo hasta exoneraciones como represalia contra algún empleado que se negó a suscribir o mantener en silencio cómplice irregularidades de sus superiores.

En el día de la fecha, y a través del Expte. Nº 10.836, hemos dado ingreso a un proyecto de ley de protección a los empleados públicos de las agresiones laborales de las que suelen ser víctimas. Pero esa eventual legislación quedaría incompleta, sin una ley específica que proteja al empleado público denunciante o testigo de alguna irregularidad o ilícito.

Para la socióloga Diana Scialpi, autora del libro “Violencias en la Administración Pública”, “la implacable Reforma del Estado –requisito de las políticas contemporáneas de ajuste– ha sido asociada a una altísima cuota de arbitrariedad y violencia. A tal punto que popularmente se la re-denominó “Desguace del Estado”, por la falta de racionalidad de los criterios con que se llevó a cabo” (Pág. 41).

Nosotros podríamos agregar que, además de ello, el alto grado de corrupción con que se desarrolló ese “desguace”, implicó una violencia mayor, al condenar a los empleados públicos a mantener silencio ante las irregularidades que observaban por temor a las sempiternas represalias.

Según la citada investigadora, “la violencia laboral en el empleo público, es condición necesaria para el desarrollo de la corrupción, y por miedo, muchos se callan”, sostiene en un artículo publicado en la Revista Probidad (Vol. 14, Mayo 2001), dedicado a la corrupción en la Argentina.

En tal sentido, Scialpi verifica que “la conducta violenta es perpetrada, en democracia y en las instituciones estatales, por quienes tienen la responsabilidad de proteger a todos los ciudadanos. La transformación de la fuente de protección en fuente de terror, produce efectos mucho más devastadores por cuanto se convierte en modelo autorizado, además de resultar condición necesaria para el desarrollo permanente de la corrupción”, con lo que advierte que existe una íntima relación entre violencia político-burocrática, sufrimiento personal (impacto en la salud física y psíquica de los agentes públicos), resultados de la gestión pública, corrupción y resquebrajamiento del sistema democrático y el estado de derecho.
Por lo demás, la Ley N° 8.525 –“Estatuto General de la Administración Pública”, Capítulo IV, Artículo 13 ‘Deberes y Prohibiciones’, Inciso p), establece que los empleados públicos deben ‘llevar a conocimiento de la superioridad todo acto que, conocido en el ejercicio de su función, pueda causar perjuicio al Estado o configurar delito’”. Similares deberes han sido recogidos por la tradición legislativa en todos los estatutos.

En el Código Procesal Penal de nuestra Provincia se establece, en su Artículo 180, que “tendrán deber de denunciar los delitos perseguibles de oficio: 1º. Los funcionarios o empleados públicos que los conozcan en el ejercicio de sus funciones”.


También nos podríamos referir a los casos paradigmáticos que a lo largo de la historia institucional se han producido, en los que es visible el déficit en el cumplimiento de estos deberes por parte de los empleados (ya sea denunciando o testimoniando), y tal déficit se debe interpretar asociado a la falta de garantías para esos empleados para poder cumplir con ese deber.

Ante ello, tanto para preservar los derechos de los trabajadores estatales, como para promover mayores ámbitos de control y, con ellos, más transparencia en la administración pública provincial, entendemos conveniente promover la legislación correspondiente, garantizando la integridad de los derechos laborales de aquellos agentes públicos que asumen como propia la lucha por la transparencia y, en defensa del interés público, realicen denuncias o atestigüen por actos lesivos al bien común.

Por último, destacamos que este proyecto intenta honrar los compromisos asumidos por la Argentina en el marco de la Convención Interamericana Contra la Corrupción (CICC) aprobada por Ley 24.759, ratificada el 17 de enero de 1997 y formalizado el depósito ante la OEAel 09-10-1997. Los acuerdos de la CICC más relevantes con relación a la transparencia son los contenidos en el Artículo 3º (“Medidas Preventivas”) del documento final, que están dirigidos a preservar la confianza en la integridad de los funcionarios públicos y en la gestión pública.

Cecchi – Di Pollina – Baudín

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


Es una lástima tratar en esta hora de la madrugada –a las cinco y media– un proyecto de esta trascendencia, lo que nos inhibe de argumentar in extenso. Permítanme expresar mi satisfacción por tratar un proyecto de ley que tiende a garantizar derechos humanos de los trabajadores estatales, y espero que este primer paso para ingresar la Provincia de Santa Fe en el lote de las muy pocas provincias de la Argentina –Buenos Aires y Tucumán , por ejemplo– que tienen este tipo de legislación, sea lo suficientemente rápido y que esta media sanción se convierta rápidamente en ley. 


La violencia laboral manifestada, como un abuso de poder para doblegar la voluntad del otro, es mucho más importante de lo que habitualmente se cree. La Organización Internacional del Trabajo ha realizado un estudio muy importante en 38 países y ha determinado que Francia, Inglaterra, Argentina y Rumania, son los que están a la cabeza de las estadísticas en cuanto a agresiones laborales. En Argentina ese estudio determinaba que el 6% de los hombres y el 12% de las mujeres eran, justamente, víctimas de algún grado de violencia laboral en la administración pública. No es este el proyecto de ley ideal que hubiéramos preferido, pero ha sido el proyecto de ley posible de sancionar. 


No nos agrada demasiado que se hayan eliminado las definiciones de maltrato físico, sicológico y social como tampoco la enumeración enunciativa de las distintas manifestaciones de violencia laboral. Pero, de cualquier manera –reitero–, es un paso adelante muy importante, sobre todo porque prácticamente creo va a salir por unanimidad con acuerdo de todos los sectores políticos. 


Además, tengo una modificación para incluir en el artículo 5º, que está consensuado, que descuento que va a ser así, y finalmente me queda agradecer muy especialmente a la doctora Diana Scialpi, que es una autoridad en la materia en la República Argentina y en el mundo, quien ha tenido la gentileza de corregir los borradores de los proyectos de ley, que presentamos ya hace un año, y también tengo que agradecer a aquellos empleados públicos que en algún momento se sintieron víctimas de alguna persecución o agresión laboral, en particular a aquellos jóvenes que en su momento denunciaron lo que creían actos de corrupción en torno al Tribunal de Cuentas de la Provincia, que esto le valió algún grado de persecución laboral y que ello significó, para Santa Fe, la deshonra de ser nuestra provincia el primer Estado argentino en haber sido acusado de discriminador por el Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo. A pesar de ello, tuvieron la valentía de venir a nosotros a exponer esa realidad y nos ayudaron para que en su momento presentáramos sendos proyectos de ley.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Pido la palabra.


No voy a agregar mucho más a lo que ha expresado el diputado Cecchi, con quien hemos coincidido para lograr un proyecto de ley consensuado, pero sí quiero reconocer y dejar constancia de todo el trabajo que han realizado compañeras y compañeros de la organización sindical, tanto a nivel nacional como provincial, teniendo en cuenta que tenemos, incluso, en nuestro gremio una política al respecto, para promocionar este tipo de legislación en todo el país. Lo estamos haciendo actualmente en el Congreso de la Nación, donde hace pocos días se ha presentado un proyecto muy similar a este para tratar de conseguir también una ley nacional.


Es uno de los objetivos de la Unión Civil del Personal de la Nación en todo el país y me alegra mucho que hayamos podido coincidir, especialmente con el diputado Cecchi, lo cual habla muy bien del disenso que puede transformarse en consenso en democracia. Si Cecchi y yo nos pusimos de acuerdo en un proyecto, todo puede pasar de aquí en adelante.

· Risas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar en general el proyecto de ley.

· Resulta aprobado.

· En particular se aprueban sin observaciones los artículos 1º, 2º, 3º y 4º.

· Al considerarse el artículo 5º, dice el:

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


En el tercer renglón, cuando dice “podrá sufrir perjuicio alguno en su empleo” propongo que se agregue “o en cualquier ámbito”.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el artículo 5º con el agregado propuesto por el señor diputado Cecchi.

· Resulta aprobado.

· Se aprueban sin observaciones los artículos 6º, 7º, 8º, 9º, 10, 11 y 12; artículo 13 de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe media sanción y se comunica al Senado con el siguiente texto:

 EÍ "zlExpte. Nº 12.057 – PJ y ADJ. Exptes. Nº 10.836 – BS y 10.839 – BS: Ley de prevención y erradicación de la violencia laboral" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY: 

Artículo 1º – Objeto. La presente ley tiene por objeto prevenir, controlar y sancionar la violencia laboral, y brindar protección a los/las trabajadores víctimas de las mismas, los /las denunciantes y/o testigos de los actos que la configuren. 

Artículo 2º – Ambito de Aplicación. Lo establecido en la presente ley es de aplicación en el ámbito de toda la administración pública provincial central y descentralizada, sus entidades autárquicas, empresas o sociedades del Estado, sociedades de economía mixta o con participación estatal mayoritaria, en el ámbito de la administración pública municipal y comunal central y organismos descentralizados, entes autárquicos, empresas o sociedades del Estado, comprendiendo también al Poder Judicial y al Poder Legislativo de la Provincia, así como a toda otra entidad u organismo del Estado Provincial, Municipal y Comunal independientemente de su naturaleza jurídica, denominación, ley especial que pudiera regularlo o lugar donde preste sus servicios.

Artículo 3º – Conceptualización. A los fines de la presente ley se considera violencia laboral a toda conducta activa u omisiva, ejercida en el ámbito laboral por funcionarios o empleados públicos que, valiéndose de su posición jerárquica o de circunstancias vinculadas con su función, constituya un manifiesto abuso de poder, materializado mediante amenaza, intimidación, inequidad salarial fundada en razones de género, acoso, maltrato físico, psicológico y/o social u ofensa que atente contra la dignidad, integridad física, sexual, psicológica y/o social del trabajador o trabajadora.

Artículo 4º – Difusión y prevención. El Estado Provincial organizará e implementará programas de prevención de la violencia laboral en el ámbito de aplicación de la presente, campañas de difusión y capacitación, formas de resolver los conflictos, modos de relacionarse con los compañeros, superiores y subalternos, maneras de mejorar sus conductas sociales y todo otro proceso de formación o terapéutico que los lleve a una mejor relación dentro de su ámbito laboral y toda otra forma que considere oportuna para establecer un clima de trabajo adecuado, con el objetivo de preservar la integridad psicofísica de todos los trabajadores/as. Para ello podrá requerir la asistencia de las áreas especializadas en capacitación, salud laboral, salud mental u otras afines a esta problemática.

Artículo 5º – Protección a denunciantes y testigos. Ningún trabajador/a que haya sido víctima de violencia laboral, que haya denunciado las mismas o haya comparecido como testigo, podrá sufrir perjuicio alguno en su empleo o en cualquier ámbito, cuando el mismo le fuera ocasionado como represalia por su denuncia o testimonio.

Artículo 6º – Sanciones. A todo aquel que incurriera en conductas de violencia laboral, se le aplicará las sanciones que prevén los regímenes administrativos y/o disciplinarios respectivos dentro del ámbito de aplicación de la presente ley, conforme la gravedad que en cada caso corresponda.

Artículo 7º – Denuncia. El/la trabajador/a víctima de violencia laboral podrá optar por denunciar el hecho ante su mismo empleador o ante la Defensoría del Pueblo de la Provincia.

Artículo 8º – Inicio de trámite. El proceso ante hechos de violencia laboral podrá iniciarse mediante:

1) la denuncia efectuada por parte de la víctima, testigo o tercero que haya tomado conocimiento del hecho;

2) de oficio

Artículo 9º – Sustanciación. Las denuncias realizadas deberán ser dirigidas al superior inmediato, quien está obligado a correr traslado a la persona denunciada dentro de los términos establecidos por los regímenes administrativos y/o disciplinarios correspondientes .

Para el caso que el denunciado fuere el propio superior inmediato queda habilitada la vía jerárquica para la aplicación del procedimiento establecido en el párrafo precedente.

Artículo 10 – Responsabilidades. El funcionario o responsable del área o establecimiento en el que se produzcan los hechos de violencia laboral, deberá adoptar las medidas conducentes a preservar la integridad psicofísica de los empleados y la seguridad de los bienes del Estado Provincial, bajo apercibimiento de las sanciones que le pudieran corresponder.

Artículo 11 – Aporte de pruebas. Toda denuncia por violencia laboral efectuada deberá ser acompañada de una relación de los hechos y el ofrecimiento de las pruebas en que sustenta su denuncia. Si la denuncia se realizará ante la Defensoría del Pueblo será de aplicación el procedimiento previsto en la Ley Nº 10.396.

Artículo 12 – Reglamentación. El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente ley dentro de los sesenta (60) días de promulgada.

Artículo 13 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

11.16 Donaciones efectuadas durante la catástrofe hídrica de 2003: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.807 – ARI) por el que se solicita se informe respecto de las donaciones efectuadas a los ciudadanos de la Provincia, durante la catástrofe hídrica del año 2003.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.807 – ARI) presentado por los diputados Riestra, Benas y Strada, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo informe respecto de las donaciones efectuadas a los ciudadanos de la Provincia, durante la catástrofe hídrica del año 2003; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto original.

Sala de la comisión, 10 de noviembre de 2004.

Gastaldi – Aranda – Reutemann – Vásquez – Venesia

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. 13.807 – ARI) presentado por los diputados Riestra, Benas y Strada, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, informe respecto de las donaciones efectuadas a los ciudadanos de la Provincia, durante la catástrofe hídrica del año 2003; y, atento a que el mismo cuenta con dictamen favorable de la Comisión de Promoción Comunitaria, ésta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de la comisión, 18 de noviembre de 2004.

Peirone – Dalla Fontana – Qüesta – Marcucci – Lagna – Liberati – Cecchi – Venesia – Riestra – Maguid – Scataglini

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.807 – ARI), auditoría de los diputados Riestra, Benas y Strada, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo disponga informar respecto de las donaciones efectuadas a los ciudadanos de la Provincia, durante la catástrofe hídrica del año 2003. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las Comisiones de Promoción Comunitaria y de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir a los mismos, aconsejando su aprobación.

Sala de comisión, 24 de noviembre de 2004.

Esquivel – Kilibarda – Pezz – Benas – Mascheroni – Meotto – Lamberto – Liberati

 EÍ "zcExpte. Nº 13.807 – ARI: Donaciones efectuadas durante la catástrofe hídrica de 2003\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia solicita que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos que correspondan y con relación a las donaciones efectuadas a los ciudadanos de la Provincia Santa Fe, durante la catástrofe hídrica del año 2003, informe lo siguiente:

1) Teniendo en cuenta que el Decreto Nº 1321/03 en su artículo 1º dice: “Las donaciones, legados y otras liberalidades recibidas en virtud de actos de disposición a título gratuito en dinero u otra especie, serán distribuidas por las Unidades de Apoyo y Operacionales en base a la designación primaria de la Subsecretaría de Emergencia…”, solicitamos que dicha Subsecretaria informe el monto total de las donaciones ingresadas, su valuación económica y su destino.

2) De acuerdo con la Ejecución Provisoria del Ejercicio 2003 (al 5-3-03), coincidente con el Decreto 3978/03, ingresaron a la Provincia: “Gobierno de la Provincia de Santa Fe –Donaciones Públicas y Privadas – Emergencia Hídrica por la suma de $ 579.701,53.” Por lo tanto solicitamos el estado de Ejecución Definitivo de las partidas correspondientes y copia de los decretos aprobatorios respectivos.

3) Dado que en el Decreto Nº 3978/03, citado en el punto anterior, se resuelve financiar los trabajos de Reconstrucción y Remodelación de Centros Asistenciales dependientes del Ministerio de Salud y Medio Ambiente, requerimos información en detalle de dichos trabajos.

4) Por Decreto Nº 0591/04 se aprueba la Resolución Nº 0128/03 dictada por la Subsecretaría de Emergencia aceptando las donaciones provenientes del Gobierno de Italia; respecto a este punto se desea conocer el destino otorgado a cada uno de los elementos citados en el anexo de dicha resolución. Asimismo, en caso de existir otros decretos relacionados con elementos donados solicitamos se remita copia de los mismos.

5) Por otra parte en el artículo 2º del Decreto 1321/03 se establece: "…en la Dirección Provincial de Defensa Civil funcionará un sistema informático de registro y consolidación de actos a título gratuito con destino a la emergencia, el que desarrollará un programa en el que se volcaran los datos sobre la totalidad de los procesos de recepción, aceptación, cuando correspondiere, asignación y distribución de los bienes recibidos en ese carácter, para lo cual se destinarán los recursos humanos y logísticos necesarios de la Subsecretaría de Emergencia… El Registro Informático empleará el Sistema Operativo Suma de la Organización Panamericana para la Salud (OPS). La Dirección Provincial de Información Pública será responsable de la amplia difusión de los datos consignados". Por lo tanto es de nuestro interés conocer la totalidad de los datos volcados como así también la información emitida con detalle de fecha y medios de comunicación utilizados.

6) Qué intervención le cupo a la Contaduría General de la Provincia en esta cuestión como lo estipula el artículo 6º del Decreto Nº 1321/03.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La reconstrucción de Santa Fe víctima del desastre hídrico que dejara vidas humanas en el camino, pérdidas materiales que forman parte de la historia personal de individuos y sus familias, requiere la sinceridad de la "de-construcción" de la historia trágica.


Para ello es necesario la verdad de los hechos con relación a la solidaridad local, regional, nacional e internacional que emergió ante la humillación de una inundación que pudo evitarse.


Así los medios de comunicación informaron en ese terrible contexto sobre las donaciones de todo tipo, en dinero, medicamentos, instrumentos, carpas, vestimenta, alimentos que recabaron países hermanos, iglesias, organizaciones sociales para que lleguen a Santa Fe.


En este sentido es que valoramos el Decreto 1321/2003 sobre "Donaciones por Emergencia Hídrica" que en su artículo 2º establece que: "...en la Dirección Provincial de Defensa Civil funcionará un sistema informático de registro y consolidación de actos a título gratuito con destino a la emergencia, el que desarrollará un programa en el que volcarán los datos sobre la totalidad del proceso de recepción, aceptación cuando correspondiere, asignación y distribución de los bienes recibidos en ese carácter, para lo cual destinarán los recursos humanos y logísticos necesarios de la Subsecretaría de Emergencia con la mecánica establecida en el citado Anexo I, que forma parte integrante del presente. El Registro Informático empleará el Sistema Operativo Suma de la Organización Panamericana para la Salud (OPS). La Dirección Provincial de Información Pública será responsable de la amplia difusión de los datos consignados."


El mismo Decreto en su artículo 6º da lugar a la Contaduría General de la Provincia: “…en virtud de lo estipulado en el artículo 133 de la Ley de Contabilidad, Decreto Ley 1757/ 1956, tomará la intervención que corresponda en el contexto de la normativa vigente y arbitrará las acciones necesarias a fin de que los bienes que se encuentren en instancias de "custodia" transitoria o "en tránsito, atento a su destino final hacia ciudadanos damnificados o instituciones actuantes en la emergencia sean considerados en el relevamiento respectivo que se deberá implementar".


De todas maneras nos quedan dudas acerca de la aplicación de estas normas y los destinos reales que tuvieron finalmente las donaciones.


Es por ello que solicitamos a nuestros pares la aprobación de este proyecto.

Riestra – Benas – Strada
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

· Resulta aprobado.

12 ORDEN DEL DÍA
12.1 Ampliación red informática a delegación Rosario de la Cámara de Diputados

(Proyeto de resolución – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 3.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de resolución (Expte Nº 13.765 – DB), presentado por los diputados Tomei, Millet, Peralta, Benas, Brignoni, Lamberto y Liberati, por el cual ésta Cámara resuelve disponer la ampliación de su Red Informática a la Delegación de la ciudad de Rosario; y, luego de los estudios realizados, se aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "zrExpte Nº 13.765 – DB\: Ampliación red informática a delegación Rosario de la Cámara de Diputados" 
LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

RESUELVE:

Articulo 1. – Disponer la ampliación de la Red Informática de la Cámara de Diputados a la Delegación existente en la Ciudad de Rosario.

Articulo 2. – Por ampliación de la Red Informática se entiende:

· El acceso al Sistema de Carga de Ayuda Social para cada Diputado.

· El acceso al Sistema de Seguimiento de Expedientes de la Cámara de Diputados.

· El acceso a la página Intranet del cuerpo de Taquígrafos: Diario de Sesiones, Versiones Taquigráficas, Textos completos de los Expedientes Ingresados.

· El acceso al Circuito Cerrado de video Sesión.


Sin prejuicio de lo anterior se podrá ampliar a la red informática de la Delegación Rosario, al acceso a nuevas herramientas de información que se incorporen.

Articulo 3. – La Secretaría Parlamentaria de la Honorable Cámara de Diputados, a través de la Dirección de Informática elaborara los informes pertinentes para evaluar los requerimientos tecnológicos necesarios para la ampliación de la red.

Artículo 4 .– Regístrese, comuníquese, archívese.

Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Liberati – Qüesta – Marcucci – Cecchi – Maguid – Lagna – Riestra – Venesia

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Actualmente la Delegación de Rosario, no cuenta con la posibilidad de acceder al Sistema Informático de la Cámara de Diputados, ya que no existe conexión en red entre las mismas.


Esto impide a los 19 legisladores que tienen sus oficinas en la delegación tener a su alcance valiosa información que hace a la labor legislativa.


En numerosas ocasiones, la búsqueda de expedientes y el contenido de la misma se ve frustrada por no contar con los datos, ya que los mismos sólo pueden ser vistos desde la Legislatura Provincial. 


Entonces es necesario superar este impedimento, ampliando la red informática a la mencionada delegación permitiendo así el acceso de la información de manera actualizada y constante.


La ampliación de la red, significaría en este caso el acceso al Sistema de Carga de Ayuda Social, al Sistema de Seguimiento de Expedientes, como también al circuito cerrado de video sesión.


También permitiría el ingreso a la página Intranet del Cuerpo de Taquígrafos, es decir al Diario de sesiones, versiones taquigráficas, textos completos de los proyectos ingresados.


La red informática instalada en la Delegación de Rosario, tiene las características tecnológicas optimas para la ampliación del Sistema Informático de la Cámara de Diputados.


Existen para este caso, servicios de transmisión de datos urbanos, interurbanos e internacionales, es decir tendidos de fibra óptica que atraviesan las principales ciudades de Argentina y Santa Fe, particularmente las ciudades Rosario y Santa Fe.


Estos servicios de transmisión permiten enviar grandes volúmenes de datos sin límite de capacidad, con sistemas cerrados para la seguridad de los datos transmitidos.


De esta manera se evitarían gastos innecesarios en el tendido de una red de fibra óptica propia de la Legislatura provincial.


También descomprimiría la labor legislativa en la propia Legislatura, e implicaría la utilización mucho más adecuada de la Delegación de la Cámara de Diputados en Rosario.


De la misma manera evitaría gastos en llamados telefónicos innecesarios, como también los excesivos envíos de fax.


Esto se destaca en el Informe Anual de Actividades del año 2002, elaborado por la Presidencia de la Cámara, que destaca en la pagina 18 en referencia a la Red Informática que “a través de la red informática se brindan distintos servicios, sistema de consulta de expedientes, versiones taquigráficas, órdenes del día, acceso a ver las sesiones en vivo, el uso compartido de impresoras de gran porte entre la Dirección de Mesa de Entrada, Dirección de Informática, Cuerpo de Taquígrafos, Dirección Parlamentaria y la Dirección de Técnica Legislativa, todos ellos dependientes de la Secretaria Parlamentaria”.


También este mencionado Informe de Actividades 2002, destaca que “entre otros beneficios podemos enumerar compartir la información, en las oficinas y los bloques, lo que evita los problemas de manejo de los mismos a través de disquetes, y que permiten bajar gastos de servicios de Internet, como correo electrónico, etc…”


Entonces la propia Presidencia de la Cámara advierte las dificultades que implican no tener una verdadera red interconectada, donde todos los legisladores puedan acceder a la misma información y en tiempo simultaneo.


Es necesario destacar que actualmente la única manera existente de acceder al Sistema de Expedientes es realizar una copia por CD, y actualizar semana a semana, quedando en riesgo que expedientes ingresados no figuren en la lista salvada en el CD.


No existe manera para acceder actualmente desde la Delegación de Rosario al texto completo de los expedientes, con todo lo que ello implica.


Con buen criterio la Presidencia de la Cámara de Diputados ha realizado ampliaciones de la Red Informática en el mismo sentido, al tener en cuenta que las Comisiones Permanentes Legislativas debían tener acceso al Sistema de Expedientes y a la Pagina Intranet elaborada por el Cuerpo de Taquígrafos.


Entonces, señor presidente, si las tecnologías de la información y comunicación lo permiten, si existen tendidos de fibra óptica que atraviesan las ciudades de Rosario y Santa Fe, si los requerimientos informáticos de la Delegación lo permiten, si también implican un costo menor para la Cámara, es posible realizar la ampliación requerida.


Por todo lo expuesto, solicito mis pares el tratamiento y la aprobación del siguiente proyecto de resolución.

Tomei – Millet – Brignoni – Liberati – Lamberto – Benas – Peralta

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.2 Sociedad Protectora de Animales de Santa Fe: subvención

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 4.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte Nº 13.803 – PJ), presentado por los diputados Cavuto y Tibaldo, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, proceda a otorgar una subvención requerida por las autoridades de la Sociedad Protectora de Animales de la ciudad de Santa Fe; y, luego de los estudios realizados, se aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe:

 EÍ "zcExpte Nº 13.803 – PJ\: Sociedad Protectora de Animales de Santa Fe\: subvención" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, arbitre los medios necesarios para el otorgamiento de la subvención requerida por las autoridades de la Sociedad Protectora de Animales, publicada en medios periodísticos locales, en el mes de octubre del corriente año.

Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Liberati – Qüesta – Marcucci – Cecchi – Maguid – Lagna – Riestra – Venesia

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La Sociedad Protectora de Animales se encuentra ubicada en el Camino Viejo a Esperanza en el extremo norte de nuestra ciudad, dicha institución está viviendo momentos difíciles, ya que en la actualidad no cuenta con los medios económicos para solventar los gastos que acarrean la alimentación de los animales que se encuentran al resguardo de la misma.


Además hay que agregar el grave deterioro que sufren las instalaciones donde funciona la Sociedad Protectora de Animales, complicándose aún más por la caída de un árbol de gran tamaño, por los efectos de los fuertes vientos de una tormenta, sobre el lugar donde se alojan los cachorros, empeorando aún más la deficiencia edilicia.


Conocemos la ardua tarea que cumple esta institución en el cuidado de los animales, la cual se vio incrementada en la atención de los animales de la zona, la asistencia de los animales accidentados y de los animales que dejan sus dueños en la puerta de este organismo.


Debemos reconocer que en la actualidad vemos muchos animales sueltos en la ciudad, y nos preguntamos quiénes son los responsables de controlar el cuidado y manutención de los mismos, ya que la ausencia de controles veterinarios, podría acarrear serios riesgos en la vida de los seres humanos, que pueden llegar a contraer distintas enfermedades propias de esta especie.


Por lo expuesto, señor presidente solicito la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Cavuto – Tibaldo

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.3 Impresión del libro de Gastón Gori Nicanor y las aguas furiosas

(Proyeto de resolución – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 5.

–
Se lee:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de resolución (Expte. Nº 12.888 – PJ), presentado por la señora diputada Costa, por el cual esta Cámara resuelve autorizar a la Secretaría Administrativa para que disponga la impresión de trescientos ejemplares del libro “Nicanor y las aguas furiosas” del escritor Pedro Marangoni (Gastón Gori) y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zrExpte. Nº 12.888 – PJ\: Impresión del libro de Gastón Gori Nicanor y las aguas furiosas" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

RESUELVE:

Artículo 1º.- Disponer la impresión de trescientos (300) ejemplares del libro “Nicanor y las aguas furiosas” del escritor Pedro Marangoni, cuyo seudónimo es Gastón Gori.

Artículo 2º.- Donar un ejemplar del libro a escuelas, instituciones y bibliotecas populares.

Artículo 3º.- Coordinar con el Ministerio de Educación, las acciones pertinentes a efectos de garantizar que las nueve regiones de Educación y Cultura que integran el sistema educativo de la provincia, cuenten con un ejemplar del libro en las bibliotecas de sus respectivas instituciones.

Artículo 4º.- Agradecer al escritor Pedro Marangoni, la renuncia de todos los derechos de autor que le pudieran corresponder por la publicación del libro mencionado en el artículo 1º.

Artículo 5º.- Autorizar a la Secretaría Administrativa de la Cámara a hacer las reservas presupuestarias que correspondan para realizar esta publicación.

Artículo 6º.- Regístrese, comuníquese, archívese.

Sala de Comisión, 6 de octubre de 2004.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Baudín

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de resolución (Expte. Nº 12.888 – PJ), presentado por la diputada Costa, por el cual esta Cámara resuelve autorizar a la Secretaría Administrativa de la Cámara, para que disponga la impresión de trescientos ejemplares del libro “Nicanor y las aguas furiosas” del escritor Pedro Marangoni, cuyo seudónimo es Gastón Gori; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja adherir al despacho de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Kilibarda – Benas – Reynoso – Venesia – Peralta – Jullier – Albónico – Costa

Proyecto de RESOLUCIÓN original

La Cámara de Diputados de la Provincia

Resuelve:
Artículo 1º - Autorizar a la Secretaría Administrativa de la Cámara, para que disponga la impresión de trescientos ejemplares del libro “Nicanor y las aguas furiosas” del escritor Pedro Marangoni, cuyo seudónimo es Gastón Gori.

Artículo 2º - Donar un ejemplar del libro a escuelas, instituciones y bibliotecas populares que justifiquen su uso.

Artículo 3º - Coordinar con el Ministerio de Educación, las acciones pertinentes, a efectos de garantizar que las nueve “Regiones de Educación y Cultura” que integran el sistema educativo de la Provincia, cuenten con un ejemplar del libro, en las bibliotecas de sus respectivas instituciones.

Artículo 4º - Agradecer al escritor Pedro Marangoni, la renuncia a todos los derechos de autor que le pudieran corresponder, por la publicación a que se hace referencia en el Artículo 1º.

Artículo 5º - Regístrese, comuníquese y archívese.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


La reconstrucción histórica de las diferentes culturas que han habitado dentro del territorio de Santa Fe, así como también las innumerables dificultades que han debido sortear para su definitivo asentamiento; no son tareas cuyo reconocimiento deba ser ajeno al cuerpo de legisladores en vista de su compromiso con el fomento de sentimientos de identificación y arraigo provincial.


Teniendo en cuenta tales motivos, no puede pasar desapercibida la labor del autor del libro de referencia, Gastón Gori.


Dicho escritor, oriundo de Esperanza, provincia de Santa Fe, es además abogado egresado de la Universidad Nacional del Litoral; y ha desarrollado a lo largo de toda su vida, un extenso trabajo literario y científico de recopilación de datos e historias. El mismo incluye una gran cantidad de cuentos, novelas y ensayos de sociología e historia, entre las que sobresalen: La Forestal, Y además era pecoso, El camino de las nutrias, La muerte de Antonin, y El desierto tiene dueño. Las mismas tratan reiteradamente la situación de los inmigrantes llegados a la provincia, sus costumbres, formas de vida y, principalmente, su conflicto en relación a la apropiación de la tierra; todo lo cual le ha merecido ser considerado como una de las principales autoridades del país en la materia.


Desempeñó varios cargos en organismos públicos e instituciones; destacándose que fue Secretario Técnico de Inspección General de Escuelas; Director del Boletín de Educación de la Provincia de Santa Fe; docente; vocal de la Comisión de Cultura de Santa Fe en representación de los escritores y abogado en el Foro de Santa Fe.


Gastón Gori creó el Museo de Máquinas Agrícolas en la ciudad de Esperanza y propugnó el establecimiento del Museo Regional del Quebracho. Además fue uno de los principales fundadores de la Asociación Santafesina de Escritores, entidad en la cual ejerció el cargo de presidente.


Por su distinguida trayectoria recibió distintas menciones: Premio Regional de la Comisión Nacional de Cultura; Faja de Honor de la Sociedad Argentina de Escritores; Premio Provincia de Santa Fe otorgado por la Dirección de Cultura; Faja de Honor de la Sociedad Santafesina de Escritores; sin olvidar además el reconocimiento otorgado en el año 2000 por la Cámara de Diputados que lo declaró Escritor Distinguido de la Provincia de Santa Fe.


La reedición de una de las obras de Gastón Gori, no sólo representaría un reconocimiento desde la Cámara de Diputados por su significativo aporte; sino también una manifestación de interés por parte de la misma hacia una tarea fundamental en la construcción de la cultura en nuestra provincia.


Resulta importante valorar el desempeño de un escritor en este campo, puesto que de esta forma se fomenta el continuar y colaborar con una labor en donde la dificultad es tan grande como su significación.


Finalmente, en una provincia de gran extensión, el donar ejemplares a distintas escuelas e instituciones de todo el territorio, facilitará el acceso al material y el acercamiento a un escritor local; permitiendo a todo aquel que lea la obra, conocer sus propias raíces y las distintas realidades que conforman el complejo entramado social; reafirmando, de esta manera, la identidad y unidad provincial.


Atento a lo expuesto, vería con agrado la aprobación del proyecto por parte de mis pares.

María C. Costa

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.4 Libro “Venado Tuerto Vida y Costumbres de Principios de Siglo”: adquisición y distribución en bibliotecas populares

(Proyeto de resolución – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 6.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de resolución (Expte. Nº 13.799 – PJ), presentado por el señor diputado Lagna, por el cual esta Cámara resuelve disponer la adquisición de 280 ejemplares del libro “Venado Tuerto, Vida y Costumbres de principio de siglo” de José Brendan Wallace – Editorial Ciudad Gótica – para ser distribuidos entre las Bibliotecas Populares de la Provincia, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zrExpte. Nº 13.799 – PJ\: Libro \“Venado Tuerto Vida y Costumbres de Principios de Siglo\”\: adquisición y distribución en bibliotecas populares" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

RESUELVE:

Artículo 1º: Disponer la adquisición de 280 (doscientos ochenta) ejemplares del libro “Venado Tuerto, Vida y Costumbres de principio de siglo” de José Brendan Wallace – Editorial Gótica – para ser distribuidos entre las Bibliotecas Populares de la Provincia, que se encuentren registradas por la Conabip (Comisión Nacional de Protección a las Bibliotecas Populares)

Artículo 2º: Encomendar a la Presidencia de la Cámara su distribución a través de la oficina de Relaciones Públicas, Ceremonial y Protocolo.

Artículo 3º: Los gastos que demande la ejecución de este proyecto serán atendidos con imputación a la partida de Bienes y Servicios no personales del presupuesto de la Cámara de Diputados.

Artículo 4º: Regístrese, comuníquese, archívese.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Baudín – Cavuto

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


El objeto del presente proyecto es no sólo hacer llegar a las más de doscientas setenta bibliotecas populares de la provincia registradas ante la Conabip, sino también difundir entre quienes acuden a ellas, esta obra de un vecino de la ciudad de Venado Tuerto, como lo es José Brendan Wallace, quien dedico tiempo y esfuerzo, además de cariño hacia su tierra, para traducir del ingles un libro que estaba destinado a perderse en el “silencio de los tiempos”.


José B. Wallace es hijo de Eduardo Wallace, uno de los últimos irlandeses puros, venido de Irlanda junto a otros paisanos en lo que se llamara la famosa “Primera Colonia Ovejera Irlandesa de Venado Tuerto”, fundado por Eduardo Casey a partir del remate de 72 leguas cuadradas en el año 1881. Por línea materna (los Kenny) Wallace desciende igualmente de los primeros ovejeros en comprarle campo a Casey en el remate antes citado.


Señor presidente, la importancia de este libro está contenido en el desarrollo de las interesantes narraciones de Macnie sobre su llegada, estadía, casamiento y trabajo en la Argentina, describiendo circunstancia, relatos, como también costumbres, flora y fauna de una época que ya se fue, pero que nos pertenece.


El valor y cualidad de la obra es el rescate de un seguro olvido de estas cosas. Por eso la tarea y entrega de José “Pepe” Wallace, con su traducción al castellano, se alza como una contribución, desinteresada por cierto, a la comunidad a la que pertenece desde hace más de sesenta y dos años.


La colectividad que él preside, las generaciones presentes, así como todo los que lo conocemos, le están agradecidos, pero serán las próximas generaciones, los jóvenes de hoy y hombres del futuro, quienes seguramente valorarán su acción.


Como expresara en el prólogo de la obra el Dr. Roberto E. Landaburu, “... a los patrocinados les cabe la satisfacción de haber contribuido para algo positivo, duradero, que rescate las “cosas nuestras” que son en definitiva las cosas de esta Patria Argentina”.


Es por ello que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.

Jorge Lagna

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.5 Suplemento de Diario El Litoral y otros sobre la Región Centro: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 7.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 13.672 – PJ), presentado por los señores diputados Kilibarda, Cavuto, Meotto, Dehesa, Scataglini y Lacava, por el cual esta Cámara declara de su interés el suplemento dedicado a la Región Centro, y que será publicado a partir de octubre de 2004 por los diarios “El Litoral” (Santa Fe), “La Voz del Interior” (Córdoba) y “EL Diario” (Entre Ríos), y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdExpte. Nº 13.672 – PJ\: Suplemento de Diario El Litoral y otros sobre la Región Centro\: interés legislativo" 
LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés el suplemento dedicado a la Región Centro, que será publicado a partir de octubre de 2004 por los diarios “El Litoral” (Santa Fe), “La Voz del Interior” (Córdoba) y “El Diario” (Entre Ríos).

Sala de Comisión, 3 de noviembre de 2004.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Baudín – Cavuto – Peralta

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La Región Centro está en plena marcha. Al esfuerzo realizando por sus gestores, se suman nuevos y valiosos aportes. Entre ellos esta iniciativa editorial llevada a cabo por los tres medios gráficos más importantes de las tres provincias participantes y sus zonas de influencias, decanos del periodismo del interior del país con firme raigambre cultural, a saber: “El Litoral”, –diario de esta ciudad– fundado por Dn. Salvador Caputto el 7 de agosto de 1918; el centenario diario “La Voz del Interior”, de la ciudad de Córdoba, fundado por don Silvestre Rafael Remonda el 15 de marzo de 1904 y “El Diario”, de la vecina ciudad de Paraná, fundado el 15 de mayo de 1914 por el Dr. Luis L. Etchevehere.


En nuestra ciudad tuvo lugar una reunión, en la que tomaron parte los directivos de las tres publicaciones: Gustavo Víttori (El Litoral), Carlos Jornet (La Voz del Interior) y Luis Etchevehere (El Diario). Se acordó así la publicación mensual de un suplemento destinado a cubrir los principales acontecimientos políticos, económicos, sociales y culturales de la Región Centro de la República Argentina.


El sentido d la publicación, según sus propios responsables, será brindar información, pero también llamar a la reflexión y al análisis, impulsando y acompañando al desarrollo de este nuevo espacio regional. Se buscará establecer “puentes para el diálogo” entre los actores de las tres provincias comprometidas, reflejando los intereses y requerimientos comunitarios de la región, a fin de difundir la vocación integradora más allá de las esferas políticas y empresariales. Se persigue generar “un cambio sustentable en el modo de pensar de la ciudadanía, para abatir en forma definitiva las barreras internas que separan a los pueblos”.


Es de destacar que en la iniciativa se prevé la posibilidad de invitar a otros periódicos de la región, y efectuar alianzas para que el suplemento circule en otras regiones, con la posibilidad de convertirse así en un valioso medio de difusión de los quehaceres y preocupaciones de nuestro entorno. El propósito final será “difundir las ventajas de la integración en un contexto mundial en el cual los bloques políticos y económicos tienen crecientes importancia” (vid. Diario “La Voz del Interior”, edición del 10/10/2004, pág. A2).


En suma: un proyecto periodístico e informativo de importancia para vitalizar el funcionamiento y desarrollo de la Región Centro, y que dará un valioso testimonio a las generaciones venideras. Es por todo ello que es meritorio el reconocimiento y la declaración de interés que se propugna por parte de esta Cámara, por lo cual solicito a mis pares que me acompañen en la aprobación del presente proyecto.

Kilibarda – Dehesa – Lacava – Scataglini – Meotto – Cavuto

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.6 Encuentro Rotaractiano Argentino-Uruguayo y Paraguayo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 8.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 13.653 – PJ), presentado por el señor diputado Kilibarda, por el cual esta Cámara declara de su interés el “Encuentro Rotaractiano Argentino, Uruguayo y Paraguayo” (Eraup), que se llevará a cabo del 16 al 22 de enero de 2005, en la ciudad de Esperanza, departamento Las Colonias, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdExpte. Nº 13.653 – PJ\: Encuentro Rotaractiano Argentino-Uruguayo y Paraguayo" 
LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés el “Encuentro Rotaractiano Argentino, Uruguayo y Paraguayo” (ERAUP) que se llevará a cabo en la ciudad de Esperanza, departamento Las Colonias, del 16 al 22 de enero de 2005, desarrollando el programa Rotaract, del Rotary Club Internacional.

Sala de Comisión, 3 de noviembre de 2004.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Baudín – Cavuto – Peralta

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Los clubes Rotaract de nuestra zona se encuentran organizando un multitudinario encuentro de jóvenes que se llevará a cabo en esta provincia, concretamente en la ciudad de Esperanza, y que tendrá lugar el próximo mes de enero del año venidero.


Se trata de un encuentro de jóvenes representantes del Rotaract, un programa dentro del Rotary Internacional. Este “Encuentro Rotaractiano Argentino-Uruguayo y Paraguayo” (Eraup) se lleva a cabo año tras año, y cuenta con la presencia de numerosos jóvenes de distintos países (Argentina, Uruguay, Paraguay, Brasil, Perú, Colombia, México, Estados Unidos, Suecia, Australia, etc.). Las jornadas comprenden actividades de capacitación de más de cien horas, en temas como liderazgo, motivación, formación de grupos, salud, medio ambiente, a cargo de profesionales e instructores altamente entrenados.


Rotaract es una organización sin fines de lucro, que reúne a mujeres y hombres de 18 a 30 años de edad, cuya meta es formar líderes en cada una de sus profesiones, además de promover la paz mundial entre los pueblos a través del servicio y la responsabilidad ciudadana.


Bueno será recordar, muy brevemente, los orígenes del “Rotary Internacional”. A fines de febrero de 1905, un abogado de Chicago, Paul P. Harris, convoca a tres amigos a una reunión, con el propósito de crear un club que pudiera encender la camaradería entre los hombres de negocios de la comunidad. Esa idea creció de su deseo de encontrar en las grandes ciudades, la clase de espíritu de amistad que él había conocido en el pueblo donde había crecido. En posteriores encuentros, fueron sumándose otros miembros al grupo y sus reuniones fueron rotándose entre las casas y lugares de trabajo de los miembros del grupo. De allí su nombre de "Rotarios".


Para 1910 ya existían 16 clubes en Estados Unidos, y es en este año cuando se internacionaliza, con la primera Convención del Rotary en Chicago en 1910, que contó con 29 delegados en representación de 14 clubes. El nombre Rotary Internacional fue adoptado en 1922.


En la actualidad, el Rotary International cuenta con más de 30.000 Rotary Clubs en 158 países alrededor del mundo, y más de un millón de hombres y mujeres de negocios y profesionales constituyen los miembros de estos clubes cuyo propósito es proveer servicio humanitario, alentar y fortalecer el estándar de una alta ética en todas las profesiones y actividades y construir la buena voluntad y la paz en el mundo.


Es por ello que este encuentro rotaractiano de jóvenes, cuyo objetivo es continuar y difundir las ideas de los gestores de esta organización, tendrá lugar a poco de celebrarse los cien años desde la primera reunión rotaria, y nada menos que en nuestra provincia. Tal acontecimiento merece el reconocimiento y apoyo de esta Cámara. Solicito a mis pares que me acompañen en la aprobación del presente proyecto de declaración de interés.

Danilo Kilibarda

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.7 Actividades del Mozarteum Santa Fe – Filial Salzburgo: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 9.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 13.670 – PJ), presentado por la señora diputada Costa, por el cual esta Cámara declara de su interés las actividades realizadas por Mozarteum de Santa Fe – Filial Salzburgo – que fuera fundada en el año 1958 por el Maestro Juan Pedro Franze, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdExpte. Nº 13.670 – PJ\: Actividades del Mozarteum Santa Fe – Filial Salzburgo\: interés legislativo" 
LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés, la labor didáctico – cultural realizada por Mozarteum de Santa Fe –Filial Salzburgo– que fuera fundada en el año 1958 por el Maestro Juan Pedro Franze.

Sala de Comisión, 3 de noviembre de 2004.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Baudín – Cavuto – Peralta

Proyecto de Declaración original

La Cámara de Diputados de la Provincia 

Declara:


De su interés las actividades realizadas por Mozarteum de Santa Fe –Filial Salzburgo–, que fuera fundada en el año 1958 por el Maestro Juan Pedro Franze.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


Mozarteum de Santa Fe –Filial Salzburgo– tuvo como gestor, organizador, fundador y primer presidente al recordado maestro Juan Pedro Franze.


Esta institución surge cuando estudiantes y egresados del Instituto Superior de Música de la Universidad Nacional del Litoral eran convocados por el maestro Franze a reuniones donde se escuchaba y analizaba música bajo su guía. Así surge la “Comunidad de Estudios y Experiencias Artísticas” fundada el 4 de febrero de 1958. En 1960, es reconocida por la Fundación Internacional Mozarteum de Salzburgo (Austria) como entidad filial independiente, gracias a gestiones realizadas por el maestro Franze.


Los objetivos fundacionales de esta institución cultural se han mantenido a través de sus cuarenta y seis años de existencia, pensando en la proyección y estímulo de las nuevas generaciones de músicos.


Conciertos, conferencias, audiovisuales, ciclos de cámara, cursos de diversas especialidades, concursos para instrumentistas y cantantes y clases magistrales, son las actividades que realiza Mozarteum de Santa Fe y que ofrece a estudiantes y público desde el año 2000 con la intención de revitalizar la cultura musical santafesina.


Por todo lo expuesto solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

María Celia Costa

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.8 Obra de teatro “La Casa del Campo”: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 10.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 13.796 – PJ), presentado por la señora diputada Costa, por el cual esta Cámara declara de su interés la obra de teatro “La Casa del Campo” cuyo autor y director es el señor Edgardo Dib, a realizarse en los meses de setiembre, octubre y noviembre de 2004 en la ciudad de Santa Fe, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdExpte. Nº 13.796 – PJ\: Obra de teatro \“La Casa del Campo\”\: interés legislativo" 
LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés la obra de teatro “La Casa del Campo”, cuyo autor y director es el señor Edgardo Dib, que fuera estrenada por el Grupo Teatral De las Artes, el día 25 de setiembre de 2004, en el Centro Cultural Educativo Juana del Pino “La Juana”, ubicado en calle 4 de Enero 2735 de la ciudad de Santa Fe de la Vera Cruz.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Baudín – Cavuto

Proyecto de Declaración original

La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De su interés la obra de teatro “La Casa del Campo” cuyo autor y director es el señor Edgardo Dib, basada en el “Tío Vania” de Anton Chejov, que protagoniza el Grupo Teatral De las Artes y que fuera estrenada el día 25 de septiembre de 2004, realizándose las presentaciones los días sábados a las 22 horas y los domingos a las 20:30 horas durante los meses de setiembre, octubre y noviembre en el Centro Cultural Educativo Juana del Pino “La Juana”, ubicado en 4 de Enero 2735 de la ciudad de Santa Fe de la Vera Cruz.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


La obra de teatro “La Casa del Campo”, es una comedia de recuerdos. Para el autor y director Edgardo Dib, la propuesta es una comedia dramática, como la vida. A la manera del Tom de Williams en `El Zoo de Cristal', en “La Casa del Campo” una joven se entrega al juego de reconstruir su pasado. Para esta tarea, se vale de otros siete actores que encarnan los personajes que habitaron su primera ‘casa', la infancia. Es también, al igual que ‘El zoo', una comedia de recuerdos. Se adopta el punto de vista de la protagonista. Hay una interiorización del relato. Todo acontece en su memoria y está teñido de subjetividad y de la fragilidad de sus recuerdos.


El Grupo Teatral De las Artes, creador de "La casa de Bernarda Alba", "La verdadera historia de Margarita y Armando", "¿Quién nos quita lo bailado?, está integrado por Jorge Ricci, Raúl Kreig, Marina Vázquez, Claudio Paz, Sergio Abbate, Carolina Cano, Milagros Alarcón y Lilian Bardonek, reapareciendo en la escena santafesina con esta obra en el Centro Cultural Educativo Juana del Pino "La Juana", ubicado en 4 de Enero 2735, realizando sus presentaciones los sábados a las 22 y los domingos a las 20.30, durante los meses de setiembre, octubre y noviembre.

Ficha Técnica

Director 


Edgardo Dib Actor, director, dramaturgo y docente santafesino. Jefe de trabajos prácticos de la Disciplina Preparación del Actor en la Escuela Provincial de Teatro. Ha dictado varios seminarios de formación, experimentación actoral y escritura dramática en nuestro medio. Autor de “Dos lunas para Juana”, “La Bety, ¿viste?”, “Rojo como la sangre”, “La verdadera historia de Margarita y Armando”, entre otras. Algunas de las obras en las que participó: “Dos lunas para Juana”, “Rojo como la sangre”, “¿Quién nos quita lo bailado?”, La verdadera historia de Margarita y Armando”, “Nadia, Rita y Nancy… al 2000”. Participó y obtuvo diversas distinciones en festivales y muestras teatrales.

Elenco


Jorge Ricci, Raúl Kreig, Marina Vázquez, Claudio Paz, Sergio Abbate, Carolina Cano, Milagros Alarcón y Lilian Bardonek

Jorge Ricci: Actor, director y autor teatral de extensa trayectoria nacional e internacional. Conduce el equipo del Teatro Llanura desde 1973 hasta la actualidad. Responsable de la gestión cultural de la Universidad Nacional del Litoral desde 1984 a 1999. Profesor de letras. Hombre de radio. Escritor, miembro del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Teatro del 2002 al 2003.


Raúl Kreig: Post doctorado en Dirección de Puesta en Escena y actuación en el Conservatorio Nacional de Arte Dramático de París. Postítulo en Escenoarquitectura y Espacio Escénico de la Facultad de Arquitectura de la Universidad Nacional del Litoral. Docente de preparación del actor en la Escuela Provincial de Teatro, Instituto Nº 12 de Comunicación Social, Liceo Municipal de Santa Fe y IES. Actor, director y ha participado en más de 30 montajes. Ha sido jurado del Instituto Nacional de Teatro.


Marina Vázquez: Actriz, directora y docente teatral de extensa trayectoria. En sus treinta años de trayectoria ha participado de numerosos montajes y compartido roles actorales y en dirección con Carlos Falco, Jorge Ricci, Jorge Conti, Juan Carlos Rodríguez, Dora Baret entre otros. Ha cursado talleres y seminarios con diversos maestros latinoamericanos. Es Profesora de letras, Master en Cultura y vicedirectora de la Escuela Provincial de Teatro.


Claudio Paz: Promotor Sociocultural en Teatro. Egresado de la Escuela Provincial de Teatro. Participó en espectáculos de real jerarquía como “La Betty, ¿viste?” (1991) “La Casa de Bernarda Alba” (1993-1995) “La Verdadera historia de Margarita y Armando” (1996) “Quién nos quita lo bailado? (1997-2002)


Sergio Abbate: Promotor Sociocultural en Teatro. Postítulo en gestión cultural expedido por la Flasco. Actor, director y docente teatral de gran trayectoria. Dirigió “La casa de Bernarda Alba”, “Quien nos quita lo bailado” entre otros. Como actor: “Sesetenta”, “La verdadera historia de Margarita y Armando”, “Custer”, “Lo sabían los tres”. Obtuvo premios y distinciones como actor y director.


Carolina Cano: Promotora Sociocultural en Teatro. Actriz. Profesora de Francés. Participó como actriz de: “Planeta Menguante” (2002-2003) y “Custer” (2003). Coordinación y dirección de “Camino sin gloria” del Centro Gallego de Santa Fe (2002). Formación: Escuela Provincial de Teatro, Taller de teatro de Raúl Kreig y Escuela de Theatre Nacional de Chaillot.

Milagros Alarcón: Promotor Sociocultural en Teatro. Cursa la Licenciatura en Artes Escénicas en la Universidad Nacional de Rosario. Participó como actriz en “Marathon”, “Yerma”, “Quien nos quita lo bailado”, entre otros.


Lilian Bardonek: Docente. Participó en varias puestas en el marco del Taller de Teatro. Cursa anualmente el taller de teatro del Profesor Raúl Kreig. Como actriz participó en “Quien nos lo quita lo bailado” y “La Nona”.

Cuerpo técnico: 

· Espacio Escénico y Utilería: Edgardo Dib y Mario Pascullo

· Planta de Luces, Dib, Peiteado, Pascullo

· Vestuario, banda sonora y diseño gráfico: Edgardo Dib

· Fotografía: Pablo Cuello

· Asistentes Técnicos: Mariana Mathier y Vanina Monasterolo

· Operadores Técnicos: Daniel Muñoz y Martín Bayo

· Producción: Diego Rinaldi, Mariana Mathier, Vanina Monasterolo

· Asistencia de Dirección: Diego Rinaldi y Mari Delgado

· Texto y Dirección General: Edgardo Dib.


Por todo lo expuesto solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

María Celia Costa

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.9 Revista “La Gaceta Literaria de Santa Fe”: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 11.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 13.738 – PJ), presentado por los señores diputados Costa y Lacava por el cual esta Cámara declara de su interés la edición de la revista “La Gaceta Literaria de Santa Fe”, que fuera fundada por el escritor santafesino Luis Di Filippo, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdExpte. Nº 13.738 – PJ\: Revista \“La Gaceta Literaria de Santa Fe\”\: interés legislativo" 
LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés la edición de la revista “La Gaceta Literaria de Santa Fe”, que fuera fundada por el escritor santafesino Luis Di Filippo.

Sala de Comisión, 3 de noviembre de 2004.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Baudín – Cavuto – Peralta

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La Revista “La Gaceta Literaria de Santa Fe”, fue fundada el 1º de junio de 1981 por Luis Di Filippo, escritor de principios, combativo y valiente que pensó en hacer una revista desde la región para el país.


El primer ejemplar salió en el mismo mes de junio de ese año y a partir de allí, la revista fue sumando ediciones y colaboradores, en una convocatoria clara y consecuente con el espíritu de la creación en sí misma y con los más altos valores del pensamiento.


Muchas firmas se fueron encolumnando en la proyección de esta revista, pero siempre lo que más resaltó fue el espíritu independiente de la publicación y su línea de tribuna abierta sin limitaciones ni censura.


La creación de un Consejo de Dirección, conformado por destacadas personalidades de la literatura, permitió que la revista no sufriera interrupciones en su edición. Esta permanencia de la Gaceta Literaria en la calle, no fue precisamente una tarea fácil, tanto para su fundador como para todos los que lo secundaron.


Cientos de ensayistas, cuentistas, críticos, poetas, historiadores, desfilaron por las páginas de esta publicación. Escritores argentinos de gran trayectoria, como así también otros emergentes de promisorios niveles, fueron convocados a lo largo de más de dos décadas para una revista literaria de provincia.


La pérdida física de Don Luis Di Filippo, significó una segunda etapa de la Gaceta, pero siempre cumpliendo con la voluntad de su fundador, que era la de continuar con la edición y el espíritu de la revista.


La Gaceta Literaria es una revista que refleja nuestro tiempo, frente a un hombre en cambio. Sus páginas, que sin dejar de revelar un mundo globalizado, hallan en el proceso de la creación literaria más que un hecho puro y abstracto, el símbolo vivo de la existencia.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Costa – Lacava

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.10 Obra teatral “Inteligencio y Pomponosa”: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 12.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 13.677 – UCR), presentado por la señora diputada Tomei, por el cual esta Cámara declara de interés legislativo la obra teatral “Inteligencio y Pomponosa”, comedia infantil de contenido didáctico curricular, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdExpte. Nº 13.677 – UCR\: Obra teatral \“Inteligencio y Pomponosa\”\: interés legislativo" 
LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés la obra teatral “Inteligencio y Pomponosa”, comedia infantil de contenido didáctico curricular.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Cavuto

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


El teatro es una manifestación cultural que es necesario promocionar como aporte al desarrollo cultural de nuestra Provincia.


La obra “Inteligencio y Pomponosa” es un espectáculo de teatro infantil que está dirigido a niños de 4 a 12 años, sus padres y docentes.


En el caso de los infantes, además de tener por finalidad su entretenimiento, la obra tiene por objetivo que los niños se enriquezcan con información sobre temas correspondientes a diferentes áreas curriculares escolares.


A través del punto de vista artístico y creativo de estos contenidos educativos la obra hace hincapié en temas que son de interés para la Provincia, así como la concientización de sus ciudadanos, tales como: la protección del medio ambiente; informar acerca de la problemática de la basura, sus alternativas de reducción, reutilización y reciclaje; el cuidado de los recursos naturales; la problemática de la deforestación; la toma de conciencia acerca del respeto del equilibrio ecológico-ambiental; entre otros.


Entonces se está cumplimentando con lo estipulado por la Ley provincial Nº 11.717, donde se señala que corresponde al Estado provincial el fomento y desarrollo de iniciativas públicas y privadas que estimulen la participación ciudadana en las cuestiones ambientales (Art. 4º, inc L), también la preservación del patrimonio cultural y el fomento y desarrollo de procesos culturales, enmarcados en el desarrollo sustentable (Art. 4º inc. d).


Igualmente la Ley provincial Nº 10.759, señala que debe incluirse en la currícula de los niveles iniciales, medio y técnico, el estudio sistemático de la Educación Ambiental, y posibilitar la implementación de elementos técnicos-pedagogicos necesarios que apunten a insertar la Educación Ambiental dentro un marco interdisciplinario.


También la obra busca lograr que los educandos reflexionen libremente y desarrollen un espíritu crítico y creativo, así como la transmisión de valores de convivencia social, respeto, solidaridad y tolerancia, la inculcación de conductas de autoestima de los propios niños, aceptación de la propia singularidad, respeto por las diferentes realidades y la promoción también de conductas tendientes a la integración de personas con capacidades diferentes.


De la misma manera estará contribuyendo a los fines dispuestos por la Ley Nº 12.178, Programa de Prevención de Violencia Escolar, donde se detalla entre los objetivos del Programa, estimular el valor del consenso y la actitud para realizar los esfuerzos necesarios para alcanzarlo, transmitir el valor de la tolerancia, respetando la diversidad de opiniones y favoreciendo su intercambio, promover el espíritu democrático, consolidando el Estado de Derecho y el cumplimiento de las normas, concienciar sobre el problema de la violencia, propiciando la modificación de las pautas culturales que la sustentan (Art. 3º incisos a) al e)).


En definitiva, es de interés de la Provincia, de sus ciudadanos, que esta comedia infantil didáctica humorística y musical dirigida a niños en edad escolar de 4 a 12 años y que busca la transmisión de estos valores que hacen a una mejor armonía social, alertar sobre los peligros de la problemática ecológica, la promoción de conductas de tolerancia y no-violencia y de no-discriminación de ninguna índole, sea declarada de interés legislativo por esta Cámara
En virtud de lo arriba expresado solicito a mis pares que se apruebe el presente proyecto de declaración.

Mónica A. Tomei

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.11 Antologías del taller de poesía “Historial de Soledades” de la Unidad de Detención Nº 3 de Rosario: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 13.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 13.785 – PPS), presentado por los señores diputados Reynoso, Urruty y Benítez, por el cual esta Cámara declara de interés legislativo las antologías del Taller de Poesía “Historial de Soledades”, que se desarrolla desde el año 2001 en la Unidad de Detención 3 de Rosario, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdExpte. Nº 13.785 – PPS\: Antologías del taller de poesía \“Historial de Soledades\” de la Unidad de Detención Nº 3 de Rosario\: interés legislativo" 
LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés las antologías del Taller de Poesía “Historial de Soledades”, que se desarrolla desde el año 2001 en la Unidad de Detención 3 de Rosario.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Baudín – Cavuto 

La Cámara de Diputados de la Provincia 

Declara:


De interés legislativo las antologías del taller de poesía “Historial de Soledades”, que se desarrolla desde el año 2001 en la Unidad de Detención Nº 3 de Rosario.

Señor Presidente


El taller de poesía se desarrolla desde el año 2001 en la Unidad de Detención Nº 3 de Rosario, bajo la coordinación de la señora Susana Valenti, dependiente de la Secretaría de Cultura y el Ministerio de Gobierno de la Provincia de Santa Fe.


En el año 2002 se editó “Entre la Oscuridad y la Valentía”, creándose un precedente dentro de las actividades culturales llevadas a cabo en los institutos penales de nuestro país y, en el año 2003 se publicó “Condición Circular”, ambas presentadas oportunamente en el Centro Cultural Lavardén de la ciudad de Rosario. Actualmente, se encuentra en preparación la tercera muestra conjunta que incluye este año también trabajos de internos de la Unidad Nº 5.


Para la coordinadora del taller “la propuesta de la Subsecretaría de Cultura de la Provincia en una Unidad carcelaria fue todo un desafío”.


“Era un terreno virgen, el ver que pasaba cuando se sale del círculo tradicional de la poesía hacia un lugar marginal, y los resultados quedaron no sólo plasmados en las dos antologías que publicaron, sino por ejemplo, en aquellos casos que, obtenida la libertad, los talleristas siguieron escribiendo y buscando otros espacios para continuar haciéndolo”.


Atento a esto nos parece importante y loable rescatar y apoyar esta iniciativa cultural que hecha luz sobre las inquietudes y los sueños de personas privadas de su libertad; dándoles la posibilidad de plasmarla en una obra poética, además de dignificarlos humanamente para sí, para sus afectos y ante la sociedad toda.


Es por lo expuesto que los legisladores firmantes solicitan el tratamiento y posterior aprobación del presente proyecto.

Reynoso – Urruty – Benítez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.12 Premio Opera Prima obtenido por la película “Dar de Nuevo”

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 14.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 13.805 – PJ), presentado por los señores diputados Lagna y Venesia, por el cual esta Cámara declara su beneplácito por el “Premio Opera Prima” obtenido en el “XIX Festival del Cinema Latinoamericano de Trieste” (Italia), por la película “Dar de Nuevo” del director santafesino Atilio Perín, filmada en la ciudad de Venado Tuerto, departamento General López, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdExpte. Nº 13.805 – PJ\: Premio Opera Prima obtenido por la película \“Dar de Nuevo\”" 
LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


Su beneplácito por el “Premio Opera Prima” obtenido en el “XIX Festival del Cinema Latinoamericano de Trieste” (Italia) por la película “Dar de Nuevo”, del director santafesino Atilio Perín, filmada íntegramente en la ciudad de Venado Tuerto, con la participación de actores de la región.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Baudín – Cavuto

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La película “Dar de nuevo”, dirigida por Atilio Perín, sobre un libreto de Juan Carlos Muñiz y Jimmy Lavalle, volvió a obtener un premio como “Opera Prima”, ya que originariamente obtuvo el Premio Opera Prima categoría Interior del País, en el Instituto Nacional de Cine y Artes Audiovisuales, (INCAA), por el que recibió un subsidio que permitió su realización en la ciudad de Venado Tuerto, con la participación de los actores de la zona Juan Aguilera, José Luis Maronna, Virgilio Gigli, Tito Visentín, Oscar Milanesi, Ernesto Pasquini, Adrián Airala y Horacio Martínez.


Aún sin haberse estrenado oficialmente en el país, (sólo en Venado Tuerto y la región), el film se presentó en el “Festival de Cine de Hamburgo”, (Alemania–2004), fue preseleccionada para el Festival de Venecia, participó en el FIAC 2004 de Santa Cruz de la Sierra (Bolivia), está invitada al Festival de Festivales de San Petersburgo, (Rusia–2005) y al Festival Iberoamericano de Quito, (Ecuador–2005).


Vale hacer notar que la historia de la película se desarrolla en Venado Tuerto, en un club de barrio en el que cuatro jubilados acortan sus días jugando al truco o a las bochas; los conflictos económicos los llevan a planear un disparatado secuestro de un joven empresario, pero los planes tramados en la mesa de café no son fáciles de poner en práctica.


Así, la semana pasada su director Atilio Perín viajó a Trieste, Italia, donde la película, junto a otras de Uruguay, Brasil, Costa Rica, México, Guatemala, Ecuador y Chile, participó en el “XIX Festival de Cinema Latinoamericano” y obtuvo el Premio Opera Prima, según sus organizadores por “…por su capacidad de renovar con ligereza, ironía y profundidad un clásico modelo narrativo…”.


Por lo expuesto, solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto de declaración.

Lagna – Venesia

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.13 Obra teatral “Inteligencio y Pomponosa”: interés cultural provincial

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 15.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.676 – UCR) presentado por la señora diputada Tomei, por el cual se solicita disponga declarar de interés cultural provincial, la obra teatral “Inteligencio y Pomponosa”, comedia infantil de contenido didáctico curricular, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. Nº 13.676 – UCR\: Obra teatral \“Inteligencio y Pomponosa\”\: interés cultural provincial" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, evalúe la posibilidad de declarar de interés cultural la obra teatral “Inteligencio y Pomponosa”, comedia infantil de contenido didáctico curricular.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Cavuto

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial, disponga a declarar de interés cultural provincial la obra teatral “Inteligencio y Pomponosa”, comedia infantil de contenido didáctico curricular.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


El teatro es una manifestación cultural que es necesario promocionar como aporte al desarrollo cultural de nuestra Provincia.


La obra “Inteligencio y Pomponosa” es un espectáculo de teatro infantil que está dirigido a niños de 4 a 12 años, sus padres y docentes.


En el caso de los infantes, además de tener por finalidad su entretenimiento, la obra tiene por objetivo que los niños se enriquezcan con información sobre temas correspondientes a diferentes áreas curriculares escolares.


A través del punto de vista artístico y creativo de estos contenidos educativos la obra hace hincapié en temas que son de interés para la Provincia, así como la concientización de sus ciudadanos, tales como: la protección del medio ambiente; informar acerca de la problemática de la basura, sus alternativas de reducción, reutilización y reciclaje; el cuidado de los recursos naturales; la problemática de la deforestación; la toma de conciencia acerca del respeto del equilibrio ecológico-ambiental; entre otros.


Entonces se está cumplimentando con lo estipulado por la Ley provincial Nº 11.717, donde se señala que corresponde al Estado provincial el fomento y desarrollo de iniciativas públicas y privadas que estimulen la participación ciudadana en las cuestiones ambientales (Art. 4º, inc L), también la preservación del patrimonio cultural y el fomento y desarrollo de procesos culturales, enmarcados en el desarrollo sustentable (Art. 4º inc. d).


Igualmente la Ley provincial Nº 10.759, señala que debe incluirse en la currícula de los niveles iniciales, medio y técnico, el estudio sistemático de la Educación Ambiental, y posibilitar la implementación de elementos técnicos-pedagogicos necesarios que apunten a insertar la Educación Ambiental dentro un marco interdisciplinario.


También la obra busca lograr que los educandos reflexionen libremente y desarrollen un espíritu crítico y creativo, así como la transmisión de valores de convivencia social, respeto, solidaridad y tolerancia, la inculcación de conductas de autoestima de los propios niños, aceptación de la propia singularidad, respeto por las diferentes realidades y la promoción también de conductas tendientes a la integración de personas con capacidades diferentes.


De la misma manera estará contribuyendo a los fines dispuestos por la Ley Nº 12.178, Programa de Prevención de Violencia Escolar, donde se detalla entre los objetivos del Programa, estimular el valor del consenso y la actitud para realizar los esfuerzos necesarios para alcanzarlo, transmitir el valor de la tolerancia, respetando la diversidad de opiniones y favoreciendo su intercambio, promover el espíritu democrático, consolidando el Estado de Derecho y el cumplimiento de las normas, concienciar sobre el problema de la violencia, propiciando la modificación de las pautas culturales que la sustentan (Art. 3º incisos a) al e)).


En definitiva, es de interés de la Provincia, de sus ciudadanos, que esta comedia infantil didáctica humorística y musical dirigida a niños en edad escolar de 4 a 12 años y que busca la transmisión de estos valores que hacen a una mejor armonía social, alertar sobre los peligros de la problemática ecológica, la promoción de conductas de tolerancia y no-violencia y de no-discriminación de ninguna índole, sea declarada de interés legislativo por esta Cámara.


En virtud de lo arriba expresado solicito a mis pares que se apruebe el presente proyecto de comunicación.

Mónica Tomei

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.14 Revista “La Gaceta Literaria de Santa Fe”: continuidad de su edición

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 16.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.737 – PJ), presentado por los señores diputados Costa y Lacava por el cual se solicita evalúe la posibilidad de continuar con la edición de la revista “La Gaceta Literaria de Santa Fe” que fuera fundada el 1º de junio de 1981 por el escritor santafesino Luis Di Filippo; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. Nº 13.737 – PJ\: Revista \“La Gaceta Literaria de Santa Fe\”\: continuidad de su edición" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Secretaría de Cultura de la Provincia, analice la posibilidad de continuar con la edición de la revista “La Gaceta Literaria de Santa Fe”, que fuera fundada el 1 º de junio de 1981, por el escritor santafesino Luis Di Filippo.

Sala de Comisión, 3 de noviembre de 2004.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Baudín – Cavuto – Peralta

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La Revista “La Gaceta Literaria de Santa Fe”, fue fundada el 1º de junio de 1981 por Luis Di Filippo, escritor de principios, combativo y valiente que pensó en hacer una revista desde la región para el país.


El primer ejemplar salió en el mismo mes de junio de ese año y a partir de allí, la revista fue sumando ediciones y colaboradores, en una convocatoria clara y consecuente con el espíritu de la creación en sí misma y con los más altos valores del pensamiento.


Muchas firmas se fueron encolumnando en la proyección de esta revista, pero siempre lo que más resaltó fue el espíritu independiente de la publicación y su línea de tribuna abierta sin limitaciones ni censura.


La creación de un Consejo de Dirección, conformado por destacadas personalidades de la literatura, permitió que la revista no sufriera interrupciones en su edición. Esta permanencia de la Gaceta Literaria en la calle, no fue precisamente una tarea fácil, tanto para su fundador como para todos los que lo secundaron.


Cientos de ensayistas, cuentistas, críticos, poetas, historiadores, desfilaron por las páginas de esta publicación. Escritores argentinos de gran trayectoria, como así también otros emergentes de promisorios niveles, fueron convocados a lo largo de más de dos décadas para una revista literaria de provincia.


La pérdida física de Don Luis Di Filippo, significó una segunda etapa de la Gaceta, pero siempre cumpliendo con la voluntad de su fundador, que era la de continuar con la edición y el espíritu de la revista.


La Gaceta Literaria es una revista que refleja nuestro tiempo, frente a un hombre en cambio. Sus páginas, que sin dejar de revelar un mundo globalizado, hallan en el proceso de la creación literaria más que un hecho puro y abstracto, el símbolo vivo de la existencia.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Costa – Lacava

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.15 Esperanza, sede del IV Congreso de Historia de los Pueblos

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 17.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.717 – DB), presentado por los señores diputados Ritter, Brignoni y Pezz, por el cual se solicita disponga designar a la ciudad de Esperanza como sede para la realización del IV Congreso de Historia de Los Pueblos, a desarrollarse en octubre y noviembre de 2005, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. Nº 13.717 – DB\: Esperanza, sede del IV Congreso de Historia de los Pueblos" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación y Cultura, evalúe la posibilidad de declarar a la ciudad de Esperanza, departamento Las Colonias, como sede del IV Congreso de Historia de los Pueblos, en el marco del Congreso Nacional de Inmigración, a realizarse en octubre y noviembre de 2005, como parte de las actividades previstas para la conmemoración de los 150 años de la llegada del primer contingente de colonos a la Primera Colonia Agrícola Organizada de la Argentina y fundación de la Colonia Esperanza, en febrero de 2006.

Sala de Comisión, 3 de noviembre de 2004.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Baudín – Cavuto – Peralta

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación y Cultura designe a la ciudad de Esperanza como sede para la realización del IV Congreso de Historia de los Pueblos, que se concretará en el marco del Congreso Nacional de Inmigración, en octubre y noviembre de 2005, como parte de las actividades previstas para la conmemoración, en febrero de 2006, de los 150 años de la llegada del primer contingente de colonos a la primera colonia agrícola organizada de la Argentina y fundación de la Colonia Esperanza.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El Centro de estudios e Investigaciones Históricas del departamento Las Colonias y la Secretaría de Cultura y Deportes de la Municipalidad de Esperanza, se han dirigido al señor Gobernador y a los legisladores del departamento Las Colonias planteando la inquietud que motiva el presente proyecto.


Cabe recordar que, desde 1982 en que se inició esta serie de congresos, se promovieron las investigaciones históricas relacionadas con los pueblos de la Provincia, difundiendo la cultura de mucho de ellos mediante publicaciones, señalamiento de lugares y monumentos históricos, y propender a la organización técnica de las fuentes de la historia, poniendo en valor archivos comunales y municipales, sugiriendo proyectos de legislación en este sentido y la creación de museos, bibliotecas y casas de cultura en las localidades carentes de ellas.


Sería sobreabundante reseñar las distintas áreas o circuitos que derivaron luego en corredores turísticos y la identificación de edificios, sitios y lugares con valor histórico identificados como consecuencia de los trabajos realizados.


En síntesis, coincidiremos en que la tarea debe continuar y que la ciudad de Esperanza constituye el sitio adecuado para la realización del IV Congreso de la Historia de los Pueblos, en las etapas iniciales de la conmemoración de los 150 años de la iniciación del proceso de colonización agrícola en nuestro país.


Por las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto.

Ritter – Pezz – Brignoni

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.16 Preservación biblioteca donada por la prof. Delia Travadelo al Departamento de Literatura Infantil de la Secretaría de Cultura

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 18.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.824 – PJ), presentado por la señora diputada Costa, por el cual se solicita a través del Ministerio de Educación, disponga las medidas para conservar y preservar la biblioteca compuesta por 469 libros y revistas donadas en el año 2003 por la profesora Delia A. Travadelo de Cassanello al Departamento de Literatura Infantil, dependiente de la Secretaría de Cultura de la Provincia, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. Nº 13.824 – PJ\: Preservación biblioteca donada por la prof. Delia Travadelo al Departamento de Literatura Infantil de la Secretaría de Cultura" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación y Cultura, adopte todas las medidas necesarias para conservar y preservar la biblioteca compuesta por 469 (cuatrocientos sesenta y nueve) libros y revistas, donadas en el año 2003 por la Profesora Delia A. Travadelo de Cassanello al Departamento de Literatura Infantil, dependiente de la Secretaría de Cultura de la Provincia, con fines de uso público.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Brignoni – Costa – Kilibarda – Stanoevich – Baudín – Cavuto

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


La Sra. Delia Travadelo nació en Santa Fe, el 2 de junio de 1918. Egresa del Instituto Nacional de Profesorado Secundario de Paraná con el título de Profesora de Castellano y Literatura. Realizó estudios complementarios de inglés, francés e italiano en la Asociación Cultural Inglesa, la Dante Alighieri y la Universidad Nacional de Córdoba, como así también cursos de perfeccionamiento en lengua y literatura, en Francia y España.


Fue directora de curso y profesora de castellano en la Escuela Normal Superior “Dr. Agustín Garzón Agulla”, cargos que accedió por concurso. También ejerció la docencia en el Colegio Nacional “Simón de Iriondo”, en la Escuela Superior de Música y en la Facultad de Ciencias de la Educación –ambas dependientes de la Universidad Nacional del Litoral–, entre otras instituciones.


Impulsó y desarrolló una experiencia renovadora en el aprendizaje de la literatura en la enseñanza media. Este trabajo fue galardonado por el gobierno de la Provincia de Santa Fe con el Premio IPCLAR –Instituto para las Ciencias, las Letras y las Realizaciones– en el año 1971.


En el período 1957-1958 fue vocal del Consejo General de Educación de la Provincia. Dedicada fundamentalmente al estudio de la problemática de la literatura vinculada a la enseñanza, integró comisiones encargadas de la renovación de planes para la Escuela Normal Provincial “Alte. Brown”, la Facultad de Ciencias de la Educación de Paraná y el Instituto del Profesorado Básico de Santa Fe.


Ha dictado numerosos cursos y conferencias en diferentes centros educativos y culturales a fin de difundir la materia de su especialidad. Colaboró con prestigiosas publicaciones y diarios de nuestro país. Junto a la Prof. Ana María Caffaratti se encargó de la redacción del tema referido a la educación en el ciclo básico de la enseñanza media para la Gran Enciclopedia de Educación Omeba. En 1954 publicó “Júbilo del canto”, una antología poética para niños y adolescentes. Se jubila en el año 1974, pero siguen con su actividad de escritora. Entre sus obras podemos destacar “Luz Vieira Méndez. La Pasión de educar”, entre otras.


Durante el año 2003 efectuó una importante donación al departamento de Literatura Infantil, dependiente de la Secretaría de Cultura de la Provincia de Santa Fe. Dicho legado consiste en 469 volúmenes y revistas, pertenecientes a su colección personal sobre temas pedagógicos y literarios, incluyendo el mobiliario adecuado para la guarda de esta colección, que será de gran utilidad para futuras investigaciones y lecturas especializadas.


Por tal motivo, el Estado provincial no puede menos que agradecer esta generosa donación de tan calificado material bibliográfico, y procurar su adecuada conservación y fácil disposición para el uso del público que desee consultarlo.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

María C. Costa

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.17 V Congreso Internacional de las Rutas de Integración de la América del Sur: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 19.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Transporte, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. N° 13.794 – PJ), presentado por el señor diputado Kilibarda, por el cual se declara de interés legislativo el V Congreso Internacional de las Rutas de Integración de la América Del Sur a realizarse los días 10 y 11 de noviembre de 2004 en la ciudad de Porto Alegre, Río Grande do Sul, Brasil; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdExpte. N° 13.794 – PJ\: V Congreso Internacional de las Rutas de Integración de la América del Sur\: interés legislativo" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés el V Congreso Internacional de las Rutas de Integración de la América del Sur a realizarse los días 10 y 11 de noviembre de 2004 en la ciudad de Porto Alegre, Río Grande do Sul, Brasil.

Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Benítez – Castellani – Pezz – Brignoni – Mirabella – Venesia

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Los días 10 y 11 de noviembre de 2004 en la ciudad de Porto Alegre, Rio Grande do Sul, Brasil; se realizará el V Congreso Internacional de las Rutas de Integración de la América del Sur, organizado por el Comité de las Rutas de Integración de América del Sur (Crias).


Dicho Comité (Crias) está compuesto por el sector privado, que comprende asociaciones e instituciones empresarias, nacionales e internacionales; representantes diplomáticos de doce países de América del Sur; representantes de organismos gubernamentales; representantes del BID, de la CAF , del Fonplata y de la Aladi. Tiene como objetivos centrales la integración bioceánica entre Brasil, Argentina y Chile a través de conexiones ferro-carreteras y la concreción de una infraestructura variada en las áreas de la energía y las comunicaciones a todo nivel para América del Sur, con los principios normativos que conduzcan a un desarrollo armónico y contemplen los aspectos sociales, culturales, ambientales y económicos de la región.


El Congreso tiene como punto central tratar proyectos prioritarios sobre:

· La participación de grandes y medianas empresas en la construcción de la red de integración física para las comunicaciones y de la matriz energética de América del Sur.
· La formación de un Fondo de Inversión para financiar la infraestructura física necesaria para el desarrollo de América del Sur.

· La agilización de los pasos de fronteras.

· El sector de servicios y de la infraestructura física de los medios de transporte, de las comunicaciones y de la matriz energética.

· Logística, multimodalidad y demanda.

· La integración física de los polos de excelencia.

· La inserción de la América del Sur en el rumbo del desarrollo armónico.


Ya han confirmado su presencia: miembros del Consejo Temático de Crias; especialistas; federaciones, confederaciones, asociaciones empresariales, universidades, la Aneor, la Alaf, el Ceal, la Aladi, el BID, el BNDES, la CAF, la Cepal, el Fonplata; autoridades de organismos gubernamentales; empresas y sociedades de transporte terrestre, aéreo, ferroviario, hídrico fluvial y marítimo; representantes de empresas generadoras, transportadoras y distribuidoras de energía; representantes de empresas de comunicaciones; administración de terminales de transporte; agencias reguladoras, operadores logísticos y medios académicos.


Participará también una delegación del “Foro para el Desarrollo de la Ciudad de Santa Fe”, que disertará sobre el “Foro de Desarrollo de la Ciudad de Santa Fe y la Región” cuyo eje temático será la exposición del Corredor Bioceánico Central Porto Alegre – Paraná – Santa Fe – Córdoba – San Juan – Coquimbo.


Señor presidente, por lo expuesto y dada la trascendencia del evento mencionado, la temática a desarrollar y la importancia estratégica que adquieren los procesos de integración tales como Mercosur, Crecenea–Codesul y Región Centro para la provincia de Santa Fe, propongo que hagamos llegar nuestra total adhesión a dicho Congreso y les solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Danilo Kilibarda

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.18 Programa de radio “Campamento Litoral”: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 20.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de declaración (Expte. N° 13.712 – PJ), presentado por los diputados Lacava, Costa, Pesaresi y Cavuto, por el cual que la Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, declare de su interés al Programa “Campamento Litoral” que se emite por AM 540 Radio Nacional Santa Fe, los días sábados de 08 hs. a 9,30 hs.; como reconocimiento por promover, fomentar y difundir nuestro folklore, recreando historias, costumbres y tradiciones y formando conciencia de los valores profundamente educativos que hacen al sentimiento de Patria; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto.

 EÍ "zdExpte. N° 13.712 – PJ\: Programa de radio \“Campamento Litoral\”\: interés legislativo" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés al Programa “Campamento Litoral”, que se emite por AM 540 Radio Nacional Santa Fe, los días sábados de 08 hs. a 9,30 hs., como reconocimiento por promover, fomentar y difundir nuestro folclore, recreando historias, costumbres y tradiciones, y formando conciencia de los valores profundamente educativos que hacen al sentimiento de Patria.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Kilibarda – Reynoso – Venesia – Peralta – Jullier – Albónico – Costa

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El Programa “Campamento Litoral” fue creado por el maestro de periodistas y locutores Dn. Pedro Oscar Roteta y su hermano abogado Juan Carlos Roteta (ambos fallecidos). Surgió un 02 de enero de 1971 en la radiofonía santafesina, emitiéndose en forma continua durante 33 años. Es uno de los programas folklóricos más escuchado en la región del litoral.


Actualmente se emite los días sábados de 08 hs. a 9,30 hs, por AM 540 Radio Nacional Santa Fe, conducido por la locutora y animadora Silvina Cian, teniendo como colaboradoras a la Prof. Sonia Blanco de Sussmann, a la locutora Mariana Vásquez y el técnico operador de la emisora Damián Caucero. Este programa tiene una vasta audiencia –que posee la emisora– Santa Fe, Entre Ríos, Corrientes, Chaco, Santiago del Estero, parte de la provincia de Córdoba y de la provincia de Buenos Aires.


Desde sus principios, el Dr. Roteta gozaba de su interés por la literatura participando en la “Academia Literaria Santa Teresa”, entonces joven estudiante del Colegio Inmaculada de los Padres Jesuitas. El tema de la costa se materializa por primera vez en sus libretos para la audición radial “Campamento Litoral” que se constituyen en antecedentes de la versión literaria de la costa santafesina presentado en su único libro editado “Al Naciente” (con árboles, animales y gente costera) en el que describe la geografía y ubicación de la costa, las islas, el río; ámbitos elegidos por el poeta para su recorrido entre el género lírico y costumbrista.


El maestro Roteta fue un hombre de prensa oral y escrita en Santa Fe. Se inició muy joven; cuando cursaba la escuela secundaria comenzó a trabajar (a mediados de la década del cuarenta) en el diario “La Mañana de Santa Fe”. En la década del cincuenta comenzó una extensa y exitosa carrera en el diario “El Litoral” desempeñándose siempre en Sección Deportes hasta que se jubila en el año 1995. Al mismo tiempo, trabajó como periodista en LT9, LT 10 (donde fue Jefe de Noticias y Jefe de Deportes) y también en Radio Nacional.


Desde la Sección Deportes, siguió toda la campaña del gran Carlos Monzón, de quien fuera su amigo desde antes de ser campeón mundial. Cuando falleció Carlos Monzón (en el año 1996) Dn. Pedro O. Roteta presidió la Comisión de Homenajes que junto a un grupo de amigos recibieron la donación –por parte de las Autoridades y Presidente del Consejo Mundial de Boxeo Dr. José Sulleiman– del monumento traído desde México y que fuera emplazado en el acceso al “Quincho de Chiquito” (Obispo Príncipe y Avda. Almte. Brown, Costanera de la ciudad de Santa Fe); y del otro monumento realizado por el Escultor Roberto Favaretto Forner, emplazado en el lugar del accidente (a la vera de la Ruta provincial Nº 1 en Paraje Los Cerrillos, departamento Garay).


La vida del maestro-periodista Dn. Pedro O. Roteta fue intensa. Se brindaba para todo y con todos, era un apasionado, disfrutaba la mesa compartida con amigos..., fue un excelente padre y un profesional en su trabajo, respetado y querido. En su programa “Campamento Litoral” promovía los valores de nuestra tradición, le daba oportunidad a cantores de todos los lugares, y disfrutaba apoyando a quien quería progresar. Fue un precursor desde su lugar de trabajo para la música folklórica, tenía un espacio para la poesía, leyendas, etc., y era un fiel defensor de los recursos naturales, de la flora y fauna. También fue presentador y animador de los principales festivales de doma y folklore en la región.


El extinto maestro de periodistas y locutores Dn. Pedro O. Roteta fue un creador. Cultivó el género del folklore y de la música nacional. Lo que él pregonaba, lo manifestaba en sus actos y lo materializaba en hechos. Creó las “Noches de Galas del Folklore” que en sus comienzos el escenario era el Paraninfo de la Universidad Nacional del Litoral con una velada por mes. Tal actividad obtuvo mucho éxito y una gran convocatoria de público, lo que posibilitó que la Municipalidad de Santa Fe la incluyera en su programación. Otros escenarios en donde se realizó y aún se sigue realizando son: el Teatro Municipal “1º de Mayo”, el Anfiteatro “Juan de Garay” del Parque del Sur, el Fortín Brigadier Estanislao López (donde Don Pedro integró su Comisión Directiva), la Granja La Esmeralda (donde Don Pedro fue socio fundador y Ex Presidente de la Asociación de la Estación Zoológica Experimental conocida por Granja La Esmeralda), y en la plaza ubicada frente a la Basílica de Guadalupe –a la que le dio el nombre de Plaza del Folklore, en el presente Plaza del Folklore Padre Edgardo Juan Trucco–.


Dn. Pedro Oscar Roteta falleció en la ciudad de Santa Fe, el 28 de agosto de 2003. Actualmente sus enseñanzas continúan a través de su programa, todos los sábados por Radio Nacional Santa Fe.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Lacava – Pesaresi – Cavuto – Costa

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.19 Idioma extranjero e informática: enseñanza obligatoria en escuelas públicas

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 21.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 13.724 – PJ), presentado por los diputados Tibaldo, Cavuto, Barrera y Kilibarda, por el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación, disponga incluir dentro de las enseñanzas de la escuela pública, las cátedras de idioma extranjero y la informática, de manera obligatoria a partir del primer año de la EGB y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. N° 13.724 – PJ\: Idioma extranjero e informática\: enseñanza obligatoria en escuelas públicas" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, evalúe la posibilidad de incluir en las escuelas de gestión pública, las cátedras de idioma extranjero e informática, de cursado obligatorio a partir del primer año de la EGB.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Kilibarda – Reynoso – Venesia – Peralta – Jullier – Albónico – Costa

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación, disponga incluir dentro de las enseñanzas de la escuela pública, las cátedras de idioma extranjero y la informática, de manera obligatoria a partir del primer año de la EGB.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto de comunicación fue elaborado por docentes y alumnos que participaron en el Programa “Diputados por un Día” y con los cuales nos comprometimos a darle tratamiento legislativo.


“Hace ya varios años que nuestro país forma parte del Mercosur, por lo tanto nos vemos movilizados a estar permanentemente en contacto con los conocimientos de distintas culturas y por lo tanto no debemos desconocer la lengua propia de cada lugar, ya que es la única forma que tenemos de relacionarnos, social y comercialmente.”


“Vemos así que las industrias de distintos orígenes formalizan sus proyectos en la lengua a la que pertenecen, por consiguiente, es menester que los alumnos sepan, se interesen y profundicen el conocimiento que realizan otros espacios educativos y científicos.”


“Todo es válido, siempre que sirva de herramienta al educando y si se hace obligatorio, sobre la base de las normas educativas vigentes, lo es mejor aún, diciendo con esto que debe ser incluido y calificado el rendimiento en los boletines de calificación.”


“Presentar varias ofertas en los idiomas a enseñar que van desde el portugués, como vecinos que somos de un país que tiene esa lengua; del inglés con su uso comercial y diplomático internacional; el alemán, el francés, el italiano; que se usan mucho en las tecnologías modernas, permitiendo que quienes los saberes idiomáticos pueden ejercer la profesión elegida como fuente de trabajo.”


“El área de computación debe ser obligatoria y calificada, pues es también una gran herramienta moderna que deben saber usar para no ser discriminados y a la vez constituirá una significativa apoyatura para facilitar una salida laboral.”


Por lo que han expuesto, solicito a mis pares su acompañamiento a este proyecto de comunicación.

Tibaldo – Cavuto – Barrera – Kilibarda

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SRA. BENAS EÍ "ARI BENAS, Verónica" .– Pido la palabra.


Quiero manifestar la posición del Bloque del ARI con respecto a este proyecto de comunicación y, además, alertar en este sentido.


Aparentemente, parece inocuo el proyecto que plantea la voluntad de incluir, con carácter obligatorio, la enseñanza de idioma extranjero e informática, a partir de 1° año de EGB, de las escuelas públicas.


Leyendo los considerandos de este proyecto, surge de una iniciativa que hizo un grupo de alumnos que participaron en el Programa Diputados por un Día.


Entiendo que los legisladores que lo han presentado lo han hecho con el sentido de valorar el trabajo de los chicos, pero me da la impresión de que realizar este tipo de incorporaciones a la enseñanza oficial, pública y obligatoria, merece algún otro tipo de consideración. Particularmente, desde el Bloque del ARI hemos ingresado un proyecto de ley para evaluar el impacto de la Ley Federal de Educación en la Provincia de Santa Fe y creemos que conclusiones como las que acá se sacan, respecto de la importancia de incorporar idioma extranjero o informática, deberían ser el resultado de una consulta con la comunidad educativa y con los especialistas en el tema.

No quiero desmerecer la buena intención de los chicos pero me parece un poco temerario proponer este tipo de cuestiones desde el lugar de donde surgieron, sin faltar el respeto.


Nosotros queremos expresar el rechazo del bloque del ARI a este proyecto. Y sugiero a los diputados que tengamos algún resguardo respecto, no digo de sostener y de alguna forma alentar la participación de los chicos, pero está claro que los chicos no son legisladores y me parece un poco preocupante que tomemos iniciativas sin ningún tipo de análisis en el ámbito en que deben hacerse.


Concretamente, estoy diciendo que no hay siquiera una evaluación, por parte de los actores de la comunidad educativa de nuestra Provincia, de los planes que actualmente se están desarrollando en Educación. Proponer de esta forma temeraria, la incorporación de asignaturas obligatorias, nosotros entendemos, que realmente merece otro tipo de análisis. 

SR. TIBALDO EÍ "PJ TIBALDO, Claudio" .– Pido la palabra.


Yo presenté ese proyecto por pedido de los chicos. Tiene dictamen de la Comisión de Educación. Respeto la posición del bloque del ARI, pero el proyecto fue avalado por la Comisión de Educación y creo que fue aprobado por la gran mayoría.

SRA. CAVUTO EÍ "PJ CAVUTO, Adriana" .– Pido la palabra.


Quiero hacer una consideración. Este es un proyecto de comunicación, es una expresión de deseos. Las evaluaciones correspondientes las efectuará el Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Educación. No estamos hablando de un proyecto de ley.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

–
Queda constancia del voto negativo del bloque del ARI.

12.20 Capacitación de docentes de Formación Ética y Ciudadana

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 22.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 13.725 – PJ), presentado por los diputados Tibaldo, Cavuto y Kilibarda, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, implemente como modalidad para la capacitación de aquellos docentes que se desempeñan en el área de Formación Ética y Ciudadana, en todos los niveles, la participación directa de un representante de los distintos poderes del Estado Provincial –Ejecutivo, Legislativo y Judicial– a fin de instruir, asesorar y actualizar a dichos docentes; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto.

 EÍ "zcExpte. N° 13.725 – PJ\: Capacitación de docentes de Formación Ética y Ciudadana" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, implemente como modalidad para la capacitación de aquellos docentes que se desempeñan en el área de Formación Ética y Ciudadana, en todos los niveles, la participación directa de un representante de los distintos poderes del Estado Provincial –Ejecutivo, Legislativo y Judicial– a fin de instruir, asesorar y actualizar a dichos docentes.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Kilibarda – Reynoso – Venesia – Peralta – Jullier – Albónico – Costa

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto de comunicación fue elaborado por docentes y alumnos que participaron en el Programa Diputados por un día y con los cuales nos comprometimos a darle tratamiento legislativo.


“Como docentes y alumnos de la EGB en la Escuela Nº 5 “Dr. Vicente López y Planes”, queremos transmitir nuestro mayor interés en que el Gobierno de la Provincia, por los organismos que considere pertinentes, implemente la capacitación de los docentes a cargo del área de la Formación Ética y Ciudadana.”


“Motiva este pedido, la importancia que merece toda acción capacitadora para los docentes, en particular quienes se desempeñan en el área que referimos, porque ella guarda los fundamentos de la vida social, política, jurídica y axiológica del hombre y del ciudadano.”


“Asimismo creemos necesaria la participación activa y directa de quienes son los mayores representantes del Estado provincial, optimizando de ese modo el conocimiento político y jurídico que requiere una constante actualización para una correcta y veraz transmisión de los conocimientos a docentes y alumnos.”


“Comprometer a los representantes de los distintos poderes, a que se acerquen a las instituciones educativas y observen el trabajo realizado por los docentes y conociendo esta realidad, atiendan a las falencias existentes en los alumnos, muchas veces causada por desconocimiento o desinterés en los propios docentes. A partir de esta observación, implementar las estrategia necesarias para capacitar a los educadores al tiempo que motivan su interés en el área, el cual –seguramente– será transmitido a sus alumnos.”


“Y, como detalle que los lleve a comprobar de manera casi directa, es muy importante conocer características de los procesos políticos a través de quienes están directamente involucrados en el tema, como los senadores, diputados, intendentes, jefes de comunas, etc., y a los que ven a la distancia como si no fuesen pertenecientes a la misma sociedad que comparten.”


“Asimismo incorporar dentro de este espacio curricular a las efemérides, que todos deben conocer desde el nivel inicial, respetando las estructuras del pensamiento que cada nivel transita y que muchas veces pasan desapercibidas, como la exaltación de los símbolos patrios, optimizando el conocimiento de hechos significativos que hacen al ser nacional, amando el ser argentino y al ser humano como tal.”


“Que desde los primeros años los alumnos tomen conciencia ciudadana, responsable y comprometida con los contenidos básicos de la vida política, capaces de decidir acciones futuras.”


Por lo que han expuesto, solicito a mis pares su acompañamiento a este proyecto de comunicación.

Tibaldo – Cavuto – Kilibarda

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.21 Señalización e iluminación en el puente carretero Santo Tomé–Santa Fe

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 23.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.818 – PDP), presentado por los diputados Jullier y Real, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, gestione al Poder Ejecutivo Nacional, para que a través del organismo que corresponda, proceda a realizar la señalización, iluminación y pintura refractaria del puente carretero que une las ciudades de Santo Tomé con Santa Fe y de la Avenida de Circunvalación Mar Argentino, en toda su extensión; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe:

 EÍ "zcExpte. Nº 13.818 – PDP\: Señalización e iluminación en el puente carretero Santo Tomé–Santa Fe" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, gestione al Poder Ejecutivo Nacional, para que por intermedio del organismo correspondiente, proceda a realizar la señalización, iluminación y pintura refractaria del puente carretero que une las ciudades de Santo Tomé con Santa Fe y de la Avenida de Circunvalación Mar Argentino, en toda su extensión.

Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Reutemann – Peirone – Tomei – Cavuto – Jullier – Aranda – Ritter – Dehesa – Tibaldo

Tibaldo – Cavuto – Kilibarda

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia solicita al Poder Ejecutivo, para que a través del organismo correspondiente, requiera ante Aufe SA el cumplimiento de la señalización, iluminación y pintura refractaria del puente carretero que une las ciudades de Santo Tomé con Santa Fe, y a Vialidad Nacional de la avenida circunvalación Malvinas Argentinas, en toda su extensión.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Actualmente el puente carretero que une las ciudades de Santo Tomé con Santa Fe y la avenida de circunvalación Malvinas Argentinas, presentan falencias en su señalización e iluminación con el correspondiente peligro para todos los que transitan por tan importantes arterias de comunicación.


Asimismo, tanto el puente carretero como también los puentes de derivación del tránsito de la avenida de circunvalación, no cuentan con la pintura refractaria y la señalización vertical y horizontal previstos en las reglamentaciones vigentes.


Estas importantes vías de comunicación por ser conectoras del tránsito que viene del centro sur de la provincia y tiene destino el norte y región mesopotámica, registran niveles de transitabilidad y riesgo a los cuales es necesario minimizar con las medidas de seguridad e indicadores de protección acordes con la complejidad y circulación del tránsito existente en las mismas.


La concesión a la empresa Aufe SA que tiene a cargo el puente carretero, contempla todas estas medidas de seguridad, por lo tanto, deben ser necesariamente cumplidas por la misma. En la actualidad, se observa que no se ha dado cumplimiento a muchas de las condiciones y cláusulas de la concesión, correspondiendo exigir por parte de la autoridad de aplicación las tareas tendientes a concretarlas.


Además, corresponde a Vialidad Nacional realizar las mismas tareas de mantenimiento y señalización de la avenida circunvalación Malvinas Argentinas, por lo tanto corresponde se gestione el cumplimiento y la realización de dicha tarea sobre la misma.

Jullier – Real

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.22 Comisión Interministerial para la Protección y Promoción de los Derechos de la Infancia y Adolescencia: informe sobre su accionar

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 24.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Derechos y Garantías ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.722 – DB), presentado por los diputados Gutiérrez, Riestra, Benas, Strada, Peralta, Albónico, Aranda y Cecchi, por el cual se solicita al PE. disponga informar cuales han sido las acciones llevadas a cabo en la provincia por la comisión interministerial para la protección y promoción de los derechos de la infancia y adolescencia y visto y aceptado los fundamentos que lo sustentan, esta Comisión resuelve aconsejar su aprobación.

 EÍ "zcExpte. Nº 13.722 – DB\: Comisión Interministerial para la Protección y Promoción de los Derechos de la Infancia y Adolescencia\: informe sobre su accionar" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que por intermedio del Poder Ejecutivo se informe con respecto a:

1 – Cuáles han sido las acciones llevadas a cabo en la Provincia por la Comisión Interministerial para la Protección y Promoción de los Derechos de Infancia y Adolescencia, creada en diciembre del año 2002, gestionada por Expte. Nº 01501-0022005-2.

2 – Cuántos niños/as, se encuentran internados en la Provincia de Santa Fe, por motivos asistenciales en instituciones públicas.

3 – Cuántos niños/as se encuentran internados en la Provincia de Santa Fe, por motivos asistenciales en instituciones privadas.

4 – Cuáles son las políticas públicas para proteger los derechos del niño/a y sus familias en la Provincia de Santa Fe.

Sala de Comisión, 27 de octubre de 2004.

Lamberto – Lagna – Gutiérrez – Peralta – Pesaresi

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 13.722 – DB), presentado por los diputados Gutiérrez, Riestra, Benas, Strada, Peralta, Albónico, Aranda y Cecchi; por el cual se solicita al Poder Ejecutivo informe cuales han sido las acciones llevadas a cabo en la Provincia por la Comisión Interministerial para la Protección y Promoción de los Derechos de la Infancia y Adolescencia; y, atento que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Derechos y Garantías, esta Comisión, os aconseja adherir al mismo.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Gastaldi – Aranda – Reutemann – Vázquez – Venesia

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Los casos de niños/as, encerrados en institutos de menores del país, crecieron el 37,5% por ciento en los últimos tres años, de acuerdo a un relevamiento efectuado por la agencia Télam, según el cual la mayoría fue internado por ser carenciado. Así los internos alojados en esos establecimientos pasaron de ser 15.000 en el año 2001 a 20.623 en el año 2004, según cifras oficiales recogidas en todas las provincias.


Los mismos reportes indican que un 43% de esos chicos fueron separados de sus familias, por causas asistenciales o económicas. En el año 2001 había doce mil niños internados en todo el país por ser carenciados y actualmente existen 17.248, los expertos en minoridad culpan al Estado por este incremento de niños que no pueden vivir con sus familias por motivos económicos o asistenciales, esto se debe a dos causas, agregan, a que no hay políticas públicas de infancia, de trabajo con las familias, y los chicos van a los juzgados y de ahí a las instituciones. Así lo aseveran funcionarios de la Comisión Directiva del Comité Argentino del seguimiento y aplicación de la Convención Internacional de los Derechos del niño, remarcando que a quince años de la Declaración Internacional de los Derechos del Niño, la Argentina, no tiene una ley de infancia y sigue con una norma que le permite a los jueces separar a los chicos de sus familias, sin ayudarlas.


Por las razones expuestas, solicito a mis pares, acompañen con su firma, el presente pedido de informes.

Gutiérrez – Cecchi – Riestra – Aranda – Benas – Albónico – Strada – Peralta

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.23 Controles de pesca: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 25.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 13.826 – UCR), presentado por los diputados Ritter y Pezz, por el cual se solicita, a través de la Secretaría de Medio Ambiente, disponga informar respecto de las medidas aplicadas en la relación con la pesca en sus distintas modalidades; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al proyecto.

 EÍ "zcExpte. N° 13.826 – UCR\: Controles de pesca\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Secretaría de Medio Ambiente, informe sobre las medidas aplicadas en relación con la pesca en sus distintas modalidades, en particular sobre:

a) Los períodos de veda para la pesca establecidos en general, o en particular para algunas especies o zonas.

b) Los parámetros fijados para la pesca de las distintas especies en períodos de pesca permitida.

c) El personal y los medios materiales afectados para el control de infracciones en períodos normales y de veda.

d) El personal y los medios materiales necesarios para el adecuado control de infracciones en períodos normales y de veda. Señalar déficit.

e) Los acuerdos y/o convenios vigentes y/o previstos con organismos provinciales, nacionales, municipales y comunales, y con instituciones no gubernamentales en relación con el control de la pesca y la preservación de los recursos ictícolas. 

f) El detalle de los procedimientos de control, y sus resultados, durante el año 2004.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Marcucci – Reynoso – Venesia – Pividori – Cecchi – Scataglini – Strada

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El establecimiento de un nuevo marco normativo actualizado respecto de la pesca en nuestra provincia constituye un avance de innegable valor.


No contamos aún con la reglamentación de la mencionada norma, lo que conspira contra la eficacia de los criterios definidos por la Ley Nº 12.212, y esperamos que la mora del Poder Ejecutivo encuentre pronta solución.


Pero además de las normas es necesario que otros elementos se reúnan para que la fauna sea efectivamente preservada, y estos son, sin lugar a dudas, una correcta planificación de las acciones, la afectación de los recursos humanos idóneos y suficientes, y la disponibilidad de los medios materiales, incluidos los económicos, para que las tareas programadas se ejecuten en tiempo y forma.


El presente proyecto aspira a obtener información necesaria sobre estas cuestiones, la que será útil a efectos de dotar a los responsables de los controles de los medios que requieran para garantizar el cumplimiento de la Ley Nº 12.212.


Por las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Ritter – Pezz

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.24 Dirección Provincial de Vialidad: pago del salario MVM a dependientes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 26.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 13.686 – PJ), suscrito por el diputado Cura, por el que se solicita disponga abonar al personal de la Dirección Provincial de Vialidad la suma de $ 450 fijado por la Resolución 02/04 del Consejo Nacional del Empleo y la Productividad; y por las razones expresadas en el mismo y las que oportunamente podrá dar su miembro informante os aconseja prestéis vuestra aprobación al mismo.

 EÍ "zcExpte. N° 13.686 – PJ\: Dirección Provincial de Vialidad\: pago del salario MVM a dependientes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, proceda a liquidar, a los dependientes de Dirección Provincial de Vialidad el pago del salario mínimo, vital y móvil de $ 450, fijado por la Resolución Nº 02/04 del Consejo Nacional del Empleo y la Productividad.

Sala de Comisión, 3 de noviembre de 2004.

Cura – Qüesta – Vázquez – Sánchez – Benas – Tibaldo – Maguid – Mascheroni

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.686 – PJ), presentado por el diputado Cura, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, disponga abonar al personal de la Dirección Provincial de Vialidad la suma de $ 450 – (cuatrocientos cincuenta pesos) fijado por la Resolución 02/04 del Consejo Nacional del Empleo y la Productividad; y, atento a que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Asuntos Laborales Gremiales y de Previsión, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Liberati – Qüesta – Marcucci – Cecchi – Maguid – Lagna – Riestra – Venesia

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Trabajadores de la Dirección Provincial de Vialidad, me han hecho llegar su inquietud por no haber percibido, hasta el presente, el reajuste del salario mínimo, vital y móvil, tal como lo prescribe el Consejo Nacional del Empleo y la Productividad, en su Resolución Nº 2 (Adjunto nota con firma de los empleados).


Es de hacer notar que los empleados de la citada repartición del Estado provincial se rigen por la Ley nacional Nº 20.320, a la cual la provincia se adhiriera mediante el dictado de la Ley Nº 9217 y la CCT Nº 55/89, de plena vigencia.


Por lo expresado precedentemente, solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.
Jorge Cura

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.25 Programa Provincial de Salud Reproductiva y Procreación Responsable: informes sobre falta de cumplimiento

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 27.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte Nº 13.648 – BS), de los diputados Aranda, Baudín, Albónico, Lamberto, Cecchi, Liberati y Bonfatti, por el cual se solicita a través del Ministerio de Salud, informe lo actuado en relación al expediente N° 00501-0060139-5 (reclamo administrativo sobre la reglamentación e implementación del programa provincial de salud reproductiva y procreación responsable), y, no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos su aprobación.

 EÍ "zcExpte Nº 13.648 – BS\: Programa Provincial de Salud Reproductiva y Procreación Responsable\: informes sobre falta de cumplimiento" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Salud informe lo actuado en relación al Expte. N° 00501 – 0060139 – 5 presentado como reclamo administrativo con motivo de la reglamentación e implementación del Programa Provincial de Salud Reproductiva y Procreación Responsable que fuera instado por Fundación Gémina para el Desarrollo Humano.

Sala de Comisión, 3 de noviembre de 2004.

Pividori – Tomei – Sánchez – Cavuto – Baudín – Bonfatti – Reynoso

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Derechos y Garantías ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.648 – BS) presentado por los diputados Aranda, Baudín, Albónico, Lamberto, Cecchi, Liberati y Bonfatti, y por el cual solicita a través del Ministerio de Salud, informe lo actuado en relación al Expte. 00501-0060139-5 (Reclamo administrativo sobre la Reglamentación e implementación del Programa Provincial de Salud Reproductiva y Procreación responsable) y, atento a los fundamentos que los sustentan y visto que el mismo cuenta con dictamen de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social (fs. 3) aconsejando su aprobación, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2004.

Lamberto – Lagna – Tibaldo – Peralta – Pesaresi

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La Fundación Gémina para el Desarrollo Humano ha presentado un reclamo administrativo con motivo de la reglamentación e implementación del Programa de Salud Reproductiva y Procreación Responsable creado por Ley 11.888 ante el Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Provincia de Santa Fe. El mismo está relacionado con insuficiencias y deficiencias de la ley que entienden no fueron subsanadas por vía reglamentaria y que en el reclamo se detallan. A saber: 

I) Fallas de coordinación;

II) Fallas de especificación o concretización de ciertos conceptos jurídicos indeterminados;

III) Falencias para la medición del rendimiento del Programa;

IV) Regulación ilegítima de la objeción de conciencia;

V) Ausencia de enlistamiento de métodos;

VI) Regulación inapropiada de la información sobre: a) el método elegido, b) la autodeterminación de las solicitantes;

VII) Regulación inapropiada del régimen del menor.


Atendiendo a la preocupación de la salud sexual y reproductiva de los/as ciudadanos/as de nuestra provincia es que entendemos que estos reclamos que son estudiados, instados y presentados por organizaciones de la sociedad civil, encuentren eco y respuesta en los organismos provinciales correspondientes. En este caso, el reclamo traduce preocupaciones por no garantizar el Estado Provincial derechos a la salud sexual y reproductiva, derechos a la salud, en definitiva, derechos humanos, y especialmente la protección a la vida de las mujeres, de las mujeres de los sectores más vulnerables para que sean mejor cuidadas, atendidas y respetadas.


Nuestra Constitución Provincial tutela la salud y expresamente en su artículo 19 dice: "La Provincia tutela la salud como derecho fundamental del individuo e interés de la colectividad...". Además nuestra Constitución Nacional (art. 75 incs. 22 y 23) consagra absolutamente a los derechos reproductivos como Derechos Humanos, por lo que, por un lado, es obligación del Estado Nacional, Provincial y/o Municipal su resguardo y protección; y por otra cualquier circunstancia que en la práctica impida el ejercicio de esos derechos, constituye una violación a los derechos humanos que permite poner en movimiento todos los instrumentos administrativos, procesales nacionales o institucionales existentes para su resguardo y vigencia.


Por todo lo expuesto solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto.

Aranda – Baudín – Albónico – Lamberto –Cecchi – Liberati – Bonfatti

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.26 Subsidio para mejoras en Instituto Superior Incorporado Nº 9086 de Roldán

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 28.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 13.623 – UCR), presentado por la diputada Tomei, por el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación de la Provincia, otorgue por única vez, un subsidio destinado a mejorar el estado de los techos del Instituto Superior Incorporado N° 9086 “Paul Harris”, sito en la ciudad de Roldán, del departamento San Lorenzo; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. N° 13.623 – UCR\: Subsidio para mejoras en Instituto Superior Incorporado Nº 9086 de Roldán" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, evalúe la posibilidad de otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora del Instituto Superior Incorporado N° 9086 “Paul Harris”, de la ciudad de Roldán, departamento San Lorenzo, para ser destinado al mejoramiento de los techos.

Sala de Comisión, 20 de octubre de 2004.

Kilibarda – Stanoevich – Albónico – Peralta – Costa – Jullier

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.623 – UCR), presentado por la diputada Tomei, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, evalúe la posibilidad de otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora del Instituto Superior Incorporado Nº 9086 “Paul Harris”, de la ciudad de Roldán, departamento San Lorenzo, para ser destinado al mejoramiento de los techos; atento a los fundamentos expuestos por la autora del mismo y las razones que dará el miembro informante, se adhiere al dictamen de la Comisión de Educación.

Sala de Comisión, 4 de noviembre de 2004.

Reutemann – Tomei – Dehesa – Jullier – Peirone – Cavuto – Urruty – Tibaldo

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte Nº 13.623 – UCR), presentado por la diputada Tomei, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, evalúe la posibilidad de otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora del Instituto Superior Incorporado Nº 9086 “Paul Harris”, de la ciudad de Roldán, departamento San Lorenzo, para ser destinado al mejoramiento de los techos; y, atento a que el mismo cuenta con dictámenes favorables de las Comisiones de Educación y Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherirse a éste último mismo.

Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Peirone – Liberati – Qüesta – Marcucci – Cecchi – Maguid – Lagna – Riestra – Venesia

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación de la Provincia, otorgue por única vez un subsidio destinado a mejorar el estado de los techos del Instituto Superior Incorporado N° 9086 “Paul Harris”, sito en la ciudad de Roldán, del departamento San Lorenzo.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


Por nota de la Directora del Instituto Superior Incorporado N° 9086 “Paul Harris” Nilda Escalante, hemos tomado conocimiento de las necesidades que actualmente dicha institución requiere.


Este establecimiento educativo es el único de la localidad de Roldán que brinda formación en los niveles, octavo y noveno de EGB 3 y Nivel Polimodal en las modalidades de Economía y Gestión de las Organizaciones, Humanidades y Ciencias Sociales y Ciencias Naturales.


De igual modo es el único que brinda formación de Profesorado en EGB 1 y 2, a la población de Roldán y localidades vecinas.


Esta institución de gestión privada y laica, se sostiene con un subsidio provincial, que no alcanza a cubrir los sueldos de todo el personal, razón por la cual nuestra Asociación Cooperadora debe hacer frente al pago de las remuneraciones correspondientes a los cargos de:

· Una bibliotecaria para el turno tarde

· Una portera para el Nivel Superior, dado que no posee ninguna

· Una preceptora para el Nivel Superior, ya que tampoco posee

· 18 hs cátedra para el EGB 3, Polimodal, y Nivel Superior


A lo expuesto hay que agregarse que los alumnos que concurren a la institución abonan una cuota mensual de Cooperadora de $15 para el Nivel Medio, y $20 para el Nivel Superior, quedando en evidencia la difícil situación económica que atraviesa la misma.


De igual manera existe una importante cantidad de familias de los alumnos que no pueden cumplir en su totalidad con el pago de la cuota de la Asociación Cooperadora;


Para que esto no repercuta en el abandono de los estudios por aquellos que no pueden afrontar los gastos, la Institución en cuestión entrego para este ciclo lectivo becas enteras y medias becas.


El Honorable Concejo Municipal de Roldán, en el mismo sentido, entregó becas de $10 pesos a alumnos, quedando para la institución la absorción de los $5 pesos restantes.


Puede verse entonces, que se trata de una Institución que cumple un rol fundamental en la localidad de Roldán, que debido a los mencionados problemas económicos se ve comprometida el mantenimiento de la infraestructura edilicia.


El problema acuciante en este momento es el mal estado de los techos, ya que tiene numerosas rajaduras por las cuales cuando llueve filtra el agua, traduciéndose en problemas en el normal dictado de las clases, en la constante humedad de las paredes y techos, así también trae aparejados problemas eléctricos.


Actualmente el problema de las filtraciones abarca casi todos espacios de la Institución, es decir: la mayoría de las aulas, gran parte de la galería, como también parte de la Secretaría y la Dirección.


La preocupación de los directivos de la institución también se refleja en el peligro de que se produzca el desprendimiento de algún trozo de cielorraso en alguna de las aulas o en algún sector de la galería, con el riesgo que esto significa para los alumnos, personal docente y no docente.


Este pedido de subsidio, busca entonces mejorar el estado de los techos del establecimiento, para que no se produzcan estas filtraciones y todas sus implicancias, pero fundamentalmente para no poner en riesgo la salud de la comunidad educativa, como el riesgo de que alumnos, personal docente y no docente sea alcanzado por desprendimientos del cielorraso.


De esta manera, este proyecto busca encontrar una solución a los problemas de infraestructura que padece el Instituto Provincial Incorporado N° 9086, y garantizar para la localidad de Roldán, el funcionamiento de una Institución que brinda aprendizaje a más de 440 alumnos y que cumple un rol social y solidario de gran importancia para el medio.


Finalmente las carencias que actualmente sufre la Institución, están a la vista y las autoridades de la misma tienen las puertas abiertas para que se verifique los problemas de infraestructuras que se han señalado en este proyecto.


Por las razones antedichas, es que solicito a mis pares, el tratamiento y la aprobación del presente proyecto.

Mónica Tomei

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.27 Máquina motoniveladora para Comuna de El Rabón

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 29.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 13.607 – UCR), presentado por el diputado Pezz, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo disponga otorgar una máquina motoniveladora a la Comuna de El Rabón, departamento General Obligado; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. N° 13.607 – UCR\: Máquina motoniveladora para Comuna de El Rabón" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo competente, provea una máquina motoniveladora a la Comuna de El Rabón, departamento General Obligado.

Sala de Comisión, 20 de octubre de 2004.

Pesaresi – Tibaldo – Vázquez – Cavuto

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.607 – UCR), presentado por el diputado Pezz, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, provea una máquina motoniveladora a la Comuna de El Rabón, departamento General Obligado; atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo y las razones que dará el miembro informante, se adhiere al dictamen de la Comisión de Asuntos Comunales.

Sala de Comisión, 28 de octubre de 2004.

Reutemann – Tomei – Dehesa – Jullier – Aranda – Ritter – Urruty – Tibaldo

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte Nº 13.607 – UCR), presentado por el diputado Pezz, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, disponga otorgar una máquina motoniveladora a la Comuna de El Rabón, departamento General Obligado; y, atento a que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Liberati – Qüesta – Marcucci – Cecchi – Maguid – Lagna – Riestra – Venesia

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, que a través de la Subsecretaría de Municipios y Comunas u organismo que corresponda otorgue una máquina motoniveladora a la Comuna de El Rabón, departamento General Obligado.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Existen más que suficientes antecedentes de qué ocurre cuando comienzan las temporadas de lluvias y no se hicieron los trabajos correspondientes para evitar desbordes e inundaciones.


La Comuna de El Rabón tiene más de 70 kilómetros de caminos de tierra y no posee los medios mecánicos como una motoniveladora para poder solucionar el problema de desagües y arreglos de dicha calzada, es importante destacar que la totalidad de estos caminos se encuentran dedicados a la actividad agropecuaria.


La falta de mantenimiento de estas vías de comunicación ocasiona graves e irrecuperables pérdidas económicas a los productores agro-ganaderos llegando en algunos períodos a la paralización total de las actividades.


Cabe destacar la predisposición de las autoridades comunales junto a los vecinos de dicho distrito dedicándole mucho tiempo y recursos para que su producción no quede aislada.


Es obligación del Estado provincial de acudir en forma urgente con soluciones como la que se solicita en el presente, porque los habitantes de dicha región solamente piden que se los acompañe para seguir produciendo.


De esta manera dejo fundado el pedido de una motoniveladora para la Comuna de El Rabón en el departamento General Obligado y solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Federico Pezz

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.28 Programa Federal de Salud (Profe): informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 30.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.395 – PPS), de los diputados Urruty, Reynoso y Benítez, por el cual se solicita disponga informar sobre el modo operativo con que se llevan adelante las prestaciones del Programa Federal de Salud (Profe) en la Provincia, y, no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos su aprobación.

 EÍ "zcExpte. Nº 13.395 – PPS\: Programa Federal de Salud (Profe)\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la repartición que corresponda, informe sobre el modo operativo con que se llevan adelante las prestaciones del Programa Federal de Salud (Profe) en el territorio de la Provincia de Santa Fe, en general, y particularmente en el sur provincial.

Sala de Comisión, 27 de octubre de 2004.

Pividori – Tomei – Bonfatti – Sánchez – Baudín – Gutiérrez

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte Nº 13.395 – PPS), presentado por los diputados Urruty, Reynoso y Benítez, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, disponga informar sobre el modo operativo con que se llevan adelante las prestaciones del Programa Federal de Salud (Profe) en la Provincia; y, atento a que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, Esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Liberati – Qüesta – Marcucci – Cecchi – Maguid – Lagna – Riestra – Venesia

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Beneficiarios del denominado Programa Federal de Salud nos han acercado inquietudes acerca del modo en que se efectúan las prestaciones por parte del Ministerio de Salud de la Provincia, especialmente en la zona sur del territorio provincial.


Los mismos, advierten sobre lo traumático de las tramitaciones que deben realizarse, así como sobre la falta de atención directa de ciertas prácticas por parte de efectores públicos provinciales, por lo que se ven seriamente resentidos los servicios que se prestan.


Este programa nacional resulta uno de los programas sociales vigentes más relevantes y es responsable del financiamiento de la provisión médica y social integral de los beneficiarios de pensiones no contributivas y de su familiares a cargo.


Por tanto, ante la enorme importancia que el problema denunciado asume para un amplio sector de la población, es que solicitamos el tratamiento y la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Urruty – Reynoso – Benítez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.29 Reparación integral Ruta Prov. 2

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 31.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.741 – PJ), presentado por el diputado Tibaldo y la diputada Cavuto, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, arbitre los medios necesarios con el objeto de proceder a una reparación integral de la calzada de la Ruta Provincial N° 2, en el tramo que ocupa el ejido urbano de la localidad de Monte Vera, departamento La Capital; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "zcExpte. Nº 13.741 – PJ\: Reparación integral Ruta Prov. 2" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, arbitre los medios necesarios con el objeto de proceder a una reparación integral de la calzada de la Ruta Provincial N° 2 en el tramo que ocupa el ejido urbano de la localidad de Monte Vera – departamento La Capital.

Sala de Comisión, 4 de noviembre de 2004.

Reutemann – Tomei – Dehesa – Jullier – Peirone – Cavuto – Urruty – Tibaldo

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.741 – PJ), presentado por los diputados Tibaldo y Cavuto, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, proceda a la reparación integral de la calzada de la Ruta Provincial Nº 2, tramo que ocupa el ejido urbano de la localidad de Monte Vera, departamento La Capital; y, atento a que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Liberati – Qüesta – Marcucci – Cecchi – Maguid – Lagna – Riestra – Venesia

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto solicita al Poder Ejecutivo que por intermedio de la Dirección Provincial de Vialidad, dependiente del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, proceda a reparar la calzada de la Ruta Prov. Nº 2 en el tramo del ejido urbano de la localidad de Monte Vera, con el objeto de brindarle transitabilidad segura a la misma.


La localidad de Monte Vera sufrió los prejuicios ocasionados por la catástrofe hídrica que afectó a gran parte de nuestra Provincia durante el año 2003, las aguas de la creciente del Río Salado llegaron a su ejido urbano y afectaron en su paso la Ruta Prov. Nº 2, la que estuvo durante varios días con agua sobre su calzada.


El intenso tránsito, al ser utilizada como camino alternativo de la Ruta nacional Nº 11, provocó que se produjeran baches y deformaciones en su calzada que es necesario proceder a su rápida reparación, a fin de evitar el avance de los mismos y poner en riesgo a los usuarios que la transitan.


Por lo expuesto es que solicito a mis pares la aprobación de este proyecto de comunicación.

Tibaldo – Cavuto

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.30 Ruta Prov. 6: señalización y reparación desde Ruta Nac. 19 hasta Gessler

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 32.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.656 – PJ), presentado por la diputada Sánchez, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, instruya a la Dirección Provincial de Vialidad, para que realice tareas de señalización horizontal y reparación en la Ruta Provincial N° 6, desde su intersección con la Ruta Nacional N° 19 hasta la finalización de la zona urbana en jurisdicción de la comuna de Gessler; atento a los fundamentos expuestos por la autora del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe:

 EÍ "zcExpte. Nº 13.656 – PJ\: Ruta Prov. 6\: señalización y reparación desde Ruta Nac. 19 hasta Gessler" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, instruya a la Dirección Provincial de Vialidad, para que realice tareas de señalización horizontal y reparación en la Ruta Provincial N° 6, desde su intersección con la ruta nacional N° 19 hasta la finalización de la zona urbana en jurisdicción de la comuna de Gessler.

Sala de Comisión, 28 de octubre de 2004.

Reutemann – Tomei – Dehesa – Jullier – Aranda – Ritter – Urruty – Tibaldo

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.656 – PJ), presentado por la diputada Sánchez, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, instruya a la Dirección Provincial de Vialidad para que realice tareas de señalización horizontal y reparación en la Ruta provincial Nº 6, desde su intersección con la Ruta nacional Nº 19 hasta la finalización de la zona urbana en jurisdicción de la Comuna de Gessler; y, atento a que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Liberati – Qüesta – Marcucci – Cecchi – Lagna – Riestra – Venesia

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Obras y Servicios Públicos indique a la Dirección Provincial de Vialidad realice tareas de señalización horizontal y reparación en la Ruta provincial Nº 6 desde su intersección con la Ruta nacional Nº 19 hasta la finalización de la zona urbana en jurisdicción de la comuna de Gessler.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


La falta de un adecuado mantenimiento, un correcto tapado en las juntas de dilatación, la filtración de las aguas pluviales y el movimiento de la base natural, que puede observarse a primera vista en la Ruta provincial Nº 6, son parte de los factores que han provocado innumerables roturas, pozos y desniveles a lo largo de la carpeta de cemento desde la intersección de la Ruta nacional Nº 19 y el final de la zona urbana de la Comuna de Gessler –Dpto. Las Colonias–. Es por ello que traigo a esta Cámara la presente iniciativa, promoviendo ante el Poder Ejecutivo provincial la realización de las tareas de reparación necesarias y su posterior demarcación.


Si bien aun se mantiene una relativa transitabilidad, la demora en atender a las tareas de reparación de este tramo de la Ruta provincial Nº 6 puede originar daños no sólo materiales sino también físicos en quienes la transitan, tal como lo ha destacado el Concejo Municipal de la ciudad de San Carlos Centro en su Resolución Nº 112/04 de fecha 28 de septiembre de 2004, la cual adjunto. Es por ello que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.

Francisca Sánchez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.31 Ampliación del Canal Aliviador Laguna Paiva: expropiación terrenos lindantes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 33.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.683 – PJ), presentado por el diputado Tibaldo y la diputada Cavuto, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, arbitre los medios necesarios con el objeto de proceder a la expropiación de los terrenos lindantes necesarios, a fin de liberar la traza para la construcción de la obra: Ampliación del Canal Aliviador “Laguna Paiva”, departamento La Capital; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "zcExpte. Nº 13.683 – PJ\: Ampliación del Canal Aliviador Laguna Paiva\: expropiación terrenos lindantes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, arbitre los medios necesarios con el objeto de proceder a la expropiación de los terrenos lindantes necesarios, a fin de liberar la traza para la construcción de la obra: Ampliación del Canal Aliviador “Laguna Paiva”, departamento La Capital.

Sala de Comisión, 28 de octubre de 2004.

Reutemann – Tomei – Dehesa – Jullier – Aranda – Ritter – Urruty – Tibaldo

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte Nº 13.683 – PJ), presentado por los diputados Tibaldo y Cavuto, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, disponga realizar la expropiación de los terrenos lindantes necesarios a fin de liberar la traza para la construcción de la obra “Ampliación del Canal Aliviador Laguna Paiva”, departamento La Capital; y, atento a que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Liberati – Qüesta – Marcucci – Cecchi – Maguid – Lagna – Riestra – Venesia

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La obra de ampliación del Canal Aliviador “Laguna Paiva” viene siendo reclamada, por la región de influencia del mismo, desde hace varios años.


En el año 2003, el Gobierno provincial tomó la decisión, imputó los recursos necesarios y procedió a la licitación para su construcción, con el objeto de dar respuesta a esta demanda.


Esta obra se encuentra dentro de la planificación prioritaria del Comité de Cuenca del Arroyo Aguiar y acarreará importantes beneficios a los nueve distritos que lo integran, evitando las estacionales inundaciones que los afectan. Para su construcción se hace necesario realizar la expropiación de la franja de terrenos lindante en ambas márgenes, a fin de liberar la traza para ejecutar la ampliación de este canal regulador y preservar el margen de seguridad necesario para su futuro mantenimiento.


Por lo expuesto solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Tibaldo – Cavuto

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.32 Mantenimiento Ruta Prov. 90: inclusión en Plan de Obras 2005

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 34.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.735 – DB), presentado por los diputados Urruty, Reynoso, Strada y la diputada Benítez, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, incorpore dentro del Plan de Obra 2005, las partidas necesarias para la concresión de la repavimentaciòn de la Ruta Provincial Nº 90; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuaciòn se transcribe:


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, incorpore en el Plan de Obras para el Presupuesto del año 2005, la repavimentación de la Ruta Provincial Nº 90, en los departamentos Constitución y General López.

Sala de Comisión, 4 de noviembre de 2004.

Reutemann – Tomei – Dehesa – Jullier – Peirone – Cavuto – Urruty – Tibaldo

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.735 – DB), presentado por los diputados Urruty, Benítez, Reynoso y Strada, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, incorpore dentro del Plan de Obras 2005, las partidas necesarias para la concreción y/o mantenimiento de la obra de pavimentación de la Ruta Provincial Nº 90; y, luego de los estudios realizados, y atento a que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe:

 EÍ "zcExpte. Nº 13.735 – DB\: Mantenimiento Ruta Prov. 90\: inclusión en Plan de Obras 2005" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, procure la repavimentación de la Ruta Provincial Nº 90, en los departamentos Constitución y General López.

 Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Liberati – Qüesta – Marcucci – Cecchi – Maguid – Lagna – Riestra – Venesia

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial, por intermedio del Ministerio de Obras y Servicios Públicos, incorpore dentro del Plan de Obras 2005, las partidas necesarias para la concreción y/o mantenimiento de la obra de pavimentación de la Ruta provincial Nº 90, que se extiende desde la ciudad de Villa Constitución (departamento Constitución) y atraviesa el departamento General López.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La Ruta provincial Nº 90, popularmente conocida como la "Ruta del Chapuy", y parte de la ciudad de Villa Constitución (departamento Constitución) y atraviesa el departamento General López.


Constituye una vía de notable importancia económica y social, dado que resulta el acceso principal de numerosas localidades del sur de la provincia, como Alcorta, Máximo Paz, Carreras, Melincué, Elortondo, Chapuy, Labordeboy, Chovet; y también, debido a que resulta la conexión más directa entre estos centros de producción y el puerto de Villa Constitución.


Lamentablemente, el estado intransitable en que se encuentra es motivo de serias dificultades que han detonado numerosos y reiterados reclamos de las comunas y municipios ente los organismos pertinentes y ante las actuales autoridades de Vialidad Provincial, quienes han confirmado verbalmente la necesidad y factibilidad de su solución.


Por lo tanto, creemos que la concreción de dicha obra, dada la trascendencia de esta ruta provincial, sería una respuesta justa para toda la región, que beneficiaría a varios departamentos del sur de la Provincia.


Es así, que presentamos para su aprobación el presente proyecto de comunicación

Urruty – Benítez – Reynoso

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de acuerdo con el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

–
Resulta aprobado.

12.33 Evacuación de efluentes cloacales en el arroyo Pavón

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 35.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.775 – ARI), presentado por los diputados Strada, Riestra y las diputadas Benas y Gutiérrez, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, informe los motivos por los cuales se detuvo la realización de las obras de “Evacuación de Efluentes Cloacales y del Dragado del Tramo Inferior del Arroyo Pavón” de la ciudad de Villa Constitución; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo, los antecedentes que corren agregados al expediente citado, dándolos aquí por reproducidos, formando parte del presente dictamen y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "zcExpte. Nº 13.775 – ARI\: Evacuación de efluentes cloacales en el arroyo Pavón" 

La Cámara de Diputados de la Provincia solicita que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos que correspondan, informe:

a) Motivos por los cuales se detuvo la realización de las obras de “Evacuación de Efluentes Cloacales y del Dragado del Tramo Inferior del Arroyo Pavón” de la ciudad de Villa Constitución para la eliminación de la contaminación existente en las aguas y medio ambiente que rodea a parte del ejido urbano.

b) Si se incluyeron dentro del presupuesto 2005 partidas destinadas a la ejecución de esas obras.

c) En caso de contarse con las partidas presupuestarias, cuál sería la fecha para la reanudación de dicho proyecto.

Sala de Comisión, 4 de noviembre de 2004.

Reutemann – Tomei – Peirone – Jullier – Cavuto – Urruty – Tibaldo

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.775 – ARI), presentado por los diputados Strada, Riestra, Benas y Gutiérrez, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, disponga informar los motivos por los cuales se detuvo la realización de las obras de “evacuación de efluentes cloacales y del dragado del tramo inferior del Arroyo Pavón” de la ciudad de Villa Constitución, departamento Constitución; y, atento a que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Liberati – Qüesta – Marcucci – Cecchi – Maguid – Lagna – Riestra – Venesia

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La grave situación de contaminación que existe en las aguas y medio ambiente que rodea al Arroyo Pavón de la ciudad de Villa Constitución, provocada por las descargas cloacales, los desagües pluviales y los desechos de todo tipo que acarrea el canal Constitución, está provocando problemas gravísimos para la salud de la población. Esta problemática no sólo afecta en forma directa a más de los 2000 pobladores que habitan los barrios próximos al lugar (Luján, San Miguel Arcángel, Evita, Iguazú, Hoppe, Colegio Hijas de Cristo Rey); sino que también perjudica indirectamente a toda la población villense.


Esta grave situación, que se inicia en el año 1966 con una crecida extraordinaria del Arroyo Pavón que modificó su curso, se halla avalada por un estudio realizado por especialistas de la Facultad de Ciencias Hídricas de la Universidad Nacional del Litoral en el año 1996, donde además de realizar el diagnóstico de situación ambiental, propuso las medidas estructurales y no estructurales para la solución de este problema.


Las gestiones tendientes a la concreción de estas obras lleva décadas de pacientes y reiterados reclamos por parte no sólo de integrantes de distintas organizaciones villenses como vecinales, clubes y centros ecologistas, sino también por parte de las autoridades de turno, tal es el caso de la nota enviada al Gobernador Obeid en el año 1997, la cual fuera firmada por el entonces intendente municipal Malugani, hoy senador por el departamento Constitución.


Otro antecedente importante es el fallo de la doctora Silvia Suárez del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Comercial y Laboral de la 2º nominación el cual hiciera lugar a la demanda de un particular e intimara a la Provincia de Santa Fe a cumplir con lo ordenado por las leyes Nº 10.447 y 10.448 que autorizaban al Poder Ejecutivo a disponer de las sumas necesarias para dar solución a la situación planteada y que, al no haber sido plasmada en la práctica conllevaron a esta situación que importa un daño muy grande para la población. Las normas citadas eran de autoría del por entonces senador por el departamento Constitución, Miguel Robles.


También es necesario tener en cuenta que este cauce es una vía de navegación y subsistencia necesaria para que gran cantidad de los habitantes de la zona pueda trasladarse a la isla y obtener, a través de la caza o la pesca, el único medio a su alcance para subsistir. Obviamente, al encontrarse en semejante situación de contaminación, este medio de vida se halla inutilizable.


Además existe a la vera de este cauce el Club Náutico Bartolomé Mitre (enclavado en la zona desde el año 1940), el cual se haya impedido de brindarle a sus asociados la posibilidad de desarrollar sus actividades recreativas y deportivas (como la pesca deportiva, el remo, la natación, etc.) debido a la situación anteriormente planteada.


Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares la inmediata aprobación del presente proyecto.
Strada – Riestra – Benas – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.34 EPE: informes sobre nuevas líneas de conducción eléctrica hacia Coronda

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 36.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.776 – PDP), presentado por los diputados Real y Jullier, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, disponga informar si tiene previsto nuevas líneas de alimentación y conducción eléctrica hacia la ciudad de Coronda, desde el transformador existente en la autopista Rosario – Santa Fe; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe: 

 EÍ "zcExpte. Nº 13.776 – PDP\: EPE\: informes sobre nuevas líneas de conducción eléctrica hacia Coronda" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda,. informe lo siguiente:

1) Si la EPE tiene previsto nuevas líneas de alimentación y conducción eléctrica hacia la ciudad de Coronda, desde el transformador existente en la autopista Rosario – Santa Fe.

2) En caso afirmativo, se remita detalle de las obras de infraestructura a realizarse y tiempo estimado de las mismas.

3) Se remita detalle de estimaciones actuales sobre consumo eléctrico de la ciudad de Coronda y capacidad de alimentación existente y previsiones para asegurar el servicio eléctrico de la zona durante la temporada estival.

Sala de Comisión, 4 de noviembre de 2004.

Reutemann – Tomei – Dehesa – Jullier – Cavuto – Peirone – Urruty – Tibaldo

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.776 – PDP), presentado por los diputados Real y Jullier, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, disponga informar si tiene previsto incorporar durante 2004, nuevas líneas de alimentación y conducción eléctrica hacia la ciudad de Coronda, desde el transformador existente en la autopista Rosario – Santa Fe; y, atento a que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Liberati – Qüesta – Marcucci – Cecchi – Maguid – Lagna – Riestra – Venesia

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia solicita al Poder Ejecutivo, que por intermedio de la EPE informe lo siguiente:

1.- Si la EPE tiene previsto incorporar durante este año 2004, nuevas líneas de alimentación y conducción eléctrica hacia la ciudad de Coronda, desde el transformador existente en la autopista Rosario-Santa Fe.

2.- En caso afirmativo, se remita detalle de las obras de infraestructura a realizarse y tiempo estimado de las mismas.

3.- Se remita detalle de estimaciones actuales sobre consumo eléctrico de la ciudad de Coronda y capacidad de alimentación existente y previsiones para asegurar el servicio eléctrico de la zona durante la temporada estival.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La infraestructura eléctrica que sirve a la ciudad de Coronda y la zona de influencia data de la década del 50.


Existe desde hace una década un solo alimentador que posibilita el ingreso de 6.000 HP desde el transformador existente en la autopista Rosario-Santa Fe. En estos últimos años el consumo ha crecido en forma notoria y sobrepasa holgadamente ese límite, máxime en temporada estival que por influencia de una mayor actividad en la producción, conservación e industrialización de los productos de la zona, el consumo aumenta considerablemente.


Es conocido por los habitantes de Coronda y su zona de influencia los problemas y cortes de energía que se producen constantemente, con los perjuicios y molestias que la falta del fluido eléctrico provoca en el desarrollo y vida de esa comunidad. Ante esta situación distintos sectores han hecho conocer su posición y han efectuado diversos reclamos públicos para que la EPE concrete las inversiones y realice los trabajos conducentes a implementar la puesta en servicio de nuevos conductores de energía que impidan el colapso eventual del sistema.


En tal sentido, el concejal Enzo Marchesi en fecha 27 de mayo del corriente año, advertía sobre este problema y de sus posibles consecuencias si no se realizaban las mejoras que aseguraran definitivamente el normal funcionamiento eléctrico de toda la zona, sin obtener hasta hoy, respuesta alguna por parte de la Empresa.


Ante esta situación es necesario conocer fehacientemente si la EPE tiene previsto la realización de trabajos y obras que tiendan a solucionar el problema y en su caso, las precisiones técnicas e instrumentales que harían innecesarias las mejoras planteadas.


Esta situación y su problemática se extiende a otras localidades del departamento San Jerónimo, donde las autoridades comunales, fuerzas vivas, instituciones y usuarios de la EPE han hecho conocer su preocupación al respecto.


Por todo lo expuesto y por la importancia del tema, urge conocer cuál es la postura de la EPE y sus previsiones respectivas ante un aumento real y concreto en el consumo eléctrico, para asegurar el mismo e informar a la sociedad llevando tranquilidad y despejando las dudas que sobre la cuestión pudieren suscitarse.

Real – Jullier

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.35 Centro de Educación Radial 456 del Paraje Los Quebrachales: realización de obras

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 37.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.625 – PJ), presentado por la diputada Pesaresi, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, provea de una adecuada instalación de agua para consumo humano y construya los muros perimetrales de los edificios del Centro de Educación Radial Nº. 456, del Paraje Los Quebrachales, departamento 9 de Julio; atento a los fundamentos expuestos por la autora del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "zcExpte. Nº 13.625 – PJ\: Centro de Educación Radial 456 del Paraje Los Quebrachales\: realización de obras" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, provea de una adecuada instalación de agua para consumo humano y construya los muros perimetrales de los edificios del Centro de Educación Radial Nro. 456, del Paraje Los Quebrachales, departamento 9 de Julio.

Sala de Comisión, 28 de octubre de 2004.

Reutemann – Tomei – Dehesa – Jullier – Aranda – Ritter – Urruty – Tibaldo

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte Nº 13.625 – PJ), presentado por la diputada Pesaresi, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, provea de una adecuada instalación de agua para consumo humano y proceda a la construcción de los muros perimetrales de los edificios del Centro de Educación Radial Nro. 456, del Paraje Los Quebrachales, departamento 9 de Julio; y, atento a que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Peirone – Scataglini – Liberati – Qüesta – Marcucci – Cecchi – Maguid – Lagna – Riestra – Venesia

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


El Centro de Educación Radial Nº 456, del Paraje Los Quebrachales, en el departamento 9 de Julio, se encuentra abocado a lograr la construcción de un muro de seguridad, que permita al establecimiento educativo mantenerse a resguardo de los numerosos ofidios venenosos que pueblan el lugar. Destacamos que un grupo de niños suelen pernoctar en el mencionado Centro Radial, por lo que se extrema la necesidad de esta construcción.


A más de lo expresado, el Centro Radial necesita en forma imperiosa una instalación de agua adecuada, que lo provea con una conexión de un molino de extracción distante apenas unos cincuenta metros. Según las previsiones de la Dirección de la Institución, con algunos metros de cañería y un tanque de almacenamiento se podría lograr un conjunto mínimamente decoroso, que posteriormente y merced a la ayuda oficial, podrá ser mejorado.


También, señor presidente, hacemos notar que concurren a este establecimiento niños o jóvenes de escasos recursos, y el Centro Radial es para ellos mucho más que una “institución educativa” en el clásico sentido del término, convirtiéndose por lo general en un lugar de contención y motivación.


Es por lo expuesto que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Julia Pesaresi

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12.36 Volcamiento de líquidos cloacales en barrio de Reconquista

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 38.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 13.697 – UCR), presentado por el diputado Pezz, por el cual se solicita que el Poder Ejecutivo arbitre las medidas necesarias a los efectos de que la Dirección de Vivienda y Urbanismo, en acción conjunta con la Municipalidad de Reconquista de solución definitiva al problema de volcamiento de líquidos cloacales del barrio Nuevo Milenio (Plan Foprovi. 50 viviendas ) de la ciudad de Reconquista, construyendo las redes internas y conectando el barrio a la red cloacal existente en la intersección de las calles Olessio y Calle 71; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "zcExpte. N° 13.697 – UCR\: Volcamiento de líquidos cloacales en barrio de Reconquista" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, arbitre las medidas necesarias a efectos de que la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo, en acción conjunta con la Municipalidad de Reconquista dé solución definitiva al problema de volcamiento de líquidos cloacales del barrio Nuevo Milenio (Plan Foprovi 50 Viviendas), de la ciudad de Reconquista, construyendo las redes internas y conectando el barrio a la red cloacal existente en la intersección de las calles Olessio y Calle 71.

Sala de Comisión, 3 de noviembre de 2004.

Tibaldo – Dehesa – Cura – Urruty – Strada – Ritter

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.697 – UCR), presentado por el diputado Pezz, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, arbitre las medidas necesarias a efectos de que la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo, en acción conjunta con la Municipalidad de Reconquista, de solución definitiva al problema de volcamiento de líquidos cloacales del barrio Nuevo Milenio (Plan FO.PRO.VI. 50 Viviendas), de la ciudad de Reconquista, construyendo las redes internas y conectando el barrio a la red cloacal existente en la intersección de las calles Olessio y Calle 71; atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo, los antecedentes que corren agregados al expediente citado, dándolos aquí por reproducidos, formando parte del presente dictamen y las razones que dará el miembro informante, se adhiere al dictamen de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Sala de Comisión, 11 de noviembre de 2004.

Reutemann – Peirone – Tomei – Jullier – Ritter – Dehesa – Cavuto – Tibaldo

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.697 – UCR), presentado por el diputado Pezz, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, en acción conjunta con la Municipalidad de Reconquista, de solución al problema de los volcamientos de líquidos cloacales del Plan FOPROVI – Barrio Nuevo Milenio; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto.

Sala de Comisión, 17 de noviembre de 2004.

Pesaresi – Cavuto – Vázquez – Tibaldo

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Los vecinos del barrio Nuevo Milenio (Plan Foprovi 50 viviendas) de Reconquista, han realizado sucesivas gestiones ante los entes públicos provinciales y municipales, procurando dar solución al grave problema que los aqueja, y que consiste básicamente en el volcamiento a la vía pública de los líquidos cloacales como consecuencia de que, al estar elevadas las napas (2,50 metros de profundidad), los pozos negros se llenan con excesiva frecuencia y vuelcan sus excedentes hacia la vía pública.


Como se comprenderá, no se puede convivir con un problema de esta naturaleza, y es por ello que los vecinos han realizado diversas gestiones ante la Municipalidad de Reconquista y la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo, solicitando en cada oportunidad lo que estimaban sería una solución a sus problemas.


Los vecinos nos han hecho referencia de infinidad de gestiones concretadas desde 1996, por anegamientos y desbordes de líquidos cloacales, todas sin resultados concretos, algunas de ellas se consignan a continuación.


Por medio de una nota fechada en diciembre de 2002, dirigida al organismo provincial mencionado se requería la provisión a la Municipalidad de Reconquista de un camión atmosférico para que realice la extracción de los materiales de los pozos negros una vez por mes.


El 17 de diciembre de 2002 tuvo entrada una nota dirigida al Gobernador de entonces, Carlos A. Reutemann, por la que se planteaba el problema y se sugerían soluciones, entre ellas la de provisión de un camión atmosférico o la de conectar a las viviendas a una red cloacal distante a 300 metros del barrio.


El 12 de marzo de 2003, el Director Provincial de Vivienda responde por Nota Nº 1266 DP a la Comisión Pro Agua, haciendo referencia a “anegamientos” y de la Nota Nº 1265 DP dirigida al Presidente del Concejo Municipal de Reconquista, de la misma fecha, por la que deslinda responsabilidades, afirmando que el barrio se construyó en zonas inundables como consecuencia de informes municipales erróneos.


En enero de 2004 se realizó una presentación ante la Municipalidad de Reconquista donde se pedía por los líquidos cloacales y por otras cuestiones de competencia única municipal.


Creemos que no vale la pena abundar en citas sobre reclamos, cuyas respuestas han sido en todos los casos para deslindar responsabilidades entre la Municipalidad de Reconquista y la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo.


Tampoco vemos la solución en la provisión de un camión atmosférico que sólo servirá como paliativo transitorio.


Creemos que no vale la pena gastar energías para saber el origen de los problemas y las responsabilidades de las jurisdicciones actuantes, esfuerzos dignos de mejor causa, por ejemplo buscar soluciones para los vecinos.


En este sentido vemos que una frase sintetiza sus aspiraciones: “Quisiéramos estar bien, tenemos derecho a vivir dignamente”, expresada en una nota de diciembre de 2002, deseo aún no satisfecho.


Frente a ello el deslinde de responsabilidades de los funcionarios pierde sentido.


Por las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto.

Federico Pezz

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

13 INASISTENCIAS
SR. PRESIDENTE (Barrera).– La Cámara debe considerar la inasistencia con goce de dieta del señor diputado Oscar Urruty a la presente sesión.


Si no hay observación, se va a votar.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Al no haber más asuntos que tratar, se levanta la sesión.

–
Son las 05:50 del día 25 de noviembre de 2004.

lic. alfredo federico barboza

a/c dirección del cuerpo de taquígrafos
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